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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti, y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman Ramos; las Ministras Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carmen Andrade Lara; Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández, y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte Rodríguez.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Las actas de las sesiones 61ª y 62, ambas extraordinarias, en 3 y 4 de noviembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de reforma a la Carta Fundamental que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (boletín N° 6.756-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Veinticuatro de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, acerca de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín Nº 3.878-17).



2.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (boletín N° 5.766-08).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (boletín Nº 5.947-12).



4.- Proyecto que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665 a fin de extender el funcionamiento de los tribunales que indica (boletín N° 6.750-07).


Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (boletín Nº 4.670-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de internet (boletín N° 4.915-19).



5.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).



6.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma a la Carta Fundamental que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (boletín N° 5.406-15)



8.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo y modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (boletín N° 5.687-23).



9.- Proyecto de reforma a la Carta Fundamental, iniciado en moción de los Senadores señores Núñez y Pizarro, en materia de declaración de culpabilidad por una acusación constitucional (boletín N° 5.850-07).



10.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando sus normas de carrera funcionaria (boletín N° 6.447-07).


11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (boletín Nº 6.472-06).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, concerniente a información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (boletín N° 6.582-11).



13.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (boletín N° 6.648-02)


14.- Proyecto que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en determinadas zonas o áreas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005 (boletín N° 6.681-01).



Con los seis últimos retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01).



4.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley relativa al sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín N° 5.458-07).



5.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, a fin de incorporar la presunción de declaración y no pago de cotizaciones de salud en el sistema de isapres y homologar la multa por su no pago y el interés penal a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (boletín N° 6.692-05).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a doña Rosa del Carmen Egnem Saldías (boletín N° S 1.207-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo comunica que se ausentará del territorio nacional entre los días 9 y 17 del presente mes en visita de Estado en Seúl, República de Corea; en visita de trabajo en Shanghái, República Popular China, y para participar en la Cumbre de Países Líderes de APEC, que se celebrará en Singapur, República de Singapur, y en la Cumbre de Seguridad Alimentaria, que se realizará en Roma, República de Italia.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



--Se toma conocimiento.



Con el tercero solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña, para lo cual hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín S 1.208-05) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Nueve de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.766-08).



--Queda para tabla.


Con el segundo comunica que prestó su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (boletín N° 6.392-09).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los cinco siguientes comunica que ha aprobado las iniciativas que se indican:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la maternidad, la paternidad y la vida familiar y establece un permiso por matrimonio del trabajador (boletín N° 5.907-13) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al Padre Gerard Ouisse (boletín N° 6.646-17) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



3.- Proyecto de ley que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.648-02) (Véase en los Anexos, documento 6)


--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.



4.- Proyecto que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665, extendiendo el funcionamiento de los tribunales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata) (boletín N° 6.750-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


5.- Proyecto de ley que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando sus normas de carrera funcionaria (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.447-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


Con el octavo comunica que prestó su aprobación a las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.716-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el noveno informa que ha rechazado la idea de legislar del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.670-07) y comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, según lo dispuesto en el artículo 70 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 10).



--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 230, inciso primero, y 186 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Con el segundo remite copia autorizada de la sentencia recaída en el requerimiento de constitucionalidad referido a la tramitación del proyecto de acuerdo relativo a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (boletín N° 6.689-10).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Kuschel, concerniente a los problemas de conectividad de la comuna de Chaitén y a la reposición de sus servicios básicos.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los gastos del Estado en material bélico.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Prokurica, en relación con la carga impositiva que afecta a los combustibles y su incidencia en la economía del país.



Tres del señor Ministro de Salud:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Romero, atinente a los estudios de preinversión hospitalaria de los establecimientos correspondientes a la jurisdicción del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota y a la salud de los habitantes de las comunas de Puchuncaví y Quintero.



Con el segundo y el tercero responde dos oficios enviados en nombre de la Senadora señora Alvear, referidos a la solución del alto endeudamiento que afecta al Ministerio de Salud y a la inclusión de la “esclerosis múltiple” en la cobertura del régimen general de garantías en salud, respectivamente. 



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Girardi, acerca del cumplimiento de los compromisos contraídos con el Estado de Chile por la Fundación Pumalín.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales e informe de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 5.947-12) (Véanse en los Anexos, documentos 11 y 12).



Informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Hacienda, recaídos en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 3.878-17) (Véanse en los Anexos, documento 13 y 14).



Segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 3.875-11) (Véanse en los Anexos, documentos 15 y 16).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que garantiza el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez (boletín N° 5.087-07) (Véase en los Anexos, documento 17).



Nuevo primer informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11) (Véase en los Anexos, documento 18).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley que elimina las preexistencias en los planes de salud de las isapres (boletín N° 6.761-11) (Véase en los Anexos, documento 19)


--Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de la Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Estatuto Administrativo y el de los Funcionarios Municipales, para regularizar la situación de las personas contratadas a honorarios a suma alzada.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Permisos constitucionales


Los Senadores señores Girardi y Núñez solicitan autorización para ausentarse del país a contar del 9 de noviembre del año en curso.



--Se concede.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente: 



1.- Citar a sesión extraordinaria para mañana miércoles, de 15 a 18, en reemplazo de la sesión ordinaria, a fin de ocuparse de los asuntos de la tabla.



2.- Citar a sesión especial para mañana, de 18 a 24, con el objeto de tratar el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2010. 



3.- Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho y sin fundamento de voto, el proyecto que crea el Ministerio de Energía y el relativo a la propiedad intelectual, ambos en trámite de Comisión Mixta. 



4.- Colocar en el primer lugar de la tabla de la presente sesión la iniciativa que crea el Ministerio del Medio Ambiente. 



5.- Incluir en la tabla de Fácil Despacho de la sesión extraordinaria de mañana, sin fundamento de voto, el proyecto sobre juzgados del crimen de Santiago. 



6.- Abrir un nuevo plazo, hasta el lunes 16 del mes en curso, a las 12, para presentar indicaciones a la iniciativa que sanciona penalmente la colusión. 



7.- Retirar de la tabla de la sesión de hoy el proyecto que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional e incluirlo en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria del martes 17 de noviembre.



8.- Tratar en la sesión extraordinaria de mañana el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones al sector público. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, solo deseo pedir que se aclare en qué estado queda la sesión del miércoles en la mañana.

El señor NOVOA (Presidente).- Se mantiene la citación a sesión especial, de 10:30 a 13, para tratar el proyecto de Ley de Presupuestos.



Las que se alteraron fueron las citaciones de la tarde. Se fijó una sesión extraordinaria, de 15 a 18, para ocuparse de los asuntos en tabla, incluida la iniciativa que reajusta las remuneraciones del sector público, si la Cámara la despacha; y una especial, de 18 a 24, a fin de tratar el proyecto de Ley de Presupuestos. 

El señor CANTERO.- 
Perfecto. 

El señor NOVOA (Presidente).- Acerca de la última iniciativa, los Comités acordaron que las indicaciones se podrán presentar hasta el inicio de la discusión de cada Partida. 



Eso por lo menos respecto de las que se vean en la sesión de la mañana; y, dependiendo de cómo se vaya desarrollando el debate, podría llegarse a un acuerdo distinto para la de la tarde. 

V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE MINISTERIO DE ENERGÍA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho y sin fundamento de voto, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Energía, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (5766-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 60ª, en 28 de octubre de 2009.

Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 22ª, en 2 de junio de 2009.


Minería y Energía (segundo), sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.


Hacienda, sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.

Mixta, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.

Discusión:



Sesiones 23ª, en 3 de junio de 2009 (se aprueba en general); 58ª, en 14 de octubre de 2009 (se aprueba en particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas Cámaras se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados a una de las enmiendas realizadas por el Senado, referida a la Ley General de Servicios Eléctricos, que disponía que las obras de expansión del sistema de transmisión troncal de energía que determinara el decreto del Ministro de Economía tendrían el carácter de imprescindibles y serían de interés nacional, y en caso de que fuera requerido por otras leyes se entendería que los obligados a ejecutar dichas obras contaban con la calidad de concesionarios de servicios eléctricos. 



La Comisión Mixta que se formó para resolver la diferencia existente entre el Senado y la otra rama legislativa propone, para el inciso final, nuevo, que se agrega al artículo 99 de la Ley General de Servicios Eléctricos, la siguiente redacción:



“En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto, cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes números 19.300 y 20.283, y demás normas legales pertinentes.”.



Cabe señalar que las leyes N°s 19.300 y 20.283 recién mencionadas corresponden a la que fijó las bases generales del medio ambiente y a la relativa a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal, respectivamente. 



La proposición de la Comisión Mixta fue aprobada por 6 votos a favor (Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Diputados señores Aedo, García Huidobro e Insunza) y tres en contra (Senador señor Gómez y Diputados señores Espinosa y Fuentealba).



Hay que tener presente que la Cámara de Diputados, en sesión del miércoles 4 del mes en curso, aprobó la proposición de la Comisión Mixta. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta. 



Ofrezco la palabra a los Senadores que deseen apoyarlo o impugnarlo.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en verdad, las dudas planteadas por algunos señores Senadores y aclaradas por el Ejecutivo se referían a que la aprobación de una disposición como esta podría afectar las normas sobre medio ambiente y que proyectos de esta naturaleza, en especial, sobrepasarían la  legislación medioambiental vigente.



El señor Ministro de Energía y las autoridades medioambientales han aclarado hasta el cansancio que la norma tiene un solo objetivo y que por motivo alguno puede afectar lo vigente en materia medioambiental ni la legislación sobre los pueblos originarios. Su propósito es que, una vez que la autoridad disponga la extensión de las líneas de transmisión troncal, puedan iniciarse  tres trámites a la vez y no realizar cada uno en forma sucesiva. Eso debido a la importancia de la transmisión de la energía eléctrica en Chile que, por su configuración geográfica, es básica. Y la autoridad es quien justamente determina si se debe o no construir una línea de ese tipo.



Por lo tanto, solicito aprobar la disposición, porque las dudas surgidas en algún minuto quedaron resueltas. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, efectivamente el Ministro señor Tokman y algunos miembros de la Comisión han tratado de explicar los beneficios del precepto en debate.



De todas maneras, cabe señalar que se modificó bastante la redacción. Se hablaba de “interés nacional” y de “imprescindible”, lo cual creaba una situación bastante difícil para quienes se opusieran a la expansión del sistema de transmisión troncal. Sin embargo, quedó una duda sobre algo que, desde mi punto de vista,  no fue aclarado en la Comisión, lo cual me llevó a votar en contra. 



Se trata de lo siguiente: el artículo 99 dice que “En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto, cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos.”.



¿Qué significa esto? Que mediante tal norma se adquiere inmediatamente la concesión. Y la Ley General de Servicios Eléctricos establece en su artículo 15 cuáles son las condiciones y requisitos para quien la obtenga. Ello significa que puede tener servidumbres de paso. Es posible cumplir con la expansión contando ya con dicha concesión y saltándose, en mi opinión, algunos de los requisitos que la ley dispone en cuanto a que debiera indicar para qué.



No se trata solo del bosque nativo. Porque la ley respectiva es la única conforme a la cual se debe tener la concesión con anterioridad, lo que también rige respecto a las zonas indígenas y a las turísticas. 



En definitiva, este artículo va a permitir que, si grandes empresas  cuentan con concesión, significará que -por tener servidumbres de paso establecidas por la ley-, al pasar por aquellas zonas o sectores de privados que carecen de protección, será el ciudadano común el que deba enfrentarlas.



Señor Presidente, voy a decir algo que ya comenté con el señor Ministro: si la decisión es que las peticiones se realicen en forma conjunta y que lo referente a la concesión no entorpezca otras solicitudes relativas al impacto ambiental y todo lo demás, es necesario señalar claramente que aquellas deben poder hacerse simultáneamente. Esto nunca ha sido aceptado por el señor Ministro, a pesar de que sería mucho más entendible y preciso.



A mi juicio -quiero precisarlo-, esto producirá una gran confusión jurídica, porque, sin ninguna duda, las empresas van a discutir, aunque se diga: “En caso que sea requerido por otras leyes”. Porque, de no entenderse esa fórmula de redacción, habrá un gran enredo en los tribunales. Y, finalmente, lo que se supone más simple y fácil, como es la ampliación de esos troncales, traerá problemas jurídicos de fondo.



Por esas dos razones voté en contra, posición que mantengo.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, ¿concede una interrupción al Honorable señor Prokurica?

El señor GÓMEZ.-  Con mucho gusto, aunque no esté de acuerdo con lo que va a decir.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Precisamente, el señor Senador no concuerda conmigo, porque tenemos opiniones distintas.



Señor Presidente, él está equivocado, porque el artículo respectivo señala que se entiende que “cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios”, pero no que tienen la concesión.



Por lo tanto, esto no evita que las empresas deban tramitar la concesión. Asimismo -según  lo planteado por el Senador señor Gómez-, esa disposición, por sus efectos jurídicos, sería absolutamente inconstitucional, observación con la cual no coincido en nada. La norma es clara. Dice que se entenderá que cuentan con la calidad de concesionarios, pero no que tienen la concesión. En ese sentido, el efecto es muy distinto.

El señor LETELIER.- ¿Me permite una consulta, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la diferencia que se ha planteado no es un tema menor. Y el hecho de clarificarlo en un sentido o en otro permitirá adoptar una posición al votar. 



Yo estaría inclinado por pedir segunda discusión, a fin de que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia informe sobre qué vamos a legislar. O bien, que el señor Ministro lo deje claramente establecido. Porque entiendo que el texto tiene un sentido,  pero aquí dos miembros de la Comisión han planteado interpretaciones distintas, con alcances jurídicos diferentes.



Por consiguiente, me parece que corresponde determinar si se le dará la calidad de concesionario solo hasta que se resuelva quién tendrá la concesión en forma definitiva y en qué plazo debe ocurrir eso. 



Tal vez el señor Ministro nos puede despejar las dudas existentes, a fin de decidir cómo votar.



Por mi parte, creo que el Senador señor Gómez puede tener razón.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo deseo aclarar al Honorable señor Gómez que esta disposición no invalida lo establecido en el Convenio 169 de la OIT, en cuanto a las tierras de los pueblos indígenas y a su implementación.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Tokman.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, agradezco la posibilidad de poder aclarar nuevamente qué hace este artículo y qué no.



Hubo tres dudas que la Comisión Mixta despejó completamente con la nueva redacción.



La primera es que aquí se trata solo de líneas de transmisión troncal. Se aseveró que esto estaba relacionado con el proyecto “HidroAysén”. Eso está totalmente descartado, porque no guarda relación alguna con las líneas adicionales.



La segunda cuestión planteada fue que la redacción anterior podría implicar omitir alguna otra norma u obligación. Por eso se explicitó que, obviamente, sigue vigente todo lo establecido por las Leyes del Medioambiente y del Bosque Nativo. Y se agregó la frase adicional que dice: “y las otras normas legales pertinentes”, para eliminar expresamente la posibilidad de que con este artículo se intente dejar de cumplir otra obligación de la legislación.



Y la tercera es que, al expresarse en el encabezamiento que “En caso que sea requerido por otras leyes”, se trata de disposiciones legales que puedan requerir una concesión, aplicando lo que hemos redactado acá. Sin embargo, en ningún caso significa que los titulares de los proyectos de transmisión adquieran algunos de los derechos que establece la Ley Eléctrica para los concesionarios, si no cumplen con todos los requisitos consignados en esta misma norma y con los procedimientos exigidos para contar con una concesión.



Por lo tanto, en cuanto a la consulta formulada por el Senador señor Letelier, deseo que quede claramente explicitado en la historia fidedigna de la ley que la redacción del artículo 99 tiene un solo objetivo, y es que, en las otras leyes donde se requiera que para iniciar los procesos de solicitud de autorización debe contarse  con concesión, tales procesos se podrán realizar simultáneamente.



Esto no significa alteración de lo dispuesto en la Ley Eléctrica en términos de cuáles son los procedimientos y las obligaciones que deben cumplir los titulares de la línea de transmisión para poder contar con la concesión.



Y, como último punto, ¿por qué insistimos en la necesidad de contar con este artículo? Porque, en lo relativo a las líneas de expansión troncal -como Sus Señorías pudieron darse cuenta con motivo de la tramitación de la Ley Corta Eléctrica I-, no obstante que haya capacidad de generación, si no se encuentra disponible la de transmitir la energía de manera oportuna, se corre el riesgo de que se produzcan racionamientos.



La demora en la construcción de esas líneas implica que, debido a la congestión de las existentes, las cuentas de luz que paga la gente aumentan. Y se incrementa también el riesgo de racionamiento.



Por eso, a nuestro modo de ver, tanto la redacción dada a esa norma por la Comisión Mixta como el análisis de dicha enmienda en la Cámara de Diputados aclaran todas las dudas planteadas. 



La disposición en cuestión no afecta ni a Aysén ni a las demás obligaciones. Y tampoco tiene efecto alguno respecto de lo que se encuentra regulado en el resto de la Ley Eléctrica en cuanto a los derechos y obligaciones de los concesionarios.

El señor NOVOA (Presidente).- El acuerdo de Comités fue votar el informe sin fundamentación de voto.

El señor LETELIER.- ¡Eso es antirreglamentario!

 

Dejo constancia de que nadie puede estar por sobre la ley.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el informe.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (26 votos contra 2).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Ávila y Gómez.
MODIFICACIÓN DE LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL. 

INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor NOVOA (Presidente).- De conformidad con lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, con urgencia calificada de “suma”.
--Los antecedentes sobre el proyecto (5012-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 54ª, en 6 de octubre de 2009.

Informes de Comisión:


Educación, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Economía, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Economía y Educación, unidas (segundo), sesión 45ª, en 2 de septiembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 85ª, en 22 de enero de 2008 (se aprueba en general); 46ª, en 8 de septiembre de 2009 (queda pendiente su discusión particular); 47ª, en 9 de septiembre de 2009 (se aprueba en particular).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas legislativas se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados de algunas de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Al respecto, la Comisión Mixta consigna en su informe la proposición que tiene como objetivo salvar las diferencias producidas.

Dicha propuesta fue acordada por unanimidad, con excepción del inciso tercero del artículo 85 Q, referido a la medida prejudicial del retiro o bloqueo de los contenidos infractores, y del inciso segundo del artículo 85 T, sobre el retiro, inhabilitación o bloqueo de material por parte del prestador de servicios de Internet.



Corresponde tener presente que en sesión del martes 3 de noviembre en curso la Cámara Baja rechazó el informe de la Comisión Mixta.



Cabe señalar que el artículo 85 Q tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requeriría el voto favorable de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Como expresó el señor Secretario, el informe de la Comisión Mixta fue rechazado en la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, su eventual aprobación por nuestra Corporación no surtirá otro efecto más allá de que el Ejecutivo tome conocimiento de su rechazo y proceda a vetarlo, si lo estima conveniente, o a promulgar el resto del proyecto.



Dado que, conforme a lo acordado por los Comités, el informe debe tratarse como si fuera de Fácil Despacho y votarse sin fundamento de voto, ofreceré la palabra a algún señor Senador que desee apoyarlo o bien, impugnarlo.



En discusión.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, Su Señoría ha señalado exactamente el camino por seguir. 



El Gobierno se ha comprometido a redactar un veto que dé satisfacción a las inquietudes que se plantearon en la Cámara de Diputados, donde tuvo lugar el rechazo del informe. Al mismo tiempo, estamos tramitando la resolución de un problema que se suscitó incidentalmente. Y hasta ahora eso marcha bien.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la Comisión Mixta analizó una inquietud formulada en la otra rama del Congreso acerca de algunas situaciones que se producen con Internet. Y en este punto quiero centrar el debate.



Allá hubo una interpretación, por un lado, respecto de qué constituye infracción, y por otro, sobre qué medidas se pueden tomar cuando se comete alguna.



Este es uno de los asuntos controvertidos desde el inicio del debate. Si un joven, en su hogar, baja música de Internet, la almacena en su MP3 y luego se pasea por la calle escuchándola, junto con un amigo, la pregunta es: ¿eso constituye o no una infracción?

El señor CANTERO.- ¡No lo es!

El señor LETELIER.- En la Cámara de Diputados, atendida la redacción de la norma, se generó la sensación de que tal hecho constituía una infracción, ya que al bajar música -sigo con el mismo ejemplo- de Internet ella se reproduce o traspasa a otro elemento de sustento electromagnético.





En cambio, aquí en el Senado quedó absolutamente claro que el bajar música para uso personal, sin fines comerciales, y guardarla en un pendrive no es causal de infracción alguna, ni, por ende, motivo de sanción. 



Ese fue uno de los aspectos que se despejaron en la Comisión Mixta.





Otro aspecto decía relación a quién se le podía cortar la cuenta, porque aquí había un concepto de aquello: si correspondía hacerlo a la persona que bajaba de Internet música o una página de información, o a quien las subía. O sea, qué cuenta se podía clausurar o cerrar, en forma temporal, como una medida de buena fe, por parte del proveedor del servicio.



En otras palabras, que a las personas que usan un espacio para crear un portal y poner material que debe pagar derecho de autor y no cumplen con esta obligación, se les puede clausurar, suspender o bloquear la cuenta temporalmente. 



Esa era la interpretación.



Durante el debate en la Comisión Mixta se llegó a un muy buen acuerdo -quiero destacarlo-  y por eso se aprobaron unánimemente la mayoría de las disposiciones propuestas. 



La objeción tuvo que ver con cierto punto expresado por un colega Diputado que, en general, no representa la opinión mayoritaria ni de los miembros del Senado ni del resto de los integrantes de la Comisión Mixta.



Creemos que el texto ha quedado muy bien redactado y resguarda los intereses de los sectores comprometidos en lo que dice relación tanto a las obligaciones impuestas por los tratados internacionales y los derechos de autor de los creadores como al derecho de los usuarios de acceder a la información necesaria con el fin de usarla para su consumo personal, siempre que ella no se transforme posteriormente en un fin lucrativo o un negocio.



Por ello, votaremos a favor del informe.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor y dos abstenciones), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.


Se abstuvieron los señores Bianchi y Novoa.

El señor NOVOA (Presidente).- La aprobación del Senado al informe de la Comisión Mixta se pondrá en conocimiento de la Presidenta de la República para los efectos que correspondan.
CREACIÓN DE MINISTERIO, SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL 

Y SUPERINTENDENCIA DE MEDIO AMBIENTE

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Medio Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes nacionales, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5947-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 16ª, en 12 de mayo de 2009.



Informes de Comisión:



M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 37ª, en 4 de agosto de 2009.


M. Ambiente y B. Nacionales (segundo), sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.



Hacienda, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.



Discusión:



Sesión 43ª, en 19 de agosto de 2009 (se aprueba en general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general por la Sala en su sesión del 19 de agosto del año en curso.



La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales deja constancia de que el día 26 de octubre la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el señor Ministro de Hacienda, los Honorables señores Longueira, Allamand, Horvath y los Senadores señora Alvear y señor Letelier suscribieron un Protocolo de Acuerdo relativo a la tramitación del proyecto. Posteriormente, el Honorable señor Núñez comunicó que adhería al mencionado Protocolo, cuyo texto figura en las páginas respectivas del informe.



En cuanto a la discusión particular, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales aprobó por unanimidad numerosas modificaciones al texto aprobado en general por la Sala, con excepción de 18 de ellas, las cuales solo fueron acogidas por mayoría y serán puestas en votación oportunamente por el señor Presidente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó tres modificaciones al texto despachado por la de Medio Ambiente, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Cabe tener presente que las enmiendas acordadas por unanimidad en Comisiones deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. De estas modificaciones, las recaídas en los números 25); 31) y 63), en lo que respecta a los artículos 71, 73 y 77 (todos del ARTÍCULO PRIMERO), y el ARTÍCULO SEXTO tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 20 señores Senadores.



Asimismo, revisten rango de normas orgánicas constitucionales los numerales 27) y 28) y los artículos 69, 74, 75, 76, letra d), 78 y 80, todos contenidos en el numeral 63) del ARTÍCULO PRIMERO, y el artículo 55 contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde votar sin debate aquellas modificaciones que fueron acordadas por unanimidad en las Comisiones.



Se tomará votación para dejar constancia del quórum.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (27 votos), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.

El señor NOVOA (Presidente).- A continuación, la Sala debe pronunciarse sobre 18 modificaciones que fueron acordadas en votación dividida.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera de ellas recae en el inciso segundo del nuevo artículo 7º bis que se agrega a la ley Nº 19.300.



Ahí, la intercalación del vocablo “reguladores” entre las palabras “planes” e “intercomunales” fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención del Senador señor Girardi.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la proposición de la Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la enmienda no presentó rechazos, sino solo la abstención del Senador señor Girardi.



La norma forma parte del acuerdo político.



En definitiva, se incorporaron en la evaluación ambiental estratégica los planes reguladores. Simplemente, se trata de una corrección. Y luego se incluyó, adicionalmente, un elemento que no venía en el texto propuesto por la Cámara de Diputados, como es el manejo integrado de cuencas y los instrumentos de ordenamiento territorial que reemplacen o sistematicen dichos planes. 



Esta modificación surgió de una indicación del Senador señor Horvath que para él revestía mucha importancia -deseo que ello quede consignado en la Versión Oficial-, la cual fue aprobada en forma unánime. Lo único que no se acogió de esa manera fue la incorporación del vocablo “reguladores”, donde -repito- ni siquiera hubo rechazo, sino solo una abstención.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la intercalación del vocablo “reguladores” entre las palabras “planes” e “intercomunales” en el inciso segundo del artículo 7º bis (28 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Gómez y Ominami.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, en el artículo 7º ter, la Comisión de Medio Ambiente recomienda sustituir la letra c) por la siguiente: “c) Forma de participación del público interesado, y”.



Esta modificación fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, una parte muy importante del acuerdo político y del proyecto de ley es la creación de la evaluación ambiental estratégica, concepto no contenido hoy en la institucionalidad medioambiental del país y que ahora se incluye a través de las definiciones contempladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.300.



La enmienda, en el fondo, tiene por objeto dejar al reglamento -tal como venía propuesto en un inicio por el Ejecutivo- la participación del público interesado en las evaluaciones ambientales estratégicas, concepto que -reitero- se incorpora en el texto de la iniciativa gracias al acuerdo político alcanzado.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el artículo 7º ter enumera en diversas letras los contenidos que deberá considerar el reglamento de la evaluación ambiental estratégica. Y en su letra c) dispone que este deberá definir la forma de participación del público interesado. 



Lo que pasa es que en la Cámara de Diputados se agregó algo que, en primer lugar, resulta tautológico. Porque el encabezado del artículo señala: “Un reglamento establecerá el procedimiento y plazos en virtud del cual se tramitará este tipo de evaluación, el que deberá considerar:”. Y la letra c) aprobada en general por el Senado expresaba: “c) Forma de participación del público interesado.”, añadiendo en seguida: “El reglamento considerará...”. Esto es un poco tautológico y fue la primera razón para eliminar la oración que se agregaba.



Asimismo, el texto trataba de precisar los tipos de participación ciudadana, que algunos consideraron de tres niveles: informativa, consultiva y resolutiva.



¿Cuál fue el debate al respecto?



Hay quienes sostienen que la ley debe disponer que  es el reglamento el que tiene que contener los elementos vinculantes de la participación ciudadana. Muchos piensan que eso es materia reglamentaria, que el enunciado garantiza aquello. Otros estiman que ello no es así, y por eso se generó todo un debate.



Varios de quienes participamos en la discusión creemos que la votación mayoritaria es la correcta y que mantener la frase eliminada en nada aporta a lo sustantivo del proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo destacar, de este artículo y en especial de su letra c), algo extraordinariamente sentido por las diferentes organizaciones y personas preocupadas de este tema: que cuando se realicen estudios de impacto ambiental ellas sean consideradas.



Lo anterior resulta de vital importancia y operará -como lo veremos en un artículo posterior- no solo respecto del proyecto original, sino también cuando este sea modificado o se le dé otro destino, de modo que los interesados igualmente tengan la posibilidad de entregar su opinión con motivo de un nuevo estudio de impacto ambiental.



Se trata de un anhelo muy sentido, que se recogió durante la tramitación. Y me parece que la manera en que lo aborda la norma, dejando su especificación a un reglamento, es la correcta.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, tengo una impresión distinta acerca de lo que se está planteando. Porque la letra c) aprobada en general por el Senado hablaba de la forma de participación del público interesado y, a su vez, establecía que el reglamento consideraría la participación ciudadana en sus tres dimensiones: informativa, consultiva y resolutiva. Por tanto, se trataba de una forma de participación ciudadana bien establecida, no de una consulta puramente retórica.



La enmienda de la Comisión elimina las dimensiones de la participación ciudadana, dejando librada al reglamento la definición de la forma de participación del público interesado, con lo cual los caracteres de informativa, consultiva y, sobre todo, resolutiva quedarán probablemente suprimidos.



Me parece que se trata de una cuestión muy de fondo y, en consecuencia, comparto el rechazo de los Senadores señores Girardi y Navarro a la modificación propuesta por la Comisión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego al público no hacer manifestaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, considero importante compartir con la Sala la argumentación que hay detrás de la materia en debate.



El proyecto original del Ejecutivo no establecía la triple dimensión de la participación, que fue incorporada en la Cámara de Diputados.



El punto es el siguiente. 


Si se revisa el conjunto de normas referidas a participación, que están muy perfeccionadas en toda la iniciativa y, en general, en la propia institucionalidad, no se hallará una sola que posea carácter propiamente resolutivo.



Entonces, como explicaba el Senador señor Letelier, lo que no se puede hacer es dejar a un reglamento algo que la propia ley no contempla, porque, si así sucediera, incurriríamos en un error de técnica legislativa.



En consecuencia, lo que se hizo fue, simplemente, volver a la redacción original del Ejecutivo, que es plenamente coherente con el conjunto de normas que reglan la participación a lo largo de toda la institucionalidad. No se podría haber actuado de la otra manera, porque un reglamento mal puede establecer un carácter que la propia ley no consagra.



Esa es la razón, señor Presidente, por la cual se ha vuelto a la norma original del Ejecutivo.

El señor NOVOA (Presidente).- En su segundo discurso, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, cuando uno legisla, lo peor que puede hacer es autoengañarse.



Al discutirse esta materia en la Comisión, se habló claramente de las dimensiones de la participación ciudadana. Una es la informativa, y otra, por cierto, la consultiva.



Por supuesto, en Chile no podría darse un proceso de consulta ciudadana que fuera vinculante y pasara por encima de lo establecido en el Sistema de Impacto Ambiental, que constituye el gran avance del proyecto en análisis. Porque estamos ante una nueva institucionalidad, donde se plantea -y por eso este punto no puede verse separado de otros- que los informes técnicos son vinculantes y obligatorios respecto de las opiniones de los consejos consultivos, lo que es muy importante para evitar que criterios políticos, coyunturales, puedan pasar por encima de tales informes, cuestión que muchos de nosotros hemos criticado en la actual institucionalidad.



Pero la opinión ciudadana per se -¡per se!- no necesariamente puede ser resolutiva, con excepción de aquellas condiciones que se hallan establecidas en la ley. Por ejemplo, en lo que respecta a plebiscitos comunales, se encuentra estipulado en una ley orgánica que hay procesos de consultas, los cuales sí son vinculantes.



Este es un tema que me gustaría ponerlo en esa dimensión. 



Yo entiendo cuál es la reflexión probable del Senador señor Ominami sobre el particular, que por cierto se hace de muy buena fe. 



Muchos creemos profundamente en la participación ciudadana, que sea informada, consultiva; pero dentro de los marcos que fija la ley.



Y quiero dar un ejemplo.



No porque un proyecto cuente con la opinión ciudadana a favor necesariamente es correcto. Ha habido ocasiones en que las comunidades han sido cooptadas por grandes empresas para justificar situaciones poco felices. Y, en ese contexto, uno podría citar el caso del norte, donde han surgido proyectos mineros importantes respecto de los cuales ciertas comunidades estuvieron de acuerdo incluso en que se removiera un glaciar, porque consideraban que el intervenirlo no causaba daño.



Lo relevante es que los informes técnicos -y eso es algo que contempla esta ley en proyecto, lo cual es muy significativo- no sean pasados a llevar por opiniones de cuerpos consultivos o políticos de otra índole.



Por eso, me gustaría separar los dos puntos.



En todo caso, el incorporar esta norma en la iniciativa no obliga a que el reglamento establezca aspectos vinculantes más allá de lo que disponen otras leyes.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, considero que la materia en discusión es central, porque posibilita, desde un punto de vista reglamentario, formas de participación. 



En la Comisión presentamos algunas indicaciones en las cuales se estipulaba que debía haber ciertas maneras de participación que fueran resolutivas. ¿Y por qué? Porque entregarle finalmente al reglamento el modo en que se discutirá una situación como la que estamos analizando hace que ello no tenga la fuerza de la ley. Me parece que es necesario que la participación ciudadana, la intervención de las personas que a veces serán sometidas a impactos ambientales muy duros y violentos, esté bien regulada. Y lo que aquí se pretende es, simplemente, dejar eso en el reglamento, y este, arbitrariamente, va a determinar cómo se hará esa participación.



A propósito de lo señalado por el Senador señor Letelier, hay algo más grave aun, que se halla en otro artículo: el permitir que las empresas compren en definitiva las posibilidades de participación ciudadana. Es decir, les ofrecen recursos a las comunidades o a quienes están cerca. Y eso hace que estas deban apoyar a las empresas, a pesar de que muchas veces dañan o destruyen el medio ambiente.



Yo, señor Presidente, voy a votar en contra de esta norma.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- Les agradeceré a quienes se encuentran en tribunas no hacer manifestaciones.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin lugar a dudas, una de las inquietudes surgidas respecto de la actual legislación medioambiental ha sido la poca o débil participación ciudadana en todo el proceso de evaluación ambiental, en los casos específicos donde debe pronunciarse la institucionalidad, para aprobar o no una determinada solicitud.



Yo entiendo que durante la discusión de este proyecto se han incorporado y resuelto diversas instancias de participación.



Comprendo la inquietud de la mayoría, en el sentido de que bastaría con señalar las formas de participación del público interesado, subentendiendo que ella debe hacerse a lo largo del proceso de evaluación del sistema ambiental en cada caso específico que se requiera.



No sé si podríamos buscar una redacción distinta o dejar constancia de que eso es lo que se persigue con la norma en análisis, más que excluir así nomás ciertos elementos, dado que hay algunos aspectos que no corresponderían. 



Desde luego, me gusta más la frase “participación ciudadana” que “participación del público interesado” -me parece una redacción más adecuada a lo que estamos buscando-, porque esta, al final, es una expresión democrática.



Después de lo que he oído en este debate, la disposición debería decir: “Forma de participación ciudadana en las diversas etapas de un proceso específico de evaluación ambiental”. Ello permite que el resto de la legislación defina en qué minuto se puede participar, y el reglamento fijará el modo de hacer efectiva dicha consulta. Porque la frase “Forma de participación del público interesado” es muy genérica y muy poco atingente en su redacción.



Asimismo, la otra frase pudiera no ser exactamente la apropiada, por cuanto sus términos pueden inducir a error. Como aquí se ha dicho, si entiendo bien, en la parte resolutiva no hay un compromiso ciudadano, pero sí lo hay en todos los procesos anteriores. Y ahí es donde se requiere definir la participación ciudadana.



Quizás, aquella frase es demasiado escueta y no refleja el espíritu que se busca en esta nueva institucionalidad.



Por eso -es cierto que no estamos en Comisión-, a lo mejor, la solución podría ser intentar una redacción un poco más amplia que zanjara tal inquietud. Y la que yo sugiero es esta: “Forma de participación ciudadana en las diversas etapas de un proceso específico de evaluación ambiental”.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Hay varios Senadores que han pedido intervenir, pero la Ministra tiene preferencia.



Puede usar de la palabra la señora Ministra.

La señora URIARTE (Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente).- Señor Presidente, en primer lugar, deseo apuntar a un aspecto específico que dice relación con evitar confundir la participación ciudadana en la evaluación ambiental estratégica -que es lo que estamos viendo en este instante- y la participación ciudadana en la evaluación de un proyecto determinado.


Como muy bien señaló la Senadora señora Matthei y que reforzó el Honorable señor Letelier, estamos analizando en este caso un instrumento nuevo de gestión ambiental no conocido en nuestra legislación hasta el día de hoy, que es la evaluación ambiental estratégica.



¿De qué se trata ello? De que al momento de generarse desde los organismos del sector público, desde los distintos Ministerios sectoriales, y del Medio Ambiente también, políticas, planes, programas e instrumentos de planificación territorial como planes reguladores, planes seccionales, etcétera, -es decir, instrumentos de carácter general; no estoy hablando de un emprendimiento específico-, exista la incorporación de la variable ambiental. De manera tal que si el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por ejemplo, se encuentra elaborando un plan regulador, estará obligado a incorporar la variable ambiental de desarrollo sustentable en la generación de dicho plan.



Y, una vez que ha concordado con el Ministerio de Medio Ambiente el nuevo instrumento de planificación territorial, dicho plan regulador será sometido a consulta ciudadana. 



Por lo tanto, no estamos hablando acá -insisto- de un proyecto específico, sino de una política, plan, programa o instrumento de planificación territorial de carácter normativo general. Y en este caso la ciudadanía va a poder participar.



Con respecto a lo que dice el artículo en cuestión, que un reglamento establecerá la forma en que se hará la consulta ciudadana, no es ni más ni menos que eso. El reglamento, naturalmente, al ser dictado, deberá someterse a las leyes y a la Constitución. Y, como todo reglamento, tendrá que ir a control de legalidad a la Contraloría General de la República.



Es por ello que, debido a un tema de estructura jurídica, de legislar correctamente de acuerdo con lo que la propia ley permite, se deja abierto el reglamento. Ahí se verá cómo se hace efectiva la participación ciudadana.



Insisto: el Ejecutivo tendrá que hacerlo conforme a la Constitución, las leyes y sujetarse al pronunciamiento del Tribunal Constitucional, y lo que resuelva será objeto de control de legalidad en la Contraloría General de la República.



Por consiguiente, no hay un cercenamiento de la participación ciudadana en este proyecto.



Es todo, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Hay tres Senadores que han pedido intervenir en su segundo discurso.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, en primer lugar, no creo que esto sea un problema que pueda reducirse a una cuestión de técnica legislativa. Me parece que hay un aspecto de fondo de por medio.



Por de pronto, hasta donde yo recuerdo, otras leyes otorgan a organismos de participación, como los consejos de pesca, la posibilidad de fijar cuotas de pesca. 



Por tanto, ya hay antecedentes antiguos en nuestra legislación respecto de entes de participación resolutivos pertenecientes a distintos sectores con intereses en determinada actividad.



Por consiguiente, no se trata de un problema de técnica legislativa; no estamos sentando aquí un precedente que no se encuentra en nuestro ordenamiento jurídico.



Soy partidario de no autoengañarnos: cuando la Ministra señala que esta norma no dice relación a un proyecto específico sino a una política general, con mayor razón debieran establecerse las características básicas de la participación; con mayor razón se justifica, como indicaba el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, el que la participación sea informativa, consultiva y resolutiva.



Lo que advierto aquí no es un esfuerzo por contar con un texto acorde con nuestra técnica legislativa, sino un ánimo de vaciar de contenido la participación. 



Y eso hay que decirlo con todas sus letras.



A mi juicio, la creación de una institucionalidad ambiental constituye un avance, pero este es modesto, insuficiente, que no pone a nuestro país a la altura de las necesidades medioambientales planteadas hoy en el mundo. Y esta relativización de los contenidos y del carácter de la participación me parece una regresión importante respecto de lo que se había logrado avanzar en la Cámara Baja.



Por eso, voy a votar en contra.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c) del artículo 7º ter, propuesta por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (21 votos a favor y 2 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Gómez y Ominami.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, el artículo 9º ter dice lo siguiente:



“Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.



“La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.


Esta norma fue aprobada por 3 votos favorables (Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira) y 2 en contra (Honorables señores Girardi y Navarro).

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en este artículo 9º ter se precisa que los proponentes deben señalar cómo su proyecto o actividad se relaciona con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y local, así como también se obliga a solicitar informe al gobierno regional y al municipio sobre tal relación.



Se mantiene el órgano de calificación propuesto por el Ejecutivo: los seremis competentes más el intendente, a quien también le es vinculante el Informe Consolidado de Evaluación.



Sobre el particular, presenté una indicación al artículo 9º que se refiere a la necesaria compatibilidad del proyecto con los instrumentos de planificación vigente, lo cual quedó recogido en la norma que se somete a la consideración de la Sala.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 9º ter propuesto por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (23 votos a favor y 3 en contra)


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Zaldívar. 



Votaron por la negativa los señores Ávila, Gómez y Ominami.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, corresponde analizar el inciso segundo del artículo 11 bis propuesto por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, que señala:



“No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.”.


Esta norma fue aprobada por 3 votos a favor (Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira) y 2 en contra (Honorables señores Girardi y Navarro).

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este precepto es muy importante. Y quiero plantear al menos dos de sus dimensiones.



Hay proyectos, como el de HidroAysén, que tratan de separar un pretil para contener agua en un río y una línea de transmisión como si fueran dos proyectos distintos, lo cual constituye un atentado a la inteligencia.



Estamos cansados de ver que algunos proponentes separan, disfrazan, los proyectos para que no se evalúe su impacto global.



Por ejemplo, en la Región que represento, uno puede ver en criaderos de animales que de repente un plantel se transforma en dos planteles o en 70 mil madres en proceso de engorda, con un impacto ambiental brutal. Se trata de algo de lo que hemos sido testigos en este tiempo.



Y podría dar muchos ejemplos.



Lo primero que se desea es que los proponentes no fraccionen su proyecto y que objetivamente se evalúe su conjunto y todo su impacto. Porque ocurre que muchos se han dedicado a burlar la débil institucionalidad que se logró generar en los años 90, causando tremendos daños al patrimonio ambiental de Chile.



Por lo tanto, lo que se busca es poner mayor freno, una limitación, a esta práctica en que han incurrido muchos.



Yo diría que eso constituye lo esencial del artículo.



Se plantea una duda razonable: cuál es la diferencia entre fraccionar un proyecto y realizar proyectos por etapas.



La verdad es que tengo muchas dudas sobre cómo se acredita que un proyecto o actividad corresponde a ejecuciones por etapas.



Uno podría ser el de una actividad minera. Es el caso de la División El Teniente, que ha desarrollado diferentes sectores de la minería y en veinte años hace un proyecto; en quince, otro, en fin. Son proyectos distintos y es imposible evaluarlos todos de una vez.



Eso es comprensible cuando se trata de un mismo yacimiento que no se explota simultáneamente.



La duda razonable que abrigan algunos colegas -y deseo primero hablar en comprensión de ello- se vincula a la necesidad de clarificar quién debe demostrar que un proyecto no envuelve diferentes etapas.



Por cierto, no es el proponente. La Superintendencia del Medio Ambiente debe definir cuándo un proyecto es por etapas y cuándo no, y también, determinar claramente -como dice el proyecto- las sanciones aplicables a quienes traten de burlar el sistema.



Porque este artículo sí trata de evitar el abuso que han cometido muchos proponentes. El caso de HidroAysén es quizá el más grosero, a mi juicio, que hemos visto en este último tiempo. Allí tratan de separar dos “patas” de un mismo proyecto.



Espero que, ante situaciones como esa, haya la certeza de que la Superintendencia tendrá la fuerza necesaria para evitar que se burle lo que es la presentación de proyectos por etapas.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, debo recordar que se firmó un acuerdo político y, asimismo, que todos los preceptos aprobados unánimemente en la Comisión deben votarse sin debate. Entonces, estamos discutiendo exclusivamente las normas que no tuvieron el pronunciamiento favorable de quienes no suscribieron dicho acuerdo.



Ahora bien, no tenemos tiempo para explicar todas las disposiciones que se incorporaron para perfeccionar la participación ciudadana, establecer un tribunal, incluir un Servicio de Evaluación Ambiental.



Todo aquello es muy importante. Pero hubo indicaciones para rechazar los preceptos pertinentes.



Ahora bien, parte del acuerdo fue mantener el artículo que estamos debatiendo ahora: el 11 bis.



Esto tiene origen en el artículo 11, referente a todos los proyectos o actividades que requieren la elaboración de un estudio de impacto ambiental. Y, como aquí se expresó, en algunos casos se ha abusado del fraccionamiento para eludir la evaluación.



Eso es lo que debemos determinar aquí: si se va a evaluación de impacto ambiental o se efectúa una declaración de impacto ambiental.



Y, en efecto, parte del acuerdo político implicó perfeccionar diversas normas para evitar los abusos que se hacen del fraccionamiento con el propósito de eludir los estudios pertinentes.



Quienes firmamos el acuerdo político vamos a posibilitar que se terminen los abusos que se han cometido a propósito de proyectos de alto impacto que debieran haber tenido estudio y no declaración de impacto ambiental.



Ese es el sentido de la norma que nos ocupa, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero más bien hacer una consulta a los colegas que han llevado adelante el proyecto. Y tiene que ver con el artículo en debate.



Está claro que la finalidad es evitar que se presenten los proyectos de manera parcial para así evitar la evaluación de impacto ambiental. Y aquí se establece que será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a la obligación pertinente.



Pero, a propósito de la cuestión más de fondo, debo puntualizar que cuando un proyecto se plantea parcialmente el propósito es evitar que se tenga una noción del impacto que va a generar en un área geográfica o en un ecosistema.



El problema surge cuando hay proyectos distintos, o presentados de manera diversa, o por empresas diferentes, y que tienen impacto sobre una misma zona.

El señor LONGUEIRA.- Se suman.

El señor PIZARRO.- 
Entonces, mi pregunta es cómo funciona el sistema en ese caso: si se va a sumar, en fin.



Por ejemplo, en una comuna de mi Región hay posibles tres o cuatro proyectos de termoeléctricas en cierta área. Son disímiles; se hallan presentados de manera diferente; están en etapas distintas, pero a la larga van a tener efecto sobre un solo sector.



La modificación que se introdujo significa que siempre habrá una evaluación del total. Y eso, como no lo van a hacer los proponentes, deberá hacerlo la Superintendencia.



¿Así debo entenderlo?

El señor LONGUEIRA.- Se refiere a uno.

El señor PIZARRO.- ¿Qué pasa con el resto?



Esa es mi pregunta, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URIARTE (Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente).- Señor Presidente, quiero hacerme cargo de la duda del Senador señor Pizarro.



Este proyecto de ley establece algo distinto de lo que habíamos visto hasta el día de hoy: la evaluación sinérgica de los impactos ambientales -es decir, la suma de los distintos proyectos-, con una obligación adicional -nos parece muy significativa- respecto a lo que tenemos actualmente, en el sentido de que, incluso, el Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental deberá considerar los proyectos que, teniendo resolución de calificación ambiental favorable, no hayan sido ejecutados.



Porque hoy día es factible que existan sobre un mismo territorio permisos ambientales y que el titular del proyecto no esté ejecutándolos e ingrese uno nuevo al Servicio.



En lo que Sus Señorías están votando esta tarde, primero, se suman los efectos de un proyecto respecto a los otros. Y lo mismo en cuanto a la modificación de un proyecto; o sea, si un proyecto ingresa y es modificado, se suman los efectos adicionales que la nueva implementación va a significar, debiendo considerarse además las resoluciones de calificaciones ambientales -perdón por reiterarlo- de los proyectos que, disponiendo de permisos, no han sido ejecutados.



Por lo tanto, el tipo de evaluación va a ser muchísimo más amplio.



Y el espíritu de la norma sobre fraccionamiento es el señalado por el Senador señor Longueira: queremos evitar a los titulares que deliberadamente fraccionan sus proyectos para soslayar el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.



También estamos diciendo que, si un proyecto se va a ejecutar por etapas, ello puede ser acreditado. Pero aquí se trata de poner coto al proponente malintencionado que quiere evitar -como muy bien manifestó el Senador señor Pizarro- que su proyecto sea objeto de la evaluación.



¿Quién tiene la competencia para realizar toda esta investigación -digámoslo así- a los efectos de la determinación respectiva? La Superintendencia del Medio Ambiente, que va a estar dotada de grandes facultades, como Sus Señorías verán más adelante.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 11 bis (23 votos a favor, 1 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa   las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero y Zaldívar.



Votó por la negativa  el señor Gómez.


Se abstuvo el señor Ominami.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 9) pasó a ser 10), reemplazado por el que sigue:



“10) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:



“a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:



“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aun cuando no se encuentren operando.”.



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira y el pronunciamiento en contrario de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, parece que estamos en una discrepancia con la Secretaría, pues entiendo que la letra a) fue aprobada de forma unánime.



Lo que tuvo votación dividida fue la letra b), que agrega un texto en la letra d).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Su Señoría tiene razón.

El señor NOVOA (Presidente).- Procederemos a la rectificación correspondiente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por consiguiente, lo que señalé antes en cuanto a que la norma fue aprobada por los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y rechazada por los Honorables señores Girardi y Navarro se refiere a lo contenido en la letra b) del número 9) -pasó a ser 10)-, que dice: 



“Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: ‘Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.’.”.
El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del número 9), que pasa a ser 10) (24 votos a favor y 2 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.


Votaron por la negativa los señores Gómez y Ominami.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 17) pasó a ser 19), reemplazándose el literal iii) de la letra a) por el siguiente: 



“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: ‘El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.’.”.



Dicha modificación fue aprobada por los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y rechazada por los Honorables señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la enmienda.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, esta modificación es bastante obvia: establece la posibilidad de solicitar hasta por dos veces la extensión del plazo otorgado para cada suspensión.



El texto de la Cámara de Diputados disponía una, pero en nuestra Comisión de Medio Ambiente, conforme al acuerdo político, determinamos dos.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda (26 votos a favor y 2 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Gómez y Ominami.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El artículo 72 pasó a ser 71, intercalándose en el inciso primero, a continuación de la frase “integrado por los Ministros de”, la expresión “Agricultura;”, y suprimiéndose la expresión “de Agricultura;” que sucede a “de Obras Públicas;”.



Dicha modificación, que tiene rango orgánico constitucional, fue aprobada por 3 votos a favor (Senadores señores Allamand, Longueira y Horvath) y 2 abstenciones (Honorables señores Girardi y Navarro).

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la enmienda.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, entramos al segundo tomo del comparado.



El numeral 55) -pasó a ser 63)- del ARTÍCULO PRIMERO crea el Ministerio del Medio Ambiente.



Por cierto, es parte del acuerdo que exista dicho Ministerio. Pero no todos fueron partidarios de ello. 



Ahora bien, hay que entender la enmienda al inciso primero del artículo 71 en conjunto con lo que dispone el inciso segundo. 



En el primero se enumeran los Secretarios de Estado que participarán en el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad que se crea. Y se cambia el orden para que, en caso de ausencia o impedimento de la Ministra o Ministro del Medio Ambiente, el reemplazante en la presidencia sea el titular de Agricultura y no el de Hacienda. Y en el inciso segundo se consigna un sistema de subrogación basado en el orden que fija el inciso precedente.



Dicha indicación, en todo caso, no obtuvo rechazo. Sí fue objeto de dos abstenciones, de quienes no suscribieron el acuerdo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo quiero llamar la atención de la Sala sobre el hecho de que lo propuesto es completamente inédito. Porque normalmente en el Congreso vemos planteamientos para aumentar las facultades del Ministro de Hacienda. Pero en este caso se le quita una: en lugar de ser él quien reemplace al del Medio Ambiente en el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, la subrogación recae en el titular de Agricultura.



Hago la observación porque se trata -reitero- de algo totalmente inédito.

El señor LONGUEIRA.- Y, además, muy oportuno.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 72, que pasa a ser 71 (25 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.


Se abstuvieron los señores Ávila y Gómez.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales propone un artículo 86, nuevo, que dice:



“Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación.” (debería decir “y de Planificación”) “El Director Regional del Servicio actuará como secretario.



“Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.”.


Esta norma fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira y el pronunciamiento en contra de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como todos saben, el proyecto de ley crea un Servicio de Evaluación Ambiental, el cual forma parte de la nueva institucionalidad en el sector.



La disposición se eliminó en la Cámara de Diputados por falta de quórum, de modo que el Ejecutivo la repuso aquí como un artículo nuevo.



El punto que nos ocupa se vincula a muchas otras materias, porque, en general, se apunta a que las decisiones sean en adelante mucho más técnicas y menos políticas. En la actualidad, en las comisiones regionales del Medio Ambiente participan los gobernadores, los consejos regionales y los secretarios regionales ministeriales, más el intendente, y, conforme a la proposición, se eliminarían los dos primeros.



Importa señalar que ahora los informes serían vinculantes para los secretarios regionales ministeriales. Ello se contempla en otras normas, que fueron aprobadas por unanimidad. Constituye un cambio muy importante.



Repito que se quiere avanzar hacia una instancia mucho más técnica que la que ha existido hasta el día de hoy.



El artículo en debate requiere quórum de ley orgánica constitucional. Es una parte muy importante del sistema de evaluación, que en la Cámara no contó con los votos suficientes por distintas propuestas de los Diputados.



El acuerdo político en orden a efectuar el cambio y no mantener el sistema actual, donde obviamente predominan los criterios políticos por sobre los técnicos, se ha traducido en la reducción de los miembros de la Comisión a los señalados en el texto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, si de lo que se trata es de generar una institucionalidad ambiental autónoma, independiente de las decisiones políticas, a mi juicio este tipo de entidad es completamente contradictorio con ese propósito. He sido testigo de cómo funcionan las comisiones regionales del Medio Ambiente y de cómo, respecto de decisiones delicadas, es finalmente la autoridad política la que instruye a los distintos secretarios regionales ministeriales para actuar de determinada manera.



Por tanto, creo que una integración como la que se considera no da la más mínima garantía de poder avanzar en dirección de una mayor autonomía e independencia con relación a las decisiones ambientales.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, una de las discusiones que se plantearon cuando estudiamos el proyecto en general fue, en efecto, la de cómo resguardar que los ministros no incidan en las decisiones de los secretarios regionales ministeriales y cómo pueden prevalecer las opiniones técnicas por sobre eventuales presiones políticas desde los ministerios.



En ese sentido, la norma propuesta hace referencia a las direcciones regionales de Evaluación Ambiental, y lo importante es que se resguarda el punto de vista técnico, por cuanto al intendente le es vinculante el Informe Consolidado de Evaluación, que es el principal componente del organismo técnico del procedimiento respectivo. En consecuencia, se trata de una modificación muy relevante de lo que ocurre conforme a las disposiciones vigentes, lo que estimo un avance muy importante justamente para evitar una eventual presión política de los ministerios.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Después de escuchar a mi Honorable colega Ominami, quiero invitarlo a tener en cuenta, señor Presidente, que nos hallamos en el Párrafo 6º “Del Servicio de Evaluación Ambiental”, que modifica por completo las comisiones regionales del Medio Ambiente actuales.



En particular, el artículo 81, letra g), contempla el gran cambio que condiciona lo que ellas pueden o no hacer, habiendo variado su composición, ya que se han sacado algunos miembros -eso es significativo, pero no lo fundamental- y se ha incluido un Director dotado de importantes facultades.



La norma citada señala que al Servicio le corresponderá “Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o los organismos con competencia en la materia”, etcétera. Y su inciso segundo agrega que “Cuando el instrumento señalado en el inciso anterior contuviese aspectos normados sometidos a las facultades de interpretación administrativa del organismo sectorial respectivo, el informe solicitado tendrá el carácter de vinculante para el Ministerio en relación a esta materia.”.



Todos recordamos un episodio, muy poco afortunado, en que un Ministro instruyó a una Secretaría Regional Ministerial -si no me equivoco, en la Región que nos acoge- en el sentido de opinar en una dirección incluso contraria a lo que decía un informe técnico. Similar situación se dio en la Región que represento, con relación a una central termoeléctrica, cuando una autoridad central envió a la regional directrices contrarias a informes técnicos.



Ello cambia radicalmente hoy. A mi juicio, eso es lo fundamental al crearse un Servicio que quizá no es la panacea, pero que, sin duda, importa un paso muy contundente para asegurar que las opiniones técnicas y los aspectos normados sean respetados y vinculantes, por encima del parecer de los integrantes políticos que se contemplan.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URIARTE (Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente).- Señor Presidente, en la línea de lo expresado por los Senadores señora Alvear y señor Letelier, quiero destacar que la nueva comisión evaluadora de proyectos evoluciona -a nuestro juicio, muy positivamente- en el espíritu de tecnificar las decisiones. Pero esta declaración no sería sino lírica si no se contemplara una norma específica que obligase a los secretarios regionales ministeriales y al intendente a sujetarse a los dictámenes técnicos de los servicios públicos con competencia ambiental.



Esa disposición -quiero ser muy clara en que también obliga al intendente- se halla contenida en el artículo 9º bis, acogido por unanimidad en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, el cual determina que los proyectos solo podrán ser aprobados o rechazados “en virtud del Informe Consolidado de Evaluación”. ¿Y quiénes lo realizarán? Los servicios públicos con competencia ambiental, más el Director del Servicio de Evaluación Ambiental, como muy bien ha dicho el Senador señor Letelier -para cada Región será nombrado conforme al Sistema de Alta Dirección Pública, es decir, no será un funcionario de confianza de la autoridad política-, y el Secretario Regional Ministerial de Medio Ambiente.



Pero el artículo 9º bis no dice solo eso, señor Presidente, sino también -lo que es muy importante- que el informe contemplará “los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia” y, además, la evaluación técnica de las observaciones que haya hecho la ciudadanía, cuestión extraordinariamente relevante. ¿Por qué? Porque hoy día esta última participa en la evaluación ambiental de un proyecto y sus observaciones son ponderadas y respondidas una vez que se vota. Sin duda, no cabe considerar, en una lógica de evaluación real de esa opinión, que se dé una respuesta ex post a la decisión que se toma.



Lo que hemos hecho es traer la observación de la ciudadanía a la etapa anterior a la votación, con un informe técnico de los servicios públicos con competencia ambiental que, además, deberá estar publicado, para conocimiento de ella, con cinco días de anticipación a la fecha de la decisión.



Adicionalmente, el incumplimiento de cualquiera de estos pasos -es decir, el informe fundado, el pronunciamiento técnico de los servicios públicos con competencia ambiental, su recomendación de aprobación o rechazo y la evaluación técnica de las observaciones ciudadanas- se estimará, según reza el inciso segundo del artículo 9° bis, “vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental”. O sea, el procedimiento sería nulo si ello no se respetara.



Si lo anterior no constituyera un avance sustantivo con relación a lo actual, francamente no sabríamos cómo progresar más, ya que se impone una obligación legal a la que se le adosa un vicio de nulidad. Y este fue un mejoramiento introducido acá, en el Senado, a la norma proveniente de la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, el espíritu de tecnificación no solo se verifica por la vía de una declaración, sino que también se contempla una disposición vinculante, con una sanción específica: la nulidad del procedimiento, que se halla en el artículo 9° bis, en relación con el artículo 86.



Sería legítima la aprensión sobre la participación de autoridades políticas si no se incluyera esta norma acerca del vicio esencial del procedimiento ligado a los reportes técnicos.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Seré muy breve, señor Presidente, porque la señora Ministra y los Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra aclararon varios de los aspectos que me motivaron a pedirla, en particular respecto al juicio emitido por el Senador señor Ominami.



No voy a redundar sobre la materia. Creo que ha quedado suficientemente claro que no existe discrecionalidad acerca de los aspectos normados. Se ha señalado aquí cómo han de hacerse las fundamentaciones.



A mi parecer, carece de asidero el juicio en orden a que la Comisión a la cual se hace referencia “no calificaría”, como quien dice, para los efectos del propósito que se persigue. ¿Quiénes podrían integrarla de no ser conformada como se señala? ¿Quiénes podrían ser los miembros de una entidad técnica que, en todos los aspectos normados, obliga a los secretarios regionales ministeriales? Sería preciso traer extraterrestres para que cumplieran la tarea.



Pero lo que quiero destacar es la gran relevancia de que se haya incorporado aquí al Intendente. Importantísimas candidaturas presidenciales señalan, por ejemplo, que este debiera ser elegido en la Región. La pregunta que cabe, entonces, es si una autoridad tan significativa no va a tener nada que decir respecto a un proyecto de alta envergadura o de gran impacto que se pretenda impulsar en la Región en que se desempeña.



Ya sabemos que estamos avanzando en la línea de los presidentes de los gobiernos regionales, pero reitero que el Intendente es una autoridad de extraordinaria importancia, sin duda, y que algunos quieren elegir directamente. Entonces, ¿cómo vamos a marginarlo de esta instancia?



Además, cuando se menciona la posibilidad del ejercicio de presiones políticas, no cabe olvidar que existen distintos niveles para tal efecto. Ellas pueden decir relación a ministros, pero también a secretarios regionales ministeriales y funcionarios menores. 



Por lo tanto, la presencia del Intendente no solo es una señal obvia de respeto a las Regiones, sino también, contrariamente a lo que se ha insinuado, una garantía de que la decisión se adoptará conforme a los criterios que la señora Ministra ha expresado en términos de sujeción a la fundamentación técnica que señalen los servicios.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 86, nuevo (25 votos a favor, uno en contra y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votó por la negativa el señor Ruiz-Esquide.



Se abstuvieron los señores Gómez y Ominami.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el artículo 3° referente a las funciones y atribuciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, la letra k) ha pasado a ser letra l), reemplazándose la voz “seis” por “cinco”.



La proposición de la Comisión de Medio Ambiente fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el punto que nos ocupa es muy importante, porque, en la actualidad, las resoluciones de Calificación Ambiental no tienen plazo de vencimiento. En consecuencia, si no se inician obras o no se ejecuta el proyecto, permanecen vigentes eternamente para quienes las obtienen.



En la Cámara de Diputados se fijaron tres años al respecto, renovables por otros tres, y se contemplaba un sistema bastante engorroso.



Se llegó a un consenso para establecer cinco años a todo evento. Por lo tanto, a partir de la nueva institucionalidad medioambiental, la resolución caducará al quinto año si no se ejecuta el proyecto y no se inician las obras, caso en el cual deberá aplicarse nuevamente todo el sistema de evaluación ambiental establecido en la iniciativa que nos ocupa.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (21 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstuvo el señor Ominami.
El señor PIZARRO.- Solicito que se agregue mi voto a favor, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Quedará constancia en la Versión Oficial de la intención del Honorable señor Pizarro.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Medio Ambiente recomienda reemplazar el artículo 5° por el siguiente:



“Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contado desde su notificación”.



La proposición fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira, y los pronunciamientos en contra de los Senadores señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero formular una pregunta: ¿no existe ninguna inhabilidad para los abogados que ganan millones de dólares dedicándose a retrasar los proyectos? Porque ya se conoce a una gran cantidad, algunos de los cuales -o sus cercanos-, al parecer, se hallaban presentes durante la discusión de estos proyectos. En el fondo, da la impresión de que no están preocupados del impacto medioambiental, sino más bien del dinero, porque tratan de obtener muchos millones de dólares: en mi Región lograron 25 millones en un solo proyecto.

El señor ÁVILA.- ¿Cómo?

La señora MATTHEI.- Colocan un juicio tras otro, con lo que retrasan el proyecto hasta que la empresa finalmente se desespera y paga, por ejemplo, los 25 millones de dólares que mencioné.



Las cosas se hacen igual, pero ellos se vuelven muy ricos.



Entonces, señor Presidente, quiero saber si existe alguna inhabilidad con respecto a estos personajes que andan pululando, cobrando peaje -como me señala un señor Senador- y que, en el fondo, encarecen los proyectos y evitan que muchos se realicen.



Al final -repito-, las cosas se hacen igual. Pero mientras tanto, hay gente que se enriquece en forma muy fácil.

El señor ÁVILA.- ¡Lo mejor sería ponerles un tag...!
El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 5° propuesto por la Comisión de Medio Ambiente (22 votos afirmativos y una abstención).



Votaron a favor las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstuvo el señor Ominami.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Comisión de Medio Ambiente recomienda incorporar, en el artículo 16, las siguientes letras e) y f), nuevas, pasando la actual letra e) a ser g):



“e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.



“f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.”.



Esta proposición se aprobó con la misma votación anterior, es decir, con los votos a favor de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Honorables señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, las letras que se agregan están referidas al articulo 16, concerniente a la Superintendencia. El inciso primero de este precepto expresa: “Para el desarrollo de las actividades de fiscalización, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los siguientes programas y subprogramas:”.



Luego viene una serie de letras, a las que se incorporan dos adicionales: la e), que fue aprobada en forma unánime, y la f), que no obtuvo la misma votación, pero el acuerdo político establece que, dentro de las facultades de fiscalización, también se contemplarán “Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.”.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en todo caso, la palabra “dónde” que aparece en el texto citado no tendría que llevar acento.

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Secretario me hace notar que, en vez del adverbio “dónde” -que no debería llevar acento, porque no es interrogativo-, habría que utilizar la frase “en los que”.

La señora MATTHEI.- O “en los cuales”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, pondremos en votación estas letras. Si se aprueban, facultaremos a la Secretaría para que proceda a redactar correctamente la letra f).



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las letras e) y f), nuevas, del artículo 16 (21 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Medio Ambiente sugiere intercalar en el artículo 26, a continuación de la expresión “Superintendencia”, la frase “, por entidades técnicas acreditadas y por” y eliminar la conjunción copulativa “y” que precede a la oración “los organismos sectoriales”.



Esta modificación, como el resto del informe, fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Honorables señores Girardi y Navarro.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el artículo 26 del texto aprobado en general dispone que los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia deberán ser remitidos finalmente al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.



Acá se agrega que también tendrán que ir a dicho registro los informes, inspecciones, mediciones efectuados por entidades técnicas acreditadas.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 26, con la enmienda propuesta por la Comisión de Medio Ambiente (20 votos afirmativos).



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Comisión de Medio Ambiente recomienda sustituir el artículo 27 por el que sigue.



“Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.



“Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.



“El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por la entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.



“En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.



“La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.”.



El artículo fue aprobado con los votos a favor de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Honorables señores Girardi y Navarro.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 27 propuesto por la Comisión de Medio Ambiente (23 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión recomienda intercalar en el inciso primero del artículo 30, a continuación del vocablo “industrial”, la frase “o de carácter reservado”.



Esta norma fue aprobada por tres votos contra dos, de los mismos señores Senadores individualizados reiteradamente. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, se trata de algo bastante simple.



De incluirse la frase mencionada, el artículo 30 establecería que “Quienes realicen las acciones de fiscalización deberán guardar la debida confidencialidad de la información obtenida relativa a procesos y sistemas productivos o cualquier otro sujeto a propiedad industrial o de carácter reservado.”. 



Entonces, a ellos se les aplicaría la reserva. 

La señora MATTHEI.- Eso es obvio.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación. 

El señor LARRAÍN.- Esta norma debería ser de quórum calificado, de acuerdo con la Ley de Transparencia.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha pedido la palabra el Honorable señor Letelier. 



Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, primero había solicitado intervenir el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Me gustaría que el Senador señor Longueira explicara qué se entiende por “carácter reservado”: a qué tipo de actividades y materias se refiere, en fin. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el alcance de este concepto -y deseo que quede en la historia de la ley- dice relación exclusivamente a los procesos productivos, es decir, a la información comercial estratégica para la empresa, entendida como un derecho que se le concede a su propietario. 



La información de carácter reservado se refiere a aquella que la ley no obliga a informar y que no esté relacionada con los motivos de la fiscalización. 



En consecuencia, si dicho concepto se saca de contexto puede llevar a un malentendido. Se comprende que quienes realizan la acción de fiscalización deben informar todo lo que genere impacto ambiental directo o indirecto, y si se cumplen las normas pertinentes. 



Por tanto, el carácter reservado solo se refiere a lo vinculado con información de procesos o sistemas productivos, y a nada más. 



Es importante que ello quede consignado.



Entendemos que ese es el espíritu, y no debe prestarse para otras interpretaciones. Y, en ese ánimo, concurrimos a respaldar la disposición en comento. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la modificación propuesta al inciso primero del artículo 30 (20 votos a favor y una abstención). 



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag. 



Se abstuvo el señor Gómez. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en el artículo 36, la Comisión aprobó el encabezado del numeral 1, que dice: “Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:”, con los votos favorables de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Honorables señores Girardi y Navarro. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión. 



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate. 



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el encabezamiento del N° 1 del artículo 36 (22 votos afirmativos). 



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Comisión aprobó con la misma votación anterior el encabezado del numeral 2 del artículo 36, que señala: “Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:”. 

La señora MATTHEI.- “Si le parece”, señor Presidente. 

El señor LARRAÍN.- Aprobémoslo con la misma votación. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el encabezado del N° 2 del artículo 36, con la misma votación anterior. 



--Se aprueba (22 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En la letra b) del artículo 38 la Comisión recomienda sustituir la voz “cinco” por la palabra “una”.



Tal modificación fue aprobada con los votos a favor de los Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Honorables señores Girardi y Navarro. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión. 



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el Senador señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, se trata de algo bastante simple. 



Lo que pasa es que después de la amonestación por escrito fijada en la letra a) se establece una multa de cinco a diez mil unidades tributarias anuales, que la Comisión propone reemplazar por de “una” a diez mil a fin de que haya un rango mayor. Porque si existe algo que el proyecto aumenta en forma significativa son, precisamente, las multas. 

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la enmienda de la letra b) del artículo 38 (23 votos a favor). 



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Finalmente, la Comisión propone reemplazar el artículo octavo transitorio, por el que sigue: 



“Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.



“El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.”. 



Dicha disposición fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira, y en contra, de los Senadores señores Girardi y Navarro. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión. 



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, lo sugerido apunta a una cuestión relevante dentro de la creación de la nueva institucionalidad ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, a lo cual se agregará el Tribunal Ambiental. 



En verdad, no tiene sentido instaurar el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y, simultáneamente, dejar a la CONAF tal como está. En la práctica, ello significaría mutilarla. 



Desde hace años se halla en la Comisión de Medio Ambiente del Senado el proyecto que establece la Subsecretaría Forestal y transforma a la CONAF en servicio público. También es sabido que esta Corporación se encuentra en una situación de detrimento respecto a otras entidades semejantes como el Servicio Agrícola y Ganadero. 



Por tales razones, debe quedar consignado en la ley en proyecto un compromiso -cualquiera que sea el próximo Gobierno- en el sentido de que la CONAF sea pública. Y esta no solo debe entenderse enfocada al área productiva de nuestros ecosistemas forestales, sino también a la protección, fiscalización, combate y control de incendios, cuidado de la biodiversidad, de todos los servicios ambientales que aquellos proporcionan. 



Esa materia está amparada no solo en la ley de la CONAF y en toda su larga historia como corporación, sino también en la Ley del Bosque Nativo.



Por esa razón, nosotros no logramos un compromiso del actual Gobierno, en el sentido de generar simultáneamente con este proyecto de ley una CONAF pública. Pero sí se va a crear al unísono -como se señala acá- con el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.



Por lo tanto, esta es una parte importantísima de la iniciativa en debate. Desde luego, cualesquiera que sean el nuevo Gobierno y la composición del próximo Senado, son entes que deben nacer en el mismo momento, a fin de cambiar la actual CONAF y darle el carácter de servicio público y, también, para crear la Subsecretaría Forestal.



Por tal motivo, concurrimos al acuerdo, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero relevar también el artículo 8° transitorio, por cuanto me parece que la creación de los dos organismos mencionados es una necesidad planteada en muchas ocasiones.



En el Senado, a propósito de diversas iniciativas legales, se ha destacado la importancia de la CONAF y la situación especial que actualmente tiene respecto a su ordenamiento jurídico y a la necesidad que se transforme efectivamente en un servicio público. Y lo que es muy importante, que se respete también en el rediseño -como lo señala con claridad el artículo-, el resguardo de los derechos de los trabajadores de la Corporación Nacional Forestal.



A mi juicio, esto es de gran relevancia, señor Presidente, así como la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.



Adicionalmente, deseo plantear -no ha sido objeto de discusión esta tarde- que el proyecto de ley va a generar  la creación de los Tribunales de Medioambiente, algo que el Ejecutivo se ha comprometido a presentar y que implica una tremenda transformación, por cuanto tales tribunales serán similares a los de la Libre Competencia que actualmente rigen en nuestro país. Ellos permitirán apelar ante una instancia superior respecto de las distintas dificultades que puedan surgir tanto en los servicios como en quienes postulan frutos de inversiones al sistema, como así también -lo digo aquí con todas sus letras-, a la sociedad civil. Esta podrá recurrir a los mencionados entes que se van a generar.



Señor Presidente, creo que esta futura ley, en definitiva, será un tremendo avance en torno de lo que tenemos actualmente sobre la institucionalidad ambiental.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en estos días, desde que se firmó el acuerdo político ha habido algunas opiniones que, a mi juicio -esta es la ocasión para plantearlo-, han confundido acerca de cuál es el propósito del proyecto.



Su objetivo principal es crear una institucionalidad ambiental de segunda generación; crear un Ministerio de Medio Ambiente y una Superintendencia con potestades fuertes; crear un Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental más técnico; crear un Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y complementar la institucionalidad ambiental con tribunales especiales. Y también procura hacerse cargo del debate sobre la política y la institucionalidad forestal en particular.



No era el propósito de la iniciativa de ley revisar definiciones -como algunos erróneamente creen-, por cuanto, en otros proyectos se podrán fijar criterios de contaminación, de cómo se regulan las partículas 2,5 y de qué manera se fijan normas. No eran esas sus finalidades. Reitero que su propósito es crear una nueva institucionalidad en el país, después de la experiencia tenida desde los años 90.



En este punto tuvimos un debate arduo. Algunos estimamos incongruente e inconcebible la creación de un Servicio de Biodiversidad que no incluya todas las áreas protegidas bajo la dependencia del Ministerio de Medio Ambiente. El mantener los parques nacionales, con su situación tremendamente precaria, al igual que las remuneraciones de los guardaparques, sin asumir que se requiere una nueva institucionalidad en ese ámbito, incluyendo a futuro las áreas marítimas protegidas, era una sinrazón y soslayar tal necesidad.



Crear un Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas va a permitir, de una vez por todas, realizar el debate sobre la CONAF pública, discusión que se ha postergado durante más de 30 años; vale decir, desde su creación, pues ahora es una corporación privada. A mi juicio, se ha tomado una muy buena decisión.



Estoy muy satisfecho de que el Ejecutivo haya aceptado hacer este debate en plenitud. Si bien algunos partidarios de las políticas forestales entienden -y creo que es legítimo- que esta forma parte de la política ambiental, en algún momento hay que decidir dónde se coloca, por ejemplo, la administración que emana del decreto ley N° 701; quiénes se encargarán de los planes de manejo anexos, de las brigadas forestales y de su institucionalidad.



Y, evidentemente, todo eso debe estar en una CONAF pública con protección a los trabajadores.



En lo personal -doy disculpas, pero no creo que con lo que voy a decir esté violando el acuerdo político-, cuando se señala “rediseño a que se refiere el inciso anterior” –referido a la CONAF pública- tiene que realizarse con resguardo de los derechos de los trabajadores, y espero que sea potenciándolos. Porque la situación de quienes pertenecen a las brigadas forestales, que se preocupan de los incendios, es inhumana. Las rentas que les pagan las corporaciones privadas a las personas a contrata o a plazo fijo son muy precarias.



La situación de los guardaparques es similar. Por tanto, al ser parte de un servicio con escalas de sueldos y estabilidad laboral, sin duda, es algo que va a mejorar sus condiciones.



Hace un par de años tuvimos un debate con los dirigentes de los sindicatos de la CONAF. Fueron muy persistentes en defender a los trabajadores. Se logró un acuerdo que constituyó un salto. Ahora necesitamos que la protección de las personas de este sector no solo resguarde, sino que mejore su situación.



Señor Presidente, el espíritu de parte del acuerdo es que en un plazo concreto se presente un proyecto de ley al Parlamento sobre la CONAF pública. La modificación hecha en el primer trámite fue en relación con el compromiso presidencial de mandar al Congreso la iniciativa y fijar plazos perentorios para que el conjunto de la institucionalidad avance simultáneamente. Es necesario que ello no sea algo lírico o que no se materialice. Porque, desde que se creó la CONAF a finales de los 60 -se potenció a principios de los 70-, han pasado ya casi 40 años y, en verdad, el Estado chileno está en deuda con una Corporación Nacional Forestal pública y con el Sistema de Biodiversidad y Áreas Protegidas que ahora se crea bajo el alero del Ministerio de Medio Ambiente.



A mi juicio, este proyecto es muy importante.



Con todo respeto a ciertos grupos ambientales que hemos escuchado estos días, pienso que han malentendido su espíritu: crear una institucionalidad. Y en otro momento veremos las definiciones pendientes.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, voy a votar a favor de la norma, sin perjuicio de decir que, sin duda, yo habría esperado resolver en el proyecto relativo al Ministerio de Medio Ambiente el conjunto de cuestiones involucradas en este artículo. Por lo menos, la iniciativa de ley va a entregar un año para solucionarlas.



Aquí hay al menos dos tipos de problemas.



El primero -el más evidente, a mi juicio- se refiere a algo cuya solución ha quedado pendiente en todos los últimos Gobiernos: resolver, de una vez por todas, un estatuto claro para la CONAF. Creo que esta es una gran deuda de la Concertación, porque no hemos sido capaces de regularizar, en un servicio muy importante para el país, la completa anomalía existente en una institución pública que desarrolla funciones únicas y que tiene un estatuto privado.



Ese es un primer problema que posee mérito en sí mismo.



Y el segundo tiene que ver con esta ley, en cuanto a qué régimen de administración establecemos para las áreas protegidas y la biodiversidad, y cómo generamos una institucionalidad de fomento de la industria y la producción forestal.



Es evidente que esas dos cuestiones están vinculadas. No se puede decir que son completamente independientes. Por lo tanto, aquí se prejuzga cierta fórmula.


Ahora, como la norma en análisis expresa que el Presidente de la República deberá enviar “uno o más proyectos de ley”, después veremos cada uno de ellos. Porque si alguno separa demasiado lo productivo de lo ambiental, puede generar en el Estado dos dinámicas contradictorias, una de las cuales es la productiva forestal, sin que esta pueda sentirse con responsabilidades fundamentales sobre la sustentabilidad. 



Y esto tiene que ver también con el patrimonio y la biodiversidad, en fin, con la aplicación de la Ley Forestal. 



O sea, si se extremara la idea -que tal vez subyace en este artículo- de establecer un ámbito de administración de lo protegido y otro de fomento de lo productivo, se llegaría a muy malos resultados institucionales. Porque ambos se encuentran vinculados, sobre todo desde el punto de vista agroecológico: hay sistemas ecológicos donde conviven las plantaciones con el bosque nativo, y superficies protegidas donde no hay producción. ¡Es evidente! Sin embargo, a ese respecto también surgen cuestiones -no debates- que no son fáciles de resolver.



El domingo pasado me tocó visitar áreas protegidas donde se está efectuando por primera vez la implementación de la Ley Forestal, y tomé conocimiento de un reclamo -el típico problema mixto, sobre el cual no tengo una opinión definitiva- de pequeños productores que hoy operan con planes de manejo. Plantean si resulta factible o no instalar allí producción melífera -o sea, de miel- para utilizar parques o reservas. 



Se trata de un problema bastante técnico respecto del que es necesario saber si efectivamente afecta a la biodiversidad. Quizás, sí; quizás, no. No cabe separar completamente ambos asuntos.



Entonces, quiero hacer esa prevención, porque la discusión de fondo la realizaremos cuando el Gobierno mande tales proyectos. Pero temo que la redacción del precepto no sea la más feliz, pues ya establece un criterio sobre un aspecto que, a mi parecer, merece mayor análisis: distinguir el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas de la otra institución a la que no se pone nombre, salvo especificar que con ello se apunta a resolver la situación de la CONAF, pero no su función. Y hoy día esta Corporación cumple funciones en las dos áreas, tanto en la de protección como en la de producción.



Entonces, el precepto no da una orientación muy precisa acerca de las iniciativas legales que el Ejecutivo habrá de enviar al Parlamento, sino que se limita a fijar un plazo.



Expongo lo anterior, solamente para señalar que voy a aprobar el artículo octavo transitorio, ya que, si bien no resuelve un problema que debería haber quedado zanjado en esta oportunidad,...

El señor PROKURICA.- ¡No importa, señor Senador! Nosotros, en el próximo Gobierno, lo vamos a arreglar.

El señor GAZMURI.- ¡No lo creo! Los proyectos se tienen que discutir en el Congreso. Y aquí los parlamentarios de la Concertación vamos a ser mayoría. Es más o menos claro que el sistema binominal, esta vez por lo menos, nos asegura que así ocurrirá. 



De manera que, como todas las leyes se tramitan en el Poder Legislativo, si ustedes ganan y no se ponen razonables, tendrán que enfrentar algún problema.



Retomando mi intervención, debo manifestar que con las normativas referidas no se resuelve -es el único punto- una institucionalidad que abarque todos los ámbitos que queremos regular. 



En consecuencia, quedamos con una tarea pendiente, que no es algo de menor importancia, en cuanto a la administración ambiental del país.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, voy a referirme a esta disposición, sin entrar en detalle al fondo de la cuestión. 



Es evidente que, por razones históricas que ya muchos de quienes me precedieron en el uso de la palabra han hecho presente, no solo la inconveniencia de que la CONAF ejerza tareas en el sector público siendo una institución de Derecho Privado, sino también que el cambio que se está desarrollando en nuestra institucionalidad medioambiental suponen ciertas necesarias modificaciones en toda el área colindante. Y por eso en el artículo octavo transitorio se mandata al Presidente de la República para que, dentro de un año, en forma obligatoria, cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y transforme a la CONAF en un servicio público descentralizado.



A mi juicio, esa norma se debe entender en sentido imperativo para el próximo Mandatario; pero no dice exactamente qué pasará si este no envía los proyectos al Parlamento dentro de un año. 



Sin embargo, quiero dejar establecido hoy -y no entonces- que en tal caso corresponde aplicar una disposición que tiene que ver con las acusaciones constitucionales. En efecto, en virtud de la Carta Fundamental, el Presidente de la República puede ser acusado constitucionalmente “por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o las leyes.”. 



Quiero subrayar el punto: si el próximo Jefe del Estado no cumple con el mandato de enviar los proyectos de ley -en su momento discutiremos acerca de los contenidos- tendientes a crear el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y a transformar a la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado, estará incumpliendo abiertamente la ley.



Lo explicito porque, de lo contrario, se podría pensar que el no  enviar tales iniciativas  no significaría nada. ¡Pero significa! Y para ello existe la protección constitucional aludida, que, de aplicarse, implica una sanción francamente contundente.



Por eso, espero que el imperativo de complementar e integrar en forma plena esta nueva legislación se cumpla.

El señor NOVOA (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



Como el tiempo para fundamentar el voto es el mismo, si le parece a la Sala se accederá a esa petición.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el artículo octavo transitorio.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta.



El artículo 13 bis, ¿se aprobó unánimemente? 

El señor LONGUEIRA.- Al parecer, sí.

El señor GÓMEZ.- En todo caso, señor Presidente, con relación al precepto que nos ocupa, lo importante es que todos estamos conscientes de la necesidad de que la CONAF se transforme en una entidad pública y que disponga de todas las herramientas posibles para llevar a cabo un trabajo eficiente en términos de lo que ella significa. 



Considero indispensable que eso quede claro y preciso en una norma en la que se establezca la obligación de enviar el proyecto pertinente, como lo ha señalado el Senador señor Larraín.



Asimismo, se debe fortalecer a esa Corporación. Porque, pese a que debe conocer y fiscalizar gran cantidad de situaciones, no  cuenta con los medios ni con la estructura adecuados para ello.



Señor Presidente, en el resto de mi tiempo, voy a hacer una reflexión.



Esta tarde, junto con escuchar varias veces que hubo un acuerdo político, he notado gran concordancia entre todos los Senadores. Y eso es bueno en algunas circunstancias.



Pero el acuerdo político obliga a quienes lo firman, no a todos. Por lo menos, el Partido Radical no lo suscribió. Y no lo hizo porque consideramos que hay diversas normas que, como manifestó el Honorable señor Gazmuri, no se hallan bien resueltas. Además, falta por discutir varias  materias importantes para el asunto medioambiental, las que deberían haberse analizado con mayor amplitud y no con la presión, la fuerza ni las condiciones que se impusieron al proyecto durante mucho tiempo, como la de calificarlo con urgencia de “discusión inmediata”. 



Eso quedó demostrado con la presentación de 1.350 indicaciones, lo cual llevó al Senador señor Longueira -quien es un as en la materia- a buscar un acuerdo político. Y se reunió con algunos miembros de la Concertación y de la Alianza para concordar un protocolo. 



Sin embargo, desde mi punto de vista, era menester debatir la iniciativa con mayor extensión y más tiempo, a fin de abordar todos los aspectos. Por eso hemos sostenido que en algunos casos nos abstuvimos, y en otros votamos en contra. 



Quiero dejar constancia de algo que ya expresé: que los parlamentarios del Partido Radical no firmamos el acuerdo. Y, por lo tanto, este no nos obliga en cuanto a lo señalado en la Sala.



Señor Presidente, ¿falta todavía por discutir el artículo 13 bis?

El señor NOVOA (Presidente).- No, fue aprobado en forma unánime.

El señor GÓMEZ.- Entonces, aprovecharé los minutos que me quedan para manifestar que el artículo 13 bis es una de las disposiciones más complejas aprobadas por el Senado. Ello, fundamentalmente, porque permite una negociación de las empresas con las comunidades.



Lo ocurrido en los géiseres de El Tatio es un caso patente de lo que significa el hecho de dividir a las personas en función de ciertos proyectos. Y voy a explicar por qué.



Las comunidades más cercanas a El Tatio y que hoy día se encargan de su administración, han llegado a acuerdo con la empresa que realiza exploraciones en el lugar, hoy día detenidas. ¿Por qué? Porque esta les ha ofrecido soluciones sociales. Les han dicho: “Miren, les vamos a poner agua, les arreglaremos los caminos y les daremos una serie de otros beneficios”.



Entonces, resulta muy difícil para esas comunidades oponerse a la fuerza del dinero y a las compensaciones que se plantean.



Me parece que ello debió quedar claramente establecido como una negociación incompatible o como la obligatoriedad de dar a conocer esas tratativas en un ámbito tan difícil como el que señalo.



¿Por qué lo digo? Porque, claramente, ese ofrecimiento implicó una división entre las comunidades más cercanas, que tienen a su cargo la administración del lugar, y otras ubicadas en Calama, cuya posición es distinta frente al problema de El Tatio.



Considero que la forma de abordar el asunto no es conveniente, porque deja abierta la posibilidad de que sean grandes empresas las que entreguen recursos, cuando el que está obligado a resolver los problemas sociales, en este caso, es el Estado. No se puede dar a las comunidades la opción de entrar en una relación que, en definitiva, las obligue, las coapte y no les permita actuar con la libertad que se requiere para enfrentar proyectos de este tipo, que implican gran cantidad de recursos que quienes viven en los alrededores muchas veces no pueden resistir.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, me voy a referir brevemente a lo expresado por el Senador señor Gómez. Considero extraordinario que el artículo 13 bis, mencionado por Su Señoría, se incluya en el texto, precisamente para lograr mayor transparencia.



Él citó la situación ocurrida en El Tatio. Yo siempre estuve en contra del proyecto que se estaba desarrollando ahí. Sin embargo, no todos supieron lo que eventualmente hizo la empresa con anterioridad. Pues bien, ahora los proponentes estarán obligados a informar si, tal como indica la norma, han planteado compensaciones de algún tipo a juntas de vecinos u otras organizaciones sociales, o al municipio respectivo, las cuales -se aclara al final- en ningún caso serán vinculantes para la calificación ambiental de la actividad de que se trate.



Por lo tanto, se separan claramente ambas cosas. De este modo, si una empresa ofrece compensaciones de la naturaleza que estime conveniente a una comunidad específica, ellas no serán determinantes para la decisión ambiental que deba tomarse, al revés de lo que quizás está sucediendo hoy. 



En mi opinión, es mejor que la norma esté. Otorga mayor transparencia y por eso contó con la unanimidad en la Comisión.



Ahora, señor Presidente, como esta es la última votación que haremos, voy a abordar otros temas.



Quiero señalar que el acuerdo político viabilizó una institucionalidad que representa un cambio radical para Chile. El informe de la OECD, aunque evaluó bien la que existía en determinado momento en el país, estableció 52 recomendaciones, orientadas, principalmente, a la fiscalización posterior de los proyectos. 



Cabe señalar que muchas normas ya aprobadas -que, por lo mismo, no forman parte de la discusión particular que estamos realizando en la Sala- permitieron el ingreso de la iniciativa que consagra el Tribunal Ambiental, cuya creación es uno de los puntos incluidos en el acuerdo.



Al respecto, es necesario destacar que el artículo noveno transitorio supedita la vigencia de la Superintendencia del Medio Ambiente al funcionamiento de dicho Tribunal. O sea, existe un compromiso, a través de una disposición legal, para quienes suscribimos el acuerdo político, el cual ha permitido que el texto de la normativa, que recibió más de 1.300 indicaciones, no haya corrido la misma suerte de la Ley del Bosque Nativo, que estuvo 14 años durmiendo en el Congreso antes de ser despachada.



Como estamos en la discusión particular, no tenemos tiempo para referirnos a muchas normas que perfeccionan notablemente la institucionalidad medioambiental y de las cuales nada se ha hablado en los medios de comunicación. Porque es muy fácil -y no lo digo por los Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, sino por otros que efectuaron declaraciones a la prensa- comentar exclusivamente aquellas cosas que no quedaron incorporadas en el acuerdo político y dejar de lado las que sí se incluyeron en él.





Se crea el Ministerio del Medio Ambiente. O sea, pasamos de la CONAMA a una institucionalidad de otra categoría para el país.



En cuanto al artículo octavo transitorio, en votación en este minuto, debo decir que representa un enorme avance. Bastaba escuchar aquí al Senador señor Gazmuri para darse cuenta de que si ahora nos hubiésemos puesto a discutir en qué dejamos la CONAF, si pasamos a una Subsecretaría Forestal o al Ministerio del Medio Ambiente, el proyecto tenía para mucho rato más.



Efectivamente, como indicó el Honorable señor Larraín, se establece el compromiso de todos para que dentro de un año ingrese una iniciativa legal que signifique tener una CONAF pública y el término de su condición como corporación privada. Pero sí se avanzó en algo importante: que todas las materias relativas a conservación y protección pasaran al nuevo Ministerio del Medio Ambiente. Esa es una definición que ya se tomó.



Es cierto que muchas materias se encuentran en un límite bien discutible. Eso es parte de la polémica, de la discusión, y es lo que siempre ha impedido avanzar hacia una verdadera institucionalidad.



Sin embargo, con una CONAF pública -como la que se acordó crear a propósito de este proyecto-, las concernientes a conservación y protección no quedan en Agricultura, con una eventual Subsecretaría, sino que pasan al Ministerio del Medio Ambiente conforme al Servicio de Biodiversidad y Parques, lo cual era una aspiración de aquellos que han seguido estos temas durante varios proyectos de ley, en los cuales se suscribieron compromisos que finalmente no se cumplieron.



Por otra parte, se avanza enormemente -tal vez se podría haber sido más explícito, pero queda claro en la iniciativa- en que aquellas materias que queden en la CONAF, hoy entidad privada, pasarán a la CONAF pública, transformada, de alguna manera, en un servicio público descentralizado, tal como señala la disposición.



Me parece que el compromiso asumido por el Ejecutivo a partir de marzo del próximo año, sea cual sea el Gobierno que administre el país en esa fecha, es radicalmente distinto de lo que venía en el texto previamente aprobado por la Cámara de Diputados, pues estos aspectos también fueron parte del acuerdo.



El acuerdo político incorporó dos instituciones fundamentales en materia medioambiental: el tribunal especializado en el área, que se está tramitando en otra iniciativa y, adicionalmente, el nuevo Servicio de Biodiversidad y Parques.



Voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, estamos votando el artículo que obliga al Presidente de la República a enviar dentro de un año un proyecto de ley que transforme a la Corporación Nacional Forestal (CONAF) en un servicio público descentralizado.



Me alegro enormemente de que, por fin, haya algo concreto respecto de dicho organismo.



Año tras año, durante la discusión de los proyectos de Ley de Presupuestos, vienen al Parlamento numerosos funcionarios que laboran en CONAF a contarnos sus penurias. Sabemos perfectamente bien que ganan muchísimo menos que otros profesionales y técnicos que trabajan en instituciones que se dedican a similares funciones.



La Corporación Nacional Forestal realiza una labor muy importante y la ejecuta en forma bastante seria.



En consecuencia, solamente quiero dejar constancia de mi alegría por el hecho de que por fin tengamos algo concreto en relación con dicha entidad.



Voto que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, deseo expresar mi satisfacción por el artículo octavo transitorio mediante el cual el Ejecutivo se compromete a enviar, dentro de un año, un proyecto de ley para crear el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y transformar a la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.



Quienes ya llevamos años en la discusión de la Ley de Presupuestos hemos visto cómo los funcionarios de la CONAF han manifestado una muy sentida aspiración en cuanto a dejar de ser una corporación privado-pública para convertirse en un servicio público del Estado.



Es evidente que para desarrollar sus funciones -sumamente relevantes- la CONAF requiere que sus trabajadores reciban remuneraciones de funcionarios públicos y sean considerados como tales.



Todos reconocemos la labor que ellos realizan en aras de la protección de nuestro patrimonio forestal y el cuidado que colocan en ello. Ahora mismo, en el marco de la Ley de Presupuestos, vemos cómo se están preparando para proteger nuestros bosques, cuyo crecimiento hemos fomentado desde el Parlamento, lo que ha permitido que hoy tengamos más de 2 millones de hectáreas de nuevas plantaciones.



Por lo tanto, me alegro mucho y me felicito por lo logrado.



Tengo la certeza de que el Gobierno que sea cumplirá con el compromiso, que será ley, pues está contenido en el artículo de una ley. En este sentido, aquel no es solo del Ejecutivo, sino también de todos quienes aprobemos el presente proyecto.



Además, esto se complementará con la Subsecretaría Forestal, que ya se encuentra en tramitación.



Chile es un país de muchas riquezas, pero una renovable y permanente es la riqueza forestal. Por lo tanto, con la Subsecretaría, con una CONAF pública y, evidentemente, con el estímulo que el Estado debe seguir entregando a las plantaciones forestales, no me cabe duda de que, después del cobre, el sector forestal será nuestra otra gran riqueza. Para eso estamos generando la institucionalidad correspondiente.



Antes de terminar, quiero reconocer la labor desarrollada por la Comisión en la creación de este importante Ministerio del Medio Ambiente y también del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente. Creo que con ello le estamos dando a nuestro país una institucionalidad sólida para que se pueda desarrollar, con entidades que presten apoyo y no obstaculicen. Por supuesto, hay que cumplir las normativas y cuidar nuestro medio ambiente, pero eso no debe llegar al extremo de que resulte imposible que cualquier proyecto pase los trámites medioambientales. La idea es que haya asesoría y apoyo con la finalidad de que en nuestro país se sigan creando industrias, las que tanto necesitamos.



Hay cosas que no se destacan y no se saben, y por eso deseo señalar que la Comisión trabajó dos días completos (día y noche), incluso uno hasta las siete de la mañana. Nuestros colegas hicieron un tremendo sacrificio, el cual ha permitido que en muy poco tiempo nosotros podamos aprobar un proyecto bastante complejo.



Y, naturalmente, el mayor elogio es para la Ministra Ana Lya Uriarte, quien ha sacado adelante la iniciativa con su empeño, con su gran abnegación y con su inteligencia para saber ganarse la simpatía de cada uno de los parlamentarios, tanto Diputados como Senadores.



Nos encontramos ante un gran proyecto de ley y un Ministerio que será de enorme utilidad para el desarrollo de nuestro país.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo importante consignar también mi acuerdo en que se establezca un servicio público descentralizado que reemplace a la CONAF.



Es cierto que después de la guerra todos somos generales. En tal sentido, hoy cada uno de nosotros se pregunta cómo fue posible que durante tantos años haya estado pendiente una decisión tan urgente y evidente como transformar en servicio público a dicha entidad, hoy corporación de derecho privado, para resguardar ni más ni menos que los parques nacionales.



En consecuencia, se debe reconocer que hemos caído en una grave omisión y, por ende, tenemos que hacer una autocrítica.



A la vez, me alegro de que la ley en proyecto establezca de modo claro que el proceso de rediseño del organismo tendrá que llevarse a cabo resguardando los derechos de los trabajadores y también consultándolos.



En otro orden de cosas, señor Presidente, debo admitir que como miembro de esta Corporación me he sentido aludido, no expresa pero sí indirectamente, por las palabras del Senador señor Gómez.



Me he sentido tocado porque estamos frente a un tema muy delicado. Yo creo en la honorabilidad de todos nosotros. Podemos tener diferencias políticas, pero apuesto a la honradez de todos quienes hemos llegado hasta acá. Por lo tanto, resulta muy importante despejar cualquier duda respecto de la voluntad con la cual se está legislando.



Por lo anterior, quiero hacer especial mención de que el artículo 13 bis no termina en lo que se establece en la página 32 del comparado, sino que concluye en la 33, donde expresamente se señala que, “En el evento de existir tales acuerdos, éstos no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad”. Y tales acuerdos se transparentan para el buen gobierno y la adecuada toma de decisiones de la autoridad. En innumerables ocasiones hemos sido testigos de que quedan bajo la mesa contactos, consultas. Y muchas veces hemos visto dividirse a las comunidades. En la provincia de Valdivia -que antes pertenecía a mi Región, la de Los Lagos, y que ahora corresponde a la de Los Ríos- hubo casi un enfrentamiento físico entre pescadores artesanales porque unos llegaron a acuerdo con representantes de determinada empresa y otros no.



Entonces, desde el punto de vista de la probidad, es muy importante que cuando existan acuerdos y contactos estos sean puestos en conocimiento de la autoridad, pues, en cualquier caso -como señala expresamente la norma-, ellos “no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad”.



Eso significa -digámoslo derechamente- que una transnacional no podrá comprar a determinada comunidad cooptándola a través de la entrega de una sede social o qué se yo. ¡Si aquí hemos visto cosas tremendas! Desde que el poderío económico está detrás de muchos de estos proyectos, la entrega de una granjería, que después puede transformarse en un mecanismo de cooptación, es prácticamente un juego de niños.


Por eso, pienso que la norma constituye un avance muy importante para evitar que esos mecanismos de cooptación pesen finalmente en la decisión de la autoridad.



Para concluir, señor Presidente, frente a las críticas de medioambientalistas, me pongo en el caso de aquellas personas que siglos atrás estaban contra la monarquía y que cuando esta cayó se dieron cuenta de que no eran tan pocos, sino muchos más. Aquí parece que a varios sectores ambientalistas les está pasando lo mismo. Es evidente que hoy en el país son ampliamente compartidas las ideas del desarrollo sustentable, que se expresan en el acuerdo político alcanzado para sacar adelante el presente proyecto.



En consecuencia, en lugar de enojarse y de irritarse, esos sectores debiesen sentirse contentos, pues han logrado que las ideas que durante mucho tiempo no conseguían abrirse paso hoy lo estén haciendo.



Así que pienso que la situación es exactamente al revés de lo que paradójicamente ocurre con algunas críticas a este avance institucional.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, junto con destacar que habrá un compromiso en la ley en orden a transformar la corporación de derecho privado CONAF en un servicio público -proceso en el que, además, se respetarán los derechos de los trabajadores-, es también el momento de valorar el acuerdo alcanzado entre el Ejecutivo y los representantes del Congreso y, en particular, algunos miembros de la Comisión de Medio Ambiente.



Gracias a aquel, fuera del consenso relativo a la CONAF pública, se crean los tribunales ambientales; se especifica toda la planificación estratégica a través del ordenamiento territorial, la zonificación del borde costero, el manejo integrado de cuencas; se aumentan los grados de participación ciudadana; se establece de mejor forma la protección de humedales, glaciares, áreas protegidas, sitios prioritarios para la biodiversidad; se dispone la exigencia de estudio de impacto ambiental cuando se trabaje con organismos genéticamente modificados o transgénicos y también la posibilidad de que algunas áreas sean declaradas zonas libres de transgénicos; se efectúa una mejor definición de las COREMA, y se aborda lo concerniente a las cuentas ambientales, desde el punto de vista de los activos y los pasivos.



Como siempre, quedan algunas cosas pendientes: la participación del Consejo de Desarrollo Sustentable, que le gusta mucho a la Ministra; evaluar de mejor manera y evitar que se puedan separar proyectos, y resolver el tema ambiental en forma institucional a nivel de los municipios.



Deseo precisar que la Ley del Bosque Nativo no durmió 14 años en el Congreso Nacional. Lo que pasa es que se trataba de un mal proyecto: establecía la posibilidad de la sustitución, no financiaba las buenas prácticas. Al final, de modo paralelo, la CONAF, junto con aportes extranjeros, como los de la GTZ, desarrolló un modelo práctico para la aplicación de la ley. Y hoy es posible llevar a cabo esa experiencia.



Finalmente, destaco que con esta normativa se crea una nueva institucionalidad ambiental, así como una mayor conciencia sobre el tema. Desde luego, el crecimiento y el desarrollo de nuestro país tienen que pasar por las variables ambiental, cultural, social y económica a la vez.



Y en ese sentido, ciertamente, hemos logrado un avance.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo octavo transitorio (23 votos favorables), queda despachado el proyecto en particular y con la discusión concluida en este trámite.


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URIARTE (Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente).- Señor Presidente, habiéndose dado término a la votación de esta iniciativa, yo quisiera agradecer al Honorable Senado de la República la acogida que tuvo con una de las reformas tal vez más importantes que se hayan conocido en los últimos cuatro años y que  se inscribe dentro del marco de la modernización del Estado.



Sin lugar a dudas, el buscar consenso en el cien por ciento de los asuntos siempre será muy difícil, atendidas la diversidad y aproximaciones que existen respecto de cada uno de ellos y del propio tema ambiental, de las visiones de país de los diferentes sectores productivos. Sin embargo, me parece que nadie, de buena fe ni legítimamente, está autorizado para no reconocer que lo que ustedes han aprobado esta tarde significa una mayor jerarquía y estatus, no solo institucional, no solo político, sino también jurídico, en lo referente al tema ambiental en nuestro país.



Hoy día está naciendo en Chile -falta el tercer trámite en la Cámara Baja; pero esperamos contar con la comprensión de los Honorables Diputados- un Ministerio del Medio Ambiente.



Este Gobierno, señor Presidente, fue capaz de crear el cargo de Ministro del Medio Ambiente, el que yo, con todo orgullo, he ostentado durante este tiempo, pero con un mandato muy específico, que era precisamente lograr una nueva institucionalidad ambiental para Chile.



Ha sido nuestro empeño el que ella no solo consista en la creación de instituciones, sino que sea una institucionalidad que dignamente represente el mayor consenso político dentro de nuestra sociedad para avanzar hacia el desarrollo sustentable.



Nadie da por sentado en esta Sala ni en ninguna parte del territorio que el desarrollo sustentable se haya alcanzado porque hubo esta votación o por la que se dé en los días siguientes en la Cámara de Diputados. Pero sí estamos en condiciones de señalar que con esta institucionalidad se está procurando un mayor orden dentro del aparato del Estado, creando un Ministerio que genere normas y políticas, separado de la gestión del sistema de evaluación de impacto ambiental, de manera de poder dar cumplimiento a ese objetivo tan anhelado por todos: lograr una mayor tecnificación en la decisión ambiental.



Nadie podrá negar que constituye un avance para nuestro país el que la fiscalización, hoy día dispersa y fragmentada, se concentre en una Superintendencia ambiental, la que en el Senado ha podido mantener exactamente el espíritu y la fuerza que en la Cámara de Diputados se le quiso imprimir.



No hay en toda la literatura que podamos encontrar en los países de la OCDE o en aquellos que les va bien ambientalmente un éxito o un avance sustantivo sin tener ordenada la gestión ambiental, como hoy día lo intentamos hacer.



Nadie podrá desconocer algo que señalaba el Senador señor Horvath. Cómo no va a ser un avance ambiental el que deba entrar obligatoriamente por estudios de impacto ambiental cualquier proyecto que pudiere eventualmente afectar un área protegida; sitios prioritarios de conservación, que hasta ahora no han tenido un adecuado resguardo; humedales, o glaciares, en tiempos en que se aproxima esta lucha, ya frontal, contra el cambio climático.



¿Quién podrá negar, señor Presidente, que era necesario que los planes de prevención y descontaminación, por ejemplo, fueran susceptibles de ser fiscalizados, tanto en el ámbito público como privado, por alguna institución? ¡Pues hoy día eso está: la Superintendencia del Medio Ambiente!



¿Quién podría negar, señor Presidente, que contar en definitiva con un Servicio de Evaluación Ambiental en todo el país, con directivos elegidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, que serán los que van a confeccionar los informes técnicos que obligarán las votaciones de los seremis y de los intendentes, no constituye un avance respecto de lo que hoy día tenemos?



Cuando fui citada a esta misma Sala por el caso de El Tatio, cuando se me enrostraba el hecho de que cómo era posible que en un país como el nuestro se aprobara un proyecto sobre los géiseres de El Tatio y no hubiera nada que hacer, nuestra respuesta no fue sumarnos al coro del lamento, sino avanzar en soluciones efectivas, tal como hoy día ustedes lo están haciendo.



¡Lo que hoy día ustedes están haciendo es dar una nueva estructura jurídica, un nuevo marco jurídico en el cual se desenvuelva la gestión ambiental en Chile! 



Ya nadie podrá decir en el futuro por qué no se pudo actuar, porque ahora vamos a dejar las herramientas y los instrumentos para que ello suceda, además con un igualamiento en la forma de jugar este “partido” ambiental, en el que concurren el sector privado, por un lado, y la ciudadanía, por el otro; pero teniendo ambos las mismas herramientas, las mismas armas para poder defenderse.



El proyecto sobre creación de los tribunales ambientales, que ya ingresó al Senado de la República con fecha 18 de octubre, indudablemente, constituye un avance en los términos en que han sido instaurados. Porque será el órgano de revisión de las decisiones de la Superintendencia. Pero no solo de ellas, sino también de todas las decisiones ambientales que se tomen en el orden administrativo en nuestro país. Y a él podrán concurrir ciudadanos y, naturalmente, los titulares de proyectos, cuando corresponda.



En definitiva, señor Presidente, ¡quién podría dudar que esto es un avance respecto de lo que hoy tenemos!



¿Cómo no va ser distinto que se obligue a un Ministerio del Medio Ambiente naciente a que cada año le informe al país cuál es el estado del medio ambiente a nivel nacional y regional y, además, que cada cuatro años lo haga a nivel comunal?



Eso verdaderamente es avanzar en la descentralización y en uniformar los estándares de información en nuestra ciudadanía.



En definitiva, hay muchos temas que podrán ser abordados de una manera distinta.



 Por último, quisiera agradecer la buena voluntad de los señores Senadores, que se han dado el tiempo y han tenido la dedicación para comprender este sistema ambiental. Porque acá no se trata de una sola institución; este es un todo que funcionará imbricado en el sentido de vincular un Ministerio, una Superintendencia y un Servicio de Evaluación Ambiental. Y, además, muy pronto contará con un tribunal.



Es todo, señor Presidente.



Muchísimas gracias.

SANCIÓN DE FEMICIDIO Y MODIFICACIÓN 

DE NORMAS SOBRE PARRICIDIO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Violencia Intrafamiliar para sancionar el femicidio, aumenta las penas aplicables a este delito y modifica las normas sobre parricidio, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4937-18 y 5308-18) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 30 de septiembre de 2008.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.


Constitución (segundo), sesión 58ª, en 14 de octubre de 2009.

Constitución (nuevo segundo), sesión 62ª, en 4 de noviembre de 2009.

Discusión:



Sesión 9ª, en 14 de abril de 2009 (se aprueba en general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 14 de abril. 



La Comisión deja constancia en sus informes de haber efectuado diversas modificaciones al texto aprobado en general por Sus Señorías, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Las referidas enmiendas consisten en lo siguiente:



1) Consagrar como circunstancias agravantes en los delitos de violencia, estupro y otros delitos sexuales la alevosía y que sean dos o más los autores del delito.



2) Establecer la posibilidad de poner término al procedimiento por el perdón del ofendido en el evento de que un cónyuge o conviviente cometa los delitos antes señalados en contra de aquel con quien hace vida en común.



3) En el caso de un condenado por los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales cometidos en la persona de un menor, y que fuere de aquellas personas llamadas por la ley a dar su autorización para que la víctima salga del país, se prescindirá en lo sucesivo de dicha autorización.



4) Se consagra el delito de femicidio, preceptuando que si la víctima del delito de parricidio es la cónyuge o la conviviente el delito tendrá el nombre de femicidio.



5) Se establece en la ley que creó los Tribunales de Familia que, previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan y, si se llegara a plantear una contienda de competencia por un asunto de violencia intrafamiliar, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares pertinentes, las cuales se mantendrán vigentes hasta que la contienda sea resuelta.



Corresponde tener presente, señores Senadores, que todas las enmiendas -¡todas!- fueron resueltas en forma unánime, por lo que deben votarse sin debate.



El inciso cuarto nuevo que se agrega al artículo 90 de la ley Nº 19.968 tiene el carácter de norma orgánica constitucional y, en consecuencia, requiere para su aprobación al día de hoy los votos conformes de 20 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que en su quinta columna consigna el texto del proyecto que se propone aprobar en particular.

El señor NOVOA (Presidente).- Reglamentariamente, corresponde pronunciarse, sin debate, sobre todas las modificaciones. Sin embargo, se ha pedido aplazamiento de la votación.



--Queda pendiente la votación en particular del proyecto.
IMPEDIMENTO DE CONSTITUCIÓN DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS EN DETERMINADAS ZONAS

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6681-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.


Informe de Comisión:


Agricultura, sesión 62ª, en 4 de noviembre de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es impedir la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en áreas comprendidas desde la Región de Arica y Parinacota hasta la del Libertador Bernardo O’Higgins, a fin de beneficiar a pequeños agricultores, campesinos, comunidades indígenas e indígenas para que puedan ejercitar aquellos derechos.


Asimismo, se faculta al Ministro de Obras Públicas para que, mediante decreto fundado, previo informe favorable del Ministerio de Agricultura y de la Dirección General de Aguas, incorpore nuevas áreas a las ya contempladas.



La Comisión de Agricultura discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular por tratarse de aquellas de artículo único, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Larraín, Naranjo y Vásquez.



En cuanto a la discusión en particular, efectuó una sola enmienda al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que consiste en establecer que el decreto del Ministerio de Obras Públicas que incorpore nuevas áreas donde se prohíba la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas deberá comunicarse a la Cámara de Diputados y al Senado.



Esta modificación fue acordada también en forma unánime por los mismos señores Senadores que mencioné anteriormente.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que en su columna final transcribe el texto del proyecto con la enmienda introducida, especificándose las áreas donde se impedirá la constitución de los derechos de agua.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (13 votos) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron la señora Matthei y los señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Longueira, Novoa, Prokurica y Sabag.

El señor NOVOA (Presidente).- Vamos a dejar constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Larraín al proyecto que acabamos de aprobar.

El señor LARRAÍN.- Por desgracia, no alcancé a llegar a la votación y quería dejar testimonio de mi apoyo a la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- De todas maneras, venía aprobado con su voto el informe de la Comisión de Agricultura, Su Señoría.



Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD A PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA DE ESTUDIO PARA AMPLIACIÓN DE GIRO DE ENAP. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Gazmuri, Letelier, Naranjo y Núñez, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la ampliación del giro de la Empresa Nacional del Petróleo para que pueda participar también en actividades de exploración, explotación y comercialización de otras fuentes energéticas, especialmente renovables no convencionales y transformarse, en consecuencia, en una empresa nacional de energía.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1201-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 54ª, en 6 de octubre de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor GAZMURI.- ¡No hay quórum!

El señor PROKURICA.- ¡Nos tiene ahogados ENAP...!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, me falta quórum. Pero, en todo caso, hasta el momento no tengo ningún voto a favor. Hay 7 votos en contra y una abstención.

El señor GAZMURI.- ¡Yo no voy a votar porque no hay quórum para adoptar acuerdos!

El señor NOVOA (Presidente).- Reglamentariamente, ¿qué corresponde hacer?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde llamar por 5 minutos. 

El señor GAZMURI.- ¡No puede dar a conocer la votación!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Solo estoy anotando. No la he dado a conocer, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- ¡Pero lo dijo! ¡Señaló que no había ni un voto a favor!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Dije que hasta ese momento no había ningún voto a favor, 7 en contra...

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador...

El señor GAZMURI.- ¡No puede comentar la votación! ¡No puede proceder así, señor Secretario!

El señor NOVOA (Presidente).- Hagamos lo que procede reglamentariamente, que es...

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Llamar por 5 minutos.

El señor NOVOA (Presidente).-...llamar por 5 minutos.

El señor GAZMURI.- ¡Y que la Secretaría se haga una autocrítica!

El señor NOVOA (Presidente).- Llamemos por 5 minutos.

El señor GAZMURI.- ¡No puede realizarse una votación sin haber quórum para adoptar acuerdos!

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, puse en votación el proyecto de acuerdo justo cuando terminó la votación anterior, en que había 13 Senadores presentes. Lamentablemente algunos comenzaron a retirarse.



--El proyecto de acuerdo queda pendiente para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa dos peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ROMERO:



A los señores General Director de Carabineros, Jefe de la Quinta Zona de Carabineros y Prefecto de Carabineros de Aconcagua, solicitándoles AUMENTO DE DOTACIÓN DE CARABINEROS PARA LLAILLAY (reiteración de oficio), y a los señores Intendente de la Región de Valparaíso, Director General de Territorio Marítimo y Marina Mercante y Capitán de Puerto de Quintero, requiriéndoles información sobre CREACIÓN DE PARQUE SUBMARINO EN LOS MOLLES, COMUNA LA LIGUA.
)-------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:33.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 126 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, SOBRE TERRITORIOS ESPECIALES DE ISLA DE PASCUA Y ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ

(6756-07)

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de reforma constitucional destinado a modificar al Artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, precepto que establece la existencia de los Territorios Especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández. 

ANTECEDENTES.

La naturaleza, condiciones y características particulares y únicas que dentro del territorio nacional poseen la Isla de Pascua y el archipiélago Juan Fernández, motivaron la reforma constitucional que, en el año 2007, los calificó como “territorios especiales”. Ella dispuso que, para los efectos de su gobierno y administración, se regirán por los respectivos estatutos especiales contenidos en leyes orgánicas constitucionales.  

Los dos territorios insulares mencionados son centro de interés científico internacional por sus singulares cualidades arqueológicas en un caso, y botánicas y biológicas en el otro. Cada uno de ellos ha sido objeto de declaraciones especiales de parte de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO. La Isla de Pascua fue declarada Patrimonio de la Humanidad y el Archipiélago Juan Fernández es Reserva Mundial de la Biósfera. Por lo mismo, una parte considerable de la superficie de ambos territorios especiales ha sido declarada Parque Nacional.

Por otra parte, es relevante para el interés nacional considerar su ubicación estratégica en el Océano Pacifico; como también el hecho de que ellos aportan enormes extensiones a la Zona Económica Exclusiva de mar chileno.

Asimismo, ambos territorios especiales poseen un potencial turístico único y diferenciador de sus pares de la región y del resto del país. 

Isla de Pascua.

El territorio de Isla de Pascua tiene una superficie de 166 km2, está situado en el Océano Pacífico a 3.750 Km. de Santiago y frente a la costa de Caldera. Con una población estimada de  aproximadamente 4.537 habitantes, ubicados principalmente en el único centro poblado de la Isla, Hanga Roa, es considerado uno de los puntos más aislados del planeta. 

Fue incorporada al territorio nacional el 9 de septiembre de 1888, conforme el Acuerdo de Voluntades celebrado entre el Capitán Policarpo Toro y el Ariki Atamu Tekena. El Estado de Chile les reconoció la calidad de ciudadanos a los habitantes de la Isla en el año 1966, con la promulgación de la ley Nº 16.441, conocida como Ley Pascua. Ello es la constatación de lo distinto del proceso de incorporación del territorio de Pascua y su gente a la historia de la Nación, lo cual pone de relieve su carácter diverso y especialísimo.

La gestión de este territorio insular es particularmente compleja debido, entre otras causas, a la riqueza arqueológica y natural única en el planeta, a su aislamiento geográfico (se trata de un espacio insular en medio del Océano Pacífico) y por estar habitado mayoritariamente por el pueblo rapa nui, el cual busca mayores espacios de participación y protección del patrimonio ambiental que habita.

Archipiélago Juan Fernández.
El Archipiélago Juan Fernández, ubicado en el Océano Pacifico, distante 775 Km. de Santiago, está conformado por las islas Robinson Crusoe, Marinero Alejandro Selkirk y Santa Clara. En la Isla Robinson Crusoe, específicamente en Bahía Cumberland, se ubica el único centro poblado permanentemente: San Juan Bautista. Cuenta con una población estimada de aproximadamente 793 habitantes, con una actividad productiva dedicada principalmente a la pesca y al turismo.

Este Archipiélago destaca por la diversidad de su flora y fauna, presentando un 50% de especies endémicas. 

Problemas ambientales.
Ambos territorios especiales insulares conforman ecosistemas frágiles y muy vulnerables, cuya protección, desarrollo y cautela requiere la adopción de una serie de acciones, tanto legislativas como administrativas, destinadas a controlar de mejor manera aquellos aspectos que influyen en el potencial y progresivo deterioro de los elementos en los que se sustenta su medio ambiente.

Entre los aspectos más significativos a controlar se encuentra el sostenido incremento de residentes en dichos territorios especiales, lo que afecta tanto la conservación de sus riquezas naturales como su sustentabilidad medioambientales.

Por ello, resulta completamente justificado establecer restricciones o limitaciones al acceso y permanencia de personas en la Isla de Pascua y en el Archipiélago Juan Fernández; pero ello, al representar una afectación de los derechos de libre circulación, permanencia y residencia en determinadas zonas del territorio nacional, garantizados expresamente en la Carta Fundamental, obliga a introducir las pertinentes modificaciones a nuestra Constitución Política. 

La única forma de establecer medidas restrictivas a la libertad de locomoción en los citados territorios especiales insulares, es a través de una reforma a la Constitución Política,  que establezca en forma expresa las causales que habiliten a regular, por vía legal, limitaciones para el ingreso y la permanencia, temporal o definitiva de personas en tales territorios especiales.

LA LIBERTAD PERSONAL.

El artículo 19, Nº 7 de la Constitución Política de la República dispone que “toda persona tiene derecho a residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros; ….”. En otras palabras, ninguna persona necesita de un pase, pasaporte interno o permiso de autoridad alguna para fijar su residencia en algún punto de la República. Es lo que la doctrina ha denominado genéricamente como libertad personal o de locomoción, la cual está conformada, entre otras, por las libertades de circulación, permanencia y residencia dentro del territorio de Chile. 

Debe tenerse presente que la libertad de locomoción es aquel derecho fundamental que permite a la persona trasladarse sin obstáculos por el territorio nacional pudiendo asentarse temporal o permanentemente donde estime conveniente; como asimismo, entrar y salir libremente del país, pudiendo expatriarse si lo considera adecuado.
La libertad personal, como todas las demás libertades, puede ser objeto de restricciones, siempre que se cumpla con los supuestos que establece la propia Carta Fundamental. 

Para analizar esto último, resulta pertinente consignar que el Tribunal Constitucional ha señalado, que las disposiciones legales que regulen el ejercicio de los derechos constitucionales, deben reunir los requisitos de “determinación” y “especificidad”. El primero exige que los derechos que puedan ser afectados se señalen, en forma concreta, en la norma legal; y el segundo requiere que la misma indique, de manera precisa, las medidas especiales que se puedan adoptar con tal finalidad. Por último, y tal como lo dispone la propia Carta, los derechos no podrán ser afectados en su esencia, ni se podrá imponerles condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.
Así lo dispone el artículo 19, Nº 26 de la Constitución, norma que asegura a todas las personas “La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio”.
Cumplidas que sean dichas exigencias, es posible y lícito que el Poder Ejecutivo haga uso, incluso, de su potestad reglamentaria de ejecución, pormenorizando y particularizando, en los aspectos instrumentales, la norma para hacer así posible el mandato legal.

En consecuencia, en principio, la restricción debería ser materia de ley.

Sin embargo, creemos que en este caso por aplicación del principio de jerarquía normativa y supremacía constitucional, no es posible restringir la libertad personal mediante una norma de rango legal o reglamentario. 
En efecto, de conformidad con lo que establece el artículo 39 de la Carta, el ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución asegura a todas las personas “sólo puede ser afectado bajo las siguientes situaciones de excepción: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública”, y siempre y cuando aquellas afecten el normal desenvolvimiento de las instituciones del Estado. Adicionalmente, y siempre por mandato de la Constitución, algunos derechos y garantías reconocen ciertas limitaciones fundadas en situaciones diversas a las señaladas. 

Como se aprecia, el establecimiento de medidas restrictivas de la libertad de locomoción en los territorios de Isla de Pascua y Juan Fernández, no constituye una de las limitaciones establecidas en nuestra Carta Fundamental a dicho derecho. Se requiere entonces reforma constitucional que habilite al legislador a establecer ciertas restricciones a esta garantía constitucional.
DERECHO COMPARADO.
Ahora bien, si se analiza el derecho comparado vigente, puede constatarse que, frente a situaciones de naturaleza similar, países como Ecuador y Colombia han regulado a nivel constitucional estas materias. 
Es así como el artículo 258 de la Constitución Política del Ecuador del año 2008 dispone que “La provincia de Galápagos tendrá un gobierno de régimen especial. Su planificación y desarrollo se organizará en función de un estricto apego a los principios de conservación del patrimonio natural del Estado y del buen vivir, de conformidad con lo que la ley determine.

Su administración estará a cargo de un Consejo de Gobierno presidido por el representante de la Presidencia de la República e integrado por las alcaldesas y alcaldes de los municipios de la provincia de Galápagos, representante de las Juntas parroquiales y los representantes de los organismos que determine la ley.

Dicho Consejo de Gobierno tendrá a su cargo la planificación, manejo de los recursos y organización de las actividades que se realicen en la provincia. La ley definirá el organismo que actuará en calidad de secretaría técnica.

Para la protección del distrito especial de Galápagos se limitarán los derechos de migración interna, trabajo o cualquier otra actividad pública o privada que pueda afectar al ambiente. En materia de ordenamiento territorial, el Consejo de Gobierno dictará las políticas en coordinación con los municipios y juntas parroquiales, quienes las ejecutarán.

Las personas residentes permanentes afectadas por la limitación de los derechos tendrán acceso preferente a los recursos naturales y a las actividades ambientalmente sustentables”.

En el caso de Colombia, su Constitución dispone en su artículo 310 que “El departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina se regirá, además de las normas previstas en la Constitución y las leyes para los otros departamentos, por las normas especiales que en materia administrativa, de inmigración, fiscal, de comercio exterior, de cambios, financiera y de fomento económico establezca el legislador.

Mediante ley aprobada por la mayoría de los miembros de cada Cámara se podrá limitar el ejercicio de los derechos de circulación y residencia, establecer controles a la densidad de la población, regular el uso del suelo y someter a condiciones especiales la enajenación de bienes inmuebles con el fin de proteger la identidad cultural de las comunidades nativas y preservar el ambiente y los recursos naturales del Archipiélago. 

Mediante la creación de los municipios a que hubiere lugar, la asamblea departamental garantizará la expresión institucional de las comunidades raizales de San Andrés. El municipio de Providencia tendrá en las rentas departamentales una participación no inferior al 20% del valor total de dichas rentas”.

En consecuencia, y habida cuenta de los preceptos de la Constitución Política de Chile, pactos internacionales ratificados por nuestro país y soluciones implementadas en el derecho comparado, creemos que el mecanismo adecuado de solución jurídica, para una regulación migratoria que limite el libre tránsito o la permanencia y residencia; es el de reformar la Constitución Política de la República. 

APLICACIÓN DE CONVENIO 169 DE O.I.T.

El Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre Pueblos Indígenas y Tribales, dispone en su artículo 6º que “1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente”. Esta convención internacional fue suscrita y ratificada por el Estado de Chile, entrando en vigencia en nuestro ordenamiento interno el 15 de septiembre de 2009. Con el fin de regular los procedimientos de consulta y participación de los pueblos indígenas, el 4 de septiembre de 2009 se dictó el Decreto Supremo Nº 124 del Ministerio de Planificación. Esta norma fue publicada en el Diario Oficial el 25 de septiembre de 2009.

Por estas razones, la reforma constitucional que someto a vuestra aprobación debía ser consultada a los pueblos originarios involucrados. En función de ello, el 24 de octubre del presente año se efectuó en el Territorio Especial de Isla de Pascua una consulta ciudadana destinada a conocer la opinión que el pueblo rapa nui tiene acerca de la presente iniciativa. Para preparar ello, el Ministerio del Interior diseñó un plan y cronograma del proceso, el cual fue validado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), tal cual lo establece el Decreto Supremo Nº 124 citado. Es así como, se realizaron reuniones de trabajo, tanto en el Territorio Especial de Isla de Pascua como en Santiago, en las cuales participaron dirigentes y representantes de la comunidad rapa nui. Asimismo, y con el fin de informar debidamente del proceso, se realizaron diversas video conferencias, entre autoridades del Ejecutivo y representantes del pueblo rapa nui, que prepararon la realización del acto plebiscitario con el que culminaría dicho proceso de consulta, así como una serie de talleres de trabajo en terreno. 

En dicho acto plebiscitario de la consulta, y buscando aún mayores espacios de participación, se incluyó a todas las personas pertenecientes a la etnia rapa nui mayores de 18 años. Es decir, en aquella no participaron solamente las organizaciones relevantes, sino que pudieron expresar su opinión también todas las personas rapa nui que estuviesen contempladas en el padrón que al efecto lleva CONADI, según las disposiciones de la Ley Indígena. 
En el acto plebiscitario se consultó al pueblo rapa nui, tanto en castellano como en lengua rapa nui, “¿Está de acuerdo en que se modifique la Constitución para que se pueda restringir el ejercicio de los derechos de libre circulación, permanencia o residencia, con el fin de proteger el medio ambiente y el desarrollo sustentable en Rapa Nui?”. El voto contenía dos opciones para los sufragantes: SI o NO. Participaron 704 personas, aprobando la opción de modificar la Carta Fundamental un 96.3% de los rapa nui consultados.

Los correspondientes antecedentes de este proceso consultivo se pondrán a disposición de los honorables señores parlamentarios para su debido conocimiento y consideración.    

CONTENIDO DEL PROYECTO.

De conformidad con lo precedentemente expuesto, el presente proyecto de Reforma Constitucional que se somete a la consideración del H. Congreso Nacional, propone incorporar un nuevo inciso al actual texto del artículo 126 bis de la Constitución Política, a objeto de habilitar al legislador a que -con las finalidades expresas y determinadas que señala- pueda establecer ciertas restricciones a los derechos individuales que se indican.

Concretamente se dispone en el nuevo precepto constitucional que, en los territorios especiales que el artículo 126 bis establece -es decir, exclusivamente los correspondientes a Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández-, y con el propósito expreso de proteger el medio ambiente y propender al desarrollo sustentable de dichos territorios, podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o de residencia en dichos territorios. Asimismo, podrá limitarse la libre circulación de personas hacia dichas localidades. Lo anterior se deberá realizar sólo en los casos y en la forma que se establezca en una ley de carácter orgánico constitucional.

Por consiguiente, mediante el texto que se propone se deja constancia que la nueva disposición constitucional constituye una norma de naturaleza excepcional y especialísima, con un alcance claramente delimitado. 
En consecuencia, tengo a bien remitir a la consideración de esa H. Corporación el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:
“Artículo Único.-
Incorpórase en el Artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso segundo:


“En dichos territorios, y con el fin de proteger el medio ambiente y propender a su desarrollo sustentable, podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o residencia, como asimismo el de libre circulación hacia ellos, en los casos y en la forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Edmundo Pérez Yoma, Ministro del Interior.- José Antonio Viera-Gallo Quesney, Ministro Secretario General de la Presidencia 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRA DE LA CORTE SUPREMA A DOÑA ROSA DEL CARMEN EGNEM SALDÍAS

(S 1207-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A
:
SEÑOR JOVINO NOVOA VÁSQUEZ



PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema por cese de funciones de don Ricardo Gálvez Blanco.

2. De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, de una cinquena que le haga llegar el máximo tribunal del país.

3. Mediante oficio Nº 4788, de fecha de 14 de julio de 2009, la Excma. Corte Suprema llegar al Poder Ejecutivo la cinquena, conformada por miembros pertenecientes al Poder Judicial, en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.

4. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministra de la Excma Corte Suprema a doña ROSA DEL CARMEN EGNEM SALDÍAS.

Saluda atentamente a Ud.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE PESCA A LA SEÑORA BEATRIZ CORBO ATRIA Y A LOS SEÑORES ANDRÉS COUVE RIOSECO, EDUARDO TARIFEÑO SILVA, OSVALDO CARVAJAL RONDANELLI, CARLOS MERINO PINOCHET, SERGIO PULIDO ROCATAGLIATA Y TOMÁS FLORES JAÑA

(S 1208-05)

De: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A: PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. De conformidad con el artículo 146 N° 5 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponde que siete de los consejeros del Consejo Nacional de Pesca, sean nominados por el Presidente de la República, en representación del sector público, con el acuerdo de los tres quintos del Senado.
2. Los consejeros nominados por el Presidente de la República mediante los Decretos Supremos N° 280, 308 y 344 todos de 2005 y N" 190, de 2008, todos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción cesan en sus funciones en diciembre de 2009, excepto el Consejero Carlos Merino Pinochet, que concluye su período en marzo del 2010, estimándose pertinente incluir a su reemplazante en este proceso de nominaciones.
3. De acuerdo a lo establecido en la ley, entre los siete consejeros que corresponde nombrar, se debe nominar, a lo menos, un profesional con especialidad en ecología, un profesional universitario relacionado con las ciencias del mar, un abogado y un economista.
4. En virtud de lo señalado, someto a la consideración de ese H. Senado la nominación de las siguientes personas como consejeros del Consejo Nacional de Pesca:
a. Señor Andrés Ignacio Couve Rioseco
Ingeniero Pesquero
Profesional Universitario relacionado con las Ciencias del Mar
R.U.T.: 4.557.095-9
b. Beatriz Corbo Atria
Abogada
R.U.T.: 7.250.051-2
c Señor Eduardo Tarifeño Silva
Biólogo Marino, Doctor en Biología
Profesional universitario con especialidad en Ecología
R.U.T,: 5,308.042-1
d. Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli
Ingeniero Comercial, mención Economía,

R.U.T.: 7.171.945-6
e. Carlos Alfredo Merino Pinoehet
Biólogo Marino
Bachiller en Biología y Magíster en Ciencias, mención Microbiología
R.U.T.: 7.998.530-9
f. Sergio Pulido Rocatagliata
Psicólogo
Doctor en Dirección y Organización de Empresas
R.U.T.: 6.388.313-1
g. Tomás Osvaldo Flores Jaña
Ingeniero Comercial, con mención en Economía

R.U.T.: 10.010.774-0
5.-Se adjunta curriculum de todas las personas propuestas para consejero y, además, certificado de título respecto de aquellos que se proponen como miembros del Consejo con especialidad, de acuerdo a lo requerido por la ley.
6.- Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nü 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,
Saluda a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD, PATERNIDAD Y VIDA FAMILIAR Y ESTABLECE UN PERMISO POR MATRIMONIO DEL TRABAJADOR

(5907-13)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY:
“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1. Sustitúyese el epígrafe del Titulo II del Libro II por el siguiente: "DE LA PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD, LA PATERNIDAD Y LA VIDA FAMILIAR".

2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 194:

a) En el inciso primero intercálase entre la palabra "maternidad" y "se" las siguientes expresiones: ", la paternidad y la vida familiar"

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

"Estas disposiciones beneficiarán a todos los trabajadores que dependan de cualquier empleador, comprendidos aquellos que trabajan en su domicilio y, en general, a todos los que estén acogidos a algún sistema previsional.".

3. Agrégase el siguiente artículo 207 bis, nuevo, en el Código del Trabajo:

"Artículo 207 bis. En el caso de contraer matrimonio, todo trabajador tendrá derecho a cinco días hábiles de permiso pagado, adicional al feriado anual, independientemente del tiempo de servicio.

Este permiso se podrá utilizar, a elección del trabajador, en el día del matrimonio, los días inmediatamente anteriores o posteriores al de su celebración.

El trabajador deberá dar aviso a su empleador con treinta días de anticipación y presentar dentro de los treinta días siguientes a la celebración el respectivo certificado.".”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE NACIONALIDAD POR ESPECIAL GRACIA AL PADRE GERARD OUISSE

(6646-17)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Gerard Francois Jean Ouisse”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA ASCENSO EXTRAORDINARIO AL PERSONAL DE CARABINEROS COMO RECONOCIMIENTO PÓSTUMO 

(6648-02)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:


1. Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En los casos de fallecimiento de personal del grado de Suboficial de Carabineros, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial, en que participe en cumplimiento de su deber, podrá ordenarse su promoción póstuma hasta el grado de Suboficial Mayor de Carabineros.".


2. Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


"Tratándose de Oficiales de Carabineros, esta promoción extraordinaria sólo se dispondrá como reconocimiento póstumo, por decreto supremo expedido a través del Ministerio respectivo, a proposición del General Director, al grado inmediatamente superior al empleo que se encontraba sirviendo el causante. Con todo, en aquellos casos que el fallecimiento del funcionario ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial, en que participe en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario como reconocimiento póstumo podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En ambos casos, el ascenso podrá cursarse hasta el grado de General de Carabineros.".


Artículo 2°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley en el año 2009, se financiará con cargo a los recursos que se consulten en el presupuesto de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida Tesoro Público. 

Disposiciones Transitorias

Artículo 1º.- La facultad del General Director de disponer ascensos extraordinarios, por reconocimiento póstumo para los Oficiales de Carabineros, conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, podrá ejercerse respecto de los causantes cuyos fallecimientos hayan acaecido en los últimos cinco años anteriores a la fecha de publicación de la presente ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado el fallecimiento como muerte en acto del servicio.


Con todo, la promoción extraordinaria que pueda disponerse sólo conferirá a los asignatarios el derecho a solicitar la reliquidación de la respectiva pensión de montepío vigente, a contar de la fecha de total tramitación del correspondiente decreto supremo.


Artículo 2º.- Las modificaciones introducidas en la ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.".

***

Hago presente a V.E. que los artículos 1° permanente y 1° transitorio, fueron aprobados tanto en general como en particular con el voto a favor de 81 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

7

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DE LA LEY Nº 19.665, EXTENDIENDO EL FUNCIONAMIENTO DE TRIBUNALES QUE INDICA

(6750-07)



Con motivo del Mensaje, Certificados y  antecedente que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 5° transitorio de la ley N° 19.665, el guarismo "2010" por el siguiente: "2011".




Artículo transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.".
***


Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto, fue aprobado tanto en general como en particular con el voto a favor de 79 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

8

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODERNIZA GENDARMERÍA DE CHILE, INCREMENTANDO SU PERSONAL Y READECUANDO LAS NORMAS DE SU CARRERA FUNCIONARIA

(6447-07)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile: 





1) Reemplázase en el artículo 1° la expresión “rehabilitar a” por la frase “contribuir a la reinserción social de”.





2) En el artículo 2°:


1.- Elimínase la expresión “uniformada”.





2.- Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto: 





“El personal de Gendarmería de Chile estará constituido por:





a) El personal perteneciente a las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes.





b) El personal perteneciente a la Planta de Directivos.





c) El personal de las Plantas de Profesionales Funcionarios regidos por la ley N° 15.076, el de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, y el de los funcionarios a contrata asimilados a las mismas.





El personal señalado en el literal a) del inciso anterior estará afecto al estatuto de carácter especial a que hace mención la letra d) del artículo 162 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





En tanto el personal señalado en los literales b) y c) del inciso segundo estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076 o del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005,  del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido,coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, según corresponda.





Mientras se encuentre vigente el escalafón de Oficiales Administrativos Penitenciarios, en virtud de lo establecido en el artículo 38 de la ley N° 19.269, constituirá un escalafón especial en extinción perteneciente a la planta de Gendarmes.”.




3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:





1.- Sustitúyense en la letra c) las expresiones “detenidos” y “de Procedimiento” por las siguientes “imputados” y “Procesal”, respectivamente.





2.- Reemplázase la letra f) por la siguiente:





“f)Contribuir a la reinserción social de las personas privadas de libertad, mediante la ejecución de acciones tendientes a eliminar su peligrosidad y lograr su reintegración al grupo social;”.





3.- Sustitúyense en el inciso segundo las palabras “readaptación” y “procesado” por las siguientes “reinserción” e “imputado”, respectivamente.





4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:





“Artículo 4°.- Gendarmería de Chile se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.





La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección de Administración y Finanzas, la Subdirección Técnica, la Subdirección Operativa y la Escuela de Gendarmería de Chile del General Manuel Bulnes Prieto, en adelante la Escuela de Gendarmería.





En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional que será de la exclusiva confianza del Director Nacional. Las Direcciones Regionales organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico que estará contenido en un decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, el que deberá ser también suscrito por el Ministro de Hacienda.





El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije a Gendarmería de Chile, establecerá la restante organización interna de la misma y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.”.




5) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:





1.- Intercálase en su inciso primero, entre el vocablo “técnica” y la conjunción “y”, la palabra “operativa”, precedida de una coma (,).





b) Sustitúyense en su inciso tercero las expresiones “por el Subdirector que corresponda en la sucesión de mando”, por las siguientes: “,en primer lugar, por el Subdirector Operativo, y en caso de ausencia de éste, la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico”. 





6) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:





1.- Sustitúyese su número 2 por el siguiente:





“2.- Planificar, coordinar y controlar el funcionamiento de la Institución conforme a las políticas fijadas por el Gobierno y generar un plan de acción institucional.”.





2.- Intercálanse los siguientes números 5, 6 y 7, pasando los actuales a ser 8, 9 y 10 :



“5.- Generar un plan de comunicaciones coherente y estratégico para el Servicio.





6.- Ejercer el control sobre la gestión global de la Institución, disponiendo las auditorías que correspondan.





7.- Disponer los estudios necesarios para el desarrollo y ejecución de las políticas penitenciarias.”.





3.- En el actual número 5.-, que pasa a ser número 8.-, sustitúyese la frase “el Estatuto del Personal del Servicio” por lo siguiente “las normas de personal del estatuto respectivo”.





4.- En el actual número 8.-: pasa a ser número 24.-; sustitúyese el punto final(.) por una coma (,) y agrégase a continuación la frase “en especial por la observancia del principio de probidad funcionaria al interior de la Institución.”.





5.-En el actual número 10.-, que pasa a ser número 12.-, sustitúyense las expresiones “reos rematados” y “condenas” por “condenados” y “penas”, respectivamente.





6.- En el actual número 11.-, que pasa a ser número 13.-, reemplázanse los términos “y procesados” por los siguientes “e imputados”.





7.- Los actuales números 12, 13, 14, 15, 16 y 17 pasan a ser números 14, 15, 16, 17, 18 y 19, respectivamente, sin modificaciones.





8.- Agréganse los siguientes números 20, 21, 22, 23 y 25:





“20.- Deducir querella de conformidad al artículo 111 del Código Procesal Penal, cuando se refiera a hechos que revistan caracteres de delito, tales como:





a)Aquellos contemplados en los artículos 15 A,15 B,15 C y 15 D de este decreto ley;




b)Aquellos en que se afectaren gravemente los bienes de la Institución, especialmente de los delitos de daño e incendio; 





c) Aquellos cometidos por funcionarios de la Institución en el ejercicio de sus cargos, de conformidad con lo previsto en el Título V, Libro II del Código Penal, o





d) Aquellos que afectaren gravemente la continuidad del Servicio, poniendo en riesgo la integridad de los funcionarios o de la población atendida.





21.- Proponer anualmente al Ministerio de Justicia, el proyecto de presupuesto de Gendarmería de Chile.





22.- Aprobar los cursos de formación de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes que impartirá la Escuela de Gendarmería de Chile.





23.-. Establecer los programas de capacitación y de perfeccionamiento, necesarios para que se cumplan los requisitos para la promoción que establezcan los estatutos de personal respectivos. Para los efectos de desarrollo de estos programas, el Director Nacional celebrará convenios con universidades o institutos profesionales reconocidos por el Estado u otras entidades públicas o privadas, con reconocida experiencia en materias propias para el cumplimiento de las funciones y necesidades institucionales.





25.- Ejercer las demás atribuciones que ésta u otras leyes le confieran.”.





7) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:





“Artículo 7°.- La Subdirección de Administración y Finanzas estará encargada de velar por la eficaz, eficiente y oportuna gestión de los recursos humanos, financieros y materiales de Gendarmería de Chile a objeto de lograr un adecuado funcionamiento de la Institución.





Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:





a)Administrar y ocuparse del desarrollo del recurso humano de la Institución.




b) Gestionar y administrar los bienes y servicios que la Institución requiera.




c) Asesorar y estudiar las materias relacionadas con la legislación y reglamentación institucional.




d) Estudiar, desarrollar y ejecutar proyectos de arquitectura, estructuras y especialidades de la infraestructura penitenciaria en la administración directa y concesionada.




e) Administrar y desarrollar las redes, sistemas informáticos y computacionales que apoyen la gestión del Servicio.




f)Supervisar financiera y contablemente los servicios prestados en los establecimientos concesionados y de los proyectos de reinserción social.




g) Dirigir, controlar y administrar el sistema de información financiero contable de la Institución.




h)Procesar el sistema de remuneraciones del personal del Servicio.





La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector de Administración y Finanzas quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.”.





8) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:





“Artículo 8°.- La Subdirección Técnica estará encargada de desarrollar los programas y proyectos institucionales tendientes a la reinserción social de las personas atendidas en los distintos sistemas, velando por el mejoramiento permanente del régimen penitenciario.





Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:





a)Desarrollar y gestionar las actividades de educación, trabajo, deportes, recreación, asistencia social, psicológica, sanitaria, religiosa y demás conducentes a la reinserción social de las personas atendidas en el sistema cerrado de los establecimientos penales con administración directa.




b)Supervisar técnicamente los servicios que se prestan en los establecimientos concesionados.




c) Ejercer el control y gestionar los programas de atención y asistencia de los condenados que gocen de medidas alternativas a la reclusión.




d) Gestionar los planes y programas de asistencia de las personas que habiendo cumplido sus condenas, requieran de apoyo para su reinserción social.




e) Diseñar, supervisar y controlar técnicamente los programas y proyectos que se adjudiquen para el apoyo de la reinserción social en los diferentes sistemas.




f) Generar y mantener bases de datos estadísticos de la población atendida por Gendarmería de Chile.





La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector Técnico quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.”. 





9) Agrégase el siguiente artículo 8° A:





“Artículo 8° A.- La Subdirección Operativa estará encargada de implementar las políticas institucionales destinadas al fortalecimiento de la seguridad de los establecimientos penitenciarios del país.





Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:





a) Asesorar, controlar y coordinar las acciones relativas a la seguridad penitenciaria y de los bienes y recursos que Gendarmería de Chile ha asignado a los distintos establecimientos penitenciarios del país.




b)Velar por el adecuado diseño, ejecución, desarrollo y control de los proyectos de seguridad electrónica, en los establecimientos penitenciarios.





La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector Operativo, que será un funcionario de exclusiva confianza del Director Nacional y será nombrado de entre los Oficiales Penitenciarios titulares del cargo de Coronel que se encuentren entre las cinco primeras antigüedades de dicho grado.





Si como resultado del nombramiento del Subdirector Operativo, se alterare el orden de precedencia de los coroneles que cumplen los requisitos para ser nombrados en dicho cargo, deberá llamarse a retiro a aquellos coroneles que antecedan a aquel que fue nombrado en el cargo de Subdirector Operativo.”.




10) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:





1.- Reemplázase en el número 1.-, la expresión  “los Departamentos” por  “las Unidades”.





2.- Reemplázase en el número 4.-, la expresión “directivas” por “directrices”.





3.- Sustitúyese en el número 5.-, la expresión “políticas” por “directrices”.





4.- Reemplázase en el número 6.-, la expresión  “los Departamentos” por “las Unidades”.





5.- Suprímese el inciso segundo.





11) Modifícase el artículo 10° en el siguiente sentido:





1.- Sustitúyense en el inciso primero las expresiones “Planta de Oficiales y Vigilantes Penitenciarios” por “Planta de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes”.





2.- Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“Asimismo, la Escuela de Gendarmería se ocupará de desarrollar los programas de capacitación, perfeccionamiento y exámenes habilitantes necesarios para el ascenso que se establecen en el decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia. Para tal efecto, podrá celebrar convenios con universidades o institutos profesionales reconocidos por el Estado u otras entidades públicas o privadas con reconocida experiencia en materias propias para el cumplimiento de las funciones y necesidades institucionales.”.





3.- Agrégase el siguiente inciso final:





“Las horas de clases que se impartan directamente en la Escuela de Gendarmería de conformidad a lo dispuesto en los incisos precedentes, serán remuneradas sobre la base de honorarios. Sus valores serán determinados mediante resolución del Director Nacional, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.”.





12) Derógase el artículo 11.





13) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:





“Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán encargadas de la conducción administrativa, técnica y operativa de Gendarmería de Chile en la región.





Los Coroneles pertenecientes a la Planta de Oficiales Penitenciarios podrán ser destinados por el Director Nacional de Gendarmería de Chile a las Direcciones Regionales para desempeñar funciones de Director Regional. En caso que el personal destinado no pueda ejercer, por cualquier causa, dichas funciones, éstas serán desempeñadas por el Oficial que les suceda en antigüedad y grado en la región.     


El término de la destinación a que se refiere el inciso anterior, no alterará el nombramiento, en calidad de titular de los funcionarios que fueron objeto de ella.





Los Directores Regionales tendrán, entre otras, las siguientes funciones:





a) Supervisar y controlar el funcionamiento administrativo-financiero de la Dirección Regional y de las Unidades Penales y Especiales que de ella dependan;





b) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto;





c) Comunicar al Director Nacional las necesidades presupuestarias de la Dirección Regional y de las Unidades Penales y Especiales que de ella dependan, y





d) Supervisar y controlar los programas y proyectos de reinserción social en establecimientos penitenciarios de administración directa, concesionados y aquellos del medio libre.”.




14) Intercálase el siguiente artículo 12 A:





“Artículo 12 A.- En Gendarmería de Chile el mando corresponde por naturaleza al Oficial Penitenciario y por excepción al personal de otra planta.





Se entiende por mando la potestad emanada de la jerarquía, la que será ejercida por los Oficiales Penitenciarios y demás personal de planta de Gendarmería de Chile sobre sus subalternos y subordinados en virtud del grado jerárquico, antigüedad en él o el cargo que desempeña.





Se entiende por sucesión de mando el orden de precedencia para asumir las funciones, responsabilidades y atribuciones inherentes al cargo.”.





15) Sustitúyese el inciso primero del artículo 13 por el siguiente:





“El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes usará armas en las condiciones que señala el reglamento.”.





16) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:





“Artículo 14.- Al personal de Gendarmería de Chile le será aplicable la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.”.




17) Sustitúyense en el artículo 15 las expresiones “privada de libertad” por los términos “bajo su cuidado”.





18) Reemplázanse en el artículo 17 los términos “las normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile”, por lo siguiente: “las normas de los Estatutos de Personal aplicables a cada una de las distintas categorías de funcionarios de Gendarmería de Chile”.





19) Sustítúyese el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:





“La Dirección Nacional de Gendarmería de Chile podrá adquirir los bienes muebles necesarios para la marcha expedita de la institución, conforme a lo establecido en la ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.”.





20) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 20 los términos “D.L. 2.763” por los siguientes: “Capítulo II del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, , de 2005, del Ministerio de Salud, Subsecretaría de Salud Pública”.





21) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso segundo:





“Los funcionarios de Gendarmería de Chile que cumplan jornada no inferior a 44 horas semanales de trabajo, tendrán derecho a alimentación de cargo fiscal de conformidad a lo establecido en el reglamento.”.





22) Agréganse los siguientes artículos:





“Artículo 23.- El Servicio de Bienestar del personal de la Institución tendrá los objetivos, organización, recursos y funcionamiento que se determinen en el reglamento respectivo que estará contenido en un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Subsecretaría de Previsión Social.





Los aportes fiscales y las cotizaciones del personal serán administrados en la forma que determine el reglamento.





Artículo 24.- Tendrán derecho a la asignación de responsabilidad superior establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 1.770, de 1977 y sus modificaciones, quienes se desempeñen en cargos de grado 4° o superiores, de las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Directivos.




Artículo 25.- La Dirección Nacional de Gendarmería de Chile facilitará y estimulará la formación, perfeccionamiento y especialización profesional y cultural del personal de la Institución por medio de becas y viajes de estudio, intercambio de funcionarios con instituciones similares o afines ya sean nacionales o del extranjero, concurrencia a institutos especializados en materias penitenciarias y criminológicas y la asistencia y participación en congresos, seminarios o simposios atingentes.

Los funcionarios que asistan a cursos de perfeccionamiento y especialización dispuestos por la Dirección Nacional y los Aspirantes a Oficiales y los Gendarmes Alumnos que deban trasladarse para estos efectos fuera de su lugar de residencia y no pudieran recibir alojamiento y alimentación de cargo fiscal, tendrán derecho a la asignación contemplada en la letra e) del artículo 98, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.




Artículo 26.- Las resoluciones e instrucciones generales relacionadas con la administración de la Institución, deberán ser publicadas en el Boletín Oficial de Gendarmería de Chile.”.





Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia, que fija el Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile:





1) Sustitúyese la denominación del Estatuto por la siguiente: “Estatuto de Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile.”.





2) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:





“Artículo 1°.- El personal de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes es esencialmente profesional, jerarquizado, disciplinado, uniformado y obediente, y estará afecto a las normas del presente estatuto de carácter especial, aplicándose supletoriamente en todo lo que no se haya previsto ni se contraponga a él, las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





El personal perteneciente a las restantes plantas de la Institución a que se refiere el artículo 2° del decreto ley N° 2859, de 1979, se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076 o por el precitado decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.”.




3) Sustitúyese el artículo 2° por el siguiente: 





“Artículo 2°.- El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes deberá cumplir las funciones de seguridad y vigilancia que establezca el marco jurídico vigente, correspondiéndole, en especial, la realización de las funciones establecidas en el artículo 8° A del decreto ley N° 2859, de 1979.”.





4) Reemplázanse en el artículo 3° las expresiones “El personal penitenciario de Gendarmería de Chile” por las siguientes:“El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes”.





5) En el artículo 4°:




1.-Sustitúyese su encabezado por el siguiente:





“Son deberes especiales del personal de Gendarmería de Chile afecto al presente Estatuto, sin perjuicio de los otros que imponga el marco jurídico vigente los siguientes:”.





2.- Agrégase en la letra a) a continuación de la palabra “institución”, sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “conforme a la normativa que contenga el reglamento respectivo;”.





3.- Suprímense en la letra b) las expresiones  “privadas de libertad o con libertad restringida”.





4.- Reemplázase la letra e) por la siguiente:





“e) Realizar los cursos de formación, capacitación y perfeccionamiento, así como rendir los exámenes habilitantes para el ascenso que se determinen en este Estatuto y en los reglamentos correspondientes, y”.





6) En el artículo 5°:





1.- Agrégase en su encabezado, a continuación de la palabra “Gendarmería”, lo siguiente: “de Chile, afecto a este Estatuto”.





2.- Sustitúyese la letra b) por la siguiente:





“b) Ejercer influencia sobre los detenidos, imputados y condenados para la designación de defensor o apoderado, y”.





7) Sustitúyese en el artículo 6° la frase “de la institución” por los términos “afecto a este Estatuto”.





8) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:





“Artículo 7°.- La responsabilidad administrativa del personal afecto a este Estatuto, se determinará conforme a las reglas contenidas en el Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.





9) Derógase el artículo 10.

10) Sustitúyense en el artículo 11 las expresiones  “determine este Estatuto y la reglamentación respectiva.” por las siguientes:  “determinen los respectivos decretos con fuerza de ley.”.

11) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:





“Artículo 12.- El reclutamiento, selección y formación de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes, a excepción del Director Nacional, se efectuará por la Escuela de Gendarmería.”. 




12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:





1.- Sustitúyense sus incisos primero y segundo por los siguientes:





“Para ingresar a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes será indispensable haber aprobado los cursos de formación de Aspirante a Oficial o Gendarme–Alumno, según corresponda, en la Escuela de Gendarmería.




Los Aspirantes a Oficiales y los Gendarmes–Alumnos mientras realicen cursos de formación tendrán la calidad de becarios. Su dotación será fijada anualmente por medio de un decreto supremo del Ministerio de Justicia expedido bajo la fórmula  “Por orden del Presidente de la República”, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.”.





2.- Reemplázanse en sus incisos tercero, cuarto, sexto y noveno las expresiones “Vigilantes–Alumnos” por las siguientes “Gendarmes– Alumnos”.





13) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:





“Artículo 15.- El Director Nacional de Gendarmería de Chile proveerá los cargos de Subtenientes grado 16° y de Gendarmes grado 26° consultados en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, respectivamente, exclusivamente, entre aquellos Aspirantes a Oficiales y Gendarmes–Alumnos que hayan aprobado los cursos de formación correspondientes, en la Escuela de Gendarmería de Chile.

El nombramiento se hará considerando el promedio final de notas obtenidas en los cursos de formación señalados en el inciso anterior.”.




14) Derógase el artículo 16.





15)  Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:





“Artículo 17.- La formación, perfeccionamiento y especialización del personal de las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes incluirá los cursos, actividades y exámenes habilitantes siguientes:





I.- PARA OFICIALES PENITENCIARIOS. 





a) Curso de Formación para Aspirantes a Oficiales, con un mínimo de dos años académicos de formación.





b) Curso de Perfeccionamiento en el grado de Capitán para ascender a Mayor, grado 8°.





c) Exámenes Habilitantes:





i) En el grado de Teniente Segundo para ascender a Teniente Primero, grado 12°.





ii) En el grado de Mayor para ascender a Teniente Coronel, grado 6°.





d) Cursos de Especialización para Oficiales.





En caso de reprobación de los exámenes habilitantes a que se refiere el literal c) precedente, el personal llamado a rendirlo deberá repetirlo por una sola vez en la próxima convocatoria que se disponga, para efectos del ascenso respectivo. Con todo la aprobación en una segunda convocatoria, en caso alguno lo habilitará para ascender mientras no lo hayan hecho todos los egresados de la promoción correspondiente que lo aprobaron en primera convocatoria.





En caso de una segunda reprobación, dichos funcionarios serán clasificados en lista 4, en el período correspondiente.





II.- PARA GENDARMES.





a) Curso de Formación para Gendarmes – Alumnos, de un año académico de duración a lo menos, habilitante para ser nombrado Gendarme grado 26°.





b) Curso de Perfeccionamiento en el grado de Cabo Primero para ascender a Sargento Segundo, grado 14°.





c) Examen Habilitante en el grado de Sargento Segundo para ascender a Sargento Primero, grado 12°.





d) Cursos de Especialización para Gendarmes.





En caso de reprobación del examen habilitante a que se refiere el literal c) precedente, el personal llamado a rendirlo deberá repetirlo por una sola vez en la próxima convocatoria que se disponga, para efectos del ascenso respectivo.Con todo, la aprobación en una segunda convocatoria, en caso alguno lo habilitará para ascender mientras no lo hayan hecho todos los egresados de la promoción correspondiente que lo aprobaron en primera convocatoria.





En caso de una segunda reprobación, los funcionarios serán clasificados en listas 3 ó 4, en función del puntaje que se determine sobre la base de la ponderación que se le asigne al referido examen y al proceso calificatorio correspondiente, de conformidad a lo que establezca el o los decretos con fuerza de ley respectivos.”.




16) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:





“Artículo 18.- Los exámenes habilitantes para el ascenso a que se refiere el artículo anterior, estarán sometidos a los requisitos establecidos en los decretos con fuerza de ley y el reglamento respectivo.”.




17) Derógase el artículo 19.





18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 20:




a) Suprímese su letra a).





b) Intercálase en la letra b), entre la palabra “exámenes” y la coma (,) que la sigue, la expresión “habilitantes”.





19) Intercálase en el encabezamiento del inciso primero del artículo 21, entre la expresión “Gendarmería” y los términos “que se encuentre en retiro temporal”, la frase “afecto a este Estatuto”.





20) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:





“Artículo 22.- Los ascensos de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes, se efectuarán por resolución del Director Nacional en los cargos vacantes de las respectivas plantas. En todo caso, respecto del Subdirector Operativo de la planta de Oficiales Penitenciarios, se estará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° A del decreto ley N° 2859, de 1979.





Cuando por falta de requisitos legales, en la planta de Gendarmes quedaren cargos sin proveer, ubicados entre los grados 24° al 9°, ambos inclusive, y mientras los ascensos se producen, podrán aumentarse transitoriamente los cargos de Gendarmes grado 26° en proporción a las vacantes no provistas.”.





21) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:





“Artículo 23.- La fecha de los ascensos del personal afecto a este Estatuto será la misma de la respectiva vacante, siempre que se cumplan todos los requisitos para ascender. En caso contrario la fecha será la de la respectiva resolución.”.





22) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:





“Artículo 24.- Los ascensos se concederán en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, considerando el promedio de notas obtenidas en los cursos de formación correspondientes, así como el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3) y 4) del artículo 26 de este Estatuto y lo dispuesto en el reglamento correspondiente.





La ponderación de los factores mencionados en el inciso anterior estará contenida en el decreto con fuerza de ley respectivo.”.





23) Derógase el artículo 25.





24) Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:





“Artículo 26.- El personal de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes para tener derecho al ascenso deberá cumplir los siguientes requisitos:





1) Que exista vacante en el grado al cual ascenderá;





2) Que esté clasificado en lista N° 1 o N° 2;





3) Haber aprobado los cursos de perfeccionamiento y los exámenes habilitantes a que se refiere el artículo 17, en las condiciones que determine el reglamento, y





4) Cumplir con el requisito del tiempo mínimo en el grado.”.





25) Derógase el artículo 27.





26)  Sustitúyense en el artículo 28 las palabras “de Gendarmería de Chile” por las siguientes: “de las plantas afectas a este Estatuto”.





27)  Elimínase en el inciso primero del artículo 29 la frase “o no fuere posible excusarlo de su cumplimiento”.





28) Derógase el artículo 31.





29)  Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 32 por los siguientes:





“Artículo 32.- Las resoluciones que dispusieren ascensos o que determinen lugares en las diversas plantas, sólo podrán ser reclamadas dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que se tome conocimiento de las respectivas resoluciones.





El reclamo deberá interponerse ante la autoridad que dictó la resolución respectiva, observando el debido conducto regular.”.





30) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:





“Artículo 33.- Los requisitos de tiempo mínimo de permanencia en el grado para el ascenso de los Oficiales de la Planta de Oficiales Penitenciarios, son los siguientes:





Subteniente                  4 años





Teniente Segundo             4 años





Teniente Primero             5 años





Capitán                      6 años





Mayor                        6 años

Teniente Coronel              5 años





Coronel                       ----





Con todo, tratándose de los cargos de Subteniente y Teniente Segundo, grados 16° y 14°, respectivamente, el tiempo señalado precedentemente será considerado tiempo máximo.”.





31) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:





“Artículo 34.- El tiempo mínimo de permanencia en el grado para el ascenso del personal de la Planta de Gendarmes será el siguiente:





Gendarme                     3 años





Gendarme Segundo             3 años





Gendarme Primero             3 años





Cabo                         3 años





Cabo Segundo                 4 años





Cabo Primero                 4 años





Sargento Segundo             4 años





Sargento Primero             3 años





Suboficial                   3 años





Suboficial Mayor             ------





Con todo, tratándose de los cargos de Gendarme y Gendarme Segundo, grados 26° y 24°, respectivamente, el tiempo señalado precedentemente será considerado tiempo máximo.”.





32) Agréganse los siguientes artículos 34 A y 34 B:





“Artículo 34 A.- Transcurrido el tiempo máximo de permanencia a que se refiere el inciso final del artículo 33, los funcionarios titulares de los cargos de Subtenientes grado 16° de la Planta de Oficiales Penitenciarios, ascenderán a Teniente Segundo grado 14°. Tratándose del cargo de Teniente Segundo para ascender a Teniente Primero, además de haber computado el referido tiempo máximo se requerirá haber aprobado el examen habilitante a que se refiere el artículo 17 de este Estatuto.





De no existir vacantes disponibles para materializar los referidos ascensos, los funcionarios recibirán las remuneraciones correspondientes a los grados 14° y 12°, respectivamente. No obstante, respecto de la asignación de antigüedad, se estará a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1974.





Una vez que se produzcan las vacantes necesarias, los funcionarios obtendrán la calidad de titulares de los grados señalados en el inciso anterior, desde la fecha en que comenzaron a percibir las remuneraciones correspondientes a dichos grados.





En el caso que los funcionarios a que se refiere este artículo, cesen en funciones por cualquier causa, sin haber obtenido la titularidad del cargo correspondiente, se entenderá que la obtuvieron para todos los efectos legales.




Artículo 34 B.- Transcurrido el tiempo máximo de permanencia a que se refiere el inciso final del artículo 34, los funcionarios titulares de los cargos de Gendarmes grado 26° y Gendarmes Segundo grado 24°, ambos de la Planta de Gendarmes, ascenderán a Gendarme Segundo grado 24° y Gendarme Primero grado 22°, respectivamente. 





De no existir vacantes disponibles para materializar los referidos ascensos, los funcionarios recibirán las remuneraciones correspondientes a los grados 24° y 22°, aplicándose respecto de la asignación de antigüedad lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1974.





Una vez que se produzcan las vacantes necesarias, los funcionarios obtendrán la calidad de titulares de los grados señalados en el inciso anterior, desde la fecha en que comenzaron a percibir las remuneraciones correspondientes a dichos grados.





En el caso que los funcionarios a que se refiere este artículo, cesen en funciones por cualquier causa, sin haber obtenido la titularidad del cargo correspondiente, se entenderá que la obtuvieron para todos los efectos legales.”.





33) Derógase el artículo 35.





34) En el artículo 36:





a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “escalafón” por “planta”.





b) Elíminanse en su inciso segundo los términos “el decreto o” y agrégase el artículo “la” antes de la palabra “resolución”.





c) Suprímese su inciso final.





35) Sustitúyese el inciso primero del artículo 37 por el siguiente:





“Artículo 37.- La calificación tendrá por objeto evaluar el desempeño del personal afecto a este Estatuto, y servirá de base para el ascenso, perfeccionamiento y la eliminación del Servicio.”.





36) En el artículo 38: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Será calificado anualmente todo el personal sujeto al régimen del presente Estatuto, con excepción del Director Nacional, los miembros de la Junta Nacional y los delegados del personal, quienes conservarán la clasificación del año anterior, cuando corresponda. Con todo si el delegado del personal lo pidiere será calificado por su jefe directo.”.
b) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:





“No obstante lo dispuesto en el inciso tercero, si un funcionario conserva la clasificación en lista 3 en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo, no se producirá la cesación de funciones a menos que la falta de calificación se produzca en dos períodos consecutivos.





La infracción de una obligación o deber funcionario que se establezca en virtud de una investigación sumaria o sumario administrativo, sólo podrá ser considerada una vez en las calificaciones del funcionario, correspondientes al período de calificaciones en que se dicte el acto administrativo que la formalice.”.





37) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 39:





“Los jefes directos serán responsables de las precalificaciones que efectúen, como asimismo, de la calificación y revisión de la situación prevista en el inciso final del artículo anterior. La forma en que lleven a cabo este proceso deberá considerarse para los efectos de su propia calificación.”.





38) Agrégase en el inciso segundo del artículo 40, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido (.) lo siguiente:





“Si éste decide rechazar las solicitudes del funcionario, deberá dejarse constancia de los fundamentos de su rechazo, agregando a la hoja de servicio tales solicitudes.”.





39) Modifícase el artículo 41 en el siguiente sentido:





a) Sustitúyese en su inciso segundo las expresiones “calificados en lista 4” por las siguientes “clasificados en lista 4”.





b) Reemplázase en su inciso tercero la frase “propondrá al Presidente de la República” por la expresión “determinará”.





40) Intercálanse en el inciso primero del artículo 42, entre las expresiones “1 de Méritos;” y “3, Condicional”, lo siguiente “2 Buena;”.
41) En el artículo 43:

a) Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 43, las expresiones “el Oficial ayudante del Director Regional respectivo” por las siguientes “el encargado de esta área en la región”.


b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, en el artículo 43:


“Dichas juntas estarán integradas, además, por un representante, titular o suplente, del personal elegido por éste, según la planta a clasificar, el que tendrá derecho a voz y voto.


Las dos Asociaciones de Funcionarios con mayor representación del personal de Gendarmería de Chile regido por este Estatuto y según la planta a clasificar, podrán designar un delegado que sólo tendrá derecho a voz ante las respectivas juntas.”.






42) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:





a) Intercálase en su inciso primero, entre la palabra “Clasificadoras” y la coma (,) que la sigue, la expresión “Regionales”.





b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:





“El Director Nacional calificará y clasificará al Subdirector Operativo y a los coroneles, todos de la planta de Oficiales Penitenciarios.”.





43) Sustitúyense en el artículo 46 las expresiones “46 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960” por las siguientes “160 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.





44) Deróganse los artículos 48, 49, 50 y 51.





45) Intercálase en el artículo 52, entre las expresiones “El personal” e “y los becarios”, los términos “afecto a este Estatuto”.





46) Deróganse los artículos 53 y 54.





47) En  el artículo 55: 





a) Intercálase en el encabezamiento de su inciso primero, entre las palabras “del personal” y “en actos”, las expresiones “afecto a este Estatuto”.





b) Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “un procedimiento breve” por las siguientes “una investigación interna”.





48) Intercálanse en el inciso primero del artículo 56, entre las palabras “permisos” y “podrán ser”, los términos “del personal afecto a este Estatuto”.





49) Deróganse los artículos 57, 58, 59, 60, 61, 62, 64 y 65.





Artículo 3°.- Establécese, a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, un bono de permanencia para los Suboficiales Mayores, grado 9° de la Planta de Gendarmes, que acrediten haber cumplido un año en dicho grado y opten por permanecer en la Institución hasta los 35 años de servicios efectivos. Estos funcionarios deberán ejercer la opción a más tardar dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la total tramitación de la resolución de nombramiento como Suboficial Mayor, grado 9°.





Con todo, la opción a que se refiere el inciso anterior estará sujeta a la existencia de cupos, los que no podrán exceder de 5. Para acceder a uno de estos cupos, los beneficiarios serán seleccionados por resolución del Director Nacional, de acuerdo al escalafón vigente a la fecha en que cumplan un año en el grado 9° y a las reglas complementarias que fijará un reglamento, destinadas a garantizar la objetividad y transparencia en el proceso de selección de los beneficiarios. Cada uno de los cupos sólo podrá ser provisto por quien resulte seleccionado, sin que éstos se liberen en caso que el respectivo funcionario desista o cese en funciones por cualquier causa, antes de cumplir los 35 años de servicio efectivo en Gendarmería de Chile.





Los funcionarios que resulten seleccionados constituirán dotación adicional; en consecuencia los cargos de Suboficial Mayor grado 9° consultados en la planta de Gendarmes de la Institución que se fije de conformidad al artículo primero transitorio de esta ley, no se verán disminuidos por esta causa.





El bono de permanencia ascenderá a un monto equivalente a cinco veces la última remuneración imponible mensualizada. El pago se hará de una sola vez y será realizado directamente por Gendarmería de Chile, junto con el que corresponda por la bonificación por egreso a que se refiere la ley N° 19.998.





Los beneficios mencionados en el inciso anterior serán compatibles entre sí.





El bono de permanencia no constituirá remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuento alguno.





Los aportes que deban realizarse al fondo establecido en el artículo undécimo de la ley N° 19.882, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.998, tratándose de los Suboficiales Mayores grado 9° que resulten beneficiarios del bono de permanencia a que se refiere este artículo, sólo se efectuarán hasta la fecha en que se haga efectiva la opción a que se refiere el inciso primero de este artículo.





Artículo 4°.- Las denominaciones que las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes consulten en leyes, reglamentos y demás normas jurídicas, se sustituirán, una vez publicados en el Diario Oficial el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, por las siguientes:

I.- PLANTA DE OFICIALES PENITENCIARIOS

Grado

    Actual denominación   Nueva denominación.

1°C           Director Nacional       Director Nacional
3°              Subdirector                           Subdirector Operativo
4°              Inspector                                 Coronel

6°              Subinspector                           Teniente Coronel
8°              Alcaide Mayor                         Mayor
10°            Alcaide 1°                               Capitán

12°            Alcaide 2°                               Teniente Primero
14°                                                                Teniente Segundo

16°            Subalcaide                               Subteniente

II.- PLANTA DE GENDARMES

Grado       Actual denominación            Nueva denominación
9°              Gendarme Mayor                       Suboficial Mayor
10°            Vigilante Mayor                     Suboficial

12°            Gendarme 1°                              Sargento Primero
14°            Gendarme 2°                              Sargento Segundo
16°            Vigilante 1°                            Cabo Primero
18°            Vigilante 2°                            Cabo Segundo
20°                                                                  Cabo
22°            Gendarme                                     Gendarme Primero
24°                                                                   Gendarme Segundo
26°           Vigilante                                     Gendarme




Artículo 5°.- Al personal de la Planta I de Oficiales Penitenciarios, en servicio a la fecha de publicación de esta ley, no le serán aplicables los nuevos tiempos mínimos fijados en el número 30) del artículo 2° de esta ley, que modifica el artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia.





La regulación de los tiempos mínimos para el personal que resulte encasillado en la planta de Oficiales Penitenciarios, a fin de cumplir lo señalado en el inciso precedente, se sujetará a las reglas que fije el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio  de esta ley.





Artículos transitorios.





Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1) Fijar las plantas de personal de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes  y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta y sus denominaciones; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; la fecha de vigencia de las nuevas plantas y la determinación de la dotación máxima de personal para cada uno de los años de vigencia de esta ley, de conformidad a lo previsto en el artículo cuarto transitorio. 





Con todo, la determinación de los nuevos grados de las plantas que se fijen de conformidad al inciso anterior, no podrá alterar los actuales grados iniciales y superiores de las respectivas plantas, establecidos en la ley N° 19.851.





Las plantas de personal que se fijen en virtud de lo dispuesto en este numeral, se deberán proveer, según corresponda, de conformidad a lo previsto en los artículos siguientes.





2) Las plantas de personal fijadas de conformidad al numeral anterior, considerarán un total de 6150 nuevos cargos, que se proveerán de acuerdo a las reglas del artículo tercero transitorio de esta ley. Dichos cargos no podrán exceder los números máximos que a continuación se indican:

PLANTA                                          NÚMERO MÁXIMO DE CARGOS

De Oficiales Penitenciarios                      348
De Gendarmes                                                    5802





La distribución de los cargos señalados precedentemente se efectuará en los decretos con fuerza de ley que se dicten en virtud de la facultad a que se refiere el numeral anterior.





3) Respecto de la Planta de Directivos fijada en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 9, del Ministerio de Justicia, de 1990, complementada por las reglas establecidas en la letra b) del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 34, del Ministerio de Hacienda, de 2004:





a) Crear 40 nuevos cargos, determinando los grados de la Escala Única de Sueldos que se les asignen y sus denominaciones. Asimismo, podrá aumentar la dotación máxima de personal fijada a la institución para cada uno de los años de vigencia de esta ley, de conformidad a lo previsto en el artículo cuarto transitorio, a objeto de proveer los cargos que se creen en virtud de este literal.




b) Establecer los requisitos especiales de ingreso y promoción.





c) Determinar los niveles jerárquicos para la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Con todo, no quedará afecto a dicho sistema el Subdirector Operativo.





d) Los funcionarios que, a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal, desempeñen en calidad de titulares los cargos de Subdirector Administrativo y de Subdirector Técnico, ambos grado 3° de la Planta de Oficiales Penitenciarios, serán traspasados por el sólo ministerio de la ley a cargos de igual grado que se creen en la Planta de Directivos. Con todo, dichos funcionarios continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación.





4) Establecer, respecto de los nuevos grados que se fijen de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1), 2) y 3) de este artículo, los montos que se requerirán para las asignaciones de turno y de nivelación penitenciarias no contemplados en los artículos 1° y 4° de la ley N° 19.538. Asimismo, se faculta al Presidente de la República para que modifique el valor de la asignación de turno para el grado 26° de la Planta de Gendarmes y el valor de la asignación de responsabilidad contemplada en el artículo 5° de la ley N° 19.851.





5) Regular los tiempos mínimos en el grado para los ascensos respecto de los funcionarios que, desempeñándose a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, resulten encasillados en la Planta de Oficiales Penitenciarios, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 33 del Estatuto de Personal.





6) Establecer los criterios para ponderar los resultados de los exámenes habilitantes y el proceso calificatorio para efectos de lo previsto en los incisos finales de los artículos 17 y 24 del decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia.





7) Fijar las materias que se considerarán en cada uno de los exámenes habilitantes para el ascenso, su periodicidad y, en general, todas aquéllas relacionadas con sus exigencias, aplicación, evaluación y ponderación.

8) Incrementar el número de cargos grado 9° del Escalafón de Oficiales Administrativos Penitenciarios establecido en el artículo 38 de la ley N° 19.269. El encasillamiento derivado de la presente modificación se efectuará de conformidad a la normativa contenida en el artículo segundo transitorio de esta ley, en lo que resultare aplicable.  

9) Aumentar en 100 cupos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile. Este incremento permitirá el ingreso de hasta igual número de profesionales en calidad de funcionarios a contrata asimilados al grado 16° de la planta correspondiente.



Artículo segundo.- 



El encasillamiento del personal de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley, que desempeñen cargos en calidad de titulares o empleos a contrata asimilados a dichas plantas, se efectuará por resolución del Director Nacional dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de el o los decretos con fuerza de ley que fijen dichas nuevas plantas. El referido encasillamiento surtirá efectos desde el día 1 del mes siguiente a la total tramitación de la o las resoluciones que lo practiquen.





Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior se aplicarán las reglas especiales que a continuación se indican:





a) En primer lugar se encasillará a los titulares por estricto orden de antigüedad resultante del escalafón vigente a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley correspondientes.





Una vez encasillados los titulares, en los cargos que queden vacantes se encasillarán los funcionarios a contrata asimilados a las respectivas plantas, acorde al orden de precedencia obtenido al egreso del curso de formación correspondiente.





Si existieren aún vacantes en los cargos de Subteniente grado 16° y,o Gendarme grado 26°, se encasillarán en éstos a los funcionarios que durante el año 2009 hayan aprobado los cursos de formación, tanto de Aspirantes a Oficiales como de Gendarmes – Alumnos, respectivamente.





b) Las reglas señaladas en el literal anterior no se aplicarán a los funcionarios que, a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal, sean titulares de cargos de Inspectores grado 4° de la Planta de Oficiales Penitenciarios y de Gendarme Mayor grado 9° de la Planta de Vigilantes, los que se encasillarán como Coroneles grado 4° y Suboficiales Mayores grado 9°, respectivamente.





No obstante lo anterior, los Inspectores grado 4° de la Planta de Oficiales Penitenciarios que resulten encasillados como Coroneles grado 4°, mantendrán su calidad de funcionarios de exclusiva confianza de la autoridad competente.





Los nuevos requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se  refiere el numeral 1) del artículo anterior, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha de entrada en vigencia de los respectivos decretos con fuerza de ley.





El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta  y del a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.





c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.





d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento serán considerados ascenso. No obstante lo anterior, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como el tiempo de permanencia para la obtención de uno nuevo.





Artículo tercero.- Los cargos a que se refiere el numeral 2) del artículo primero transitorio que no hubieren sido provistos en el acto de encasillamiento, se proveerán en un plazo de cinco años una vez finalizado este último y sólo a partir del año siguiente a él. 





Esta provisión se efectuará de conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria, que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley  a que se refiere el numeral 1) del citado artículo primero transitorio y en la forma que dichos actos administrativos determinen.





Artículo cuarto.- El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de los montos señalados en la siguiente tabla para cada uno de los años de vigencia:

AÑO DE VIGENCIA                     GASTO MÁXIMO EN MILES DE $
Primer año                                16.336.306
Segundo año                              11.203.266
Tercer año                                 6.589.003
Cuarto año                                 8.098.160
Quinto año                                 9.402.827
Sexto año                                   7.812.817




El primer año de vigencia corresponde al año en que se efectúe el encasillamiento a que se refiere el artículo segundo transitorio de esta ley. Los años posteriores corresponderán a los años calendarios sucesivos.





Las cantidades señaladas en el inciso primero corresponden a valores vigentes al 1 de abril de 2009 y se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre la referida fecha y la de inicio de cada uno de los años de vigencia precitados.




Artículo quinto.- Las normas que sean reemplazadas o modificadas producto de la dictación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refieren los artículos precedentes, se entenderán derogadas desde la fecha que determinen los respectivos decretos con fuerza de ley.





Artículo sexto.- Los funcionarios titulares de planta que a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren desempeñando los cargos que sean calificados como de alta dirección pública en la nueva planta que se fije en virtud de lo establecido en el artículo primero transitorio, mantendrán su nombramiento por un plazo máximo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de la nueva planta que se fije, debiendo llamarse a concurso concluido dicho plazo.





Artículo séptimo.- A los funcionarios de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes que sean encasillados en ellas conforme lo establecido en el artículo segundo transitorio de esta ley, se les exigirán los exámenes habilitantes para el ascenso establecidos en el artículo 17 del Estatuto del Personal, sólo a contar del día siguiente del cumplimiento del plazo señalado en el inciso primero del artículo tercero transitorio de esta ley.





Artículo octavo.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Planta de Vigilantes Penitenciarios, se entenderán, a partir de la entrada en vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, efectuadas a la Planta de Gendarmes.





Artículo noveno.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto vigente de Gendarmería de Chile. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVOEN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

(4716-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las observaciones formuladas por S.E. la Presidenta de la República al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política. (Boletín N° 4716-07).


Lo que tengo a honra decir a V.E.


Acompaño los antecedentes respectivos.


Dios guarde a V.E.

RODRIGO ÁLVAREZ ZENTENO
Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados

TEXTO DE LAS OBSERVACIONES

Honorable Cámara de Diputados:

Mediante oficio Nº 8365, de 8 de octubre de 2009, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política.

TRAMITACIÓN DEL PROYECTO

El proyecto fue originado en Mensaje de fecha 6 de diciembre de 2006 y tenía como fundamento el compromiso asumido por el Gobierno de contar con una agenda de probidad, transparencia, eficiencia y modernización.

Con fecha 11 de marzo de 2008, se presentó una indicación sustitutiva al proyecto, que buscaba recoger varios de los aspectos que habían sido objeto de discusión en la Comisión de Constitución de la Cámara, que en esos momentos se encontraba conociendo del proyecto de reforma constitucional.
Una de las modificaciones propuestas tenía como objetivo establecer como causal de cesación en el cargo de diputado o senador el actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, y ya no sólo, como establece el texto vigente de la Constitución Política, la actuación en juicios contra el Fisco. Para ello, en la indicación se proponía modificar el artículo 60 de la Carta Fundamental, suprimiendo, en su inciso segundo, la frase “contra el Fisco” y eliminando el inciso tercero del mismo artículo. 
Durante la discusión del proyecto en la Comisión de Constitución de la Cámara se estableció que lo que se pretendía lograr con esta reforma era que un parlamentario no pudiera litigar como abogado o mandatario en ninguna clase de juicio, pero que ello no debía impedir que el estudio jurídico al que éste pudiera pertenecer, litigara.
Las dos modificaciones al artículo 60 de la Constitución Política fueron aprobadas por la Comisión de Constitución de la Cámara, tanto en su primer como en su segundo informe, y también por la Sala, en general y en particular, siendo remitido el proyecto al Senado con fecha 8 de julio de 2008.
La Comisión de Constitución del Senado analizó largamente el régimen de incompatibilidades parlamentarias con los empleos y funciones privadas, aprobándose finalmente las modificaciones antes señaladas, en el entendido que lo que se buscaba era establecer una inhabilidad de los parlamentarios para litigar ante los tribunales de justicia, considerando, sobretodo, que los senadores tienen participación en la designación de los miembros de la Corte Suprema.
Las modificaciones señaladas anteriormente fueron aprobadas por la Comisión de Constitución, en su primer y segundo informe, así como en sus informes complementarios, y por la Sala del Senado, tanto en general como en particular, en los mismos términos aprobados por la Cámara de Diputados.
En tercer trámite, la Cámara rechazó varias de las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto, por lo que debió formarse una Comisión Mixta. La modificación en comento no fue objeto de discusión de fondo en la Comisión, ya que sólo había sido rechazada por cuestiones formales.
El Informe de la Comisión Mixta fue aprobado por la Cámara de Diputados con fecha 6 de octubre de 2009, y por el Senado, con fecha 7 de octubre.
El proyecto aprobado por el CONGRESO

El proyecto, en relación al artículo 60 de la Constitución Política, introduce dos modificaciones. En primer lugar, elimina la frase “contra el Fisco” en su inciso segundo. En virtud de esta modificación, constituirá una causal de cesación en el cargo de diputado o senador el que éste actúe como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio.
En segundo lugar, el proyecto elimina el actual inciso tercero del artículo 60, que establece que la inhabilidad a la que se refiere el inciso segundo tiene lugar sea que el diputado o senador actúe por sí o por interpósita persona, sea ésta natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.
Durante la discusión de proyecto, se señaló que la eliminación de este inciso obedecía a que, si bien se puede establecer que el diputado o senador no pueda actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, no se puede prohibir que una persona natural o jurídica lo represente o que litigue la sociedad de personas de la que forma parte.
Sin embargo, el inciso tercero del artículo 60 de la Constitución Política no sólo se refiere a la hipótesis en la cual el parlamentario actúa como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, sino que, tal como se señala en la primera parte del inciso, se trata de todos los casos contemplados en el inciso segundo del artículo, esto es: celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, así como aceptar ser director de banco o de alguna sociedad anónima o ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.

FUNDAMENTO DE LAS OBSERVACIONES

Conforme a lo expuesto anteriormente, el proyecto aprobado por el Congreso, al suprimir el actual inciso tercero del artículo 60 de la Constitución Política, estaría permitiendo que, actuando por interpósita persona natural o jurídica o por medio de una sociedad de personas de la que forma parte, el diputado o senador realice cualquiera de las actividades señaladas en el inciso segundo del mismo artículo, sin que opere como sanción la cesación en el cargo.
Lo anterior es, a todas luces, contrario a la transparencia y la probidad que se busca lograr con el proyecto, ya que el objetivo que se tuvo en mente, específicamente, al realizar las reformas al artículo 60 de la Carta Fundamental, fue impedir que los parlamentarios pudieran litigar, mas no que pudieran actuar representados por personas naturales o jurídicas o que la sociedad de personas de la cual formaran parte pudiera verse impedida de litigar.
De este modo, la promulgación del proyecto de reforma constitucional en los términos aprobados por el Congreso produciría un efecto indeseado y claramente contrario al buscado.
Por esta razón, el Ejecutivo considera esencial la modificación del numeral del artículo único del proyecto en que se incluyen los cambios al artículo 60 de la Constitución Política, a fin de corregir el efecto que se produciría con la eliminación del inciso tercero de de este artículo, reponiéndolo, y a su vez, mantener la prohibición para los parlamentarios de litigar en toda clase de juicio que contempla el proyecto sin que les sea aplicable el inciso tercero.

EL VETO

Por las consideraciones anteriormente señaladas, las modificaciones que se introducen al proyecto son las siguientes:
1)
Se busca mantener el actual inciso tercero del artículo 60 de la Constitución, que establece los casos en que tiene lugar la inhabilidad a que se refiere el inciso segundo del mismo artículo.

El proyecto aprobado por el Congreso elimina el actual inciso tercero, con lo cual, al no existir una prohibición expresa, cualquier parlamentario podría actuar por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte en cualquiera de las actividades que señala el inciso segundo.

Para corregir esta situación, se propone suprimir la letra b) del numeral 4 del artículo único del proyecto que elimina el actual inciso tercero del artículo 60 de la Constitución. Con ello, éste se mantendría y la inhabilidad contemplada en el inciso segundo tendría lugar en todos los casos que señala el inciso tercero, tal como ocurre actualmente.

2)
Si se mantiene el inciso tercero del artículo 60, conservándose la norma del proyecto que señala que los parlamentarios no podrán litigar en ninguna clase de juicio, y ya no sólo contra el Fisco, como ocurre hoy en día, la inhabilidad tendría lugar no sólo cuando el parlamentario actúe por sí, sino también cuando actúe por interpósita persona o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.

Dado que la reforma no pretende impedir que las sociedades de personas de las que un parlamentario forma parte puedan litigar, esto es, ejercer las actividades de su giro, parece necesario establecer, que, si bien el parlamentario no podrá actuar en juicio como abogado o mandatario, sí podrán hacerlo las sociedades de personas de las que forma parte.

Para ello, se propone incluir la actuación como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio dentro de las inhabilidades que contiene el inciso cuarto del artículo 60. De este modo, sólo si el parlamentario actúa por sí como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, incurrirá en la causal de cesación en el cargo, mas no si actúa la sociedad de personas de la que forma parte, como persona jurídica.

La desventaja de la propuesta anterior, sin embargo, es que al no hacer aplicable el inciso tercero al parlamentario que actúa como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, se estaría permitiendo que éste litigue por interpósita persona, natural o jurídica, o a través de una sociedad de personas de la que forma parte, sin incurrir en ninguna causal de cesación.

En relación a este punto, es necesario tener presente que se ha entendido que la existencia del inciso tercero del artículo 60 no impide que actúe la sociedad de personas de la que forma parte el parlamentario como persona jurídica, sino que lo que prohíbe es la actuación del parlamentario.

En efecto, esta es la opinión de don Alejandro Silva Bascuñán y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado en su informe de fecha 31 de julio de 1990, los cuales señalan que “atendido que el constituyente emplea en esta disposición [el inciso tercero del artículo 60] la forma verbal ‘actúe’, para que un parlamentario incurra en la causal se requiere una participación voluntaria y directa de su parte en alguna de las situaciones mencionadas en el inciso segundo, y que, por tanto, no se configura esta inhabilidad por el solo hecho de pertenecer el diputado o senador a una sociedad”.

Silva Bascuñán cita, a su vez, la sentencia del Tribunal Constitucional Rol N° 190 de 7 de diciembre de 1994, en cuyo considerando 16° se señala: “Que en cuanto al alcance de la expresión "interpósita persona", empleada en el inciso tercero del citado artículo 57 [hoy artículo 60], de la apreciación integral del precepto que lo contiene racionalmente aparece que con él el constituyente tuvo por finalidad evitar el fraude o el resquicio para eludir o pasar ocultamente la prohibición que estableció en la parte final del inciso segundo, que le precede, de allí que naturalmente pueda inferirse que usaron dicha expresión en un sentido más amplio que el léxico, comprendiendo en la expresión no solamente al que interviene en tal carácter en un acto jurídico, sino que a todo aquel que aparentando obrar por sí, lo hace en verdad por cuenta y provecho de un parlamentario a través de las actuaciones que indica el señalado inciso segundo”.

De este modo, en virtud de la interpretación anterior, bastaría con mantener el inciso tercero del artículo 60 así como la inhabilidad para actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio en el inciso segundo del mismo artículo, sin necesidad de trasladarla al inciso cuarto del mismo artículo, ya que, aún cuando el inciso segundo prohíba la actuación de un parlamentario en cualquier clase de juicio, no se estaría prohibiendo la actuación, como persona jurídica, de la sociedad de personas de la que él forme parte.

En definitiva, si se considera que el inciso tercero del artículo 60 de la Constitución impide que la sociedad de personas de la que un parlamentario forma parte actúe en juicio como persona jurídica y se quiere permitir dicha actuación, se debe aprobar la primera de las observaciones que se formulan más adelante. Por el contrario, si, siguiendo las opiniones señaladas en los párrafos precedentes se considera que el inciso tercero del artículo 60 no impide que las sociedades de personas de las cuales un parlamentario forma parte actúen en juicio como personas jurídicas, dicha observación debe ser rechazada.

3)
Por último, en caso que se incluya la inhabilidad para actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio en el inciso cuarto del artículo 60, se hace necesario modificar la disposición transitoria que el numeral 5 del artículo único del proyecto agrega. En el texto aprobado por el Congreso, se señala que la modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, consistente en la eliminación de la frase “contra el Fisco”, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de la ley.

Sin embargo, si se aprueba la primera observación de aquéllas que se formulan más adelante, la cesación en el cargo por actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio se incorporaría en el inciso cuarto del artículo 60. Por ello, es necesario modificar en este sentido la referencia que hace la disposición transitoria que el proyecto agrega, a fin de que la norma tenga coherencia, para lo cual debe aprobarse, asimismo, la tercera observación que se formula.

Por las consideraciones anteriores, y en uso de la facultad que me con​fiere el inciso tercero del artículo 128 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular las siguientes observaciones al referido proyecto de reforma constitucional:

A LA LETRA A) DEL N° 4 DEL ARTÍCULO ÚNICO

1)
Para sustituirla por las siguientes letras a) y b), nuevas:


“a)
Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “, el que actuare como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o” por la frase “o el que actuare”.


b)
Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación de la frase “el diputado o senador que”, la frase “actúe como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, que”.”.
A LA LETRA B) DEL N° 4 DEL ARTÍCULO ÚNICO

2)
Para suprimirla.
AL N° 5 DEL ARTÍCULO ÚNICO

3)
Para sustituir, en la disposición vigésimoquinta transitoria que este número agrega, la palabra “segundo” por “cuarto”. 

En consecuencia, devuelvo a V.E. el referido oficio Nº 8365.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- José Antonio Viera-Gallo Quesney, Ministro Secretario General de la Presidencia 
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE INSCRIPCIONES DE INMUEBLES EN NUEVOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES 

(4670-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, rechazó la idea de legislar del proyecto de ese H. Senado sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces. Boletín N°  4670-07.


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 de la Constitución Política de la República

- don Guillermo Ceroni Fuentes

- don Edmundo Eluchans Urenda
- don Renán  Fuentealba Vildósola 
- don Cristián Monckeberg Bruner 
- don Marcelo Schilling Rodríguez

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 1459/SEC/07, de 6 de noviembre de 2007.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL MINISTERIO, EL SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL Y LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

(5947-12)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

Además de los miembros de la Comisión asistieron, asimismo, la Honorable Senadora señora Soledad Alvear y el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.


A las sesiones en que la Comisión trató las indicaciones asistieron la Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte Rodríguez, los asesores jurídicos señor Luis Cordero Vega y señora Ximena Insunza Corvalán.


El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes y los asesores de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos y señor Patricio Espinoza. 

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM.

Tienen el rango de ley orgánica constitucional las disposiciones que se indican:


Del  ARTÍCULO PRIMERO:   numeral 25 (artículo 38 de la Constitución Política);  numeral 28 (inciso segundo, artículo 66 de la Constitución Política);  numeral 27 (artículo 38 de la Constitución Política); del numeral 33, inciso final del artículo 25 quinquies (artículo 38 Constitución Política; ) del numeral 63 sus artículos 69 (inciso segundo, artículo 66 Constitución Política);  71, (artículo 38 Constitución Política); 73, (inciso tercero artículo  78 Constitución Política); 74, letra d) (artículo 38 de la Constitución Política);  76 (artículo 38 e inciso segundo del artículo 66 Constitución Política);  77 (inciso segundo,  artículo 66 Constitución Política); 78 (artículo 38 de la Constitución Política); artículo 80 (inciso  segundo, artículo  66  .Constitución  Política),    y 86  (artículo. 38. e inciso  segundo del artículo 66 Constitución Política).
 
El ARTÍCULO SEXTO (Artículo 118 de la Constitución Política).


Estas disposiciones deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - - 


Atendida las numerosas indicaciones formuladas al proyecto en estudio y con el objeto de facilitar la comprensión del presente informe, se entenderá como parte integrante del mismo, el Boletín de Indicaciones elaborado por la Secretaría del Senado, adecuado con la indicación sustitutiva del Ejecutivo, que se acompaña como Anexo, de modo que tanto las Indicaciones declaradas Inadmisibles, como las Indicaciones retiradas por sus autores, se individualizarán sólo por el número del referido Boletín de Indicaciones.


Cabe señalar que la Sala del Senado acordó abrir plazo para formular indicaciones en dos oportunidades: a saber, el  29 de septiembre y el 27 de octubre de 2009.

- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 52 Bis, 55 Bis, 65 Bis, 71 Bis, 75 Bis, 104 Bis, 139 Bis, 146 Bis, 157 Bis, 159 Bis, 195 Bis, 230 Bis, 231 Bis, 256 Bis, 265 Bis, 283 Bis, 314 Bis, 322 Bis, 325 Bis, 326 Bis, 331 Bis, 339 Bis, 343 Bis, 358 Bis, 372 Bis, 386 Bis, 412 Bis, 440 Bis, 448 Bis, 461 Bis, 475 Bis, 477 Bis, 480 Bis, 481 Bis, 488 Bis, 498 Bis, 499 Bis, 529 Bis, 534 Bis, 535 Bis, 539 Bis, 574 Bis, 589 Bis, 596 Bis, 599 Bis, 603 Bis, 612 Bis, 623 Bis, 642 Bis, 669 Bis, 672 Bis, 673 Bis, 695 Bis, 696 Bis, 716 Bis, 719 Bis, 721 Bis, 722 Bis, 733 Bis, 737 Bis, 740 Bis, 772 Bis, 777 Bis, 784 Bis, 804 Bis, 812 Bis, 814 Bis, 818 Bis, 821 Bis, 826 Bis, 828 Bis, 833 Bis, 834 Bis, 835 Bis, 838 Bis, 842 Bis, 843 Bis, 844Bis, 845 Bis, 851 Bis, 898 Bis, 921 Bis, 923 Bis, 925 Bis, 940 Bis, 944 Bis, 948 Bis, 951 Bis, 954 Bis, 969 Bis, 972, 973, 974, 982 Bis, 985 Bis, 986 Bis, 995 Bis, 1.020 Bis, 1.021 Bis, 1.022 Bis, 1.023 Bis, 1.024 Bis y 1.027 Bis.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 293, 695 Bis, 762 Bis, 802 Bis, 847 Bis, 968 Bis, 998 Bis y 1050 Bis.

4.- Indicaciones rechazadas: 1, 2, 7, 8, 12, 13, 14, 15, 19, 21, 24, 26, 29, 35, 36, 39, 52, 54, 56, 61, 69, 70, 71, 75, 84, 86, 87, 94, 95, 96, 97, 105, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 116, 127, 131, 134, 136, 139, 142, 143, 144, 147, 148, 155, 156, 161, 165, 168, 170, 175, 178, 181, 186, 195, 203, 206, 209, 212, 213, 220, 222, 226, 228, 235, 241, 246, 254, 257, 258, 261, 265, 267, 277, 284, 286, 296, 298, 307, 308, 314, 315, 316, 318, 322, 324, 329, 332, 335, 340, 342, 346, 359, 368, 375, 376, 378, 382, 389, 392, 394, 401, 407, 410, 413, 424, 430, 436, 437, 438, 439, 440, 448, 485, 486, 487, 491, 492, 493, 497, 500, 512, 514, 518, 529, 531, 532, 534, 544, 546, 561, 567, 571, 574, 577, 586, 601, 605, 618, 660, 678, 700, 713, 734, 741, 744, 745, 757, 761, 767, 773, 778, 782, 783, 786, 789, 790, 791, 796, 798, 801, 802, 827, 828, 833, 839, 840, 846, 852, 867, 872, 873, 876, 877, 878, 886, 887, 890, 892, 895, 897, 901, 902, 903, 905, 909, 915, 926, 933, 941, 945, 950, 955, 976, 983, 984, 985, 987, 993, 996, 1.009, 1.017, 1.018 y 1.025.

5.- Indicaciones retiradas: números 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 16, 17, 18, 20, 22, 23, 25, 27, 28, 30, 31, 33, 34, 38, 40, 41, 47, 48, 53, 55, 57, 58, 60, 62, 63, 64, 66, 67, 68, 72, 73, 74, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 85, 88, 98, 99, 101, 102, 103, 104, 106, 108, 114, 117, 119, 120, 128, 129, 130, 132, 133, 135, 137, 138, 140, 145, 146, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 157, 158, 160, 162, 163, 164, 166, 167, 169, 171, 172, 173, 174, 176, 177, 179, 180, 182, 183, 185, 187, 188, 190, 191, 192, 193, 194, 196, 197, 198, 199, 190, 191, 192 , 194,  202, 204, 205, 207, 208, 210, 211, 217, 218, 219, 221, 224, 224 bis, 224 ter, 227, 229, 230, 231, 233, 236, 238, 245, 248, 249, 250, 251, 252, 253, 255, 256, 260, 268, 269, 270, 271, 272, 273, 274, 275, 276, 278, 279, 281, 282, 283, 285, 287, 288, 289, 290, 291, 292, 294, 297, 299, 302, 309, 310, 325, 326, 327, 328, 330, 331, 333, 334, 336, 337, 338, 339, 341, 343, 345, 347, 348, 349, 350, 351, 352, 353, 354, 355, 356, 357, 358, 360, 361, 362, 363, 369, 370, 371, 372, 373, 374, 377, 379, 380, 381, 383, 384, 390, 391, 393, 395, 396, 397, 398, 399, 400, 402, 403, 405, 406, 408, 409, 411, 412, 414, 415, 416, 417, 422, 423, 431, 432, 433, 434, 435, 441, 442, 444, 445, 446, 447, 449, 450, 451, 452,  453, 455, 456, 457, 458, 476, 477, 478, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 488, 489, 490, 494, 495, 496, 498, 499, 502, 503, 504, 505, 506, 507, 510, 511, 513,  515, 516, 517, 519, 520, 525, 526, 527, 528, 530, 535, 536, 537, 538, 539, 542, 545, 547, 548, 551, 552, 555, 556, 557, 562, 564, 565, 568,  569, 572, 575, 576, 578, 579, 580, 581, 582, 587, 588, 589, 593, 594, 595, 596, 597, 598, 599, 602, 603, 604, 613, 615, 616, 619, 620, 621, 627, 628, 629, 630, 631, 635, 636, 637, 655, 656, 659, 661, 668, 669, 672, 673, 674, 695, 696, 711, 712, 714, 716, 717, 718, 719, 720, 721, 722, 723, 724, 725, 726, 727, 728, 729, 730, 735, 736, 737, 738, 739, 740, 746, 747, 750, 751, 758, 759, 762, 763, 764, 765, 766, 768, 769, 770, 771, 772, 776, 777, 779, 780, 784, 787, 788, 792, 793, 803, 804, 805, 806, 807, 808, 809, 810, 811, 812, 815, 816, 819, 820, 822, 823, 824, 825, 826, 834, 835, 836, 837, 838, 841, 842, 843, 844, 845, 847, 849, 850, 851, 853, 854, 855, 856, 857, 858, 859, 860, 861, 862, 863, 864, 865, 866, 868, 869, 870, 871, 874, 875, 879, 880, 881, 882, 883, 884, 885, 888, 889, 891, 893, 894, 896, 898, 899, 900, 904, 906, 907, 908, 910, 911, 912, 913, 914, 916, 917, 918, 919,  920, 921, 922, 923, 924, 925, 927, 928, 929, 930, 932, 934, 935, 936, 937, 938, 939, 940, 942, 943, 944, 946, 947, 948, 952, 953, 954, 956, 957, 959, 961, 962, 963, 964, 965, 966, 967, 968, 969, 970, 971, 975, 977, 978, 979, 980, 981, 982, 986, 988, 989, 990, 991, 992, 994, 995, 998, 1010, 1019, 1020, 1021, 1022, 1023, 1024, 1026, 1027, 1032, 1045.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles por el Presidente:


a) Por corresponder a materias que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República: Indicaciones N° s 1ª, 37, 42, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 59, 65,  81, 82, 89, 90, 91, 92, 93, 100, 107, 118, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 141, 159, 184, 189, 201, 214, 215, 216, 223, 224, 225, 232, 234, 237, 239, 240, 242, 243, 244, 247, 259, 262, 263, 264, 266, 283, 295, 300, 301, 303, 304, 305, 306, 311, 312, 313, 317, 319, 320, 321, 323, 344, 364, 365, 366, 367, 385, 386, 387, 388, 404, 418, 419, 420, 421, 425, 426, 427, 428, 429, 443, 454, 459, 460, 461, 462, 463, 464, 465, 466, 467, 468, 469, 470, 471, 472, 473, 474, 475, 501, 508, 509, 522, 523, 524, 540, 541, 543, 549, 550, 553, 554, 558, 559, 560, 563, 566, 570, 573, 583, 584, 585, 590, 591, 592, 600, 606, 607, 608, 609, 610, 611, 612, 614, 617, 622, 623, 624, 625, 626, 632, 633, 634, 638, 639, 640, 641, 642, 643, 644, 645, 646, 647, 648, 649, 650, 651, 652, 653, 654, 657, 658, 662, 663, 664, 665, 666, 667, 670, 671, 675, 676, 677, 679, 680, 681, 682, 683, 684, 685, 686, 687, 688, 689, 690, 691, 692, 693, 694, 697, 698, 699, 701, 702, 703, 704, 705, 706, 707, 708, 709, 710, 715, 731, 732, 733, 742, 743, 748, 749, 752, 753, 754, 755, 756, 760, 774, 775, 781, 785, 794, 795, 797, 799, 800, 813, 814, 817, 818, 821, 829, 830, 831, 832, 848, 931, 949, 951, 958, 960, 997, 1.001, 1.003, 1.005, 1.006, 1.007, 1.008, 1.011, 1.015, 1.028, 1.029, 1.030, 1.031,1.033, 1.034, 1.035, 1.036, 1.037, 1.038, 1.039, 1.040, 1.041, 1.042, 1.043, 1.044, 1.046, 1.047, 1.048 y  1.050.

b)  Por no tener relación directa con las ideas matrices del proyecto o fundamentales del proyecto, según lo prescribe el artículo 24 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional: Indicaciones N°s 521, 533, 534,  997, 999, 1.000, 1.002, 1.004, 1.012, 1.013, 1.014 y 1.015, 1.016.

- - - 

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República, artículo 19, numeral 8°, que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.


b) Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


c) Decreto Supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


e) Decreto Ley N° 1.939, de 1977, que dicta normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.



f) Decreto con Fuerza de Ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


g) Código de Aguas, artículo 129 bis.


h) Ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO 


En sesión celebrada el lunes 26 de octubre de 2009, el Ejecutivo, representado por la Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte y el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, y los Honorables Senadores señores Pablo Longueira (Presidente), Andrés Allamand y Antonio Horvath, miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado y, asimismo, la Honorable Senadora señora Soledad Alvear y el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, suscribieron un Protocolo de acuerdo.


Asimismo, la Secretaría recibió una comunicación del Honorable Senador señor Núñez mediante la cual informó que adhería al Protocolo de Acuerdo.

El texto de dicho protocolo de Acuerdo es el que sigue:

“Santiago, 26 de Octubre de 2009.

PROTOCOLO DE ACUERDO

Proyecto de Ley que crea el Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente.
(Boletín Nº 5.947-12).


Protocolo de acuerdo entre los Senadores de los partidos de la Concertación Democrática, de la Coalición por el Cambio y los independientes que suscriben, y el Poder Ejecutivo, representado por la Ministra de Medio Ambiente y el Ministro de Hacienda.


Los abajo firmantes acuerdan avanzar con rapidez en la tramitación en el Senado del proyecto de ley que crea el Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, a efectos de que finalice su segundo trámite constitucional a más tardar el 05 de Noviembre de 2009.


Los firmantes del Protocolo han identificado un listado de temas susceptibles de ser  perfeccionados, así como materias que serán objeto de precisiones en su redacción para aclarar su finalidad, todo lo cual forma parte del presente acuerdo. 


En cumplimiento de este acuerdo, los Senadores se comprometen a garantizar el respaldo de las respectivas bancadas para las necesarias aprobaciones parlamentarias. El Ejecutivo  por su parte, se compromete a presentar o patrocinar indicaciones al proyecto de ley, así como presentar proyectos de ley separados, en las siguientes materias: 


1°. Aprobar la creación del Ministerio de Medio Ambiente como organismo del sector público a cargo de la regulación y la política pública en materia ambiental. 


Destacando especialmente sus competencias en materia de Evaluación Ambiental Estratégica, como procedimiento de evaluación de los instrumentos de ordenación del territorio vigente, tales como, los planes reguladores, la zonificación del borde costero y el manejo integrado de cuencas, entre otros, y la obligación de que la información ambiental que debe elaborar el Ministerio, considere las cuentas y pasivos ambientales anualmente.


2°.  El compromiso de contar con  un Tribunal Ambiental. Para estos efectos el Ejecutivo ingresará el 28 de Octubre al Senado un proyecto de ley, que se estructurará sobre la base de los siguientes ejes: 


(a) El reconocimiento de un organismo jurisdiccional especializado;


(b) Integración mixta del tribunal. El tribunal estará compuesto por cinco miembros, de los cuales 3 serán abogados y dos profesionales proveniente del área de las ciencias o  la  economía.


(c) Las competencias de este nuevo órgano jurisdiccional serán relativas al contencioso administrativo ambiental, de modo que todas las competencias que en la actualidad entrega la Ley N° 19.300 a los tribunales ordinarios pasaran a este tribunal, así como la potestad de revisión de los actos administrativos de la Superintendencia de Medio Ambiente;


(d) Tendrá, además, competencias de control previo en el caso de algunas medidas provisionales que pueda decretar la Superintendencia de Medio Ambiente, de revisión plena y obligatoria (consulta) respecto de las sanciones más graves que pueda aplicar la referida  Superintendencia, y  de competencia plena en el caso del daño ambiental;


(e) El tribunal tendrá amplias atribuciones para evaluar la legalidad, proporcionalidad, razonabilidad y contenido técnico de las decisiones objeto de su competencia;


(f) Contemplará la regulación de un procedimiento jurisdiccional expedito y que establezca un término probatorio obligatorio en su tramitación.


3°. El establecimiento de normas permanentes en la Ley N° 19.300 acerca de la existencia del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, así como el compromiso explícito, en las normas transitorias, del envío de un proyecto de ley en el plazo de un año por parte del Presidente de la República que cree el referido servicio.


En el mismo plazo se deberá abordar  el  rediseño institucional de la Corporación Nacional Forestal que deberá considerar sus competencias en materia forestal y el  cumplimiento de  la sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 1.024, modificando su naturaleza jurídica de corporación de derecho privado a un servicio público descentralizado. Este rediseño se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación. 


4°. Garantizar la preponderancia técnica de las decisiones al interior del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, lo que significa:


(a) Crear un Servicio de Evaluación Ambiental;


(b) Establecer un órgano colegiado de aprobación o rechazo de los proyectos, en el marco  de un acuerdo tras las indicaciones que actualmente se han formulado;


(c) Establecer el carácter vinculante de los informes técnicos de los servicios públicos, en relación a los aspectos normados o reglados de la evaluación, cuyo incumplimiento supone un vicio esencial que anula el procedimiento de evaluación;


(d) Establecer la obligación que los informes sectoriales que se emitan durante la evaluación ambiental siempre sean fundados.


(e) Regular la revisión de la Resolución de Calificación Ambiental en el caso de impacto no previstos, como lo autorizó la Contraloría General de la República.


5°. Mantener los artículos 2, 10 y 11 de la Ley Nº 19.300, del proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, sin perjuicio de las indicaciones que en esta materia ha patrocinado el Ejecutivo.


6°. Regular la participación ciudadana a las Declaraciones de Impacto Ambiental, señalando explícitamente su procedencia cuando los proyectos impongan cargas ambientales a las localidades próximas a la instalación de los proyectos. Un criterio semejante deberá utilizarse para disponer de un régimen simplificado de Declaraciones de Impacto Ambiental, para las empresas de menor tamaño.


7°. Mantener el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad como una instancia de deliberación de la política pública y regulación de los sectores, y no como un organismo directivo del Ministerio de Medio Ambiente. Igualmente, se acuerda que el Ministro de Medio Ambiente será subrogado por el  Ministro de Agricultura.


8°. Establecer que los actos de la Superintendencia de Medio Ambiente serán reclamables ante el Tribunal Ambiental, de conformidad al procedimiento y estándar señalado en el N° 1 de este acuerdo.


9°. Perfeccionar las normas de intervención de la Superintendencia de Medio Ambiente, en las materias asociadas a:


(a) Precisión de las conductas sancionables;


(b) Corrección de las inhabilidades para el cargo de Superintendente;


(c) Establecimiento de los estándares que deberán cumplir los funcionarios de la Superintendencia al momento de realizar la fiscalización.


(d) Aprobación judicial, mediante un sistema rápido y expedito, para algunas medidas provisionales y las contempladas en las letras g) y h) del art. 3° de las atribuciones de la Superintendencia de Medio Ambiente.


(e) Establecimiento del trámite de consulta obligatoria en el caso de las sanciones más graves que pueda aplicar la Superintendencia de Medio Ambiente;


10°. Subordinar la entrada en vigencia de las normas establecidas en el Título II salvo el párrafo relacionado con el sistema de información ambiental, así como las señaladas en el Título III de las normas que regulan la Superintendencia de Medio Ambiente,  a la aprobación de la ley que crea el Tribunal Ambiental y su instalación.


11° Ingresado el proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental, en los términos señalados en el N° 2° de este acuerdo, los Senadores comprometen su voto favorable a tal iniciativa, así como la mayor agilidad en la tramitación de dicho proyecto, de manera de obtener su aprobación definitiva antes del 10 de marzo de 2010.”.
DISCUSIÓN PARTICULAR

ARTÍCULO PRIMERO

Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:

Numeral 1)

En el artículo 2°.


El presente numeral modifica el artículo 2° del señalado cuerpo legal, y desarrolla un conjunto de definiciones. 
- - -

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar la letra a ter) propuesta, por la siguiente:


“a ter) Cambio Climático: se entiende una la alteración del clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana, que modifica la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables;”.
- - -

La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar la siguiente letra nueva:

“…) Incorpórase la siguiente letra, nueva:


“…) Área protegida: espacio geográfico, terrestre o marítimo, delimitado y establecido por la autoridad con fines de protección, preservación, conservación o uso sostenible de sus recursos naturales o culturales.”.”.


--Puestas en votación, ambas indicaciones se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra a), las siguientes nuevas:

“…) Incorpóranse, a continuación de la letra a), las siguientes nuevas:


"a ter) Bioseguridad: Conjunto de acciones y medidas de análisis, seguimiento, control y prevención previstas para garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana y el medio ambiente, incluyendo los aspectos de inocuidad de dichos organismos que se destinen para consumo alimentario humano;

a quáter) Biotecnología moderna: la aplicación de:

 
a. Técnicas in vitro de ácido nucleico, incluidos el ácido desoxirribonucleico (ADN) recombinante y la inyección directa de ácido nucleico en células u orgánulos, o 

 
b. La fusión de células más allá de la familia taxonómica, que superan las barreras fisiológicas naturales de la reproducción o de la recombinación y que no son técnicas utilizadas en la reproducción y selección tradicional.”.”.


“…) Intercálase en la letra c), a continuación de la frase “establecidas en la legislación vigente”, el siguiente texto: “y que puede provocar algún daño a las personas, desequilibrio o daño  en los ecosistemas, seres vivos o medio ambiente. En los casos que no exista normativa nacional, se regirá por los criterios establecidos por la Organización Mundial de la Salud.”.

“…) Intercálase, a continuación de la letra g), la siguiente nueva:


“…) Ecosistema: complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y de microorganismos y su medio no viviente que interactúan como una unidad funcional;”.”.

La indicación número 8, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar las siguientes letras a1), a2) y a3), nuevas:

“a1) Reemplázase la letra b), por la siguiente:

“b) Conservación del Patrimonio Ambiental: la mantención, uso y aprovechamiento racionales de los componentes del medio ambiente, especialmente aquellos propios del país que sean únicos, escasos o representativos, con el objeto de asegurar su permanencia y su capacidad de regeneración;”.

a2) Reemplázase la letra c), por la siguiente:


“c) Contaminación: la presencia en el ambiente de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos, en concentraciones o concentraciones y permanencia superiores o inferiores, según corresponda, que pueda constituir un riesgo a la salud de las personas, a la calidad de vida de la población, a la preservación de la naturaleza o a la conservación del patrimonio ambiental o a las establecidas en la legislación vigente;”.

a3) Intercálase la siguiente letra h), nueva:


“h) Ecosistema: complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y de microorganismos y su medio no viviente que interactúan como una unidad funcional;”.”.


--Puestas en votación, ambas indicaciones se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 12, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente nueva:

…) Incorpórase, a continuación de la letra h), la siguiente nueva:


“…) Participación ciudadana: mecanismo formal de involucramiento de las personas o comunidades interesadas o afectadas por un proyecto o actividad, que puede ser de tipo informativa, consultiva o resolutiva. La informativa tiene por objeto entregar masivamente información completa, actualizada y didáctica de los proyectos o actividades. La consultiva busca consultar e incorporar la opinión de personas y/o comunidades interesado en los procesos de decisión. La resolutiva tiene por objeto la participación directa de interesados o afectados en la toma de decisiones, a cargo de los organismos públicos competentes.”.

La indicación número 13, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar la siguiente letra b1), nueva:

“b1) Intercálase la siguiente letra i), nueva:


“i) Ecosistema o especie vulnerable: aquel particularmente susceptible a una intervención, daño o incluso a la destrucción o desaparición debido a sus características físicas o biológicas, las funciones e interacciones de o con organismos que lo habitan o con los que se relaciona, y los impactos que ellos sufren producto de actividades humanas o del ambiente circundante;”.”.

--Puestas en votación, ambas indicaciones se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
Letra c)


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en la letra 
i bis) propuesta, la frase “para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable” por “para que se incorporen consideraciones ambientales de desarrollo sustentable”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - -

La indicación número 15, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra d) las siguientes nuevas:

“…) Intercálase, a continuación de la letra j), la siguiente nueva:


“…) Modificación de proyecto o actividad: Realización de obras, acciones o medidas tendientes a intervenir o complementar sinérgicamente un proyecto o actividad ya ejecutado, de modo tal que éste sufra cambios de consideración;”.

“…)Intercálanse, a continuación de la letra ll), las siguientes nuevas:


“...) Organismo modificado genéticamente: Cualquier organismo cuyo material genético ha sido modificado de una manera que no se produce de forma natural en el apareamiento (multiplicación) o en la recombinación natural;


…) Patrimonio Natural: los monumentos naturales constituidos por formaciones físicas y biológicas o por grupos de esas formaciones que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista estético o científico, y los lugares naturales o las zonas naturales estrictamente delimitadas, que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la conservación o de la belleza natural;”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - -

Letra e)


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar la letra 
m bis) propuesta, por la siguiente:


“m bis) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestre la capacidad práctica de técnicas determinadas por la ciencia o la tecnología, para evitar o reducir en general las emisiones y el impacto en el medio ambiente y la salud de las personas. Con tal objeto se deberán considerar una evaluación de impacto económico y social de su implementación, los costos y los beneficios,  su utilización o producción de ellas en el país, y el acceso real y efectivo, que el regulado pueda tener a las mismas;”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - -

La indicación número 21, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para agregar la siguiente letra f), nueva:


“f) Intercálase, a continuación de la letra o) la siguiente nueva:


“…) Participación Ciudadana: mecanismos formales de involucramiento del público interesado o afectado por medidas o decisiones con implicancias ambientales. Los mecanismos de participación ciudadana pueden ser de tipo informativo, consultivo o resolutivo. Los mecanismos informativos tienen por objetivo entregar información completa, actualizada y didáctica de las medidas o procesos de decisión. Los mecanismos consultivos tienen por objetivo consultar e incorporar la opinión del público interesado en los procesos de decisión. Los mecanismos resolutivos tienen por objetivo que los interesados o afectados participen directamente en la toma de decisiones por medio de procedimientos de búsqueda de consensos a cargo de los organismos públicos competentes.”.”.

- - -

La indicación número 24, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar la siguiente letra f), nueva:


“f) Intercálase la siguiente letra p), nueva:


“p) Intervención activa de terceros en los procedimientos reglados por la ley con fines informativos, consultivos o resolutivos.”.”.


--Puestas en votación, ambas indicaciones se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - -

La indicación número 26, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación de la letra e) la siguiente nueva:

“f) Intercálanse, a continuación de la letra p), las siguientes nuevas:


“…) Área protegida: se entiende como aquella área definida geográficamente que ha sido establecida y es regulada y/o administrada con el fin de alcanzar objetivos específicos de conservación y de protección del medio ambiente;


…) Conservación: Mantenimiento de los ecosistemas y hábitat naturales y seminaturales de poblaciones de especies en su entorno natural;”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
Número 2)

Letra a)


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituirla por la siguiente:


“a) Intercálase, a continuación del vocablo “Estado”, la expresión “fomentar y”, y, a continuación de la voz “ambiente”, la frase “estimulando el proceso democrático de colaboración entre el Estado y la ciudadanía”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 32, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 4°.- Es deber del Estado facilitar la participación ciudadana, permitir el acceso veraz y oportuno a la información ambiental  y promover campañas educativas destinadas a la protección del medio ambiente.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
Letra b)


La indicación número 35, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el inciso propuesto por el siguiente:

“Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental, deberán respetar la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 36, del Honorable Senador señor Vásquez, para sustituir, en el inciso segundo, nuevo, que se propone, la palabra “indígenas” por “pertenecientes a los pueblos originarios”. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 36, del Honorable Senador señor Naranjo, para agregar, en el inciso segundo propuesto, la siguiente oración final: “Asimismo, en el ejercicio de sus competencias también deberán considerar el uso precavido de sus recursos naturales, conservando el patrimonio cultural, natural, y paisajístico del territorio nacional.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - -

La indicación número 39, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar la siguiente letra, nueva:

“…) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

 
“Igualmente, todo órgano del Estado deberá ceñirse a los siguientes principios en el ejercicio de sus competencias ambientales:

 
a) Principio de Prevención, en cuya virtud deberá prevenirse el daño o impacto al medio ambiente, evitando, limitando o controlando las actividades que los generen, especialmente cuando su reparación, mitigación o compensación no sea viable.

 
b) Principio de Precaución, conforme al cual cuando hay peligro de daño grave e irreversible al medio ambiente, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio ambiente.

 
c) Principio Contaminador Pagador, con arreglo al cual todo perjuicio generado al medio ambiente, en el ejercicio de una actividad productiva con o sin fines de lucro, deberá ser mitigado, reparado o compensado, según sea el caso, por aquella persona natural o jurídica que lo causa, debiendo ésta soportar las externalidades negativas de su actividad.

 
d) Principio de Acceso a la Información y Participación Ambiental, en cuya virtud toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones, en la forma que disponga la ley.  El Estado deberá facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población, publicando por medios físicos y electrónicos la información relativa al estado del medio ambiente y el cumplimiento de las normas ambientales.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
Número 3)

Artículo 7° bis.-

Inciso segundo

La indicación número 52, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación de la locución “territorio marítimo”, la frase "o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen.".

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.

La indicación número 52 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:

i) Incorpórase entre las expresiones “planes” e “intercomunales”, la expresión “reguladores”.


--Puesto en votación este literal fue aprobado, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y la abstención del Honorable Senador señor Girardi.

ii) Agrégase entre las expresiones “planes” y “de desarrollo urbano”, la expresión “regionales”.


--Puesto en votación este literal fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Horvath y Longueira.

iii) Intercálase, a continuación de la locución “territorio marítimo”, la frase "y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen.", reemplazando la conjunción “y” que la antecede por una coma (,).


--Puesto en votación este literal fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath y Longueira.
Inciso cuarto

La indicación número 54, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazarlo por el siguiente:

“En la etapa de diseño el organismo que dictará la política o plan deberá considerar e incorporar los objetivos y efectos ambientales del instrumento, así como los criterios de desarrollo sustentable de los mismos. Durante esta etapa se deberá integrar a otros órganos de la administración del Estado vinculados a las materias objeto de la política o plan, así como otros instrumentos relacionados con ellos, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan. En el caso señalado en el inciso segundo, se deberán siempre considerar los instrumentos relacionados con capacidad vial elaborados por la autoridad competente.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 55 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar a continuación de la expresión “con ellos” lo siguiente “, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan.”.

--Puesta en votación la indicación, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath y Longueira.
Inciso quinto

La indicación número 56, del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar la siguiente oración final: “Con todo, el resultado de dicha consulta no tendrá un carácter obligatorio para la entidad estatal.”.

--Puesta en votación la indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath y Longueira.
Artículo 7° ter.-

Letra c)


La indicación número 61, del Honorable Senador señor Vásquez, para sustituir la expresión “Forma de” por “La forma de”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 65 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:


“c) Forma de participación del público interesado.”.


--Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Allamand,  Horvath y Longueira, y el voto en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

Letra d)


La indicación número 69, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazarla por la siguiente:


“d) Forma de publicidad, masiva y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 70, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar la expresión “Forma de” por “La forma de”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 71, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para agregar la siguiente oración final: "Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.".

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 71 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregarle la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que ha pasado a ser seguido: "Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.".

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 7° quáter.-


La indicación número 75, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, a continuación de “indicadores de seguimiento”, la frase “destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 75 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregarle, a continuación de la frase “indicadores de seguimiento”, la oración “destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 4)


El Honorable Senador señor Horvath consultó qué autoridad se deberá pronunciar respecto de las obras en el borde costero. 


La señora Ministra respondió que la pregunta se refiere a la compatibilidad territorial con los instrumentos de planificación territorial y que más adelante se solicita el pronunciamiento en relación a la nueva exigencia  a los titulares de proyecto, que consiste en que indiquen la forma cómo los proyectos que están presentando se relacionan con los planes regionales de desarrollo y con los planes de desarrollo comunal, que son dos instrumentos diferentes. 


En otras disposiciones del proyecto de ley en estudio, se analizarán los instrumentos indicativos, como son los planes de desarrollo regional y los planes de desarrollo comunal y será en respuesta a la propuesta del titular respecto de la manera cómo el proyecto se relaciona con los instrumentos señalados. Esta situación no es lo mismo que la compatibilidad territorial de los instrumentos de planificación territorial, como es el plan intercomunal, plan seccional.


Si esos instrumentos fueran lo mismo que los planes de desarrollo regional y los planes de desarrollo comunal no serían indicativos, sino que obligatorios.


En la legislación actual, no existe una disposición que obligue a un proyecto de exploración minera, que se ubica a un kilómetro del Geiser, a explicar al titular acerca de la forma en que éste se relaciona con el plan de desarrollo regional y comunal, que tiene entre sus vocaciones la turística. (Caso del Tatio)

Letra a)


La indicación número 84, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el inciso cuarto, nuevo, propuesto, por el siguiente:

“Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán siempre respetar y cumplir las políticas y planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1° bis de este Título. Las actividades industriales preexistentes a una evaluación ambiental estratégica que no cuenten con resolución de calificación ambiental o que teniéndola no se ajusten a aquélla, deberán proponer a la autoridad un plan de adecuación o cumplimiento de las exigencias contenidas en la evaluación estratégica, o de no ser ello posible por incompatibilidad entre los instrumentos o títulos de que se trate, un plan de abandono o de compensaciones ambientales.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el término “deberán considerar” es una expresión genérica, que no está obligando a cumplir la ley y los planes. No acredita el cumplimiento, por lo que en su opinión, siendo esta materia relevante tiene que respetarse y cumplirse con las políticas y planes evaluadas estratégicamente.


Además, la indicación señala que aquellas actividades que son preexistentes a la evaluación ambiental estratégica, que no cuentan con Resolución de Calificación Ambiental, o que teniéndolas no se ajusten a ella, deberán proponer una adecuación a la autoridad para el cumplimiento de las normas.


La exigencia anterior es básica si se pretende resolver los problemas ambientales del país, en que no sólo contaminan las actividades nuevas, sino que algunas antiguas, y deben proponer cómo adecuarse a los estándares futuros. A su vez, esta proposición es contraria a la discriminación por antigüedad.


La adecuación a las políticas y planes debe ser obligatoria y las actividades preexistentes tienen que proponer formas de adecuación a la evaluación estratégica.


--Puesta en votación, expresaron su parecer favorable los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro, y en contra se manifestaron los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, en tanto que el Honorable Senador señor Horvath se abstuvo.


Reiterada la votación conforme a Reglamento se mantuvo el mismo resultado.


En la sesión siguiente la indicación fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y, por su aprobación se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


La indicación número 86, del Honorable Senador señor Navarro, y la indicación número 87, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para sustituir, en el inciso cuarto, nuevo, propuesto, la frase "deberán considerar siempre las políticas y planes evaluados estratégicamente" por "deberán adecuarse siempre a las resoluciones de los procesos de evaluación ambiental estratégica de los planes y políticas".

--Puestas en votación, lo hicieron favorablemente los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro, y en contra se manifestaron los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, en tanto que el Honorable Senador señor Horvath se abstuvo.


Reiterada la votación, conforme a Reglamento, se mantuvo el mismo resultado.


En la sesión siguiente la indicación fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y, por su aprobación se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

Número 5)

Letra b)


La indicación número 94, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, a continuación de “Comisiones de Evaluación”, el siguiente texto: “, e intercálase, a continuación de la palabra “actividad”, la segunda vez que aparece, la frase “, o de una o más personas naturales o jurídicas que participen en la evaluación ambiental del proyecto”.

El Honorable Senador señor Girardi explicó que mediante esta indicación se pretende incorporar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental. 

La señora Ministra explicó que en el nuevo escenario, que existirá a contar de la aprobación de esta ley, si el Director del Servicio estima que un proyecto es regional y el proponente considera que es interregional éste podrá recurrir al Tribunal del Medio Ambiente.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que la incorporación de la participación ciudadana es más importante que considerar el legítimo derecho de reclamo ante un tribunal respecto de una decisión en un proyecto que tiene impacto transregional. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)


La indicación número 95, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, a continuación de “la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio”, el siguiente texto: “, y la palabra “considerará” por “se hará sobre la base de””.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que este artículo contiene una norma muy precaria que se quiere hacer cumplir. En su opinión, el término “considerar” no tiene mayor fuerza porque otorga la posibilidad de que se puedan vulnerar todas las normas. 


Si se pretende realizar un cambio a la ley vigente deberá reemplazarse el término “considerar” por “se hará sobre la base de “, es decir, establecer un cambio radical. La norma propuesta supone la posibilidad de no respetar las reglas.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra d)


La indicación número 96, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el inciso final propuesto por el siguiente:


“Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y concluyentes, so pena de nulidad administrativa.”.

El Honorable Senador señor Girardi solicitó dejar constancia para la historia de la ley que el Acuerdo Político tiene aspectos positivos, sin embargo, al mismo tiempo tiene omisiones graves como es mantener la precarización de la norma.


Agregó que ha cuestionado la politización de las decisiones técnicas, que nunca han sido técnicas, sino que siempre han sido políticas. La mayoría de los grandes proyectos que contaminan fueron aprobados con informes técnicos negativos, lo que se ha transformado en una manera de proceder, en una cultura aberrante que ha generado grandes desastres ambientales en el país.


La norma propuesta en el artículo en discusión, es vaga al establecer los términos “dentro de las esferas de sus respectivas competencias”. En su opinión, debería discutirse en la Sala del Senado que los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado, con competencia ambiental, deberán ser fundados y concluyentes bajo pena de nulidad administrativa.


Esta norma es sólo la continuidad del proceso de gestión gubernamental en materia ambiental en que los aspectos técnicos pueden ser relativizados y esa posibilidad es lo que se pretende cambiar.


La señora Ministra señaló que la preocupación manifestada por el Honorable Senador señor Girardi se soluciona en la norma contenida en el artículo 9 bis, donde los aspectos que ha señalado no podrían concretarse porque se establece que los informes sectoriales elaborados por los Jefes de Servicio son indisponibles para los votantes (SEREMIS) a la hora de decidir los proyectos cuando versen sobre aspectos normados.


El Honorable Senador señor Girardi consultó cuál es el problema de que se pida que los informes sean fundados y concluyentes.


La Ministra acotó que los informes y decisiones que no sean fundadas, que no sean concluyentes, que no sean razonables, que no se ajusten a la legalidad, son reclamables.


El Honorable Senador señor Girardi insistió en la necesidad de establecer la sanción de nulidad administrativa para el caso que las resoluciones no sean concluyentes. Agregó que la intención es contar con una buena legislación en esta materia.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación por el hecho de que las resoluciones de los órganos de la Administración del Estado se dicten conforme a la esfera de sus respectivas competencias, sin que se considere que el ecosistema puede tener impacto en distintos ámbitos, por lo que reiteró la necesidad de aprobar las indicaciones Nº 95 y 96.


La Ministra precisó que cuando se establece que los órganos deben actuar dentro de la esfera de sus respectivas competencias, sólo se cumple con la legalidad vigente y el principio constitucional. Sin embargo, respecto de la proposición del señor Senador en relación a que se trate de informes concluyentes en esa materia, ese punto está regulado en el artículo 9º bis.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que estaría de acuerdo con la explicación de la Ministra en el caso que el Ejecutivo modificara el artículo 9º bis, en el sentido de agregar que dicho informe deberá contener los pronunciamientos ambientales fundados y concluyentes.


Luego, respecto de la expresión “dentro de sus respectivas competencias” señaló que en muchos casos CONAF en sus evaluaciones se extiende más allá de sus materias y con esta norma no podría hacerlo. Los procesos son sistémicos en materia ambiental, la lógica ambiental no es divisible, los recursos bosques tienen una relación directa sobre la calidad de los suelos, el agua, cantidad de evaporación que tiene cada árbol.


La señora Ministra acotó que los servicios están llamados a evaluar ambientalmente sólo los impactos, en consecuencia, si a propósito del recurso agua se va a afectar la fauna o flora del lugar se sobrepasa la competencia de la Dirección General de Aguas (DGA) que tiene que pronunciarse respecto de la capacidad hídrica.


De esta forma, no es exacta la apreciación anterior.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 97, del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar, en el inciso propuesto, la siguiente oración final: “Su infracción adolecerá de nulidad de derecho público.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 6)


Que incorpora dos nuevos artículos a continuación del 9°, a saber, 9° bis y 9° ter.

La indicación número 104 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículos 9° bis y 9° ter:


Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.


El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.


Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal. 


La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que el procedimiento consiste en la presentación de las observaciones, luego la respuesta técnica de la empresa, pero no siempre las evaluaciones ciudadanas son respondidas por la COREMA o por otras instituciones públicas, sino que se responden por parte de la empresa, que da una respuesta técnica y no una respuesta social.


--El Honorable Senador señor Navarro expresó que la evaluación técnica de las observaciones que formula la empresa debe ser realizada por el Estado, por los organismos públicos.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que en el artículo propuesto por el Ejecutivo no se presenta la situación extrema descrita. Se supone que la Comisión, que es un cuerpo colegiado o el Director, en su caso, tiene que aprobar o rechazar un proyecto en virtud del informe consolidado, por lo tanto, si se presenta algo aberrante será rechazado, por lo que no existe razón para obligar a un miembro de este cuerpo colegiado a seguir al pie de la letra una situación absurda.


Añadió que la  votación individual se refiere al Informe Consolidado de Evaluación.


La Ministra, señora Ana Lya Uriarte, aclaró que los informes técnicos de los Jefes de Servicio serán vinculantes para la Comisión que votará el proyecto en los aspectos normados, vale decir, si un instrumento de planificación territorial acepta o no una industria contaminante. En caso que no la acepte, no se puede votar a favor de ese proyecto porque significa que es indisponible. 


Por ejemplo, si otro servicio establece que es contrario a la intervención de quebradas en el proyecto porque infringe un artículo de una ley, tampoco se puede votar porque se trata de un aspecto normado y objetivo.


La preocupación del Honorable Senador señor Allamand dice relación con el hecho de que un servicio, como puede ser el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) o la Dirección de Obras Fluviales, determine que de acuerdo a un artículo la intervención de quebradas impide una obra o la autoriza y aquello fuere contrario a la interpretación generalmente aceptada de la norma, por lo que el Senador señor Allamand ha manifestado su preocupación por establecer a quién corresponde dirimir la interpretación que dice relación con un aspecto normado.


Para solucionar la situación anterior, el Honorable Senador señor Allamand propone que sea el Director del Servicio de Evaluación que sería elegido por la Alta Dirección Pública, que en la actualidad es un funcionario de confianza. Sin embargo, existen otras alternativas para regular esta discusión relativa a la interpretación del aspecto normado. Así, el Honorable Senador señor Girardi ha propuesto la intervención de los tribunales medioambientales.


El Ejecutivo no ha preparado una indicación en relación a esta materia porque se trata de una norma de procedimiento.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que se trata de un buen artículo que se puede mejorar, este tema ha sido una de las mayores debilidades de la legislación actual, por lo que propuso la intervención de la Superintendencia o de los tribunales medioambientales.


Agregó que cuando se refiere a que sería conveniente que los pronunciamientos ambientales sean fundados y, además concluyentes es porque existen casos en que los servicios evitan adquirir compromisos,  y una de las maneras de evitar  asumir sus funciones es emitir informes que no tengan carácter concluyente. 


Asimismo, se pueden presentar situaciones en que no se presentan aspectos normados, como es el caso de un contaminante muy dañino para la salud, y el hecho de que no esté normado no impide que se puedan definir las alteraciones que se producen para la salud.


En el país existe una normativa que ha ido avanzado, sin embargo, faltan muchas normas relativas a las sustancias tóxicas que se aplican en los países desarrollados y que se deben implementar. 


La señora Ministra precisó que lo que el Senador identifica como concluyente está contenido en disposición, al referirse a la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto, y el incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará un vicio esencial del procedimiento.


El Honorable Senador señor Navarro reiteró que el Plan de Desarrollo Regional es anterior, son instrumentos que requieren de actualización. Respecto de los Planes de Desarrollo Comunal expresó que en algunos casos puede que no existan y no se puede dejar sin efecto la exigencia.


La señora Ministra aclaró que al existir una norma que le dé un sentido y utilidad a los planes de desarrollo comunal y regional, va a generar el incentivo necesario para que se dicten.


El Honorable Senador señor Girardi acotó que la exigencia de que los proponentes de los proyectos describan la forma como éstos se ajustan a los programas de desarrollo  no es la adecuada, debiendo consignarse  la expresión “se ajusten”. Si el espíritu es que se cumpla con la normativa, debiera considerarse la referida expresión, agregó que, a su juicio, la expresión “relacionarse” desvirtúa completamente el sentido y obligatoriedad de la norma. 


La expresión “ajustarse” implica que se tienen que compartir y poner en acción los principios y criterios que están establecidos en los instrumentos mandantes, por lo que solicitó que se reestablezca el texto aprobado en general por el Senado.


La señora Ministra acotó que se ha constatado un problema que dice relación con la naturaleza jurídica de los planes de desarrollo regional y comunal, que no son obligatorios, son indicativos, en consecuencia, se puede exigir la relación y la justificación. No se puede mediante una ley hacer obligatorio un instrumento que se contiene en otras normativas, por ello se optó por la expresión “relacionarse”. Se debe justificar la forma en que se hará compatible un proyecto con ese instrumento que legalmente no es obligatorio. 


Este es el elemento que pudo haberse aplicado en el caso del Tatio, para ver la forma en que se relaciona el proyecto con un pozo de explotación ubicado a un kilómetro del Geiser, es difícil encontrar la relación pero se puede ubicar en un lugar más distante que no genere el perjuicio al turismo que se provocó con este proyecto.


-- Respecto del artículo 9° bis, que se propone,  fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

-- Respecto del artículo 9° ter, que se propone, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, en tanto, los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro expresaron su rechazo.
Inciso primero


La indicación número 105, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar la forma verbal “deberán” por “deberá”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso tercero

La indicación número 109, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, la indicación número 110 del Honorable Senador señor Naranjo, la indicación número 111 del Honorable Senador señor Navarro, y la indicación número 112 de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para suprimirlo.

--Puestas en votación, las indicaciones fueron rechazadas con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 113, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar la siguiente oración final: “En este sentido, la condición de excepción de la aprobación o rechazo de un proyecto deberá ajustarse a derecho, donde el cumplimiento normativo, las medidas ambientales, políticas sectoriales y el informe consolidado de evaluación precedente serán los fundamentos esenciales del pronunciamiento.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 9° ter.-

Inciso primero


La indicación número 115, del Honorable Senador señor Navarro, y la indicación número 116, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para sustituir la frase “así como los planes de desarrollo comunal” por "a las resoluciones derivadas de la Evaluación Ambiental Estratégica de las políticas o planes de ordenamiento territorial a que se refiere el artículo 7º quáter, a los planes de desarrollo comunal y las ordenanzas ambientales comunales si existieran.”.

--Puestas en votación, las indicaciones fueron rechazadas con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 7)


La indicación número 127, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar las siguientes letras nuevas:

“…) Reemplázanse las letras b) y c) por la que se indica a continuación:


“b) Centrales generadoras de energía mayores a 3 MW y líneas de transmisión eléctrica de alto voltaje y sus subestaciones.”.

“…) Intercálase, en la letra e), a continuación de “áreas protegidas”, la frase “o identificadas como sitios prioritarios para la conservación”.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que la indicación propuesta tiene un sentido desde el punto de vista ambiental, no hay enfoque sistemático, aseverando que un sinnúmero de proyectos se analizan por partes, con lo cual el proyecto podría ingresar por la letra b) o c), por ello  se propone que la actividad se ingrese por un solo acápite y se evalúe en forma conjunta.


En seguida, señaló que es muy importante agregar a aquellos proyectos que se deben someter a evaluación de impacto ambiental a los sitios que fueron identificados como prioritarios para la conservación. En Chile existen 30 o 40 sitios que son muy relevantes, valiosos, humedales o donde se encuentran especies endémicas o en peligro de extinción, todos los cuales no tienen un estándar de protección y sin embargo, han sido definidos como sitios prioritarios. En consecuencia, si se pretende conservarlos para el futuro deben ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Luego, señaló que la indicación 131, propone que también ingrese al Sistema de Evaluación las carreteras, que actualmente no están consideradas.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que votó a favor en general este proyecto porque entendía que los proyectos se tenían que evaluar en su totalidad.


El Honorable Senador señor Allamand refirió que este tema no se discutió de la misma manera, y se dio el ejemplo del puerto y de la empresa minera que necesitaba un puerto de salida, agregando que esta materia forma parte del Protocolo de Acuerdo.


El Honorable Senador señor Navarro solicitó votación para las indicaciones Nº 127, letra e), 131, 134, 136 y 139.


En seguida, señaló que la indicación Nº 127 pretende agregar a la letra e) la frase “o identificadas como sitios prioritarios para la conservación”, ya que estos sitios presentan un conjunto de estándares internacionales que deben ser considerados. En las regiones australes hay muchas hectáreas declaradas como sitios prioritarias.


El Honorable Senador señor Girardi reafirmó la importancia de que se comprenda que los sitios prioritarios son sitios relevantes de interés científico, turístico, sitios de especies en peligro, humedales donde muchas veces se producen acciones del Gobierno para transformarlos en sitios protegidos, como es el caso del Catastro de Humedales que realiza la CONAMA, que posteriormente deberían pasar a ser humedales protegidos, sin embargo, en la actualidad no están protegidos. Un nivel mínimo de protección para esos sitios es incorporarlos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental puesto que se trata de sitios relevantes.


Añadió que los criterios de priorización son técnicos, no son subjetivos, existiendo un conjunto de sitios que se encuentran en esa condición, razón por la cual solicitó que este tema, aún cuando no esté considerado dentro del Protocolo de Acuerdo sea incluido. 


La señora Ministra señaló que el artículo 17 de la ley N° 20.283, sobre Bosque Nativo y Fomento Forestal  reconoció como áreas sujetas a la protección a los humedales. Agregó que de acuerdo al artículo 10 letra p) de la ley N° 19.300, la ejecución de obras, programas o actividades que se realicen en las áreas con protección oficial deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que esa ley no es lo suficientemente inclusiva, por lo que para evitar la discusión de este tema relevante solicitó que se permita votar a favor de la indicación.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que, aun cuando, está de acuerdo con la indicación para hacer viable el Protocolo de Acuerdo anunció su abstención en esta indicación, a la vez que  solicitará su discusión y votación en la Sala del Senado.


--Respecto de la letra b), nueva, que se agrega:

Puesta en votación, lo hicieron favorablemente los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro, y en contra se manifestaron los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, en tanto que el Honorable Senador señor Horvath se abstuvo.


Reiterada la votación, conforme a Reglamento, se mantuvo el mismo resultado.


En la sesión siguiente la indicación fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y, por su aprobación se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


--Respecto de la letra e), que se modifica:

Puesta en votación, fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - - 

La indicación número 131, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar la siguiente letra a), nueva:

“a) Intercálase en la letra e), a continuación de “autopistas”, la expresión “, carreteras”.”.


El Honorable Senador señor Girardi señaló la razón para incorporar a continuación del término “autopistas” la expresión “carreteras”. Expresó que tanto las carreteras como las autopistas tienen impacto ambiental, particularmente en las regiones, en zonas costeras, refiriendo que han existido muchas controversias por la construcción de carreteras. 


En Chile, continuó, no existen autopistas de acuerdo a los estándares internacionales, por lo que se trata de carreteras, las que por la definición técnica podrían quedar excluidas del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, sugiriendo que para homologar los criterios a las normas internacionales éstas se sometan al sistema.


--Puesta en votación, fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 134, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación de la letra a), la siguiente nueva:

“…) Reemplázase, en la letra i), la expresión “o greda” por “, greda o similares”.”.


El Honorable Senador señor Navarro se refirió a la presentación de proyectos que incluyen determinadas instalaciones y que, con posterioridad son ampliadas o modificadas, por lo que también estima deben someterse al SEIA, mediante la presentación de un Estudio.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que esta indicación pretende que los proyectos se evalúen integralmente porque la Ministra dio un ejemplo que señala que es muy fácil reducir el tamaño de los proyectos para lograr estudios o evaluaciones sucesivas, por lo que sería de toda lógica que las ampliaciones se sometan al sistema.


La señora Ministra explicó que la indicación del Ejecutivo relativa al artículo 11 ter, establece que en el caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación,  y no sobre todo el proyecto existente, aún cuando la evaluación del impacto ambiental considere la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.


--Puesta en votación, fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 136, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra a), las siguientes nuevas:


“…) Agrégase, en la letra h), a continuación de la voz “inmobiliarios”, la frase “o ampliaciones o modificaciones de éstos”.

…) Intercálase, en la letra l), a continuación de la expresión “dimensiones industriales”, la frase “o ampliaciones y modificaciones de éstos”.


…) Sustitúyese la letra m) por la siguiente:


“m) Proyectos de desarrollo, plantaciones forestales o explotación forestales, en terrenos cubiertos de bosque nativo, industrias de celulosa, pasta de papel y papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos de dimensiones industriales; o ampliaciones o modificaciones de éstos.”


…) Intercálase, en la letra n), a continuación de la expresión “hidrobiológicos”, la frase “o ampliaciones o modificaciones de éstos”


…) Intercálase, en la letra p), a continuación de la locución “protección oficial”, la frase “, concordantes con los fines de conservación definidos en áreas silvestres protegidas”.”.


--Puesta en votación, fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - - 


La indicación número 139, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar las siguientes letras a1) y a2), nuevas:

“a1) Intercálase la siguiente letra n), nueva:


“n) Proyectos de cultivo o explotación agrícolas en terrenos cubiertos de bosque nativo, de dimensiones industriales.”.


a2) Intercálase en la letra p), a continuación de “reservas marinas”, la frase “, sitios prioritarios para la conservación de la biodiversidad”.”.


El Honorable Senador señor Girardi destacó la relevancia de que todo proyecto desarrollado en zonas de bosque nativo sea sometido al SEIA, señalando que los bosques nativos del sur del país han sido intervenidos por talas provocando un gran daño ambiental.


Agregó que aspira a que todo proyecto que pueda intervenir el bosque nativo tenga un estándar de control y evaluación razonable, y si se trata de proyectos de explotación agrícola en terrenos cubiertos por bosque nativo con fines industriales deben someterse al sistema, ya que preservar el bosque nativo es una prioridad desde el punto de vista ecológico, paisajístico, turístico y de protección del suelo.


El Honorable Senador señor Girardi se refirió a la letra b) del artículo 11 aprobado en general y lamentó la manera sumaria en que se analiza este proyecto de ley, ya que el tema de los organismos genéticamente modificados es una materia muy relevante para la sociedad y tendrá repercusiones directas en el desarrollo.


Refirió que esta discusión es muy antigua y data de la década de los años 80, en el sentido de si los genes son patentables, muchos consideran que el patrimonio genético no es patentable, porque es patrimonio de la humanidad, tiene que ver con la historia de la vida que para algunos empezó con un origen divino.


Todo el acervo genético se considera patrimonio de la humanidad, y  en el año 1974 se presentó en Estados Unidos la primera demanda de patentación de genes que fue rechazada, sin embargo, en una discusión posterior del Gran Jurado Norteamericano resolvió por 5 votos contra 4 que los genes son patentables.


Cuando se patenta un gen se está patentando la vida lo que ha llevado a discusiones muy relevantes porque a través de la tecnología se han franqueado todas las fronteras y se está alterando la evolución.


El tema de la biotecnología es un gran desafío tecnológico y económico del siglo XXI y se deben establecer límites, como puede ser optar por la clonación de seres humanos; en la medicina se pueden sanar enfermedades, pero hay una discusión ética en el sentido de que se intervendrán enfermedades a nivel de la línea somática, es decir, de una célula que no se transmitirá a la descendencia o de células germinales, por lo tanto, se van a heredar a la descendencia.


La biotecnología y la transgenia son temas muy relevantes para el desarrollo de la vida, de la humanidad, de la biosfera y de la economía, lamentablemente forman parte de la economía y pocos actores están tomando decisiones en esta materia. Plantear que es necesario realizar estudios mínimos de análisis respecto de los impactos que tendrá desarrollar o instalar en Chile organismos genéticamente modificados debiera ser de la esencia de este proyecto..


Continuó señalando que hay países en que existen regulaciones respecto del consumo de sustancias transgénicas, en Europa está rotulado más del 1% del material genéticamente modificado. En Estados Unidos, hay una barrera de entrada en que no se permite el acceso de ciertos productos transgénicos que se consideran riesgosos. En Chile, no existen barreras.


Sustraer este tema del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental no es una buena señal en relación a la responsabilidad para legislar.


Los temas de energía, Internet, biotecnología y el agua son los más relevantes de este siglo y este proyecto de ley debería considerar estos aspectos que requieren de un análisis más exhaustivo.


La Ministra señaló que hay dos elementos en la política de regulación que han estado presentes en esta discusión. Por una parte, ha sido de interés de todos los actores avanzar hacia la tecnificación de las decisiones en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sobre la base de normativas que sean vinculantes para quienes toman las decisiones,  y reducir la discrecionalidad.


Paralelamente, continuó, se discute en el Congreso Nacional una iniciativa legal que aborda el tema de los organismos genéticamente modificados. Mientras se discuta esa iniciativa legal, dejar la evaluación ambiental es aceptar un margen de discrecionalidad en un tema que no está tratado. En la actualidad, sólo está analizado en el tema sanitario, y se podrá confiar que existan barreras que permitan otorgar seguridades que no dará el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, por lo tanto, esa es la razón por la cual no existiendo una normativa en relación a la materia parece muy arriesgado incorporarlo al SEIA.


--Puesta en votación, fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

- - -

La indicación número 139 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar una letra a) nueva, pasando el actual literal a) a ser literal b):

“a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Letra b)


La indicación número 142, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir la letra r), nueva, propuesta, por la siguiente:

“r) Proyectos de internación, desarrollo, cultivo o explotación de organismos genéticamente modificados.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el país no está preparado ni está conciente de que se debiera abordar en profundidad la verdadera magnitud que significa la biotecnología.


Continuó señalando  que la vida tiene que ver con la manipulación genética, con la historia de la naturaleza, con la posibilidad del ser humano de crear nuevas especies, nuevos individuos que nunca la naturaleza creó y que esto puede tener implicancias, y las tiene, sobre la biosfera, sobre el establecimiento de ciertas líneas genéticas, y en la alteración de la biodiversidad del planeta, lo que, aseveró, ninguna legislación internacional deja de considerar esta materia como un tema relevante.


En otros países, las prohibiciones son muy estrictas por lo que reiteró la necesidad de someter esta materia al SEIA.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 143, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar la letra r), nueva, propuesta, por la siguiente:


“r) Los cultivos de organismos genéticamente modificados, así como toda transferencia, manipulación y utilización de organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, la salud humana y el medio ambiente, especialmente si dichos organismos tienen como destino final el consumo alimentario de las personas o su incorporación al cuerpo humano con otros fines y por otras vías.”.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que este tema tiene que tratarse con cautela, porque se está incluyendo un organismo que se encargará de la biodiversidad, por lo tanto, no puede quedar fuera de la legislación ambiental el tema de los organismos genéticamente modificados. Agregó que esta materia es parte del futuro, por lo que no divisa razón para no incorporarla en la modernización del Ministerio.


--Puesta en votación, lo hicieron favorablemente los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro, y en contra se manifestaron los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, en tanto que el Honorable Senador señor Horvath se abstuvo.


Reiterada la votación, conforme a Reglamento, se mantuvo el mismo resultado.


En la sesión siguiente la indicación fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y, por su aprobación se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


La indicación número 144, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar la letra r), nueva, propuesta, por la siguiente:


“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados, sin perjuicio de lo que dispongan a su respecto las leyes que los regulen específicamente.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 146 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la letra que se agrega en la letra b), por la siguiente:

“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 147, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase la siguiente letra s), nueva:


“s) Proyectos de internación, crianza, reproducción o cultivo de especies exóticas de flora o fauna.”.”.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que está proliferando en Chile el ingreso de mascotas exóticas, por lo que se debe ser cuidadoso con el ingreso de especies depredadoras que han traído grandes plagas.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que las especies exóticas han provocado serios desastres ecológicos, como ocurre con los jabalíes. Muchas veces, estas especies nuevas, tienen características más ventajosas que las especies endémicas y desarrollan capacidades sobre las otras especies, se adaptan y ocupan todos los nichos ecológicos provocando situaciones complejas, por lo que una legislación ambiental que no incorpora la evaluación de la introducción de especies exóticas no sirve. Es de sentido común incorporar en la nómina del sistema de evaluación de impacto ambiental la incorporación de especies exóticas. 


En su opinión, que una legislación moderna no contemple la evaluación de impacto ambiental respecto de las especies transgénicas y exóticas es incompleta.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -


La indicación número 148, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 7), el siguiente nuevo:


…) En el artículo 11:


a) Suprímese, en la letra b), la palabra “renovables”.


b) Intercálase, en la letra d), a continuación de “áreas protegidas”, la frase “sitios prioritarios para la conservación, humedales y glaciares”.


c) Intercálase, en la letra f), a continuación de la voz “Alteración”, la expresión “y modificación”.


d) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes nuevas:


“…) Alteración de sitios que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista estético, científico, de la conservación y, en general, los pertenecientes al patrimonio natural.


…) Localización en, o alteración de, espacios considerados como tierras o territorios indígenas de acuerdo a la ley N° 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, y el Convenio N° 169, de la OIT, sobre Pueblos Indígenas y Tribales.".

El Honorable Senador señor Navarro expresó que los efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales no se pueden restringir sólo a los recursos renovables, sino que los recursos naturales vitales, como es el caso del agua, que en el sector minero tiene una importancia primordial. En consecuencia, propone eliminar el término “renovables” y resguardar todos los recursos naturales.


Respecto de la letra b) de la indicación, señaló que en la enumeración de los sitios se debería incorporar a los humedales y glaciares, a menos que estuvieren contemplados en otra normativa. En su opinión, esta es la norma adecuada para su inclusión puesto que contiene la enumeración de los que requieren estudio de impacto ambiental.


En relación a la letra c) de la indicación, manifestó que se debe considerar la modificación.


Por su parte, la letra d) incorpora diversos elementos que pretenden otorgar un mayor vínculo jurídico respecto de los bienes que se pueden proteger. Dentro de este ámbito, se considera el Convenio Nº 169 de la OIT, sobre Pueblos Indígenas y Tribales, para lograr una protección adecuada en el sentido de que el Estado estará obligado a informar y convenir con los pueblos indígenas.


El Honorable Senador señor Girardi acotó que se pretende determinar los ámbitos en los cuales se aplicará el sistema de evaluación de impacto ambiental y cuesta entender la intención de no considerar ciertos aspectos que son fundamentales para el país, por lo que sería preferible someter al SEIA los recursos naturales en general.


Aseveró que la verdadera evaluación es el estudio, los demás son procesos que no tienen valor desde el punto de vista ambiental. En ese sentido, se podría señalar que el agua en algunas condiciones es un recurso natural no renovable y es lo que sostiene los ecosistemas de los desiertos, algunos tipos de glaciares no son renovables, lo mismo sucede con el agua en la minería. De esta forma, se produce una omisión grave al dejar fuera de una evaluación verdadera a recursos que son sustantivos, interesantes e importantes para el país. 


El Ejecutivo deberá considerar estos temas como relevantes y cautelar la integridad del patrimonio y aspectos esenciales como lo que se han discutido. En caso contrario, no existirá la debida protección y elementos fundamentales serán sometidos a instrumentos que son precarios.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 155, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, a continuación del número 7), el siguiente, nuevo:


“…) En el artículo 11:



a) Reemplázase la letra d), por la siguiente:


“d) Localización en o próxima a población, humedales, glaciares u otros recursos naturales de especial valor ambiental así reconocidos por la ciencia, la ley o la autoridad, y áreas protegidas susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental y cultural del territorio en que se pretende emplazar;”.

b) Agréganse las siguientes letras g) y h), nuevas:


“g) Alteración o efectos adversos, cualquiera sea su magnitud, sobre especies de flora y fauna o su hábitat o ecosistemas vulnerables, amenazados, frágiles o endémicos, y

h) Ejecución en áreas o zonas declaradas latentes o saturadas de contaminantes.”.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó en relación a la Indicación Nº 155 que también es relevante el tema de los glaciares porque Chile y el mundo vivirán una crisis dramática, siendo uno de los primeros síntomas del calentamiento global el calentamiento glaciar, que son las reservas de agua. Hay otros recursos que pueden desaparecer, como es el petróleo y los minerales y el ser humano se adaptará, sin embargo, con la desaparición del agua se compromete la vida y será el recurso estratégico más relevantes de los próximos siglos. En este aspecto, enfatizó, ya se han presentado reclamaciones por parte de Inglaterra en relación a la Antártica que dicen relación con el agua y Chile tiene recursos muy relevantes en su territorio que deben ser defendidos con fuerza, porque de otra forma el país estará realizando el peor ataque a su propia soberanía.


La insistencia de que los glaciares tengan que someterse al sistema de evaluación, concluyó, es un tema de sentido común.


Respecto de la flora y fauna que se encuentran en ecosistemas vulnerables o amenazados, manifestó que es un tema muy relevante, no se puede continuar como testigos o cómplices del deterioro de un sistema con ecosistemas que se encuentran en condiciones lamentables o en que las especies se encuentran amenazadas y en peligro de extinción. Una legislación que no someta a la evaluación de impacto ambiental lugares donde se presentan las características señaladas no resulta comprensible.


En consecuencia, reiteró la necesidad de someter al SEIA aquellas zonas declaradas latentes o saturadas. En otros países, como Estados Unidos, una central no se puede instalar en una cuenca que está saturada, por lo que propuso que se establezca la obligatoriedad de un Estudio de Impacto Ambiental para la instalación de empresas en zonas saturadas. 


El Protocolo de Acuerdo no puede ser un instrumento que no permita analizar, en su perspectiva y justa dimensión, un conjunto de indicaciones que se han presentado a esta iniciativa legal.


La señora Ministra precisó que algunas de las afirmaciones del Senador señor Girardi no tendrán el efecto que él anticipa. Actualmente, está en operación el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental modificado en relación al tema de los glaciares, con lo cual las evaluaciones ambientales, en esa materia, están vigentes, por lo que no se requiere una norma nueva.

En relación al agua y a los recursos hídricos, informó que se ha considerado en la definición del Ministerio que se hace cargos de los recursos renovables y de la misma manera los artículos 10 y 11 regulan la materia, por lo tanto, no es posible compartir las afirmaciones expresadas aunque se entienda la preocupación. 


El Honorable Senador señor Navarro señaló que en este Reglamento el Ejecutivo tiene una facultad prioritaria y puede ser derogado por aquél de manera discrecional, por lo que en la ley de Bases del Medio Ambiente deberían incorporarse la protección a los humedales y los glaciares.


En consecuencia, solicitó dejar constancia para la historia de la ley, que se solicitó al Ejecutivo el patrocinio de la Indicación que establece en la ley la protección obligada de los impactos que pudieran producirse en la conservación de humedales y glaciares.


El Honorable Senador señor Horvath anunció su abstención en relación a las indicaciones relativas a los humedales y glaciares, con la finalidad de poder discutir esta materia en la Sala del Senado.


En seguida, el Honorable Senador señor Navarro informó que ha efectuado dos presentaciones ante la Contraloría General de la República respecto de la redacción de los reglamentos, que a su juicio, vulneran el Convenio Nº 169 de la OIT, por lo que se solicitó que se incorpore la protección de las tierras de territorios indígenas en la Ley de Bases del Medio Ambiente. La falta de esta incorporación es un antecedente de la vulnerabilidad o incumplimiento del Convenio señalado.


La Ministra precisó que se incorporó el Convenio Nº 169 de la OIT en el artículo 4º del proyecto de ley. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 156, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación del número 7), el siguiente, nuevo:

“…) En el artículo 11:


1) Sustitúyese, en la letra e), la expresión “, y” por un punto y coma (;).


2) Reemplázase, en la letra f), el punto aparte (.) por la expresión “, y”.


3) Agrégase la siguiente letra g), nueva:


“g) Localización en, o alteración de, espacios considerados como tierras o territorios indígenas de acuerdo a la ley N° 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, y el Convenio N° 169, de la OIT, sobre Pueblos Indígenas y Tribales.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 157 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente numeral 7 bis):

“ 7bis) Para sustituir la letra d), del artículo 11, por la siguiente:


d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Número 8)


La indicación número 159 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el número 8), por el siguiente:


“8) Agréganse, los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:


Artículo. 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.


No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.


El Honorable Senador señor Navarro consultó a qué se refiere el concepto “a sabiendas”, que se establece en el artículo 11 bis que propone el Ejecutivo


La señora Ministra explicó que este término tiene importancia para la aplicación de la sanción, que va a significar la aplicación de una sanción más severa. Para probar esta circunstancia se usarán pruebas que dirán relación con el tipo de asesoría que ha recibido el infractor, la experiencia en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, con lo cual se establecerá una presunción legal.


En seguida, el señor Senador expresó sus dudas al introducirse el sistema de etapas.


La señora Ministra aclaró que en caso de que se presente un proyecto por etapas deberá acompañarlo de una Carta Gantt, que indique las etapas, la duración de cada una de ellas, es decir, existirá una situación documentada que impedirá que se consume el fraude.


El Honorable Senador señor Girardi solicitó votación separada del inciso segundo del artículo 11 bis. Todos los proyectos inmobiliarios tendrán diversas etapas que se presentarán seguidamente o fraccionarán los proyectos grandes. 

La Ministra explicó que mediante esta iniciativa legal se van a incorporar los efectos sinérgicos de la evaluación.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que en este caso se está generando deliberadamente un implemento para vulnerar el estudio del impacto ambiental, con pleno conocimiento del Ejecutivo.


La señora Ministra señaló que el sistema actual no tiene ningún cauce ni control, sin embargo, se está explicando claramente la forma en que se establecerán los controles. Distinto es que el señor Senador no comparta la explicación entregada, pero no se pueden atribuir intenciones malévolas que son verdaderos insultos al Ejecutivo y que no tienen ningún sentido.


En seguida, reiteró que esta iniciativa legal incorporará los efectos sinérgicos que antes no existían, que en el caso de una construcción por etapas será necesario acreditarlo y no se podrá ingresar al sistema antes de que se haya terminado la ejecución del proyecto anterior, si eso el señor Senador no lo considera una forma de establecer límites a la situación actual es una diferencia de apreciación.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que el tema de las sinergias es diferente porque se trata de cómo probar los impactos, en la primera, segunda etapa, de manera sucesiva, porque la sinergia puede ser sumada al final, con lo cual esta proposición es una escapatoria a la norma, porque bastaría con establecer que el proyecto no se puede dividir. 


La Ministra explicó que se tendrán que sumar los efectos sinérgicos de la construcción vial de la primera etapa, más la segunda, los efectos del material particulado de la primera y de la segunda etapa, es decir, se van sumando a medida que se incorporan las etapas, no son individuales por etapas, no es necesario tener un conjunto habitacional de 1.000 casas para determinar que existió una equivocación en la evaluación del impacto ambiental de 1.000 que es distinto a 100.


Es necesario establecer que no se puede obligar a un proponente que tiene un proyecto de 500 casas, con un plazo de construcción de 7 años que deba ingresar al sistema vía Estudio de Impacto Ambiental porque sólo iniciará la primera etapa de 100 casas, no obstante, se hace la advertencia de que las 400 casas restantes no se pueden ingresar en el mismo año y en forma simultánea a una Declaración de Impacto Ambiental.


El Honorable Senador señor Giradi señaló que esta norma debería redactarse de manera tal que permita la presentación por etapas y la evaluación de impacto ambiental para todo el proyecto. El efecto será sumatorio y después podrá desarrollarlo fraccionadamente.


La Ministra explicó que mediante esta ley el proyecto se evaluará por la etapa 1 y 2, por lo tanto, los impactos ambientales, que es lo que interesa, serán sumatorios.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que esta norma establece que se analizarán los efectos sinérgicos de las Declaraciones de Impacto Ambiental y no desde el punto de vista del Estudio de Impacto Ambiental.


Finalmente, la Ministra reiteró que no se podrá continuar con la práctica actual en que se ingresa una DIA,  y cuando esa se aprueba se ingresa la siguiente y los impactos son evaluados separadamente.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó que en la actualidad ocurre una situación indecente, por lo que plantea que mediante la norma en discusión se está bajando el nivel de exigencia, porque como ha señalado la Ministra se evaluarán los efectos sinérgicos de las Declaraciones, no de los Estudios, con lo cual las empresas efectuarán la división en la fracción que tiene que hacer una DIA y, en consecuencia, se evaluarán los efectos sinérgicos de las Declaraciones y no de los Estudios de Impacto Ambiental.


En consecuencia, propuso establecer una norma en que el proyecto deba someterse en forma completa al Estudio de Impacto Ambiental y luego que el proponente lo realice por etapas.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que esta norma provoca una cierta desconfianza, poniendo un ejemplo relativo a la construcción de casas en la Planta de Huachipato.


El Honorable Senador señor Girardi solicitó dejar constancia para la historia de la ley, que esta norma significa que se presentarán muchos proyectos que, en lugar de contar con EIA, se someterán en forma fraccionada a DIA a las cuales se les aplicará el criterio de la sinergia, añadiendo que las Declaraciones tienen una participación ciudadana débil, y que se está aprobando proyectos que deberían contar con Estudios de Impacto Ambiental, en definitiva no los tendrán.


La señora Ministra aclaró que en el caso de los proyectos inmobiliarios está la barrera de ingreso al sistema de evaluación y todavía no se define si se trata de Declaración o Estudio. Cuando ingresa a estudio se debe aplicar el artículo 11 del proyecto, con lo cual cualquier central de 3 megas tiene que ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y esa central ingresará vía Estudio en caso que cumpla con algunas de las características del artículo 11.


Mediante este proyecto se pretende que si un proyecto se efectúa por etapas y, en consecuencia, en su primera etapa no genera los impactos del artículo 11, se  evaluará por los efectos sinérgicos. Es necesario entender cómo funciona el sistema.


“Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.


Respecto de esta indicación el Honorable Senador señor Girardi solicitó la votación separada de los incisos del artículo 11 bis que se viene proponiendo.


-- El Presidente puso en votación el inciso primero del artículo 11 bis, que fue aprobado  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

Enseguida, puso en votación el inciso segundo de la disposición, la que fue aprobada, con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y el voto en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

-- Finalmente puso en votación el artículo 11 ter, que fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 11 bis.-

Inciso primero


La indicación número 161, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir la expresión “a sabiendas”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso segundo


La indicación número 165, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituirlo por el siguiente:

“No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas o correspondan a diferentes proyectos o actividades no relacionados con el proyecto o actividad en evaluación”.

La indicación número 168, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“No se aplicará lo señalado en el inciso anterior, cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a diferentes proyectos o actividades que pueden desarrollarse o ejecutarse independientemente el uno del otro.”.

-- Puestas en votación ambas indicaciones fueron rechazadas con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 170, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso final nuevo:

“Los proyectos que se realicen por etapas deberán, en cada una de sus fases, ser sometidos como conjunto al sistema de evaluación de impacto ambiental.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 11 ter.-


La indicación número 175, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la locución “impacto ambiental”, la frase “aunque sean de proponentes distintos”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 178, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Si el proyecto, actividad o modificación, corresponde a una o más de las actividades enumeradas en el artículo 10, y éstas generen cualquiera de las características señaladas en el artículo 11, deberá presentarse como un Estudio de Impacto Ambiental.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 11 quáter.-


La indicación número 181, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso nuevo:

“En caso de modificarse un proyecto o actividad que cuenta con el certificado señalado en el artículo 24, el proponente deberá ingresar la modificación al sistema de evaluación de impacto ambiental, debiendo la evaluación realizarse por la misma vía que el proyecto original, ya sea Declaración o Estudio.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 186, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar el siguiente artículo 11 quinquies, nuevo:

“Artículo 11 quinquies.- Las ampliaciones de proyectos que ingresen al sistema de evaluación de impacto ambiental y cuyas primeras fases no hayan sido calificadas ambientalmente por ser anteriores a la existencia del sistema, deberán presentar un estudio de impacto ambiental para el conjunto de actividades productivas que desarrollan.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 9)


La indicación número 195, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en el párrafo propuesto, la expresión “relativo al” por “destinado a la individualización, proyecciones y medidas correctivas respecto del”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 195 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el número 9), por el siguiente:


“9) Para modificar el artículo 12, del siguiente modo:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aún cuando no se encuentren operando.”.


b) Agrégase, en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser seguido (.) el siguiente párrafo: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.”



El Honorable Senador señor Girardi, expresó ser partidario de mantener la norma del  texto aprobado en general, por estimar que denota un mayor compromiso con la protección de la salud y del medio ambiente. Añadió que existe un sinnúmero de contaminantes que carecen de Norma Primaria, no siendo, a su juicio, acertado que la manera de evaluar el eventual riesgo para la salud de las personas sea, precisamente, a través de un estudio presentado por el proponente.




Luego, añadió que no comparte y por ello no suscribió  el Protocolo de Acuerdo, solicitando, en consecuencia se reabra debate acerca de las indicaciones votadas anteriormente, ya que son de gran relevancia puesto que contienen definiciones que inciden en la manera cómo se aplicará esta nueva institucionalidad. 




Agregó que el concepto de “contaminación” es uno de los más complejos, sobre el cual existe un criterio muy riguroso en los países avanzados, afirmando que la definición que contempla la ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, presenta un estándar que no califica en ningún país del mundo.



Continúo señalando que el Ejecutivo ha dado una marcha forzada al proyecto, aseverando que no es posible que un proyecto de esta envergadura no tenga la posibilidad de ser debatido. 



Agregó que aún cuando se rechazó la Indicación N° 189, que contempla  un nuevo artículo 11 octies, estima necesario que todo proponente al momento de ingresar a evaluación un proyecto, garantice adecuadamente que cuenta con los títulos o derechos para usar o explotar los recursos naturales o bienes objetos de la evaluación. 



Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro consultó cual ha sido el criterio de las COREMAS respecto del aspecto a que aludió el Honorable Senador señor Girardi, por cuanto la jurisprudencia no ha sido uniforme al respecto.



La señora Ministra respondió que la jurisprudencia administrativa y judicial ha sido uniforme en este aspecto,  puesto que una Resolución de Calificación Ambiental es un instrumento que aprueba un proyecto determinado que no constituye una materialidad, añadiendo que la condición básica establecida para que un proyecto se ejecute, radica en que el titular disponga o cuente con los derechos respectivos, y si esa condición no se cumple, el titular no puede ejecutar el proyecto. 


--Puesta en votación, la letra a) de la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes,  Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath y Longueira.

--Puesta en votación, la letra b) de la indicación, fue aprobada con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 200, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente número, nuevo:


“…) Agréganse, al artículo 12, las siguientes letras h) e i), nuevas:


“h) Una descripción de las alternativas tecnológicas, de emplazamiento, o de las dimensiones del proyecto.


i) Un plan de cierre o abandono.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 10)

La indicación número 203, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra c), la siguiente, nueva:


“…) Un listado de todas las organizaciones, grupos o asociaciones que se encuentran dentro del territorio que afectará el proyecto, además de un listado detallado de los medios de comunicación existentes en la zona, definiendo a través de cuales se dará a conocer el proyecto;”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 206, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación de la letra d), la siguiente nueva:


“…) Un plan de cierre de faenas, desmantelamiento y mitigación de los impactos ambientales del proyecto cuando éste haya concluido su vida útil”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 209, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar, a continuación del número 10), el siguiente nuevo:


“…) Agrégase el siguiente artículo 12 ter, nuevo:


“Artículo 12 ter.- No podrán ser evaluados ambientalmente vía declaración de impacto ambiental aquellos proyectos, independiente del tamaño y número de proponentes, que realicen un mismo tipo de actividad en forma repetitiva en un área geográfica.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 12)


La indicación número 212, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el artículo 13 bis, que se propone, por el siguiente:

“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental sobre las medidas de reparación, compensación o mitigación que hayan acordado con los afectados por el proyecto.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 213, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir el artículo 13 bis, que se propone, por el siguiente:


“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental si establecerán, con posterioridad al proceso de evaluación, en el caso de haber sido aprobado el proyecto o actividad, negociaciones con los interesados o potenciales afectados, con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental respecto de los impactos generados por el proyecto o actividad.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 220, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, en el artículo 13 bis, a continuación de “proyecto o actividad”, la frase “, pero serán considerados como parte integrante del proyecto para evaluar su cumplimiento en la etapa de ejecución del mismo”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 222, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para agregar al artículo 13 bis que se propone, los siguientes incisos nuevos:


"El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero será constitutivo de infracción gravísima, según lo dispuesto en el artículo 36 número 1 y serán sancionadas conforme lo dispuesto en el artículo 39, letra a).


La autoridad ambiental deberá divulgar en forma suficiente, efectiva y oportuna, a todos los interesados, las negociaciones que se le hubieren comunicado por los proponentes, conforme lo dispuesto en el inciso primero.

 
En el caso de que el proponente mantuviere negociaciones previas o paralelas con uno o más interesados, en virtud de las cuales uno o más de estos últimos obtuvieren mayores o más importantes beneficios que el resto de los interesados, el proponente deberá otorgar iguales o similares beneficios a todos los interesados, homologándolos a los interesados más beneficiados.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 13)


La indicación número 226, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra e), nueva:


“e) Agrégase la siguiente letra f), nueva:


“f) Mecanismos de impugnación o reclamo de los actos administrativos intermedios y decisiones adoptadas por la autoridad ambiental en el marco del proceso de evaluación.”.”.



El Honorable Senador señor Girardi se refirió a la necesidad de establecer mecanismos de impugnación o reclamos de los actos administrativos intermedios, puesto que en la práctica han existido numerosas situaciones en las que no ha habido claridad respecto a la procedencia de impugnar actos administrativos de autoridades ambientales, sean nacionales o regionales. 



Enseguida el Honorable Senador señor Navarro consultó qué ocurre cuando un proponente retira un proyecto, en circunstancia que los organismos evaluadores han efectuado los análisis pertinentes con el consiguiente gasto de recursos fiscales, agregando que debiera existir un desincentivo para que ello no ocurra.




Al respecto,  la señora Ministra señaló que la creación de un Tribunal Ambiental posibilitará  instancias de reclamo  para la ciudadanía sustantivamente distinto al vigente, logrando un verdadero equilibrio entre los derechos de los ciudadanos y las facultades de la autoridad ambiental. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 14)


La indicación número 228, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar en el artículo 14 bis como inciso primero, pasando el actual a ser inciso segundo, el siguiente:


“Artículo 14 bis.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto. El reglamento establecerá sanciones para los funcionarios que no cumplan con este requisito.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 230 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en el inciso primero del artículo 14 bis, a continuación del punto aparte (.) que ha pasado a ser seguido, lo siguiente: 


“Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.”.



La Ministra señora Uriarte señaló que la norma propuesta tiene por objeto posibilitar el uso de medios electrónicos durante el proceso, aseverando que  a fin de no desincentivar el uso de tales medios por temor a fallas en él mismo, se establece que no constituirán faltas  del titular aquéllas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse oportunamente dentro del procedimiento.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 231 Bis, de S.E. la Presidenta de la República,  para agregar el siguiente numeral 14 bis, nuevo:

“14 bis).- Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:


“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.”


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Número 15)




La disposición modifica el artículo 15 de la ley N° 19.300.




Las letras a) y c) del numeral efectúan adecuaciones de referencia al organismo de evaluación que se propone crear.




La letra b) suprime el actual inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 19.300,  que faculta a la autoridad ambiental para otorgar autorizaciones provisorias para iniciar el proyecto o actividad, cuando el  proponente presentare una póliza de seguro que cubra el riesgo por daño al medio ambiente.




A su vez, la letra d), agrega al artículo 15 un inciso final que reduce a la mitad los plazos de evaluación cuando la actividad o proyecto deba ser implementada de manera urgente para atender necesidades impostergables de calamidades públicas, facultándose al Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental  para realizar la  señalada calificación.

- - -

La indicación número 235, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra, nueva:

“…) Reemplázase, en el inciso tercero, la oración final, por la siguiente: “Vencido este plazo, se resolverá sin este permiso, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre silencio administrativo y la responsabilidad administrativa de los funcionarios que correspondan.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Letra d)


La indicación número 241, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para eliminarla.


Respecto de la primera de las indicaciones, el Honorable Senador señor Navarro, destacó la necesidad de establecer expresamente la responsabilidad administrativa de los funcionarios que incumplan el plazo para emitir el pronunciamiento que les corresponda. 



El Honorable Senador señor Girardi calificó como algo serio y delicado el hecho  que un Servicio no emita un pronunciamiento dentro del plazo, máxime si se considera que por tal circunstancia, vencido un plazo,  el pronunciamiento faltante se tendrá por aprobado. Agregó que esta situación genera un desincentivo para el funcionario, quién sea por negligencia, omisión o conveniencia está consciente que no tendrá sanción alguna. 



Respecto de la eliminación de la letra d) el Honorable Senador señor Girardi expresó que, aparentemente, la norma puede parecer razonable cuando se trata de una situación de emergencia o de calamidad pública, agregando que la misma genera ambigüedad.



Destacó que la facultad que se otorga al Director para que, a petición del interesado, declare la urgencia se presta para situaciones arbitrarias y, en la práctica, puede utilizarse como un fast track para la realización de un determinado proyecto.


La señora Ministra señaló que la norma propuesta viene derogando las denominadas solicitudes de autorización provisoria (SAP), siendo coherente que la legislación contemple la urgencia para situaciones imprevisibles de las cuales se podrían derivar paralización de servicios públicos, sin que ello signifique que el proyecto o actividad se excluya del proceso de evaluación.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 16)

Artículo 15 bis.-




Agrega un artículo 15 bis a la ley N° 19.300, que establece que si el Estudio de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiere ser subsanada mediante rectificaciones o ampliaciones, el Director Regional o el Director Ejecutivo así lo declarará, mediante resolución, ordenando devolver los antecedentes al interesado.





Señala que la referida resolución sólo podrá dictarse dentro de los primeros cuarenta días desde la presentación del referido Estudio, estableciendo la obligación para los servicios con competencia ambiental de comunicar al Director Regional o Ejecutivo, tan pronto les sea requerido su informe si en los Estudios sometidos a su conocimiento se ha constatado el defecto referido.


La indicación número 246, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 15 bis.- Si el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación, el Director Regional o el Director Ejecutivo, así lo declarará mediante resolución fundada, de oficio o a petición de parte, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento. La declaratoria se hará en función de lo que informen los servicios públicos con competencia ambiental. 


La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los treinta días siguientes a la recepción del último informe de los órganos del Estado con competencia ambiental que participan de la evaluación. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar el estudio por la causal señalada, debiendo completarse su evaluación.”.



El Honorable Senador señor Girardi expresó que la indicación propuesta tiene por finalidad hacer extensiva la norma a las Declaraciones de Impacto Ambiental.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 17)




Introduce modificaciones al artículo 16 de la ley N° 19.300, estableciendo que cuando el Organismo Evaluador solicite aclaraciones, rectificaciones o enmiendas, proceda, de pleno derecho, la suspensión del plazo que resta para finalizar el procedimiento de evaluación.



Además, se otorga al proponente la posibilidad de solicitar, por una sola vez, la extensión del plazo otorgado para cada suspensión.

Letra a)


La indicación número 254, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 16.- Dentro del mismo plazo de ciento veinte días, la Comisión de Evaluación Ambiental podrá, por una sola vez, solicitar las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al contenido del Estudio de Impacto Ambiental que estime necesarias, otorgando un plazo para tal efecto al interesado, suspendiéndose de pleno derecho, en el intertanto, el término que restare para finalizar el procedimiento de evaluación del respectivo Estudio. El proponente podrá, por una sola vez, solicitar la extensión del plazo otorgado para la suspensión. Transcurrido el plazo antes señalado, con o sin la respuesta del titular, la Comisión resolverá calificando el proyecto.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira, y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Literal iii)


La indicación número 256 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el literal por el siguiente: 

“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto a parte (.) a ser punto seguido, ““El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.





En relación a la indicación del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Girardi expresó que nuestra legislación ambiental es benévola con aquellos proponentes que no dan cumplimiento a los informes técnicos, para ello les otorga nuevas oportunidades para que completen antecedentes a través de adendas, que en ocasiones alcanzan hasta cinco, y finalmente tales proyectos son aprobados, agregando que le parece razonable que tal suspensión se produzca por una sola vez. 



El Honorable Senador señor Allamand señaló que puede ocurrir que un proyecto efectivamente esté mal planteado y se recurra al mecanismo de adendas para obtener la aprobación, sin embargo, observó que puede darse otra hipótesis, cual es que el proyecto tenga un alto grado  de complejidad que obligue al evaluador a solicitar cada vez más antecedentes en aras de perfeccionar el proyecto. 

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -


La indicación número 257, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:


“El Estudio o Declaración de Impacto Ambiental será aprobado si acredita cumplir con la normativa de carácter ambiental y, haciéndose cargo de los efectos, características o circunstancias establecidos en el artículo 11, propone y garantiza la ejecución de medidas de mitigación, compensación o reparación equivalentes al impacto ambiental que se va a provocar. En caso contrario, será rechazado.”.”.





El Honorable Senador señor Girardi, señaló que el objeto de la indicación es que se señale expresamente que el Estudio será aprobado si “acredita” cumplir con los requisitos.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -


La indicación número 258, de los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Agrégase el siguiente inciso final:


“Resuelta favorablemente la calificación ambiental de un proyecto o actividad que fue presentado por la vía de un Estudio de Impacto Ambiental, éste sólo podrá ser modificado mediante la presentación, ante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de un nuevo Estudio de Impacto Ambiental. En ningún caso la modificación podrá tener como objeto la disminución de los estándares de calidad aprobados con anterioridad.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 19)

Letra b)





La letra b)  de la numeral señala que en caso que el organismo evaluador no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental, por faltar algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo responsable para que, en el plazo de diez días, emita el pronunciamiento o permiso respectivo. Vencido este plazo, el permiso o pronunciamiento se entenderá otorgado favorablemente.


La indicación número 261, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el inciso final sustitutivo propuesto por el siguiente:


“En el caso que la Comisión de Evaluación Ambiental o el Director Ejecutivo, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental en razón de la falta de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo del Estado responsable para que, en el plazo de diez días, emita el respectivo permiso o pronunciamiento. Vencido este plazo, se resolverá sin este permiso, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre silencio administrativo y la responsabilidad administrativa de los funcionarios que correspondan.”.



Respecto de esta indicación, el Honorable Senador señor Navarro reiteró que es necesario hacer efectiva la responsabilidad administrativa respecto de los funcionarios negligentes, más aún si a consecuencias de su actuación se aplican las normas del silencio administrativo. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 265, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, en el inciso propuesto, a continuación de “favorablemente”, la frase “, con la mera presentación de la solicitud de dicho permiso, sin requerirse la certificación de dicha circunstancia”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 20)


La indicación número 265 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para modificarlo del siguiente modo:


a) Sustitúyese el encabezado por el siguiente:


“20) Agréganse, los artículo 18 bis, 18 ter y 18 quáter:”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 18 bis.-


La indicación número 267, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirlo.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 18 ter.-

Inciso segundo


La indicación número 277, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de “Calificación Ambiental”, la siguiente oración: "Dicho registro incluirá en particular los estándares de calidad de los Estudios de Impacto Ambiental y los mecanismos para la certificación de los datos y antecedentes que conforman las respectivas líneas bases de dichos estudios.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 280, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para agregar la siguiente oración final: “Incluirá, en particular, los estándares de calidad de los Estudios de Impacto Ambiental y los mecanismos para la certificación de los datos y antecedentes que conforman las respectivas líneas bases de dichos estudios.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 283 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo 18 quáter, nuevo:


“Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:


a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.


b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración,  siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.


c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.


d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.


e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.”. 


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 284, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 20), el siguiente nuevo:


“…) Intercálase, en el inciso primero del artículo 19, a continuación de la locución “estime necesarias,” la frase “por una sola vez,”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 21)

letra a)

literal ii)



El artículo 19 de la ley N° 19.300, faculta a la autoridad ambiental para que, en caso que constatare la existencia de errores u omisiones en la Declaración de Impacto Ambiental, solicite las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que estime pertinente, otorgando un plazo para tal efecto al interesado, pudiendo suspenderse de común acuerdo.



La modificación propuesta mediante la letra i) de la letra a) del texto aprobado en general señala que el plazo se suspenderá de pleno derecho, a la vez que otorga el derecho al proponente para solicitar, por una sola vez, la extensión del plazo otorgado para cada suspensión.

La indicación número 286, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 19.- Si la Comisión de Evaluación Ambiental, constataré la existencia de errores, omisiones o inexactitudes en la Declaración de Impacto Ambiental, podrá solicitar por una sola vez las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que estime necesarias, otorgando un plazo para tal efecto al interesado, suspendiéndose de pleno derecho, en el intertanto, el término que restaré para finalizar el procedimiento de evaluación de la respectiva Declaración. El proponente podrá, por una sola vez, solicitar la extensión del plazo otorgado para la suspensión. Transcurrido el plazo antes señalado, con o sin la respuesta del titular, la Comisión resolverá calificando el proyecto.”.”.



El Honorable Senador señor Girardi, expresó que la indicación tiene por finalidad restringir la solicitud de extensión del plazo  a una sola vez, transcurrido el cual la autoridad ambiental deberá calificar el proyecto.




Precisó que la norma puede constituir un incentivo para presentar a evaluación proyectos incompletos, con errores o inexactitudes, ya que los mismos, al amparo de esta disposición, se pueden subsanar durante la tramitación.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
letra a)

iii)


La indicación número 293, del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir el literal iii) por el siguiente:


“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto a parte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta tres veces.”.”.

A objeto de concordar esta norma con lo acordado respecto de las Declaraciones de Impacto Ambiental, se acordó facultar al proponente para solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta dos veces. 




--Puesta en votación la indicación se aprobó con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

Número 22)





Agrega el siguiente artículo 19 bis:
“Artículo 19 bis.- Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15, 18 y 18 ter sin que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo se hubieren pronunciado sobre un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, y cumplidos los requisitos del artículo 64 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, dicho Estudio o Declaración, con sus aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, si las hubiere, se entenderá aprobado.

El certificado que el Director Regional o el Director Ejecutivo expida en caso de configurarse la situación prevista en el inciso anterior, además de especificar que el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental no fue evaluado dentro del plazo legal, individualizará el o los documentos sobre los que recae la aprobación a que se refiere este artículo.”.


La indicación número 296, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirlo.




El Honorable Senador señor Girardi señaló que no le parece conveniente que la consecuencia de la inacción o negligencia de los servicios públicos encargados de la evaluación, sea la aprobación de los proyectos o actividades.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 298, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar, en el artículo propuesto, el siguiente inciso final, nuevo:


“Lo anterior no obstará para perseguir las responsabilidades administrativas que procedieren.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 23)


Modifica el artículo 20 estableciendo las causales y procedimientos para formular las reclamaciones administrativas con relación a la Resolución de Calificación Ambiental.


La indicación número 307, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar la siguiente letra, nueva:


“…) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“De lo resuelto mediante dicha resolución fundada se podrá reclamar, dentro del plazo de treinta días contado desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 308 de los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez, para intercalar el siguiente literal, nuevo:


“…) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Son también titulares de la acción de reclamación las personas naturales o jurídicas que residan en la comuna o territorio donde se ejecutará el proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, dentro del plazo de 15 días, contado desde la fecha de la resolución que califica favorablemente el proyecto o actividad.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Letra b)


La indicación número 314, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación de la letra b), la siguiente nueva:


…) Agrégase el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Los antecedentes presentados por el responsable del proyecto y evaluados por el comité ministerial durante el proceso de reclamación deberán tener carácter público. También deberá garantizarse que el citado comité conozca los antecedentes presentados por cualquier persona natural o jurídica interesada o potencialmente afectada por el proyecto o actividad.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 314 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar, una letra c), nueva, pasando la actual letra c) a ser d):


“c) Reemplázase en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”. 


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 24)

Introduce las siguientes modificaciones al artículo 21:

a) Sustituye, en el inciso primero, la frase “Si se declara inadmisible una Declaración de Impacto Ambiental o se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental” por “Si se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental”.

b) Incorpora, el siguiente inciso segundo:

“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo.”. 

Letra a)


La indicación número 315, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 21.- Si se declara inadmisible, se retira o se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, el responsable del proyecto o actividad podrá presentar una nueva Declaración o Estudio.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra b)


La indicación número 316, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el inciso segundo, nuevo, que se propone, por el siguiente:

“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo, según corresponda, y en todo caso no antes de un año a contar de la fecha de la inadmisibilidad, retiro o rechazo del proyecto.”.
El Honorable Senador señor Navarro aseveró que la indicación propone volver al texto propuesto en el Mensaje que efectuaba la distinción entre inadmisibilidad o rechazo del Estudio  de Impacto Ambiental.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que la indicación tiene por objeto evitar una práctica reiterada, en que el proponente ante el temor al rechazo de un proyecto o actividad, lo retira. Para ello se establece que no podrá reingresar el proyecto sino hasta que se resuelva la reclamación y en todo caso, no antes de un año, a contar de la fecha de la inadmisibilidad, retiro o rechazo del mismo. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 318, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar, a continuación del número 26), el siguiente numeral, nuevo:

“…) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 24, por el siguiente:

“Si la resolución es favorable, certificará que se cumple con todos los requisitos ambientales aplicables, incluyendo los eventuales trabajos de mitigación y restauración, no pudiendo ningún organismo del Estado negar los permisos ambientales sectoriales que hayan sido objeto de la evaluación ambiental.”.”.
El Honorable Senador señor Girardi expresó que la indicación propuesta pretende establecer que cuando la Resolución de Calificación Ambiental es favorable, ningún organismo pueda negar los permisos ambientales sectoriales, pero sólo en relación a la materia que se evaluó. Señaló, a vía de ejemplo, que si la evaluación guarda relación con la tala de bosques, no se otorgue un permiso sectorial relativo a un área silvestre, porque el permiso o evaluación no estaba referido a esta última. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 27)

Agrega en el artículo 24, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:

“Los organismos del Estado a los que corresponda otorgar o pronunciarse sobre los permisos ambientales sectoriales a que se refiere esta ley, deberán informar a la Superintendencia del Medio Ambiente cada vez que se les solicite alguno de ellos, indicando si ha adjuntado o no una resolución de calificación ambiental y los antecedentes que permitan identificar al proyecto o actividad e individualizar a su titular.

En los casos que la Superintendencia detecte que una solicitud de permiso ambiental sectorial recae sobre un proyecto o actividad que de acuerdo a esta ley deba ser objeto de una evaluación de impacto ambiental previa y que no cuenta con la respectiva resolución de calificación ambiental aprobatoria, lo comunicará al organismo sectorial que corresponda, el que deberá abstenerse de otorgar el permiso o autorización en tanto no se acredite el cumplimiento de dicha exigencia, informando de ello al Servicio de Evaluación Ambiental.

El titular del proyecto o actividad, deberá someterse durante la fase de construcción y ejecución del mismo, estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.

La indicación número 322, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar el inciso sexto, nuevo, que se propone, por el siguiente:


“El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 322 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en el numeral 27), el inciso sexto, nuevo, que se agrega al artículo 24, por el siguiente:

“El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 28)

- - -

La indicación número 324, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra, nueva:

“…) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las condiciones y exigencias ambientales en virtud de las cuales se ha aprobado el proyecto deberán ser caucionadas mediante la contratación de un seguro por daño ambiental u otro instrumento financiero que cumpla suficientemente dichos fines. El reglamento establecerá las condiciones, características y suficiencia que deberá tener este seguro.”.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que la indicación propone que cuando se establezcan condiciones y exigencias ambientales en virtud de las cuales se ha aprobado el proyecto, estas condiciones  sean debidamente caucionadas por el proponente, con la finalidad que  efectivamente éstas se cumplan, lo que no ocurre actualmente.

La señora Ministra señaló que la creación y las atribuciones que se otorgan a la Superintendencia del Medio Ambiente, permitirá  la fiscalización del cumplimiento de las condiciones exigidas de manera más eficaz que la contratación de un seguro. 

El Honorable Senador señor Navarro trajo a colación la situación ocurrida en Santiago Poniente, donde se aprobó la instalación de un relleno sanitario, bajo condición que en un plazo determinado se instalaría una planta de tratamiento, lo que no se ha cumplido hasta hoy.

A su vez, el Honorable Senador señor Girardi acotó que es difícil que el Estado sea insolvente en estas materias, en consecuencia respectó a él no se requiere establecer este tipo de seguros, sin embargo, aseveró, estar en condiciones de señalar un número elevado de proyectos o actividades del sector privado que no dan cumplimiento  a las condiciones y exigencias ambientales que se les imponen en la aprobación del proyecto.

La señora Ministra señaló que existen proyectos a los cuales se les impone el cumplimiento de condiciones posteriores, aseverando que la Superintendencia, que es un órgano distinto al que autorizó la calificación,  tendrá a su cargo la fiscalización en un contexto distinto al actual, que trae consigo una lógica sancionatoria distinta. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 29)


La indicación número 325 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el encabezamiento, la conjunción “y” por una coma (,) y Agrégase a continuación de la expresión “25 quinquies” la frase “y 25 sexties”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 25 bis.-


La indicación número 326 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase permisos de construcción definitivos” por “la recepción definitiva”.

La señora Ministra precisó que no existen los permisos de construcción definitivos, reemplazándose tal expresión por la de “recepción definitiva”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 25 ter.-


La indicación número 329, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de tres años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación, cuando se haya constatado mediante resolución judicial o administrativa, que el proyecto fue aprobado con falta de información esencial o información falsa, cuando se haya cometido delito ambiental o incurrido en daño ambiental en el marco de la ejecución del proyecto y en los demás casos que establezca la ley.


El reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución de los mismos.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 331 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 25 ter, por el siguiente:

“Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación. 


El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.”.

El Honorable Senador señor Allamand señaló que el plazo de caducidad de cinco años debe contarse desde que la resolución de calificación quede ejecutoriada, y no desde que se notifique como se propone en la indicación, ya que pueden existir reclamaciones o apelaciones que pueden demorar el inicio del proyecto y, por lo tanto, el plazo de caducidad se estaría reduciendo.

La señora Ministra señaló que el recurso de reclamación no suspende la resolución de calificación ambiental, de manera que el titular puede dar inicio a las obras mientras la reclamación se encuentra pendiente, aseverando que si la resolución del recurso demora un año, el titular contará con ese año para el inicio de las obras.

El Honorable Senador señor Allamand señaló que es  improbable que el titular inicie las obras cuando la calificación del proyecto está pendiente por la interposición de un recurso.
La señora Ministra señaló que el reclamo interpuesto por el titular del proyecto no suspende los efectos de la Resolución de Calificación Ambiental, en consecuencia el plazo de caducidad comienza cuando se notifica la RCA, agregando que estaría de acuerdo con la propuesta del Honorable Senador señor Allamand en el evento que la interposición del reclamo suspendiera la Resolución de Calificación Ambiental hasta que se resuelva el recurso.
A lo anterior el Honorable Senador señor Allamand arguyó que el proponente puede tomar el riesgo de iniciar la obra antes de que la resolución se encuentre ejecutoriada. Esto tiene que ver con la caducidad, tenemos primero un tema con el plazo, somos partidarios de reponer el plazo de la Cámara, un plazo de 5 años es excesivo por la especulación primero,  van a haber actores que se van a dedicar a sacar calificaciones ambientales, no en función de desarrollar los proyecto, a nadie se le pasa por la cabeza que el proyecto va a durar cuatro años. 

El Honorable Senador señor Girardi, expresó que una de las finalidades de las indicaciones que presentaron  apunta a restablecer el plazo de caducidad propuesto por la Cámara de Diputados, vale decir tres años, aseverando que la ampliación del plazo no es un mecanismo que genere incentivos para que los proyectos o actividades se realicen.

Añadió que la caducidad debiera establecerse, además, como sanción para los casos  en que el proyecto se aprobó con falta de información, con información falsa, cuando se produjo daño ambiental o se hubiere cometido delito ambiental.

Señaló que la Resolución de Calificación Ambiental debe ser susceptible de revisión, excepcionalmente, a a petición del titular, del afectado y de cualquier ciudadano.

Reiteró la importancia que reviste el establecer que las autoridades ambientales respondan personal y administrativamente del cumplimiento de las condiciones bajo las cuales se aprobó un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental.





Al respecto, la señora Ministra señaló que la caducidad es una sanción aplicable a un inversionista negligente que no ejecuta la actividad o el proyecto contando con una Resolución de Calificación Ambiental, y que los demás elementos que se han señalado como obtener una RCA con información e instrumentos falsos,  y otros, deben ser conocidos y resueltos en las instancias jurisdiccionales que correspondan.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso primero


La indicación número 332, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará de pleno derecho cuando hubieren transcurrido más de tres años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación, a menos que el proponente solicite su subsistencia ante el Servicio de Evaluación Ambiental acreditando por medios fehacientes que no han existido cambios sustantivos en la línea de base de aprobación del proyecto.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso tercero


La indicación número 335, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la locución “desde su notificación”, la frase “o si las obras han sido paralizadas por más de dos años en este período”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 25 quáter.-

La indicación número 339 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 340, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en el inciso segundo, a continuación del término “registro público”, la frase “, tanto físico como virtual,”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

Artículo 25 quinquies.-


La indicación número 342, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio, a petición del titular, de los órganos del Estado con competencia ambiental sobre el proyecto o de cualquier persona que haya participado en el proceso de evaluación ambiental del mismo, cuando ejecutándose el proyecto, los hechos sobre los cuales fue aprobado o fueron establecidas las condiciones o medidas para su aprobación, han variado sustantivamente en relación a lo proyectado o éstos no se han verificado.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


La indicación número 343 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.


Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley  Nº 19.880.


El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.”.

El asesor jurídico señor Luis Cordero aseveró que la indicación guarda relación con la actualización de la Resolución de Calificación Ambiental para evitar daños al medio ambiente.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso primero


La indicación número 346, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la expresión “del titular”, la frase “o de las organizaciones y personas naturales que hayan participado del proceso de calificación ambiental”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 358 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente artículo 25 sexties, nuevo:


“Artículo 25 sexties.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 359, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente artículo 25 sexties, nuevo:

“Artículo 25 sexties.- El Servicio de Evaluación Ambiental, y su Director Regional o Ejecutivo, según el caso, responderán administrativa y personalmente del cumplimiento de las condiciones bajo las cuales se aprobó la correspondiente Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, sin perjuicio de las potestades que correspondan a la Superintendencia de Medio Ambiente.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 31)

Letra b)


La indicación número 368, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimir la frase “la Comisión establecida en el artículo 86”. 

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)


La indicación número 372 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar en el inciso tercero, a continuación de “rectificaciones y ampliaciones”, la oración “que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto”.


La Comisión acordó aprobar la indicación con el alcance que la oración que se añade, a continuación de “rectificaciones y ampliaciones”, lo es a la primera vez que aparece.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 32)

- - -

La indicación número 375, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente número, nuevo:

“…) Sustitúyese el artículo 28, por el siguiente:


“Artículo 28.- Cualquier persona natural o jurídica podrá imponerse del contenido del estudio y del tenor de los documentos acompañados. Con todo, la Comisión mantendrá en reserva los antecedentes técnicos, financieros y otros que, de acuerdo a la ley, y a petición del interesado, sea necesario substraer del conocimiento público, para asegurar la confidencialidad comercial e industrial o proteger las invenciones o procedimientos patentables del proyecto o actividad a que se refiere el estudio presentado. Con todo, se deberá consignar para conocimiento del público, la nómina de cada uno de los antecedentes confidenciales con los datos suficientes para su adecuada individualización en los términos que defina el Reglamento. 


Si cualquier tercero estimare que la confidencialidad afecta la debida evaluación ambiental del proyecto podrá impugnar la decisión mediante los recursos administrativos que franquea la ley.”.”.
El Honorable Senador señor Navarro señaló que la indicación propuesta establece condiciones de resguardo y reserva de los antecedentes técnicos y financieros presentados en el proceso de evaluación, debiendo consignarse para conocimiento del público  la nómina de los antecedentes confidenciales con los datos suficientes para su adecuada individualización.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 33)


La indicación número 376, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:


“33) Reemplázase el artículo 29, por el siguiente:

“Artículo 29.- Cualquier persona natural o jurídica podrá formular oposiciones u observaciones al Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, ante el organismo competente, durante todo el proceso de evaluación ambiental y hasta el día hábil anterior a su conclusión.


El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá ser notificado a quien hubiere formulado las observaciones con a lo menos quince días de anticipación a la calificación del proyecto.


El Servicio acogerá o rechazará, total o parcialmente, en los fundamentos de su resolución las referidas oposiciones u observaciones, debiendo notificarla a quien las hubiere formulado.

Las personas cuyas oposiciones u observaciones no hubieren sido debidamente fundamentadas en la respectiva resolución, podrán presentar recurso de reclamación ante la autoridad superior de la que la hubiere dictado dentro de los quince días siguientes a su notificación, para que ésta, en un plazo de treinta días, se pronuncie fundadamente sobre la solicitud. Dicho recurso no suspenderá los efectos de la resolución recurrida, salvo que el inicio de la ejecución del proyecto genere precisamente los impactos por los cuales se ha reclamado.

De lo resuelto mediante dicha resolución fundada se podrá reclamar, dentro del plazo de treinta días contado desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 378, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra a), la siguiente, nueva:

“…) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “formular observaciones al Estudio de Impacto Ambiental” por “formular observaciones a los Estudios y las Declaraciones de Impacto Ambiental”, y la locución “un plazo de sesenta días” por “un plazo de sesenta y treinta días, respectivamente”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra b)


La indicación número 382, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar el inciso segundo propuesto, por el siguiente:


“Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente, tras la puesta a disposición del público de dichas aclaraciones, rectificaciones o modificaciones, deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por el plazo de treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. El reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)


La indicación número 386 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:


“c) Reemplázanse, los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por lo siguiente:


“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.”

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 389, del Honorable Senador señor Vásquez, para sustituir el primer inciso propuesto, por el siguiente:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución final. Dicho pronunciamiento deberá ser notificado a quien hubiere formulado las observaciones con a lo menos quince días de anticipación a la calificación del proyecto, con el fin que puedan reponer en el plazo de treinta días de la misma, en los términos del inciso segundo.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 392, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en el segundo inciso que se propone, a continuación de la expresión “artículo 20”, la frase “en los mismos plazos y ante las mismas autoridades establecidas para el proponente”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 394, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir, en el tercer inciso que se propone, la palabra “no”. 

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 401, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra c), la siguiente nueva:

“…) Agrégase el siguiente inciso final:


“En el caso de los pueblos indígenas la participación de la comunidad en los procesos de evaluación de impacto ambiental deberá tener presente las obligaciones que el Convenio N° 169, de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, establece en sus artículos 6°, números 1 y 2, y 15°, número 2, en relación a la consulta.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 34)


La letra a) del numeral modifica el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 19.300, reemplazando la frase “Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “Las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.


A su vez, la letra b) del numeral, agrega un inciso tercero que establece que en caso que la Declaración Ambiental hubiere sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones, el proponente del proyecto deberá publicar en las mismas condiciones del artículo 28, debiendo individualizar claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.

Letra a)

- - -

La indicación número 407, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de la letra a), la siguiente, nueva:

“…) Intercálase, en la letra b) del inciso segundo, a continuación de la expresión “se ejecutará”, la frase “, además del número de hectáreas afectadas por el proyecto”.”.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que su indicación tiene como propósito establecer que la nueva publicación contenga, además,  el  número de hectáreas afectadas por el proyecto.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

- - -
Letra b)


La indicación número 410, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir el inciso tercero propuesto por el siguiente:

“En caso que la Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones, el proponente deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 30, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”. 

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 35)


La indicación número 412 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir los artículos 30 bis y 30 ter, que agrega, por los siguientes:

“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.


Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta  hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.


Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.


El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución. 


Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.


La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.


Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.


Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.


La señora Ministra expresó que las normas propuestas regulan la participación ciudadana en el proceso de evaluación de las Declaraciones de Impacto Ambiental, señalando expresamente su procedencia cuando los proyectos impongan  cargas ambientales a las localidades próximas a la instalación de los proyectos.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Navarro respecto a qué se entiende por carga ambiental, la señora Ministra señaló que se trata de aquellos proyectos que reportan un beneficio social pero que, al mismo tiempo, ocasiona gravámenes a los habitantes de la localidad donde se realiza.


Enseguida, señaló que el Ejecutivo ha puesto énfasis en esta materia puesto que la mayor conflictividad en participación ciudadana está vinculada a proyectos de localización que generan cargas ambientales, agregando que se intenta establecer esta denominación de “carga ambiental” como un factor determinante de equidad territorial. 

El Honorable Senador señor Girardi señaló que el plazo de 20 días que se otorga para hacer efectiva la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, le parece casi inexistente.


Asimismo manifestó su desacuerdo con que se vincule la participación ciudadana al concepto de ”carga ambiental”, señalando que la participación debiera estar garantizada para todas las Declaraciones.  


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 30 bis.-


La indicación número 413, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirlo.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso cuarto


La indicación número 424, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazarlo por el siguiente:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones ciudadanas formuladas como parte del proceso de calificación ambiental. Asimismo, las Resoluciones de Calificación Ambiental deberán pronunciarse fundadamente respecto de cada una de ellas. Dicho pronunciamiento deberá ser notificado a quien hubiere formulado las observaciones con a lo menos diez días de anticipación a la calificación del proyecto. Un reglamento precisará los criterios y procedimientos para la correcta ponderación, respuesta pública y procesamiento de las observaciones ciudadanas formuladas.”

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso sexto


La indicación número 430, de los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez, para sustituirlo por el siguiente:

“El recurso suspenderá los efectos de la resolución recurrida.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 36

Letra a)


La indicación número 436, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimir la expresión “La Comisión establecida en el artículo 86”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 437, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación del número 36), el siguiente nuevo:

“…) Agrégase, a continuación del artículo 31, el siguiente artículo nuevo:

“Artículo…- En el caso de los pueblos indígenas la participación de la comunidad en los procesos de evaluación de impacto ambiental deberá tener presente las obligaciones que el Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, ratificado por Chile, establece en sus artículos 6 números 1 y 2 y 15 número 2, en relación a la consulta.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 438, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación del número 36), el siguiente nuevo:

“…) Agrégase, a continuación del artículo 31, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo…- En el caso de los pueblos indígenas, la participación de la comunidad en los procesos de evaluación de impacto ambiental deberá realizarse teniendo presente las disposiciones del Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, ratificado por Chile, el que dispone que estos pueblos tienen derecho  a ser consultados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento cada vez que se prevean medidas  susceptibles de afectarles directamente (artículo 6 números 1 y 2) o antes de autorizarse la exploración o explotación de los recursos del subsuelo o minerales existentes en sus tierras o territorios (artículo 15 número 2).”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Número 37)


Este numeral incorpora un Párrafo 3° bis. que regula el acceso a la Información Ambiental.

Artículo 31 bis.-

Inciso segundo

- - -

La indicación número 439, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar la siguiente letra g), nueva:

“g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 440, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar la siguiente letra g), nueva:

“g) La condición de productos minerales, vegetales o animales genéticamente modificados, o cuya materia prima  o los insumos utilizados en ellos tuvieran la misma calidad, sin perjuicio de que se les aplique las leyes especiales respectivas.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 440 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra g), nueva.

“g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 448, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar las siguientes letras f), g) y h), nuevas:

“f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


h) Toda otra decisión o resolución emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -


La indicación número 448 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar las siguientes letras f), g) y h), nuevas.

“f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 39)

- - -


La indicación número 461 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente numeral 39 bis), nuevo:


“39 bis) Agrégase en el artículo 34, en la parte final del inciso primero a continuación del punto aparte (.) que ha pasado ser seguido (.) lo siguiente: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.


La señora Ministra señaló que esta norma forma parte del Protocolo suscrito, en orden a incorporar en la ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, normas permanentes relativas a la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.  


El Honorable Senador señor Girardi solicitó al Ejecutivo un compromiso en orden a ingresar a tramitación legislativa, antes de marzo de 2010,  un proyecto de ley que resuelva las funciones residuales que quedarán en CONAF, estableciendo la dependencia del organismo, sus funciones y atribuciones.


Al respecto, la señora Ministra señaló  que ante una solicitud en el sentido de avanzar hacia una CONAF de carácter pública, el Ejecutivo  ha formulado una indicación para incorporar una disposición transitoria que resuelve el tema planteado y que, adicionalmente, resguarda los derechos de los trabajadores de esa entidad.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 475 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente N° 39 ter, nuevo:


“39 ter) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente: “La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Número 42)

Letra a)


Las indicaciones números 477 Bis y 480 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “, y” por un punto y coma (;), y para eliminar las comillas (”) que se encuentran al final, y sustituir el punto final (.) por una coma (,), agregándose la conjunción “y”., respectivamente.


--Puestas en votación, las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 481 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra c), nueva:

“c) Elimínase el inciso segundo.”


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 485, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 42), el siguiente nuevo:

“…) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- La ley velará porque el uso del componente suelo se haga en forma racional, protegiéndolo a través de planes, programas o medidas específicas, considerando entre otros elementos su sustentabilidad, niveles de contaminación y alteración de propiedades físico, químicas y biológicas, a fin de evitar su perdida y degradación.”.”.
- - -

La indicación número 486, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente numeral, nuevo:

“…) Agréganse los siguientes incisos, nuevos, al artículo 39:

“Un reglamento definirá los tipos de suelos o las áreas o porciones de ellos o del territorio que por sus condiciones y funciones ambientales ameritan una protección especial.  


Los suelos y áreas del territorio definidos conforme al artículo anterior serán integrados obligatoriamente en los instrumentos de ordenación territorial bajo las restricciones que estos establezcan, y a falta de éstos bajo las que defina el reglamento, además de sujetarse a las demás regulaciones que establezcan la ley y el reglamento.


Los suelos y áreas del territorio que formen parte o integren especies o ecosistemas vulnerables que no podrán ser degradados o destruidos.”.”.

--Puestas en votación, ambas indicaciones fueron rechazadas con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -


La indicación número 487, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente numeral, nuevo:

“…) Sustitúyese la primera oración del inciso primero del artículo 40, por la siguiente:


“Artículo 40.- Las normas de emisión se establecerán mediante decreto supremo, en aquellos territorios en que rija una norma de calidad ambiental.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 43)

Letra b)

Literal ii)


La indicación número 488 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase que se agrega por la siguiente: “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.

El Honorable Senador señor Girardi, señaló que  para que exista una norma de emisión, necesariamente debe regir, previamente, una norma de calidad ambiental, añadiendo para ello se deben utilizar los estándares de las mejores tecnologías disponibles.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 491, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar la frase que se propone agregar por la siguiente: “, debiendo utilizar las mejores técnicas disponibles”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 492, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar la siguiente letra c), nueva:

“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Las normas de emisión deberán en todo caso respetar y garantizar el cumplimiento de las normas de calidad ambiental que sean aplicables en los territorios para las que se dicten y las demás normas de emisión que sean de aplicación general.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 493, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 43), el siguiente nuevo:


“…) Sustitúyese el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- El uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables se efectuará asegurando su capacidad de regeneración y la diversidad biológica asociada a ellos, en especial de aquellas especies definidas en alguna de las categorías de conservación establecidas por el reglamento señalado en el Artículo 37.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 497, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente numeral, nuevo:

“…) Reemplázase el artículo 41, por el siguiente:

“Artículo 41.- La conservación, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables se efectuará asegurando su capacidad de regeneración y la diversidad biológica asociada a ellos, en especial de aquellas especies amenazadas.”.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 498 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar un numeral 43 bis), nuevo, pasando los demás a ordenarse correlativamente:


“43 bis) Para reemplazar en el artículo 41 la oración “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Número 44)


La indicación número 499 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“44) 
En el artículo 42:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”; y Sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.


b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 500, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el que sigue:


“44) Sustitúyese el artículo 42, por el siguiente:


“Artículo 42.- Toda conservación, uso o aprovechamiento de recursos naturales renovables se hará previo plan de manejo aprobado por la autoridad competente.


El organismo público encargado por la ley de regular la conservación, uso o aprovechamiento de los recursos naturales renovables en un área determinada, exigirá la presentación y cumplimiento de planes de manejo de los mismos, a fin de asegurar su protección, en cada caso, y conforme al reglamento y a las directrices técnicas que elabore al efecto.


Estos incluirán, entre otras, las siguientes consideraciones ambientales:


a) Mantención de caudales de aguas y conservación de suelos;


b) Mantención del valor paisajístico y cultural, y  


c) Protección de especies, ecosistemas amenazados y su biodiversidad asociada.


Lo dispuesto en este artículo se aplicará supletoriamente a lo establecido en otros cuerpos legales, sobre planes de manejo de recursos naturales renovables, y no se aplicará a aquellos proyectos o actividades respecto de los cuales se hubiere aprobado un Estudio o una Declaración de Impacto Ambiental.  


Un reglamento integrará las normas de general aplicación a todo plan de manejo con las que rijan de manera especial para cada uno de ellos.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que la indicación que propone agrega un concepto ordenador, cual es que toda conservación, aprovechamiento o uso de recursos naturales deberá hacerse previo un plan de manejo aprobado por la autoridad competente, añadiendo que este  instrumento no puede soslayarse.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 46)

- - -

La indicación número 512, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente numeral, nuevo:

“…) Agrégase, al artículo 45, la siguiente letra i), nueva:


“i) Las medidas y acciones que se adoptarán en situaciones de emergencia o contingencia ambiental.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que la indicación tiene por objeto establecer que los planes de prevención y descontaminación contengan, además, las medidas y acciones que se adoptarán en situaciones de emergencia o contaminación ambiental.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 514, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar el siguiente número nuevo:


“…) Agrégase, al artículo 45, la siguiente letra i), nueva:

“i) La indicación de los contaminantes que deben ser regulados y los plazos para establecer esta normativa.”.”.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que la indicación que propone pretende establecer que los mencionados planes de prevención y contaminación indiquen cuáles contaminantes deben ser objeto de regulación.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Número 47)

- - -

El artículo 47 de la Ley de Bases señala en sus letras a), b), c) y d)  los instrumentos de regulación o de carácter económico que podrán utilizar los planes de prevención o descontaminación.


La indicación número 518, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 47), el siguiente nuevo:


“…) Agrégase, en el artículo 47, la siguiente letra e), nueva:


“e) instrumentos económicos que desincentiven la utilización de tecnologías contaminantes.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que la indicación por él propuesta busca reemplazar el concepto existente de “permiso de emisión transable”, por uno que le parece más útil y eficiente cuál es la “compensación de emisiones”. Añadió que el sistema de emisión transable conlleva problemas epidemiológicos  y que no genera un real desincentivo a la contaminación.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 529, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del número 48), el siguiente nuevo:

“…) Modifícase el artículo 52 de la siguiente manera:


1) Intercalar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “o reglamentarias”, la frase “o en caso de incumplimiento reiterado de una Resolución de Calificación Ambiental.”.


2) Reemplazar, en el inciso segundo, la frase “en este evento,” por “reparación del sistema natural y compensación a personas naturales afectadas”.”.


El Honorable Senador señor Navarro, señaló que el artículo 52 presume legalmente la responsabilidad del autor del daño ambiental cuando se infringen normas de calidad ambiental, normas de emisiones o los planes de prevención o de descontaminación.


Agrego que la indicación propuesta tiene por objeto establecer la misma presunción respecto de aquellos que incumplen reiteradamente una Resolución de Calificación Ambiental.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 529 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número 48 bis):


“48 bis).-  Para reemplazar, en el inciso primero del artículo 50 la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,” por “Tribunal Ambiental”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Número 49)


Agrega un inciso segundo al artículo 53 de la ley N° 19.300, estableciendo la improcedencia de la acción por daño ambiental cuando quién cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación, aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.

La indicación número 531, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, en el inciso propuesto, a continuación de “Medio Ambiente”, la frase “, salvo que dicho daño ambiental hubiera surgido de riesgos evidentes que por sentencia de término de los tribunales ordinarios de justicia hubieran declarado que pudieron haber sido razonablemente previstos por quien produjo el daño”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 532, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, a continuación del número 49), el siguiente numeral, nuevo:

“…) Derógase el inciso primero del artículo 54.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que la eliminación del inciso apunta a que darle el carácter de acción popular a la acción por daño ambiental.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 534, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero,para agregar, luego, los siguientes números, nuevos:

“…) Reemplázase el inciso primero del artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Será competente para conocer de las causas civiles por daño ambiental el juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que causa el daño o el del domicilio del afectado a elección de este último.”.

…) En el artículo 61:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 61.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán conforme al procedimiento sumario, con las modificaciones siguientes:”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La notificación de la demanda podrá efectuarse por cédula entregada a cualquier persona adulta que se encuentre en el domicilio acreditado del infractor.”.

c) Derógase el inciso final.


…) Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:

“Artículo 62 bis.- Los representantes, gerentes, directores o administradores de las empresas causantes de daño ambiental serán solidariamente responsables con éstas.”.

El Honorable Senador señor Girardi aseveró que si actualmente existiera una norma como la propuesta se habrían evitado muchas situaciones que han ocasionado un irreparable daño ambiental, ya que es obvio que si los directores o administradores de empresas respondieran solidariamente actuarían con mayor cautela.


…) Reemplázase el artículo 63, por el siguiente:


“Artículo 63.- Las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescribirán en el plazo de diez años. Por su parte, la acción ambiental será imprescriptible. Ambas, contadas desde la manifestación evidente del daño.”.

El Honorable Senador señor Girardi hizo un reconocimiento al Presidente don Patricio Aylwin, quién durante la tramitación de la Ley de Bases del Medio Ambiente fue partidario de establecer un plazo de prescripción de diez años  para las acciones civiles por daño ambiental. 


 Agregó que, en su concepto, la acción ambiental debe ser imprescriptible por cuanto el daño ambiental está asociado a los derechos humanos, y en consecuencia vulnera los compromisos que en la materia ha suscrito el Estado de Chile.


…) Incorpóranse los siguientes artículos 63 bis y 63 ter, nuevos:


“Artículo 63 bis.- En las causas penales seguidas por delitos ambientales sólo será admisible alguna de las salidas alternativas al juicio oral cuando se haya ofrecido reparar íntegramente el daño ambiental causado.

Artículo 63 ter.- La existencia de una prueba pericial acerca del hecho de haberse emitido al medio ambiente las cantidades o proporciones de sustancias contaminantes que el reglamento determine como capaces de producir un grave daño ambiental o un serio peligro para la vida y la salud de las personas, en su caso, será suficiente para presumir judicialmente o dar por establecido conforme a los conocimientos científicos asentados, que efectivamente se ha producido un grave daño ambiental, con peligro para la salud y la vida de las personas, en su caso, según lo dispuesto en los artículos 488 del Código de Procedimiento Penal y 297 del Código Procesal Penal, respectivamente.”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 534 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes numerales 50 bis) y 50 ter):


“50 bis).- Para reemplazar el artículo 60 por el siguiente:


“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”.


50 ter).- Para derogar los artículos 61 y 62.”.  


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 51)


La indicación número 535 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar, en el artículo 64 sustitutivo propuesto, la oración “y los organismos sectoriales con competencias ambientales,”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 53)


La indicación número 539 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“53) En el artículo 66:


a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.


b) Intercálase la expresión “, el desarrollo sustentable” entre las expresiones “ambiente” y “, la preservación de la naturaleza”.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Número 55)


La indicación número 544, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir el epígrafe del Título Final por el siguiente:
“TÍTULO FINAL

DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
Y DE LOS RECURSOS NATURALES”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 69.-

La indicación número 546, del Honorable Senador señor Navarro, para eliminar la palabra “renovables”.

El Honorable Senador señor Navarro destacó la necesidad de que el Ministerio  en la formulación y elaboración de las políticas sobre conservación y protección de los recursos naturales considere tanto a los renovables como a los no renovables.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 70.-

Letra b)


La indicación número 561, del Honorable Senador señor Ávila, para reemplazar la frase “, planes, programas, normas y supervigilar” por el adverbio “para”, y eliminar el vocablo “supervisar”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)


La indicación número 567, del Honorable Senador señor Ávila, para reemplazar la frase “, planes, programas, normas y supervigilar” por la preposición “para”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra d)


La indicación número 571, del Honorable Senador señor Ávila, para eliminar las frases “, y ejercer la calidad de contraparte administrativa, científica o técnica de tales convenciones, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de relaciones Exteriores”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra e)


La indicación número 574, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, a continuación de “elaboración de sus”, la frase “planes y”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 574 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “elaboración de sus”, la frase “planes y”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra f)


La indicación número 577, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir el vocablo “renovables”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra i)


La indicación número 586, del Honorable Senador señor Ávila, para eliminar la frase “y formular planes, programas y acciones”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra k)


La indicación número 589 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar  a continuación de la palabra “país” la expresión “, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales,”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra q)


La indicación número 596 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:


“q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra v)


La indicación número 599 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar la expresión “, el desarrollo sustentable” entre las expresiones “ambiente”  y “, la preservación de la naturaleza”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra y)


La indicación número 601, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación de “participación ciudadana”, la frase “consultiva, informativa y resolutiva”.

El Honorable Senador señor Navarro aseveró que la participación ciudadana sólo es posible si reúne copulativamente tres características, que las personas sean informadas, consultadas y que, en definitiva tengan poder de resolución.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 603 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “políticas, planes y programas” por la siguiente: “políticas y planes”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 605, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, a continuación de “sectoriales”, la frase “, mediante consultas ciudadanas de carácter público y periódico”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 71.-


La indicación número 612 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Párrafo 2°

Del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad,

Naturaleza y Funciones


La indicación número 618, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimir este Párrafo y los artículos 72, 73 y 74 que lo constituyen.

El Honorable Senador señor Girardi aseveró que la creación del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad desvirtúa las funciones del Ministerio que se crea, por cuanto las atribuciones  que se le otorgan debieran ser de competencia del Ministerio, denotando una debilidad institucionalidad desde su inicio.



A su vez, el Honorable Senador señor Navarro expresó que el Ministerio del Medio Ambiente quedará  supeditado a políticas sectoriales con la consiguiente pérdida de autonomía que debiera tener esa Secretaría de Estado.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 72.-

Inciso primero


La indicación número 623 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la frase “integrado por los Ministros de” la expresión “Agricultura;” y eliminar a continuación de las palabras de “Obras Públicas”, la frase “de Agricultura;”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 73.-


La indicación número 642 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación del punto a parte (.), que ha pasado a ser punto seguido (.) la siguiente oración final: “El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 78.-


La indicación número 659 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “el Ministro del Medio Ambiente” por “el Ministerio del Medio Ambiente”, y la palabra “Ministro” por “Ministerio”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 660, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para eliminar la frase “y el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, es una institución que estará permanentemente socavando la potestad del Ministerio del Medio Ambiente.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 79.-

Inciso tercero


La indicación número 669 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la frase “y ejercer todas las demás funciones que le encomiende la ley” y agregar después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, podrá, pronunciarse de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 82.-

Letra b)


La indicación número 672 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar a continuación de “contenido ambiental” la frase “, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra f)


La indicación número 673 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre “registro” y “de consultores”, la palabra “público”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra g)


La indicación número 678, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirla.

El Honorable Senador señor Girardi discrepó de la facultad que se otorga al  Servicio de Evaluación Ambiental para interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, debiendo otorgarse al Tribunal Ambiental. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 85.-

- - -

La indicación número 695 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo 86, nuevo, pasando lo demás a ordenarse correlativamente:


“Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación, y el Director Regional del Servicio, quien actuará como secretario.


Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.”.

El Honorable Senador señor Longueira señala que la indicación propuesta repone el artículo 86 que se eliminó en la Cámara de Diputados.
El Honorable Senador señor Allamand, expresó que la redacción de la norma permitiría que el Director Regional del Servicio integre la Comisión, en circunstancias que actúa como Secretario de la misma. Añadió que la norma en actual vigencia señala expresamente que el Director Regional “actuará como Secretario”, lo que implícitamente significa que sólo tiene el carácter de ministro de fe.

Solicita se modifique la norma propuesta, de manera que se explicite que el Director Regional sólo actúa como Secretario



El Honorable Senador señor Navarro efectuó un comentario en relación al término “desconcentración territorial “que figura en el artículo 85 aprobado en general, señalando que se trata de un concepto rector respecto de las facultades que tendrán los organismos regionales. Enseguida, consultó a la señora Ministra cuál es la diferencia entre el actual organismo evaluador y el que propone el Ejecutivo en su indicación.


La señora Ministra señaló que en la nueva integración, ya no se considera a los Gobernadores Regionales ni a los integrantes del Consejo Regional, permaneciendo solamente los Intendentes Regionales.
El Honorable Senador señor Navarro replicó que precisamente ahora que los integrantes de los Consejos Regionales serán elegidos, se les priva de participar en esta instancia.

La señora Ministra expresó que la nueva institucionalidad considera un proceso de tecnificación en las decisiones de la autoridad ambiental y que por ello difícilmente se le podría pedir a los Gobernadores o a los integrantes de los Consejos Regionales que se vinculen a un organismo que será eminentemente técnico.

El Honorable Senador señor Girardi aseveró que se pensaba que la mayor dificultad del Sistema de Evaluación ha sido precisamente la falta de vinculación de las decisiones técnicas, lo que se ha traducido en la pérdida de credibilidad del mismo. 
Agregó que valora que se incorpore el aspecto técnico, pero no le satisface que las Comisiones Regionales sean integradas por Intendentes y por SEREMIS sectoriales, los que, en su concepto, tienen un gran desconocimiento en las materias medioambientales, señalando que es partidario de eliminar la primera parte de la disposición.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que si se ha excluido de la Comisión a los Gobernadores y a los Consejeros Regionales, no entiende los motivos por los cuales se integra el Gobernador Marítimo, agregando que desde el punto de vista de la especialización no existen diferencias con las autoridades mencionadas, precisando que sería partidario de incorporar, en su reemplazo, al personal calificado que determinare la Dirección General del Territorio Marítimo. 

La Comisión acordó modificar el inciso primero reemplazando la oración final “, y el Director Regional del Servicio, quien actuará como secretario.”, por una oración final del siguiente tenor: “El Director Regional del Servicio actuará como secretario.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con la enmienda formal indicada, con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 86.-

Letra d)


La indicación número 696 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el punto aparte (.) y agregar a continuación  la siguiente frase: “que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

Artículo 88.-


La indicación número 700, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Los plazos establecidos en esta ley comenzarán a correr a contar del día siguiente al de su notificación.


Las notificaciones se harán mediante carta certificada enviada al domicilio del interesado. Podrán practicarse notificaciones por medios electrónicos cuando el interesado así lo solicite.”.
El Honorable Senador señor Girardi señaló que su indicación tiene por objeto establecer normas objetivas y claras respecto de los plazos, señalando que los mismos deben comenzar a correr a contar del día siguiente al de su notificación, agregando que estas notificaciones, actualmente, se entienden efectuadas  aún cuando las personas no hayan sido habidas. Por ello propone que se hagan por carta certificada enviada al domicilio del interesado y, además, que se efectúen por medios electrónicos cuando el interesado así lo solicite.


El asesor jurídico señor Luis Cordero, precisó  que en la ley N° 19.300, existen numerosos actos administrativos que se notifican mediante la publicación en el Diario Oficial, agregando que los actos que son objeto de notificación son aquéllos de aplicación particular. Agregó que la norma que se propone respecto de las notificaciones es la misma que contiene la Ley de Bases sobre los Procedimientos Administrativos.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
ARTÍCULO SEGUNDO

Artículo 2°.-

Inciso tercero


La indicación número 713, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirlo.
El Honorable Senador señor Girardi afirmó que la indicación propuesta tiene por objeto eliminar el inciso tercero del artículo 2° que dispone que los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, deberán adoptar los criterios que establezca la Superintendencia. Refirió que su experiencia lo inclina a tener mayor confianza en la fiscalización sanitaria, la que por elementos culturales jamás transaría en sus principios, citando el caso de la internación de residuos peligrosos que ha sido detenida porque lo ha impedido el sector salud. 

Concluyó aseverando que la obligación de respetar el criterio de la Superintendencia Ambiental constituye un serio riesgo que puede ser nocivo para una efectiva fiscalización.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 3°

Letra d)


La indicación número 716 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para añadir después de la palabra “normas”, la expresión “, medidas”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra e)


La indicación número 719 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente párrafo segundo:

“Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.”


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -


La indicación número 721 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar un nuevo literal g), pasando los demás a ordenarse correlativamente:


“g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.”.

Letra g)


La indicación número 722 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:


“h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra j)


La indicación número 733 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la palabra “proponentes” la siguiente frase “, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental,”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra k)


La indicación número 734, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“k) Requerir al Servicio de Evaluación Ambiental la caducidad de una Resolución de Calificación Ambiental, cuando hubieren transcurrido más de tres años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, cuando se haya constatado mediante resolución judicial o administrativa, que el proyecto fue aprobado con falta de información esencial o con información falsa, cuando se haya cometido delito ambiental o incurrido en daño ambiental sancionado judicialmente y en los demás casos en que, atendida la magnitud, gravedad, reiteración o efectos de las infracciones comprobadas durante su ejecución o funcionamiento, resulte procedente.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que el plazo de seis años para la caducidad es excesivo, por ello solicita volver al plazo de tres años que contemplaba el  proyecto del Ejecutivo.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 737 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en la letra k), la expresión “seis” por “cinco”.


-- Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra m)


La indicación número 740 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la siguiente frase “, salvo aquellas de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.” 


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra n)


La indicación número 741, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:

“n) Impartir directrices técnicas de carácter general y obligatorio, definiendo los protocolos, procedimientos y métodos de análisis que los organismos fiscalizadores, las entidades acreditadas conforme a esta ley y, en su caso, los sujetos de fiscalización, deberán aplicar para el examen, control y medición del cumplimiento de las Normas de Calidad Ambiental, de Emisión y de las Normas Técnicas de contenido ambiental.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra o)


La indicación número 744, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el párrafo segundo por el siguiente:

“Para estos efectos, la Superintendencia administrará un sistema de acreditación de personas naturales y jurídicas que realicen estas evaluaciones y certificaciones. El Reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y certificación, las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental y la prestación de servicios a empresas cuyo giro corresponda a la materia evaluada y certificada, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas.”.

El Honorable Senador señor Girardi afirmó que la indicación tiene por objeto establecer la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y de certificación.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 745, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, en el párrafo segundo, a continuación de la frase “verificación de antecedentes,”, la siguiente: “en particular en relación a las líneas de base ambientales, los estándares de calidad técnica y científica de los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental,”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 4°.-

- - -

La indicación número 757, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Superintendente deberá acreditar especialidad o experiencia en derecho o ciencias ambientales y a lo menos diez años de ejercicio profesional en dicho ámbito.”.

El Honorable Senador señor Girardi afirmó que a fin de fortalecer la institucionalidad ambiental, se debiera exigir mayores requisitos para ejercer el cargo de Superintendente del Medio Ambiente, tales como un alto nivel de calificación, diez años de experiencia en el sector ambiental, especialidad en derecho o ciencias ambientales, etc.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 5°.-


La indicación número 761, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo por afinidad, a través de personas naturales o jurídicas, tengan participación en sociedades o formen parte de personas jurídicas que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental, que hayan presentado proyectos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental o que hayan sido Directores, Gerentes, Administradores o Accionistas, en los últimos cinco años, de empresas que hayan sometido proyectos a dicho sistema.”.

El Honorable Senador señor Girardi afirmó que la indicación que propone perfecciona el tema de las inhabilidades, agregando que con la redacción del Ejecutivo no se podría solicitar la inhabilidad para el cargo de Superintendente del Gerente General de una empresa generadora o distribuidora de electricidad, 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 762 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, sea por personas naturales o jurídicas, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.”.


Por acuerdo de la Comisión, y para una mejor comprensión de la norma, se resolvió eliminar la expresión “sea por personas naturales o jurídicas,”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con la modificación señalada, con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 6°.-


La indicación número 767, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 6°.- La información que maneje la Superintendencia será de carácter público y de acceso público, sin perjuicio de la reserva de aquello que establezca la ley.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 8°.-


La indicación número 772 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar en su inciso segundo, a continuación de la frase “cumplimiento de sus funciones” la oración “y que consten en el acta de fiscalización.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 11.-


La indicación número 773, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 11.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización servicios de cualquier naturaleza. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.”.

El Honorable Senador señor Girardi aseveró que la indicación pretende establecer la prohibición absoluta del personal de la Superintendencia para realizar cualquier prestación de servicios a las entidades sujetas a su fiscalización, lo que no se encuentra, a su juicio, claramente consignado.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 14.-

Letra e)

La indicación número 777 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación del punto a parte (.), que ha pasado a ser seguido (.), lo siguiente: "Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.".


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 16.-

Letra a)


La indicación número 778, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Los programas de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental para cada región, incluida la Metropolitana, sin perjuicio de las atribuciones de los demás órganos sectoriales.”.

El Honorable Senador señor Girardi, reitera la necesidad de respetar las competencias sectoriales, agregando que no se puede imponer criterios de fiscalización a organismos sectoriales como ocurre en el área de  salud que actúa conforme a parámetros sanitarios.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)

La indicación número 782, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Los programas de fiscalización de los Planes de Prevención o de Descontaminación para las diversas Regiones en que ellos operen, sin perjuicio de las atribuciones de los demás órganos sectoriales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra d)

La indicación número 783, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirla.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 784 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar dos nuevos literales e) y f), del siguiente tenor:


“e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana;


f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.”.


El Honorable Senador señor Girardi aseveró que la letra f) propuesta disminuye la potestad fiscalizadora sectorial. 


--Puesta en votación, la letra e) de la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

--Puesta en votación, la letra f) de la indicación, fue aprobada por con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 17.-


La indicación número 786, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 17.- Para la elaboración de estos programas, con la debida anticipación, se solicitará a los organismos con competencia en fiscalización ambiental informes acerca de las prioridades de fiscalización que estimen pertinentes.


Sobre la base de los informes señalados y de los demás antecedentes, se elaborarán las propuestas de programas que serán sometidos a consulta de los organismos y servicios competentes.


Concluido el período de consulta, los programas y las observaciones recibidas se pondrán en conocimiento del Superintendente, el que los fijará mediante una o más resoluciones exentas, siendo comunicada a los organismos sectoriales. 


Las resoluciones que fijen los programas se informarán a los organismos sectoriales y deberán considerar su participación a fines de coordinación y evitar duplicidad de funciones.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 18.-


La indicación número 789, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 18.- Concluido un programa de fiscalización éste deberá ser publicado en el Diario Oficial y en Internet, con sus respectivos resultados individualizados por tipo de instrumento fiscalizado y organismo que las llevó a cabo. Serán de conocimiento público las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 19.-


La indicación número 790, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 19.- Las actividades de fiscalización de la Superintendencia se ceñirán a los programas definidos por ella, sin perjuicio de su facultad para disponer la realización de inspecciones no contempladas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.


Sin perjuicio de lo anterior, una vez al año y sujeto al procedimiento señalado en artículo 17, podrán actualizarse los programas de fiscalización cuando razones fundadas basadas en la eficiencia del sistema de fiscalización así lo aconsejen.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 20.-


La indicación número 791, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para eliminar la expresión “y subprogramas”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Párrafo 2°

De las inspecciones, mediciones y análisis


La indicación número 796, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, en el epígrafe de este Párrafo, a continuación de “y análisis”, la palabra “técnicos”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 23.-

Inciso primero


La indicación número 798, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 23.- Corresponderá a los jefes de servicio de cada uno de los órganos y servicios sectoriales supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización contempladas en esta ley y las demás que rijan la materia específica. Asimismo deberán ejercer las demás funciones y atribuciones que esta ley les confiere, debiendo reportar periódicamente a la Superintendencia, sobre el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización acordados con la Superintendencia.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que en su concepto debe existir concordancia en los procedimientos de fiscalización de los órganos sectoriales y la Superintendencia y no imponerse los de ésta.


Nosotros planteamos, con el mismo criterio, creemos que tiene que haber concordancia en los procedimientos de fiscalización entre los Servicios y la Superintendencia y no impuestos por esta.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 24.-


La indicación número 801, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 24.- Cuando determinadas acciones de fiscalización contempladas en los programas no puedan ser llevadas a cabo, sea por insuficiencia operativa de los organismos sectoriales o por otra causa justificada, serán encomendadas por la Superintendencia a las entidades técnicas acreditadas de conformidad a esta ley y llevadas a cabo en los términos definidos en esta ley y en el reglamento, o se realizarán directamente por sus propios fiscalizadores.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que las atribuciones de fiscalización no son susceptibles de ser tercerizadas, añadiendo que, en su concepto, la función pública debe ser indelegable.


Añadió que en la norma aprobada en general  se encuentra implícita una visión neoliberal y que, además, en la norma se reafirma un aspecto que le merece reparos, cual es que los organismos sectoriales competentes deban ajustarse a las instrucciones técnicas,de carácter general que imparta la Superintendencia. 


Aseveró que por ello planteó una indicación al artículo 30 bis) que señala que los actos de fiscalización serán de competencia exclusiva de servicios y, funcionarios. 


La señora Ministra señaló que es preciso recordar que la fiscalización de las fuentes fijas de emisión de la Región Metropolitana la realizan única y exclusivamente laboratorios privados acreditados por el Ministerio de Salud. Afirmó que el sistema a que se refiere se implementó el año 2002.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 25.-


La indicación número 802, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 25.- Las acciones de fiscalización, que sean ejecutadas directamente por la Superintendencia y por las entidades técnicas acreditadas deberán ajustarse a las instrucciones técnicas de carácter general impartidas por ésta relativas a los protocolos, procedimientos y métodos de análisis en ellas definidos.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 26.-


La indicación número 802 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para añadir a continuación de las palabras “Superintendencia y”, la frase “, por entidades técnicas acreditadas y por”.

La Comisión acordó realizar una enmienda de redacción que se consigna en el Capítulo  de Modificaciones.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con enmienda, con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 27.-


La indicación número 804 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos. 



Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.



El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.



En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.



La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 28.-

Inciso primero


La indicación número 812 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “materia de la misma” por “materia de la fiscalización”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 814 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Inciso tercero


La indicación número 818 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar en el inciso tercero, a continuación de la frase “fuerza pública,” la oración “cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador,”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso cuarto


La indicación número 821 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 30.-

Inciso primero


La indicación número 826 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la palabra “industrial”, la frase “o de carácter reservado”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 827, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar el siguiente artículo 30 bis, nuevo:

“Artículo 30 bis.- Los actos de fiscalización serán de conocimiento exclusivo de los servicios, funcionarios y personas fiscalizadoras.


La fiscalización será preferentemente aleatoria en cuanto a tiempo, lugar o actividad fiscalizada, sin perjuicio de los términos definidos para la fiscalización programada.


Quienes infrinjan las normas del presente artículo incurrirán en el delito contemplado en el artículo 246 del Código Penal.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 31.-


La indicación número 828, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir el encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 828 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el encabezamiento por el siguiente:

 “La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 833, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar las siguientes letras e), f) y g), nuevas:

“e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.

 
f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.

 
g) Toda otra decisión o resolución emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 833 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar las siguientes letras e), f) y g), nuevas:

“e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 32.-

Letra d)


La indicación número 834 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “, así como de los procesos sancionatorios que les corresponda incoar”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -


La indicación número 835 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar la siguiente letra g), nueva:

“g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 838 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para añadir los siguientes incisos finales, nuevos:

“El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.


Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 33.-

- - -

La indicación número 839, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:

 
“Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de toda la información que en ella se consigne.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y la abstención de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 35.-


La indicación número 840, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 35.- Corresponderá a la Superintendencia del Medio Ambiente el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones, sin perjuicio de las potestades sancionadoras propias de otros órganos del Estado:”.

El Honorable Senador señor Navarro expresó que las facultades sancionatorias no son exclusivas de la Superintendencia del Medio Ambiente, y que la redacción  del artículo 35 puede inducir a aquella interpretación, reduciendo el ámbito sancionatorio y las facultades de otros organismos del Estado.


La señora Ministra señaló que la norma está referida al instrumento de gestión ambiental, de manera que no es posible que invada las competencias de otros servicios.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra a)


La indicación número 842 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:


“a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra b)


La indicación número 843 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, luego del punto final, la siguiente oración: 


 “Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra f)


La indicación número 844 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:


“f) Incumplir las medidas adoptadas por la superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra g)


La indicación número 845 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la frase “, que no sean de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Letra h)


La indicación número 846, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituirla por la siguiente:

“h) Hayan causado daño ambiental en áreas silvestres protegidas por el Estado.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 847 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar la siguiente letra h), nueva:

“h) El incumplimiento de las Normas de Calidad y Emisión, cuando corresponda.”.


Previo un debate la Comisión acordó aprobarla eliminando la frase “Calidad y”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Artículo 36.-


La indicación número 851 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.


1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:


a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;


b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;


c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención y/o Descontaminación;


d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;


e) 
Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;


f) 
Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 


g) 
Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.


2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:


a) 
Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;


b)
 Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;


c) 
Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;


d) 
Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;


e)
 Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;


f)
 Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;


g)
 Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y


h) 
Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.


3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.”.


El asesor jurídico, señor Luis Cordero, señaló que si bien el texto aparece sustituido completamente, la modificación que se efectúa al artículo 36 tiene por objeto efectuar ciertas precisiones para evitar equívocos en la aplicación de la potestad sancionatoria.



Señaló que la disposición sanciona incumplimientos normativos, vale decir debe existir infracción de una norma para que se establezca la sanción, agregando que la manera como se gradúa guarda relación con el nivel o los resultados que haya provocado el incumplimiento.


Agregó que el Ejecutivo lo que ha hecho, por esta vía es dar consistencia normativa con la finalidad que se puedan aplicar adecuadamente las potestades sancionatorias.


El Honorable Senador señor Girardi discrepó del criterio del Ejecutivo, aduciendo que para las infracciones gravísimas se debe atender al daño causado y no vincularlas, necesariamente, a una infracción de la norma, ya que pueden existir elementos que no estén normados y que provoquen un serio daño a la salud.


El Honorable Senador señor Guirardi pidió votación separada del enunciado y de las letras del artículo.


Solicitada la votación separada de sus numerales y literales, el Presidente de la Comisión:


-- Puso en votación el encabezamiento del numeral 1.- que fue aprobado con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


-- Puso en votación los literales a) a g) del numeral 1.-  que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

-- Enseguida puso en votación el encabezamiento del numeral 2.- que fue aprobado con los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


-- Puso luego en votación los literales del numeral 2.- que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.


-- Finalmente puso en votación el numeral 3.- que fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

N° 1.-


La indicación número 852, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el encabezamiento por el siguiente:


“1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que alternativamente:”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 867, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para intercalar, a continuación de la letra g), la siguiente nueva:


“…) Hayan causado daño ambiental en áreas silvestres protegidas por el Estado.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 872, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar las siguientes letras, nuevas:

“i) Hayan causado daño en ecosistemas o especies endémicas o amenazadas de flora o fauna.

 
j) Sean constitutivas de delito ambiental o de otro delito con incidencia en el ambiente o sobre la salud de las personas.

 
k) Incumplan normas de calidad, emisión u otras de contenido ambiental, y de ello se cause perjuicio.

 
l) Incumplan los planes de manejo de la ley N° 19.300, y de ello se cause perjuicio.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
N° 2.-


La indicación número 873, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar el encabezamiento por el siguiente:

 
“2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que, alternativamente:”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra b)


La indicación número 876, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:

“b) Hayan generado riesgo para la salud de la población.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra e)


La indicación número 877, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Incumplan las medidas y condiciones en virtud de las cuales fue aprobado un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra f)


La indicación número 878, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarla por la siguiente:


“f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas dispuestas por la Superintendencia.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 886, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar las siguientes letras, nuevas:


“j) Incumplan normas de calidad, emisión u otras de contenido ambiental.

 
k) Incumplan los planes de manejo de la ley N° 19.300.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
N° 3.-


La indicación número 887, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:


“3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 37.-


La indicación número 890, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 37.- Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá desde la instrucción de oficio o por denuncia de parte del procedimiento sancionatorio.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 892, del Honorable Senador señor Naranjo, para sustituir la expresión “tres años” por “cuatro años”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 38.-

Letra a)


La indicación número 895, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“a) Amonestación por escrito, pública o privada.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra b)


La indicación número 897, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:


“b) Multa de diez a quince mil unidades tributarias anuales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 898 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “cinco” por “una”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 901, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para agregar la siguiente letra e), nueva:

“e) Revocación del Plan de Manejo.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 902, del Honorable Senador señor Naranjo, para incorporar las siguientes letras, nuevas:

“e) Disolución o cancelación de la personalidad jurídica.


f) Con pena de presidio menor en su grado medio a máximo.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 39.-

Letra a)


La indicación número 903, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:


“a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental o del plan de manejo, clausura, multa de hasta quince mil unidades tributarias anuales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 905, del Honorable Senador señor Naranjo, para eliminar la conjunción disyuntiva “o”, e intercalar, a continuación de “anuales”, la frase “o disolución o cancelación de la personalidad jurídica; sin perjuicio de la posible responsabilidad penal que le pueda caber a sus responsables, la cual será castigada con presidio mayor en su grado mínimo a máximo”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra b)


La indicación número 909, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, multa de hasta siete mil quinientas unidades tributarias anuales o amonestación pública.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Letra c)


La indicación número 915, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:


“c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito, pública o privada o multa de diez hasta tres mil unidades tributarias anuales.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 40.-

Letra b)


La indicación número 921 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.”.

Letra g)


La indicación número 923 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la referencia a la “letra q)” por otra a la “letra r)”.
- - -

La indicación número 925 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra h), nueva, pasando la actual a ser i): 


“h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.”


--Puestas en votación, las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 926, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar las siguientes letras, nuevas:

“…) La conducta posterior a la infracción.


…) La exposición al daño o riesgo creado.


…) La clandestinidad, encubrimiento o no de la infracción.”.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 41.-


La indicación número 933, del Honorable Senador señor Naranjo, para sustituir, en el inciso primero, la forma verbal “deberá” por “podrá”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 42.-

Inciso primero


La indicación número 940 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el guarismo “5” por “10”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso segundo


La indicación número 941, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Para estos efectos se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado por el infractor, para que dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental incumplida, restablezcan su actividad a la normalidad y ofrezcan una mejora de sus condiciones de funcionamiento.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso tercero


La indicación número 944 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “o hubiesen cometido infracciones de aquellas denominadas gravísimas,”, y agregar luego del punto final, la siguiente oración: “Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso cuarto


La indicación número 945, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por los siguientes:

“Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá, a menos que cualquier tercero interesado o afectado por los efectos de la infracción se oponga fundadamente.

 
De la oposición se dará traslado al infractor con cuyos descargos o sin ellos se  resolverá la prosecución del procedimiento sancionatorio o el programa de cumplimiento.

 
La resolución que resuelva la oposición o que establezca el programa de cumplimiento será apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso quinto


La indicación número 948 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la palabra “original” la frase “dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 43.-


La indicación número 950, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, el infractor que haya ocasionado un daño ambiental estará obligado a reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad al daño causado, o en caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas y compensar económicamente, a quien corresponda, aquello que no sea reparable.

 
Para tal efecto, junto con determinar la responsabilidad administrativa y constatada la existencia del daño ambiental, la Superintendencia, ordenará al infractor presentar, en un plazo determinado, ante el Servicio de Evaluación Ambiental una proposición de reparación avalada por un estudio técnico ambiental, bajo apercibimiento de sancionarlo como responsable de infracción gravísima en caso de no dar cumplimiento a lo ordenado, sin perjuicio de las demás acciones que procedan.

 
El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.


Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.

 
Contra la aprobación del plan de reparación podrán oponerse aquellos terceros interesados o afectados por el daño ambiental. 


De la oposición se dará traslado al infractor con cuyos descargos o sin ellos se  resolverá sobre el cumplimiento del plan de reparación.


La resolución que resuelva la oposición o que fije el plan de reparación será apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva.

 
Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. 

 
Sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia, el Consejo de Defensa del Estado ejercerá la acción por daño ambiental cuando exista incumplimiento del plan de reparación, cuando el plan señalado no se presente en el plazo exigido por la autoridad administrativa, cuando éste no sea aprobado por dicha autoridad y en todos los demás casos que se produzca daño ambiental, sin perjuicio del ejercicio de las acciones por parte de aquellos terceros interesados o afectados. 

 
El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar la reparación.”.


El Honorable Senador señor Girardi precisó que esta indicación tiene por objeto agregar que, cuando no sea posible reparar el daño ambiental causado, el infractor que lo haya ocasionado estará obligado a compensar económicamente, a quien corresponda, aquello que no sea reparable y, asimismo, que contra la aprobación del plan de reparación podrán oponerse aquellos terceros interesados o afectados por el daño ambiental. Se trata de criterios que solicitan sean aprobados en el mismo sentido que han sido aprobados en otros artículos.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 951 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone termino al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental. 


El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.


Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.


Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.


Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental


El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 45.-

Inciso segundo


La indicación número 954 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de “respectiva”, la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso cuarto


La indicación número 955, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán solidariamente responsables del pago de la multa.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 48.-

Inciso tercero


La indicación número 968 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo, por los siguientes incisos, nuevos:

“Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.


En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquél juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.


La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3°, de la presente ley.”.


El Honorable Senador señor Allamand reparó que el texto de la indicación fija una duración de 30 días corridos a las medidas provisionales contempladas en este artículo, pero lo razonable es que señale que se trata de su duración máxima porque si se corrige el problema antes del vencimiento de aquélla no puede subsistir la misma.

El abogado señor Cordero explicó que no se trata de que la medida dure treinta días, sino que la referencia temporal de días constituye un estándar de revisión periódica, y si el objeto de la medida provisional se cumple carece de sentido su subsistencia. Agregó que ésta fue una norma que se incorporó como garantía de revisión permanente. En términos simples, si se cumple el supuesto perseguido por la medida provisional la misma se va a extinguir.



La señora Ministra recogió el argumento del Honorable Senador señor Allamand, dado que todos concuerdan en que el propósito es que la medida provisional tenga un plazo máximo de  duración de treinta días, que podrían ser renovables, y estima que la observación se podría salvar anteponiendo a la frase  “30 días corridos” la preposición “hasta”.


La Comisión recogió la proposición formulada y fue del parecer de añadir, en el primer inciso que se propone en la indicación, la preposición “hasta” a continuación de la oración “tendrán una duración de”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 49.-


La indicación número 969 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para añadir en el inciso segundo, después de la frase “una descripción”, la frase “clara y precisa”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
Artículo 51.-


La indicaciones números 972 del Honorable Senador señor Allamand, 973  del Honorable Senador señor Horvath y 974 del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, en el inciso primero, la frase “apreciarán en conciencia” por “apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica”.

El Honorable Senador señor Allamand abogó porque se acoja esta indicación sobre apreciación de la prueba, en razón de ser más rigurosa que la contenida en el texto del proyecto aprobado en general. 


--Puestas en votación, las indicaciones fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

La indicación número 976, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente artículo 54 bis, nuevo:

“Artículo 54 bis.- El denunciante que formalice su intervención en el proceso sancionatorio haciéndose parte tendrá derecho a ser notificado de todas las resoluciones que se adopten, a participar de las actuaciones que se decreten, a rendir pruebas, presentar recursos y ejercer los demás derechos de parte interesada.”.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que esta indicación atiende al criterio de entregarle plenos derechos y atribuciones a quien establezca acciones de denuncia para intervenir como parte interesada en el procedimiento sancionatorio, en sede administrativa.


El Honorable Senador señor Navarro reflexionó acerca de cuál es el incentivo para la denuncia de la infracción a la norma ambiental porque hay un criterio sancionatorio, investigador, fiscalizador, pero la indicación contiene un criterio que estimula la auto denuncia y la auto fiscalización bajo una compensación de que efectivamente el denunciante recibirá información de las resoluciones y podrá, participar de todo el proceso con plenitud de derechos, y señaló que si no existe un mecanismo que incentive la auto denuncia, cabe consultarle al Ejecutivo si, entonces, se espera que sólo los procesos sancionatorios se inicien a partir de los actos de fiscalización y no de los actos de constreñimiento del causante.


El asesor señor Cordero manifestó que este asunto está regulado en los dos incisos finales del artículo 47 de este ARTÍCULO SEGUNDO. 


El Honorable Senador señor Navarro acotó que se refiere a la autodenuncia, y no a la denuncia. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -
Artículo 56.-

Inciso primero


La indicación número 982 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “Juez de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del reclamante” por “Tribunal Ambiental” y eliminar el siguiente párrafo “Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso segundo


La indicación número 983, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y el pago de aquéllas será requisito de admisibilidad para la interposición del recurso de reclamación.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que la indicación busca modificar una situación de por sí injusta que permite, hoy en día, hacer reclamaciones sin que sea necesario ni obligatorio pagar las multas, y señaló que muchas de las sanciones que establece, por ejemplo, la Autoridad Sanitaria son reclamadas sin previo entero de la multa. Abogó porque se exija la consignación previa de la multa por ser esta la tradición en los recursos contra las resoluciones de las instituciones que fiscalizan verdaderamente.


El abogado señor Cordero precisó que el Tribunal Constitucional ha declarado inaplicable en cinco sentencias normas de este tipo y, además, declaró inconstitucional una norma del Código Sanitario. En consecuencia, exigir el pago de la multa viola la Constitución Política de la República, a juicio de aquel Tribunal.


El Honorable Senador señor Navarro hizo notar que es preciso evitar el sinsentido de que se reclame lo irreclamable y que en el actual sistema de fiscalización, tanto la Corporación Nacional Forestal como el Servicio Nacional de Pesca,  no consiguen cobrar cerca del 90% de las multas. Previno que normas como ésta pueden llevar a una dilación extrema en el pago de las multas  ya que es un mecanismo que alienta el no pago. 


El Honorable Senador señor Allamand indicó que la norma afecta a las empresas pequeñas porque las de gran tamaño siempre van a estar en situación de solucionar la multa y reclamar, mientras que a la empresa pequeña, si se le obliga a que deposite el monto de la multa como requisito para la reclamación, el efecto será que no reclamará nunca, y respecto de las razones por las que se cobran multas en materia ambiental, explicó que existe una norma de administración del Estado que dispone que los órganos que cobran las multas son las Tesorerías Regionales, disposición que se ha revelado ineficaz. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 984, del Honorable Senador señor Naranjo, para eliminar la frase “, o ésta no haya sido resuelta”, y agregar la siguiente oración final: “Una vez vencido dicho plazo e interpuesta la reclamación, el infractor deberá pagar el 30% de la multa impuesta; suma que será devuelta íntegramente en el caso de que la justicia ordinaria, mediante sentencia firme y ejecutoriada, lo absuelva en definitiva.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso tercero

La indicación número 985, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para eliminarlo.

El Honorable Senador señor Navarro expuso que para hacer efectivo este tipo mecanismos para determinar la multa y, particularmente, respecto del incumplimiento, puede resultar atractiva la opción de rebaja por pago anticipado, pero la verdad es que depende, también, de otras variables como lo son el monto de la multa y la gravedad de los hechos. Entonces, prosiguió, razonadamente, en el caso de grandes infractores, autores de grave daño, hacerle rebajas no resulta apropiado; cree, además, que se requiere una diferenciación mayor entre el daño y el monto porque entiende que su finalidad es ayudar a quienes si puedan hacerlo, muchas veces la fiscalización resulta inconducente cuando el pago de la multa es tan inferior a la utilidad lograda con el incumplimiento de la ley, y en ese supuesto se transforma en un mecanismo permanente para violentar la ley. Respecto de la reiteración, agregó, no ha visto que se establezca la reincidencia como un elemento.


El asesor señor Cordero indicó que en el artículo 40 se prevén todas las hipótesis que Su Señoría describe para la determinación de la multa.


La señora Ministra expresó que lo anterior y el beneficio económico se vienen aplicando prácticamente desde el acuerdo Chile-Canadá que introdujo todos estos mecanismos de cálculo.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 985 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “Juez de Letras en lo Civil” por “Tribunal Ambiental”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 57.-


La indicación número 986 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Inciso segundo


La indicación número 987, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“El tribunal no podrá decretar medida alguna que suspenda los efectos del acto reclamado, cuando la suspensión de los efectos de la resolución pueda afectar la salud de la población, la preservación del medio ambiente o se trate de infracciones gravísimas.”.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo 59.-


La indicación número 993, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 59.- Los organismos sectoriales con competencia ambiental que, en el ejercicio de sus funciones, tomen conocimiento de infracciones de competencia de la Superintendencia estarán obligados a denunciarlos ante ésta, sin perjuicio de  instruir y sancionar las conductas infraccionales en conformidad a sus potestades sancionadoras propias, si procediere.”.

El Honorable Senador señor Girardi manifestó que la proposición se sustenta en el principio que los organismos sectoriales con competencias ambientales que, dentro de sus atribuciones, tomen conocimiento de infracciones que le quepa conocer a la Superintendencia tendrán sobre sí la obligación de denuncia, lo que no obsta al deber de ejercer las funciones y potestades que les competen.


El Honorable Senador señor Navarro estima necesario precisar que se aplica un temperamento reiterativo porque efectivamente la Ley General de Bases obliga a los funcionarios que, tomen conocimiento de un delito o de una infracción, a realizar la denuncia respectiva. Entonces, el principio existe y sólo se busca establecer aquel deber cuando se trate de situaciones que están en la competencia de la Superintendencia. 


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso segundo


La indicación número 995 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en su inciso segundo, a continuación del punto a parte (.), lo siguiente: “En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
Artículo 60.-


La indicación número 996, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 60.- Cuando por los mismos hechos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, se le impondrán todas las sanciones que correspondan.”.
El Honorable Senador señor Navarro manifestó que claramente los cargos por temas medio ambientales pueden ser de los más disímiles caracteres, esto es, pueden ser hechos que pudieran causar  daño cultural, social, económico y ambiental, y la verdad que no parece adecuado que, en definitiva, opere un reduccionismo sólo a lo estipulado en esta ley, y ello podría acarrear que un tribunal pudiera determinar que una infracción adicional debiera ser desechada por no serle aplicable si no esta contemplada en la ley, Discrepó del artículo 60 del proyecto que preceptúa que, cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles, se le impondrá única y exclusivamente la de mayor gravedad. Piensa que hay una intromisión indebida en las facultades sancionadoras de otras leyes y que le cabe a un Tribunal discernir si cabe el cúmulo de responsabilidades.

El abogado señor Cordero manifestó que el artículo 60 aplica el criterio de lo que jurídicamente es el principio “non bis in idem”, es decir no castigar dos veces por un mismo hecho y tiene que ver con las competencias de la Superintendencia, en relación con los instrumentos que ella fiscaliza, con el objeto de que exista un solo mecanismo de sanciones. 

El Honorable Senador señor Girardi planteó que un hecho puede producir un daño al patrimonio arqueológico y, al mismo tiempo, la contaminación del recurso agua, y expresó que el fundamento de esta indicación es un criterio distinto que no es permisivo sino establecer un régimen de sanciones que sean acumulables y que operen como desincentivos verdaderos.


El abogado señor Cordero hizo notar que las sanciones ascienden hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


El Honorable Senador señor Girardi respondió que hay personas que tienen un patrimonio que les permite hacer frente a multas de esa entidad. 


El Honorable Senador señor Allamand consultó por el principio que permitiría juzgar por dos leyes distintas que no rompa el principio de la doble incriminación.


La señora Ministra hizo presente que la redacción del precepto señala que la aplicación procede cuando se juzga por los mismos hechos y fundamentos jurídicos. En consecuencia, se habla de situaciones que corresponden típicamente al non bis in idem.


El abogado señor Cordero especificó que se debe evitar que se den condiciones, por ejemplo, en la regulación pesquera o de residuos industriales líquidos que están dentro de la resolución de calificación ambiental ya que cuando se sanciona ésta, también, implica que sanciona todo de una vez con un solo sistema sancionatorio. 


El Honorable Senador señor Navarro observó que si alguien comete los mismos hechos va a tener un máximo de sanciones y consultó si eso ocurre en el Derecho Penal.


La señora Ministra indicó que el reglamento de penas es así.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó su desacuerdo con el criterio blando del Ejecutivo. Estimó que es un clásico retroceso de la autoridad el establecer sanciones más blandas. 


El Honorable Senador señor Navarro indicó que por la tercera infracción ya no se le va a poder aplicar en un solo procedimiento y si el infractor obtiene un lucro con la comisión de estos hechos, le resultara adecuado multiplicar las infracciones, a sabiendas de que se le va a sancionar sólo con la infracción más grave; lo calificó de un incentivo perverso.


La señora Ministra precisó que la sanción máxima del Código Sanitario son 1.000 unidades tributarias mensuales, y en este proyecto se establece para las infracciones gravísimas multas de hasta 10.000 unidades tributarias anuales, entonces tendría que incurrir en más de un centenar de infracciones. El efecto de esta disposición es que se le va a aplicar la sanción más alta de esta ley.  


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 998 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo 61, nuevo:

“Artículo 61.- La presente ley es sin perjuicio de las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción, del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.”

´


La Comisión acordó realizar una enmienda formal que se consigna en el Capítulo de Modificaciones.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con enmienda, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -
ARTÍCULO SÉPTIMO


La indicación número 1009, del Honorable Senador señor Ávila, para suprimirlo.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.-

Inciso primero


La indicación número 1017, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para reemplazar la frase “dos años contados” por “un año contado”

El Honorable Senador señor Girardi expresó que la intención es clara, se pretende la pronta entrada en vigencia de esta ley para disponer así de una autoridad ambiental eficiente lo que les lleva a proponer un tiempo que les parece razonable como es de  un año.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Inciso tercero

La indicación número 1018, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar, a continuación de “ingreso”, la frase “, a excepción de las normas sobre participación ciudadana que regirán in actum”.
El Honorable Senador Navarro explicó que se procura que para los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en forma previa a la publicación de la ley, se dispone que tanto su tramitación como su aprobación se sujeten a las normas vigentes al momento de su ingreso, y el objeto de la indicación es que a contar de aquella publicación las normas sobre participación ciudadana rijan in actum,


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
Artículo segundo.-

Inciso primero


La indicación número 1020 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, la expresión “del Medio Ambiente” por  la siguiente “Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente,” 


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
N° 1)


La indicación número 1021 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -

La indicación número 1022 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental, se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
N° 2)


La indicación número 1023 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde de la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. 


En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.”.


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

N° 4)


La indicación número 1024 Bis, de S.E. la Presidenta de la República,  para agregar la siguiente oración final: 


“Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.

Artículo octavo.-


La indicación número 1025, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para suprimirlo.

--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.

La indicación número 1027 Bis, de S.E. la Presidenta de la República,  para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo octavo transitorio.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más  proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.


El rediseño a que se refiere el inciso anterior, se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.”.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que ha guardado prudente silencio, en aras de permitir que el debate de este proyecto fuere expedito, pero cree necesario expresar que su intención manifiesta, ante el Ejecutivo, fue siempre la de que en esta ley se creara la Corporación Nacional Forestal pública y el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y cree que es indispensable que se señale en este artículo transitorio que dicha Corporación Nacional Forestal pública, en el plazo máximo de un año, exista como proyecto efectivamente en trámite y que su objeto no sea una CONAF productiva, como se ha pretendido, sino que tenga una misión integral respecto de todos los recursos forestales y los ecosistemas asociados. Indicó que es de suma importancia dejarlo establecido en la ley para que aquella entidad pública tenga prevención y combate de incendios, todo lo que concierne a los servicios ambientales que establece la ley de Bosque Nativo y que no son directamente productivos; los viveros, planes de manejo, productos y servicios no maderables, protección de los ecosistemas forestales y efectiva fiscalización. Si no se contemplan todo lo anterior en la ley, cree que no se guardará honor al acuerdo que se ha suscrito. Por lo tanto, piensa que en lo que le resta al actual Ejecutivo y el inicio del próximo gobierno esto quede en el espíritu de lo que se está aprobando.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que, independientemente del tema político, la creación de la CONAF pública se remonta a 1984, y que ni el Gobierno Militar ni los de la Concertación han cumplido. Por lo tanto, la perspectiva de que el próximo gobierno lo haga queda expuesta al mismo criterio de falta de confianza. 


Con todo, señaló que era imprescindible que este compromiso quedara establecido en esta ley como un precepto a firme más que una formulación genérica de intenciones. La forma es clara y precisa. “deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley”, pero como no hay sanciones asociadas  a esta obligación, además de ser en sí bastante flexible, queda la duda respecto del próximo Presidente de la República y de si enviará los proyectos de ley en los que no tiene compromiso.  


El Honorable Senador señor Girardi manifestó su concordancia con lo expuesto por el Honorable Senador señor Horvath y, en especial, respecto de la importancia de especificar más la institución del Servicio de Parques, pero estima que lo que se está haciendo carece de sentido y de valor; es sólo una pirotecnia porque el Ejecutivo no quiso incorporarlo –y entiende que la señora Ministra lo consultó- porque no hay interés en materias como el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas ni en la CONAF. En consecuencia, argumentó, no se quiso darle el mismo tratamiento que se le dio al acuerdo con la Unión Demócrata Independiente, en materia de Tribunal Ambiental, que le parece un buen acuerdo, pero que no se quiso extender a estas materias. Manifestó que como no le gusta el trato que se les ha dado y para que no se piense que pecan de algún tipo de ingenuidad sobre esta actitud, anunció que votarán en contra, simplemente porque lo que hay en este proyecto es nada, sólo la falsa imagen de un diálogo que no existe.


La señora Ministra Presidente de la Comisión Nacional de Medio Ambiente señaló que el Ejecutivo ha presentado un artículo octavo transitorio que entienden absolutamente claro y explícito en su intención y alcance. Manifestó que se ingresarán al Congreso Nacional por parte del Presidente de la República dos proyectos de ley: uno que creará el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, el otro transformará a la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado. Señaló que lo que aquí se pidió, información que es de carácter público, fue que no solamente esta ley se refiriera a la creación del primero de los servicios que ha mencionado, y que estará dentro de las competencias del Ministerio de Medio Ambiente; se pidió ir más allá y que se comprometiese la creación de un servicio, la Corporación Nacional Forestal que, ahora, pasa a ser público y de carácter descentralizado y que tendrá una gama de competencias que el Ejecutivo del momento determinará.


Eso fue lo que comprometió e insistió, en el entendido de que se está excediendo lo que les corresponde como Ministerio de Medio Ambiente, pues  la CONAF, corporación de Derecho Privado, pasará a ser pública y esto está en el texto del Protocolo de Acuerdo y en este artículo transitorio. Además se pidió que se garantizara que los derechos de los trabajadores de aquella institución serían resguardados, y aun tratándose de un servicio que no  dependerá del Ministerio de Medio Ambiente, pero como se habla de un compromiso del Ejecutivo por ley, ahí está la materialización de lo solicitado. Reiteró que el Ejecutivo entiende satisfechas las peticiones que le fueron hechas y el resto es incorporar, hasta la saciedad, requerimientos adicionales en cada sesión que se va teniendo. Recordó que en la misma Sala de la Comisión se pidió en forma unánime por los miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales avanzar desde la CONAF privada a la pública, y eso se cumplió; el resguardo de los trabadores, también se contempla en el proyecto de ley, la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, en el plazo de un año, también fue incorporado.

El Honorable Senador señor Girardi manifestó que cuando se habla de responsabilidad de una institucionalidad ambiental, implica que aquélla, a lo menos, debería haberse hecho cargo de algo tan importante como son los recursos naturales y todo el sistema de áreas silvestres protegidas; indicó que le parece una grave falencia y una grave omisión estructural. De seguro, consideró, habrá criterios distintos, pero no le parece que aquello pueda justificar y cree que ni siquiera se debiera estar discutiendo la cuestión de los plazos. Lo anterior debió haber sido parte integral de un proyecto de formulación de institucionalidad, y carece de sentido continuar discutiéndolo.  


--Puesta en votación, la indicación fue aprobada con los votos a favor de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 1049, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar los siguientes artículos transitorios, nuevos:

“Artículo ….- Los proyectos o actividades que a la fecha de vigencia de la presente ley se encuentren en ejecución u operación y no hayan sido sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental por ser anteriores a la vigencia de éste o que deban someterse a él en conformidad a las nuevas prescripciones de esta ley, deberán hacerlo en el plazo de un año a contar de su vigencia.”.

Artículo ….- Los reglamentos de la presente ley deberán dictarse en el plazo de un año a contar de su publicación.”.

El Honorable Senador señor Girardi expuso que el propósito de esta indicación es que los proyectos que, con anterioridad a la vigencia de la nueva ley, estén funcionando, dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigor de la misma, se homologuen al estándar de la nueva ley y ya que le parece pertinente y razonable para el interés nacional y para la competitividad del país.  Se evitará, asimismo, la existencia de dos tipos de ciudadanos: unos que se adecuan a las normas y otros que no las cumplen.


El Honorable Senador señor Navarro refirió que se requiere un proceso de actualización dado que hay un número de proyectos que, efectivamente, van a quedar fuera del ámbito de la Superintendencia, tal como ocurrió en 1997 con aquellos que se exceptuaron de la exigencia del estudio de impacto ambiental. Señaló que la experiencia demuestra que muchos de ellos resultaron altamente complejos, como Ralco, sin embargo, quiere preguntarle a la representante del Ejecutivo, a sabiendas que no hay consenso político y que podría haber un vicio eventual de constitucionalidad respecto de la retroactividad si es posible dejar a firme el carácter  de voluntariedad, de manera que aquellos proponentes que quieran dar muestras de compromiso y de beneficio de su imagen corporativa, bajo el principio de que quien lo hace bien nada teme pudieran incorporarse de manera voluntaria, incluso con algún grado de incentivo en caso de hacerlo. Planteó que esto no contradice el espíritu del acuerdo.


La señora Ministra señaló que es una materia susceptible de ser analizada.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada con los votos en contra de los  Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira y los votos favorables de los  Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.
- - -

La indicación número 1050 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos:


“Artículo noveno transitorio. Las normas establecidas en el título II, salvo el párrafo 3º, así como las establecidas en el Título III, todos del artículo segundo de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.


Artículo décimo transitorio. Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la Ley Nº 19.300, seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi solicitó que se consigne en el informe que el Ejecutivo tuvo toda la voluntad para el acuerdo legítimo con la oposición para de que dentro de un plazo entre en vigencia la Superintendencia, que está vinculada a los Tribunales Ambientales, agregó que no hubo la misma voluntad para un ámbito que es tan importante y relevante para el país como lo es la existencia del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres y de la Corporación Nacional Forestal.


La Comisión acordó efectuar enmiendas formales a ambas disposiciones, las que se consignan en el Capítulo de Modificaciones.

--Puesta en votación, la indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Horvath, Longueira y Navarro.
- - -


MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley despachado en general por la Sala del Senado, con las siguientes modificaciones: 

ARTÍCULO PRIMERO.-

Número 3)

Artículo 7° bis

Inciso segundo


- Ha intercalado, entre las palabras “planes” e “intercomunales”, el vocablo “reguladores”; entre “planes” y “de desarrollo urbano”, la voz “regionales”, y a continuación de la locución “territorio marítimo”, reemplazando la conjunción “y” que antecede a esta locución por una coma (,) la siguiente frase: “y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen”.

(Indicación 52 Bis Literal i). Aprobada 3X1 Abstención)

(Indicación 52 Bis Literal ii). Aprobada, Unanimidad 3X0)

(Indicación 52 Bis Literal iii). Aprobada, Unanimidad 4X0)

Inciso cuarto


- Ha intercalado, a continuación de la expresión “con ellos”, la siguiente frase “, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan”.

(Indicación 55 Bis. Aprobada, Unanimidad 4X0)

Artículo 7° ter

Letra c)


La ha sustituido, por la siguiente:


“c) Forma de participación del público interesado, y”.

(Indicación 65 Bis. Aprobada, 3X2)

Letra d)


Ha agregado una oración final, del siguiente tenor: “Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.”.

(Indicación 71 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

Artículo 7° quáter


Ha intercalado, a continuación de la locución “indicadores de seguimiento”, las siguientes frases: “destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo”.

(Indicación 75 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 6)


Lo ha reemplazado, por el que sigue:


“6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:


“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.


El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.


Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.


La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.”.

(Indicación 104 Bis. Artículo 9° bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
(Indicación 104 Bis. Artículo 9° ter. Aprobada, 3X2)
Número 7)

- - -

Ha incorporado un literal a), nuevo, del siguiente tenor:


“a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis”.
(Indicación 139 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Letra a)


Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)


Ha pasado a ser letra c), sustituyéndose el literal r) que contiene, por el siguiente:


“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.

(Indicación 146 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

- - -

Ha consultado un número 8), nuevo, del siguiente tenor:


“8) Reemplázase la letra d) del artículo 11, por la siguiente:


“d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.

(Indicación 157 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Número 8)


Ha pasado a ser número 9), sustituido por el siguiente:


“9) Agréganse los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:


“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.


No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.


Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.”.

(Indicación 159 Bis. Inciso primero del artículo 11 bis.- Aprobado, Unanimidad 5X0)
(Indicación 159 Bis. Inciso segundo del artículo 11 bis.- Aprobado, 3X2)
(Indicación 159 Bis. Artículo 11 ter.- Aprobado, Unanimidad 5X0)
Número 9)


Ha pasado a ser número 10), reemplazado por el que sigue:


“10) Modificase el artículo 12, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aun cuando no se encuentren operando.”.


b) Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.”.

(Indicación 195 Bis. Letra a) Aprobada, Unanimidad 5X0)
(Indicación 195 Bis. Letra b) Aprobada, 3X2)
Números 10), 11), 12) y 13)


Han pasado a ser números 11), 12), 13) y 14), respectivamente, sin modificaciones.

Número 14)


Ha pasado a ser número 15), agregándose en el inciso primero del artículo 14 bis que propone, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.”.

(Indicación 230 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -

Ha consultado como numeral 16), nuevo, el siguiente:


“16) Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:


“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.”.

(Indicación 231 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Números 15) y 16)


Han pasado a ser números 17) y 18), respectivamente, sin enmiendas.

Número 17)


Ha pasado a ser número 19), reemplazándose el literal iii) de la letra a) que contiene, por el siguiente:


“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

(Indicación 256 Bis. Aprobada, 3X2)
Números 18) y 19)


Han pasado a ser números 20) y 21), respectivamente, sin modificaciones.

Número 20)


Ha pasado a ser número 22), con las siguientes enmiendas:


- Ha sustituido su encabezamiento, por el siguiente:


“22) Agréganse los siguientes artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter:”.


- Ha agregado a los artículos 18 bis y 18 ter que propone, el siguiente artículo 18 quáter:


“Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:


a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.


b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.


c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.


d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.


e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.

(Indicaciones 265 Bis y 283 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Número 21)

Ha pasado a ser número 23), reemplazándose el literal iii) de la letra a), que contiene, por el siguiente:

“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

(Indicación 293. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 22)

Ha pasado a ser número 24), sin modificaciones.

Número 23)


Ha pasado a ser número 25), con la siguiente enmienda:


Ha incorporado como letra c), nueva, la que se señala, pasando la letra c) a ser d):


“c) Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”.

(Indicación 314 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Números 24), 25) y 26)


Han pasado a ser números 26), 27) y 28), respectivamente, sin modificaciones.

Número 27)


Ha pasado a ser número 29), sustituyéndose el inciso sexto, nuevo, que se agrega al artículo 24, por el siguiente:


“El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.

(Indicación 322 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 28)


Ha pasado a ser número 30), sin enmiendas.

Número 29)


Ha pasado a ser número 31), reemplazado por el siguiente:


“31) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies y 25 sexties:


“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.


Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación.


El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.


Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.


La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.


Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.


Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880.


El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.


Artículo 25 sexties.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.

(Indicación 325 Bis, 326 Bis, 331 Bis, 339 Bis, 343 Bis, 358 Bis Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Número 30)


Ha pasado a ser número 32), sin modificaciones.

Número 31)


Ha pasado a ser número 33), intercalándose en el inciso tercero que propone el literal c), a continuación de la expresión “rectificaciones y ampliaciones”, la primera vez que aparece, la frase “que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto”.

(Indicación 372 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 32)


Ha pasado a ser número 34), sin modificaciones.

Número 33)


Ha pasado a ser número 35), reemplazándose el literal c) que contiene, por el siguiente:


“c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por los siguientes:


“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.

(Indicación 386 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 34)


Ha pasado a ser número 36), sin modificaciones.

Número 35)


Ha pasado a ser número 37), sustituyéndose los artículos 30 bis y 30 ter que contiene, por los siguientes:


“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.


Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.


Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.


El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.


Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.


La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.


Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.


Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.

(Indicación 412 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 36)


Ha pasado a ser número 38), sin modificaciones.

Número 37)


Ha pasado a ser número 39), con las siguientes enmiendas:

Artículo 31 bis


Ha agregado la siguiente letra g), nueva:


“g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.”.

(Indicación 440 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 31 ter


Ha incorporado las siguientes letras f), g) y h), nuevas:


“f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

(Indicación 448 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Números 38) y 39)


Han pasado a ser números 40) y 41), respectivamente, sin modificaciones.

- - -

Ha consultado los siguientes números 42) y 43), nuevos:


“42) Agrégase en el inciso primero del artículo 34, la siguiente oración final: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.


43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente:


“La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.”.

(Indicación 461 Bis y 475 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
- - -
Números 40) y 41)


Han pasado a ser números 44) y 45), respectivamente, sin modificaciones.

Número 42)


Ha pasado a ser número 46), con las siguientes enmiendas:


- Ha reemplazado, en la letra a), la expresión “, y” por un punto y coma (;).


- Ha sustituido, en la letra b), el punto final (.), por la expresión “, y”.


- Ha agregado  la siguiente letra c), nueva:


“c) Elimínase el inciso segundo.”.

(Indicación 477 Bis, 480 Bis y 481 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Número 43)


Ha pasado a ser número 47), con la siguiente enmienda en la letra b:


Ha reemplazado, en el literal ii), la frase que se agrega por la siguiente: “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.

(Indicación 488 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -

Ha consultado un numeral 48), nuevo, del siguiente tenor:


“48) Reemplázase, en el artículo 41, la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.

(Indicación 498 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Número 44)


Ha pasado a ser número 49), sustituido por el siguiente:


“49) En el artículo 42:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase: “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”, y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.


b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.”.

(Indicación 499 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Números 45), 46), 47) y 48)


Han pasado a ser números 50), 51), 52) y 53), respectivamente, sin modificaciones.

- - -

Ha consultado como numeral 54), nuevo, el siguiente:


“54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 50, la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,”, por “Tribunal Ambiental”.

(Indicación 529 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Números 49) y 50)


Han pasado a ser números 55) y 56), respectivamente, sin modificaciones.

- - -

Ha incorporado los siguientes números 57) y 58), nuevos:


“57) Reemplázase el artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”.


58) Deróganse los artículos 61 y 62.”.

(Indicación 534 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -
Número 51)


Ha pasado a ser número 59), suprimiéndose la frase “y los organismos sectoriales con competencias ambientales,”.

(Indicación 535 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 52)


Ha pasado a ser número 60), sin modificaciones.

Número 53)


Ha pasado a ser número 61), sustituido por el siguiente:


“61) En el artículo 66:


a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.


b) Intercálase la locución “, el desarrollo sustentable”, entre la palabra “ambiente” y la frase “, la preservación de la naturaleza”.”.

(Indicación 539 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Número 54)


Ha pasado a ser número 62), sin modificaciones.

Número 55)


Ha pasado a ser número 63), con las siguientes enmiendas:

Artículo 70


- Ha intercalado en la letra e), a continuación de la frase “elaboración de sus”, la expresión “planes y”.

(Indicación 574 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

- Ha intercalado en la letra k), a continuación de la palabra “país”, la primera vez que aparece, la frase “, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales,”.

(Indicación 589 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

- Ha sustituido la letra q), por la siguiente:


“q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.”.

(Indicación 596 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

- Ha intercalado en la letra v), a continuación de la voz “ambiente”, la locución “, el desarrollo sustentable”.

(Indicación 599 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)

- Ha reemplazado, en la letra y), la frase “políticas, planes y programas” por “políticas y planes”.

(Indicación 603 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 71


Lo ha suprimido.

(Indicación 612 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 72


Ha pasado a ser artículo 71, intercalándose en el inciso primero, a continuación de la frase “integrado por los Ministros de”, la expresión “Agricultura;”, y suprimiéndose la expresión “de Agricultura;” que sucede a “de Obras Públicas;”.

(Indicación 623 Bis. Aprobada, 3X2 abstenciones)
Artículo 73


Ha pasado a ser artículo 72, incorporándosele la siguiente oración final: “El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

(Indicación 642 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículos 74, 75, 76 y 77


Han pasado a ser artículos 73, 74, 75 y 76, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 78

Ha pasado a ser artículo 77, reemplazándose la locución “Ministro del Medio Ambiente”, por “Ministerio del Medio Ambiente”, y la palabra “Ministro”, por “Ministerio”.

(Indicación 659 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 79


Ha pasado a ser artículo 78, con las siguientes enmiendas:


- Ha sustituido, en su inciso final, la frase “y ejercer todas las demás funciones que le encomiende la ley”, por el siguiente texto: “Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.”.

(Indicación 669 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículos 80 y 81


Han pasado a ser artículos 79 y 80, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 82


Ha pasado a ser artículo 81, con las siguientes enmiendas:


- Ha intercalado, en la letra b), a continuación de la palabra “ambiental” la frase “, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio”.

- Ha intercalado, en la primera oración de la letra f), a continuación del vocablo “registro”, la voz “público”.

(Indicación 672 Bis y 673 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Artículos 83, 84 y 85


Han pasado a ser artículos 82, 83 y 84, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 86


Ha pasado a ser artículo 85, intercalándose en la letra d), a continuación del vocablo “legados”, el siguiente texto: “que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten”.
(Indicación 696 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
- - -

Ha consultado un artículo 86.-, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación. El Director Regional del Servicio actuará como secretario.

Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.”.

(Indicación 695 Bis. Aprobada, con enmienda. 3X2)
ARTÍCULO SEGUNDO.-

Artículo 3°.-

Letra d)


Ha intercalado, a continuación de la palabra “normas”, la expresión “, medidas”.

Letra e)


Ha incorporado el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.”.

- - -

Ha incorporado el siguiente literal g), nuevo:


“g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.”.

- - -
Letra g)


Ha pasado a ser letra h), sustituida por la siguiente:


“h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.”.

Letras h) e i)


Han pasado a ser letras i) y j), respectivamente, sin modificaciones.

Letra j)


Ha pasado a ser letra k), intercalándose, a continuación del vocablo “proponentes”, la siguiente frase: “, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental,”.

Letra k)


Ha pasado a ser letra l), reemplazándose la voz “seis”, por “cinco”.

Letra l)


Ha pasado a ser letra m), sin modificaciones.

Letra m)


Ha pasado a ser letra n), suprimiéndose la frase “, salvo aquellas de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.

Letras n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u)


Han pasado a ser letras ñ), o), p), q), r), s), t), u) y v), respectivamente, sin modificaciones.

(Indicación 716 Bis, 719 Bis, 721 Bis, 722 Bis, 733 Bis y 740 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
(Indicación 737 Bis. Aprobada, 3X2)
Artículo 5°.-


Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.”.

(Indicación 762 Bis. Aprobada, con enmienda. 3X2)
Artículo 8°.-


Ha intercalado en el inciso segundo, a continuación de la palabra “funciones”, la frase “y que consten en el acta de fiscalización”.

(Indicación 772 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 14.-


Ha agregado en el literal e) la siguiente oración final: “Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.”.

(Indicación 777 Bis. Aprobada, Unanimidad 5X0)
Artículo 16.-


Ha consultado las siguientes letras e) y f), nuevas, pasando la actual letra e) a ser letra g):


“e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.


f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.”.

(Indicación 784 Bis.  Literal e) Aprobado, Unanimidad 5X0)
(Indicación 784 Bis.  Literal f) Aprobado, 3X2)
Artículo 26.-


Ha intercalado, a continuación de la expresión “Superintendencia”, la frase: “, por entidades técnicas acreditadas y por” y ha eliminado la conjunción copulativa “y” que precede a la expresión “los organismos sectoriales”.
(Indicación 802 Bis. Aprobada, con enmienda. 3X2)
Artículo 27.-


Lo ha sustituido, por el que sigue:


“Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.


Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.


El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.


En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.


La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.”.

(Indicación 804 Bis. Aprobada, 3X2)
Artículo 28.-


Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.


Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.

(Indicación 812 Bis, 814 Bis, 818 Bis y 821 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Artículo 30.-


Ha intercalado en el inciso primero, a continuación del vocablo “industrial”, la frase “o de carácter reservado”.

(Indicación 826 Bis. Aprobada, 3X2)
Artículo 31.-


- Ha intercalado, en el encabezamiento, a continuación de la expresión “Ambiental,”, la locución “de acceso público,”.


Ha consultado las siguientes letras e), f) y g), nuevas:


“e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

(Indicación 822 Bis y 833 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
Artículo 32.-

Inciso primero


- Ha eliminado, en el literal d), la frase “, así como de los procesos sancionatorios que les corresponda incoar”.


- Ha incorporado el siguiente literal g), nuevo, pasando el actual a ser h):


“g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.”.

- - -

Ha consultado los siguientes incisos finales, nuevos:


“El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.


Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.”.

(Indicación 835 Bis y 838 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
- - -
Artículo 35.-


Ha efectuado las siguientes enmiendas:


- Ha sustituido la letra a), por la siguiente:


“a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.”.


-  Ha agregado en la letra b) la siguiente oración final: “Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.”.


- Ha reemplazado el literal f), por el siguiente:


“f) Incumplir las medidas adoptadas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.”.


- Ha eliminado en la letra g) la frase “, que no sean de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.


- Ha incorporado un nuevo literal h), del tenor que se indica, pasando las actuales letras h), i), j), k), l) y m), a ser letras i), j), k), l), m) y n), respectivamente, sin modificaciones:


“h) El incumplimiento de las Normas de Emisión, cuando corresponda.”.
(Indicación 842 Bis, 843 Bis, 844 Bis y 845 Bis. Aprobadas, Unanimidad 5X0)
(Indicación 847 Bis. Aprobada, con enmienda. Unanimidad 5X0)
Artículo 36.-


Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.


1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:


a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;


b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;


c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención o Descontaminación;


d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;


e) Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;


f) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 


g) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.


2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:


a) Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;


b) Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;


c) Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;


d) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;


e) Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;


f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;


g) Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y


h) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.


3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.”.

(Indicación 851 Bis. Encabezamiento del numeral 1.- Aprobado, 3X2)
(Indicación 851 Bis. Literales del numeral 1.- Aprobados. Unanimidad, 5X0)
(Indicación 851 Bis. Encabezamiento del numeral 2.- Aprobado, 3X2)
(Indicación 851 Bis. Literales del numeral 2.- Aprobados. Unanimidad, 5X0)
(Indicación 851 Bis. Numeral 3.- Aprobado, Unanimidad, 5X0)
Artículo 38.-


Ha sustituido, en la letra b), la voz “cinco”, por “una”.

(Indicación 898 Bis. Aprobada, 3X2)
Artículo 40.-


Ha efectuado las siguientes enmiendas:


- Ha reemplazado la letra b), por la siguiente:


“b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.”.


- Ha sustituido, en la letra g), la mención a la letra “q)”, por otra a la letra “r)”.


- Ha incorporado la siguiente letra h), nueva, pasando la actual a ser i):


“h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.”.

(Indicación 921 Bis, 923 Bis y 925 Bis. Aprobadas, Unanimidad, 5X0)
Artículo 42.-


Ha efectuado las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Ha sustituido el guarismo “5” por “10”.

Inciso tercero


Ha eliminado la frase “o hubiesen cometido infracciones de aquellas denominadas gravísimas,”, y agregado la siguiente oración final: “Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.”.

Inciso quinto


Ha intercalado, a continuación de la palabra “original”, la frase “dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38”.

(Indicación 940 Bis, 944 Bis y 948 Bis. Aprobadas, Unanimidad, 5X0)
Artículo 43.-


Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone término al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental.


El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.


Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.


Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.


Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.


El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.”.

(Indicación 951 Bis. Aprobada, Unanimidad, 5X0)
Artículo 45.-


Ha intercalado, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “respectiva”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56”.

(Indicación 954 Bis. Aprobada, Unanimidad, 5X0)
Artículo 48.-


Ha reemplazado el inciso tercero, por los siguientes:


“Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.


En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquel juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.


La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la presente ley.”.

(Indicación 968 Bis. Aprobada, con enmienda. Unanimidad, 5X0)
Artículo 49.-


Ha intercalado en el inciso segundo, a continuación de la palabra “descripción”, la frase “clara y precisa”.

(Indicación 969 Bis. Aprobada, Unanimidad, 5X0)
Artículo 51.-


Ha reemplazado, en el inciso primero, la frase “apreciarán en conciencia” por “apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica”.
(Indicación 972, 973 y 974. Aprobadas, Unanimidad, 5X0)
Artículo 56.-


Ha efectuado las siguientes enmiendas:

Inciso primero


- Ha sustituido la frase “Juez de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del reclamante”, por “Tribunal Ambiental”.


- Ha eliminado el siguiente texto: “Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.”.

Inciso tercero


Ha reemplazado la frase “Juez de Letras en lo Civil”, por “Tribunal Ambiental”.

(Indicación 982 Bis y 985 Bis. Aprobadas, Unanimidad, 5X0)
Artículo 57.-


Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.”.

(Indicación 986 Bis. Aprobada, Unanimidad, 5X0)
Artículo 59.-


Ha agregado, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.”.

(Indicación 995 Bis. Aprobada, Unanimidad, 5X0)
- - -

Ha consultado como artículo 61, nuevo, el siguiente:


“Artículo 61.- La presente ley no afectará las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.”.

(Indicación 998 Bis. Aprobada, con enmienda. Unanimidad, 5X0)
- - -
Artículo 61.-


Ha pasado a ser artículo 62, sin modificaciones.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo.-


Ha efectuado las siguientes enmiendas:


- Ha sustituido, en su encabezamiento, la locución “del Medio Ambiente” por “Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente”.


- Ha eliminado, en el numeral 1), la oración “El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”, y agregado el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”

- Ha sustituido el numeral 2), por el siguiente:


“2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde de la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso.


En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.”.


- Ha agregado, en el numeral 4), la siguiente oración final: “Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

(Indicación 1020 Bis, 1021 Bis, 1022 Bis, 1023 Bis y 1024 Bis.               Aprobadas, Unanimidad, 5X0)
Artículo octavo.-


Lo ha reemplazado, por el que sigue:


“Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.


El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.”.

(Indicación 1027 Bis. Aprobada, 3X2)
- - -

Ha consultado como artículos noveno y décimo, nuevos, los siguientes:


“Artículo noveno.- Las normas establecidas en los Títulos II, salvo el párrafo 3º, y III del ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.


Artículo décimo.- Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la ley Nº 19.300 seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.”.

(Indicación 1050 Bis. Aprobada, con enmienda. Unanimidad 5X0)
- - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:

1) En el artículo 2°.
a) Incorpóranse, a continuación de la letra a), las siguientes letras a bis) y a ter):


“a bis) Biotecnología: se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos;

a ter) Cambio Climático: se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables;”.  

b) Incorpórase, a continuación de la letra h), la siguiente letra h bis):

“h bis) Efecto Sinérgico: aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia simultánea de varios agentes supone una incidencia ambiental mayor que el efecto suma de las incidencias individuales contempladas aisladamente;”. 

c) Incorpórase a continuación de la letra i), la siguiente letra i bis):

“i bis). Evaluación Ambiental Estratégica: el procedimiento realizado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable, al proceso de formulación de las políticas y planes de carácter normativo general, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva política y plan, y sus modificaciones sustanciales;”.

d) Reemplázase, en la letra j), la frase “de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, en su caso,” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.

e) Incorpórase, a continuación de la letra m), la siguiente letra m bis):

“m bis) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestre la capacidad práctica de determinadas técnicas para evitar o reducir en general las emisiones y el impacto en el medio ambiente y la salud de las personas. Con tal objeto se deberán considerar una evaluación de impacto económico y social de su implementación, los costos y los beneficios, la utilización o producción de ellas en el país, y el acceso, en condiciones razonables, que el regulado pueda tener a las mismas;”. 

2) En el artículo 4º.

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “participación ciudadana” y la conjunción “y” la siguiente frase “, permitir el acceso a la información ambiental”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental, deberán propender por la adecuada conservación, desarrollo y fortalecimiento de la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. 

3) Agrégase, a continuación del artículo 7°, el siguiente párrafo 1° bis:

“Párrafo 1° bis.

De la Evaluación Ambiental Estratégica.

Artículo 7° bis.- Se someterán a evaluación ambiental estratégica las políticas y planes de carácter normativo general, así como sus modificaciones sustanciales, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, que el Presidente de la República, a proposición del Consejo de Ministros, señalado en el artículo 72, decida.

En todo caso, siempre deberán someterse a evaluación ambiental estratégica los planes regionales de ordenamiento territorial, planes reguladores intercomunales, planes reguladores comunales y planes seccionales, planes regionales de desarrollo urbano y zonificaciones del borde costero, del territorio marítimo y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen. En esta situación el procedimiento y aprobación del instrumento estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Gobierno Regional o el Municipio o cualquier otro organismo de la administración del Estado, respectivamente.

La elaboración de las políticas y planes deberá contemplar las etapas de diseño y aprobación.

En la etapa de diseño, el organismo que dictará la política o plan, deberá considerar los objetivos y efectos ambientales del instrumento, así como los criterios de desarrollo sustentable de los mismos. Durante esta etapa se deberá integrar a otros órganos de la administración del Estado vinculados a las materias objeto de la política o plan, así como otros instrumentos relacionados con ellos, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan. En el caso señalado en el inciso segundo, se deberán siempre considerar los instrumentos relacionados con capacidad vial elaborados por la autoridad competente.

En la etapa de aprobación, se deberá elaborar un anteproyecto de política o plan que contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones, para luego ser sometido a consulta pública por parte del organismo responsable. 

Artículo 7° ter.- Un reglamento establecerá el procedimiento y plazos en virtud del cual se tramitará este tipo de evaluación, el que deberá considerar:

a) Los aspectos básicos a considerar durante la etapa de diseño, incluida la forma de consulta y coordinación de los organismos del Estado que puedan vincularse con la política o plan objeto de evaluación;

b) Los contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Informes Ambientales de las políticas o planes;


c) Forma de participación del público interesado, y
d) Forma de publicidad de la política o plan, así como su reformulación posterior. Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.
Artículo 7° quáter.- La etapa de aprobación de la política o plan, culminará con una resolución del Ministerio sectorial, en la cual se señalará el proceso de elaboración de la política o plan desde su etapa de diseño, la participación de los demás organismos del Estado, la consulta pública realizada y la forma en que ha sido considerada, el contenido del informe ambiental y las respectivas consideraciones ambientales y de desarrollo sustentable que debe incorporar la política o plan para su dictación, así como los criterios e indicadores de seguimiento destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo.
4) En el artículo 8°:

a) Agréganse, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser inciso final:

“Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad territorial del proyecto presentado.

Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán considerar siempre las políticas y planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1° bis de este título.”.

b) Sustitúyense, en el inciso final, la frase “a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso”, por “al Servicio de Evaluación Ambiental”, y la palabra “precedente”, por “anterior”.

5) En el artículo 9°:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región” por “Comisión establecida en el artículo 86 o Comisión de Evaluación” y la denominación “la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental”.

b) Reemplázanse, en el inciso tercero, las expresiones “a esta Dirección” por “al Director del Servicio de Evaluación Ambiental” y “Comisiones Regionales del Medio Ambiente” por “Comisiones de Evaluación”.

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y formulados dentro de las esferas de sus respectivas competencias.”.


6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:


“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.


El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.


Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.


La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.
7) En el artículo 10:


a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis”.

b) Elimínase, en su letra h), la frase “Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales,”, iniciando con mayúscula la palabra “proyecto” que le sigue a continuación, y elimínase, asimismo, la expresión “que los modifiquen o”.

c) Agrégase la siguiente letra r), sustituyendo en la letra p) la coma (,) y la conjunción "y" que le sigue por un punto y coma(;) y reemplazando en la letra q) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción "y":


“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.

8) Reemplázase la letra d) del artículo 11, por la siguiente:


“d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.

9) Agréganse los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:


“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.


No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.


Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.


10) Modificase el artículo 12, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aún cuando no se encuentren operando.”.


b) Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.
11) Agrégase el siguiente artículo 12 bis:

“Artículo 12 bis.- Las declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias: 

a) Una descripción del proyecto o actividad;

b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental;

c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá; y 

d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.”. 

12) En el artículo 13.

a) En el inciso primero:

i) Intercálase a continuación de la expresión “Estudio” la expresión “o Declaración”.

ii) Sustitúyese la frase “y la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “, el Servicio de Evaluación Ambiental”.

iii) Intercálase, antes de la expresión “, en su caso”, la frase “y los órganos de la administración del Estado competentes”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, las palabras “Secretaria General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”. 

c) Intercálase, en su letra b), a continuación de la expresión “Estudios” las palabras “y Declaraciones”; y sustitúyese la referencia a los artículos “11 y 12”, por “11, 12, 12 bis, 13 bis y 18”, según corresponda”.

d) Reemplázase, en la letra c), la frase “tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental,” por “evaluación de impacto ambiental” y elimínase la frase “en conformidad con el artículo siguiente”.

13) Incorpórase, el siguiente artículo 13 bis:

“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental si han establecido, antes o durante el proceso de evaluación, negociaciones con los interesados con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental. En el evento de existir tales acuerdos, éstos no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad.”.

14) En el artículo 14.

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “anterior” por el guarismo “13”.

b) Sustitúyese, en la letra b), la frase “calificación de un Estudio de Impacto Ambiental” por “evaluación de impacto ambiental”.

c) Intercálase, en la letra c), a continuación de la palabra “Estudios” la expresión “y Declaraciones”; y reemplázase la expresión “el artículo 16” por “los artículos 16 y 19”.

d) Agrégase, en la letra e), a continuación de la palabra “Estudio” las palabras “o la Declaración”.

15) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:

“Artículo 14 bis.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental y los actos administrativos que se originen de él, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas de la ley Nº 19.799 y su reglamento, y a lo previsto en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.
Se entenderá que el titular de un proyecto acepta la utilización de técnicas y medios electrónicos en todas las actuaciones del procedimiento que le afecten, desde que ingrese su Estudio o Declaración, salvo que expresamente solicite lo contrario.

Las observaciones que formularen las organizaciones ciudadanas y personas naturales a que se refieren los artículos 28 y 30 bis, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas generales.

Sin embargo, no se emplearán medios electrónicos respecto de aquellas actuaciones que por su naturaleza o por expresa disposición legal deben efectuarse por otro medio.”.


16) Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:


“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.

17) En el artículo 15:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

b) Suprímese el inciso segundo, pasando el inciso final a ser segundo.

c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, sustitúyense la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”; y la palabra “treinta” por “quince”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Cuando el Estudio de Impacto Ambiental se refiera a proyectos o actividades que deben ser implementados de manera urgente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, así como a servicios que no pueden paralizarse sin serio perjuicio para el país, el plazo de evaluación se reducirá a la mitad, ordenándose todos los trámites proporcionalmente a ese nuevo plazo. La calificación de urgencia para la evaluación será realizada por el Director Ejecutivo a petición del interesado. El reglamento determinará los requisitos, formas y condiciones necesarios para la solicitud, la aprobación y su debida publicidad.”.

18) Agregase el siguiente artículo 15 bis:

“Artículo 15 bis.- Si el Estudio de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiere ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, el Director Regional o el Director Ejecutivo, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.

La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros cuarenta días contados desde la presentación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar el estudio por la causal señalada, debiendo completarse su evaluación.

Los organismos a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 9º, deberán comunicar, tan pronto le sea requerido su informe, al Director Regional o al Director Ejecutivo si en los Estudios sometidos a su conocimiento se ha constatado el defecto previsto en este artículo.

En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse dentro del plazo de veinte días.”.

19) En el artículo 16.

a) Introdúcense, en el inciso primero, las siguientes modificaciones:

i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”. 

ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.

iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.
b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “anterior” por el guarismo “15”.

20) Derógase el artículo 17.

21) En el artículo 18:

a) Sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

b) Reemplázase, el inciso final por el siguiente:

“En el caso que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental en razón de la falta de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo del Estado responsable para que, en el plazo de diez días, emita el respectivo permiso o pronunciamiento. Vencido este plazo, el permiso o pronunciamiento faltante se tendrá por otorgado favorablemente.”.


22) Agréganse los siguientes artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter:
“Artículo 18 bis.- Si la Declaración de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiese ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.

La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros treinta días contados desde la presentación de la respectiva declaración de impacto ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar la Declaración por las causales señaladas, debiendo completarse su evaluación.

En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse en el plazo de veinte días.

Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.

Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento.

Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:


a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.


b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.


c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.


d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.


e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.

23) En el artículo 19.

a) En el inciso primero:

i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.


“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “El Presidente de la Comisión” por “El Director Regional o el Director Ejecutivo, en su caso,”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental”, lo siguiente: “o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable”. 

d) Sustitúyese, en el inciso final, la frase “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

24) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:

“Artículo 19 bis.- Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15, 18 y 18 ter sin que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo se hubieren pronunciado sobre un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, y cumplidos los requisitos del artículo 64 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, dicho Estudio o Declaración, con sus aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, si las hubiere, se entenderá aprobado.

El certificado que el Director Regional o el Director Ejecutivo expida en caso de configurarse la situación prevista en el inciso anterior, además de especificar que el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental no fue evaluado dentro del plazo legal, individualizará el o los documentos sobre los que recae la aprobación a que se refiere este artículo.”.

25) En el artículo 20:

a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 20.- En contra de la resolución que niegue lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo. En contra de la resolución que rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante un comité integrado por los Ministros del Medio Ambiente, que lo presidirá, y los Ministros de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Agricultura; de Energía, y de Minería. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución recurrida. La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días contados desde la interposición del recurso, según se trate de una Declaración o un Estudio de Impacto Ambiental.”.

b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ordenarse correlativamente:

“Con el objeto de resolver las reclamaciones señaladas en el inciso primero, el Director Ejecutivo y el Comité de Ministros podrá solicitar a terceros, de acreditada calificación técnica en las materias de que se trate, un informe independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. El reglamento establecerá como se seleccionará a dicho comité y las condiciones a las que deberá ajustarse la solicitud del informe.

En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Comité de Ministros deberá solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental.”.


c) Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”.

d) Suprímese, en el inciso final, las palabras “a una Declaración” y agrégase a continuación de la palabra “Estudio” la expresión “o Declaración”.

26) En el artículo 21:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Si se declara inadmisible una Declaración de Impacto Ambiental o se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental” por “Si se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental”.

b) Incorpórase, el siguiente inciso segundo:

“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo.”. 

27) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 22, la frase “de la respectiva Comisión del Medio Ambiente” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.

28) Derógase el artículo 23.

29) En el artículo 24, agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:

“Los organismos del Estado a los que corresponda otorgar o pronunciarse sobre los permisos ambientales sectoriales a que se refiere esta ley, deberán informar a la Superintendencia del Medio Ambiente cada vez que se les solicite alguno de ellos, indicando si ha adjuntado o no una resolución de calificación ambiental y los antecedentes que permitan identificar al proyecto o actividad e individualizar a su titular.

En los casos que la Superintendencia detecte que una solicitud de permiso ambiental sectorial recae sobre un proyecto o actividad que de acuerdo a esta ley deba ser objeto de una evaluación de impacto ambiental previa y que no cuenta con la respectiva resolución de calificación ambiental aprobatoria, lo comunicará al organismo sectorial que corresponda, el que deberá abstenerse de otorgar el permiso o autorización en tanto no se acredite el cumplimiento de dicha exigencia, informando de ello al Servicio de Evaluación Ambiental.


El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.

30) En el artículo 25:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:

“Las condiciones o exigencias ambientales indicadas en el inciso anterior deberán responder a criterios técnicos solicitados por los servicios públicos que hubiesen participado en el proceso de evaluación.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la oración “el artículo 64 de esta ley” por “la ley que crea la Superintendencia del Medio Ambiente”.


31) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies y 25 sexties:


“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.


Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación.


El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.


Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.


La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.


Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.


Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880.


El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.


Artículo 25 sexties.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.

32) En el artículo 26: 

a) Sustitúyese la expresión “las Comisiones Regionales y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.

b) Suprímese la palabra “organizada”. 

c) Reemplázase la frase “que se les presenten”, por “y de las Declaraciones cuando correspondan”.

33) Trasládase el artículo 27 a continuación del artículo 28, con las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la expresión “Artículo 27.-" por “Artículo 28.-".

b) Sustitúyese la palabra “anterior” por el guarismo “26” y la expresión “la Comisión respectiva” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso tercero:

“En caso que el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto de acuerdo a lo señalado en el artículo 29, el interesado deberá publicar en las mismas condiciones previstas en los incisos precedentes, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.

34) Trasládase el artículo 28 a continuación del artículo 26, con las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la expresión “Artículo 28.-" por “Artículo 27.-". 

b) Sustitúyese la frase “Las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, y las personas naturales directamente afectadas, podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.

c) Reemplázanse la expresión “la Comisión” por la frase “el Servicio de Evaluación Ambiental”; y la palabra “estudio” por “proyecto”, la primera vez que aparece.

d) Suprímese la frase “a que se refiere el estudio”.

35) En el artículo 29:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Las organizaciones ciudadanas y las personas naturales a que se refiere el artículo anterior podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los siguientes a ordenarse correlativamente:

“Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.”.


c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por los siguientes:


“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.
36) En el artículo 30:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “Las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“En caso que la Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de acuerdo a lo señalado en el artículo 30 bis, el proponente deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 28, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.

37) Incorpóranse los siguientes artículos 30 bis y 30 ter:



“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.


Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.


Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.


El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.


Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.


Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.


La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.


Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.


Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.

38) En el artículo 31:

a) Sustitúyense la expresión “La respectiva Comisión” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso,”, y el guarismo “27” por “28”.

b) Agrégase, antes del punto parte (.) la siguiente frase final: “y garantizar la participación de la comunidad”.


39) Intercálase, a continuación del artículo 31, el siguiente párrafo 3° bis: 

“Párrafo 3° bis.

Del Acceso a la Información Ambiental.

Artículo 31 bis. Toda persona tiene derecho a acceder a la información de carácter ambiental que se encuentre en poder de la Administración, de conformidad a lo señalado en la Constitución Política de la República y en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

Se entenderá por información ambiental toda aquella de carácter escrita, visual, sonora, electrónica o registrada de cualquier otra forma que se encuentre en poder de la Administración y que verse sobre las siguientes cuestiones:

a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, el suelo, los paisajes, las áreas protegidas, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados; y la interacción entre estos elementos.

b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente señalados en el número anterior.

c) Los actos administrativos relativos a materias ambientales, o que afecten o puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), y las medidas, políticas, normas, planes, programas, que les sirvan de fundamento. 

d) Los informes de cumplimiento de la legislación ambiental.

e) Los análisis económicos, sociales, así como otros estudios utilizados en la toma de decisiones relativas a los actos administrativos y sus fundamentos, señalados en la letra c).

f) El estado de salud y seguridad de las personas, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio cultural, cuando sean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra a) o por cualquiera de los factores y medidas señaladas en las letras b) y c).

g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.

Artículo 31 ter.- El Ministerio del Medio Ambiente administrará un Sistema Nacional de Información Ambiental, desglosada regionalmente, en el cual se indicará:

a) Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y demás actos administrativos sobre medio ambiente o relacionados con él.

b) Los informes sobre el estado del medio ambiente, señalados en la letra ñ) del artículo 70.

c) Los datos o resúmenes de los informes señalados en el número anterior, derivados del seguimiento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente.

d) Las autorizaciones administrativas asociadas a actividades que pueden tener un efecto significativo sobre el medio ambiente, o en su defecto la indicación precisa de la autoridad que dispone de tal información.

e) La lista de las autoridades públicas que disponen de información de contenido ambiental y que debe ser públicamente accesible.

f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.
Artículo 31 quáter.- Cualquier persona que se considere lesionada en su derecho a acceder a la información ambiental, podrá recurrir ante la autoridad competente, de conformidad con lo señalado en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.
40) En el artículo 32:

a) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo, las palabras “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”, las dos veces que aparece.

b) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente párrafo final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido: “El Ministerio de Salud podrá solicitar fundadamente al Ministerio del Medio Ambiente la dictación de una norma primaria de calidad, la que deberá dictarse dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco años, a menos que dentro de tal plazo indique las razones técnicas para no acoger la solicitud.”.

c) Reemplazase, en el inciso cuarto, las palabras “la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Ministerio del Medio Ambiente”.

d) Reemplázase, en el inciso final, la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.

41) En el artículo 33, reemplázase la frase “Los organismos competentes del Estado desarrollarán” por “El Ministerio del Medio Ambiente administrará la información de los”.


42) Agrégase en el inciso primero del artículo 34, la siguiente oración final: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.


43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente:


“La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.

44) En el artículo 36, inciso primero, intercálase entre las expresiones “lagunas,” y “embalses” el vocablo “glaciares, ”.

45) Sustitúyese el artículo 37, por el siguiente:

“Artículo 37.- El reglamento fijará el procedimiento para clasificar las especies de plantas, algas, hongos y animales silvestres, sobre la base de antecedentes científico-técnicos, y según su estado de conservación, en las categorías recomendadas para tales efectos por la Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza (UICN) u otro organismo internacional que dicte pautas en estas materias.

De conformidad a dichas clasificaciones el Ministerio del Medio Ambiente deberá aprobar planes de recuperación, conservación y gestión de dichas especies. El reglamento definirá el procedimiento de elaboración, el sistema de información pública y el contenido de cada uno de ellos.”.

46) En el artículo 38:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “Los organismos competentes del Estado confeccionarán y mantendrán” por “El Ministerio del Medio Ambiente velará que los organismos competentes del Estado elaboren y mantengan”;
b) Reemplázase, la expresión “flora y fauna silvestre” por “plantas, algas, hongos y animales silvestres”, y

c) Elimínase el inciso segundo.

47) En el artículo 40:

a) En el inciso primero:

i) Agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “supremo” la siguiente oración: “que llevará las firmas del Ministro del Medio Ambiente y del ministro competente según la materia de que se trate,”.

ii) Elimínase el párrafo que se encuentra a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto a parte.

b) En el inciso segundo:

i) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.


ii) Agrégase, al final del inciso, a continuación de la palabra "aplicarán", la siguiente frase “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.


48) Reemplázase, en el artículo 41, la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.


49) En el artículo 42:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase: “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”, y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.


b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.
50) En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.

b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual segundo a ser inciso final:

“Mediante decreto supremo, que llevará la firma del Ministro del Medio Ambiente, de Salud o del ministro sectorial, según corresponda, se dejará sin efecto la declaración de Zona Saturada o Latente, cuando no se cumplan las condiciones que la hicieron procedente.

El decreto supremo señalado en el inciso anterior dejará sin efecto las respectivas medidas del plan de Descontaminación y, o Prevención, pudiendo, en el primer caso, mantener vigentes las restricciones impuestas a las emisiones de las fuentes responsables a que se refiere la letra f) del artículo 45 y las medidas destinadas a prevenir episodios críticos de contaminación, por un plazo no superior a dos años contados desde la derogación del plan, con la sola finalidad de permitir la dictación del plan de prevención.”.

c) Sustitúyense, en el inciso segundo, que ha pasado a ser final, las expresiones “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de” y “de la Comisión Nacional del” por “del Ministerio del”.

51) En el artículo 44:

a) Reemplázase, en el inciso primero, las palabras “Secretaría General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.

b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “a la Comisión Nacional del” por “al Ministerio del”; y la frase “Comisión Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

52) En el artículo 46, sustitúyese la frase “de la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, o de la Comisión Nacional del Medio Ambiente si el plan abarca zonas situadas en distintas regiones” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”.

53) Agrégase, a continuación del artículo 48, el siguiente artículo 48 bis:

“Artículo 48 bis.- Los actos administrativos que se dicten por los Ministerios o servicios para la ejecución o implementación de normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, señalados en tales instrumentos, deberán contar siempre con informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”. 


54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 50, la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,”, por “Tribunal Ambiental”.

55) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo:

“No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.”.

56) Deróganse los artículos 56, 57, 58 y 59.


57) Reemplázase el artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”

58) Deróganse los artículos 61 y 62.”.

59) Sustitúyese el artículo 64, por el siguiente:

“Artículo 64.- La fiscalización del permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuáles se han aprobado o aceptado los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental, de las medidas e instrumentos que establezcan los Planes de Prevención y de Descontaminación, de las normas de calidad y emisión, así como de los planes de manejo establecidos en la presente ley, cuando correspondan, será efectuada por la Superintendencia del Medio Ambiente de conformidad a lo señalado por la ley.”.

60) En el artículo 65:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase “del organismo fiscalizador competente” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”, y la palabra “éste” por “ésta”.

b) En el inciso segundo:

i) Reemplázase la frase “al organismo fiscalizador” por “a la Superintendencia del Medio Ambiente”.

ii) Sustitúyense las palabras “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de”.

iii) Reemplázase la frase “del ministerio del cual dependa o a través del cual se relacione el organismo correspondiente con el Presidente de la República” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.


61) En el artículo 66:


a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.


b) Intercálase la locución “, el desarrollo sustentable”, entre la palabra “ambiente” y la frase “, la preservación de la naturaleza”.
62) En el inciso primero del artículo 67, sustitúyese la frase “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del” por “Subsecretario de”; y reemplazase la frase “por el Consejo Directivo de dicha Comisión” por “al efecto”.

63) Sustitúyese el Título Final por el siguiente:

“TÍTULO FINAL

DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 69.- Créase el Ministerio del Medio Ambiente, como una Secretaria de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.
Artículo 70.- Corresponderá especialmente al Ministerio:

a) Proponer las políticas ambientales e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimientos.

b) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza, y supervisar el manejo de las áreas protegidas de propiedad privada.

c) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales, en que Chile sea parte en materia ambiental, y ejercer la calidad de contraparte administrativa, científica o técnica de tales convenciones, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Cuando las convenciones señaladas contengan además de las materias ambientales, otras de competencia sectorial, el Ministerio del Medio Ambiente deberá integrar a dichos sectores dentro de la contraparte administrativa, científica o técnica de las mismas.

e) Colaborar con los Ministerios sectoriales en la formulación de los criterios ambientales que deben ser incorporados en la elaboración de sus planes y políticas, evaluaciones ambientales estratégicas y procesos de planificación, así como en la de de sus servicios dependientes y relacionados.
f) Colaborar con los organismos competentes, en la formulación de las políticas ambientales para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables e hídricos.

g) Proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados, así como la evaluación del riesgo de productos químicos, organismos genéticamente modificados y otras sustancias que puedan afectar el medio ambiente, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos en materia sanitaria.

h) Proponer políticas y formular los planes, programas y planes de acción en materia de cambio climático. En ejercicio de esta competencia deberá colaborar con los diferentes órganos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local con el objeto de poder determinar sus efectos, así como el establecimiento de las medidas necesarias de adaptación y mitigación.


i) Proponer políticas y formular planes, programas y acciones que establezcan los criterios básicos y las medidas preventivas para favorecer la recuperación y conservación de los recursos hídricos, genéticos, la flora, la fauna, los hábitats, los paisajes, ecosistemas y espacios naturales, en especial los frágiles y degradados, contribuyendo al cumplimiento de los convenios internacionales de conservación de la biodiversidad.

j) Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad, así como administrar y actualizar una base de datos sobre biodiversidad.


k) Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales, y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.

l) Participar en la elaboración de los presupuestos ambientales sectoriales, promoviendo su coherencia con la política ambiental nacional. En ejercicio de esta facultad, se podrá fijar de común acuerdo con el ministerio sectorial, indicadores de gestión asociados a presupuestos. Con tal finalidad se deberá contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.

m) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión ambiental, orientados a la creación de una conciencia nacional sobre la protección del medio ambiente, desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias.

n) Coordinar el proceso de generación de las normas de calidad ambiental, de emisión y de planes de prevención y,o descontaminación, determinando los programas para su cumplimiento.

ñ) Elaborar cada cuatro años informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local. Sin embargo, una vez al año deberá emitir un reporte consolidado sobre la situación del medio ambiente a nivel nacional y regional.

Estos informes incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente, así como un resumen ejecutivo que sea comprensible para el público en general.

o) Interpretar administrativamente las normas de calidad ambiental y de emisión, los planes de prevención y,o de descontaminación, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica y la Superintendencia del Medio Ambiente. 

El Ministerio del Medio Ambiente podrá requerir a los jefes de los servicios y organismos con competencias en materia ambiental, informes sobre los criterios utilizados por el respectivo organismo sectorial en la aplicación de las normas y planes señalados en el inciso anterior, así como de las dudas o dificultades de interpretación que se hubieren suscitado y de las desviaciones o distorsiones que se hubieren detectado.

El Ministerio, podrá además, uniformar los criterios de aplicación y aclarará el sentido y alcance de las normas de calidad ambiental y de emisión, cuando observe discrepancias o errores de interpretación.

p) Administrar un Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza, volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento.

Igualmente, en los casos y forma que establezca el reglamento, el registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. Para tal efecto, el Ministerio requerirá de los servicios y organismos estatales que corresponda, información general sobre actividades productivas, materias primas, procesos productivos, tecnología, volúmenes de producción y cualquiera otra disponible y útil a los fines de la estimación. Las emisiones estimadas a que se refiere el presente inciso serán innominadas e indicarán la metodología de modelación utilizada.


q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.
r) Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades destinados a adoptar las medidas necesarias para asegurar la integridad, conservación y reparación del medio ambiente regional y local, así como la educación ambiental y la participación ciudadana. Cuando dichos convenios contemplen transferencia de recursos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.

s) Participar en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes que promuevan los diversos órganos de la Administración de conformidad a lo señalado en la presente ley.

t) Generar y recopilar la información técnica y científica precisa para la prevención de la contaminación y la calidad ambiental, en particular lo referente a las tecnologías, la producción, gestión y transferencias de residuos, la contaminación atmosférica y el impacto ambiental.

u) Administrar la información de los programas de monitoreo de calidad del aire, agua y suelo, proporcionada por los organismos competentes, cuando corresponda.

v) Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, el desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana.

w) Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, la que también podrá otorgarse a los particulares.

x) Crear y presidir comités y subcomités operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes para el estudio, consulta, análisis, comunicación y coordinación en determinadas materias relativas al medio ambiente.

y) Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la formulación de políticas y planes, normas de calidad y de emisión, en el proceso de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes de los ministerios sectoriales.

z) Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2º

Del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, Naturaleza y Funciones

Artículo 71.- Créase el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros de Agricultura; Hacienda; de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Energía; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Minería, y de Planificación.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.

Serán funciones y atribuciones del Consejo:

a) Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renovables.

b) Proponer al Presidente de la República los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.

c) Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica. 

e) Pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

f) Pronunciarse sobre los proyectos de ley y actos administrativos que se propongan al Presidente de la Republica, cualquiera sea el ministerio de origen, que contenga normas de carácter ambiental señaladas en el artículo 70.

Artículo 72.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de seis consejeros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Consejo en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.
Artículo 73.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad podrá sesionar en las dependencias del Ministerio del Medio Ambiente, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. El Consejo contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio del Medio Ambiente, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Consejo, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.

Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse a través de una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio del Medio Ambiente.

Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad serán obligatorios para los organismos de la Administración del Estado al cual estén dirigidos, incurriendo en responsabilidad administrativa los funcionarios que no den cumplimiento a los mismos.

Párrafo 3°

De la organización

Artículo 74.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro del Medio Ambiente.

b) El Subsecretario.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente.

d) El Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001,  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las que deberán contemplar a lo menos las siguientes materias: Regulación Ambiental; Información y Economía Ambiental; Educación, Participación y Gestión Local; Recursos Naturales y Biodiversidad; Cambio Climático y Cumplimiento de Convenios Internacionales, y Planificación y Gestión.

Artículo 75.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio del Medio Ambiente, y sometidas a las normas de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior.

Le corresponderá, especialmente a las Secretarías Regionales Ministeriales, en una o más regiones:

a) Ejercer en lo que le corresponda las competencias del Ministerio señaladas en el artículo 70.

b) Asesorar al Gobierno Regional para la incorporación de los criterios ambientales en la elaboración de los Planes y las Estrategias de Desarrollo Regional. 

c) Colaborar con los municipios respectivos en materia de gestión ambiental.

Párrafo 4°

De los Consejos Consultivos

Artículo 76.- Habrá un Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por:

a) Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del medio ambiente.


c) Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o se ocupen de materias ambientales.

d) Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país.

e) Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la organización sindical de mayor representatividad en el país.

f) Un representante del Presidente de la República.

Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento del Consejo.

Artículo 77.- Corresponderá al Consejo Consultivo absolver las consultas que le formule el Ministerio del Medio Ambiente y el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, emitir opiniones sobre los anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental, de preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental, planes de prevención y de descontaminación, regulaciones especiales de emisiones y normas de emisión que les sean sometidos a su conocimiento.  Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.


Artículo 78.- En cada región del territorio nacional habrá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, integrado por:

a)
 Dos científicos.

b)
 Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o estudio del medio ambiente.

c)
 Dos representantes del empresariado.

d)
 Dos representantes de los trabajadores.

e) 
Un representante del Ministro del Medio Ambiente.

Los consejeros serán nombrados por el Intendente a proposición del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, previa consulta a las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, éstos serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región, si no las hubiere, los designará libremente el Intendente Regional. Los consejeros durarán en sus funciones por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un Reglamento establecerá el funcionamiento de estos Consejos.

Corresponderá al Consejo Consultivo Regional absolver las consultas que le formulen el Intendente, el Gobierno Regional y el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente. Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.

Párrafo 5°

Del Personal

Artículo 79.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 6°

Del Servicio de Evaluación Ambiental

Artículo 80.- Créase el Servicio de Evaluación Ambiental como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo señalado en la presente ley.

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. 

Artículo 81.- Corresponderá al Servicio:

a)
 La administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

b) Administrar un sistema de información sobre permisos y autorizaciones de contenido ambiental, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio.

c)
 Administrar un sistema de información de líneas de bases de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acceso público y georeferenciado.

d) 
Uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y procedimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios y demás organismos del Estado competentes, mediante el establecimiento, entre otros, de guías trámite.

e)
 Proponer la simplificación de trámites para los procesos de evaluación o autorizaciones ambientales.

f)
 Administrar un registro público de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental el que deberá contener a lo menos el nombre o razón social, en caso de tratarse de personas jurídicas su representante legal, domicilio e información relativa a sus áreas de especialidad. Dicho registro será de carácter informativo y el reglamento definirá su forma de administración.

g) 
Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica que participaron de la evaluación, del Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, según corresponda.

Cuando el instrumento señalado en el inciso anterior contuviese aspectos normados sometidos a las facultades de interpretación administrativa del organismo sectorial respectivo, el informe solicitado tendrá el carácter de vinculante para el Ministerio en relación a esa materia.

h)
 Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la evaluación de proyectos, de conformidad a lo señalado en la ley.


Artículo 82.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. 

Artículo 83.- Corresponderán al Director Ejecutivo las siguientes funciones:

a) 
La administración superior del Servicio.

b) 
Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

c) 
Designar y contratar personal, y poner término a sus servicios.

d) 
Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.

e) 
En cumplimiento de sus funciones, adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento.

f) 
Conocer el recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20 de la presente ley.

g) 
Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio, salvo en las materias señaladas en la letra anterior.

h)
 Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7°, del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 84.- El Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental.

En cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo 85.- El patrimonio del Servicio estará formado por:

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.


d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.

Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación. El Director Regional del Servicio actuará como secretario.

Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.
Artículo 87.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 88.- Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los sábados, domingos y festivos.”.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente y fíjese como su ley orgánica, la siguiente:

“TÍTULO I

DE LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

De la Naturaleza y Funciones


Artículo 1°.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.

Artículo 2°.- La Superintendencia del Medio Ambiente tendrá por objeto ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental, de las medidas de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, del contenido de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, y de los Planes de Manejo, cuando corresponda, y de todos aquellos otros instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley.

Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, conservarán sus competencias y potestades de fiscalización, en todas aquellas materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia.

Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, deberán adoptar y respetar todos los criterios que la Superintendencia establezca en relación a la forma de ejecutar las actuaciones de fiscalización, pudiendo solicitar a ésta que se pronuncie al respecto.

Artículo 3°.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas establecidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen, de conformidad a lo establecido en esta ley. 

b) Velar por el cumplimiento de las medidas e instrumentos establecidos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen de conformidad a lo establecido en esta ley. 

c) Contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las Resoluciones de Calificación Ambiental, Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, cuando correspondan, y de los Planes de Manejo, cuando procedan, a terceros idóneos debidamente certificados.

Los requisitos y el procedimiento para la certificación, autorización y control de las entidades y sus inspectores, serán establecidos en el Reglamento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de fiscalización y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia o de aquellas entidades públicas o privadas que ésta determine. 

Los proyectos o actividades inspeccionadas por las entidades a que se refiere el inciso primero, que cumplan con las exigencias señaladas, tendrán derecho a un certificado, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas y conforme a las normas que establezca el Reglamento. 

d) Exigir, examinar y procesar los datos, muestreos, mediciones y análisis que los sujetos fiscalizados deban proporcionar de acuerdo a las normas, medidas y condiciones definidas en sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental o en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación que les sean aplicables. 

e) Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos sectoriales que cumplan labores de fiscalización ambiental, las informaciones y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley.


Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.
f) Establecer normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de los antecedentes a que se refieren los dos literales anteriores. 


g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.

h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.
Esta medida solo podrá ser decretada mediante resolución fundada, previa notificación al afectado. Además deberán ser temporales, proporcionales a la magnitud del daño que se busque prevenir y cesarán de pleno derecho una vez que cese el riesgo de daño grave e inminente o si habiendo transcurrido cinco días desde que se decretaron no se haya notificado al afectado el inicio de un procedimiento sancionador, cuando corresponda. 

i) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de proyectos o actividades que conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, debieron someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y no cuenten con una Resolución de Calificación Ambiental, para que sometan a dicho sistema el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental correspondiente. 

j) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de Resoluciones de Calificación Ambiental, que sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, las modificaciones o ampliaciones de sus proyectos o actividades que, conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, requieran de una nueva Resolución de Calificación Ambiental. 


k) Obligar a los proponentes, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, a ingresar adecuadamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental cuando éstos hubiesen fraccionado sus proyectos o actividades con el propósito de eludir o variar a sabiendas el ingreso al mismo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 11 bis de la ley Nº 19.300.

l) Requerir al Servicio de Evaluación Ambiental, la caducidad de una Resolución de Calificación Ambiental, cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada y en los demás casos en que, atendida la magnitud, gravedad, reiteración o efectos de las infracciones comprobadas durante su ejecución o funcionamiento, resulte procedente.


m) Requerir a los titulares de fuentes sujetas a un Plan de Manejo, Prevención y,o Descontaminación, así como a Normas de Emisión, bajo apercibimiento de sanción, la información necesaria para acreditar el cumplimiento de las medidas de los respectivos planes y las obligaciones contenidas en las respectivas normas.

n) Fiscalizar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales. 

ñ) Impartir directrices técnicas de carácter general y obligatorio, definiendo los protocolos, procedimientos y métodos de análisis que los organismos fiscalizadores, las entidades acreditadas conforme a esta ley y, en su caso, los sujetos de fiscalización, deberán aplicar para el examen, control y medición del cumplimiento de las Normas de Calidad Ambiental y de Emisión. 

o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la presente ley. 

p) Administrar un mecanismo de evaluación y certificación de conformidad, respecto de la normativa ambiental aplicable y del cumplimiento de las condiciones de una autorización de funcionamiento ambiental. 

Para estos efectos, la Superintendencia administrará un sistema de acreditación de personas naturales y jurídicas que realicen estas evaluaciones y certificaciones. El Reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y certificación y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. 

Las infracciones a las obligaciones derivadas de este sistema, así como la de las personas acreditadas se sancionará de conformidad a lo señalado en el título III de la presente ley. 

q) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio del Medio Ambiente y de los organismos con competencia en fiscalización ambiental, para la elaboración de las normas técnicas que correspondan. 

r) Aprobar programas de cumplimiento de la normativa ambiental de conformidad a lo establecido en el artículo 42 de esta ley.

s) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley.

La normativa que emane de la Superintendencia deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma.

t) Fiscalizar el cumplimiento de las demás normas e instrumentos de carácter ambiental, que no estén bajo el control y fiscalización de otros órganos del Estado.

u) Proporcionar asistencia a sus regulados para la presentación de planes de cumplimiento o de reparación, así como para orientarlos en la comprensión de las obligaciones que emanan de los instrumentos individualizados en el artículo 2° de esta ley.

v) Las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 4°.- El Superintendente de Medio Ambiente, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882. 

El Superintendente contará con las atribuciones propias de un jefe de servicio y le corresponderá especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Establecer oficinas regionales, cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias.

g) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales establecidas en el artículo 48. 

h) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley. 


i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

j) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras e) f), g), h) e i).

k) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

l) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.

m) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.


Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.
Artículo 6°.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, los funcionarios de la Superintendencia deberán guardar reserva de aquellos que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.

Artículo 7°.- A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el Superintendente. 

Las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento sancionatorio y la aplicación de sanciones estarán a cargo de unidades diferentes.

El Superintendente tendrá la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en la presente ley.

Párrafo 3°

Del Personal

Artículo 8°.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones normativas que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal.

Artículo 9°.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades, de conformidad a lo establecido la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 10.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.


Artículo 11.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 12.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 13.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Párrafo 4°

Del patrimonio

Artículo 14.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.

b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título y los frutos de tales bienes.
d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.


e) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente. Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.
f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 15.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

TÍTULO II

DE LA FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

Párrafo 1°

De la Fiscalización Ambiental


Artículo 16.- Para el desarrollo de las actividades de fiscalización, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los siguientes programas y subprogramas:

a) Los programas de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental para cada región, incluida la Metropolitana.

b) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.

c) Los programas de fiscalización de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación para las diversas regiones en que ellos operen.

d) Los subprogramas de fiscalización de Planes de Prevención y,o de Descontaminación, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.


e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.


f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.
g) Otros programas y subprogramas que de conformidad a las instrucciones impartidas por la Superintendencia o lo dispuesto en la ley Nº 19.300 u otros cuerpos legales den origen a actividades de fiscalización en materia medio ambiental, de competencia de la Superintendencia.

Artículo 17.- Para la elaboración de estos programas y subprogramas, con la debida anticipación, se solicitará a los organismos con competencia en fiscalización ambiental informes acerca de las prioridades de fiscalización que hubieren definido, los que deberán evacuarse dentro del plazo de 15 días hábiles. 

Sobre la base de los informes señalados y de los demás antecedentes, se elaborarán las propuestas de programas y subprogramas, y los someterán a consulta de los organismos y servicios que la Superintendencia estime pertinente.


Concluido el período de consulta, los programas y subprogramas y las observaciones recibidas se pondrán en conocimiento del Superintendente, el que los fijará mediante una o más resoluciones exentas, siendo comunicada a los organismos sectoriales y a los potenciales fiscalizados.

Las resoluciones que fijen los programas y subprogramas deberán garantizar adecuadamente la participación en la fiscalización de la Superintendencia y de los organismos sectoriales. Asimismo, deberán resguardar la debida coordinación entre ellas, evitando duplicidad de funciones. En dichas resoluciones se deberá indicar, además, los presupuestos sectoriales asignados, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 letra l) de la ley N° 19.300, así como los indicadores de desempeño asociados.

Artículo 18.- Al finalizar el año respectivo, deberán publicarse los programas y subprogramas de fiscalización, con sus respectivos resultados individualizados por tipo de instrumento fiscalizado y organismo que las llevó a cabo. Serán de conocimiento público las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia.


Artículo 19.- Las actividades de fiscalización se ceñirán a los programas y subprogramas definidos, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para disponer la realización de inspecciones no contempladas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.

Sin perjuicio de lo anterior, una vez al año y sujeto al procedimiento señalado en artículo 17, podrán actualizarse los programas y subprogramas de fiscalización cuando razones fundadas basadas en la eficiencia del sistema de fiscalización así lo aconsejen.


Artículo 20.- La ejecución de los programas y subprogramas de fiscalización contempla las actividades de inspección propiamente tal, el análisis de la información obtenida en las primeras y la adopción de las medidas que correspondan. 

Artículo 21.- Cualquier persona podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de instrumentos de gestión ambiental y normas ambientales, debiendo ésta informar sobre los resultados de su denuncia en un plazo no superior a 60 días hábiles. 

En el evento que producto de tales denuncias se iniciare un procedimiento administrativo sancionador, el denunciante tendrá para todos los efectos legales la calidad de interesado en el precitado procedimiento.

Párrafo 2°

De las inspecciones, mediciones y análisis


Artículo 22.- La Superintendencia realizará la ejecución de las inspecciones, mediciones y análisis que se requieran para el cumplimiento de los programas y subprogramas de fiscalización, como también encomendará dichas acciones a los organismos sectoriales, cuando corresponda.

Para estos efectos, la Superintendencia impartirá directrices a los mencionados organismos sectoriales, informando, las acciones de fiscalización que éstos asumirán, los plazos y oportunidades para su realización y las demás condiciones pertinentes. A su vez, la Superintendencia deberá informar a los organismos sectoriales correspondientes la ejecución de sus inspecciones, mediciones y análisis respectivos, de manera de evitar duplicidad de funciones.

Artículo 23.- Corresponderá a los jefes de servicio de cada uno de los órganos y servicios sectoriales supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización contempladas en esta ley y las demás que rijan la materia específica. Asimismo deberán ejercer las demás funciones y atribuciones que esta ley les confiere, debiendo reportar periódicamente a la Superintendencia, sobre el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización. 

Los convenios de desempeño a los cuales se refiere la ley N° 19.882, aplicables a los jefes de los organismos y servicios sectoriales que ejerzan funciones de fiscalización en materia ambiental, así como sus equipos de trabajo, deberán contener las obligaciones específicas de cumplimiento sujetas a indicadores verificables, relativos a los procedimientos de fiscalización regulados en la presente ley.

Artículo 24.- Cuando determinadas acciones de fiscalización contempladas en los programas y subprogramas no puedan ser llevadas a cabo, sea por insuficiencia operativa de los organismos sectoriales o por otra causa justificada, serán encomendadas por la Superintendencia a las entidades técnicas acreditadas de conformidad a esta ley o se realizarán directamente por sus propios fiscalizadores. 

Artículo 25.- Las acciones de fiscalización, que sean ejecutadas directamente por la Superintendencia, por las entidades técnicas acreditadas o por los organismos sectoriales competentes, deberán ajustarse a las instrucciones técnicas de carácter general impartidas por ésta relativas a los protocolos, procedimientos y métodos de análisis en ellas definidos. 

Artículo 26.- Los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia, por entidades técnicas acreditadas y por los organismos sectoriales, junto con un informe técnico fundado y sus conclusiones, deberán remitirse, una vez finalizados, al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental al cual se refiere el artículo 31. 



Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.


Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.


El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.


En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.


La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.

Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.


Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.

Artículo 29.- La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los sujetos fiscalizados, como asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

Artículo 30.- Quienes realicen las acciones de fiscalización deberán guardar la debida confidencialidad de la información obtenida relativa a procesos y sistemas productivos o cualquier otro sujeto a propiedad industrial o de carácter reservado. 

La infracción a esta norma será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental

Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:

a) 
Las Resoluciones de Calificación Ambiental y la totalidad de sus antecedentes; los permisos ambientales sectoriales asociados a cada una de ellas; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que los titulares deban proporcionar de conformidad a las exigencias establecidas por dichas Resoluciones. 

b) 
Los Planes de Prevención y,o de Descontaminación y la totalidad de sus antecedentes; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que conforme a las medidas de cada Plan, deban proporcionarse por los sujetos fiscalizados o por los organismos sectoriales competentes.

c) 
Los procesos sancionatorios incoados respecto de cada actividad, proyecto y sujeto fiscalizado y sus resultados.

d) 
Los procesos de fiscalización de las Normas de Emisión, de Calidad Ambiental y de las demás normas ambientales que no sean de control y fiscalización de otros órganos del Estado.


e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.


f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.


g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.
Artículo 32.- Para los efectos del artículo anterior, el Servicio de Evaluación Ambiental, los organismos sectoriales con competencia ambiental, los titulares de las Resoluciones de Calificación Ambiental y los demás sujetos a fiscalización de conformidad a esta ley, deberán proporcionar a la Superintendencia los siguientes antecedentes e informaciones:

a) 
Las Resoluciones de Calificación Ambiental dictadas y que se dicten, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.

b) 
Los Planes de Prevención y/o de Descontaminación que se determine aplicar, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.

c)
 Los permisos ambientales sectoriales que se otorguen.

d) Los resultados de los procesos de fiscalización ambiental que desarrollen los organismos sectoriales con competencia ambiental.

e) 
Los resultados de las mediciones, muestreos y análisis que, de acuerdo a lo previsto en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, se deban realizar.

f)
 Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de proyectos o actividades deban realizar conforme a sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental.


g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.
h) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de las fuentes deban realizar de conformidad a las normas de emisión.

Las informaciones mencionadas deberán remitirse directamente a la Superintendencia sin necesidad de requerimiento alguno, en la forma y modo que para estos efectos se establezca en las instrucciones de carácter general que dicte la Superintendencia en las que deberán consignarse plazos razonables para su entrega y los modos de envío de la información, que deberán privilegiar los medios electrónicos.

El Reglamento establecerá el procedimiento y la forma en la cual operará dicho sistema de información, sin perjuicio de las instrucciones que imparta la Superintendencia. 

No obstante lo anterior, la Superintendencia podrá requerir las informaciones y antecedentes adicionales que estimen necesarios para la conformación y mantención del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.


El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.


Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.
Artículo 33.- La Superintendencia contará con una plataforma electrónica que le permita la adecuada administración del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental y su aplicación útil para la detección temprana de desviaciones o irregularidades y la consecuente adopción oportuna de las medidas o acciones que correspondan.

Dicha plataforma deberá permitir, además, mantener un historial sistematizado y actualizado de las acciones de fiscalización realizadas respecto de cada sujeto fiscalizado y sus resultados, así como de los procesos sancionatorios de que sean objeto y los resultados de ambos, que permita obtener información útil para la priorización de futuras fiscalizaciones y para la resolución de futuros procedimientos sancionatorios.

Artículo 34.- Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. 

TÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las infracciones

Artículo 35.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia del Medio Ambiente el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones:


a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.
b) 
La ejecución de proyectos y el desarrollo de actividades para los que la ley exige Resolución de Calificación Ambiental, sin contar con ella. Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.
c)
 El incumplimiento de las medidas e instrumentos previstos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, normas de calidad y emisión, cuando corresponda.  

d) 
El incumplimiento por parte de entidades técnicas acreditadas por la Superintendencia, de los términos y condiciones bajo las cuáles se les haya otorgado la autorización, o de las obligaciones que esta ley les imponga. 

e)
 El incumplimiento de las normas e instrucciones generales que la Superintendencia imparta en ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. 


f) Incumplir las medidas adoptadas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.

g) 
El incumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales.


h) El incumplimiento de las Normas de Emisión, cuando corresponda.
i)
 El incumplimiento de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies establecidos en la ley Nº 19.300. 

j) 
El incumplimiento de los requerimientos de información que la Superintendencia dirija a los sujetos fiscalizados, de conformidad a esta ley. 

k) 
El incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere la ley Nº 19.300. 

l) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de las medidas provisionales previstas en el artículo 48.

m)
 El incumplimiento de la obligación de informar de los responsables de fuentes emisoras, para la elaboración del registro al cual hace mención la letra p) del artículo 70 de la ley N° 19.300. 

n)
 El incumplimiento cualquiera de toda otra norma de carácter ambiental que no tenga establecida una sanción específica. 


Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.


1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:


a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;


b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;


c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención o Descontaminación;


d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;


e) Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;


f) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 


g) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.


2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:


a) Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;


b) Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;


c) Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;


d) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;


e) Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;


f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;


g) Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y


h) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.


3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.
Artículo 37.- Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.
Párrafo 2°

De las sanciones

Artículo 38.- Las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de una a diez mil unidades tributarias anuales.

c) Clausura temporal o definitiva.

d) Revocación de la Resolución de Calificación Ambiental.

Artículo 39.- La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos: 

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales. 

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de una hasta mil unidades tributarias anuales.

Artículo 40.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado. 


b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.
c) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción. 

d) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma. 

e) La conducta anterior del infractor. 

f) La capacidad económica del infractor. 

g) El cumplimiento del programa señalado en la letra r) del artículo 3°.

h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.
i) Todo otro criterio que, a juicio fundado de la Superintendencia, sea relevante para la determinación de la sanción. 


Artículo 41.- La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquier infracción de aquellas establecidas en los artículos precedentes, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo rebajará hasta en un 75% y 50%, respectivamente, la multa impuesta por la Superintendencia en el proceso sancionatorio respectivo, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

Esta exención o rebaja sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado la etapa de investigación respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en el inciso primero de este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.


Artículo 42.- Iniciado un procedimiento sancionatorio, el infractor podrá presentar en el plazo de 10 días, contados desde el acto que lo incoa, un programa de cumplimiento. 

Para estos efectos se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado por el infractor, para que dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental que se indique.

No podrán presentar programas de cumplimiento aquellos infractores que se hubiesen acogido a programas de gradualidad en el cumplimiento de la normativa ambiental o hubiesen sido objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción por parte de la Superintendencia por infracciones gravísimas o hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de cumplimiento, salvo que se hubiese tratado de infracciones leves. Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.
Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá.

Dicho procedimiento se reiniciará en caso de incumplirse las obligaciones contraídas en el programa, evento en el cual se podrá aplicar hasta el doble de la multa que corresponda a la infracción original dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38, salvo que hubiese mediado autodenuncia.

Cumplido el programa dentro de los plazos establecidos y de acuerdo a las metas fijadas en él, el procedimiento administrativo se dará por concluido.

El Reglamento establecerá los criterios a los cuales deberá atenerse la Superintendencia para aprobar un programa de cumplimiento. 

Con todo, la presentación del programa de cumplimiento y su duración interrumpirán el plazo señalado en el artículo 37.


Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone término al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental.


El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.


Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.


Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.


Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.


El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.
Artículo 44.- Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que la respectiva resolución sancionatoria haya quedado a firme. Esta prescripción se interrumpirá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.

Artículo 45.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56.
.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

Artículo 46.- El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo 3°

Del procedimiento sancionatorio

Artículo 47.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio, a petición del órgano sectorial o por denuncia.

Se iniciará de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción de su competencia.  Se iniciará a petición del órgano sectorial, por su parte, cuando tome conocimiento de los informes expedidos por los organismos y servicios con competencia en materia de fiscalización ambiental, los que deberán ser evacuados de conformidad a lo establecido en esta ley y contener en especial la descripción de las inspecciones, mediciones y análisis efectuados así como sugerir las medidas provisionales que sean pertinentes decretar.

Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor. 

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Artículo 48.- Cuando se haya iniciado el procedimiento sancionador, el instructor del procedimiento, con el objeto de evitar daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas, podrá solicitar fundadamente al Superintendente la adopción de alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales:

a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la producción del riesgo o del daño. 

b) Sellado de aparatos o equipos. 

c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 

d) Detención del funcionamiento de las instalaciones. 

e) Suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental.

f) Ordenar programas de monitoreo y análisis específicos que serán de cargo del infractor.

Las medidas señaladas en el inciso anterior podrán ser ordenadas, con fines exclusivamente cautelares, antes del inicio del procedimiento administrativo sancionador, de conformidad a lo señalado en el artículo 32 de la ley Nº 19.880 y deberán ser proporcionales al tipo de infracción cometida y a las circunstancias señaladas en el artículo 40.


Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.


En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquel juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.


La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la presente ley.
Artículo 49.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos. 

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma, medidas o condiciones eventualmente infringidas y la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.

Artículo 50.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.
Artículo 51.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconocen la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, tendrán el valor probatorio señalado en el artículo 8°, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.


Artículo 52.- Concluidas las diligencias y plazos señalados en los artículos anteriores, la Superintendencia podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales con competencia ambiental, que estime pertinentes para ilustrar su resolución.

Artículo 53.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el fiscal instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Superintendente de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores.

Artículo 54.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, dando audiencia al investigado. 

Ninguna persona podrá ser sancionado por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.

Párrafo 4°

De los recursos

Artículo 55.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución.

El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.

La interposición de estos recursos suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.


Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante el Tribunal Ambiental. 
Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 

Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Tribunal Ambiental en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República. 


Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.
Párrafo 5°

Normas generales

Artículo 58.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público en el cuál se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social, de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.

Este registro deberá estar a disposición de cualquier persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.

El Reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.

Artículo 59.- Iniciado un procedimiento administrativo sancionador por parte de la Superintendencia no podrá ningún organismo sectorial con competencia ambiental, por los mismos hechos, iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio de competencias propias o denunciarlos a la justicia civil, a menos que la Superintendencia se declare incompetente.

Los organismos sectoriales con competencia ambiental que, en el ejercicio de sus funciones, tomen conocimiento de estas infracciones estarán obligados a denunciarlos a la Superintendencia. En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.
Artículo 60.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles, se le impondrá la de mayor gravedad.

En ningún caso se podrá aplicar al infractor, por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, dos o más sanciones administrativas.

Artículo 61.- La presente ley no afectará las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.
Artículo 62.- En todo lo no previsto en la presente ley, se aplicará supletoriamente la ley N° 19.880.”.
ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, de la siguiente forma:

a) En el artículo 3°, incorpórase en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:

“Las declaraciones de parques y reservas marinos, a que hacen mención esta letra y el artículo 48 letra b), serán realizadas mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.

b) En el artículo 48, agrégase, en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:

“Dicha determinación se efectuará mediante decreto que llevará las firmas de los Ministros del Ministerio del Medio Ambiente y de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.

c) En el artículo 87, sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del Ministerio” por la frase “de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción y del Medio Ambiente”.

ARTÍCULO CUARTO.- Modifícase el artículo 31° de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “Consejo de Monumentos Nacionales”, por “Ministerio del Medio Ambiente”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero y cuarto, la palabra “Consejo” por “Servicio” las dos veces que aparece.

c) Agrégase el siguiente inciso quinto, ordenándose los siguientes correlativamente:

“La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

d) Sustitúyese, en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “Ministerio de Agricultura” por “Ministerio del Medio Ambiente”.

ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase el decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, en los siguientes términos:

a) En el artículo 16:

i) Sustitúyese, en el inciso primero, el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente oración “en cuyo caso procederá informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”.

ii) Reemplázanse, en el inciso segundo, la frase “El Ministerio de Agricultura evacuará” por la siguiente: “Los Ministerios de Agricultura o del Medio Ambiente, según corresponda, evacuarán”; y la palabra “hiciera” por el vocablo “hicieran”.

b) En inciso segundo del artículo 21, agrégase, a continuación de la frase “Ministerio de Agricultura” lo siguiente “o el Ministerio del Medio Ambiente, según corresponda”.

ARTÍCULO SEXTO.- Modifícase el artículo 25 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en los siguientes términos:

a) Incorpórase, antes de la expresión “aseo y ornato” la expresión “medio ambiente,”.

b) Agréganse, las siguientes letras d), e) y f), nuevas, sustituyendo en la letra b) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;), y reemplazando en la letra c) el punto aparte (.)por un punto y coma (;):

“d) Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas relacionados con medio ambiente;

e) Aplicar las normas ambientales a ejecutarse en la comuna que sean de su competencia, y

f) Elaborar el anteproyecto de ordenanza ambiental. Para la aprobación de la misma, el concejo podrá solicitar siempre un informe técnico al Ministerio del Medio Ambiente.”.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Reemplázase en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece la funciones y estructura del Ministerio de Agricultura, la siguiente oración “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables” por “la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente,”.

ARTÍCULO OCTAVO.- Modifícase el artículo 129 bis 1 del Código de Aguas, en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en el inicio del inciso segundo, el siguiente párrafo: “Un reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros del Medio Ambiente y Obras Públicas, determinará los criterios en virtud de los cuales se establecerá el caudal ecológico mínimo.”. 

b) En el inciso tercero.

i) Sustitúyese la frase “de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.

ii) Elimínase la oración “Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”. 

ARTÍCULO NOVENO.- Incorpórase en el artículo 2º de la ley N° 18.902, a continuación de la frase “y el control de los residuos líquidos industriales”, la siguiente oración: “que se encuentren vinculados a las prestaciones o servicios de las empresas sanitarias”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- 
El Sistema Nacional de Información Ambiental, al cual hace mención el artículo 31 ter, que se introduce en el artículo primero de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de dos años contados desde la publicación de ésta. En el término intermedio el Ministerio del Medio Ambiente deberá realizar las gestiones necesarias para su debida implementación.

El informe sobre el estado del Medio Ambiente al cual hace referencia el artículo 70 letra ñ),que introduce el artículo primero de esta ley, deberá realizarse dentro del plazo de dos años contados desde la publicación de ésta, a partir del cual se contabilizarán los plazos para la elaboración regular del mismo.

Los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previos a la publicación de la presente ley, se sujetarán en su tramitación y aprobación a las normas vigentes al momento de su ingreso.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental, de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable a esta última. 

El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.


2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde de la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso.


En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.
3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

4) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal para las instituciones señaladas en el número 1. Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.
5) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria, previsional, de seguridad social y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último en las condiciones que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.

6) Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1. Además determinará la fecha de supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, estableciendo el destino de sus recursos. 

7) Traspasar los recursos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el que deberá efectuarse al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

8) Traspasar los bienes que determine, desde la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

Artículo tercero.- El Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental se constituirán para todos los efectos en los sucesores legales de de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en las materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Ministerio del Medio Ambiente o al Servicio de Evaluación Ambiental, según correspondan.

Artículo cuarto.- El mayor gasto que puedan derivar las nuevas plantas que se fijen y el encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$2.100.000. 

Los recursos para los efectos de la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental, serán provistos inicialmente mediante la consolidación de los recursos contemplados en los programas 01 y 03 de la Partida 22, capítulo 02 de la Ley de Presupuestos.

No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado por el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público.


Artículo quinto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente de Medio Ambiente, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo séptimo.- Los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total terminación.


Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.


El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.


Artículo noveno.- Las normas establecidas en los Títulos II, salvo el párrafo 3º, y III del ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.


Artículo décimo.- Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la ley Nº 19.300 seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6, 19, 26, 27 y 28 de octubre 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pablo Longueira Montes (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Nelson Ávila Contreras (Guido Girardi Lavín), Antonio Horvath Kiss (Baldo Prokurica Prokurica) y Alejandro Navarro Brain.


Sala de la Comisión, a  6 de noviembre de 2009 
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa,Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL MINISTERIO, EL SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL Y LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

(5947-12)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley concurrieron, en calidad de invitados, de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la Ministra Presidenta señora Ana Lya Uriarte; el asesor de la Ministra, señor Claudio Ortega; y los asesores jurídicos señor Luis Cordero y señora Ximena Insunza. Del Ministerio de Hacienda, los asesores de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos y señor Patricio Espinoza. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el señor Sebastián Soto.

Los asesores de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, señor Joaquín Barañao y señora María Ignacia Benítez, respectivamente.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




La Comisión aprobó la indicación número 1.023 Bis y el artículo cuarto transitorio con modificaciones.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos PRIMERO, numerales 22), artículo 18 ter; 31), artículo 25 quáter; 63), artículos 69, 70, letras j), k), p), q), r), v) y w), 71, 74, 79, 80, 81, letra f), 82, 83, letras d) y e), 84, 85 y 87; SEGUNDO, artículos 1º; 4º; 8º; 12, inciso segundo; 14; 31, encabezamiento; 32, incisos quinto y final; 33; 38, letra b); 39; 41; 42, incisos cuarto y quinto; 46; 56, inciso tercero, y 58, permanentes; y artículos segundo, cuarto y sexto transitorios de la iniciativa legal, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, como reglamentariamente corresponde.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY
Establecer una nueva institucionalidad en materia medioambiental, que se articula, principalmente, mediante la creación de los siguientes organismos:

a) El Ministerio del Medio Ambiente, que será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables, promoviendo la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.

b) El Servicio de Evaluación Ambiental, que será un servicio público descentralizado y desconcentrado a nivel regional, que será el continuador legal de la CONAMA. Estará sujeto a un sistema de selección de alta dirección pública, que esté a cargo de la administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).

c) La Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público descentralizado, cuyos cargos directivos serán provistos de acuerdo al sistema de alta dirección pública. El Superintendente será nombrado de acuerdo a este sistema, por el Presidente de la República.

Esta última tendrá competencia en la fiscalización de los instrumentos de gestión ambiental: a) resoluciones de calificación ambiental; b) medidas de planes de prevención y descontaminación; c) normas de calidad y de emisión, cuando corresponda; d) planes de manejo de la ley N° 19.300.

Asimismo se consagran en la ley 19.300, en sus artículos 34 y 35, normas permanentes acerca de la existencia del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.

Finalmente se considera en este proyecto el compromiso de establecer una jurisdicción especializada en materia medio ambiental.

- - -

DISCUSIÓN 

Se hace presente que en lo que se refiere a las indicaciones retiradas o declaradas inadmisibles en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, vuestra Comisión se remite a lo expresado respecto de ellas en el referido informe.
Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:
ARTÍCULO PRIMERO
Introduce modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, organizadas en 63 numerales.
Número 22)

(Numeral 20 del texto aprobado en general por el Senado)
Agrega disposiciones a continuación del artículo 18 de la ley Nº 19.300.

Artículo 18 ter
Es del siguiente tenor:

“Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.

Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento.”

En esta disposición recayeron las siguientes indicaciones números 277 y 280:

La indicación número 277, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso segundo, a continuación de “Calificación Ambiental”, la siguiente oración: "Dicho registro incluirá en particular los estándares de calidad de los Estudios de Impacto Ambiental y los mecanismos para la certificación de los datos y antecedentes que conforman las respectivas líneas bases de dichos estudios.”.
La indicación número 280, de los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi y Vásquez, para agregar la siguiente oración final en el inciso segundo: “Incluirá, en particular, los estándares de calidad de los Estudios de Impacto Ambiental y los mecanismos para la certificación de los datos y antecedentes que conforman las respectivas líneas bases de dichos estudios.”.
- En votación, las indicaciones números 277 y 280 fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Número 31)

(Numeral 29 del texto aprobado en general por el Senado)
Agrega disposiciones a continuación del artículo 25 de la ley Nº 19.300.

Artículo 25 quáter
Señala lo siguiente:

“Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.

La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.”.
En esta disposición recayeron las siguientes indicaciones números 339 Bis y 340:

La indicación número 339 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

“La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.”.
La indicación número 340, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en el inciso segundo, a continuación del término “registro público”, la frase “, tanto físico como virtual,”.

- En votación, la indicación número 339 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 340 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Número 63)

(Numeral 55 del texto aprobado en general por el Senado)
Sustituye el Título Final de la ley Nº 19.300.

Artículo 69
Crea el Ministerio del Medio Ambiente, Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.
En este artículo recayó la indicación número 546, del Honorable Senador señor Navarro, para eliminar la palabra “renovables”.

- En votación, la indicación número 546 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 70
Señala las funciones y tareas que corresponden especialmente al Ministerio.

Letra j)
Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad, así como administrar y actualizar una base de datos sobre biodiversidad.
Puesta en votación la letra j), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra k)

Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.

La indicación número 589 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la palabra “país” la expresión “, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales,”.
La Ministra, señora Uriarte, expresó que la línea  de base ambiental corresponde al estado medioambiental del país en un momento determinado. Agregó que el Ministerio tendrá la información sobre la línea de base de todo el país, para lo cual contará con una plataforma electrónica muy potente. Además, poseerá un catastro de cuentas ambientales, que son los recursos naturales del país y su aprovechamiento, anotados  como un activo y un pasivo.
- En votación, la indicación número 589 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra p)

Su texto es el siguiente:

“Administrar un Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza, volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento.

Igualmente, en los casos y forma que establezca el reglamento, el registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. Para tal efecto, el Ministerio requerirá de los servicios y organismos estatales que corresponda, información general sobre actividades productivas, materias primas, procesos productivos, tecnología, volúmenes de producción y cualquiera otra disponible y útil a los fines de la estimación. Las emisiones estimadas a que se refiere el presente inciso serán innominadas e indicarán la metodología de modelación utilizada.”.

El asesor jurídico, señor Cordero, explicó que el inciso primero se refiere a aspectos normados, en que las fuentes se encuentran nominadas porque sirven de base para el mercado de bonos transables, y el inciso segundo se refiere a aspectos no normados que son innominados.
Puesta en votación la letra p), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra q)
Establecer un sistema de información sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia ambiental.

La indicación número 596 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituirla por la siguiente:

“q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.”.

- En votación, la indicación número 596 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra r)

Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades destinados a adoptar las medidas necesarias para asegurar la conservación y reparación del medio ambiente, así como la educación ambiental y la participación ciudadana. Cuando dichos convenios contemplen transferencia de recursos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.
Puesta en votación la letra r), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra v)

Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana.

La indicación número 599 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, es para intercalar la expresión “, el desarrollo sustentable” entre las expresiones “ambiente”  y “, la preservación de la naturaleza”.
- En votación, la indicación número 599 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Letra w)

Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, la que también podrá otorgarse a los particulares.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó si la norma se refería a cualquier tipo de particulares.

La Ministra, señora Uriarte, manifestó que se trata de generar mecanismos de información más eficientes para los regulados que son los principales destinatarios de la normativa.
Puesta en votación la letra w), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 71
(Artículo 72 del texto aprobado en general por el Senado)
Es del siguiente tenor:

“Artículo 72.- Créase el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros de Hacienda; de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Energía; de Obras Públicas; Agricultura; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Minería, y de Planificación.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.

Serán funciones y atribuciones del Consejo:

a) Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renovables.

b) Proponer al Presidente de la República los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.

c) Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica. 

e) Pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

f) Pronunciarse sobre los proyectos de ley y actos administrativos que se propongan al Presidente de la Republica, cualquiera sea el ministerio de origen, que contenga normas de carácter ambiental señaladas en el artículo 70.”.
En este artículo recayó la indicación número 623 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la frase “integrado por los Ministros de” la expresión “Agricultura;” y eliminar a continuación de las palabras de “Obras Públicas”, la frase “de Agricultura;”.
- En votación, la indicación número 623 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 74
(Artículo 75 del texto aprobado en general por el Senado)
Su tenor es el siguiente:

“Artículo 75.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro del Medio Ambiente.

b) El Subsecretario.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente.

d) El Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001,  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las que deberán contemplar a lo menos las siguientes materias: Regulación Ambiental; Información y Economía Ambiental; Educación, Participación y Gestión Local; Recursos Naturales y Biodiversidad; Cambio Climático y Cumplimiento de Convenios Internacionales, y Planificación y Gestión.”.
La Ministra, señora Uriarte, explicó que en la actualidad existen los Consejos a los que se refiere la letra d), por lo que en esta materia no se está innovando.

Puesto en votación el artículo 74, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 79
(Artículo 80 del texto aprobado en general por el Senado)
Establece que el personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.
Puesto en votación el artículo 79, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 80
(Artículo 81 del texto aprobado en general por el Senado)
Crea el Servicio de Evaluación Ambiental como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente. Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente. El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. 

La Ministra, señora Uriarte, indicó que el Servicio se encarga del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, separándola de la creación de normas ambientales y de la etapa de fiscalización del cumplimiento de la misma normativa.

Puesto en votación el artículo 80, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 81
(Artículo 82 del texto aprobado en general por el Senado)
Indica las funciones y tareas que corresponden al Servicio.
Letra f)
Administrar un registro de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental el que deberá contener a lo menos el nombre o razón social, en caso de tratarse de personas jurídicas su representante legal, domicilio e información relativa a sus áreas de especialidad. Dicho registro será de carácter informativo y el reglamento definirá su forma de administración.
En este literal recayó la indicación número 673 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre “registro” y “de consultores”, la palabra “público”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó la razón de que el registro tenga carácter sólo informativo.

La Ministra, señora Uriarte, señaló que se trata de un primer paso para hacer más transparente un mercado en que existe poca información para los contratantes, pequeñas y medianas empresas, especialmente.
- En votación, la indicación número 673 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 82
(Artículo 83 del texto aprobado en general por el Senado)
Dispone que la administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. 

Puesto en votación el artículo 82, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 83
Letras d) y e)
Señala en ocho literales las funciones que corresponden al Director Ejecutivo. La letra d) indica como función celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio, y la letra e) dispone el adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Puestas en votación las letras d) y e) del artículo 83, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 84
(Artículo 85 del texto aprobado en general por el Senado)
Establece que el Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental, y que en cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública. 

Puesto en votación el artículo 84, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 85
(Artículo 86 del texto aprobado en general por el Senado)
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 86.- El patrimonio del Servicio estará formado por:

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

d) Las herencias y legados.”.
En este artículo recayó la indicación número 696 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el punto aparte (.) y agregar a continuación la siguiente frase: “que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.”.

- En votación, la indicación número 696 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 87
Dispone que el personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria. 

Puesto en votación el artículo 87, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
ARTÍCULO SEGUNDO
Crea la Superintendencia del Medio Ambiente y fija su ley orgánica.
Artículo 1º
Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.”.
Puesto en votación el artículo 1º, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 4º 
Es del siguiente tenor:

“Artículo 4°.- El Superintendente de Medio Ambiente, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882. 

El Superintendente contará con las atribuciones propias de un jefe de servicio y le corresponderá especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Establecer oficinas regionales, cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias.

g) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales establecidas en el artículo 48. 

h) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley. 

i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

j) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras e) f), g), h) e i).

k) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

l) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.

m) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.”.
En este artículo recayó la indicación número 757, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:
“Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Superintendente deberá acreditar especialidad o experiencia en derecho o ciencias ambientales y a lo menos diez años de ejercicio profesional en dicho ámbito.”.
- En votación, la indicación número 757 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 8º 
Su tenor es el siguiente:

“Artículo 8°.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones normativas que consignen en el cumplimiento de sus funciones. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal.”.
En este artículo recayó la indicación número 772 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar en su inciso segundo, a continuación de la frase “cumplimiento de sus funciones” la oración “y que consten en el acta de fiscalización.”.
- En votación, la indicación número 772 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 12, inciso segundo
Establece que el personal de la Superintendencia que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) del presente artículo, sobre necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la institución, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

Puesto en votación el inciso segundo del artículo 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 14
Es del siguiente tenor:

“Artículo 14.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.

b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título y los frutos de tales bienes.
d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.

e) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente. Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.
f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.”.
En este artículo recayó la indicación número 777 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar en la letra e), a continuación del punto a parte (.), que ha pasado a ser seguido (.), lo siguiente: "Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.".
- En votación, la indicación número 777 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 31, encabezamiento
Dispone que la Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, que se conformará con los antecedentes y datos que se detallan en siete literales incluidos en la norma.

En esta disposición recayeron las siguientes indicaciones números 828 y 828 Bis:

La indicación número 828, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir el encabezamiento por el siguiente:
“Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:”.

La indicación número 828 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el encabezamiento por el siguiente:
 “La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental, de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:”.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que se trata de un proyecto que abarca un ámbito muy amplio y será difícil implementar todos los servicios y materias en un plazo breve.

- En votación, la indicación número 828 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 828 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 32

---

Incisos quinto y final, nuevos
La indicación número 838 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para añadir los siguientes incisos finales, nuevos:
“El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.

Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.”.

- En votación, la indicación número 838 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
---

Artículo 33
Su texto es el siguiente:

“Artículo 33.- La Superintendencia contará con una plataforma electrónica que le permita la adecuada administración del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental y su aplicación útil para la detección temprana de desviaciones o irregularidades y la consecuente adopción oportuna de las medidas o acciones que correspondan.

Dicha plataforma deberá permitir, además, mantener un historial sistematizado y actualizado de las acciones de fiscalización realizadas respecto de cada sujeto fiscalizado y sus resultados, así como de los procesos sancionatorios de que sean objeto y los resultados de ambos, que permita obtener información útil para la priorización de futuras fiscalizaciones y para la resolución de futuros procedimientos sancionatorios”.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó si, en virtud de la ley sobre acceso a la información pública, no se podrían requerir los datos y procesos contenidos en la plataforma electrónica.

El asesor, señor Cordero, manifestó que se trata de uno de los casos excluidos de la referida ley porque son procedimientos que sirven de base para realizar la labor de fiscalización.
La indicación número 839, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:

 “Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de toda la información que en ella se consigne.”.
- En votación, la indicación número 839 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 38

Establece las sanciones de las que podrán ser objeto las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia.

Letra b)
Multa de cinco a diez mil unidades tributarias anuales.

En este literal recayeron las siguientes indicaciones números 897 y 898 Bis: 

La indicación número 897, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituirla por la siguiente:

“b) Multa de diez a quince mil unidades tributarias anuales.”.
La indicación número 898 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “cinco” por “una”.
- En votación, la indicación número 897 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 898 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 39
Es del siguiente tenor:

“Artículo 39.- La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos: 

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales. 

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de una hasta mil unidades tributarias anuales.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 903, 905, 909 y 915:

La indicación número 903, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir la letra a) por la siguiente:

“a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental o del plan de manejo, clausura, multa de hasta quince mil unidades tributarias anuales.”.
La indicación número 905, del Honorable Senador señor Naranjo, para eliminar en la letra a)  la conjunción disyuntiva “o”, e intercalar, a continuación de “anuales”, la frase “o disolución o cancelación de la personalidad jurídica; sin perjuicio de la posible responsabilidad penal que le pueda caber a sus responsables, la cual será castigada con presidio mayor en su grado mínimo a máximo”.

La indicación número 909, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir la letra b) por la siguiente:
“b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, multa de hasta siete mil quinientas unidades tributarias anuales o amonestación pública.”.
La indicación número 915, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir la letra c) por la siguiente:

“c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito, pública o privada o multa de diez hasta tres mil unidades tributarias anuales.”.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que la única diferencia entre infracciones gravísimas y graves es que el monto máximo de la multa es distinto.

La Ministra, señora Uriarte, señaló que se distinguen por el tipo de daño causado y la norma infringida, lo que lleva a diferenciar sobre la sanción que en definitiva se aplica.

La Honorable Senadora señora Matthei comentó que de acuerdo a la redacción de la norma se puede aplicar la sanción de multa o alguna de las otras que en los literales se menciona, pero no la multa y otra adicional.

El Honorable Senadora señor Sabag planteó que la aplicación de sanciones debe ser siempre proporcional a la capacidad económica del infractor.
- En votación, las indicaciones números 903, 905, 909 y 915 fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 41
Su tenor es el siguiente:

“Artículo 41.- La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquier infracción de aquellas establecidas en los artículos precedentes, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo rebajará hasta en un 75% y 50%, respectivamente, la multa impuesta por la Superintendencia en el proceso sancionatorio respectivo, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

Esta exención o rebaja sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado la etapa de investigación respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en el inciso primero de este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.”.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, tratándose de empresas grandes, con el paso de los años pueden verificarse varias infracciones no intencionales de diversa naturaleza, y la autodenuncia se excluye después de una tercera falta.

La Ministra, señora Uriarte, indicó que las infracciones no imputables a una negligencia de una cierta envergadura no se sancionan.

En este artículo recayó la indicación número 933, del Honorable Senador señor Naranjo, para sustituir, en el inciso primero, la forma verbal “deberá” por “podrá”.
- En votación, la indicación número 933 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 42, incisos cuarto y quinto
El inciso cuarto establece que aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá.

El inciso quinto dispone que dicho procedimiento se reiniciará en caso de incumplirse las obligaciones contraídas en el programa, evento en el cual se podrá aplicar hasta el doble de la multa que corresponda a la infracción original, salvo que hubiese mediado autodenuncia.

En estos incisos recayeron las siguientes indicaciones números 945 y 948 Bis:

La indicación número 945, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para sustituir el inciso cuarto por los siguientes:
“Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá, a menos que cualquier tercero interesado o afectado por los efectos de la infracción se oponga fundadamente.

 De la oposición se dará traslado al infractor con cuyos descargos o sin ellos se  resolverá la prosecución del procedimiento sancionatorio o el programa de cumplimiento.

 La resolución que resuelva la oposición o que establezca el programa de cumplimiento será apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.
La indicación número 948 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar en el inciso quinto, a continuación de la palabra “original” la frase “dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38”.
La Ministra, señora Uriarte, expresó, en relación al inciso quinto, que si se trata de una autodenuncia y no se ejecuta el programa de cumplimiento, se aplica la multa que corresponde de acuerdo al artículo 38 letra b), sin que se pueda aumentar al doble dicha sanción.

- En votación, la indicación número 945 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 948 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 46
Establece que el retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.
Puesto en votación el artículo 46, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 56, inciso tercero
El inciso tercero establece que en el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Juez de Letras en lo Civil, en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República.

En este inciso recayeron las siguientes indicaciones números 985 y 985 Bis:

La indicación número 985, de los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Ominami, Vásquez y Cantero, para eliminarlo.
La indicación número 985 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “Juez de Letras en lo Civil” por “Tribunal Ambiental”.
- En votación, la indicación número 985 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 985 Bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 58
Es del siguiente tenor:

“Artículo 58.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público en el cuál se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social, de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.

Este registro deberá estar a disposición de cualquier persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.

El Reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.”.
Puesto en votación el artículo 58, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo segundo
Su tenor es el siguiente:

“Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental, de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable a esta última. El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

2) Ordenar el traspaso de personal desde de la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en las condiciones que determine y sin solución de continuidad, cualquiera sea la calidad jurídica del mismo. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima se disminuirá en el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

4) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal para las instituciones señaladas en el número 1.

5) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria, previsional, de seguridad social y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último en las condiciones que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.

6) Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1. Además determinará la fecha de supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, estableciendo el destino de sus recursos. 

7) Traspasar los recursos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el que deberá efectuarse al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

8) Traspasar los bienes que determine, desde la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 1.020 Bis, 1.021 Bis, 1.022 Bis, 1.023 Bis y 1.024 Bis:

La indicación número 1.020 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en el inciso primero, la expresión “del Medio Ambiente” por la siguiente “Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente,”. 

La indicación número 1.021 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar en el inciso primero la frase “El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”.

La indicación número 1.022 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en el inciso primero, el siguiente párrafo segundo, nuevo:
“El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental, se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

La indicación número 1.023 Bis, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el numeral 2) por el siguiente:
“2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde de la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. 

En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.”.

La indicación número 1.024 Bis, de S.E. la Presidenta de la República,  para agregar en el numeral 4) la siguiente oración final: 

“Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.
- En votación, las indicaciones números 1.020 Bis, 1.021 Bis, 1.022 Bis y 1.024 Bis fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- En votación, la indicación número 1.023 Bis fue aprobada, con una enmienda formal, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo cuarto
Prescribe lo siguiente:

“Artículo cuarto.- El mayor gasto que puedan derivar las nuevas plantas que se fijen y el encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$2.100.000. 

Los recursos para los efectos de la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental, serán provistos inicialmente mediante la consolidación de los recursos contemplados en los programas 01 y 03 de la Partida 22, capítulo 02 de la Ley de Presupuestos.

No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado por el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

La Ministra, señora Uriarte, señaló que debía eliminarse, en el inciso segundo, la referencia específica a los programas 01 y 03, dado que en la Ley de Presupuestos del año 2010, el Capítulo 02, referido a la CONAMA, contempla otros programas, adicionales a los mencionados.

Asimismo, indicó que es necesario reajustar la cifra consignada en el inciso primero, referida a las nuevas plantas que se fijen, de acuerdo al reajuste de remuneraciones para el sector público del año 2009 y, probablemente, también deba hacerse respecto del año 2010, como se desprende del informe financiero actualizado acompañado con fecha 9 de noviembre de 2009.
Puesto en votación el artículo cuarto, y atendido lo solicitado por el Ejecutivo y lo señalado en el referido informe financiero, fue aprobado, con enmiendas, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo sexto
Establece que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente, y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Puesto en votación el artículo sexto por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 19 de junio de 2008, señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley modifica la institucionalidad medio ambiental del país. En primer lugar, crea el Ministerio del Medio Ambiente, encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables, promoviendo la integridad de la política ambiental y su regulación normativa. En segundo lugar, crea el Servicio de Evaluación Ambiental, servicio público descentralizado y desconcentrado a nivel regional, continuador legal de CONAMA, a cargo de la administración del SEIA, pero enfocado hacia la simplificación de los permisos ambientales y proporcionar información adecuada para los proponentes y la comunidad.  Por último, crea la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público descentralizado, con competencias en la fiscalización de los instrumentos de gestión ambiental: a) resoluciones de calificación ambiental; b) medidas de planes de prevención y descontaminación; c) normas de calidad y de emisión, cuando corresponda; d) planes de manejo de la Ley N° 19.300.

El proyecto en comento, en lo relativo a la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental, considera la consolidación de los recursos contemplados en el presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Programas 01 y 03).

Efectuada la consolidación a que se refiere el párrafo anterior,  la aplicación de la presente iniciativa genera un mayor costo fiscal anual estimado de $4.100 millones, de los cuales $3.100 millones se destinarán a gastos en personal y $1.000 millones para gastos de operación asociados, el que se financiará con recursos que se consultarán en las respectivas Leyes de Presupuestos.”.
Posteriormente, con fecha 9 de noviembre de 2009, se presentó un informe financiero actualizado, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda que señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley modifica la institucionalidad medio ambiental del país. En primer lugar, crea el Ministerio del Medio Ambiente, encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables, promoviendo la integridad de la política ambiental y su regulación normativa. En segundo lugar, crea el Servicio de Evaluación Ambiental, servicio público descentralizado y desconcentrado a nivel regional, continuador legal de CONAMA, a cargo de la administración del SEIA, pero enfocado hacia la simplificación de los permisos ambientales y proporcionar información adecuada para los proponentes y la comunidad.  Por último, crea la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público descentralizado, con competencias en la fiscalización de los instrumentos de gestión ambiental: a) resoluciones de calificación ambiental; b) medidas de planes de prevención y descontaminación; c) normas de calidad y de emisión, cuando corresponda; d) planes de manejo de la Ley N°19.300.

El proyecto en comento, en lo relativo a la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental, considera la consolidación de los recursos contemplados en el presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

Efectuada la consolidación a que se refiere el párrafo anterior,  la aplicación de la presente iniciativa genera un mayor costo fiscal anual estimado de $4.472 millones, de los cuales $3.410 millones se destinarán a gastos en personal y $1.062 millones para gastos de operación asociados, el que se financiará con recursos que se consultarán en las respectivas Leyes de Presupuestos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con las siguientes modificaciones:
Artículo segundo transitorio

Numeral 2)
Eliminar, en el primer párrafo, la preposición “de” que se encuentra entre las frases “personal a contrata desde” y “la Comisión Nacional de Medio Ambiente”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1.023 Bis)
Artículo cuarto transitorio

Inciso primero
Agregar, a continuación de la expresión “M$2.100.000”, la oración “, actualizada según el reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público que corresponda”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Inciso segundo
Suprimir la expresión “01 y 03” que sigue a la palabra “programas”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:

1) En el artículo 2°.
a) Incorpóranse, a continuación de la letra a), las siguientes letras a bis) y a ter):


“a bis) Biotecnología: se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos;

a ter) Cambio Climático: se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables;”.  

b) Incorpórase, a continuación de la letra h), la siguiente letra h bis):

“h bis) Efecto Sinérgico: aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia simultánea de varios agentes supone una incidencia ambiental mayor que el efecto suma de las incidencias individuales contempladas aisladamente;”. 

c) Incorpórase a continuación de la letra i), la siguiente letra i bis):

“i bis). Evaluación Ambiental Estratégica: el procedimiento realizado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable, al proceso de formulación de las políticas y planes de carácter normativo general, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva política y plan, y sus modificaciones sustanciales;”.

d) Reemplázase, en la letra j), la frase “de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, en su caso,” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.

e) Incorpórase, a continuación de la letra m), la siguiente letra m bis):

“m bis) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestre la capacidad práctica de determinadas técnicas para evitar o reducir en general las emisiones y el impacto en el medio ambiente y la salud de las personas. Con tal objeto se deberán considerar una evaluación de impacto económico y social de su implementación, los costos y los beneficios, la utilización o producción de ellas en el país, y el acceso, en condiciones razonables, que el regulado pueda tener a las mismas;”. 

2) En el artículo 4º.

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “participación ciudadana” y la conjunción “y” la siguiente frase “, permitir el acceso a la información ambiental”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental, deberán propender por la adecuada conservación, desarrollo y fortalecimiento de la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. 

3) Agrégase, a continuación del artículo 7°, el siguiente párrafo 1° bis:

“Párrafo 1° bis.

De la Evaluación Ambiental Estratégica.

Artículo 7° bis.- Se someterán a evaluación ambiental estratégica las políticas y planes de carácter normativo general, así como sus modificaciones sustanciales, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, que el Presidente de la República, a proposición del Consejo de Ministros, señalado en el artículo 72, decida.

En todo caso, siempre deberán someterse a evaluación ambiental estratégica los planes regionales de ordenamiento territorial, planes reguladores intercomunales, planes reguladores comunales y planes seccionales, planes regionales de desarrollo urbano y zonificaciones del borde costero, del territorio marítimo y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen. En esta situación el procedimiento y aprobación del instrumento estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Gobierno Regional o el Municipio o cualquier otro organismo de la administración del Estado, respectivamente.

La elaboración de las políticas y planes deberá contemplar las etapas de diseño y aprobación.

En la etapa de diseño, el organismo que dictará la política o plan, deberá considerar los objetivos y efectos ambientales del instrumento, así como los criterios de desarrollo sustentable de los mismos. Durante esta etapa se deberá integrar a otros órganos de la administración del Estado vinculados a las materias objeto de la política o plan, así como otros instrumentos relacionados con ellos, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan. En el caso señalado en el inciso segundo, se deberán siempre considerar los instrumentos relacionados con capacidad vial elaborados por la autoridad competente.

En la etapa de aprobación, se deberá elaborar un anteproyecto de política o plan que contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones, para luego ser sometido a consulta pública por parte del organismo responsable. 

Artículo 7° ter.- Un reglamento establecerá el procedimiento y plazos en virtud del cual se tramitará este tipo de evaluación, el que deberá considerar:

a) Los aspectos básicos a considerar durante la etapa de diseño, incluida la forma de consulta y coordinación de los organismos del Estado que puedan vincularse con la política o plan objeto de evaluación;

b) Los contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Informes Ambientales de las políticas o planes;

c) Forma de participación del público interesado, y
d) Forma de publicidad de la política o plan, así como su reformulación posterior. Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.
Artículo 7° quáter.- La etapa de aprobación de la política o plan, culminará con una resolución del Ministerio sectorial, en la cual se señalará el proceso de elaboración de la política o plan desde su etapa de diseño, la participación de los demás organismos del Estado, la consulta pública realizada y la forma en que ha sido considerada, el contenido del informe ambiental y las respectivas consideraciones ambientales y de desarrollo sustentable que debe incorporar la política o plan para su dictación, así como los criterios e indicadores de seguimiento destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo.
4) En el artículo 8°:

a) Agréganse, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser inciso final:

“Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad territorial del proyecto presentado.

Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán considerar siempre las políticas y planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1° bis de este título.”.

b) Sustitúyense, en el inciso final, la frase “a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso”, por “al Servicio de Evaluación Ambiental”, y la palabra “precedente”, por “anterior”.

5) En el artículo 9°:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región” por “Comisión establecida en el artículo 86 o Comisión de Evaluación” y la denominación “la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental”.

b) Reemplázanse, en el inciso tercero, las expresiones “a esta Dirección” por “al Director del Servicio de Evaluación Ambiental” y “Comisiones Regionales del Medio Ambiente” por “Comisiones de Evaluación”.

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y formulados dentro de las esferas de sus respectivas competencias.”.

6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:

“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.

El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.

Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.

La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.
7) En el artículo 10:

a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis”.

b) Elimínase, en su letra h), la frase “Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales,”, iniciando con mayúscula la palabra “proyecto” que le sigue a continuación, y elimínase, asimismo, la expresión “que los modifiquen o”.

c) Agrégase la siguiente letra r), sustituyendo en la letra p) la coma (,) y la conjunción "y" que le sigue por un punto y coma(;) y reemplazando en la letra q) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción "y":

“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.
8) Reemplázase la letra d) del artículo 11, por la siguiente:

“d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.
9) Agréganse los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:

“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.

No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.

Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.

10) Modificase el artículo 12, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:

“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aún cuando no se encuentren operando.”.

b) Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.
11) Agrégase el siguiente artículo 12 bis:

“Artículo 12 bis.- Las declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias: 

a) Una descripción del proyecto o actividad;

b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental;

c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá; y 

d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.”. 

12) En el artículo 13.

a) En el inciso primero:

i) Intercálase a continuación de la expresión “Estudio” la expresión “o Declaración”.

ii) Sustitúyese la frase “y la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “, el Servicio de Evaluación Ambiental”.

iii) Intercálase, antes de la expresión “, en su caso”, la frase “y los órganos de la administración del Estado competentes”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, las palabras “Secretaria General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”. 

c) Intercálase, en su letra b), a continuación de la expresión “Estudios” las palabras “y Declaraciones”; y sustitúyese la referencia a los artículos “11 y 12”, por “11, 12, 12 bis, 13 bis y 18”, según corresponda”.

d) Reemplázase, en la letra c), la frase “tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental,” por “evaluación de impacto ambiental” y elimínase la frase “en conformidad con el artículo siguiente”.

13) Incorpórase, el siguiente artículo 13 bis:

“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental si han establecido, antes o durante el proceso de evaluación, negociaciones con los interesados con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental. En el evento de existir tales acuerdos, éstos no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad.”.

14) En el artículo 14.

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “anterior” por el guarismo “13”.

b) Sustitúyese, en la letra b), la frase “calificación de un Estudio de Impacto Ambiental” por “evaluación de impacto ambiental”.

c) Intercálase, en la letra c), a continuación de la palabra “Estudios” la expresión “y Declaraciones”; y reemplázase la expresión “el artículo 16” por “los artículos 16 y 19”.

d) Agrégase, en la letra e), a continuación de la palabra “Estudio” las palabras “o la Declaración”.

15) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:

“Artículo 14 bis.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental y los actos administrativos que se originen de él, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas de la ley Nº 19.799 y su reglamento, y a lo previsto en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.
Se entenderá que el titular de un proyecto acepta la utilización de técnicas y medios electrónicos en todas las actuaciones del procedimiento que le afecten, desde que ingrese su Estudio o Declaración, salvo que expresamente solicite lo contrario.

Las observaciones que formularen las organizaciones ciudadanas y personas naturales a que se refieren los artículos 28 y 30 bis, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas generales.

Sin embargo, no se emplearán medios electrónicos respecto de aquellas actuaciones que por su naturaleza o por expresa disposición legal deben efectuarse por otro medio.”.

16) Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:

“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.

17) En el artículo 15:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

b) Suprímese el inciso segundo, pasando el inciso final a ser segundo.

c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, sustitúyense la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”; y la palabra “treinta” por “quince”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Cuando el Estudio de Impacto Ambiental se refiera a proyectos o actividades que deben ser implementados de manera urgente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, así como a servicios que no pueden paralizarse sin serio perjuicio para el país, el plazo de evaluación se reducirá a la mitad, ordenándose todos los trámites proporcionalmente a ese nuevo plazo. La calificación de urgencia para la evaluación será realizada por el Director Ejecutivo a petición del interesado. El reglamento determinará los requisitos, formas y condiciones necesarios para la solicitud, la aprobación y su debida publicidad.”.

18) Agregase el siguiente artículo 15 bis:

“Artículo 15 bis.- Si el Estudio de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiere ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, el Director Regional o el Director Ejecutivo, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.

La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros cuarenta días contados desde la presentación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar el estudio por la causal señalada, debiendo completarse su evaluación.

Los organismos a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 9º, deberán comunicar, tan pronto le sea requerido su informe, al Director Regional o al Director Ejecutivo si en los Estudios sometidos a su conocimiento se ha constatado el defecto previsto en este artículo.

En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse dentro del plazo de veinte días.”.

19) En el artículo 16.

a) Introdúcense, en el inciso primero, las siguientes modificaciones:

i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”. 

ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.

iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.
b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “anterior” por el guarismo “15”.

20) Derógase el artículo 17.

21) En el artículo 18:

a) Sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

b) Reemplázase, el inciso final por el siguiente:

“En el caso que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental en razón de la falta de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo del Estado responsable para que, en el plazo de diez días, emita el respectivo permiso o pronunciamiento. Vencido este plazo, el permiso o pronunciamiento faltante se tendrá por otorgado favorablemente.”.

22) Agréganse los siguientes artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter:
“Artículo 18 bis.- Si la Declaración de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiese ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.

La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros treinta días contados desde la presentación de la respectiva declaración de impacto ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar la Declaración por las causales señaladas, debiendo completarse su evaluación.

En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse en el plazo de veinte días.

Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.

Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento.
Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:

a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.

b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.

c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.

d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.

e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.

23) En el artículo 19.

a) En el inciso primero:

i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.

“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “El Presidente de la Comisión” por “El Director Regional o el Director Ejecutivo, en su caso,”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental”, lo siguiente: “o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable”. 

d) Sustitúyese, en el inciso final, la frase “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

24) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:

“Artículo 19 bis.- Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15, 18 y 18 ter sin que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo se hubieren pronunciado sobre un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, y cumplidos los requisitos del artículo 64 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, dicho Estudio o Declaración, con sus aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, si las hubiere, se entenderá aprobado.

El certificado que el Director Regional o el Director Ejecutivo expida en caso de configurarse la situación prevista en el inciso anterior, además de especificar que el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental no fue evaluado dentro del plazo legal, individualizará el o los documentos sobre los que recae la aprobación a que se refiere este artículo.”.

25) En el artículo 20:

a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 20.- En contra de la resolución que niegue lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo. En contra de la resolución que rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante un comité integrado por los Ministros del Medio Ambiente, que lo presidirá, y los Ministros de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Agricultura; de Energía, y de Minería. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución recurrida. La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días contados desde la interposición del recurso, según se trate de una Declaración o un Estudio de Impacto Ambiental.”.

b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ordenarse correlativamente:

“Con el objeto de resolver las reclamaciones señaladas en el inciso primero, el Director Ejecutivo y el Comité de Ministros podrá solicitar a terceros, de acreditada calificación técnica en las materias de que se trate, un informe independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. El reglamento establecerá como se seleccionará a dicho comité y las condiciones a las que deberá ajustarse la solicitud del informe.

En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Comité de Ministros deberá solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental.”.

c) Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”.

d) Suprímese, en el inciso final, las palabras “a una Declaración” y agrégase a continuación de la palabra “Estudio” la expresión “o Declaración”.

26) En el artículo 21:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Si se declara inadmisible una Declaración de Impacto Ambiental o se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental” por “Si se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental”.

b) Incorpórase, el siguiente inciso segundo:

“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo.”. 

27) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 22, la frase “de la respectiva Comisión del Medio Ambiente” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.

28) Derógase el artículo 23.

29) En el artículo 24, agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:

“Los organismos del Estado a los que corresponda otorgar o pronunciarse sobre los permisos ambientales sectoriales a que se refiere esta ley, deberán informar a la Superintendencia del Medio Ambiente cada vez que se les solicite alguno de ellos, indicando si ha adjuntado o no una resolución de calificación ambiental y los antecedentes que permitan identificar al proyecto o actividad e individualizar a su titular.

En los casos que la Superintendencia detecte que una solicitud de permiso ambiental sectorial recae sobre un proyecto o actividad que de acuerdo a esta ley deba ser objeto de una evaluación de impacto ambiental previa y que no cuenta con la respectiva resolución de calificación ambiental aprobatoria, lo comunicará al organismo sectorial que corresponda, el que deberá abstenerse de otorgar el permiso o autorización en tanto no se acredite el cumplimiento de dicha exigencia, informando de ello al Servicio de Evaluación Ambiental.

El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.

30) En el artículo 25:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:

“Las condiciones o exigencias ambientales indicadas en el inciso anterior deberán responder a criterios técnicos solicitados por los servicios públicos que hubiesen participado en el proceso de evaluación.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la oración “el artículo 64 de esta ley” por “la ley que crea la Superintendencia del Medio Ambiente”.

31) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies y 25 sexties:

“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.

Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación.

El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.

Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.

La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.

Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.

Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880.

El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.

Artículo 25 sexties.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.

32) En el artículo 26: 

a) Sustitúyese la expresión “las Comisiones Regionales y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.

b) Suprímese la palabra “organizada”. 

c) Reemplázase la frase “que se les presenten”, por “y de las Declaraciones cuando correspondan”.

33) Trasládase el artículo 27 a continuación del artículo 28, con las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la expresión “Artículo 27.-" por “Artículo 28.-".

b) Sustitúyese la palabra “anterior” por el guarismo “26” y la expresión “la Comisión respectiva” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso tercero:

“En caso que el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto de acuerdo a lo señalado en el artículo 29, el interesado deberá publicar en las mismas condiciones previstas en los incisos precedentes, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.

34) Trasládase el artículo 28 a continuación del artículo 26, con las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la expresión “Artículo 28.-" por “Artículo 27.-". 

b) Sustitúyese la frase “Las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, y las personas naturales directamente afectadas, podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.

c) Reemplázanse la expresión “la Comisión” por la frase “el Servicio de Evaluación Ambiental”; y la palabra “estudio” por “proyecto”, la primera vez que aparece.

d) Suprímese la frase “a que se refiere el estudio”.

35) En el artículo 29:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Las organizaciones ciudadanas y las personas naturales a que se refiere el artículo anterior podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los siguientes a ordenarse correlativamente:

“Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.”.

c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por los siguientes:

“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.

Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.
36) En el artículo 30:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “Las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“En caso que la Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de acuerdo a lo señalado en el artículo 30 bis, el proponente deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 28, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.

37) Incorpóranse los siguientes artículos 30 bis y 30 ter:

“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.

Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.

Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.

El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.

Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.

Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.

La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.

Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.

Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.

38) En el artículo 31:

a) Sustitúyense la expresión “La respectiva Comisión” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso,”, y el guarismo “27” por “28”.

b) Agrégase, antes del punto parte (.) la siguiente frase final: “y garantizar la participación de la comunidad”.


39) Intercálase, a continuación del artículo 31, el siguiente párrafo 3° bis: 

“Párrafo 3° bis.

Del Acceso a la Información Ambiental.

Artículo 31 bis. Toda persona tiene derecho a acceder a la información de carácter ambiental que se encuentre en poder de la Administración, de conformidad a lo señalado en la Constitución Política de la República y en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

Se entenderá por información ambiental toda aquella de carácter escrita, visual, sonora, electrónica o registrada de cualquier otra forma que se encuentre en poder de la Administración y que verse sobre las siguientes cuestiones:

a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, el suelo, los paisajes, las áreas protegidas, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados; y la interacción entre estos elementos.

b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente señalados en el número anterior.

c) Los actos administrativos relativos a materias ambientales, o que afecten o puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), y las medidas, políticas, normas, planes, programas, que les sirvan de fundamento. 

d) Los informes de cumplimiento de la legislación ambiental.

e) Los análisis económicos, sociales, así como otros estudios utilizados en la toma de decisiones relativas a los actos administrativos y sus fundamentos, señalados en la letra c).

f) El estado de salud y seguridad de las personas, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio cultural, cuando sean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra a) o por cualquiera de los factores y medidas señaladas en las letras b) y c).
g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.
Artículo 31 ter.- El Ministerio del Medio Ambiente administrará un Sistema Nacional de Información Ambiental, desglosada regionalmente, en el cual se indicará:

a) Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y demás actos administrativos sobre medio ambiente o relacionados con él.

b) Los informes sobre el estado del medio ambiente, señalados en la letra ñ) del artículo 70.

c) Los datos o resúmenes de los informes señalados en el número anterior, derivados del seguimiento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente.

d) Las autorizaciones administrativas asociadas a actividades que pueden tener un efecto significativo sobre el medio ambiente, o en su defecto la indicación precisa de la autoridad que dispone de tal información.

e) La lista de las autoridades públicas que disponen de información de contenido ambiental y que debe ser públicamente accesible.
f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.

g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.

h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.
Artículo 31 quáter.- Cualquier persona que se considere lesionada en su derecho a acceder a la información ambiental, podrá recurrir ante la autoridad competente, de conformidad con lo señalado en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.
40) En el artículo 32:

a) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo, las palabras “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”, las dos veces que aparece.

b) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente párrafo final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido: “El Ministerio de Salud podrá solicitar fundadamente al Ministerio del Medio Ambiente la dictación de una norma primaria de calidad, la que deberá dictarse dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco años, a menos que dentro de tal plazo indique las razones técnicas para no acoger la solicitud.”.

c) Reemplazase, en el inciso cuarto, las palabras “la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Ministerio del Medio Ambiente”.

d) Reemplázase, en el inciso final, la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.

41) En el artículo 33, reemplázase la frase “Los organismos competentes del Estado desarrollarán” por “El Ministerio del Medio Ambiente administrará la información de los”.

42) Agrégase en el inciso primero del artículo 34, la siguiente oración final: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.

43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente:

“La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.

44) En el artículo 36, inciso primero, intercálase entre las expresiones “lagunas,” y “embalses” el vocablo “glaciares, ”.

45) Sustitúyese el artículo 37, por el siguiente:

“Artículo 37.- El reglamento fijará el procedimiento para clasificar las especies de plantas, algas, hongos y animales silvestres, sobre la base de antecedentes científico-técnicos, y según su estado de conservación, en las categorías recomendadas para tales efectos por la Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza (UICN) u otro organismo internacional que dicte pautas en estas materias.

De conformidad a dichas clasificaciones el Ministerio del Medio Ambiente deberá aprobar planes de recuperación, conservación y gestión de dichas especies. El reglamento definirá el procedimiento de elaboración, el sistema de información pública y el contenido de cada uno de ellos.”.

46) En el artículo 38:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “Los organismos competentes del Estado confeccionarán y mantendrán” por “El Ministerio del Medio Ambiente velará que los organismos competentes del Estado elaboren y mantengan”;
b) Reemplázase, la expresión “flora y fauna silvestre” por “plantas, algas, hongos y animales silvestres”, y
c) Elimínase el inciso segundo.

47) En el artículo 40:

a) En el inciso primero:

i) Agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “supremo” la siguiente oración: “que llevará las firmas del Ministro del Medio Ambiente y del ministro competente según la materia de que se trate,”.

ii) Elimínase el párrafo que se encuentra a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto a parte.

b) En el inciso segundo:

i) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.

ii) Agrégase, al final del inciso, a continuación de la palabra "aplicarán", la siguiente frase “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.

48) Reemplázase, en el artículo 41, la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.

49) En el artículo 42:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase: “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”, y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.

b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.
50) En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.

b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual segundo a ser inciso final:

“Mediante decreto supremo, que llevará la firma del Ministro del Medio Ambiente, de Salud o del ministro sectorial, según corresponda, se dejará sin efecto la declaración de Zona Saturada o Latente, cuando no se cumplan las condiciones que la hicieron procedente.

El decreto supremo señalado en el inciso anterior dejará sin efecto las respectivas medidas del plan de Descontaminación y, o Prevención, pudiendo, en el primer caso, mantener vigentes las restricciones impuestas a las emisiones de las fuentes responsables a que se refiere la letra f) del artículo 45 y las medidas destinadas a prevenir episodios críticos de contaminación, por un plazo no superior a dos años contados desde la derogación del plan, con la sola finalidad de permitir la dictación del plan de prevención.”.

c) Sustitúyense, en el inciso segundo, que ha pasado a ser final, las expresiones “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de” y “de la Comisión Nacional del” por “del Ministerio del”.

51) En el artículo 44:

a) Reemplázase, en el inciso primero, las palabras “Secretaría General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.

b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “a la Comisión Nacional del” por “al Ministerio del”; y la frase “Comisión Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

52) En el artículo 46, sustitúyese la frase “de la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, o de la Comisión Nacional del Medio Ambiente si el plan abarca zonas situadas en distintas regiones” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”.

53) Agrégase, a continuación del artículo 48, el siguiente artículo 48 bis:

“Artículo 48 bis.- Los actos administrativos que se dicten por los Ministerios o servicios para la ejecución o implementación de normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, señalados en tales instrumentos, deberán contar siempre con informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”. 

54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 50, la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,”, por “Tribunal Ambiental”.

55) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo:

“No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.”.

56) Deróganse los artículos 56, 57, 58 y 59.

57) Reemplázase el artículo 60, por el siguiente:

“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”
58) Deróganse los artículos 61 y 62.”.

59) Sustitúyese el artículo 64, por el siguiente:

“Artículo 64.- La fiscalización del permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuáles se han aprobado o aceptado los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental, de las medidas e instrumentos que establezcan los Planes de Prevención y de Descontaminación, de las normas de calidad y emisión, así como de los planes de manejo establecidos en la presente ley, cuando correspondan, será efectuada por la Superintendencia del Medio Ambiente de conformidad a lo señalado por la ley.”.

60) En el artículo 65:

a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase “del organismo fiscalizador competente” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”, y la palabra “éste” por “ésta”.

b) En el inciso segundo:

i) Reemplázase la frase “al organismo fiscalizador” por “a la Superintendencia del Medio Ambiente”.

ii) Sustitúyense las palabras “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de”.

iii) Reemplázase la frase “del ministerio del cual dependa o a través del cual se relacione el organismo correspondiente con el Presidente de la República” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.

61) En el artículo 66:

a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.

b) Intercálase la locución “, el desarrollo sustentable”, entre la palabra “ambiente” y la frase “, la preservación de la naturaleza”.
62) En el inciso primero del artículo 67, sustitúyese la frase “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del” por “Subsecretario de”; y reemplazase la frase “por el Consejo Directivo de dicha Comisión” por “al efecto”.

63) Sustitúyese el Título Final por el siguiente:

“TÍTULO FINAL

DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 69.- Créase el Ministerio del Medio Ambiente, como una Secretaria de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.
Artículo 70.- Corresponderá especialmente al Ministerio:

a) Proponer las políticas ambientales e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimientos.

b) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza, y supervisar el manejo de las áreas protegidas de propiedad privada.

c) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales, en que Chile sea parte en materia ambiental, y ejercer la calidad de contraparte administrativa, científica o técnica de tales convenciones, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Cuando las convenciones señaladas contengan además de las materias ambientales, otras de competencia sectorial, el Ministerio del Medio Ambiente deberá integrar a dichos sectores dentro de la contraparte administrativa, científica o técnica de las mismas.

e) Colaborar con los Ministerios sectoriales en la formulación de los criterios ambientales que deben ser incorporados en la elaboración de sus planes y políticas, evaluaciones ambientales estratégicas y procesos de planificación, así como en la de de sus servicios dependientes y relacionados.
f) Colaborar con los organismos competentes, en la formulación de las políticas ambientales para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables e hídricos.

g) Proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados, así como la evaluación del riesgo de productos químicos, organismos genéticamente modificados y otras sustancias que puedan afectar el medio ambiente, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos en materia sanitaria.

h) Proponer políticas y formular los planes, programas y planes de acción en materia de cambio climático. En ejercicio de esta competencia deberá colaborar con los diferentes órganos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local con el objeto de poder determinar sus efectos, así como el establecimiento de las medidas necesarias de adaptación y mitigación.

i) Proponer políticas y formular planes, programas y acciones que establezcan los criterios básicos y las medidas preventivas para favorecer la recuperación y conservación de los recursos hídricos, genéticos, la flora, la fauna, los hábitats, los paisajes, ecosistemas y espacios naturales, en especial los frágiles y degradados, contribuyendo al cumplimiento de los convenios internacionales de conservación de la biodiversidad.

j) Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad, así como administrar y actualizar una base de datos sobre biodiversidad.

k) Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales, y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.

l) Participar en la elaboración de los presupuestos ambientales sectoriales, promoviendo su coherencia con la política ambiental nacional. En ejercicio de esta facultad, se podrá fijar de común acuerdo con el ministerio sectorial, indicadores de gestión asociados a presupuestos. Con tal finalidad se deberá contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.

m) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión ambiental, orientados a la creación de una conciencia nacional sobre la protección del medio ambiente, desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias.

n) Coordinar el proceso de generación de las normas de calidad ambiental, de emisión y de planes de prevención y,o descontaminación, determinando los programas para su cumplimiento.

ñ) Elaborar cada cuatro años informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local. Sin embargo, una vez al año deberá emitir un reporte consolidado sobre la situación del medio ambiente a nivel nacional y regional.

Estos informes incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente, así como un resumen ejecutivo que sea comprensible para el público en general.

o) Interpretar administrativamente las normas de calidad ambiental y de emisión, los planes de prevención y,o de descontaminación, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica y la Superintendencia del Medio Ambiente. 

El Ministerio del Medio Ambiente podrá requerir a los jefes de los servicios y organismos con competencias en materia ambiental, informes sobre los criterios utilizados por el respectivo organismo sectorial en la aplicación de las normas y planes señalados en el inciso anterior, así como de las dudas o dificultades de interpretación que se hubieren suscitado y de las desviaciones o distorsiones que se hubieren detectado.

El Ministerio, podrá además, uniformar los criterios de aplicación y aclarará el sentido y alcance de las normas de calidad ambiental y de emisión, cuando observe discrepancias o errores de interpretación.

p) Administrar un Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza, volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento.

Igualmente, en los casos y forma que establezca el reglamento, el registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. Para tal efecto, el Ministerio requerirá de los servicios y organismos estatales que corresponda, información general sobre actividades productivas, materias primas, procesos productivos, tecnología, volúmenes de producción y cualquiera otra disponible y útil a los fines de la estimación. Las emisiones estimadas a que se refiere el presente inciso serán innominadas e indicarán la metodología de modelación utilizada.

q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.
r) Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades destinados a adoptar las medidas necesarias para asegurar la integridad, conservación y reparación del medio ambiente regional y local, así como la educación ambiental y la participación ciudadana. Cuando dichos convenios contemplen transferencia de recursos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.

s) Participar en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes que promuevan los diversos órganos de la Administración de conformidad a lo señalado en la presente ley.

t) Generar y recopilar la información técnica y científica precisa para la prevención de la contaminación y la calidad ambiental, en particular lo referente a las tecnologías, la producción, gestión y transferencias de residuos, la contaminación atmosférica y el impacto ambiental.

u) Administrar la información de los programas de monitoreo de calidad del aire, agua y suelo, proporcionada por los organismos competentes, cuando corresponda.

v) Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, el desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana.

w) Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, la que también podrá otorgarse a los particulares.

x) Crear y presidir comités y subcomités operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes para el estudio, consulta, análisis, comunicación y coordinación en determinadas materias relativas al medio ambiente.

y) Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la formulación de políticas y planes, normas de calidad y de emisión, en el proceso de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes de los ministerios sectoriales.

z) Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2º

Del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, Naturaleza y Funciones

Artículo 71.- Créase el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros de Agricultura; Hacienda; de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Energía; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Minería, y de Planificación.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.

Serán funciones y atribuciones del Consejo:

a) Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renovables.

b) Proponer al Presidente de la República los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.

c) Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.

d) Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica. 

e) Pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

f) Pronunciarse sobre los proyectos de ley y actos administrativos que se propongan al Presidente de la Republica, cualquiera sea el ministerio de origen, que contenga normas de carácter ambiental señaladas en el artículo 70.

Artículo 72.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de seis consejeros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Consejo en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.
Artículo 73.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad podrá sesionar en las dependencias del Ministerio del Medio Ambiente, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. El Consejo contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio del Medio Ambiente, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Consejo, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.

Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse a través de una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio del Medio Ambiente.

Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad serán obligatorios para los organismos de la Administración del Estado al cual estén dirigidos, incurriendo en responsabilidad administrativa los funcionarios que no den cumplimiento a los mismos.

Párrafo 3°

De la organización

Artículo 74.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro del Medio Ambiente.

b) El Subsecretario.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente.

d) El Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001,  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las que deberán contemplar a lo menos las siguientes materias: Regulación Ambiental; Información y Economía Ambiental; Educación, Participación y Gestión Local; Recursos Naturales y Biodiversidad; Cambio Climático y Cumplimiento de Convenios Internacionales, y Planificación y Gestión.

Artículo 75.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio del Medio Ambiente, y sometidas a las normas de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior.

Le corresponderá, especialmente a las Secretarías Regionales Ministeriales, en una o más regiones:

a) Ejercer en lo que le corresponda las competencias del Ministerio señaladas en el artículo 70.

b) Asesorar al Gobierno Regional para la incorporación de los criterios ambientales en la elaboración de los Planes y las Estrategias de Desarrollo Regional. 

c) Colaborar con los municipios respectivos en materia de gestión ambiental.

Párrafo 4°

De los Consejos Consultivos

Artículo 76.- Habrá un Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por:

a) Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del medio ambiente.

c) Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o se ocupen de materias ambientales.

d) Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país.

e) Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la organización sindical de mayor representatividad en el país.

f) Un representante del Presidente de la República.

Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento del Consejo.

Artículo 77.- Corresponderá al Consejo Consultivo absolver las consultas que le formule el Ministerio del Medio Ambiente y el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, emitir opiniones sobre los anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental, de preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental, planes de prevención y de descontaminación, regulaciones especiales de emisiones y normas de emisión que les sean sometidos a su conocimiento.  Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.

Artículo 78.- En cada región del territorio nacional habrá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, integrado por:

a)
Dos científicos.

b)
Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o estudio del medio ambiente.

c)
Dos representantes del empresariado.

d)
Dos representantes de los trabajadores.

e) Un representante del Ministro del Medio Ambiente.

Los consejeros serán nombrados por el Intendente a proposición del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, previa consulta a las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, éstos serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región, si no las hubiere, los designará libremente el Intendente Regional. Los consejeros durarán en sus funciones por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un Reglamento establecerá el funcionamiento de estos Consejos.

Corresponderá al Consejo Consultivo Regional absolver las consultas que le formulen el Intendente, el Gobierno Regional y el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente. Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.

Párrafo 5°

Del Personal

Artículo 79.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 6°

Del Servicio de Evaluación Ambiental

Artículo 80.- Créase el Servicio de Evaluación Ambiental como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo señalado en la presente ley.

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. 

Artículo 81.- Corresponderá al Servicio:

a)
 La administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

b) Administrar un sistema de información sobre permisos y autorizaciones de contenido ambiental, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio.

c)
 Administrar un sistema de información de líneas de bases de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acceso público y georeferenciado.

d) 
Uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y procedimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios y demás organismos del Estado competentes, mediante el establecimiento, entre otros, de guías trámite.

e)
 Proponer la simplificación de trámites para los procesos de evaluación o autorizaciones ambientales.

f)
 Administrar un registro público de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental el que deberá contener a lo menos el nombre o razón social, en caso de tratarse de personas jurídicas su representante legal, domicilio e información relativa a sus áreas de especialidad. Dicho registro será de carácter informativo y el reglamento definirá su forma de administración.

g) 
Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica que participaron de la evaluación, del Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, según corresponda.

Cuando el instrumento señalado en el inciso anterior contuviese aspectos normados sometidos a las facultades de interpretación administrativa del organismo sectorial respectivo, el informe solicitado tendrá el carácter de vinculante para el Ministerio en relación a esa materia.

h)
Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la evaluación de proyectos, de conformidad a lo señalado en la ley.

Artículo 82.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. 

Artículo 83.- Corresponderán al Director Ejecutivo las siguientes funciones:

a) La administración superior del Servicio.

b) Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

c) Designar y contratar personal, y poner término a sus servicios.

d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.

e) En cumplimiento de sus funciones, adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento.

f) Conocer el recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20 de la presente ley.

g) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio, salvo en las materias señaladas en la letra anterior.

h) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7°, del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 84.- El Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental.

En cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo 85.- El patrimonio del Servicio estará formado por:

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.
Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación. El Director Regional del Servicio actuará como secretario.
Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.
Artículo 87.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 88.- Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los sábados, domingos y festivos.”.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente y fíjese como su ley orgánica, la siguiente:

“TÍTULO I

DE LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

De la Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.

Artículo 2°.- La Superintendencia del Medio Ambiente tendrá por objeto ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental, de las medidas de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, del contenido de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, y de los Planes de Manejo, cuando corresponda, y de todos aquellos otros instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley.

Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, conservarán sus competencias y potestades de fiscalización, en todas aquellas materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia.

Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, deberán adoptar y respetar todos los criterios que la Superintendencia establezca en relación a la forma de ejecutar las actuaciones de fiscalización, pudiendo solicitar a ésta que se pronuncie al respecto.

Artículo 3°.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas establecidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen, de conformidad a lo establecido en esta ley. 

b) Velar por el cumplimiento de las medidas e instrumentos establecidos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen de conformidad a lo establecido en esta ley. 

c) Contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las Resoluciones de Calificación Ambiental, Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, cuando correspondan, y de los Planes de Manejo, cuando procedan, a terceros idóneos debidamente certificados.

Los requisitos y el procedimiento para la certificación, autorización y control de las entidades y sus inspectores, serán establecidos en el Reglamento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de fiscalización y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia o de aquellas entidades públicas o privadas que ésta determine. 

Los proyectos o actividades inspeccionadas por las entidades a que se refiere el inciso primero, que cumplan con las exigencias señaladas, tendrán derecho a un certificado, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas y conforme a las normas que establezca el Reglamento. 

d) Exigir, examinar y procesar los datos, muestreos, mediciones y análisis que los sujetos fiscalizados deban proporcionar de acuerdo a las normas, medidas y condiciones definidas en sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental o en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación que les sean aplicables. 

e) Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos sectoriales que cumplan labores de fiscalización ambiental, las informaciones y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley.

Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.
f) Establecer normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de los antecedentes a que se refieren los dos literales anteriores. 

g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.
h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.
Esta medida solo podrá ser decretada mediante resolución fundada, previa notificación al afectado. Además deberán ser temporales, proporcionales a la magnitud del daño que se busque prevenir y cesarán de pleno derecho una vez que cese el riesgo de daño grave e inminente o si habiendo transcurrido cinco días desde que se decretaron no se haya notificado al afectado el inicio de un procedimiento sancionador, cuando corresponda. 

i) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de proyectos o actividades que conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, debieron someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y no cuenten con una Resolución de Calificación Ambiental, para que sometan a dicho sistema el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental correspondiente. 

j) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de Resoluciones de Calificación Ambiental, que sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, las modificaciones o ampliaciones de sus proyectos o actividades que, conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, requieran de una nueva Resolución de Calificación Ambiental. 

k) Obligar a los proponentes, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, a ingresar adecuadamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental cuando éstos hubiesen fraccionado sus proyectos o actividades con el propósito de eludir o variar a sabiendas el ingreso al mismo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 11 bis de la ley Nº 19.300.

l) Requerir al Servicio de Evaluación Ambiental, la caducidad de una Resolución de Calificación Ambiental, cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada y en los demás casos en que, atendida la magnitud, gravedad, reiteración o efectos de las infracciones comprobadas durante su ejecución o funcionamiento, resulte procedente.

m) Requerir a los titulares de fuentes sujetas a un Plan de Manejo, Prevención y,o Descontaminación, así como a Normas de Emisión, bajo apercibimiento de sanción, la información necesaria para acreditar el cumplimiento de las medidas de los respectivos planes y las obligaciones contenidas en las respectivas normas.

n) Fiscalizar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales. 

ñ) Impartir directrices técnicas de carácter general y obligatorio, definiendo los protocolos, procedimientos y métodos de análisis que los organismos fiscalizadores, las entidades acreditadas conforme a esta ley y, en su caso, los sujetos de fiscalización, deberán aplicar para el examen, control y medición del cumplimiento de las Normas de Calidad Ambiental y de Emisión. 

o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la presente ley. 

p) Administrar un mecanismo de evaluación y certificación de conformidad, respecto de la normativa ambiental aplicable y del cumplimiento de las condiciones de una autorización de funcionamiento ambiental. 

Para estos efectos, la Superintendencia administrará un sistema de acreditación de personas naturales y jurídicas que realicen estas evaluaciones y certificaciones. El Reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y certificación y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. 

Las infracciones a las obligaciones derivadas de este sistema, así como la de las personas acreditadas se sancionará de conformidad a lo señalado en el título III de la presente ley. 

q) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio del Medio Ambiente y de los organismos con competencia en fiscalización ambiental, para la elaboración de las normas técnicas que correspondan. 

r) Aprobar programas de cumplimiento de la normativa ambiental de conformidad a lo establecido en el artículo 42 de esta ley.

s) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley.

La normativa que emane de la Superintendencia deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma.

t) Fiscalizar el cumplimiento de las demás normas e instrumentos de carácter ambiental, que no estén bajo el control y fiscalización de otros órganos del Estado.

u) Proporcionar asistencia a sus regulados para la presentación de planes de cumplimiento o de reparación, así como para orientarlos en la comprensión de las obligaciones que emanan de los instrumentos individualizados en el artículo 2° de esta ley.

v) Las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 4°.- El Superintendente de Medio Ambiente, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882. 

El Superintendente contará con las atribuciones propias de un jefe de servicio y le corresponderá especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Establecer oficinas regionales, cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias.

g) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales establecidas en el artículo 48. 

h) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley. 

i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

j) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras e) f), g), h) e i).

k) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

l) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.

m) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.

Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.
Artículo 6°.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, los funcionarios de la Superintendencia deberán guardar reserva de aquellos que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.

Artículo 7°.- A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el Superintendente. 

Las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento sancionatorio y la aplicación de sanciones estarán a cargo de unidades diferentes.

El Superintendente tendrá la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en la presente ley.

Párrafo 3°

Del Personal

Artículo 8°.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones normativas que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal.

Artículo 9°.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades, de conformidad a lo establecido la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 10.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

Artículo 11.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 12.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 13.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Párrafo 4°

Del patrimonio

Artículo 14.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.

b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título y los frutos de tales bienes.
d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.

e) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente. Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.
f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 15.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

TÍTULO II

DE LA FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

Párrafo 1°

De la Fiscalización Ambiental

Artículo 16.- Para el desarrollo de las actividades de fiscalización, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los siguientes programas y subprogramas:

a) Los programas de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental para cada región, incluida la Metropolitana.

b) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.

c) Los programas de fiscalización de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación para las diversas regiones en que ellos operen.

d) Los subprogramas de fiscalización de Planes de Prevención y,o de Descontaminación, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.

e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.

f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.
g) Otros programas y subprogramas que de conformidad a las instrucciones impartidas por la Superintendencia o lo dispuesto en la ley Nº 19.300 u otros cuerpos legales den origen a actividades de fiscalización en materia medio ambiental, de competencia de la Superintendencia.

Artículo 17.- Para la elaboración de estos programas y subprogramas, con la debida anticipación, se solicitará a los organismos con competencia en fiscalización ambiental informes acerca de las prioridades de fiscalización que hubieren definido, los que deberán evacuarse dentro del plazo de 15 días hábiles. 

Sobre la base de los informes señalados y de los demás antecedentes, se elaborarán las propuestas de programas y subprogramas, y los someterán a consulta de los organismos y servicios que la Superintendencia estime pertinente.

Concluido el período de consulta, los programas y subprogramas y las observaciones recibidas se pondrán en conocimiento del Superintendente, el que los fijará mediante una o más resoluciones exentas, siendo comunicada a los organismos sectoriales y a los potenciales fiscalizados.

Las resoluciones que fijen los programas y subprogramas deberán garantizar adecuadamente la participación en la fiscalización de la Superintendencia y de los organismos sectoriales. Asimismo, deberán resguardar la debida coordinación entre ellas, evitando duplicidad de funciones. En dichas resoluciones se deberá indicar, además, los presupuestos sectoriales asignados, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 letra l) de la ley N° 19.300, así como los indicadores de desempeño asociados.

Artículo 18.- Al finalizar el año respectivo, deberán publicarse los programas y subprogramas de fiscalización, con sus respectivos resultados individualizados por tipo de instrumento fiscalizado y organismo que las llevó a cabo. Serán de conocimiento público las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia.

Artículo 19.- Las actividades de fiscalización se ceñirán a los programas y subprogramas definidos, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para disponer la realización de inspecciones no contempladas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.

Sin perjuicio de lo anterior, una vez al año y sujeto al procedimiento señalado en artículo 17, podrán actualizarse los programas y subprogramas de fiscalización cuando razones fundadas basadas en la eficiencia del sistema de fiscalización así lo aconsejen.

Artículo 20.- La ejecución de los programas y subprogramas de fiscalización contempla las actividades de inspección propiamente tal, el análisis de la información obtenida en las primeras y la adopción de las medidas que correspondan. 

Artículo 21.- Cualquier persona podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de instrumentos de gestión ambiental y normas ambientales, debiendo ésta informar sobre los resultados de su denuncia en un plazo no superior a 60 días hábiles. 

En el evento que producto de tales denuncias se iniciare un procedimiento administrativo sancionador, el denunciante tendrá para todos los efectos legales la calidad de interesado en el precitado procedimiento.

Párrafo 2°

De las inspecciones, mediciones y análisis

Artículo 22.- La Superintendencia realizará la ejecución de las inspecciones, mediciones y análisis que se requieran para el cumplimiento de los programas y subprogramas de fiscalización, como también encomendará dichas acciones a los organismos sectoriales, cuando corresponda.

Para estos efectos, la Superintendencia impartirá directrices a los mencionados organismos sectoriales, informando, las acciones de fiscalización que éstos asumirán, los plazos y oportunidades para su realización y las demás condiciones pertinentes. A su vez, la Superintendencia deberá informar a los organismos sectoriales correspondientes la ejecución de sus inspecciones, mediciones y análisis respectivos, de manera de evitar duplicidad de funciones.

Artículo 23.- Corresponderá a los jefes de servicio de cada uno de los órganos y servicios sectoriales supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización contempladas en esta ley y las demás que rijan la materia específica. Asimismo deberán ejercer las demás funciones y atribuciones que esta ley les confiere, debiendo reportar periódicamente a la Superintendencia, sobre el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización. 

Los convenios de desempeño a los cuales se refiere la ley N° 19.882, aplicables a los jefes de los organismos y servicios sectoriales que ejerzan funciones de fiscalización en materia ambiental, así como sus equipos de trabajo, deberán contener las obligaciones específicas de cumplimiento sujetas a indicadores verificables, relativos a los procedimientos de fiscalización regulados en la presente ley.

Artículo 24.- Cuando determinadas acciones de fiscalización contempladas en los programas y subprogramas no puedan ser llevadas a cabo, sea por insuficiencia operativa de los organismos sectoriales o por otra causa justificada, serán encomendadas por la Superintendencia a las entidades técnicas acreditadas de conformidad a esta ley o se realizarán directamente por sus propios fiscalizadores. 

Artículo 25.- Las acciones de fiscalización, que sean ejecutadas directamente por la Superintendencia, por las entidades técnicas acreditadas o por los organismos sectoriales competentes, deberán ajustarse a las instrucciones técnicas de carácter general impartidas por ésta relativas a los protocolos, procedimientos y métodos de análisis en ellas definidos. 

Artículo 26.- Los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia, por entidades técnicas acreditadas y por los organismos sectoriales, junto con un informe técnico fundado y sus conclusiones, deberán remitirse, una vez finalizados, al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental al cual se refiere el artículo 31. 

Artículo 26.- Los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia, por entidades técnicas acreditadas y por los organismos sectoriales, junto con un informe técnico fundado y sus conclusiones, deberán remitirse, una vez finalizados, al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental al cual se refiere el artículo 31. 

Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.

Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.

El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.

En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.

La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.
Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.

Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.

Artículo 29.- La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los sujetos fiscalizados, como asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

Artículo 30.- Quienes realicen las acciones de fiscalización deberán guardar la debida confidencialidad de la información obtenida relativa a procesos y sistemas productivos o cualquier otro sujeto a propiedad industrial o de carácter reservado. 

La infracción a esta norma será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental

Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:

a) Las Resoluciones de Calificación Ambiental y la totalidad de sus antecedentes; los permisos ambientales sectoriales asociados a cada una de ellas; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que los titulares deban proporcionar de conformidad a las exigencias establecidas por dichas Resoluciones. 

b) Los Planes de Prevención y,o de Descontaminación y la totalidad de sus antecedentes; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que conforme a las medidas de cada Plan, deban proporcionarse por los sujetos fiscalizados o por los organismos sectoriales competentes.

c) Los procesos sancionatorios incoados respecto de cada actividad, proyecto y sujeto fiscalizado y sus resultados.

d) Los procesos de fiscalización de las Normas de Emisión, de Calidad Ambiental y de las demás normas ambientales que no sean de control y fiscalización de otros órganos del Estado.

e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.

f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.

g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.
Artículo 32.- Para los efectos del artículo anterior, el Servicio de Evaluación Ambiental, los organismos sectoriales con competencia ambiental, los titulares de las Resoluciones de Calificación Ambiental y los demás sujetos a fiscalización de conformidad a esta ley, deberán proporcionar a la Superintendencia los siguientes antecedentes e informaciones:

a) Las Resoluciones de Calificación Ambiental dictadas y que se dicten, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.

b) Los Planes de Prevención y/o de Descontaminación que se determine aplicar, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.

c) Los permisos ambientales sectoriales que se otorguen.

d) Los resultados de los procesos de fiscalización ambiental que desarrollen los organismos sectoriales con competencia ambiental.

e) Los resultados de las mediciones, muestreos y análisis que, de acuerdo a lo previsto en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, se deban realizar.

f) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de proyectos o actividades deban realizar conforme a sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental.

g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.
h) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de las fuentes deban realizar de conformidad a las normas de emisión.

Las informaciones mencionadas deberán remitirse directamente a la Superintendencia sin necesidad de requerimiento alguno, en la forma y modo que para estos efectos se establezca en las instrucciones de carácter general que dicte la Superintendencia en las que deberán consignarse plazos razonables para su entrega y los modos de envío de la información, que deberán privilegiar los medios electrónicos.

El Reglamento establecerá el procedimiento y la forma en la cual operará dicho sistema de información, sin perjuicio de las instrucciones que imparta la Superintendencia. 

No obstante lo anterior, la Superintendencia podrá requerir las informaciones y antecedentes adicionales que estimen necesarios para la conformación y mantención del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.

El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.

Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.
Artículo 33.- La Superintendencia contará con una plataforma electrónica que le permita la adecuada administración del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental y su aplicación útil para la detección temprana de desviaciones o irregularidades y la consecuente adopción oportuna de las medidas o acciones que correspondan.

Dicha plataforma deberá permitir, además, mantener un historial sistematizado y actualizado de las acciones de fiscalización realizadas respecto de cada sujeto fiscalizado y sus resultados, así como de los procesos sancionatorios de que sean objeto y los resultados de ambos, que permita obtener información útil para la priorización de futuras fiscalizaciones y para la resolución de futuros procedimientos sancionatorios.

Artículo 34.- Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. 

TÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las infracciones

Artículo 35.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia del Medio Ambiente el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones:

a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.
b) La ejecución de proyectos y el desarrollo de actividades para los que la ley exige Resolución de Calificación Ambiental, sin contar con ella. Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.
c) El incumplimiento de las medidas e instrumentos previstos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, normas de calidad y emisión, cuando corresponda.  

d) El incumplimiento por parte de entidades técnicas acreditadas por la Superintendencia, de los términos y condiciones bajo las cuáles se les haya otorgado la autorización, o de las obligaciones que esta ley les imponga. 

e) El incumplimiento de las normas e instrucciones generales que la Superintendencia imparta en ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. 

f) Incumplir las medidas adoptadas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.
g) El incumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales.

h) El incumplimiento de las Normas de Emisión, cuando corresponda.
i) El incumplimiento de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies establecidos en la ley Nº 19.300. 

j) El incumplimiento de los requerimientos de información que la Superintendencia dirija a los sujetos fiscalizados, de conformidad a esta ley. 

k) El incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere la ley Nº 19.300. 

l) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de las medidas provisionales previstas en el artículo 48.

m) El incumplimiento de la obligación de informar de los responsables de fuentes emisoras, para la elaboración del registro al cual hace mención la letra p) del artículo 70 de la ley N° 19.300. 

n)
El incumplimiento cualquiera de toda otra norma de carácter ambiental que no tenga establecida una sanción específica. 

Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.

1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:

a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;

b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;

c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención o Descontaminación;

d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;

e) Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;

f) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 

g) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.

2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:

a) Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;

b) Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;

c) Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;

d) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;

e) Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;

f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;

g) Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y

h) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.

3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.
Artículo 37.- Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.
Párrafo 2°

De las sanciones

Artículo 38.- Las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de una a diez mil unidades tributarias anuales.

c) Clausura temporal o definitiva.

d) Revocación de la Resolución de Calificación Ambiental.

Artículo 39.- La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos: 

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales. 

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de una hasta mil unidades tributarias anuales.

Artículo 40.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado. 

b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.
c) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción. 

d) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma. 

e) La conducta anterior del infractor. 

f) La capacidad económica del infractor. 

g) El cumplimiento del programa señalado en la letra r) del artículo 3°.
h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.
i) Todo otro criterio que, a juicio fundado de la Superintendencia, sea relevante para la determinación de la sanción. 

Artículo 41.- La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquier infracción de aquellas establecidas en los artículos precedentes, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo rebajará hasta en un 75% y 50%, respectivamente, la multa impuesta por la Superintendencia en el proceso sancionatorio respectivo, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.

Esta exención o rebaja sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado la etapa de investigación respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en el inciso primero de este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.

Artículo 42.- Iniciado un procedimiento sancionatorio, el infractor podrá presentar en el plazo de 10 días, contados desde el acto que lo incoa, un programa de cumplimiento. 

Para estos efectos se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado por el infractor, para que dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental que se indique.

No podrán presentar programas de cumplimiento aquellos infractores que se hubiesen acogido a programas de gradualidad en el cumplimiento de la normativa ambiental o hubiesen sido objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción por parte de la Superintendencia por infracciones gravísimas o hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de cumplimiento, salvo que se hubiese tratado de infracciones leves. Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.
Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá.

Dicho procedimiento se reiniciará en caso de incumplirse las obligaciones contraídas en el programa, evento en el cual se podrá aplicar hasta el doble de la multa que corresponda a la infracción original dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38, salvo que hubiese mediado autodenuncia.

Cumplido el programa dentro de los plazos establecidos y de acuerdo a las metas fijadas en él, el procedimiento administrativo se dará por concluido.

El Reglamento establecerá los criterios a los cuales deberá atenerse la Superintendencia para aprobar un programa de cumplimiento. 

Con todo, la presentación del programa de cumplimiento y su duración interrumpirán el plazo señalado en el artículo 37.

Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone término al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental.

El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.

Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.

Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.

Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.

El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.
Artículo 44.- Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que la respectiva resolución sancionatoria haya quedado a firme. Esta prescripción se interrumpirá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.

Artículo 45.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56.
El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

Artículo 46.- El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo 3°

Del procedimiento sancionatorio

Artículo 47.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio, a petición del órgano sectorial o por denuncia.

Se iniciará de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción de su competencia.  Se iniciará a petición del órgano sectorial, por su parte, cuando tome conocimiento de los informes expedidos por los organismos y servicios con competencia en materia de fiscalización ambiental, los que deberán ser evacuados de conformidad a lo establecido en esta ley y contener en especial la descripción de las inspecciones, mediciones y análisis efectuados así como sugerir las medidas provisionales que sean pertinentes decretar.

Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor. 

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Artículo 48.- Cuando se haya iniciado el procedimiento sancionador, el instructor del procedimiento, con el objeto de evitar daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas, podrá solicitar fundadamente al Superintendente la adopción de alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales:

a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la producción del riesgo o del daño. 

b) Sellado de aparatos o equipos. 

c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 

d) Detención del funcionamiento de las instalaciones. 

e) Suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental.

f) Ordenar programas de monitoreo y análisis específicos que serán de cargo del infractor.

Las medidas señaladas en el inciso anterior podrán ser ordenadas, con fines exclusivamente cautelares, antes del inicio del procedimiento administrativo sancionador, de conformidad a lo señalado en el artículo 32 de la ley Nº 19.880 y deberán ser proporcionales al tipo de infracción cometida y a las circunstancias señaladas en el artículo 40.

Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.

En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquel juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.

La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la presente ley.
Artículo 49.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos. 

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma, medidas o condiciones eventualmente infringidas y la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.

Artículo 50.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.
Artículo 51.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconocen la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, tendrán el valor probatorio señalado en el artículo 8°, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.

Artículo 52.- Concluidas las diligencias y plazos señalados en los artículos anteriores, la Superintendencia podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales con competencia ambiental, que estime pertinentes para ilustrar su resolución.

Artículo 53.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el fiscal instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Superintendente de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores.

Artículo 54.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, dando audiencia al investigado. 

Ninguna persona podrá ser sancionado por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.

Párrafo 4°

De los recursos

Artículo 55.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución.

El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.

La interposición de estos recursos suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.

Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante el Tribunal Ambiental. 
Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 

Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Tribunal Ambiental en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República. 

Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.
Párrafo 5°

Normas generales

Artículo 58.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público en el cuál se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social, de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.

Este registro deberá estar a disposición de cualquier persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.

El Reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.

Artículo 59.- Iniciado un procedimiento administrativo sancionador por parte de la Superintendencia no podrá ningún organismo sectorial con competencia ambiental, por los mismos hechos, iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio de competencias propias o denunciarlos a la justicia civil, a menos que la Superintendencia se declare incompetente.

Los organismos sectoriales con competencia ambiental que, en el ejercicio de sus funciones, tomen conocimiento de estas infracciones estarán obligados a denunciarlos a la Superintendencia. En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.
Artículo 60.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles, se le impondrá la de mayor gravedad.

En ningún caso se podrá aplicar al infractor, por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, dos o más sanciones administrativas.
Artículo 61.- La presente ley no afectará las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.
Artículo 62.- En todo lo no previsto en la presente ley, se aplicará supletoriamente la ley N° 19.880.”.
ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, de la siguiente forma:

a) En el artículo 3°, incorpórase en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:

“Las declaraciones de parques y reservas marinos, a que hacen mención esta letra y el artículo 48 letra b), serán realizadas mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.

b) En el artículo 48, agrégase, en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:

“Dicha determinación se efectuará mediante decreto que llevará las firmas de los Ministros del Ministerio del Medio Ambiente y de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.

c) En el artículo 87, sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del Ministerio” por la frase “de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción y del Medio Ambiente”.

ARTÍCULO CUARTO.- Modifícase el artículo 31° de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “Consejo de Monumentos Nacionales”, por “Ministerio del Medio Ambiente”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero y cuarto, la palabra “Consejo” por “Servicio” las dos veces que aparece.

c) Agrégase el siguiente inciso quinto, ordenándose los siguientes correlativamente:

“La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

d) Sustitúyese, en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “Ministerio de Agricultura” por “Ministerio del Medio Ambiente”.

ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase el decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, en los siguientes términos:

a) En el artículo 16:

i) Sustitúyese, en el inciso primero, el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente oración “en cuyo caso procederá informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”.

ii) Reemplázanse, en el inciso segundo, la frase “El Ministerio de Agricultura evacuará” por la siguiente: “Los Ministerios de Agricultura o del Medio Ambiente, según corresponda, evacuarán”; y la palabra “hiciera” por el vocablo “hicieran”.

b) En inciso segundo del artículo 21, agrégase, a continuación de la frase “Ministerio de Agricultura” lo siguiente “o el Ministerio del Medio Ambiente, según corresponda”.

ARTÍCULO SEXTO.- Modifícase el artículo 25 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en los siguientes términos:

a) Incorpórase, antes de la expresión “aseo y ornato” la expresión “medio ambiente,”.

b) Agréganse, las siguientes letras d), e) y f), nuevas, sustituyendo en la letra b) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;), y reemplazando en la letra c) el punto aparte (.)por un punto y coma (;):

“d) Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas relacionados con medio ambiente;

e) Aplicar las normas ambientales a ejecutarse en la comuna que sean de su competencia, y

f) Elaborar el anteproyecto de ordenanza ambiental. Para la aprobación de la misma, el concejo podrá solicitar siempre un informe técnico al Ministerio del Medio Ambiente.”.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Reemplázase en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece la funciones y estructura del Ministerio de Agricultura, la siguiente oración “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables” por “la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente,”.

ARTÍCULO OCTAVO.- Modifícase el artículo 129 bis 1 del Código de Aguas, en el siguiente sentido:

a) Agrégase, en el inicio del inciso segundo, el siguiente párrafo: “Un reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros del Medio Ambiente y Obras Públicas, determinará los criterios en virtud de los cuales se establecerá el caudal ecológico mínimo.”. 

b) En el inciso tercero.

i) Sustitúyese la frase “de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.

ii) Elimínase la oración “Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”. 

ARTÍCULO NOVENO.- Incorpórase en el artículo 2º de la ley N° 18.902, a continuación de la frase “y el control de los residuos líquidos industriales”, la siguiente oración: “que se encuentren vinculados a las prestaciones o servicios de las empresas sanitarias”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- 
El Sistema Nacional de Información Ambiental, al cual hace mención el artículo 31 ter, que se introduce en el artículo primero de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de dos años contados desde la publicación de ésta. En el término intermedio el Ministerio del Medio Ambiente deberá realizar las gestiones necesarias para su debida implementación.

El informe sobre el estado del Medio Ambiente al cual hace referencia el artículo 70 letra ñ),que introduce el artículo primero de esta ley, deberá realizarse dentro del plazo de dos años contados desde la publicación de ésta, a partir del cual se contabilizarán los plazos para la elaboración regular del mismo.

Los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previos a la publicación de la presente ley, se sujetarán en su tramitación y aprobación a las normas vigentes al momento de su ingreso.
Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental, de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable a esta última. 
El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.

2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso.

En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.
3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

4) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal para las instituciones señaladas en el número 1. Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.
5) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria, previsional, de seguridad social y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último en las condiciones que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley.

6) Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1. Además determinará la fecha de supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, estableciendo el destino de sus recursos. 

7) Traspasar los recursos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el que deberá efectuarse al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

8) Traspasar los bienes que determine, desde la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

Artículo tercero.- El Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental se constituirán para todos los efectos en los sucesores legales de de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en las materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Ministerio del Medio Ambiente o al Servicio de Evaluación Ambiental, según correspondan.

Artículo cuarto.- El mayor gasto que puedan derivar las nuevas plantas que se fijen y el encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$2.100.000, actualizada según el reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público que corresponda. 

Los recursos para los efectos de la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental, serán provistos inicialmente mediante la consolidación de los recursos contemplados en los programas de la Partida 22, capítulo 02 de la Ley de Presupuestos.

No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado por el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo quinto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente de Medio Ambiente, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo séptimo.- Los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total terminación.

Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.

El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.

Artículo noveno.- Las normas establecidas en los Títulos II, salvo el párrafo 3º, y III del ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.

Artículo décimo.- Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la ley Nº 19.300 seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Hosaín Sabag Castillo.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO AL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

(3878-17)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de informaros respecto de las observaciones formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley individualizado en el rubro, en uso de la facultad que le confiere el inciso primero del articulo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con urgencia calificada de “suma”.


A una de las sesiones que la Comisión celebró para tratar este asunto asistió, además de sus integrantes, el señor Ministro General de la Presidencia, don José Antonio Viera Gallo. 

Asimismo asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:


-De la Secretaria General de la Presidencia: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros y los Asesores, señora Valeria Lubert y señor Marcos Opazo.
- - -


Cabe hacer presente que las observaciones deben ser consideradas por la Comisión de Hacienda, en su caso.

- - -

CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES.

1. PRECISA CONCEPTOS (ARTICULO 2°).

Propone una definición al concepto de derechos humanos que utiliza el proyecto al definir el objeto del Instituto, agregando que entre éstos se entienden comprendidos los siguientes:


-las normas constitucionales y legales; 

-los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, y 

-los emanados de los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.


2. EXPLICITA ATRIBUCIONES (ARTÍCULO 3° N° 1).

El proyecto no impide que el Instituto de Derechos Humanos remita su informe anual a la ONU, a la OEA, y las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas conforme a la ley. Sin embargo, las observaciones le reconocen expresamente dicha facultad.


En el mismo sentido, elimina la expresión “informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores”. Se busca eliminar toda expresión que pueda inducir a interpretaciones equívocas. 


3. PRECISA FACULTADES (ARTÍCULO 3° N° 5).

Precisa que dentro de la legitimación activa del Instituto se comprende no sólo la facultad de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas. 

Además, señala expresamente que podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia.


4. REFUERZA LA INDEPENDENCIA DE LOS CONSEJEROS (ARTÍCULO 7°).

Para ello propone objetivizar las causales de remoción y se restringen los mecanismos por medio de los cuales se gatilla ésta.


5. EXPLICITA ESTÁNDARES INTERNACIO-NALES.


Al exigir expresamente que los estatutos que el Instituto se otorgue se adecuen a los mismos.


6. REFUERZA POLÍTICAS DE REPARACIÓN. 

--Amplía los beneficios de reparación, a todos los menores calificados como víctimas indirectas por la Comisión Valech (ARTÍCULO 11 TRANSITORIO, NUEVO);

--Establece un mínimo de pensión de viudez equivalente al de la pensión mínima de viudez establecido en la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N° 19.539 y N° 19.953; (ARTÍCULO 12 TRANSITORIO, NUEVO), y 

--Confiere rango legal al Programa de Reparación y Atención Integral en Salud (PRAIS), respecto de familiares directos de víctimas de prisión política y tortura.  En el mismo sentido, se amplían las excepciones sobre la obligatoriedad del servicio militar, establecidas en las leyes N° 19.123 y N° 19.992, para familiares de víctimas violaciones a los derechos humanos. (ARTÍCULOS 13  Y 14 TRANSITORIOS, NUEVOS).
- - -

DISCUSIÓN


En la primera sesión en que la Comisión trató el asunto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Sabag, ofreció el uso de la palabra al Subsecretario del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, quien explicó el contenido y alcances de las observaciones, particularmente respecto de los siguientes puntos:


--Da una definición al concepto de derechos humanos que utiliza el proyecto al definir el objeto del Instituto, agregando que entre éstos se entienden comprendidos los establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.


--Si bien el proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional no impide que el Instituto de Derechos Humanos remita su informe anual a Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos, y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas conforme a la ley, las presentes observaciones le reconocen expresamente dicha facultad. 


En el ejercicio de esta facultad, se eliminó la exigencia que el Instituto de Derechos Humanos deba informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, para evitar interpretaciones equívocas que menoscaben la autonomía del Instituto. 


--Con el fin de garantizar la adecuada comprensión del artículo 3°, N° 5, del proyecto, precisa que dentro de la legitimación activa del Instituto se comprende no sólo la facultad de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas. Además, se señala expresamente que podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia.

-- Para reforzar la independencia de los consejeros del Instituto, objetivizar las causales de remoción y restringir los mecanismos por medio de los cuales se gatilla ésta.

a. Señala que debe su remoción ser solicitada por la Cámara (su mayoría) y no simplemente por 10 de sus miembros.

b. Elimina la causal de “mal comportamiento”.

c. Define qué se entiende por incapacidad y se exige que ésta sea judicialmente declarada.


-- Explicita los estándares internacionales sobre instituciones nacionales de protección de derechos humanos a los que debe ajustarse el INDDHH.


--Por último, en orden a fortalecer las políticas de reparación y de respeto a los derechos humanos, que forman parte de las ideas matrices de este proyecto, amplía las medidas de reparación:


a. Extienden beneficios de reparación a todos los menores calificados como víctimas indirectas por la Comisión Valech (mayor gasto de $80 millones); 


b. Establece un mínimo de pensión de viudez, equivalente al de la pensión mínima de viudez establecida en la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N° 19.539 y N° 19.953 (mayor gasto de $392 millones para el primer año).


Las pensiones mensuales que van a recibir las viudas depende de la edad que tengan:


-Menores de 70 años: $ 104.960.


-70 años y más, pero menores de 75 años: $ 114.766.
75 años de edad y más: $ 122.451.

c. Confiere rango legal al Programa de Reparación y Atención Integral en Salud (PRAIS), respecto de familiares directos de víctimas de prisión política y tortura (mayor gasto de $ 556 millones);  


Los beneficiarios del PRAIS serían 34.615 beneficiarios.


d. En el mismo sentido, amplía las excepciones sobre la obligatoriedad del servicio militar, establecidas en las leyes N° 19.123 y N° 19.992, para familiares de víctimas violaciones a los derechos humanos, lo que fue una petición expresa de la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos.
- - -

TEXTO DE LAS OBSERVACIONES

Las observaciones formuladas por S. E. la Presidenta de la República al texto del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, dicen relación con los artículos 2°, 3°, 7°, permanentes y 5° y 7° transitorios, y además incorpora artículos transitorios nuevos.

El texto de las observaciones es del siguiente tenor:

AL ARTÍCULO 2°

1) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la expresión “en el territorio de Chile”, y el punto seguido (.) que le precede, la siguiente expresión: 


“, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional”. 


2) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión:


“Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”.


El artículo 2° del texto sancionado por el Congreso Nacional dispone, a la letra:





“Artículo 2º.- El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos.





Los estatutos del Instituto establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos al Presidente de la República por, a lo menos, una mayoría de tres cuartos de sus miembros, y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia.”.

En discusión, el señor Riveros reiteró que con estas observaciones, se da una definición al concepto de derechos humanos que utiliza el proyecto al definir el objeto del Instituto, agregando que entre éstos se entienden comprendidos los establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.


También se explicitan los estándares internacionales sobre instituciones nacionales de protección de derechos humanos a los que debe ajustarse el Instituto de Derechos Humanos.

En referencia al numeral 1), el Honorable Senador señor Chadwick se mostró contrario a incorporar la frase que se propone, particularmente lo referente a “así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional”. En su opinión, los puntos de referencia jurídica deben ser normas precisas, y una remisión como la señalada constituye un verdadero “mar sin orilla”.


El Honorable Senador señor Letelier, por su parte, consideró adecuado incorporar la referencia a los principios generales del derecho. Agregó que, aún cuando no se explicitara, es un imperativo para un Instituto de esta naturaleza aplicarlos.


El señor Subsecretario hizo presente que los principios generales del derecho son una fuente de derecho internacional claramente establecida. El artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia lo indica como tal.


-En votación, la observación N° 1) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 en contra).


En relación a la observación N° 2), el Honorable Senador señor Chadwick estimó que, dado que el Instituto de Derechos Humanos va a operar en nuestro territorio, el imperativo debe ser que sus estatutos se ajusten a la legislación chilena, es lo que tiene más sentido.


El Honorable Senador señor Letelier consideró que este inciso que se propone busca que todos los Institutos de esta naturaleza que existen se ajusten a los estándares de la ONU. Apunta fundamentalmente al caso de países cuyos Gobiernos crean Institutos de Derechos Humanos, pero sin autonomía ni estándares básicos. Eso es lo que se quiere evitar.


-En votación, la observación N° 2) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 en contra).
AL ARTÍCULO 3°

3) Agrégase, en su numeral primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5°, dicho informe anual también podrá ser remitido a las Naciones Unidas y a la Organización de Estados Americanos, y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere la letra e) del artículo 6°.”. 


El numeral primero, del artículo 3°; del proyecto sancionado por el Congreso Nacional, contempla entre las funciones del Instituto, la siguiente:





“1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad.”.

En discusión, el señor Subsecretario manifestó que, si bien el proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional no impide que el Instituto de Derechos Humanos remita su informe anual a Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos, y las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas conforme a la ley, las presentes observaciones le reconocen expresamente dicha facultad. 


En el ejercicio de esta facultad, se eliminó la exigencia que el Instituto deba informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, para evitar interpretaciones equívocas que menoscaben la autonomía del Instituto. 


-En votación, la observación N° 3) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 5x0).

4) Agrégase, en su numeral quinto, el siguiente inciso segundo nuevo:


“En ejercicio de esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas; podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia.”.


El referido numeral quinto dispone, a la letra:





“5.- Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia.”.


En discusión, el señor Subsecretario, don Edgardo Riveros, explicó que la observación busca aclarar el sentido de este numeral 5, con el fin de garantizar su adecuada comprensión, por lo que se precisa que dentro de la legitimación activa del Instituto se comprende no sólo la facultad de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas. Además, se señala expresamente que podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia.

El Honorable Senador señor Chadwick se mostró contrario al contenido de la observación. Ello por cuanto en su entender, el ejercicio de la acción penal pública debe corresponder al Ministerio Público, es la línea que ha seguido nuestra legislación. Efectivamente existen casos de acciones penales que pueden ejercer ciertos organismos, pero la tendencia es a reducir esas hipótesis. Consideró que una situación distinta es que el Instituto de Derechos Humanos haga llegar los antecedentes correspondientes al Ministerio Público, a fin que ejerza la acción.


Ahora bien, en cuanto a la posibilidad de interponer acciones de amparo y protección, manifestó su reparo, pues le preocupa los efectos que se pueden producir en la práctica, para la gobernabilidad del país.


Una opinión contraria sostuvo el Honorable Senador señor Ávila, quien afirmó que la disposición propuesta por la observación formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República es fundamental, y propia de la naturaleza misma de una entidad de este tipo. De modo contrario, se convierte más bien en una Academia de Derechos Humanos, concluyó.


El Honorable Senador señor Sabag, por su parte, consideró que la exclusividad en el ejercicio de esta acción constituye una facultad excesiva del Ministerio Público.


El Subsecretario, señor Edgardo Riveros, precisó que el proyecto de ley, aún cuando no se incorpore la observación en debate, contempla entre las acciones legales que puede ejercer el Instituto, la posibilidad de deducir querella.


El Honorable Senador señor Chadwick no estuvo de acuerdo con lo afirmado por el señor Subsecretario, puesto que, en su entender, en la historia de la ley quedaría establecido lo contrario.


-En votación, la observación N° 4) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 en contra).
AL ARTÍCULO 7°

5) Reemplázase, a continuación de la palabra “República”, la coma “(,)”, por la letra “o”.


6) Intercálanse, a continuación de la palabra “incapacidad” y la coma “(,)”, que le precede, las siguientes expresiones:


“sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°,5°, 6°, 7°, u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales”


7) Intercálanse, a continuación de la palabra “manifiesta”, las palabras “e inexcusable”.


8) Suprímense las expresiones “o diez de sus miembros”.


9) Suprímense las expresiones “mal comportamiento”.


El artículo 7° del texto sancionado por el Congreso Nacional prescribe, a la letra:





“Artículo 7º.- Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.

En el debate, el señor Subsecretario, don Edgardo Riveros, expresó que la observación busca reforzar la independencia de los consejeros del Instituto, para lo que se objetivizan las causales de remoción y se restringen los mecanismos por medio de los cuales se gatilla ésta. Asimismo se señala que debe su remoción debe ser solicitada por la mayoría de la Cámara y no simplemente por 10 de sus miembros; se elimina la causal de “mal comportamiento”, y se define qué se entiende por incapacidad y se exige que ésta sea judicialmente declarada.


La Comisión discutió en conjunto las observaciones referidas a esta norma.

En discusión, la Comisión consideró que la observación número 5), está en directa relación con la contenida en el numeral 8), por cuanto busca ajustar la redacción para el caso que se apruebe dicha observación.


En relación a la observación número 6), la Comisión se mostró de acuerdo con uniformar esta materia, con lo prescrito en el Código Orgánico de Tribunales.


En lo referido a las observaciones N°s 7, 8 y 9, el Honorable Senador señor Chadwick manifestó que si bien está de acuerdo con objetivizar las causales, adecuándolas al Código Orgánico de Tribunales, ciertas modificaciones que se proponen le parecen excesivas. Así, mostró su acuerdo en suprimir la causal “mal comportamiento”, pero no a establecer la exigencia que la negligencia, como causal de remoción, deba ser “inexcusable”. Por otra parte, establecer que sólo la Cámara de Diputados, como cuerpo, puede solicitar la remoción, conllevaría una politización de esta materia.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, doña Valeria Lubert, explicó que, en lo que se refiere a la negligencia, el incorporar el calificativo de “inexcusable” tiene por objeto explicitar un estándar que ya es aplicado por la Corte Suprema, en los juicios de remoción.


El Honorable Senador señor Chadwick reiteró su posición, estimando más conveniente dejar en libertad en esta materia a la Corte Suprema, para ponderar los antecedentes.


-En votación, la observación N° 5) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 en contra).

-En votación, la observación N° 6) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 5x0).

-En votación, la observación N° 7) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 3x0).

-En votación, la observación N° 8) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 3x0).

-En votación, la observación N° 9) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 5x0).
AL ARTÍCULO 5° TRANSITORIO

10) Sustitúyese el guarismo “2008”, por “2009”.


El artículo 5° transitorio del texto sancionado por el Congreso Nacional, establece:




“Artículo 5º.- En el año 2008, para realizar lo señalado en el artículo 13, N°1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

-En votación, la observación N° 10) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel, Letelier y Sabag. (Unanimidad, 5x0).
AL ARTÍCULO 7° TRANSITORIO

11) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, el monto mínimo de la pensión de viudez, para el respectivo rango de edad, no podrá ser inferior al de la pensión mínima de viudez establecida en el artículo 26 de la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N°19.539 y N° 19.953.”.


El referido artículo 7° transitorio del texto sancionado por el Congreso Nacional, dispone:





Artículo 7°.- Establécese una pensión en favor de la cónyuge sobreviviente de los beneficiarios de la pensión establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.992 y de la cónyuge sobreviviente de quien, habiendo sido individualizado en el “Listado de prisioneros políticos y torturados” señalado en el mismo artículo, no hubiere percibido la pensión por un hecho no imputable a su persona.





El monto de la pensión será equivalente a 60% de la pensión que percibía el cónyuge beneficiario al momento de fallecer. En el caso de la cónyuge sobreviviente de las personas individualizadas en el listado a que hace referencia el inciso anterior, que no hubieren percibido la pensión por un hecho que no les sea imputable, el monto de la pensión será equivalente al 60% de aquella que el artículo 2° de la ley N° 19.992 otorga a las personas menores de 70 años.”.

El señor Subsecretario reiteró que las modificaciones que se proponen a este artículo transitorio, así como la incorporación de nuevas normas transitorias, buscan fortalecer las políticas de reparación y respeto a los derechos humanos.


En particular, en este artículo 7° transitorio, se establece un mínimo de pensión de viudez, equivalente al de la pensión mínima de viudez establecida en la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N° 19.539 y N° 19.953, lo que se traduce en un mayor gasto de $392 millones para el primer año.

Las pensiones mensuales que van a recibir las viudas depende de la edad que tengan, según la tabla que se dio conocer al inicio de la sesión.


-En votación, la observación N° 11) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos abstenciones, correspondientes a los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 abstenciones).
° ° °


12) Agrégase, el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:

“Artículo 11.- Otórgase, a favor de las personas que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren individualizadas en el Anexo "Menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres", de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forman parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por Decreto Supremo Nº 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior, la pensión establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.992. Esta pensión se regirá por las disposiciones de aquel cuerpo legal.


La pensión establecida en el inciso anterior, se regirá, en cuanto a su proceso de otorgamiento, y su universo de beneficiarios, por lo dispuesto en el decreto supremo N° 17, publicado el 14 de marzo de 2005, del  Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.


En relación a esta observación, el señor Subsecretario explicó que con ella se extienden beneficios de reparación a todos los menores calificados como víctimas indirectas por la Comisión Valech, lo que conlleva un mayor gasto de $80 millones.

El Honorable Senador señor Chadwick estimó que son muchos los menores que sufren y han sufrido por efecto de una infancia encarcelada; no es algo privativo de aquellos hijos de víctimas de violaciones a los derechos humanos, por lo que ante una misma situación, debiera existir una misma disposición para todos. No debe ser relevante la naturaleza de la detención de sus padres.


En definitiva, manifestó que objeta la creación de una nueva categoría de personas que deban ser objeto de reparación. 


La asesora del Ministerio, doña Valeria Lubert, precisó que esos menores son también indirectamente víctimas de violaciones a derechos humanos, y reiteró que ésta es una política de reparación. Se trata de un universo reconocido, 40 personas que no fueron calificadas como víctimas directas, y por ello no han recibido ninguna reparación.


El señor Subsecretario, don Edgardo Riveros, complementó lo anterior, en orden a que, tratándose de estas personas, su detención no tiene una causa que esté dentro de un marco jurídico; hay una doble situación de injusticia, concluyó.


-En votación, la observación N° 12) fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Kuschel. (Mayoría, 3x2 en contra).

13) Agrégase el siguiente artículo 12 transitorio, nuevo:


“Artículo 12.- Agrégase al inciso primero del artículo séptimo de la ley Nº 19.980, la siguiente letra e):


“e) Los padres, cónyuges, la madre o padre de los hijos de filiación no matrimonial y los hijos menores de 25 años de edad, o discapacitados de cualquier edad, de las personas señaladas en la letra anterior.”.”. 


En discusión, la asesora del Ministerio, doña Valeria Lubit, explicó que con esta observación se confiere rango legal al Programa de Reparación y Atención Integral en Salud (PRAIS), respecto de familiares directos de víctimas de prisión política y tortura, con un mayor gasto de $ 556 millones. Los nuevos beneficiarios del PRAIS serían 34.615 personas, quienes en la práctica, por vía reglamentaria, ya habían sido incluidos.

Recordó que la ley N° 19.980 creó este Programa como medida de reparación, para las víctimas reconocidas en el Informe Rettig, y leyes posteriores ampliaron los beneficios a sus familiares, luego a las víctimas de prisión política y tortura, y ahora se busca incluir los familiares de éstos últimos.


-En votación, la observación N° 13) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Escalona y Sabag. (Unanimidad, 3x0).

14) Agrégase, el siguiente artículo 13 transitorio, nuevo: 


“Artículo 13.- Reemplázase el artículo 17 de la ley N° 19.992, por el siguiente: 


“Artículo 17.- Los parientes hasta segundo grado en la línea recta y hasta cuarto en la línea colateral, inclusive, de las víctimas de violaciones a los derechos humanos individualizadas en los anexos "Listado de Prisioneros Políticos y Torturados" y "Menores de Edad Nacidos en Prisión o Detenidos con sus Padres" de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forma parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y de aquéllas individualizadas como tales conforme a leyes posteriores, y que así lo decidan, estarán exentos de realizar el Servicio Militar Obligatorio.”.”.


15) Agrégase, el siguiente artículo 14 transitorio, nuevo:

“Artículo 14.- Agrégase, al artículo 32 de la ley N° 19.123, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los parientes hasta segundo grado en la línea recta y hasta cuarto grado en la línea colateral, inclusive, de dichas víctimas, y de aquellas individualizadas como tales conforme a leyes posteriores.”.”.


Finalmente, en relación a estos dos artículos transitorios que se agregan, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo, manifestó que se amplían las excepciones sobre la obligatoriedad del servicio militar, establecidas en las leyes N° 19.123 y N° 19.992, para familiares de víctimas de violaciones a los derechos humanos, lo que fue una petición expresa de la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos.


El Honorable Senador señor Sabag precisó que ésta es una posibilidad para las personas que se indican, quienes podrían optar por hacer el Servicio Militar.


-En votación, las observaciones N° 14) y 15),  fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Escalona y Sabag. (Unanimidad, 3x0).

Acordado en sesiones celebradas los días 28 de octubre y 4 de noviembre de 2009, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Andrés Chadwick Piñera y Juan Pablo Letelier Morel (Camilo Escalona Medina).


Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO AL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

(3878-17)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca de las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley de la referencia, en uso de la facultad que le confiere el inciso primero del articulo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que vuestra Comisión consideró este asunto asistieron, en calidad de invitados, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera Gallo, y los asesores, señora Valeria Lubert y señor Marcos Opazo.


De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Enrique Paris.

- - -


Cabe señalar que las observaciones formuladas por S.E. la Presidenta de la República fueron informadas, en forma previa, por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las observaciones signadas con los números 10) (al artículo 5º transitorio), 11) (al artículo 7º transitorio), 12) (que agrega un nuevo artículo 11 transitorio) y 13) (que agrega un nuevo artículo 12 transitorio), en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. Las referidas observaciones se reproducen más adelante en el presente informe:

- - -

Previo a la consideración de las disposiciones pertinentes, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, manifestó que con la aprobación del proyecto de ley en estudio, Chile estaría dando cumplimiento a las exigencias formuladas por el Consejo de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en orden a que cada país cuente con un instituto autónomo proyectado hacia el futuro en materia de derechos humanos (maltrato infantil, discriminaciones, situación carcelaria, violencia contra la mujer, etcétera), cumpliendo, respecto del pasado, sólo un rol de conservación de la memoria. En su actuar, dicho instituto gozará de una autoridad más bien de tipo moral, por cuanto no estará dotado de imperio en su actuar. De todos modos, hizo presente que en virtud de la ratificación por parte de nuestro país del Protocolo de la Convención contra la Tortura, se le ha entregado al Consejo del instituto la facultad para, ante una denuncia de tortura, constituirse en cualquier lugar sin necesidad de orden judicial.

El veto presentado por la Presidenta de la República tras la aprobación prestada al proyecto por el Congreso Nacional, prosiguió, responde a ciertos compromisos adquiridos con algunos señores diputados, por una parte, y a algunos requerimientos de la ONU en relación con las facultades de remoción de los consejeros del instituto, por otra, eliminando, por ejemplo, la causal de mal comportamiento, o especificando que la incapacidad de alguno de aquellos debe ser sobreviniente y declarada judicialmente, en virtud de las causales establecidas en el Código Orgánico de Tribunales. 

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que existen algunas observaciones que pueden resultar controvertidas, como la inclusión, dentro de los derechos humanos objeto de protección, de aquellos que emanen de los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional; o la adecuación de los estatutos del instituto a dichos principios; o la facultad para querellarse en caso de ocurrir crímenes tan graves como los de genocidio o lesa humanidad, por ejemplo.

- - -

DISCUSIÓN

A continuación se reproducen las observaciones formuladas por la S.E. la Presidenta de la República al proyecto de ley, que constituyen materias de competencia de la Comisión de Hacienda:

Número 10)


Esta observación incide sobre el artículo 5º transitorio del proyecto de ley, y es del siguiente tenor:


“10) Sustitúyese el guarismo “2008”, por “2009”.”.


El artículo 5° transitorio del texto sancionado por el Congreso Nacional, establece, a su vez, lo siguiente:




“Artículo 5º.- En el año 2008, para realizar lo señalado en el artículo 13, N°1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.


En votación la observación número 10), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag. 

Número 11)

Esta observación incide sobre el artículo 7º transitorio, y su tenor es el siguiente:

“11) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, el monto mínimo de la pensión de viudez, para el respectivo rango de edad, no podrá ser inferior al de la pensión mínima de viudez establecida en el artículo 26 de la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N° 19.539 y N° 19.953.”.”.


El referido artículo 7° transitorio del texto sancionado por el Congreso Nacional, a su turno, dispone lo que sigue:





“Artículo 7°.- Establécese una pensión en favor de la cónyuge sobreviviente de los beneficiarios de la pensión establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.992 y de la cónyuge sobreviviente de quien, habiendo sido individualizado en el “Listado de prisioneros políticos y torturados” señalado en el mismo artículo, no hubiere percibido la pensión por un hecho no imputable a su persona.





El monto de la pensión será equivalente a 60% de la pensión que percibía el cónyuge beneficiario al momento de fallecer. En el caso de la cónyuge sobreviviente de las personas individualizadas en el listado a que hace referencia el inciso anterior, que no hubieren percibido la pensión por un hecho que no les sea imputable, el monto de la pensión será equivalente al 60% de aquella que el artículo 2° de la ley N° 19.992 otorga a las personas menores de 70 años.”.





La Comisión tuvo presente, asimismo, lo prescrito por el inciso tercero del artículo 26 de la ley Nº 15.386, de Revalorización de Pensiones:

“Las pensiones mínimas de viudez, incluidas las que corresponden a la madre viuda y al padre inválido, en su caso, y orfandad no podrán ser inferiores a un 50% y a un 15% por cada huérfano, respectivamente, de la pensión mínima que establecen los incisos anteriores –relativos a las pensiones mínimas de jubilación y a la pensión mínima de los obreros afectos a las leyes Nº 10.383 y 10.662-, cualquiera que sea el régimen previsional que los rija. Aprovechará a los hijos, merced a un acrecimiento proporcional de esas pensiones, el derecho que se establece a favor de la viuda del causante cuando ella falleciere o hubiere fallecido, incluso si su muerte se produjo entes de la del causante. La pensión mínima
para la viuda será, cuando no hubiere hijos con derecho a pensión de orfandad, equivalente a un 60% de las respectivas pensiones mínimas establecidas en los incisos primero y segundo. Las demás pensiones de sobrevivientes no podrán ser inferiores, respecto de cada beneficiario, a un 15% de las pensiones mínimas establecidas en los incisos primero y segundo.”.


El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Enrique Paris, explicó que el objetivo de la observación presidencial es que cuando el monto de la pensión (calculada en función del 60% de lo que percibía el cónyuge beneficiario al fallecer) sea inferior al monto de la pensión mínima de viudez, se otorgue una bonificación para igualarla a esta última cifra.

En votación la observación número 11), fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.

Número 12)


Esta observación incorpora un artículo 11 transitorio al proyecto, nuevo, y su tenor es el siguiente:


“12) Agrégase, el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:


“Artículo 11.- Otórgase, a favor de las personas que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren individualizadas en el Anexo "Menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres", de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forman parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por Decreto Supremo Nº 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior, la pensión establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.992. Esta pensión se regirá por las disposiciones de aquel cuerpo legal.


La pensión establecida en el inciso anterior, se regirá, en cuanto a su proceso de otorgamiento, y su universo de beneficiarios, por lo dispuesto en el decreto supremo N° 17, publicado el 14 de marzo de 2005, del  Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami, el señor Paris indicó que el universo registrado de menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres, asciende a 188, de los cuales 140 reciben, actualmente, una pensión. El objetivo del veto, en este caso, es que el beneficio se haga extensivo a los 48 restantes.


En votación la observación número 12), fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.

Número 13)


Esta observación agrega un artículo 12 transitorio, nuevo, al proyecto, y es del siguiente tenor:


“13) Agrégase el siguiente artículo 12 transitorio, nuevo:


“Artículo 12.- Agrégase al inciso primero del artículo séptimo de la ley Nº 19.980, la siguiente letra e):


“e) Los padres, cónyuges, la madre o padre de los hijos de filiación no matrimonial y los hijos menores de 25 años de edad, o discapacitados de cualquier edad, de las personas señaladas en la letra anterior.”.”.”. 

Cabe señalar que la ley Nº 19.980, que modificó la Ley de Reparación, Nº 19.123, establece en su artículo séptimo quiénes son los beneficiarios del Programa de Reparación y Atención Integral de Salud (PRAIS), cuyos recursos deberán consultarse en el presupuesto del Ministerio de Salud. 


En votación la observación número 13), fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -

INFORME FINANCIERO


El Informe Financiero emitido por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 5 de octubre de 2009, señala, de manera textual, lo siguiente:

“Mediante las proposiciones incluidas en el Veto de la referencia, se otorgan los siguientes beneficios:

1. Se amplían los beneficios de reparación a todos los menores calificados como víctimas indirectas por la Comisión Valech. Lo anterior implica un mayor gasto anual de $ 80 millones.
2. Se establece una pensión en favor de la cónyuge sobreviviente de los beneficiarios de la pensión establecida en el artículo 1°de la Ley N° 19.992 y de la cónyuge sobreviviente de quien, habiendo sido individualizado en el Listado de prisioneros políticos y torturados señalado en el mismo artículo, no hubiere percibido la pensión por un hecho no imputable a su persona. Su monto será el equivalente al 60 % de la pensión que percibía el cónyuge.
El monto mínimo de la pensión será el equivalente de la pensión mínima de vejez establecido en el artículo 26 de la Ley N° 15.386 para el respectivo rango de edad. El costo para el primer año de implementación asciende a $ 392 millones.

3. Se establece por ley el acceso de las personas calificadas por la Comisión Valech y sus familiares directos, como beneficiarios del Programa de Reparación y Atención Integral de Salud, con un costo adicional de $ 556 millones.”.
En consecuencia, las normas contenidas en las observaciones formuladas por la S.E. la Presidenta de la República respecto del proyecto de ley en informe, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión

15

 SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.284, QUE ESTABLECE NORMAS PARA PLENA INTEGRACIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(3875-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su segundo informe, recaído en el proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje del ex Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar.



El proyecto ingresó al Senado el día 9 de octubre de 2007, pasando a las Comisiones de Salud y de Hacienda, en su caso.

- - -


Se deja constancia que Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del proyecto, en el carácter de “simple”.

- - -


El proyecto fue aprobado en general por la Sala el día 7 de noviembre de 2007, oportunidad en la que acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 29 del mismo mes. 


El día 22 de noviembre de 2007 acordó ampliar el plazo hasta las 12 horas del día lunes 17 de diciembre de 2007. El día 18 de diciembre de 2007 acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 7 de enero de 2008. El día 8 de enero de 2008, acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta las 12 horas de día 3 de marzo de 2008. El día 4 de marzo de 2008  acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 10 de marzo de 2008. El día 11 de marzo de 2008 acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 7 de abril de 2008. El día 8 de abril de 2008, la Sala, a proposición de los Comités, acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 12 de mayo de 2008. Luego, el día 13 de mayo de 2008, la Sala, por acuerdo de los Comités, abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 18 horas del día 13 de mayo de 2008. Finalmente, el día 9 de diciembre de 2008, por acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, directamente en la Secretaría de la Comisión de Salud, hasta las 12 horas del día lunes 15 de diciembre de 2008.
- - -


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, la Ministra de MIDEPLAN, señora Paula Quintana, y el Ministro subrogante, señor Eduardo Abedrapo.

También asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:


-Del Ministerio de Planificación: los Asesores Legislativos, señora María Eugenia Mella y señor Alvaro Durán, y el Asesor del Departamento de Comunicaciones, señor Rodrigo Orellana. 


-Del Fondo Nacional de la Discapacidad: el Director Nacional y Secretario Ejecutivo, señor Roberto Cerri; la Jefa de la División Jurídica, señora Luisa Revertía, y la asesora jurídica, señora María Soledad Torrens.


-Del Ministerio de Salud. el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic, y el asesor jurídico, señor Eduardo Díaz. 


-Del Ministerio de Hacienda, el asesor jurídico, señor Adrián Fuentes.


-Del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, los asesores jurídicos señores Caludio Fuentes y José Castro.


--Del Ministerio de Educación, la abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara.


--Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la asesora jurídica, señora Jeannette Tapia, y el arquitecto, señor Ricardo Leñam.


--Del Programa sobre Discapacidad de la Universidad Diego Portales, la Directora de Proyectos de Discapacidad y Experta en Discapacidad en Naciones Unidas, señora María Soledad Cisternas, y la abogada asistente, señora Andrea Balart.


--De UNCICH, el Presidente, señor Claudio Drug, y el Vicepresidente, señor Sergio Arias.


--De la Asociación de Funcionarios de FONADIS, ; el Presidente señor Víctor Flores, el Secretario, señor Jorge Marín, y la Tesorera, señora Nadia Gutiérrez.

-De la ANEF, el Secretario General, el señor Jorge González, y la Vicepresidenta, señora Nury Benítez. 

- - -


Se hace presente que el proyecto aprobado en particular por la Comisión de Salud debe ser informado por la Comisión de Hacienda, en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado y de sus organismos, de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en relación con lo dispuesto en el artículo 27 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto tiene por objeto asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.



La iniciativa en estudio consta de ochenta y dos artículos permanentes, agrupados en un título preliminar y siete títulos, y cinco artículos transitorios. 


El Título Preliminar, que comprende los artículos 1° al 6°, se denomina “Objeto, principios y definiciones”.


El Título I se extiende del artículo 7° al 12, consta de dos párrafos y se titula “Derecho a la igualdad de oportunidades”.


El Título II, “Calificación y certificación de la discapacidad”, comprende del artículo 13 al 17.


El Título III, que consta de dos párrafos, se titula “Prevención y Rehabilitación”, y va del artículo 18 al 22.


El Título IV, cuyo epígrafe es “Medidas para la igualdad de oportunidades”, comprende cuatro párrafos, entre los artículos 23 y 53.


El Título V, “Del Registro Nacional de la Discapacidad”, incluye los artículos 54 y 55.


El Título VI, relativo a “Acciones Especiales”, comprende del artículo 56 al 58.


Finalmente, el Título VII, que va del artículo 59 al 82, se denomina “Del Fondo Nacional de Discapacidad”.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Las siguientes disposiciones deben ser aprobadas con el carácter de norma orgánica constitucional, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental:


1.- El artículo 27, que pasa a ser artículo 28, que otorga nuevas facultades a las direcciones de obras municipales, cuestión que recae en materias a que alude el artículo 118, sobre administración municipal.


2.- El inciso segundo del artículo 33, en cuanto impone a los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media la obligación de contemplar planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes, en cuanto recae en una materia a la que alude el N° 11 del artículo 19.

3.- El artículo 60, que pasa a ser 56, en cuanto recae en lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.


4.- El artículo 48, que pasa a ser artículo 44, al consagrar la reserva preferente de cupos para las personas con discapacidad, establece un modo diferente de ingreso a las instituciones públicas que señala, y por lo tanto incide en los siguientes artículos de la Constitución: 38, sobre bases generales de la administración del Estado; 77, sobre organización y atribuciones de los tribunales de justicia; 84, sobre organización y atribuciones del Ministerio Público, y 118, sobre administración municipal.

5.- Los artículos 65, 66, 70, 71 y 72, que pasan a ser artículos 60, 61, 65, 66 y 67, respectivamente, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 38 de la Carta Fundamental, sobre bases generales de la administración del Estado, toda vez que éstos están referidos a la organización y atribuciones del servicio público FONADIS.


6.- Los artículos 72 y 79, nuevos, que abordan materias a las que alude el artículo 38 de la Carta Fundamental, en cuando hace aplicable al personal del Fondo Nacional de Discapacidad las normas de probidad y los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


7.- El artículo 81, nuevo, en cuanto incide en lo establecido en el inciso final del artículo 99 de la Constitución, en materia de atribuciones de la Contraloría General de la República.


8.- El artículo 80, que pasa a ser artículo 82, toda vez que deroga la ley N° 19.284, con la excepción que indica.

- - -



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 7°, 11, 13, 14, 15, 22, 44, 45, 47, 50, 56, 57, 63, 67, 68, 74 y 77, permanentes, que pasan a ser artículos 8°, 12, 14, 15, 16, 23, 40, 41, 43, 46, 52, 53, 58, 62, 63, 69 y 70, respectivamente; y los artículos segundo y quinto transitorios.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s. 33, 34, 49 a, 35, 54, 63, 70, 77, 78, 80, 81, 84, 86, 92, 105, 120, 131, 132, 145 a, 147, 153 a, 162, 166, 169, 172, 175, 177, 177 a, 180 y 183.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s.  2, 3, 7, 9, 11, 19, 21, 24, 25, 27, 28, 29, 71, 73, 83, 86 a, 91, 99, 100, 108, 112, 115, 117, 121, 128, 134 a, 144 y 178 a.


IV.- Indicaciones rechazadas: N°s 4, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 22, 23, 46, 47, 48, 49, 51, 53, 55, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 67, 74, 75, 76, 85, 87, 88, 89, 97, 101, 103, 106, 107, 110, 114,138, 141, 146, 150, 157, 158, 160, 165, 173, 174, 176, 178 y 179.


V.- Indicaciones retiradas: N°s.  1, 5, 6, 8, 10, 30, 31, 32, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 50, 52, 56, 72, 82, 93, 94, 95, 96, 98, 102, 104, 109, 111, 113,116, 119, 129, 135, 140, 148, 149, 151, 154, 161, 167 y 168.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: N°s. 26, 42, 68, 69, 79, 90, 118, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 130, 133, 134, 136, 137, 139, 142, 143, 145, 152, 153, 155, 156, 159, 163, 164, 170, 171, 181 y 182.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


En sesión de 17 de junio de 2008, la Comisión escuchó a la señora Ministra de Mideplan, doña Paula Quintana.


En primer lugar, señaló que, según el “Primer Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile”, realizado durante el año 2004, por el Fondo Nacional de la Discapacidad en conjunto con el Instituto Nacional de Estadísticas, 2.068.072 personas presentan algún nivel de discapacidad en nuestro país, cifra que representa el 12,9 % de la población total, es decir que uno de cada ocho chilenos y chilenas vive con discapacidad.


Del colectivo de personas con discapacidad, 917.939 tiene una disminución importante de su funcionalidad o graves dificultades para realizar actividades esenciales de la vida diaria, como las de vestirse, comer, desplazarse y para superar las barreras que plantea el entorno. Esta situación compromete todos los ámbitos de la vida del país.


Lo anterior llevó a MIDEPLAN a estudiar las modificaciones legales necesarias para garantizar el respeto por los derechos de las  personas con discapacidad y los apoyos y servicios que estos ciudadanos requieren, y además alcanzar un cambio cultural  que consiga la toma de conciencia colectiva, respecto a la responsabilidad  transversal de la sociedad chilena y sus instituciones por mejorar el entrono social en las personas con discapacidad viven.


En segundo término, señaló que los derechos de las personas con discapacidad se han convertido en un componente fundamental en la construcción del sistema de protección social comprometido por la presidenta Bachelet al 2010, destinado a la gestión de políticas, programas  y acciones de defensa de las personas, desde la etapa de gestación a la de vejez y ante las distintas situaciones de vulnerabilidad  que en la actualidad  les impiden  ejercer sus derechos sociales.


Luego, indicó que, como una manera de asegurar la inclusión social de las personas con discapacidad, prevenir la discriminación de la que son víctimas y garantizar la igualdad de derechos y oportunidades para este colectivo, el Ejecutivo envió al Congreso nacional una iniciativa legal que sustituye la actual ley N° 19.284, sobre Integración Social de las Personas con discapacidad, vigente desde 1994.


El desarrollo del país, la demanda permanente de las personas con discapacidad y de sus familias, así como el impulso de nuevas formas de ver la situación de las personas con discapacidad en el derecho internacional, especialmente producido por el proceso de elaboración y aprobación el año 2006, en Naciones Unidas, de la “Convención Internacional sobre Derechos de las Personas con Discapacidad”, suscrita por Chile el 30 de marzo de 2007 y actualmente en trámite en el Congreso exigió una revisión de la normativa vigente, concluyéndose que, no obstante los avances que la actual ley ha hecho posible, no respondía al nuevo escenario, enfocado en la perspectiva de derechos  más que en roles asistenciales.


El proyecto que modifica la Ley Nº 19.284, ingresó a tramitación al Congreso Nacional el 18 de mayo de 2005. 
Con el objetivo de profundizar esta reforma, con fecha 08 de septiembre de 2006, S. E. la Presidenta de la República remitió indicación sustitutiva del proyecto original que deroga la actual ley, creando una nueva institucionalidad en discapacidad. Entre abril y junio de 2007, la Comisión Especial de Discapacidad y  la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados  aprobaron esta ley. Con fechas 20 de junio y 03 de octubre de 2007 es aprobado en general y particular por la Cámara de Diputados, despachándose en primer trámite constitucional. 


Destacó alguno de los aspectos más relevantes del proyecto, a saber: 


1. Objetivo de la ley: Asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, para obtener su plena inclusión social, asegurar el disfrute de sus derechos y eliminar cualquier forma de discriminación en su contra.


2. Definición de persona con discapacidad, se ajusta a los paradigmas internacionalmente aceptados, en el sentido de conceptualizarla como aquella persona que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual  o sensorial de largo plazo,  puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


3. No discriminación. Se refuerza el principio de no discriminación que inspira el sistema jurídico. El artículo 5° del proyecto conceptualiza la discriminación y establece que las personas con discapacidad disfrutarán en condiciones de igualdad con los demás de los derechos consagrados en el ordenamiento jurídico, para lo cual exige del Estado medidas para garantizar ese ejercicio.


4. Igualdad de Oportunidades. Se establecen acciones u omisiones que vulneran el derecho a la igualdad de oportunidades  para las personas con discapacidad, e incorpora  el deber del Estado de establecer medidas contra la discriminación las que consistirán en exigencias de accesibilidad, la realización de ajustes necesarios y la prevención de conductas de acoso. 


5. Grupos especialmente vulnerables. Se ocupa en destacar los derechos de  las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad: mujeres, niñas, niños y personas con discapacidad de causa mental. 


6. Atención temprana: Consagra el derecho de los niños con discapacidad menores de seis años a la atención temprana y los exime de la certificación ante COMPIN para acceder a ayudas técnicas y servicios de apoyo que otorgue FONADIS. 


7. Calificación y certificación. Perfecciona los procedimientos de calificación y certificación de la discapacidad exigiendo a COMPIN y otras entidades que califican, la utilización de criterios uniformes en todo el país y consagrando plazos estrictos: 20 Días para la calificación, 5 días para la certificación. Para la calificación de la discapacidad  establece el deber de incorporar los instrumentos y criterios de la OMS.


8. La prevención y la rehabilitación son consagrados como una obligación del Estado, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad. 


9. Se consagra el concepto de rehabilitación integral y la estrategia de rehabilitación con base comunitaria. 

10. Medidas para la igualdad de oportunidades: 


• Procesos de selección educacional o laboral: Exigencia de exámenes adaptados.


• Televisión abierta y por cable: Exigencia de Subtitulado Oculto Opcional (Closed Caption) y lengua de señas. Campañas de servicio público subtituladas y en lengua de señas


• Personas con discapacidad auditiva: Reconoce lengua de señas y promueve su uso en espacios institucionales.


• Bibliotecas de acceso público: Exigencia de contar con material accesible, además de los ajustes que sean necesarios y los servicios de apoyo que sea menester, para atender a las personas con discapacidad sensorial.


• Espacio Físico: Exigencia de accesibilidad a edificios y a bienes nacionales de uso público, de manera que sean accesibles y utilizables por las personas con discapacidad.


• Fiscalización: Radica el deber de fiscalizar el cumplimiento de medidas de accesibilidad, en el director de Obras municipales, imponiéndole la  obligación de denunciar las infracciones.


• Subsidios: Establece el deber del MINVU de contemplar subsidios especiales  para adquirir y habilitar viviendas destinadas a las personas con discapacidad.


• Transporte: Exigencias de accesibilidad a todos los medios de transporte e infraestructura de apoyo.


• Perros de asistencia: Mantiene disposiciones que lo establecen como un derecho y regulan su uso.


11. Educación.


• Garantiza el acceso de las personas con discapacidad a los establecimientos educacionales, y el deber de los establecimientos de enseñanza de adecuar currículo, infraestructura y materiales pedagógicos. 


• Establece el derecho de las personas con discapacidad, en los casos en que la integración a los cursos de enseñanza regular no sea posible, a que se les imparta enseñanza en el mismo establecimiento en clases especiales o en escuelas especiales.


• Consagra el deber del MINEDUC de considerar a los alumnos con necesidades especiales en las mediciones de la calidad de la educación.


• Perfecciona la institución de las aulas hospitalarias (atención escolar en el lugar de tratamiento), ampliando su actual cobertura.


• Consagra el deber de promover el respeto por las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial en el espacio educativo.


• Instituciones de Educación Superior: Establece el deber de estas entidades de facilitar el acceso e ingreso de las personas con discapacidad a las carreras que imparten y adaptar programas de estudios y materiales de enseñanza.


12. Inserción Laboral.


• Establece el deber del Estado de adoptar medidas de acción positiva que fomenten la inserción laboral de las personas con discapacidad, entre las cuales se señala expresamente la creación de instrumentos tributarios  que favorezcan la contratación.


• Consagra el deber del Estado de reservar cupos laborales.


• Faculta que las personas con discapacidad puedan celebrar  el contrato de aprendizaje sin límite de edad.


11. Exenciones arancelarias.


• Amplía exención de importación de vehículos a todas las personas con discapacidad, a sus cuidadores y guardadores y a personas jurídicas que asistan, apoyen o cuiden a personas con discapacidad.


• Se aumentan los montos susceptibles de exención arancelaria para importación de vehículos a US$ 27.500 para vehículos particulares, US$ 32.500 para vehículos para transporte de mercaderías y US$ 47.500, para vehículos de transporte colectivo de personas  


• Sustituye el régimen de reintegro de gravámenes aduaneros, para la importación de bienes destinados a personas con discapacidad, por el sistema de liberación directa.


• Establece el derecho de pagar el IVA derivado de las  importaciones a las que la ley exenciona de pago arancelario, en cuotas mensuales, trimestrales o semestrales, con un máximo de 60 meses.


12. Traslada la gestión del Registro Nacional de la Discapacidad a FONADIS, eliminando como requisito para acceder a beneficios del Estado, el que las personas con discapacidad se encuentren inscritas en dicho registro. 


13. Acción Especial por acción u omisión arbitraria o ilegal que amenace o perturbe el ejercicio de derechos consagrados en la ley. 


• Eleva las sanciones aplicables a un rango que va de 10 a 120 UTM.


• Establece que lo recaudado por concepto de multa debe ser destinado a programas municipales en favor de las personas con discapacidad.


14. FONADIS.


• Amplía su objeto al de  promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.


• Establece 10 funciones  para este servicio. Conservando las de financiar proyectos y  ayudas técnicas.


• Organiza FONADIS en  un Consejo, un Director Nacional, un Subdirector y direcciones regionales en todas las regiones del país.


• Amplía la representación de la sociedad civil en el Consejo  a cinco integrantes.


• Señala los deberes y derechos de los consejeros así como las causales de su remoción.


• Establece que las personas que presten servicios en el FONADIS se regirán por el Código Del Trabajo y sus normas complementarias.


• Los Actos del FONADIS estarán sometidos al Control de legalidad de la CGR.


15. Artículos transitorios.


• Se establecen plazos breves para cumplir con medidas en accesibilidad televisiva, acceso a bibliotecas, promoción de lengua de señas, respeto por diferencias lingüísticas en la educación y accesibilidad  de los medios de transporte, los que no pueden pasar de 3 años.


• Se establece un plazo de ocho años para  dotar de accesibilidad a bienes nacionales de uso público tales como parques nacionales y sitios de interés histórico o recreacional.


• Se reforma Código del Trabajo, de modo que los reglamentos internos de las empresas consideren a las personas con discapacidad y los ajustes necesarios y servicios de apoyo que requieren para un desempeño adecuado.


16. Este proyecto deroga la ley N° 19.284, creando una nueva institucionalidad en discapacidad. 


En relación a las indicaciones presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República, señaló que éstas se refieren básicamente al régimen legal laboral que regirá a los funcionarios del FONADIS y la continuidad de los mismos en el nuevo servicio, fruto del trabajo conjunto con la DIPRES y la Asociación de Funcionarios de Fonadis ASOFON.


Propone incorporar nuevos artículos al  título VII del Fondo Nacional de la Discapacidad,  pasando el actual 80 ser 82. Establece que los funcionarios de FONADIS, se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.


Esas normas especiales son la aplicación de algunas normas del Estatuto Administrativo en lo que dice relación a responsabilidad funcionaria, probidad administrativa, destinaciones, comisiones de servicio, cometidos funcionarios, viáticos y normas relativas a subrogación 


Se diferencia en lo relativo a:


Contratación. El personal será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público. Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Evaluación de Desempeño. Conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación, las que servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos y la remoción del Fondo o el término del contrato de trabajo. 


Capacitación. El Director Nacional, aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Fondo, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.


Derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar: en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. FONADIS efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario.


Exención del trámite de toma de razón: 

Las resoluciones del Fondo Nacional de la Discapacidad relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Fondo Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.


Derechos indemnizatorios continuidad legal del servicio: Por último se reemplaza el inciso tercero transitorio, estableciendo:


Que para todos los efectos legales el FONADIS a que se refiere la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley. Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.
- - -

“Título preliminar
Objeto, principios y definiciones

ARTÍCULO 1°

El artículo 1º del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 1°.- “El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.”.

La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Kuschel, propone sustituir la palabra “inclusión” por “integración”.


En discusión, el autor de la indicación, Honorable Senador señor Kuschel señaló que, en su parecer, el término integración es más favorable para los fines de la ley e interpreta mejor el sentimiento social de acoger sin distinción alguna a las personas con discapacidad.


Por su parte, la señora Ministra de Mideplan, doña Paula Quintana, hizo presente que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.


Agregó que la comunidad internacional ha venido impulsando un proceso destinado a reconocer el valor de las contribuciones que realizan y pueden realizar las personas con discapacidad al bienestar general y a la diversidad de sus comunidades. Además, la promoción del pleno goce de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de las personas con discapacidad tienen como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas personas, así como también avances significativos en el desarrollo económico, social y humano de la sociedad.


En este escenario, desde la dictación  de las normas uniformes para la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad en la década de los noventa, la ONU ha recogido el dinamismo con que evolucionan los paradigmas respecto a la discapacidad, entendiendo que resulta diferente  la integración de la  inclusión.


En este sentido la integración es un proceso que lleva a facilitar la adaptación a la vida colectiva por parte de las personas con discapacidad, y por su parte la inclusión entiende que la sociedad construida desde  un enfoque de derechos humanos, supone por esencia toda persona es parte de la sociedad, por lo que  su participación no resulta de un proceso de adaptación sino que de una mirada que entiende al otro siempre presente desde el diseño de la instituciones y los entornos, pues el individuo está presente en ese entorno por el solo hecho de ser persona. Es decir, la carga no esta en el sujeto sino que en la sociedad. No se trata de adaptar los entornos sociales o institucionales sino que de diseñarlos desde su origen para todos.


El concepto de inclusión surge de planteamientos realizados en el sistema educativo. Específicamente, su uso se da en el marco de la Conferencia Mundial sobre necesidades educativas especiales, realizada en Salamanca en 1994 por la UNESCO, en donde se transita desde el enfoque normalizador o de integración al de inclusión. 


--La indicación N° 1 fue retirada por su autor.

- - -


A continuación, la Comisión procedió a analizar la indicación N° 2, del Honorable Senador señor Gazmuri, para intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente, nuevo:


“Artículo...- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país.”.


En discusión, la señora Ministra hizo presente que el tenor de la indicación está en plena concordancia con lo dispuesto en la letra d) del artículo 65, en el sentido que una de las funciones del Fondo Nacional de la Discapacidad, FONADIS, es realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad.


Por su parte, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Girardi manifestaron su conformidad con la indicación y subrayaron que una norma como la propuesta debe formar parte del título preliminar de la ley, que contiene tanto sus objetivos como sus principios y definiciones. 


A su vez, el señor Director de Fonadis destacó que la indicación es un aporte para el proyecto.


--Puesta en votación, la indicación N° 2 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.

- - -

ARTÍCULO 2°

El artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra, lo siguiente:


“Artículo 2°.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El Estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Entorno: El medio ambiente, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.


e) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


f) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.”.


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Kuschel, propone reemplazar, en la letra d) de su inciso segundo, la palabra “natural” por la expresión “y social”.


En discusión, el autor de la indicación sostuvo que es importante incluir el concepto social dentro de la definición de entorno, toda vez que la ley está referida a los derechos de las personas con discapacidad, pero alude tanto individuo como a la sociedad toda.


--Puesta en votación, la indicación N° 3 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 3°

El artículo 3 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, literalmente, lo siguiente:


“Artículo 3°.- Es deber del Estado garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades. Las personas con discapacidad disfrutarán, en condiciones de igualdad, de todos los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico. 


El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.


Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de preferencia el grado de la discapacidad.”.


El artículo 3° fue objeto de dos indicaciones, signadas con los números N° 4 y 5.


La indicación Nº 4, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, propone finalizar su inciso primero con la siguiente oración “, sin perjuicio de aquéllos que para su ejercicio requieran de alguna capacidad determinada”.


En discusión, el Honorable Senador señor Arancibia hizo presente que el fundamento de la indicación es la existencia de derechos que requieren de capacidades mentales especiales, como por ejemplo, que para ser administrador de bienes se requiere no estar interdicto por demencia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló, en primer término, que la demencia no es una discapacidad. Luego, hizo presente que, en su parecer, la indicación no constituye un aporte real respecto del proyecto ni de sus objetivos, toda vez que para el desempeño de determinados trabajos u oficios siempre será necesario cumplir con determinadas condiciones naturales y obvias, lo que está presente el todos los ámbitos de la vida, no sólo respecto de la discapacidad. Así, por ejemplo, una persona que quiera pilotear aviones comerciales debe contar con una capacidad física tal, que, aunque no califique como persona con discapacidad, puede no ser apto para desarrollar ese trabajo.


Por su parte, la Jefa de la División Jurídica, señora Luisa Revertía de FONADIS, junto con explicar el alcance del artículo 3°, señaló que, en su parecer, la proposición contenida en la indicación es confusa, toda vez que puede entenderse en sentidos muy disímiles: así, la indicación podría ir en el sentido contrario del espíritu general de la ley si se entiende que con ella se persigue restringir el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, pero, al contrario, ir en la misma línea del proyecto si la hipótesis sobre la cual descansa es la posibilidad de ejercer tales derechos con la ayuda de terceros, sin que ello importe limitar tal capacidad.


Luego, la señora María Soledad Cisternas señaló que la indicación es un contrasentido, con excepción de las personas que requieran de una capacidad especial para desarrollar una determinada tarea. A mayor abundamiento, hizo presente que la capacidad de goce es común a todas las personas, pero que la capacidad de ejercicio puede requerir, en ciertas ocasiones, de apoyos en distintos grados. El proyecto de ley en discusión, es un estatuto de garantías para las personas con discapacidad, en la línea de las convenciones internacionales sobre la materia. Aprobar la indicación significaría alejarse del concepto tradicional de capacidad y no contribuiría a eliminar estigmas presentes en la sociedad.


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi se manifestó contrario a lo propuesto en la indicación, toda vez que cada vez que sea necesario cumplir con requisitos o condiciones especiales para el ejercicio de un determinado derecho, éstos deberán ser indicados en la ley respectiva, que será de carácter excepcional y de alcance restringido. 


El Honorable Senador señor Arancibia reiteró su apoyo al proyecto, pero hizo un llamado a reflexionar sobre el alcance que podría llegar a tener obligar al Estado a suplir una determinada carencia, como podría ocurrir con los requisitos que exige a la ley a todas las personas para obtener licencia de conducir.


Asumiendo la inquietud planteada, el señor Álvaro Durán hizo notar que no existe tal problema, toda vez que lo consagrado en el artículo en discusión debe entenderse en concordancia con lo establecido en el artículo 6°, según el cual debe entenderse por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ominami también se mostró contrario a la indicación, en razón que, en su parecer, ésta relativiza la norma contenida en el artículo 3°, que forma parte del título preliminar de la ley, que, entre otros puntos, fija su objeto. Adelantó que rechazará la indicación.


Por su parte, la señora Ministra de MIDEPLAN señaló que aprobar la indicación en discusión podría dar pié para muchas excepciones.


--Puesta en votación, la indicación N° 4 fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Arancibia  y Kuschel.



La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir, en la segunda oración de su inciso segundo, la palabra “inclusión” por “integración”.


--La indicación fue retirada por su autor.
- - -

ARTÍCULO 4°

El artículo 4° del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 4°.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual  o sensorial de largo plazo,  puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


Un reglamento de los ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. 


Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios e instrumentos no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen  las personas con discapacidad, al entrar en vigencia esta ley.”.

El artículo 4° fue objeto de las indicaciones Nºs 6, 7 y 8.


La indicación N° 6, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir, en su inciso primero, la frase “al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno económico, social, político o cultural, y”.


En discusión, el autor de la indicación señaló que su finalidad es el concepto “barreras” para facilitar tanto la comprensión como la aplicación de la ley. Hizo notar que la norma no precisa el término ni tampoco da señas sobre cuáles serían.


Por su parte el señor Ministro de Mideplan subrogante, don Eduardo Abedrapo, hizo presente que, tal como se aprecia en el proyecto en general, el contenido de la norma está recogido de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y su Protocolo Facultativo, adoptados el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de la Organización. 


Es así como el artículo 1° de la Convención expresa que su propósito es promover, proteger y asegurar el goce pleno, y en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto por su dignidad inherente. 


Destacó que, al igual que la Convención, el proyecto asume que la discapacidad no es una situación inherente de la persona, sino que es producto de un entorno que impide en los hechos la concreción de la igualdad entre las personas, como las que sufre una persona cuadrapléjica para ingresar a un edificio en altura, indicó.


Por las consideraciones anteriormente expuestas, llamó a mantener el texto de la norma aprobada en general.


En la misma línea argumental, la señora María Eugenia Mella hizo presente que es el entorno el que debe adecuarse a las personas con discapacidad, pilar fundamental para hacer posible su inclusión social. Luego, si se acoge la indicación, se pierde el concepto de persona con discapacidad que postula el proyecto en discusión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi destacó que la discapacidad no estriba en la deficiencia física o mental de una persona, sino que más bien en las barreras que impone la sociedad. En tal sentido, apoya la norma del proyecto aprobado en general e hizo presente que las personas con discapacidad pueden tener una vida plena en la medida que la sociedad elimine o disminuya las barreras que restringen su participación en igualdad de condiciones con los demás.


Luego, y en respuesta a una inquietud planteada por los Honorables Senadores señores Arancibia y Girardi, el señor Ministro de Mideplan subrogante, don Eduardo Abedrapo, indicó que para precisar el concepto de persona con discapacidad no basta aludir genéricamente a las barreras que las afectan, sino que es necesario mencionar cuáles son en términos genéricos, y, en todo caso, para dejar constancia en la historia fidedigna del establecimiento de la ley que tales barreras no son sólo de carácter físico, sino que de distinto tipo.


Por su parte, la señora María Soledad Cisternas, compartió su experiencia como representante de Chile, en un importante encuentro internacional en materia de discapacidad, en el cual se superó el concepto de discapacidad basadas únicamente en la persona para referirlo, también, a las barreras contextuales o del entorno. 


Agregó que el nuevo enfoque es el correcto y permite comprender cómo la discapacidad puede ser causado o agravado por el entorno. Así, por ejemplo, una persona parapléjica puede encontrarse mayor o menormente integrada a la vida social dependiendo del país en que vive: en Chile contará con una silla de ruedas; en países pobres posiblemente no reciba ayuda alguna, y en los países más ricos reciba más apoyo.


Tal evolución en el enfoque fue recogido en la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, que fue ratificada por nuestro país el año 2001, indicó.


--La indicación N° 6 fue retirada por su autor.


Luego, el Honorable Senador señor Kuschel propuso incorporar, en el inciso primero, a continuación de las palabras diversas barreras, los términos materiales e inmateriales, lo que fue apoyado por el Honorable Senador señor Girardi.


--La incorporación de los términos “materiales e inmateriales”, a continuación de las palabras “diversas barreras”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide (Artículo 121 del Reglamento del Senado). 


La indicación N° 7, del Honorable Senador señor Kuschel, propone intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “mental,” la palabra “, psíquica”.


En discusión, el Honorable Senador señor Kuschel justificó su indicación en la necesidad de incluir a las personas con discapacidad psíquica en la definición de persona con discapacidad que establece el proyecto de ley, por cuanto este tipo de discapacidad constituye una categoría propia e independiente de otras, según los instrumento elaborados por la Organización Mundial de la Salud sobre la materia.


Además, es necesaria esta indicación para resguardar la debida armonía y consistencia del texto del proyecto, toda vez que en la letra c) del artículo 66, relativo a la integración del Consejo de FONADIS, se establece que: “Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica.”.


Luego, el señor Ministro de Mideplan subrogante, don Eduardo Abedrapo, se manifestó de acuerdo con la indicación, haciendo presente que una deficiencia mental puede tener una causa psíquica o intelectual, por lo que sugiere acoger la indicación con modificaciones. 


--Puesta en votación, la indicación N° 7 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 8, del Honorable Senador señor Kuschel, propone reemplazar, en su inciso primero, la frase “participación plena y efectiva” por la palabra “integración”.


En discusión, el Honorable Senador señor procedió a retirar su indicación en razón del debate en torno a la indicación N° 1, que proponía sustituir la palabra “inclusión” por “integración”.


--La indicación N° 8 fue retirada por su autor. 

- - -

ARTÍCULO 5°

El artículo 5° del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 5°.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.”.

Respecto del artículo 5° se presentaron las indicaciones signadas con los números 9, 10 y 11.


La indicación Nº 9, el Honorable Senador señor Gazmuri, para intercalar, a continuación de la palabra “exclusión”, el vocablo “segregación”.


En discusión, la Comisión tuvo presente el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, que, en su segunda acepción, entiende segregar como separar y marginar a una persona o a un grupo de personas por motivos sociales, políticos o culturales.


Al respecto, el señor Ministro de Mideplan subrogante, don Eduardo Abedrapo, manifestó estar de acuerdo con la indicación, y propone su aprobación, señalando que el término segregación complementa el concepto de discriminación.


--Puesta en votación, la indicación N° 9 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 10, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, a continuación de los términos “El estado”, la palabra “previsiblemente”.


En discusión, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se mostró contrario a la aprobación de la indicación, toda vez que el adjetivo previsiblemente que propone agregar al concepto de dependencia supone una suerte de pronóstico, lo que podría perjudicar y excluir a las personas que no se encuentran es esa condición.



--La indicación N° 10 fue retirada por su autor. 


La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, a continuación del vocablo “mental”, la palabra “psíquica”.


En discusión, la Comisión tuvo presente el debate que hubo en torno a la indicación N° 7 y procedió a darle su aprobación, con modificaciones.


--Puesta en votación, la indicación N° 11 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
- - -

TITULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades

ARTÍCULO 6°

El artículo 6° del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 6°.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social.”.


Las indicación Nº 12, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma,  proponen  suprimir lo siguiente: “, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social”.


En discusión, la Comisión tuvo en consideración que el fundamento de la indicación radica en que el artículo 6° busca definir la “igualdad de oportunidades”, y lo que se propone suprimir son medidas para lograrlo, pero no es la definición de dicho concepto. Por lo demás, para obligar al Estado a tomar estas medidas ya existe el artículo 3º.


Luego, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se manifestó contrario a introducir cambios en el concepto de igualdad de oportunidades, y menos en el sentido de restringir su alcance.  Al respecto, indicó que lo propuesto por la indicación hace que el artículo pierda sentido, pero hace un llamado a redactar la disposición en forma positiva. Además, ontológicamente no existe la igualdad de oportunidades propiamente tal. Anunció que se abstendrá al momento de la votación de la indicación.


Por su parte, la señora María Soledad Cisternas hizo presente que el inciso final del N° 2° del artículo 19 de la Constitución Política de la República garantiza a todas las personas que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias. Del mismo modo, la citada Convención Interamericana en la materia reconoce que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos, incluido el de no verse sometidos a discriminación fundamentada en la discapacidad, emanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano.


Luego, el señor Ministro de Mideplan subrogante, don Eduardo Abedrapo, destacó la importancia del artículo 6° del proyecto aprobado en general, señalando que es una norma clave en el espíritu y orientación de la totalidad del proyecto.  Al respecto, hizo presente que la disposición mantenga los dos sentidos que consagra respecto de la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, es decir, tanto respecto de la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, económica, cultural y social, por lo que propuso mantener el tenor de la disposición y rechazar la indicación.


Por su parte, el señor Álvaro Durán hizo presente que en el concepto mismo de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad no es posible omitir la ausencia de discriminación por razón de su condición de discapacitadas. Es así como el artículo 2° del la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y su Protocolo Facultativo de la Organización de las Naciones Unidas, anteriormente mencionado, dispone que por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.


--Puesta en votación, la indicación N° 12 fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorable Senadores señores Arancibia, Girardi y Ominami, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Kuschel y Ruiz-Esquide.

- - -

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad


La indicación Nº 13, del Honorable Senador señor Kuschel, es para eliminar el Párrafo 2°, modificándose la numeración correlativa de los artículos siguientes al mencionado párrafo.


En discusión, el Honorable Senador señor Kuschel señaló que, en su parecer, las mujeres, niñas o niños con discapacidad se encuentran comprendidas en todas las normas del proyecto, por lo que no estima necesaria la existencia de disposiciones especiales para estos grupos de personas.


Por su parte, el señor Ministro de Mideplan subrogante, señaló que, por sus condiciones y circunstancias, las mujeres, las niñas y los niños con discapacidad son grupos que tienen un mayor grado de vulnerabilidad.


--Puesta en votación, la indicación N° 13 fue rechazada por cuatro votos en contra, de los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide, y una abstención, del Honorable Senador señor Kuschel.

ARTÍCULO 8°

El artículo 8° del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 8°.- El Estado promoverá el ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptarán todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su condición de género y discapacidad.”.


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los N°s 14 a 19.


La indicación N° 14, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimirlo.


En discusión, el Honorable Senador señor Kuschel señaló que el artículo 8° le parecía innecesario, toda vez que su espíritu está comprendido en lo dispuesto en el artículo 9°, que dispone que el Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a los niños y niñas con discapacidad el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás niños, en especial, a vivir en un entorno familiar, a la salud, a la educación, a las oportunidades de recreación y a desarrollar sus capacidades y aptitudes en la máxima medida posible. Asimismo, que en toda actividad relacionada con niños y niñas con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores, y que los niños y niñas, menores de 6 años, tienen derecho a recibir del Estado atención temprana a las necesidades que presenten por causa de trastornos del desarrollo o déficit de salud que puedan derivar en discapacidad o agravar la ya existente.


A continuación, el Honorable Senador señor Girardi señaló que es fundamental la promoción por parte del Estado del ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia, aspectos que no están mencionados en el señalado artículo 9°, por lo cual se manifestó firmemente partidario de la norma.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo notar que, en su parecer, actualmente es muy difícil encontrar un punto de equilibrio en materia de sexualidad, porque o existe un cierto grado de castración o una sexualidad exagerada, desproporcionada y aberrante.  También se manifestó partidario de mantener la norma contenida en el proyecto, dejando expresa constancia que el concepto de salud reproductiva lo entiende en un sentido restrictivo, sin otra connotación, como, por ejemplo, el aborto.


A su vez, el señor Sebastián Pavlovic señaló que la importancia de la norma radica en la necesidad de superar ciertas formas ocultas y crueles de discriminación, como la esterilización sin su consentimiento, en contra de las personas con discapacidad especialmente vulnerables, es decir, mujeres, niñas y niños con discapacidad.


El Honorable Senador señor Arancibia mostró especial preocupación por la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las personas con discapacidad mental.


Finalmente, la señora María Soledad Cisternas destacó la importancia de la norma, en el sentido que se hace cargo de situaciones de doble discriminación. Asimismo, hizo presente que el artículo 25 de la Convención de las Naciones Unidas mencionada establece que los Estados Partes asumen el compromiso de adoptar medidas que aseguren el ejercicio del derecho a al salud, y el acceso de las personas con discapacidad a servicios de salud, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva.


--En votación, la indicación N° 14 fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Girardi. Ominami y Ruiz-Esquide, y dos a favor, de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.


La indicación N° 15, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación que puedan afectar a las personas discapacitadas en razón de su condición.”.


En discusión, la Comisión tuvo presente los distintos argumentos en los cuales sus autores fundan su indicación. En primer lugar, ¿en qué consisten los derechos correspondientes a la salud reproductiva y sexualidad de los niños? Además, el Estado no puede discriminar a los hombres y promover principalmente los derechos de las mujeres. Por último, no todos los discapacitados tienen la capacidad para constituir una familia, por ejemplo, los deficientes mentales graves, quienes no pueden asumir las responsabilidades familiares.


Por su parte, representes del Ejecutivo manifestaron su posición de rechazar la indicación, toda vez que este punto ha sido esencial en el proyecto y en su discusión, pues de lo que se trata es dar visibilidad y defender a los grupos de personas con discapacidad que sufren discriminación agravada. Hicieron presente, además, que el Párrafo 2º, del Título I, se titula “De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 15, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.

- - -


La indicación N° 16, del Honorable Senador señor Gazmuri, y la N° 17, del Honorable Senador señor Novoa, proponen sustituir, en su primera oración, la frase “las mujeres, niñas y niños” por “las personas”.


-- En votación, la Comisión rechazó las indicaciones N°s 16 y 17, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.

- - -


La indicación N° 18, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimir, en su primera oración, la frase “a su sexualidad, salud reproductiva y”.


En discusión, la Comisión tuvo presente el fundamento de la misma, en el sentido que los discapacitados mentales no pueden siempre ejercer la sexualidad, ni constituir una familia.


Agrega que, si se aprobara la norma como está propuesta, probablemente el Gobierno procederá a proponer campañas de esterilización masiva, ya que los discapacitados no tienen la responsabilidad necesaria, pero sí tienen capacidad reproductiva.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 18, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.

- - -


La indicación N° 19, del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar, en su segunda oración, la palabra “adoptarán” por “adoptará”, y para suprimir la frase “condición de género y”.


-- En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 19, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y Ominami. 
- - -

ARTÍCULO 10°

El artículo 10 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 10.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a las personas con discapacidad por causa mental el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás, en especial lo referente a su dignidad, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su discapacidad.


La rehabilitación de las personas con discapacidad por causa mental propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad por causa mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”.


Respecto de esta disposición se presentaron las indicaciones N° 20 a 24.

La indicación N° 20, del Honorable Senador señor Novoa, propone suprimirlo.


En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron un planteamiento general en relación a las indicaciones 20 a 24.


En efecto, señalaron, en lo medular, que los derechos de estas personas existen. Asimismo, no hay una política que aborde esta materia. En el tiempo se han producido esterilizaciones no voluntarias, terapias invasivas, electroshock, privación de ingresos que provienen de trabajos que estas personas ejercen, cirugías que tienen por finalidad anular sensaciones e impulsos, terapias de confinación. 


Muchas veces las mujeres con discapacidad mental son abusadas sexualmente, violadas y maltratadas, y por su condición se encuentran en indefensión. Además, las personas con discapacidad mental, al igual que todos, tienen sentimientos, emociones, y necesidad de formar parte de un grupo familiar. Es labor de la sociedad quitar las barreras que impiden el ejercicio de derechos como contraer matrimonio y formar familias, entre otros. 


--Puesta en votación, la indicación N° 20 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 21, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar en la primera oración de su inciso primero, a continuación de la palabra “mental”, la expresión “psíquica”.


--Puesta en votación, la indicación N° 21 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 22, del Honorable Senador señor Coloma, plantea suprimir, en la primera oración de su inciso primero, la frase “, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 22, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.


La indicación N° 23, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir su inciso segundo.



En discusión, el Honorable Senador señor Kuschel fundó su indicación en las mismas razones que tuvo en consideración respecto de una indicación anterior, signada con el N° 7, en el sentido de la necesidad de incluir a las personas con discapacidad psíquica en la definición de persona con discapacidad que establece el proyecto de ley, por cuanto este tipo de discapacidad constituye una categoría propia e independiente de otras, según los instrumentos elaborados por la Organización Mundial de la Salud sobre la materia.


Además, es necesaria esta indicación para resguardas la debida armonía y consistencia del texto del proyecto, toda vez que en la letra c) del artículo 66, relativo a la integración del Consejo de FONADIS, se establece que: “Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica.”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 23, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Ominami, y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel.


La indicación N° 24, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, en la primera oración de su inciso segundo, a continuación de la palabra “mental”, la expresión “o psíquica”.

--Puesta en votación, la indicación N° 24 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
- - -

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad

ARTÍCULO 12

El artículo 12 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 12.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 


El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial o un terapeuta ocupacional según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 


La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.”.

- - -


La indicación Nº 25, del Honorable Senador señor Kuschel, propone reemplazar, en la primera oración de su inciso tercero, la frase “o un terapeuta ocupacional” por “o un kinesiólogo”.


En discusión, representantes del Ejecutivo sostuvieron que la indicación responde a una visión estereotipada de la discapacidad. Los terapeutas ocupacionales son profesionales integrales en materia de discapacidad y déficit. Los kinesiólogos son profesionales de la rehabilitación biomecánica. Como se coligue del concepto de personas con discapacidad, lo que se pretende es lograr la participación plena y la inclusión social, acabando con la barreras del entorno. Ello se logra con un tratamiento integral. 


--Puesta en votación, la indicación N° 25 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 16

El artículo 16 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


"Artículo 16.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Registro Nacional de la  Discapacidad, para su inscripción.”.

- - -


La indicación Nº 26, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar “Registro Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.


--La indicación N° 26 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Cabe hacer presente que, sin perjuicio de lo anterior, y como se apreciará en su oportunidad, la Comisión acordó sustituir en el artículo 12 la expresión “Registro Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”, en el marco de la aprobación de la indicación N° 134 a, de Su Excelencia la Presidenta de la República, formulada al artículo 58 del proyecto aprobado en general por el Senado.

TITULO III

Prevención y Rehabilitación

ARTÍCULO 17

El artículo 17 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 17.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención y rehabilitación a través de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones.”.

- - -


Respecto de esta disposición se presentaron las indicaciones signadas con los números 27 a 29.

La indicación Nº 27, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso primero, la frase “La prevención de las discapacidades y la rehabilitación” por “La prevención de las discapacidades, la rehabilitación y la integración de los discapacitados en la sociedad”.


--Puesta en votación, la indicación N° 27 fue aprobada, con modificaciones, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ominami, y la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

La indicación Nº 28, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir, en su inciso segundo, la frase “canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención y rehabilitación” por “fomentará la realización de acciones de prevención, rehabilitación e integración”.


--Puesta en votación, la indicación N° 28 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación Nº 29, del Honorable Senador señor Gómez, es para agregar, a su inciso segundo, la frase final “, las cuales no cesarán, independiente de la edad, mientras la persona requiera ayuda para su plena integración y autonomía”.


--Puesta en votación, la indicación N° 29 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
Párrafo 1°

Prevención

ARTÍCULO 18

El artículo 18 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 18.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.”.

- - -


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los números 30 y 31.


La indicación Nº 30, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir, en su inciso primero, la frase “restrinja su participación o”.


-- La indicación N° 30 fue retirada por su autor.


La indicación Nº 31, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir, en su inciso segundo, la expresión “, político”.


-- La indicación N° 31 fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 19

El artículo 19 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 19.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales y laborales, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes, falta de acceso a los servicios de salud o estrés.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio libre y eficaz de este derecho.”.
- - -


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los números 32 a 35.


La indicación Nº 32, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en atención a factores que, según criterios objetivos que sustenten respaldo de carácter técnico y científico, correspondan a un factor de riesgo de discapacidad.”.


-- La indicación N° 32 fue retirada por su autor.


La indicación N° 33, del Honorable Senador señor Coloma, es para sustituir, en su inciso primero, la frase “accidentes viales y laborales” por “accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo”.


--Puesta en votación, la indicación N° 33 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ominami.

La indicación N° 34, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en la primera oración de su inciso segundo, la palabra “pueden” por “puedan”.


--Puesta en votación, la indicación N° 34 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ominami.

La indicación N° 35, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir, en la segunda oración de su inciso segundo, la frase “libre y eficaz”.


--Puesta en votación, la indicación N° 35 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ominami.
Párrafo 2°

Rehabilitación

ARTÍCULO 20

El artículo 20 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 20.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Toda persona tiene derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación, y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.”.

- - -


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los números 36 a 39.

La indicación Nº 36, del Honorable Senador señor Kuschel, para suprimir, en su inciso primero, la palabra “integral”.


-- La indicación N° 36 fue retirada por su autor.


La indicación N° 37, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso primero, la frase “el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria,” por “un mayor grado de integración social y desarrollo de sus capacidades,”.


-- La indicación N° 37 fue retirada por su autor.


La indicación N° 38, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir, en el encabezamiento de su inciso segundo, la palabra “principales”.


-- La indicación N° 38 fue retirada por su autor.


La indicación N° 39, del Honorable Senador señor Kuschel, para sustituir el numeral 4.-, de su inciso segundo, por el siguiente:


“4.- La interacción con el entorno económico, social o cultural.”.


-- La indicación N° 39 fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 21

El artículo 21 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 21.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación integral.


Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.”.

- - -


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los números 40 a 42.


La indicación Nº 40, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir su inciso segundo.


-- La indicación N° 40 fue retirada por su autor.


La indicación N° 41, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir su inciso tercero.


-- La indicación N° 41 fue retirada por su autor.


La indicación N° 42, del Honorable Senador señor Navarro, propone insertar un nuevo inciso cuarto, reacomodándose el orden del correlativo:


“Los discapacitados tendrán derecho a que en cada capital regional, se cree un Centro de Rehabilitación Integral en el plazo de dos años desde la publicación de esta ley, el cual atenderá a discapacitados de cualquier edad y origen de su discapacidad, sea ella psíquica, física de otra naturaleza, sin discriminación.”.


--La indicación N° 42 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

TITULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad

ARTÍCULO 23

El artículo 23 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 23.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos.”. 

- - -


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los números 43 a 45.


La indicación Nº 43, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, para reemplazar la frase “Toda persona o institución, pública o privada, que” por “Toda institución pública que”.


En discusión, la Comisión tuvo presente el fundamento de la misma. Sostiene que exigir a los ciudadanos que ofrezcan servicios educacionales, de capacitación o empleo, que incorporen estos distintos tipos de exámenes, sólo incentivará que busquen otros sistemas de contratación, a menos que ello sea indispensable.  Además, afectará a las escuelas y empresas pobres que requieran efectuar este tipo de exámenes.


Por lo anterior, es imposible que esta norma se lleve a la práctica respecto de las personas comunes y corrientes, por lo que desincentivará la creación de empleos y servicios de capacitación.


--La indicación Nº 43 fue retirada por sus autores.


La indicación Nº 44, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma en subsidio de la indicación Nº 43, para sustituir la frase “Toda persona o institución, pública o privada, que” por “Toda institución pública, y las privadas en la medida de sus posibilidades, que”.


En los fundamentos, se precisa que esta indicación se presenta en subsidio de la anterior, y busca que el Estado esté obligado a hacer esto, y que los privados sólo lo hagan en la medida de sus posibilidades.


--La indicación Nº 44 fue retirada por sus autores.


La indicación Nº 45, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la frase “mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección en todo cuanto se requiera para resguardar la igualdad de oportunidades” por “mecanismos de selección de tal forma de asegurar la igualdad de oportunidades”.


--La indicación N° 45 fue retirada por su autor.


-- Luego, la unanimidad de los miembros presente, Honorables Senadores señor Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide, acordó sustituir los términos “mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección”, por “criterios, prácticas y procedimientos de selección”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 24

El artículo 24 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 24.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.”.

- - -


La indicación Nº 46, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 24.- Los canales de televisión abierta deberán aplicar en sus noticiarios mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación.”.


En sus fundamentos se señala que la televisión no es un instrumento necesario para la vida, por lo que una persona con discapacidad auditiva puede entretenerse e informarse por otros medios, por lo que no se justifica la imposición de un gravamen de este tipo. Además, ¿cómo podría hacerse esto con los programas en vivo?



-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 46, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación Nº 47, del Honorable Senador señor Coloma, es para suprimir, en su inciso primero, la frase “y los proveedores de televisión por cable,”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 47, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación Nº 48, del Honorable Senador señor Gómez, es para intercalar, en su inciso primero, a continuación de las palabras “por cable”, la frase “y las señales de Televisión de la Cámara de Diputados y del Senado en todos los programas que emiten”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 48, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación Nº 49, del Honorable Senador señor Coloma, es para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “su programación” por “sus informativos”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 49, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 49 a, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar, en su inciso primero, a continuación de la expresión “acceso a su programación”, la frase “en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno”.


-- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 49 a, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación Nº 50, del Honorable Senador señor Kuschel, para reemplazar, en su inciso segundo, la expresión “presidenciales y” por “presidenciales o”.


-- La indicación N° 50 fue retirada por su autor.


La indicación Nº 51, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, para sustituir, en su inciso segundo, la frase “subtitulado y lengua de señas” por “subtitulado o lengua de señas”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 51, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación Nº 52, del Honorable Senador señor Kuschel, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Finalmente, los canales de televisión abierta deberán incorporar durante las transmisiones de sus noticiarios centrales, como mecanismo de acceso a la información para la población con discapacidad auditiva, la lengua de señas. Los canales de televisión abierta podrán cumplir con la obligación señalada en el inciso precedente, acordando la emisión de un noticiario central con lengua de señas, a lo menos, durante el período que se establezca en dicho acuerdo.”.


--La indicación N° 52 fue retirada por su autor.


La indicación Nº 53, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes incisos nuevos:


“Los servicios públicos, las municipalidades y toda entidad que financie proyectos audiovisuales de carácter cultural con fondos públicos, deberán incentivar el acceso a dichos proyectos de las personas con discapacidad.


En especial, deberán adoptar medidas que incentiven  la incorporación de subtitulado para personas con discapacidad auditiva en los proyectos que les sean presentados por vía de concurso o por cualquier otro procedimiento que implique financiamiento público.”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 53, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 25

El artículo 25 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 25.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. El Estado deberá fomentar la formación y capacitación en lengua de señas, en particular, chilena, y su uso en espacios institucionales, tanto públicos como privados.”.

- - -


La indicación N° 54, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir su segunda oración del artículo 25.


--Puesta en votación, la indicación N° 54 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 26

El artículo 26 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 26.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.”.

- - -


La indicación N° 55, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar la frase “Las bibliotecas de acceso público” por “Las bibliotecas públicas”.


El fundamento de la indicación destaca que la norma actual es un incentivo perverso para que las bibliotecas privadas abiertas al público cierren sus puertas.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 55, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 56, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir la frase “de causa sensorial”.


--La indicación N° 56, fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 27

El artículo 27 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 27.- Toda nueva edificación colectiva, y las antiguas, cuya carga de ocupación sea mayor a cincuenta personas, todo edificio de uso público y todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, así como las vías públicas y los accesos a todos los medios de transporte público, parques, jardines, pasarelas peatonales y plazas, y los accesos a los bienes nacionales de uso público de interés histórico, cultural o recreacional, tales como bordes costeros, de lagos, ríos y centros turísticos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las actuales edificaciones y las obras existentes en el espacio de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona.”.

- - -


En sesión de 6 de octubre de 2008, la Comisión conoció una proposición que, sobre esta materia, presentaron los representantes del Ejecutivo, y cuyo contenido es sustituir el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- Toda nueva edificación colectiva, y las edificaciones colectivas existentes, todo edificio de uso público, todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, y toda obra de infraestructura que ejecute o haya ejecutado el Estado, así como los accesos a todos los medios de transporte público de pasajeros, y a los bienes nacionales de uso público correspondientes a vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, y los bordes costeros, y de lagos y ríos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas de conformidad a la normativa vigente.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las edificaciones existentes y las obras existentes en los bienes nacionales de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. 


La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local según lo establecido en el inciso precedente.”.


--En votación, tal proposición fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación).


La indicación N° 57, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para sustituir, en su inciso primero, las frases iniciales “Toda nueva edificación colectiva, y las antiguas, cuya carga de ocupación sea mayor a cincuenta personas, todo edificio de uso público y todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad,” por las siguientes: “Toda nueva edificación colectiva y las antiguas, todo edificio de uso público, todo edificio privado y residencial y todo edificio que preste un servicio a la comunidad,”.


--Puesta en votación, la indicación N° 57 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 58, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de los términos “edificación colectiva”, la frase “, entendiéndose por éstas a los edificios acogidos a la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria,”.


Los fundamentos de la indicación destacan que la norma en la cual recae, aunque copie lo dispuesto en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, no es clara.  ¿Qué significa colectivas? Si la respuesta es que vive un colectivo de personas adentro, se puede considerar a las casas particulares. Si, en cambio, significa que viven varios hogares ahí, se debiera entender que lo sería una vivienda para allegados. Si fuera así, las casas de dos pisos debieran contar con ascensores, cuestión ilógica, por lo que se busca clarificar este concepto confuso, concluye.


-En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 58, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 59, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, y N° 60, del Honorable Senador señor Kuschel, proponen suprimir, en la primera oración de su primer inciso, la expresión “, y las antiguas,”.


En los fundamentos de la indicación se plantea que la norma es inaplicable, ya que ponerle ascensores u otros sistemas para discapacitados a los edificios antiguos es algo muy caro. Además, la gente que vive en ellos ya conoce las condiciones en las que accedió a tales inmuebles.


-- En votación, la Comisión rechazó las indicaciones N° 59 y 60, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 61, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de la frase “parques, jardines, pasarelas peatonales y plazas” las palabras “de acceso público”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 61, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 62, del Honorable Senador señor Kuschel, propone reemplazar, en la primera oración de su inciso primero, la expresión “o recreacional,” por la frase “recreacional o deportivo”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 62, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 63, del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, al inciso primero, la siguiente frase final: “de acuerdo a la normativa vigente”.


-- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 63, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 64, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, propone suprimir la primera oración de su inciso segundo.


En sus fundamentos se señala que gran parte del artículo ya está operativo en virtud de los plazos establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que obligaban a los edificios colectivos a contar con una serie de condiciones, y que, de la parte que no está operativa, la mayoría de las normas necesarias se encuentran en los artículos transitorios.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 64, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 65, del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, al inciso tercero, la siguiente frase final: “según lo establecido en el inciso precedente”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 65, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 66, del Honorable Senador señor Coloma, es para agregar, al inciso tercero, la siguiente frase final: “ante el juzgado de policía local”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 66, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 67, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Las multas por incumplimiento de estas normas, serán el doble a las que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones. En caso de reincidencia, se aplicará además una pena de presidio menor en su grado mínimo. A la tercera infracción, adicionalmente se clausurará el recinto.”.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 67, por 3 votos en contra y una abstención. Votaron  en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide, y se abstuvo el Honorable Senador señor Ominami.

ARTÍCULO 28

El artículo 28 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 28.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser habitual y permanentemente habitadas por una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad.”.

- - -


La indicación N° 68, del Honorable Senador señor Gómez, es para reemplazar, en su inciso primero, la frase “adquirir y habilitar viviendas” por “adquirir, habilitar, acondicionar, reparar y mejorar las viviendas en uso o”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 68, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 69, del Honorable Senador señor Kuschel, para sustituir, en su inciso primero, la frase “para adquirir y habilitar viviendas” por “, en caso de ser necesario, con el objeto de cubrir el mayor costo que implica la habilitación de viviendas”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación Nº 69, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 70, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir, en su inciso primero, la expresión “habitual y”.


--Puesta en votación, la indicación N° 70 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 71, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, al inciso segundo, la siguiente oración: “Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida del discapacitado.”.


-- En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 71, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ominami, y con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Arancibia y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 29

El artículo 29 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 29.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte colectivo, sean estos aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o incentivar las habilitaciones y adecuaciones que se requieran para el acceso expedito y seguro de esas personas a todo medio de transporte y a la infraestructura de apoyo, tales como paraderos, estaciones de intercambio modal, terminales, aeropuertos, estaciones de trenes urbanos y suburbanos, superficiales o subterráneos, embarcaderos, funiculares o ascensores verticales, entre otros.


Los operadores de transporte deberán adoptar las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. De modo alguno pueden exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.


Todos los medios de transporte colectivo, aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, deberán asegurar la accesibilidad de los pasajeros con discapacidad y contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte que deberá ser suscrito por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación.”.

- - -


La indicación N° 72, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en el inciso primero, la frase “los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o” por “el Estado, deberá velar por”.


-- La indicación N° 72 fue retirada por su autor.


La indicación N° 73, de S. E. la Presidenta de la República, es para sustituir, en el inciso segundo, las frases “Los operadores de transportes deberán adoptar” y “De modo alguno pueden” por “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones velará porque los operadores de transporte adopten” y “Dichos operadores no podrán”, respectivamente.


--Puesta en votación, la indicación N° 73 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 74, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para intercalar, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “colectivo”, la frase “con capacidad para cuarenta o más personas”.


En sus fundamentos, se plantean las siguientes interrogantes: ¿Pueden los actuales taxis o colectivos contar con asientos y espacios especiales para discapacitados? ¿Es posible exigir esto a los minibuses rurales?


--Puesta en votación, la indicación N° 74 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

Las indicaciones 75 a 77, del Honorable Senador señor Navarro, proponen agregar los siguientes incisos nuevos:


75.- “Asimismo, todos los medios de transporte deberán contemplar precios preferenciales y otros beneficios pecuniarios que faciliten el acceso y traslado de los discapacitados y sus tutores.”.


76.- “Sin perjuicio de lo anterior, las empresas de medios de transporte señaladas en este artículo, establecerán políticas de responsabilidad social empresarial consistentes en el traslado de personas postradas o con grave discapacidad a centros de atención de salud pública o privada y de rehabilitación.”.


--En votación, la Comisión rechazó las indicaciones N°s. 75 y 76, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

77.- “Con todo, en caso de que exista un procedimiento de licitación referido a los medios de transporte señalados en este artículo, quienes postulen, deberán incluir tales requerimientos.”.


--Puesta en votación, la indicación N° 77, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 30

El artículo 30 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 30.- Las edificaciones con destino industrial, toda edificación de uso público y los espacios de uso público, que requieran estacionamientos para vehículos, deberán contar con un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.


El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando a las autoridades competentes, a los vehículos infractores. La administración de estos establecimientos será solidariamente responsable por el uso indebido de los estacionamientos para personas con discapacidad. Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta y similares) y credencial de discapacidad en un lugar visible del parabrisas, de acuerdo con lo establecido en la Ley del Tránsito.”.

- - -


La indicación N° 78, del Honorable Senador señor Coloma, es para intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de la palabra “industrial” la expresión “o comercial”.


--Puesta en votación, la indicación N° 78 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 79, del Honorable Senador señor Coloma, es para intercalar, en la segunda oración de su inciso primero, después de la palabra “respectiva”, la expresión “y a Carabineros”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación Nº 79, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las indicaciones N° 80, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, y N° 81, del Honorable Senador señor Novoa, es para suprimir la segunda oración de su inciso tercero.


En los fundamentos se plantea que la norma contiene un incentivo perverso para que establecimientos como supermercados o Malls no cuenten con esos estacionamientos.


Agrega que es entendible algún tipo de responsabilidad cuando el que hace las cosas es mal es un subordinado, pero no cuando el que las hace es una persona cualquiera.  No se ve ningún motivo por transformar en fiscalizadores a los particulares, cuando la fiscalización es una labor del Ejecutivo.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s 80 y 81 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.  

La indicación N° 82, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, al final de la segunda oración de su inciso tercero, la frase “, en el caso de no realizar la denuncia correspondiente”.


-- La indicación N° 82 fue retirada por su autor.


La indicación N° 83, del Honorable Senador señor Coloma, es para sustituir, en la tercera oración de su inciso tercero, la frase “distintivo (Cruz de Malta y similares) y credencial de discapacidad en un lugar visible del parabrisas” por “Símbolo Internacional de Accesibilidad (silueta de silla blanca sobre fondo azul) y credencial de discapacidad en un lugar visible del vehículo”.


--Puesta en votación, la indicación N° 83 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.  
ooo


Las indicaciones N°s 84 y 85, del Honorable Senador señor Bianchi, son para agregar, a continuación, del artículo 30, los siguientes, nuevos:


84.- “Artículo…- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios especiales para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.


En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.”.


--Puesta en votación, la indicación N° 84 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.  

85.- Artículo…- El reglamento que fije las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, y las características de los productos farmacéuticos, cosméticos y alimenticios deberá contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de los productos farmacéuticos con medidas tales como la rotulación con sistema braille de la fecha de vencimiento de dichos productos.



--Puesta en votación, la indicación N° 85 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.  
Párrafo 2°

De los perros de asistencia para personas con discapacidad


La indicación N° 86, del Honorable Senador señor Novoa, propone suprimir el párrafo 2°, con sus artículos 31 a 36.


Los artículos en los cuales recae la indicación son del siguiente tenor:


“Artículo 31.- Toda persona con discapacidad, tendrá el derecho a ser acompañada permanentemente por un perro de asistencia, a todo edificio, construcción, infraestructura o espacio de uso público, sea de propiedad privada o pública, destinado a un uso que implique la concurrencia de público.


Asimismo, estas personas, junto con sus perros de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular en cualquier medio de transporte terrestre o marítimo de pasajeros que preste servicios en el territorio nacional, sea gratuito o remunerado, público o privado, individual o colectivo. El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa vigente.


Artículo 32.- El acceso, la circulación y la permanencia, en los lugares y medios de transporte señalados en el artículo precedente, por parte del perro de asistencia que acompañe a la persona con discapacidad, no quedarán sujetos al pago de una suma de dinero, ni podrán ser condicionados al otorgamiento de ninguna clase de garantía, salvo que para ello deba incurrirse en un gasto adicional avaluable en dinero, lo cual deberá informarse previamente a quien lo requiera.


Artículo 33.- Para los efectos previstos en esta ley, se entenderá por "perro de asistencia" aquel que fuere individualmente entrenado para realizar labores en beneficio de una persona con discapacidad.


Los perros de asistencia podrán ser entrenados para realizar labores de perros guía, de señal, de servicio o de otro tipo, en conformidad con las características y condiciones que fije el reglamento.


Artículo 34.- Los perros de asistencia deberán estar debidamente identificados, mediante el distintivo de carácter oficial que determine el reglamento.


Artículo 35.- Corresponderá al dueño del perro de asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medidas necesarias para asegurar una sana convivencia y evitar disturbios o molestias a las demás personas.


Las personas con discapacidad no podrán ejercer los derechos establecidos en este párrafo cuando el perro de asistencia presente signos de enfermedad, agresividad y, en general, cuando el animal se constituya en un evidente riesgo para las personas.


Artículo 36.- El entrenamiento de perros de asistencia estará a cargo de instituciones con personalidad jurídica o personas naturales que cumplan con las normas que establezca el reglamento. Estas instituciones o personas serán las encargadas de seleccionar, criar y entrenar perros para personas con discapacidad, además de preparar al usuario del perro de asistencia para su utilización y cuidado.”.

En discusión la Comisión tuvo presente que la materia se encontraba  regulada por la ley Nº 20.025, que modifica la ley N° 19.284. con  el objeto de regular el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de personas con discapacidad, agregando, para tal efecto, un párrafo nuevo.  Estas disposiciones quedarán vigentes en virtud de lo señalado en el artículo 82, como se apreciará oportunamente.


--Puesta en votación, la indicación N° 86, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.  

En la dirección del acuerdo anteriormente señalado, la Comisión advirtió que correspondía rechazar las indicaciones 87, 88 y 89 recaídas sobre los artículos 33, 35 y 36, respectivamente, precisamente porque al acoger la indicación N° 86, se suprime el Párrafo 2°, De los  perros de asistencia para personas con discapacidad. 


El tenor de las referidas indicaciones es el siguiente:


87.- De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, para suprimir, en el inciso segundo del artículo 33 , la frase “, en conformidad con las características y condiciones que fije el reglamento”.


88.- Del Honorable Senador señor Kuschel, para agregar, al final del inciso primero del artículo 35, la frase “, asumiendo la responsabilidad en caso de incumplimiento”.


89.- De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, para suprimir el artículo 36.


--Puestas en votación, las indicación N°s 87, 88 y 89, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
- - -


La Comisión consideró la indicación N° 86 a, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del actual artículo 30, el siguiente artículo 31, nuevo, pasando el actual artículo 31 a ser artículo 32 y así sucesivamente:


“Artículo 31.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille de la fecha de vencimiento de dichos productos.”.


En discusión, la Comisión, a sugerencia del Honorable Senador señor Kuschel, estimó conveniente reducir las obligaciones propuestas por la norma sólo al nombre y a la fecha de vencimiento de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, en razón de que es estos son los elementos fundamentales para la información de los consumidores con discapacidad visual y porque una  exigencia mayor de rotulación tornaría muy oneroso el producto, lo que afectaría tanto a los productores, especialmente a los pequeños y medianos, como, eventualmente, a los propios consumidores.


--En votación, la indicación N° 86 a, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

Párrafo 3°

De la educación y de la inclusión escolar

ARTÍCULO 37

El artículo 37 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 37.- El Estado garantizara el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial, según corresponda.”.

- - -


La indicación N° 90, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 37.- La estimulación comunicacional y concreta por parte del Estado a la contratación de las personas con discapacidad. Reservando cierta cantidad de cupos para ésta, pero al mismo tiempo cautelando que la contratación sea por las capacidades con las que pueda aportar y no por su condición de discapacidad. Al mismo tiempo, agrégase una campaña comunicacional que estimule el contrato por parte de la empresa privada de las personas con discapacidad. Desarmando prejuicios y estereotipos implantados en nuestra sociedad, destacando sus capacidades y convirtiendo su discapacidad en una característica más de la persona, pero nunca la fundamental, y por último, estableciendo convenios atractivos de parte del Sence o del Estado hacia la empresa privada para la exitosa promoción de la inserción laboral de las personas con discapacidad.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 90, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en los N°s 2 y 3 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 91, del Honorable Senador señor Gazmuri, propone agregarle el siguiente inciso nuevo:


“Los establecimientos de enseñanza básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y de personal paradocente en dichos planes.”.


La Comisión acordó aprobar la idea contenida en la indicación, pero haciendo mención a la enseñanza parvularia y reemplazando los términos personal paradocente por demás integrantes de la comunicad educativa en dichos planes.


--Puesta en votación, la indicación N° 91 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 38

El artículo 38 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 38.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.”.

- - -


La indicación N° 92, del Honorable Senador señor Kuschel, propone intercalar, a continuación de la expresión “de asegurar”, la frase “, de acuerdo a la normativa vigente,”.


--Puesta en votación, la indicación N° 92 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.
ARTÍCULO 39

El artículo 39 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 39.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.”.

- - -


La indicación N° 93, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir el inciso primero.


-Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 94, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 39.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las adecuaciones en su infraestructura y materiales de apoyo necesarios para asegurar el ingreso y permanencia a los cursos o niveles existentes de personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos en sus procesos de admisión, de acuerdo al proyecto educativo y a la normativa interna del establecimiento.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 95, del Honorable Senador señor Kuschel, propone suprimir el inciso segundo


-Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 96, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir su inciso tercero.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 40

El artículo 40 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 40.- La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 4° de esta ley.”.

- - -


La indicación N° 97, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40.- Los padres o representantes legales de las personas con discapacidad determinarán la necesidad de que éstos accedan a educación especial, para lo cual podrán solicitar informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y otros organismos acreditados para esos efectos, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan.”.


En sus fundamentos, destacan que la redacción actual de la norma pareciera pasar por sobre la potestad de los padres de educar a sus hijos, ya que dice que serán estos equipos multiprofesionales quienes determinarán la necesidad de los niños de asistir a ese tipo de establecimientos. Por tal motivo, la indicación busca radicar claramente la decisión en los padres.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 97, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Arancibia y Ominami, y la abstención del Honorable Senador señor Kuschel.


La indicación N° 98, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40.- La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de profesionales que según la normativa vigente se encuentran habilitados para realizar dicho diagnóstico.”.


-- La indicación N° 98 fue retirada por su autor.


La indicación N° 99, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar las frases “La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos” por “La necesidad de una persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de un informe emanado de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación, o de otros organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos”.


--Puesta en votación, la indicación N° 99 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.
ARTÍCULO 41

El artículo 41 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 41.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas que de conformidad al inciso segundo del artículo 38 lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los jardines infantiles, a las escuelas de educación básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la integración de personas que presenten necesidades especiales.”.

- - -


La indicación N° 100, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para suprimir la frase “de conformidad al inciso segundo del artículo 38”.


La Comisión tuvo en cuenta que la disposición sólo tiene un inciso. 


--Puesta en votación, la indicación N° 100 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.

La indicación N° 101, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la frase “que de conformidad al inciso segundo del artículo 38 lo requieran” por “con necesidades educativas especiales que lo requieran”.


--Puesta en votación, la indicación N° 101 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.
ARTÍCULO 42

El artículo 42 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 42.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso e ingreso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


Asimismo, las instituciones de educación superior, deberán incorporar en las mallas curriculares de todas sus carreras, materias relacionadas con la discapacidad.”.

- - -


La indicación N° 102, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar su inciso segundo por el siguiente:


“Las instituciones de educación superior deberán incorporar las adecuaciones en su infraestructura y materiales de apoyo necesarios para asegurar el ingreso y permanencia de personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos en sus procesos de admisión y normativa interna.”.


-- La indicación N° 102 fue retirada por su autor.


La indicación N° 103, del Honorable Senador señor Coloma, y N° 104, del Honorable Senador señor Kuschel, son para suprimir su inciso tercero.


--Puesta en votación, la indicación N° 103 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami. Por su parte, la indicación N° 104 fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 43

El artículo 43 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 43.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.”.

- - -


La indicación N° 105, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir la expresión “les proporcionará” por la palabra “asegurará”.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 105, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.


La indicación N° 106, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar la expresión “les proporcionará” por la frase “dispondrá los mecanismos para que se les entregue a través de personas o entidades públicas o privadas”.


En sus fundamentos, se destaca que el artículo del proyecto establece que debe ser el Ministerio de Educación el que proporcione la atención escolar en los recintos hospitalarios, cuestión que puede ser contraria al principio de subsidiariedad, ya que los padres, e incluso el mismo Estado, pueden contratar otros servicios prestados por particulares.  No es adecuado cerrar la puerta a la acción de los particulares.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 106, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ominami.

Párrafo 4°

De la capacitación e inserción laboral

ARTÍCULO 46

El artículo 46 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 46.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la integración e inclusión laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios  laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobado o divulgado por la Organización Internacional del Trabajo. 


e) Crear instrumentos tributarios que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes.”.

- - -


La indicación N° 107, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir, en su encabezamiento, la frase “de acción positiva”.


-- En votación, se obtuvo el siguiente resultado, un voto a favor, del Honorable Senador señor Kuschel, un voto en contra, del Honorable Senador señor Ominami, y una abstención, del Honorable Senador señor Arancibia. Repetida la votación, la indicación N° 107 fue rechazada por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Ominami y Ruiz-Esquide; uno a favor, del Honorable Senador señor Kuschel, y una abstención, del Honorable Senador señor Arancibia, la que, de conformidad a lo establecido en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se suma a la posición que obtuvo el mayor número de votos, esto es, el rechazo.

La indicación N° 108, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir, en su encabezamiento, las palabras “integración e inclusión” por la frase “no discriminación en materia”.


--En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 108, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

letra b)


La indicación N° 109, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirla.


--La indicación N° 109 fue retirada por su autor.

letra c)


La indicación N° 110, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la frase “Crear y ejecutar” por “Fomentar la creación y ejecución de”.


--En votación, la indicación N° 110 fue rechazada por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Ominami y Ruiz-Esquide; uno a favor, del Honorable Senador señor Kuschel, y una abstención, del Honorable Senador señor Arancibia. Repetida la votación, se obtuvo idéntico resultado, por lo que, de conformidad a lo establecido en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, la abstención se suma a la posición que obtuvo el mayor número de votos, esto es, el rechazo.

letra d)


La indicación N° 111, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir la conjunción “, y” por la frase “los que pueden comprender el diseño de instrumentos tributarios que favorezcan su contratación en empleos de carácter formal”.


-La indicación N° 111 fue retirada por su autor.

letra e)


La indicación N° 112, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, a continuación de la palabra “tributarios” el término “contractuales”.


--En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 112, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 47

El artículo 47 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 47.- El Estado desarrollará planes, programas e incentivos que tendrán por finalidad favorecer la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.”.

- - -


La indicación N° 113, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazarlo por el siguiente:


Artículo 47.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputados y del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.”.


-- La indicación N° 113, fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 48

El artículo 48 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 48.- La Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, reservarán preferentemente cupos, en igualdad de condiciones y mérito, a personas con discapacidad.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma de dar cumplimiento a esta disposición.”.

- - -


La indicación N° 114, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, a continuación de su inciso primero, el siguiente, nuevo:


“Los cupos a que tendrán derecho los discapacitados no podrán bajar del 2% del número total de trabajadores de dichos organismos.”.

´


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 114, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 115, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma en que los organismos de la Administración Centralizada darán cumplimiento a esta disposición.”.


En los fundamentos, se destaca que, la autonomía de los órganos, como las municipalidades, señalados en el artículo 1º, impide que sea un reglamento de la administración centralizada la que determine la forma de dar cumplimiento a esta disposición.  En el caso de órganos autónomos, son ellos los que deben determinar la forma de dar cumplimiento a esta disposición.


--En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 115, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 116, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “Ministerio de Planificación”, la frase “y el Ministerio que reserve el determinado cupo”.


--La indicación N° 116,  fue retirada por su autor.


La indicación N° 117, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar el siguiente inciso nuevo:


“La misma disposición de los incisos primero y segundo, se aplicará al Poder Judicial, y al Poder Legislativo, siendo sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.”.

´


-- En votación, la Comisión aprobó, con modificaciones, la indicación N° 117, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

ooo


La indicación N° 118, del Honorable Senador señor Bianchi, es para agregar, a continuación del artículo 48, el siguiente, nuevo:


“Artículo…- Las empresas públicas estarán obligadas a que al menos el 4% de sus trabajadores sea discapacitado, en los términos que expresa esta ley.


El cómputo se realizará sobre el total de trabajadores de la empresa, dentro del territorio nacional y no el de las distintas sucursales separadamente y cualquiera que sea la forma de relación laboral que vincule a los trabajadores con la empresa.


Quedarán excluidas de la misma, aquellas empresas cuyas faenas mayoritarias sean incompatibles con la salud de una persona discapacitada.


A su vez, se considerará justificado el incumplimiento en los casos de no presentarse suficiente número de minusválidos para cubrir los puestos que les corresponden de acuerdo a este artículo.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 118, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 49

El artículo 49 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 49.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de sus capacidades reales del la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses.”. 

- - -


Las indicaciones que recaen sobre este artículo son las signadas con los N°s. 119 y 120. 


La indicación N° 119, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirlo.


--La indicación fue retirada por su autor.


La indicación N° 120, del Honorable Senador señor Coloma, es para reemplazar la frase “la evaluación de sus capacidades reales de la persona” por “la evaluación de las capacidades reales de la persona”.


--En votación, la indicación N° 120 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

Párrafo 5°

De las exenciones arancelarias

ARTÍCULO 51

El artículo 51 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 51.- Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores o guardadores, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados, que para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad.  El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo permanecerán por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Los valores máximos establecidos en el presente artículo se actualizarán anualmente.


Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.”.

- - -


Respecto del artículo 51 recaen las indicaciones N°s. 121 a 126.

La indicación N° 121, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir, en su inciso primero, la frase “representado por sus cuidadores o guardadores” por “sus representantes legales”.


-- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 121, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 122, del Honorable Senador señor Coloma, es para suprimir su inciso segundo.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 122, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 123, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir la oración final de su inciso segundo.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 123, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 124, del Honorable Senador señor Coloma, es para suprimir la oración final de su inciso tercero.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 124, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las indicaciones N° 125, del Honorable Senador señor Coloma, y N° 126, del Honorable Senador señor Kuschel, son para suprimir su inciso quinto.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisibles las indicaciones N°s 125 y 126, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 52

El artículo 52 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 52.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios  para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, y.


i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Fondo Nacional de la Discapacidad.”.

- - -


Este artículo fue objeto de la indicación Nº 127, del Honorable Senador señor Coloma, es para intercalar, en su encabezamiento, a continuación de “gravámenes aduaneros”, la frase “e Impuesto al Valor Agregado”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 127, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 53

El artículo 53 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 53.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, o representados por sus cuidadores o guardadores, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.”.

- - -


Este artículo fue objeto de las indicaciones N°s 128 a 130.


La indicación Nº 128, del Honorable Senador señor Kuschel, para intercalar, entre las frases “las personas con discapacidad,” y “o representados por”, el término “personalmente”.



--En votación, la indicación N° 128 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 129, del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir la frase “al uso exclusivo” por “a su uso exclusivo”.


--La indicación N° 129 fue retirada por su autor.


La indicación N° 130, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la conjunción “y” por la frase “Igualmente, podrán hacer uso del beneficio señalado”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 130, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 54

El artículo 54 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 54.- Los bienes importados bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad.”.

- - -


Respecto de esta disposición recaen las indicaciones N°s 131 y 132.


La indicación N° 131, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir, en el inciso primero, la frase “Los bienes importados bajo esta franquicia” por “Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo”.



--En votación, la indicación N° 131 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 132, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso segundo, la frase final “otra persona con discapacidad” por “o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad”.



--En votación, la indicación N° 132 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

ARTÍCULO 55

El artículo 55 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 55.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de  sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.”.

- - -


La indicación Nº 133, del Honorable Senador señor Kuschel, propone reemplazar, en su inciso primero, las frases “en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva” por “en cuotas iguales establecidas en Unidades Tributarias Mensuales, para su pago mensual, trimestral o semestral, siempre que no exceda el plazo de sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva”. 


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 133, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

TITULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad

ARTÍCULO 58

El artículo 58 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 58.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Fondo Nacional de la Discapacidad, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.”.

- - -


Respecto de esta disposición recaen las indicaciones Nºs 134 y 135. 


La indicación N° 134, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 134, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 134 a., de Su Excelencia la Presidenta de la República es para introducirle las siguientes modificaciones:


“a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.


“b) Sustitúyase, en su inciso segundo, la expresión “el Ministerio de Planificación” por “los Ministerios de Justicia y de Planificación”.”.


En discusión, la Comisión tuvo presente que al acoger la letra b) de indicación sería necesario también modificar, en la parte pertinente, el artículo 16 del proyecto aprobado en general por el Senado.



--En votación, la indicación N° 134 a. fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 135, del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, a su inciso segundo, la siguiente oración final: “Dicho registro será público y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarlo, sin perjuicio de resguardar la confidencialidad respecto de la identidad de quienes lo conforman. Este acceso deberá poder realizarse, también, mediante su publicación en el sitio web del Fondo Nacional de la Discapacidad”.


--La indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 59

El artículo 59 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 59.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas con discapacidad que lo soliciten, previamente certificadas por la COMPIN;


c) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


d) Inscribir a las personas jurídicas que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal;


e) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


f) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.”.

- - -


Respecto de esta disposición recaen las indicaciones Nº 136 a 143.

La indicación N° 136, del Honorable Senador señor Novoa, para intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente, nueva:


“...) Inscribir a personas aparentemente sanas que, de no contar con la alimentación o el tratamiento debido, queden discapacitados.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 136, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

letra c)


La indicación N° 137, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para suprimirla.


En su fundamento se destaca que no es necesario llevar un registro de las personas o instituciones que se dediquen a atender a personas con discapacidad, a menos que ellas recibieran algún beneficio estatal.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 137, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 138, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, en subsidio de la indicación Nº 137, es para suprimir la frase “y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro”.


En su fundamento, se señala que es contrario a la libertad de las personas el obligarlas a inscribirse en un registro para realizar una actividad lícita, y peor aún si se establece que el Registro puede determinar qué personas pueden o no ser inscritas en el mismo.


--En votación, la indicación N° 138 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

letra d)


La indicación N° 139, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para sustituir la frase “que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad”, por “que pretendan recibir algún tipo de beneficio fiscal por atender o relacionarse con personas con discapacidad”.


En su fundamento, se señala que no es necesario estar inscrito en ningún tipo de registro para realizar actividades propias de la vida diaria, a menos que se busque recibir algún beneficio fiscal por desarrollar dicha actividad.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 139, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

letra e)


La indicación N° 140, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir la conjunción final “y”.


--La indicación fue retirada por su autor.

letra f)


La indicación N° 141, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para reemplazarla por la siguiente:


“f) Anular los beneficios que tenga el pertenecer al Registro Nacional de la Discapacidad en las letras a), b) y c) cuando lo estipule el Reglamento.”.


--En votación, la indicación N° 141 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 142, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para sustituir la frase “en los casos que señale el Reglamento” por “en aquellos casos en que hayan hecho mal uso de algún beneficio fiscal, o hayan perdido alguno de los requisitos para ser inscritas en el Registro”.


En su fundamento, se hace presente que una sanción como la cancelación de una inscripción en el registro sólo puede ser establecida por causales establecidas previamente en la ley, y a través de un justo procedimiento también establecido en la ley.  Afirmar lo contrario podría ser considerado inconstitucional, por vulnerar el derecho establecido en el Nº 3 del artículo 19 de la Constitución, que establece que nadie puede ser castigado por una conducta que no esté establecida expresamente en la ley.  Así lo ha señalado el Tribunal Constitucional.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 142, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 143, del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, después de la letra f), la siguiente, nueva:


“...) Establecer mecanismos expeditos, mediante los cuales las personas que hayan solicitado su inscripción en el Registro, puedan, de la misma forma, solicitar su eliminación de dicho Registro.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 143, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Título VI

Acciones Especiales

ARTÍCULO 60

El artículo 60 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 60.- Sin perjuicio de las normas administrativas, y penales existentes, toda persona que por causa de acción u omisión arbitraria o ilegal sufra la amenaza o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir por sí o por cualquiera a su nombre ante el juez de policía local de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables de las faltas cometidas por sus dependientes o subordinados.”.
- - -


Este artículo fue objeto de las indicaciones signadas con los N°s 144 y 145.

La indicación N° 144, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 60.- Toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir por sí o por cualquiera a su nombre, dentro del plazo de 30 días, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las personas jurídicas serán subsidiariamente responsables de las faltas cometidas por sus dependientes o subordinados.”.


--En votación, la indicación N° 144 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 145, del Honorable Senador señor Gazmuri, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“Existirá un Defensor Público para fiscalizar el cumplimiento de las normas contenidas en esta ley.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 145, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 61

El artículo 61 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra, lo siguiente:


“Artículo 61.- El que causare herida, trauma o muerte injustificada a un perro de asistencia, será obligado al pago de las cuentas veterinarias y de los costos de reemplazo del perro a su dueño, si aquél no pudiere seguir ejerciendo sus labores o fuere muerto, sin perjuicio de la responsabilidad civil indemnizatoria correspondiente.”.


Su Excelencia la Presidenta de la República presentó una indicación, signada con el N° 145 a, para suprimir el artículo 61.


--En votación, la indicación N° 145 a.- fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

ARTÍCULO 62

El artículo 62 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 62.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 60 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas de accesibilidad ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.”.

- - -


La indicación N° 146, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para agregar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “mensuales” las siguientes frases: “contemplándose, además, una indemnización para el o los afectados cuyo valor lo determinará el Juez de Policía Local, con el fin de indemnizar restableciendo el derecho vulnerado. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia para ambos casos”.


--En votación, la indicación Nº 146, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

TITULO VII

Del Fondo Nacional de la Discapacidad

ARTÍCULO 64

El artículo 64 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 64.- El Fondo Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado, tiene por finalidad promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.”.

- - -


La indicación N° 147, del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, a continuación de la palabra “descentralizado”, la frase “y desconcentrado territorialmente”.


--En votación, la indicación N° 147, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 148, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la palabra “inclusión” por “integración”.


--La indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 65

El artículo 65 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 65.- El Fondo Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación, su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y, podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.


Sus funciones serán las siguientes:


a) Ejecutar políticas, planes y programas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover su plena inclusión; 


b) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad; 


c) Financiar, total o parcialmente, la adquisición de elementos, implementos o servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal;


d) Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad;


e) Ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad; 


f) Ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;


g) Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;


h) Fomentar prácticas y criterios de inclusión de las personas con discapacidad;


i) Administrar y gestionar el Registro Nacional de la Discapacidad, y


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en toda causa en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.


El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en un Consejo, una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y direcciones regionales en cada región del país.”.

- - -

inciso segundo

letra a)


La indicación N° 149.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituir la palabra “inclusión” por “integración”.


--La indicación fue retirada por su autor.

letra b)


La indicación N° 150.- Del Honorable Senador señor Novoa, es para agregarle, después de la palabra “discapacidad”, la frase “y de personas a las que se refiere la letra c) del artículo 59”.


--En votación, la indicación N° 150, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

- - -


Luego, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, acordó agregar, a continuación de la palabra “discapacidad”, lo siguiente: “y de las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad, que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y siempre que vayan en beneficio de personas con discapacidad.”. 


Ello, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación.


--La proposición anterior fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, en ejercicio de lo contemplado en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

- - -

letra d)


La indicación N° 151.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar la palabra “inclusión” por “integración”.


--La indicación fue retirada por su autor.

letras g) y h)


La indicación N° 152.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirlas.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 152, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

letra i)


La indicación N° 153.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para sustituirla por la siguiente:


“i) Realizar estudios sobre discapacidad o contratar los que estime necesarios para el cumplimiento de su finalidad.”.


Sin perjuicio de las aspectos de admisibilidad de la indicación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide se mostró favorable a aprobar la norma propuesta, por lo que solicitó a los representantes del Ejecutivo presentes que la consideraran. 


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 153, en razón de tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Acogiendo lo anteriormente expuesto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación N° 153 a., para sustituir, en su inciso segundo, la actual letra i) por la siguiente:


“i) Realizar estudios sobre discapacidad o contratar los que estime necesarios para el cumplimiento de su finalidad, y”.


--Puesta en votación, la indicación N° 153 a. fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 154.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, a continuación del vocablo “Discapacidad”, la frase “mantenerlo accesible al público mediante su publicación en el sitio web del FONADIS, según lo dispuesto en el artículo 58”.


--La indicación N° 154 fue retirada por su autor.


La indicación N° 155.- Del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, un Consejo, una Subdirección Nacional, Direcciones Regionales en cada región del país y en Departamentos.”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 155,, por tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 66

El artículo 66 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 66.- El Consejo es un órgano colegiado que tendrá las funciones consultivas y resolutivas que señale esta ley. Este Consejo deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de equiparación de oportunidades y de inclusión política, económica, social y cultural de las personas con discapacidad.


El Consejo se integrará como sigue:


a) El Ministro de Planificación, o su representante, quien lo presidirá y dirimirá los empates;


b) Los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, Servicio Nacional de la Mujer, Consejo Nacional de la Cultura y del Instituto Nacional del Deporte, o sus representantes;


c) Cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no  persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional.


d) Un representante del sector empresarial;


e) Un representante de organizaciones de trabajadores;


f) Dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad, y


g) El Director Nacional del FONADIS, quien tendrá derecho a voz y será su ministro de fe.


Los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales y, los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el reglamento.  Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.”.

- - -


La indicación N° 156, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar sus incisos segundo y tercero por los siguientes:


“El Consejo estará integrado por siete miembros, seis de los cuales serán elegidos por el Presidente de la República de entre personalidades de trayectoria profesional en el ámbito de la discapacidad, previo acuerdo de dos tercios de los miembros del Senado. El miembro restante del Consejo será el Ministro de Planificación, quien lo presidirá.


Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y podrán ser nuevamente propuestos.”.


En el fundamento de la indicación se destaca que la norma modificada es materia de Ley Orgánica Constitucional, por cuanto establece un ente con potestades públicas con una estructura diferente de aquella fijada en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


La composición actual es bastante compleja, con una amplia representación del Ejecutivo, y una subdivisión corporativista que carece de sentido.


Se busca simplificar la composición, incorporando elementos de mayor independencia y transparencia.


--El señor Presidente de la Comisión N° 156, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación, por tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La indicación N° 157, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, en subsidio de la indicación Nº 156, es para reemplazar la letra b) del inciso segundo por la siguiente:


“b) Dos representantes elegidos en votación entre los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, y el Servicio Nacional de la Mujer; el Consejo Nacional de la Cultura, y el Instituto Nacional del Deporte.”.


Su fundamento hace presente que la norma es materia de ley orgánica constitucional.  La indicación propone su modificación porque esta norma agrega 5 nuevos miembros designados por el Ejecutivo, cuestión que es contraria a la independencia de este consejo, que ya cuenta con 5 representantes del Ejecutivo.  Además, que la nueva redacción del artículo ya agrega al Director del FONADIS con derecho a voz.


-En votación, la indicación N° 157 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.

La indicación N° 158, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, en subsidio de la indicación Nº 157, es para reemplazar la letra b) del inciso segundo por la siguiente:


“b) Los Ministros de Educación, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, o sus representantes.”.


Destaca en sus fundamentos que la norma modificada es materia de ley orgánica constitucional.  Se modifica porque esta norma agrega 5 nuevos miembros designados por el Ejecutivo, cuestión que es contraria a la independencia de este consejo.  Se modifica en el sentido de dejarlo como está en la actualidad en la ley de discapacidad.


Al explicar la indicación hacen presente que, si ya se pide el requisito de los 2/3, no parece adecuado que el presidente determine en forma facultativa si le pide o no la renuncia. Además, la letra b) habla de “renuncia aceptada”, por lo que no se puede entender a la luz de la redacción actual.


-En votación, la indicación N° 158 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 69

El artículo 69 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 69.- Son causales de cesación en el cargo de consejero designado de conformidad con las letras c), d), e) y f), del artículo 65, las siguientes:


a) Expiración del plazo de su designación. Los Consejeros cesarán en sus funciones por el sólo ministerio de la ley una vez expirado el período para el cual fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Ser condenado por delito que merezca pena aflictiva.


d) Inasistencia injustificada a tres sesiones continuas o cuatro sesiones discontinuas dentro de un año calendario. 


e) Actuar a nombre o en representación del Consejo o de FONADIS, sin estar facultado para ello. 


f) Faltar a la probidad en el ejercicio de su cargo.


Si un consejero incurriere en una causal de cesación del cargo, por acuerdo de dos terceras partes del Consejo y a través del Ministro de Planificación, se harán llegar los antecedentes al Presidente de la República, quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate.”.

- - -


La indicación N° 159, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar, en su inciso segundo, la frase “quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate” por “quien decretará su cesación para el caso de ser efectivo dicho incumplimiento”.


--El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Arancibia, declaró inadmisible la indicación N° 159, por tratar una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 70

El artículo 70 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 70.- Corresponderá al Consejo:


a) Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley y el reglamento;


b) Solicitar de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;


c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fondo Nacional de la Discapacidad;


d) Resolver y adjudicar los concursos de proyectos;


e) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo, y


f) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c), d) y e), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá, a lo menos, los quórum necesarios para sesionar y adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.”.

- - -


La indicación N° 160, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para sustituir en su inciso tercero, la frase “dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo” por “a propuesta de los dos tercios de los integrantes del Consejo, reunidos en sesión extraordinaria para tal efecto, promulgará un reglamento de funcionamiento de éste”.


El fundamento destaca que el Ministro de Planificación es quien preside el Consejo, por lo que éste podría modificar los quórum y reglas para adoptar acuerdos si es que alguna decisión o actuación del Consejo no le pareciera conveniente.  Este poder es extremo.


--Puesta en votación, la indicación N° 160 fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Kuschel y Ruiz-Esquide, y por su aprobación el Honorable Senador señor Arancibia.
ARTÍCULO 71

El artículo 71 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 71.- La dirección y administración del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


b) Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha del Fondo Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;


c) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


d) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Fondo; 


e) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Fondo Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


f) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


g) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y


h) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.”.

- - -

inciso segundo

letra a)


La indicación N° 161, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirla.


-- La indicación N° 161 fue retirada por su autor.


La indicación N° 162, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la letra b), las siguientes nuevas, modificándose el deletreo correlativo de los demás literales:


“c) Dirigir, organizar y administrar el Fondo, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;


d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;”.


-En votación, la letra c) de la indicación N° 162, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. En una sesión posterior, la Comisión aprobó la letra d), por mayoría, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Kuschel y la abstención del Honorable Senador señor Longueira.

letra c)


La indicación N° 163, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazarla por la siguiente:


“c) Nombrar a través de concurso público a los funcionarios de su dependencia y resolver las sanciones administrativas que correspondan en conformidad a la ley.”.


El fundamento destaca que no puede ser el director el que asigne funciones en un funcionario público.  Se entiende que ellas deben estar establecidas en la ley, o, en última instancia, en el reglamento correspondiente.


--La indicación N° 163 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

letra d)


La indicación N° 164, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para intercalar, antes del punto y coma (;), las siguientes oraciones: “Para adquirir, enajenar y gravar bienes, o celebrar actos o contratos cuyo objeto sea de un valor superior o igual a 500 unidades de fomento, el Director requerirá de un acuerdo del Consejo. Para estos efectos, los contratos referidos a una misma operación económica se considerarán como uno solo”.


--La indicación N° 164 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

letra h)


La indicación N° 165, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para intercalar, a continuación de la palabra “facultades”, la expresión “de administración”.


El fundamento destaca que como el director estará a cargo de un organismo público, el cual, siguiendo el principio de los órganos públicos, requiere de una ley para operar, no es adecuado darle mandatos tan amplios.  Por eso, si se le quiere dar una norma relativamente amplia, hay que darle una mínima descripción, que en este caso sería el decir que se refiere a actos “de administración”.


-En votación, la indicación N° 165 fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Kuschel y Ruiz-Esquide, y a favor el Honorable Senador señor Arancibia.

ARTÍCULO 72

El artículo 72 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 72.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo y las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;


e) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.

- - -


La indicación N° 166, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimir, en su inciso primero, la frase “los objetivos y las políticas que fije el Consejo”.


-En votación, la indicación N° 166 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 73

El artículo 73 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 73.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región y,


g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.

- - -

letra b)


La indicación N° 167, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirla.


-La indicación N° 167 fue retirada por su autor.

letra f)


La indicación N° 168, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirla.


-La indicación N° 168 fue retirada por su autor.


La indicación N° 169, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la palabra “región”, la frase “, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional”.


-En votación, la indicación N° 169 fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


La indicación N° 170, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, a continuación de la letra g), la siguiente nueva:


“...) Establecer un centro de rehabilitación integral para discapacitados en la capital regional, financiado por aportes privados o públicos.”.


--La indicación N° 170, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ooo


La indicación N° 171, del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar, a continuación del artículo 73, el siguiente, nuevo:


“Artículo...- Existirá un Consejo Regional de acuerdo a lo que determine el reglamento respectivo.


En él deberá permitirse la participación de la ciudadanía organizada representada por discapacitados y sus organizaciones.”.


El fundamento destaca que esta materia también es propia de una ley orgánica constitucional.  Se trata de bienes públicos, por lo que no conviene darle una completa libertad a este director, ya que, de lo contrario, se está abriendo la puerta para casos de corrupción.


--La indicación N° 171, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

ooo

ARTÍCULO 75

El artículo 75 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 75.- Los recursos que administre el Fondo Nacional de la Discapacidad deberán destinarse preferentemente a los siguientes fines:


1.- Financiar, total o parcialmente, la adquisición por parte de terceros de ayudas técnicas destinadas a personas con discapacidad de escasos recursos  o a personas jurídicas sin fines de lucro que las atiendan, y


2.- Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad, que sean ejecutados por terceros y que de preferencia se orienten a la prevención, diagnóstico, rehabilitación e inclusión social de dichas personas.”.

- - -


La indicación N° 172, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirlo.


-En votación, la indicación N° 172, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel. Voto en contra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Nº 1.-


La indicación N° 173, del Honorable Senador señor Gazmuri, es para intercalar, a continuación de las palabras “escasos recursos”, la frase “a personas con discapacidad de recursos limitados”.


-En votación, la indicación N° 173 fue rechazada, por dos votos en contra y uno a favor. Los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel votaron en contra. Votó a favor el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide. 


La indicación N° 174, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para consultar, como inciso final, el siguiente:


“No obstante lo anterior, los recursos que anualmente adjudique el Fondo Nacional de la Discapacidad deberán asignarse en un 80% por concurso público”.


El fundamento destaca que esta norma busca evitar que una parte superior al 20% de sus recursos sean adjudicados en forma directa, cuestión que puede prestarse para mayor discrecionalidad y abusos por parte de la administración.


--Puesta en votación, la indicación N° 174 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 76

El artículo 76 del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo 76.- Los recursos a que se refiere el artículo anterior serán asignados en conformidad con las siguientes normas:


1.- Adquisición  de ayudas técnicas: Se asignarán por medio de convenios que celebrará el Fondo Nacional de la Discapacidad con entidades e instituciones estatales o con personas jurídicas privadas que no persigan fines de lucro y cuyo objeto sea la atención a personas con discapacidad.


2.- Ejecución de planes, programas y proyectos: Se asignarán a través de concursos públicos, a los que podrán postular personas naturales o jurídicas, sean o no chilenas y organismos internacionales o extranjeros.


En ningún caso los recursos que el Fondo Nacional de la Discapacidad asigne a las entidades o instituciones estatales podrán destinarse al financiamiento de adquisiciones, programas o actividades regulares.”.

- - -


La indicación N° 175, del Honorable Senador señor Kuschel, es para suprimirlo.


-En votación, la indicación N° 175 fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia y Kuschel. Voto en contra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Nº 2.-


La indicación N° 176, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, es para reemplazar la frase “, sean o no chilenas y organismos internacionales o extranjeros” por “de nacionalidad chilena, o con residencia en el país”.


-En votación, la indicación N° 176 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULOS 78 Y 79

Los artículos 78 y 79 del proyecto aprobado en general por el Senado disponen, a la letra, lo siguiente:


“Artículo 78.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por el Código del Trabajo y sus normas complementarias.


Un reglamento determinará la organización interna del Fondo Nacional de la Discapacidad, y los procedimientos a que deba ajustarse su actuación y funcionamiento.


Artículo 79.- Los actos del Fondo Nacional de la Discapacidad estarán sometidos al control de legalidad de la Contraloría General de la República, según las normas generales.”.

- - -


La indicación N° 177, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituirlos por los artículos 78 y siguientes, nuevos, pasando el artículo 80 propuesto a ser artículo 89:


“Artículo 78.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.


Artículo 79.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DFL N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


Artículo 80.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.


La contratación del personal que se desempeñe en el Fondo Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.


Artículo 81.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.


Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.


Artículo 82.- El Director Nacional del Fondo, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al DFL N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al DS N° 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.


Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del DFL. N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 83.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Fondo, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.


Artículo 84.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Fondo Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.


Artículo 85.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 86.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:


a) Censura;


b) Multa, y


c) Remoción.


Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.


La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.


Artículo 87.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.


Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Fondo y deberá ser siempre  fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Fondo. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.


Artículo 88.- Las resoluciones del Fondo Nacional de la Discapacidad  relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Fondo Nacional de la  Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.”.

- - -


En discusión, y a petición del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Girardi, Letelier y Ruiz-Esquide, acordó dirigir sendos oficios a la Señora Ministra de MIDEPLAN y al señor Ministro de Hacienda para que, si lo tienen a bien, consideren su parecer, en cuanto a que resultaría más apropiado que los funcionarios del Fondo Nacional de la Discapacidad, en razón de la naturaleza de la Institución y de las funciones que les corresponde realizar, se rijan por el Estatuto Administrativo.


Asimismo, acordó hacer presente a Sus Señorías que la nueva institucionalidad debe contar con los recursos económicos suficientes para dar garantías que podrá cumplir con sus nobles objetivos, para que, de este modo, esté en condiciones de satisfacer las necesidades de las materias que deberá abordar en el área de su competencia.


En tal sentido fueron remitidos los oficios N° 427 S/ 2008 y 428 S/ 2008.


En sesión de 1 de abril de 2009 el nuevo Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó que el punto en discrepancia de la Comisión con el Ejecutivo es en torno a  si las personas que prestan servicios en el Fondo Nacional de Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, como lo postula el proyecto y la indicación 177 de Su Excelencia la Presidenta de la República o serán considerados funcionarios públicos regidos por el Estatuto Administrativo, tal como lo ha planteado la Comisión.


Al respecto, la señora Ministra de MIDEPLAN, doña Paula Quintana, indicó que, tal como lo señaló en respuesta al oficio N° 428/S, que requería el parecer del Ministerio a su cargo respecto de si resultaría más apropiado que los funcionarios del Fondo Nacional de la Discapacidad FONADIS, en razón de la naturaleza de la institución y de las funciones que les corresponde realizar se rijan por el Estatuto Administrativo, expuso que, de conformidad a la ley vigente, el estatuto que norma la relación laboral de los trabajadores con FONADIS es el Código del Trabajo, en la actualidad en dicha institución se desempeñan 128 trabajadores, la lógica también obedece a que se trata obviamente de un fondo.


El carácter de Servicio Público que se le confiere a FONADIS en el Proyecto de ley  que modifica la  ley 19.284, que establece normas para la plena integración de personas con discapacidad, debiera suponer la inmediata aplicación de las normas del Estatuto Administrativo, pero lo anterior encuentra la dificultad del traspaso de todos los actuales trabajadores a una eventual planta y cargos de contrata, así como la disposición presupuestaria para ello.


En ese escenario y acogiendo lo requerido por los funcionarios de FONADIS, en el sentido de contar con un estatuto especial que rigiera su vinculación con el fondo, es que se realizó un proceso que concluyó con la indicación sustitutiva presentada por el ejecutivo en el mes de mayo del año pasado.


El criterio general del Ejecutivo al regular el régimen estatutario del personal del FONADIS fue no innovar en éste, manteniéndolos al igual que la ley N° 19.284, artículo 62, adscritos al Código del Trabajo y sus normas complementarias.


Sin perjuicio de lo anterior, y con el objeto de subsanar algunas problematicas concretas planteadas por los funcionarios, por vía indicación, se introdujeron normas especiales en algunas materias, desechando sólo aquellas que no se conciliaban con la definición de base destinada a mantener como régimen estatutario el Código del Trabajo.  En este contexto, la indicación en comento, avanzó en las siguientes materias.


1.- Sujeción del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad a las normas de probidad y a las disposiciones del Título III de  la LOC de Bases Generales de Administración del Estado.


2.- Sujeción a las normas de responsabilidad administrativa y regulación de la aplicación de medidas disciplinarias.


3.-  Establecimiento como regla general de selección del personal que será contratado en forma indefinida a través de concurso público.


4.- Explicitación de un sistema de evaluación de desempeño que será regulado mediante Decreto del Ministerio de Planificación.


5.- Facultad del Director del Servicio para aplicar las normas relativas a destinaciones, comisiones de servicios y cometidos funcionarios.  Facultando el pago de viáticos.


6.- Aplicación de las normas de subrogación establecidas en el Párrafo IV del Estatuto Administrativo.


7.- Facultad para que el personal del FONADIS se afilie a servicios de bienestar.


8.- Establecimiento de mecanismos que garanticen una mayor objetivización en la aplicación de la causal 161 del Código del Trabajo, al exigir de manera expresa que su aplicación debe fundarse en el buen, oportuno y eficiente  funcionamiento del Fondo.


9.- Explicación de que las resoluciones del Fondo están exentas del trámite de Toma de Razón por parte de la CGR.  Sin perjuicio de lo cual establece de manera expresa, como mecanismo de protección al personal del Fondo, la opción que tienen de reclamar ante CGR si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la ley sometida a votación.


10.- Adicionalmente, y como garantía expresa del reconocimiento de los años de servicio del personal de Fondo para efectos indemnizatorios, estableciéndose que el pago de los beneficios se postergará, cuando el cese se efectúe por causa que otorgue derecho a percibirlo, cuando opere el cese en el fondo que crea la ley en discusión.  En suma, se le computa el tiempo total de servicio en ambos fondos y se toma como base la remuneración percibida a la fecha del término del contrato.  Esta modalidad, protege adecuadamente los derechos funcionarios y es consistente a la establecida en el artículo final del Estatuto Administrativo para casos de similar naturaleza.


11.- Por último, se establece una norma de protección en orden a garantizar que el traspaso de un fondo a otro en caso alguno puede significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado. 


Respecto de la preocupación de la Comisión en el sentido que la nueva institucionalidad cuente con los recursos económicos suficientes para dar garantía que podrá cumplir con sus objetivos, he de señalar que se contempla que el Servicio Público en que se transforma el fondo en virtud del proyecto de ley actualmente en tramitación, contará una vez aprobada su existencia y nuevas competencias, órganos y funciones, con los recursos humanos y económicos necesarios para hacerles frente, lo anterior ha sido considerado y de ello da cuenta el informe financiero respectivo y que tendrá su concreción en el presupuesto correspondiente al año de su entrada en vigencia.


Asimismo, la Comisión tuvo a la vista un oficio del señor Director de Presupuestos, don Alberto Arenas, por el que da respuesta a Oficio N° 427/S de 2008, que en lo medular señala que la determinación del régimen laboral en la nueva institucionalidad para FONADIS, que contiene el citado proyecto, obedece a un análisis de la situación actual de sus trabajadores y del entorno del sector público en relación a organismos homologables afectos a similar normativa.


Agrega que, cabe señalar que, la normativa que se aplica a FONADIS, le ha permitido actuar con fluidez y no ha sido obstáculo para su gestión ni para el desarrollo de sus trabajadores, encontrándose en condiciones de afrontar en forma permanente y continua los desafíos que se le imponen.


La opción de mantener el régimen laboral por el que se rige la Institución, fue resuelta en un trabajo conjunto entre las autoridades y funcionarios.  Al efecto, para solucionar los alcances que éstos últimos plantearon durante la tramitación del proyecto, se incorporaron normas específicas complementarias al Código del Trabajo, que están contenidas en la última indicación presentada.


Finalmente, en relación a la disponibilidad de los recursos necesarios para el cumplimiento de los objetivos  del Fondo Nacional de la Discapacidad que se plantea en el Oficio de la referencia, éstos serán analizados anualmente durante la discusión de la ley de Presupuestos.  Al respecto existe un compromiso del Ejecutivo de contemplar los montos que le permitan a dicha institución cumplir satisfactoriamente sus objetivos.  Por otra parte, los mayores costos directos que significa este proyecto de ley, han sido debidamente provisionados.


Finalmente, el Honorable Senador señor Arancibia dejó expresa constancia que no concurrirá con su voto favorable respecto de la indicación en discusión, toda vez que, como lo ha manifestado anteriormente, su posición respecto de la materia es que los funcionarios de FONADIS sean funcionarios públicos y que, como tales, se rijan por el Estatuto Administrativo.


--Puesta en votación, la indicación N° 177 fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel y Ruiz-Esquide, y la abstención del Honorable Senador señor Arancibia.
ARTÍCULO 80


El artículo 80 de proyecto de ley aprobado en general por el Senado es el siguiente:


Artículo 80.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad.


Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó una indicación, signada con el número 177 a.- para agregar, a continuación de la expresión “de las personas con discapacidad”, lo siguiente: “, salvo los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales, y cuyo reglamento se encuentra fijado por medio del Decreto N° 223 de 2006, del Ministerio de Planificación, que regula el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad”.

--Puesta en votación, la indicación N° 177 a.- fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Longueira y Ruiz- Esquide.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

El artículo primero transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo primero.- Las disposiciones del artículo 24 deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. El Presidente de la República dictará, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley, las normas necesarias para que los canales de radiodifusión televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, incorporen programación con subtítulos ocultos u opcionales u otro mecanismo de comunicación audiovisual que posibilite su acceso por parte de las personas con discapacidad auditiva. El reglamento establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 25, 26 y 45 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 27, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 30 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.”.

- - -


Respecto de esta disposición recaen las indicaciones Nºs. 178, 178 a y 179. 


La indicación N° 178, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar, en el inciso primero, la frase “Las disposiciones del artículo 24” por “Las disposiciones de los incisos primero y segundo del artículo 24”.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 178, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 178 a, de Su Excelencia la Presidenta de la República es para reemplazar su inciso primero por el siguiente:



“Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 24 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.”.


-- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 178 a, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 179, del Honorable Senador señor Novoa, es para suprimir su inciso final.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 179, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO

El artículo tercero transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado dispone, a la letra:


“Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N°4, de 2003 y N°44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.”.


En relación a esta disposiciones fueron presentadas las indicaciones 180 y 181.


La indicación N° 180, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar los siguientes incisos nuevos:


“Para todos los efectos legales el Fondo Nacional de la Discapacidad  a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley. 


Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.”.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 180, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Longueira y Ruiz-Esquide.


La indicación N° 181, De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Coloma, propone agregar el siguiente inciso nuevo:


“Las exigencias establecidas en el artículo 46 deberán ser implementadas antes de transcurridos seis meses desde la publicación de esta ley, con excepción de su letra e), para cuyo cumplimiento el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley al Congreso dentro del mismo plazo.”.

--La indicación N° 181 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

- - -


La indicación N° 182, del Honorable Senador señor Bianchi, propone intercalar, a continuación del artículo tercero transitorio, el siguiente, nuevo:


“Artículo...- La obligación impuesta por el artículo 48 de esta ley deberá hacerse efectiva a más tardar dentro de un año, contado desde su publicación.”.

--La indicación N° 182 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en N° 2° del inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental.

- - -

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


El artículo cuarto transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad actualmente a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Ese servicio traspasará al Fondo Nacional de la Discapacidad las bases de datos que constituyen actualmente ese registro, con todos los antecedentes que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez o los solicitantes le hubieren proporcionado. Asimismo, la transferencia incluirá los soportes electrónicos y otros elementos o recursos necesarios que fueren imprescindibles para la continuidad del registro.”.


Respecto a esta disposición, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó una indicación, signada con el N° 183, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N°  19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.”.



--En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 183, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Longueira y Ruiz-Esquide.
- - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

° ° °

Artículo 2°, nuevo


--Intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente, nuevo:


“Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país, según lo establecido en el artículo 60, letra d.”. (Indicación N° 2, con modificaciones) (Unanimidad, 5x0). 

° ° °

Artículo 2°

(Pasa a ser artículo 3°)


-- Intercalar, en la letra d) del inciso segundo, entre “medio ambiente,” y “natural”, lo siguiente: “social,”. (Indicación N° 3, con modificaciones) (Unanimidad, 5x0).

Artículo 3°

(Pasa a ser artículo 4°, sin modificaciones)

Artículo 4°

(Pasa a ser artículo 5°)


--Sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 5º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno material e inmaterial, económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, psíquica, intelectual o sensorial, temporal y permanente, puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás.”. (Indicación N° 7, con modificaciones y artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (5x0). 

Artículo 5°

(Pasa a ser artículo 6°)

letra a)


--Intercalar, a continuación de la palabra “exclusión”, lo siguiente: “, segregación”. (Indicación N° 9) (Unanimidad, 5x0).

letra d)


--Sustituir el término “Cuidador” por lo siguiente: “Cuidador y guardador”. (Artículo 121) (Unanimidad) (5x0).

letra e)


--Intercalar, a continuación del vocablo “mental”, lo siguiente “, intelectual”. (Indicación N° 11, con modificaciones). (Unanimidad) (5x0).

Artículos 6° y 7°

(Pasan a ser artículos 7° y 8°, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 8°

(Pasa a ser artículo 9°)


--Reemplazar, en su segunda oración, la palabra “adoptarán” por “adoptará”. (Indicación N° 19, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).

Artículo 9°

(Pasa a ser artículo 10, sin modificaciones)

Artículo 10

(Pasa a ser artículo 11)


--En el inciso primero, sustituir los términos “por causa mental”, por lo siguiente: “mental, por causa psíquica o intelectual,”. (Indicación N° 21, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).


--En el inciso segundo, sustituir los términos “por causa mental”, por lo siguiente: “mental, por causa psíquica o intelectual,”. (Indicación N° 24, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).

Artículo 11

(Pasa a ser artículo 12, sin modificaciones)

Artículo 12

(Pasa a ser artículo 13)


--Sustituir, en la primera oración de su inciso tercero, la frase “y un educador especial o diferencial o un terapeuta ocupacional según el caso”, por la siguiente: “y un educador especial o diferencial, un kinesiólogo o un terapeuta ocupacional, según el caso”. (Indicación N° 25, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).

Artículos 13, 14 y 15

(Pasan a ser artículos 14, 15 y 16, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 16

(Pasa a ser artículo 17)


--Sustituir “Registro Nacional de Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”. (Indicación N° 134 a, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 17

(Pasa a ser artículo 18)


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 18.- La prevención de las discapacidades, la rehabilitación e inclusión constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención, rehabilitación e inclusión por medio de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones, las cuales no cesarán, independiente de la edad, mientras la persona requiera ayuda para su plena inclusión.”. (Indicaciones N°s 27, 28 y 29, aprobadas con modificaciones) (27: Mayoría, 4 a favor y 1 abstención; 28 y 29, unanimidad, 5x0).

Artículo 18

(Pasa a ser artículo 19, sin modificaciones)

Artículo 19

(Pasa a ser artículo 20)


--En el inciso primero, sustituir la frase “accidentes viales y laborales” por “accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo”. (Indicación N° 33) (Unanimidad) (4x0).


--Sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que puedan causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio de este derecho.”. (Indicaciones N°s 34 y 35) (Unanimidad) (4x0).

Artículos 20, 21 y 22

(Pasan a ser artículos 21, 22 y 23, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 23

(Pasa a ser artículo 24)


--Sustituir los términos “mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección”, por lo siguiente: “criterios, mecanismos, procedimientos y prácticas de selección”. (Artículo 121) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 24

(Pasa a ser artículo 25)


-Agregar, al final del inciso primero, a continuación de “acceso a su programación”, lo siguiente: “en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno”. (Indicación N° 49 a) (Unanimidad, 3x0).

Artículo 25

(Pasa a ser artículo 26)


--Suprimir su segunda oración. (Indicación N° 54) (Unanimidad, 4x0).

Artículo 26

(Pasa a ser artículo 27, sin modificaciones )

Artículo 27

(Pasa a ser artículo 28)


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 28.- Toda nueva edificación colectiva, y las edificaciones colectivas existentes, todo edificio de uso público, todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, y toda obra de infraestructura que ejecute o haya ejecutado el Estado, así como los accesos a todos los medios de transporte público de pasajeros, y a los bienes nacionales de uso público correspondientes a vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, y los bordes costeros, y de lagos y ríos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas de conformidad a la normativa vigente.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las edificaciones existentes y las obras existentes en los bienes nacionales de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. 


La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local según lo establecido en el inciso precedente.”. (Indicación N° 63) (Unanimidad, 4x0) y (Artículo 121) (Unanimidad, 4x0).

Artículo 28

(Pasa a ser artículo 29)


--Suprimir, en su inciso primero, la expresión “habitual y”. (Indicación N° 70) (Unanimidad, 5x0).


--Agregar, al final del inciso segundo, la siguiente oración: “Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.”. (Indicación N° 71, con modificaciones) (Mayoría, 3x2).

Artículo 29

(Pasa a ser artículo 30)


--Sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.”. (Indicación N° 73, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).


--Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, en caso de que exista un procedimiento de licitación referido a los medios de transporte señalados en este artículo, quienes postulen, deberán incluir tales requerimientos.”. (Indicación N° 77) (Unanimidad, 5x0).

Artículo 30

(Pasa a ser artículo 31)


--Intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de la palabra “industrial” lo siguiente: “o comercial”. (Indicación N° 78) (Unanimidad, 5x0).


--Suprimir de su inciso tercero lo siguiente: “La administración de estos establecimientos será solidariamente responsable por el uso indebido de los estacionamientos para personas con discapacidad.”. (Indicaciones N° 80 y 81) (Unanimidad, 5x0).


--Sustituir la oración final del inciso tercero por la siguiente: “Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta, Símbolo Internacional de Discapacidad y similares) y la credencial de discapacidad, en los mismos términos establecido en la Ley del Tránsito.”. (Indicación N° 83, con modificaciones) (Unanimidad, 5x0).

° ° °


--Intercalar, a continuación del artículo 30, que pasa a ser artículo 31, los siguientes artículos, nuevos.


“Artículo 31 A.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille del nombre de dichos productos y su fecha de vencimiento. (Indicación N° 86 A, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 32.- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios especiales para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.


En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.”. (Indicación N° 84) (Unanimidad, 5x0).
° ° °

Párrafo 2°

De los perros de asistencia para personas con discapacidad


--Suprimirlo, con sus artículos 31 a 36. (Indicación N° 86) (Unanimidad, 5x0).

Párrafo 3°

De la educación y de la inclusión escolar
(Pasa a ser Párrafo 2°)

Artículo 37

(Pasa a ser artículo 33)


--Agregar el siguiente inciso nuevo:


“Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.”. (Indicación N° 91, con modificaciones). (Unanimidad) (5x0). 

Artículo 38

(Pasa a ser artículo 34 )


--Intercalar, a continuación de la expresión “de asegurar”, lo siguiente: “, de acuerdo a la normativa vigente,”. (Indicación N° 92) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 39

(Pasa a ser artículo 35, sin modificaciones)

Artículo 40

(Pasa a ser artículo 36)


--Reemplazar lo siguiente: “La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos”, por: “La necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos”. (Indicación N° 99, con modificaciones) (Unanimidad) ( 5x0).

Artículos 41

(Pasa a ser artículo 37)


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la inclusión de personas que presenten necesidades especiales.”. (Indicación N° 100, con modificaciones) (Unanimidad) (5x0).

Artículo 42

(Pasa a ser artículo 38, sin modificaciones)

Artículo 43

(Pasa a ser artículo 39)


--Sustituir la expresión “les proporcionará” por la palabra “asegurará”. (Indicación N° 105) (Unanimidad, 3x0).

Artículos 44 y 45

(Pasan a ser artículos 40 y 41, respectivamente, sin modificaciones)

Párrafo 4°

De la capacitación e inserción laboral

(Pasa a ser párrafo 3°)

Artículo 46

(Pasa a ser artículo 42)


--Sustituir, en su encabezamiento, las palabras “integración e inclusión” por la frase “inclusión y no discriminación”. (Indicación N° 108, con modificaciones) (Unanimidad) (4x0).


-- Intercalar, en la letra e), a continuación de la palabra “tributarios” los términos “y contractuales”. (Indicación N° 112, con modificaciones) (Unanimidad) (4x0).

Artículo 47

(Pasa a ser artículo 43, sin modificaciones)

Artículo 48

(Pasa a ser artículo 44 )


--Sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.”. (Indicación N° 115, con modificaciones) (Unanimidad) (4x0).


--Agregar el siguiente inciso final nuevo:


“En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.”. (Indicación N° 117, con modificaciones). (Unanimidad) (3x0).

Artículo 49

(Pasa a ser artículo 45)


--Reemplazar la frase “la evaluación de sus capacidades reales de la persona” por “la evaluación de las capacidades reales de la persona”. (Indicación N° 120) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 50

(Pasa a ser artículo 46, sin modificaciones)

Párrafo 5°

De las exenciones arancelarias

(Pasa a ser párrafo 4°)

Artículo 51

(Pasa a ser artículo 47)


--Sustituir, en su inciso primero, la frase “representado por sus cuidadores o guardadores” por: “representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales”. (Indicación N° 121, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 52

(Pasa a ser artículo 48, sin modificaciones)

Artículo 53

(Pasa a ser artículo 49)


--Para sustituir “las personas con discapacidad, o representados por”, por lo siguiente: “las personas con discapacidad, por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por”. (Indicación N° 128, modificaciones)(Unanimidad) (3x0).

Artículo 54

(Pasa a ser artículo 50)


--Sustituir, en el inciso primero, la frase “Los bienes importados bajo esta franquicia” por “Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo”. (Indicación N° 131) (Unanimidad) (3x0).


--Agregar, en su inciso segundo, después de la frase final “otra persona con discapacidad”, lo siguiente: “o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad”. (Indicación N° 132) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 55 y 56

(Pasan a ser artículos 51 y 52, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 57

(Pasan a ser artículo 53, 

con una modificación interna de referencia al artículo 55, que pasa a ser artículo 51)

Artículo 58

(Pasa a ser artículo 54)


--Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”. (Indicación N° 134 a) (Unanimidad) (3x0).


--Sustituir, en su inciso segundo, la expresión “el Ministerio de Planificación” por “los Ministerios de Justicia y de Planificación”. (Indicación N° 134 a) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 59

(Pasa a ser artículo 55, sin modificaciones)

Artículo 60

(Pasa a ser artículo 56)


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 56.- Sin perjuicio de la normas administrativas y penales, toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.”. (Indicación N° 144, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

Artículo 61


--Eliminarlo (Indicación 145 a) (Unanimidad, 3x0).

Artículo 62

(Pasa a ser artículo 57, con una modificación interna de referencia al artículo 60, que pasa a ser artículo 56)

Artículos 63

(Pasa a ser artículos 58, sin modificaciones)

Artículo 64

(Pasa a ser artículo 59)


--Intercalar, a continuación de la palabra “descentralizado”, la frase “y desconcentrado territorialmente”. (Indicación N° 147) (Unanimidad) (4x0).

Artículo 65

(Pasa a ser artículo 60)
letra b)


-Agregar, a continuación de la palabra “discapacidad”, lo siguiente: “y de las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad, que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y siempre que vayan en beneficio de personas con discapacidad.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (4x0).

letra i)


--Sustituirla por la siguiente:


“i) Realizar estudios sobre discapacidad o contratar los que estime necesarios para el cumplimiento de su finalidad, y”. (Indicación N° 153 a) (Unanimidad) (3x0).

Artículos 66, 67 y 68

(Pasan a ser artículos 61, 62 y 63, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 69

Pasa a ser artículo 64.


-- Sustituir la referencia al “artículo 65” por otra al “artículo 61”.
Artículo 70

(Pasa a ser artículos 65, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 71

(Pasa a ser artículo 66)


--Intercalar, a continuación de la letra b), las siguientes nuevas, modificándose el deletreo correlativo de los demás literales:


“c) Dirigir, organizar y administrar el Fondo, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;


d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;”. (Indicación N° 162) (En lo relativo a la letra c, unanimidad, 3x0; respecto de la letra d, mayoría, 2 a favor y 1 abstención).

Artículo 72

(Pasa a ser artículo 67)


--Suprimir, en su inciso primero, la frase “los objetivos y las políticas que fije el Consejo y”. (Indicación N° 166) (Unanimidad, 3x0).

Artículo 73

(Pasa a ser 68) 


--Intercalar, en la letra f) del inciso primero, a continuación de la palabra “región”, la frase “, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional,”. (Indicación N° 169) (Mayoría, dos votos a favor y una abstención)

Artículo 74

(Pasa a ser artículo 69, sin enmiendas)

Artículo 75


--Suprimirlo. (Indicación N° 172) (Mayoría, 2x1).

Artículo 76


--Suprimirlo. (Indicación N° 175) (Mayoría, 2x1).

Artículo 77

(Pasa a ser artículo 70, sin enmiendas)

Artículos 78 y 79


--Sustituirlos por los artículos nuevos siguientes:


“Artículo 71.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.


Artículo 72.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


Artículo 73.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.


La contratación del personal que se desempeñe en el Fondo Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.


Artículo 74.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.


Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.


Artículo 75.- El Director Nacional del Fondo, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al decreto supremo 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.


Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 76.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Fondo, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.


Artículo 77.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Fondo Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.


Artículo 78.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 79.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:


a) Censura;


b) Multa, y


c) Remoción.


Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.


La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.


Artículo 80.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.


Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Fondo y deberá ser siempre  fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Fondo. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.


Artículo 81.- Las resoluciones del Fondo Nacional de la Discapacidad  relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Fondo Nacional de la  Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.”. (Indicación N° 177) (Mayoría, 2x1).

Artículo  80

(Pasa a ser artículo 82)


--Agregar, a continuación de la expresión “de las personas con discapacidad”, lo siguiente: “, salvo los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales, y cuyo reglamento se encuentra fijado por medio del Decreto N° 223 de 2006, del Ministerio de Planificación, que regula el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad”. (Indicación N° 177 a) (Unanimidad, 4x0).
Disposiciones transitorias
Artículo primero 


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 25 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 26, 27 y 41 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 28, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 31 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.”. (Indicación N° 178 a, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

Artículo tercero


--Agregar los siguientes incisos nuevos:


“Para todos los efectos legales el Fondo Nacional de la Discapacidad  a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley. 


Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.”. (Indicación N° 180) (Unanimidad, 4x0).

Artículo cuarto 


-Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 54 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N°  19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.”. (Indicación N° 180) (Unanimidad, 4x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título preliminar

Objeto, principios y definiciones


Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.


Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país, según lo establecido en el artículo 60, letra d.


Artículo 3º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.


e) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


f) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.


Artículo 4º.- Es deber del Estado garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades. Las personas con discapacidad disfrutarán, en condiciones de igualdad, de todos los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico. 


El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.


Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de preferencia el grado de la discapacidad.


Artículo 5º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno material e inmaterial, económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, psíquica, intelectual o sensorial, temporal y permanente, puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


Un reglamento de los ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. 


Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios e instrumentos no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen  las personas con discapacidad, al entrar en vigencia esta ley.


Artículo 6º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador y guardador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.

TITULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades


Artículo 7º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral,  económica, cultural y social.


Artículo 8º.- Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.


Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.


Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.


Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad


Artículo 9º.- El Estado promoverá el ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su condición de género y discapacidad.


Artículo 10.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a los niños y niñas con discapacidad el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás niños, en especial, a vivir en un entorno familiar, a la salud, a la educación, a las oportunidades de recreación y a desarrollar sus capacidades y aptitudes en la máxima medida posible.


En toda actividad relacionada con niños y niñas con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.


Los niños y niñas, menores de 6 años, tienen derecho a recibir del Estado atención temprana a las necesidades que presenten por causa de trastornos del desarrollo o déficit de salud que puedan derivar en discapacidad o agravar la ya existente.


Artículo 11.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a las personas con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás, en especial lo referente a su dignidad, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su discapacidad.


La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad por causa mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.


Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas  en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios, los que se entregarán en forma equitativa, sin perjuicio de la contribución que puedan efectuar de acuerdo a su capacidad económica, tipo de servicio y costo del mismo. 


La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad


Artículo 13.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 


El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial, un kinesiólogo o un terapeuta ocupacional, según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 


La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.


Artículo 14.- Los criterios uniformes y procedimientos de calificación de la discapacidad, se contendrán en un reglamento de los ministerios de Salud y de Planificación, los que deberán fundarse en las normas e instrumentos contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. El Ministerio de Salud podrá establecer, mediante resolución,  protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar estos criterios uniformes.


La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla.


La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.


Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.


Artículo 15.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean éstos públicos o privados, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.


Artículo 16.- Las personas que se encuentren en proceso de calificación o de recalificación, deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 


En el evento de que por inactividad del interesado se paralice por más de treinta días el procedimiento por él iniciado, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva podrá apercibirlo para que efectúe las diligencias de su cargo dentro del plazo de treinta días hábiles, bajo pena de declarar el abandono del procedimiento.


Contra la resolución definitiva que emita la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los interesados podrán interponer reclamación administrativa de conformidad con la ley.


Artículo 17.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Servicio de Registro Civil e Identificación, para su inscripción.

TITULO III

Prevención y Rehabilitación


Artículo 18.- La prevención de las discapacidades, la rehabilitación e inclusión constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención, rehabilitación e inclusión por medio de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones, las cuales no cesarán, independiente de la edad, mientras la persona requiera ayuda para su plena inclusión.

Párrafo 1°

Prevención


Artículo 19.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Artículo 20.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes, falta de acceso a los servicios de salud o estrés.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que puedan causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio de este derecho.

Párrafo 2°

Rehabilitación


Artículo 21.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Toda persona tiene derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación, y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.


Artículo 22.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación integral.


Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TITULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad


Artículo 23.- El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.


Artículo 24.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los criterios, mecanismos, procedimientos y prácticas de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos. 


Artículo 25.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.

Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.


Artículo 26.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. 


Artículo 27.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.


Artículo 28.- Toda nueva edificación colectiva, y las edificaciones colectivas existentes, todo edificio de uso público, todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, y toda obra de infraestructura que ejecute o haya ejecutado el Estado, así como los accesos a todos los medios de transporte público de pasajeros, y a los bienes nacionales de uso público correspondientes a vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, y los bordes costeros, y de lagos y ríos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas de conformidad a la normativa vigente.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las edificaciones existentes y las obras existentes en los bienes nacionales de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. 


La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local según lo establecido en el inciso precedente.


Artículo 29.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad. Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.

Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte colectivo, sean estos aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o incentivar las habilitaciones y adecuaciones que se requieran para el acceso expedito y seguro de esas personas a todo medio de transporte y a la infraestructura de apoyo, tales como paraderos, estaciones de intercambio modal, terminales, aeropuertos, estaciones de trenes urbanos y suburbanos, superficiales o subterráneos, embarcaderos, funiculares o ascensores verticales, entre otros.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.


Todos los medios de transporte colectivo, aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, deberán asegurar la accesibilidad de los pasajeros con discapacidad y contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte que deberá ser suscrito por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación. 


Con todo, en caso de que exista un procedimiento de licitación referido a los medios de transporte señalados en este artículo, quienes postulen, deberán incluir tales requerimientos.


Artículo 31.- Las edificaciones con destino industrial o comercial, toda edificación de uso público y los espacios de uso público, que requieran estacionamientos para vehículos, deberán contar con un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.


El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando a las autoridades competentes, a los vehículos infractores. Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta, Símbolo Internacional de Discapacidad y similares) y la credencial de discapacidad, en los mismos términos establecido en la Ley del Tránsito.


Artículo 31 A.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille del nombre de dichos productos y su fecha de vencimiento.


Artículo 32.- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios especiales para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.


En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.

Párrafo 2°
De la educación y de la inclusión escolar


Artículo 33.- El Estado garantizara el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial, según corresponda.


Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.


Artículo 34.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar, de acuerdo a la normativa vigente, aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.


Artículo 35.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.


Artículo 36.- La necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 5° de esta ley.


Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la inclusión de personas que presenten necesidades especiales.


Artículo 38.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso e ingreso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


Asimismo, las instituciones de educación superior, deberán incorporar en las mallas curriculares de todas sus carreras, materias relacionadas con la discapacidad.


Artículo 39.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación asegurará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.


Artículo 40.- El Ministerio de Educación, establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que a consecuencia de su discapacidad no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.


Artículo 41.- Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por  las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Párrafo 3°

De la capacitación e inserción laboral


Artículo 42.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la inclusión y no discriminación laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios  laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobado o divulgado por la Organización Internacional del Trabajo. 


e) Crear instrumentos tributarios y contractuales que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes.


Artículo 43.- El Estado desarrollará planes, programas e incentivos que tendrán por finalidad favorecer la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.


Artículo 44.- La Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, reservarán preferentemente cupos, en igualdad de condiciones y mérito, a personas con discapacidad.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.


En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.


Artículo 45.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de las capacidades reales de la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses. 


Artículo 46.- Las personas con discapacidad podrán celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo, sin limitación de edad.

Párrafo 4°
De las exenciones arancelarias


Artículo 47.- Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados, que para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad.  El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo permanecerán por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Los valores máximos establecidos en el presente artículo se actualizarán anualmente.


Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.


Artículo 48.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios  para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, y.


i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Fondo Nacional de la Discapacidad.


Artículo 49.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por sus cuidadores o guardadores, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.


Artículo 50.- Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad.


Artículo 51.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de  sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.


Artículo 52.- Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.


Artículo 53.- Todo aquél que solicite u obtenga indebidamente los beneficios tributarios y arancelarios de que trata este párrafo, proporcionando antecedentes falsos o que transgreda lo dispuesto en el artículo 51 precedente, incurrirá en los delitos establecidos en los artículos 168 de la Ordenanza de Aduanas y el 97 N° 25 del Código Tributario.

TITULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad


Artículo 54.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por los Ministerios de Justicia y de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.


Artículo 55.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas con discapacidad que lo soliciten, previamente certificadas por la COMPIN;


c) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


d) Inscribir a las personas jurídicas que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal;


e) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


f) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.

Título VI

Acciones Especiales


Artículo 56.- Sin perjuicio de la normas administrativas y penales, toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Artículo 57.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 56 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas de accesibilidad ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.


Artículo 58.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.


Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal velará por que se utilicen medios idóneos que les permitan comunicarse de manera clara y transparente, y acceder a los antecedentes del proceso de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.


En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.

TITULO VII

Del Fondo Nacional de la Discapacidad


Artículo 59.- El Fondo Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, tiene por finalidad promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.


Artículo 60.- El Fondo Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación, su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y, podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.


Sus funciones serán las siguientes:


a) Ejecutar políticas, planes y programas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover su plena inclusión; 


b) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad y de las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad, que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y siempre que vayan en beneficio de personas con discapacidad; 

c) Financiar, total o parcialmente, la adquisición de elementos, implementos o servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal;


d) Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad;


e) Ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad; 


f) Ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;


g) Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;


h) Fomentar prácticas y criterios de inclusión de las personas con discapacidad;


i) Realizar estudios sobre discapacidad o contratar los que estime necesarios para el cumplimiento de su finalidad, y


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en toda causa en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.


El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en un Consejo, una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y direcciones regionales en cada región del país. 


Artículo 61.- El Consejo es un órgano colegiado que tendrá las funciones consultivas y resolutivas que señale esta ley. Este Consejo deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de equiparación de oportunidades y de inclusión política, económica, social y cultural de las personas con discapacidad.


El Consejo se integrará como sigue:


a) El Ministro de Planificación, o su representante, quien lo presidirá y dirimirá los empates;


b) Los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, Servicio Nacional de la Mujer, Consejo Nacional de la Cultura y del Instituto Nacional del Deporte, o sus representantes;


c) Cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no  persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional.


d) Un representante del sector empresarial;


e) Un representante de organizaciones de trabajadores;


f) Dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad, y

g) El Director Nacional del FONADIS, quien tendrá derecho a voz y será su ministro de fe.


Los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales y, los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el reglamento.  Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.


Artículo 62.-  Son derechos de los consejeros:


a) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz y voto, y


b) Acceder en forma completa y oportuna a los antecedentes necesarios para el desempeño de sus funciones con antelación a la celebración de cada sesión del Consejo y, en su caso, a aquellos concernientes al comité respectivo.


Artículo 63.- Son obligaciones de los consejeros:


a) Asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo.


b) Integrar periódicamente los comités que se designen.


c) Contribuir  a la formación de la voluntad del Consejo.


d) Inhabilitarse de conocer asuntos respecto de los tengan un interés directo.


Artículo 64.- Son causales de cesación en el cargo de consejero designado de conformidad con las letras c), d), e) y f), del artículo 61, las siguientes:


a) Expiración del plazo de su designación. Los Consejeros cesarán en sus funciones por el sólo ministerio de la ley una vez expirado el período para el cual fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Ser condenado por delito que merezca pena aflictiva.


d) Inasistencia injustificada a tres sesiones continuas o cuatro sesiones discontinuas dentro de un año calendario. 


e) Actuar a nombre o en representación del Consejo o de FONADIS, sin estar facultado para ello. 


f) Faltar a la probidad en el ejercicio de su cargo.


Si un consejero incurriere en una causal de cesación del cargo, por acuerdo de dos terceras partes del Consejo y a través del Ministro de Planificación, se harán llegar los antecedentes al Presidente de la República, quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate.


Artículo 65.- Corresponderá al Consejo:


a) Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley y el reglamento;


b) Solicitar de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;


c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fondo Nacional de la Discapacidad;


d) Resolver y adjudicar los concursos de proyectos;


e) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo, y


f) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c), d) y e), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá, a lo menos, los quórum necesarios para sesionar y adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.


Artículo 66.- La dirección y administración del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


b) Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha del Fondo Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;


c) Dirigir, organizar y administrar el Fondo, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;


d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;


e) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


f) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Fondo; 


g) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Fondo Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


i) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y


j) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


Artículo 67.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;


e) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 68.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional, y,


g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 69.- El patrimonio del Fondo Nacional de la Discapacidad estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Fondo Nacional de la Discapacidad o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte, en todo caso con beneficio de inventario. Las donaciones a que se refiere este número estarán exentas del trámite de insinuación;


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos y, 


e) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados. 


Artículo 70.- Para la asignación y financiamiento de los servicios y ayudas técnicas que requieran los niños y niñas menores de seis años, será suficiente la determinación diagnóstica del médico tratante y la presentación de un plan de tratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados y debidamente fundados, el Fondo Nacional de la Discapacidad podrá requerir al solicitante otros antecedentes, diagnósticos o información adicional.


Artículo 71.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.


Artículo 72.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


Artículo 73.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.


La contratación del personal que se desempeñe en el Fondo Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.


Artículo 74.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.


Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.


Artículo 75.- El Director Nacional del Fondo, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley  N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al decreto supremo N° 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.


Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 76.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Fondo, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.


Artículo 77.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Fondo Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.


Artículo 78.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 79.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:


a) Censura;


b) Multa, y


c) Remoción.


Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.


La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.


Artículo 80.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.


Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Fondo y deberá ser siempre  fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Fondo. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.


Artículo 81.- Las resoluciones del Fondo Nacional de la Discapacidad  relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Fondo Nacional de la  Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.


Artículo 82.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, salvo los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales, y cuyo reglamento se encuentra fijado por medio del Decreto N° 223 de 2006, del Ministerio de Planificación, que regula el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 25 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 26, 27 y 41 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 28, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 31 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.


Artículo segundo.- Agrégase en el artículo 154 Nº 7 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “sexo de los trabajadores”, una coma (,) seguida de la frase “y a los ajustes necesarios y servicios de apoyo que permitan al trabajador con discapacidad un desempeño laboral adecuado”.


Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N° 4, de 2003 y N° 44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.


Para todos los efectos legales el Fondo Nacional de la Discapacidad  a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley. 


Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.


Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 54 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N° 19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.


Artículo quinto.- Todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas el 11 de marzo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavin (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara; los días 17 de junio, 1 y 8 de julio, 6 de octubre, 14 y 18 de noviembre y 9 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Guido Girardi Lavin, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente accidental en la sesión de 2 de diciembre), Carlos Ominami Pascual (Juan Pablo Letelier Morel) y Mariano Ruiz-Esquide Jara; y los días 1 y 7 de abril de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Jorge Arancibia Reyes (Pablo Longueira Montes) Guido Girardi Lavin, Carlos Ignacio Kuschel Silva y  Carlos Ominami Pascual.
- - -


Sala de la Comisión, a 24 de abril de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión

16

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.284, QUE ESTABLECE NORMAS PARA PLENA INTEGRACIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(3875-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, con una urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Planificación, la Ministra, señora Paula Quintana; el Subsecretario, señor Eduardo Abedrapo, los Asesores Legislativos, señora María Eugenia Mella, señor Alvaro Durán, señor José Muñoz y señor Roberto Godoy; del Fondo Nacional de la Discapacidad (FONADIS), el Secretario Ejecutivo, señor Roberto Cerri; la Jefa de la División Jurídica, señora Luisa Revetria, y el Asesor de la División Jurídica, señor Víctor Flores.
Del Ministerio de Hacienda, el Asesor, señor Adrián Fuentes, y de la Dirección de Presupuestos de dicho Ministerio, la Asesora, señora Silvia Sieber, y la abogada, señora Macarena Lobos.

Del Instituto Libertad, la Directora del Programa Económico Social, señora Alejandra Candia.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Salud, haciendo presente que los artículos 60, 61, 65, 66 y 67 que allí se mencionan, pasan a ser 60, 61, 62, 63, 65 y 66, y los artículos 72, 79, 81 y 82, pasan a ser 71, 78, 80 y 81, respectivamente.
Asimismo, cabe dejar constancia que en el artículo 44 se agrega el Congreso Nacional entre las instituciones en que se establece un modo diferente para el ingreso del personal.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




La Comisión aprobó las indicaciones números 25 bis, 78 bis, 84, 114 bis, 147 bis, 177 y 177 bis  con modificaciones.
Asimismo, aprobó las indicaciones números 1 bis, 2 bis, 3 bis, 4 bis, 6 bis, 9 bis, 14 bis, 19 bis, 20 bis, 24 bis, 27 bis, 32 bis, 36 bis, 40 bis, 43 bis, 57 bis, 68 bis, 72 bis, 90 bis, 93 bis, 97 bis, 100 bis, 102 bis, 106 bis, 107 bis, 113 bis, 119 bis, 121 bis, 127 bis, 128 bis, 131, 132, 133 bis, 133 ter, 136 bis, 146 bis, 146 ter y 146 quáter, 149 bis, 156 bis, 158 bis, 158 ter, 159 bis,160 bis, 161 bis, 166 bis, 167 bis, 170 bis, 170 ter, 177 A, 178 bis, 180 bis y 183 bis, sin modificaciones.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Salud.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY
Asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.

- - -

DISCUSIÓN 

Durante el debate del proyecto, la unanimidad de los miembros de la Comisión expresó a los representantes del Ejecutivo su preocupación por la excesiva amplitud de las disposiciones discutidas, debido a que se pueden prestar a interpretaciones extensivas, por ejemplo, para que se produzca un aumento injustificado de demandas contra el Estado o miembros de las familias de los afectados por algún tipo de discapacidad, en relación con los deberes relativos a prevención y rehabilitación, por lo que estando de acuerdo con la iniciativa legal, se le planteó al Ejecutivo la posibilidad de efectuar ajustes a la misma.

El Subsecretario de Planificación, señor Abedrapo, agradeció la disposición de la Comisión y manifestó estar dispuesto a hacer las modificaciones necesarias para precisar las referidas normas, de modo de perfeccionarlas y lograr el despacho de la iniciativa legal.

Abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo ingresó 55 indicaciones con fecha 13 de octubre de 2009, que son fruto del acuerdo alcanzado a partir de la discusión efectuada en la Comisión, y que se refieren a disposiciones que abarcan toda la iniciativa legal.
En la siguiente sesión, la Ministra, señora Quintana, expuso, en relación con las indicaciones presentadas, que desde la última sesión de la Comisión se conformó un equipo técnico con representantes del Ministerio, del Fondo Nacional de la Discapacidad y de centros de estudios, para analizar las observaciones formuladas durante el debate desarrollado en la Comisión, análisis que concluyó con la presentación de las referidas indicaciones, las que se refieren, principalmente, al carácter excesivamente amplio de ciertas redacciones y definiciones.

Señaló, respecto del contenido de las mismas, que se plantea modificar el nombre del proyecto de ley, se perfecciona las normas para el diseño de políticas públicas para las personas con discapacidad, se modifica el concepto de persona con discapacidad y sobre qué se entiende por grupos especialmente vulnerables, destacando a los niños, mujeres y personas con discapacidad mental.

Continuó indicando que se soluciona la falta de delimitación sobre la calificación y certificación de la discapacidad, se precisa el rol del Estado en materias de prevención de los factores de riesgo de discapacidad, se incorporan normas para hacer efectiva la oferta pública de los servicios orientados a las personas con discapacidad, se perfeccionan las normas sobre accesibilidad a las edificaciones y a los medios de transporte público de pasajeros. Asimismo, expresó que se mejoran las normas sobre educación e inclusión social para las personas con discapacidad, y las de inserción laboral, capacitación y previsión social.

Manifestó que se incluyeron las observaciones de la Comisión sobre las exenciones arancelarias y se mejoraron las normas aplicables al Registro Nacional de la Discapacidad. Además, planteó que se aborda la nueva institucionalidad con la creación de un Comité de Ministros para coordinar los programas para las personas con discapacidad y se crea el Servicio Nacional de la Discapacidad para elaborar y ejecutar los planes de acción y la política nacional que favorezca a las personas con discapacidad. El mencionado Servicio se organiza con una Dirección y una Subdirección Nacional, además de contemplar direcciones regionales en todo el país, y se crea un Consejo Consultivo de la Discapacidad conformado con representantes de organizaciones sociales, de trabajadores, del empresariado y de instituciones que trabajan para personas con discapacidad. Agregó que no se altera la calidad en la que se encuentra contratado el personal que labora actualmente en el Fondo Nacional de la Discapacidad, que lo hace regulado por el Código del Trabajo, cuestión que fue concordada con los mismos funcionarios.  

El Honorable Senador señor García consultó si todos los funcionarios, incluyendo los directivos, quedan regidos por el Código del Trabajo.

La Ministra, señora Quintana, expresó que todos los funcionarios se rigen por el Código del Trabajo, y los directivos están sujetos al Sistema de Alta Dirección Pública, además de contemplarse la posibilidad de contratar en base a honorarios en caso del cumplimiento de funciones específicas y esporádicas.
---

A continuación, se reseñan de manera sumaria las disposiciones que conoció la Comisión y las indicaciones recaídas en ellas:
La indicación Nº 1 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir el epígrafe del proyecto de ley por el siguiente:

“proyecto de ley que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 1 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

---

Artículo 2º

(Nuevo, introducido por la Comisión de Salud).

Dispone que para el cumplimiento del objeto de la ley, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país, según lo establecido en el artículo 60, letra d.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 2 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la frase “, según lo establecido en el artículo 60, letra d”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó la razón de eliminar la referencia al artículo 60 letra d).
La Ministra, señora Quintana, manifestó que se debe a una adecuación de redacción.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 2 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 3º

(Artículo 2º del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 3º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.


e) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


f) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.”.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 3 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar, en su inciso segundo, la letra d), pasando las actuales letras e) y f) a ser letras d) y e), respectivamente.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó la razón de eliminar la letra d).
El Asesor del Ministerio de Planificación, señor Godoy, señaló que el objetivo es sacar la definición de entorno de los principios que informan la materia y llevarla al artículo 6º que contempla las definiciones de carácter funcional.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 3 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 4º

(Artículo 3º del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 3°.- Es deber del Estado garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades. Las personas con discapacidad disfrutarán, en condiciones de igualdad, de todos los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico. 


El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.


Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de preferencia el grado de la discapacidad.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si siempre se garantiza el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades cuando se legisla sobre la materia, porque existen diversos tipos de discapacidad que a veces hacen imposible el cumplimiento de la referida garantía. 

El Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad (FONADIS), señor Cerri, señaló que, de acuerdo a la Convención Internacional sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, la discapacidad se genera en la relación de la persona con el medio, y se coloca la mencionada garantía con el objetivo de modificar el medio donde se desarrolla la vida de la persona.

El Honorable Senador señor García planteó que la norma en discusión es declarativa y recoge lo establecido en la Constitución, y lo que le preocupa es que si no se asignan los recursos necesarios en la Ley de Presupuestos el contenido del artículo se transforma en letra muerta. 

El Asesor Legislativo del Ministerio de Planificación, señor Durán, sostuvo que el objetivo de la norma en discusión es replicar los derechos consagrados en la Convención mencionada precedentemente que fue promulgada el año 2008 por nuestro país, y forma parte de una discriminación positiva estableciendo derechos llamados de tercera generación para lograr la inclusión social de personas con alguna  discapacidad.
El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, expresó que efectivamente la norma consagra cuestiones aseguradas por la Constitución Política de la República, y destacó que se encuentra en el Título Preliminar que fija los objetivos, principios y definiciones sobre la materia, por lo que se justifica su inclusión. Agregó que más adelante en el articulado se hacen efectivas las garantías y declaraciones contenidas en estas primeras disposiciones. Además, planteó que es importante distinguir que lo que hace esta norma es garantizar, en condiciones de igualdad, que las personas sean titulares de derechos y no se refiere a la capacidad de ejercicio que es regulada por las normas civiles generales. 

El Asesor Legislativo, señor Durán, dio lectura al artículo 12 de la Convención referida anteriormente y sostuvo que la norma en discusión lo que hace es implementar lo establecido en dicho artículo.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que los contenidos de los artículos señalados precedentemente presentan diferencias que no los hacen equiparables.
Posteriormente, y en razón del debate producido se presentó la indicación Nº 4 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 4º por el siguiente:

“Artículo 4°.- Es deber del Estado promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.

Los programas destinados a las personas con discapacidad que ejecute el Estado, deberán tener como objetivo mejorar su calidad de vida, principalmente, a través de acciones de fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos.

En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.

Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante.

Para acceder a los beneficios y prestaciones sociales establecidos en la presente ley, las personas con discapacidad deberán contar con la certificación de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez a que se refiere el artículo 13º del presente cuerpo legal y estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.
El Asesor del Ministerio de Planificación, señor Godoy, indicó que el artículo que se propone acota las obligaciones del Estado respecto de la promoción de la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad. Agregó que adicionalmente la acción del Estado priorizará dos elementos, que son los distintos grados de discapacidad y el nivel socioeconómico de las personas que postulen a los planes y programas.

La Ministra, señora Quintana, planteó que se precisa el rol de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) en la certificación y calificación de las discapacidades.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide previno que simultáneamente se está tramitando un proyecto de ley que regula las licencias médicas modificando las referidas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 4 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 5º
(Artículo 4º del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 5º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno material e inmaterial, económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, psíquica, intelectual o sensorial, temporal y permanente, puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


Un reglamento de los ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. 


Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios e instrumentos no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen  las personas con discapacidad, al entrar en vigencia esta ley.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 6 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 5°.- Persona con discapacidad es aquélla que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”.

La Ministra, señora Quintana, sostuvo que la norma que se propone repite la que se contiene en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 6 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 6º
(Artículo 5º del texto aprobado en general por el Senado).


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 6º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador y guardador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 9 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- En su letra d), suprímese la frase “y guardador”.

- En su letra e), elimínase la palabra “intelectual” y la coma que la antecede.

- Agrégase la siguiente letra f), nueva:

“f) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 9 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 9º
(Artículo 8º del texto aprobado en general por el Senado).


Establece que el Estado promoverá el ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su condición de género y discapacidad.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 14 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 9º.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva. 

Asimismo, el Estado adoptará las acciones conducentes a asegurar a los niños con discapacidad el pleno goce y ejercicio de sus derechos, en especial el respeto a su dignidad, el derecho a ser parte de una familia y a mantener su fertilidad, en condiciones de igualdad con las demás personas.

De igual modo, el Estado adoptará las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas las mujeres y niños con discapacidad y las personas con discapacidad mental, en razón de su condición.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 14 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 10
(Artículo 9º del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 10.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a los niños y niñas con discapacidad el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás niños, en especial, a vivir en un entorno familiar, a la salud, a la educación, a las oportunidades de recreación y a desarrollar sus capacidades y aptitudes en la máxima medida posible.


En toda actividad relacionada con niños y niñas con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.


Los niños y niñas, menores de 6 años, tienen derecho a recibir del Estado atención temprana a las necesidades que presenten por causa de trastornos del desarrollo o déficit de salud que puedan derivar en discapacidad o agravar la ya existente.”.
En este artículo recayó la indicación Nº 19 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 10.- En toda actividad relacionada con niños con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 19 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 11
(Artículo 10 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 11.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a las personas con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás, en especial lo referente a su dignidad, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su discapacidad.


La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad por causa mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”.
Durante el trámite ante esta Comisión en este artículo recayó la indicación Nº 20 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 11.- La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 20 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 12
(Artículo 11 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas  en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios, los que se entregarán en forma equitativa, sin perjuicio de la contribución que puedan efectuar de acuerdo a su capacidad económica, tipo de servicio y costo del mismo. 


La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.”.
En este artículo recayó la indicación Nº 24 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir su inciso primero, por el siguiente:

“El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios de apoyo, los que se entregarán considerando el grado de dependencia y el nivel socioeconómico del postulante.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 24 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ruiz-Esquide.

Artículo 14
(Artículo 13 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 14.- Los criterios uniformes y procedimientos de calificación de la discapacidad, se contendrán en un reglamento de los ministerios de Salud y de Planificación, los que deberán fundarse en las normas e instrumentos contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. El Ministerio de Salud podrá establecer, mediante resolución,  protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar estos criterios uniformes.


La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla.


La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.


Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.”.
En este artículo recayó la indicación Nº 25 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Un reglamento de los Ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud.”.

- Agrégase, en su inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:

“El Ministerio de Salud podrá establecer, mediante resolución, protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar estos criterios uniformes.”.

- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen las personas con discapacidad a la entrada en vigencia de esta ley.”.

- Agrégase, en su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, a continuación de la frase “dentro del plazo máximo de veinte días”, la palabra “hábiles”.”.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que en la Comisión de Salud se opuso a la disposición que se discute por parecerle innecesario que el reglamento sea del Ministerio de Planificación además del de Salud.

El Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad, señor Cerri, sostuvo que la discapacidad no es sólo una materia biomédica, sino que nace de la relación del sujeto y el medio por lo que es necesaria la participación de MIDEPLAN.

La Ministra, señora Quintana, observó que se trata tanto de determinar la existencia de la discapacidad como de su calificación.

El Honorable Senador señor García manifestó que una cosa es la calificación de la discapacidad y otra diversa el determinar si la persona requiere, y en que medida, ayuda del Estado dependiendo del nivel de vulnerabilidad.

Se hizo presente que la segunda parte de la disposición que se propone refiere que el Ministerio de Salud fijará protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar los criterios para la calificación.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide propuso que en la modificación que plantea la indicación al inciso segundo se sustituya el término “podrá” por “deberá”.

El Asesor del Ministerio, señor Godoy, expresó que la inclusión de MIDEPLAN para la elaboración del reglamento, se debe a que en materia de discapacidad se requiere su intervención respecto de los instrumentos y los procedimientos para ejecutar la política del Estado en la materia.

La Ministra, señora Quintana, indicó que el rol del Ministerio es el de coordinador de los sectores involucrados, por lo que la certificación de la discapacidad puede quedar radicada en un solo Ministerio.

El Honorable Senador señor García planteó que efectivamente podría dejarse el reglamento de competencia sólo del Ministerio de Salud.

El Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad, señor Cerri, manifestó que existen casos, como el suyo, en que la persona puede tener cerca de un 90% de discapacidad medida con criterio biomédico, pero que como discapacidad propiamente tal, de relación del sujeto con su entorno, el porcentaje o nivel es mucho menor, por lo que se requiere un criterio adicional de otra naturaleza.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide sostuvo que los criterios médicos para medir la discapacidad protegen más a las personas en cuanto a la ayuda que recibirán.

La Ministra, señora Quintana, expresó su acuerdo respecto de la propuesta de dejar el reglamento dentro de la competencia de los Ministerios que establece el proyecto, modificando la redacción del inciso segundo de forma que sea imperativo para el Ministerio de Salud la elaboración de las instrucciones técnicas que permitan la aplicación  de los criterios que permitan determinar y calificar las discapacidades.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 25 bis, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 18
(Artículo 17 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 17.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención y rehabilitación a través de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó a qué tipo de familia se refiere la frase final del inciso primero, en el sentido de si incluye, por ejemplo, a los hermanos.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, expresó que la disposición tiene su origen en el marco internacional que sobre la materia existe, estableciendo obligaciones para el Estado y la familia, sin entregar una definición de la misma por lo que habrá que estar a los programas respectivos que comprendan acciones de prevención, los que definirán en cada caso lo que se entiende por familia, que generalmente en materia de políticas sociales es más amplio que lo que tradicionalmente se entiende por composición de la misma.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que independiente del gran interés que tiene por mejorar las regulaciones en materia de discapacidad, le preocupa que declaraciones como las del artículo en discusión puedan servir de base para demandar, por ejemplo, a un tío que no ayuda a pagar una determinada rehabilitación, provocando problemas que no son queridos por el proyecto. 

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, señaló que el artículo es una norma marco que no está aislada del resto de la legislación sobre la materia, y planteó que al referirse a la familia debe complementarse con las normas del Derecho de familia, en las que generalmente quienes tienen derechos y obligaciones son los padres respectos de los hijos y viceversa, y las excepciones son las que incluyen otros grados de parentesco.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que debe tomarse en cuenta que la ley no es una declaración general de intenciones, sino que una normativa que implica una regulación práctica y directa de una generalidad de situaciones que ocurren en la vida en sociedad, por lo que se debe ser cuidadoso con el alcance de los términos empleados como ocurre en el caso del contenido de la palabra familia. 

El Asesor Legislativo, señor Durán, observó que el artículo 2º de la ley Nº 19.284, que establece normas para la plena integración de las personas con discapacidad, también se refiere a la familia en una norma muy similar al inciso primero del artículo en discusión.
Durante el trámite ante esta Comisión, y producto del debate precedente, se presentó la indicación Nº 27 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.

El Estado dará cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior en los términos y condiciones que fije esta ley.”.
El Honorable Senador señor Ominami observó que en el artículo aprobado por la Comisión de Salud se establece la prevención y rehabilitación de la discapacidad como un deber de la familia y la sociedad, pero en la indicación que se discute se incluye, además, como un deber de la persona discapacitada, siendo que antes respecto de la misma se incluía sólo como un derecho.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que se agrega como un deber de las personas discapacitadas dentro de una concepción actual de la salud que entiende el autocuidado como una exigencia que se impone a cada cual.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 27 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 20
(Artículo 19 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 19.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales y laborales, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes, falta de acceso a los servicios de salud o estrés.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio libre y eficaz de este derecho.”.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó la razón de que en el inciso primero se haga una enumeración tan exhaustiva.

La Asesora Legislativa del Ministerio de Planificación, señora Mella, señaló que se deben considerar genéricamente todos los factores de riesgo de discapacidad, y además se quiso poner énfasis en los elementos que se enumeran en el referido inciso.

El Honorable Senador señor García consultó, en relación con el inciso segundo del artículo en discusión, si está contenido en la ley sobre discapacidad vigente y qué resultados ha tenido.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, informó que el inciso segundo referido precedentemente no se encuentra contenido en la ley Nº 19.284, y fue agregado por la indicación sustitutiva del Ejecutivo aprobada por la Cámara de Diputados, que además ha sido objeto de modificaciones en la discusión en particular en la Comisión de Salud del Senado.

La Asesora Legislativa, señora Mella, expresó que el contexto del proyecto está dado por el concepto de inclusión, que significa que la sociedad y el Estado se preocupen de derribar las barreras que impiden a las personas con alguna discapacidad ejercer sus derechos, y dentro del capítulo sobre accesibilidad está considerado el acceso a la información donde se desglosan y detallan los derechos y deberes que aparecen tan generales como en la norma en discusión, por lo que planteó que estas normas más generales deben analizarse en conjunto con aquellas que dentro de la iniciativa precisan las facultades y obligaciones que las primeras consagran.

El Honorable Senador señor Escalona observó que la norma se refiere a personas que puedan llegar a tener una discapacidad por lo que su ámbito es amplísimo y puede generar dificultades.

El Secretario Ejecutivo de FONADIS, señor Cerri, expresó que dentro del universo de personas con discapacidad casi el 50% tiene una de tipo leve, que pueden evolucionar y agravarse, por lo que principalmente a ese grupo está dirigido el artículo en discusión.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 32 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Suprímanse, en su inciso primero, la frase “los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales,” y la frase “, falta de acceso a los servicios de salud”.

- Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:

“El Estado deberá proporcionar información pública, permanente y actualizada sobre las medidas, planes y programas de prevención adoptados, respecto a los factores de riesgo señalados en el inciso anterior.”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó la razón por la cual se suprime la referencia a los desórdenes genéticos y complicaciones perinatales.

El Asesor del Ministerio, señor Godoy, señaló que los factores de riesgo que se mencionan en la disposición están en carácter meramente enunciativo y no taxativo, por lo que borrarlos no implica excluirlos. Asimismo, indicó que se prefirió borrar los factores referidos pensando que podría relacionarse su mención con cuestiones relativas al aborto.

Agregó que se elimina la referencia a la falta de acceso a los servicios de salud, porque el mismo se encuentra garantizado por la Constitución, por lo que no puede ser considerado como un factor que propicie la discapacidad.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que los factores especificados en el inciso primero no fueron incluidos sólo como ejemplos, lo que se demuestra al constatar que son más de una decena los factores que se enumeran. Agregó que los desórdenes genéticos y complicaciones perinatales son factores de riesgo de mucha importancia y no conviene que se elimine su mención. Respecto del acceso a la salud, observó que se quiere avanzar más, garantizando el derecho a la salud y no solamente la posibilidad de acceder a los servicios respectivos.

El Honorable Senador señor García señaló que no se excluía ningún factor de riesgo porque la norma comenzaba a detallar los mismos diciendo “en especial”, dado lo cual no le parecía mal la modificación propuesta.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 32 bis con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 21
(Artículo 20 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 21.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Toda persona tiene derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación, y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.”.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 36 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, su inciso tercero, por el siguiente:

“Las personas con discapacidad tienen derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible, en  conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 4° de la presente ley.”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 36 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 22
(Artículo 21 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 22.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación integral.


Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.”.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 40 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:

“El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria, así como la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación integral, como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.”.

- Suprímase su inciso tercero.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 40 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 24
(Artículo 23 del texto aprobado en general por el Senado).


Dispone que toda persona o institución que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los criterios, mecanismos, procedimientos y prácticas de selección para resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 43 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Suprímase, en su inciso primero, la palabra “criterios,”.

- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultad en la aplicación de los instrumentos de selección que se administren para el efecto, deberán informarlo en su postulación, para su adaptación.”.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó la razón de eliminar la palabra “criterios”.

La Asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Sieber, señaló que la norma se refiere a los criterios de selección de los postulantes, los que no pueden cambiarse, a diferencia de los mecanismos, procedimientos y pruebas que sí pueden adaptarse respecto de las personas con discapacidad.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 43 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 28
(Artículo 27 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 28.- Toda nueva edificación colectiva, y las edificaciones colectivas existentes, todo edificio de uso público, todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, y toda obra de infraestructura que ejecute o haya ejecutado el Estado, así como los accesos a todos los medios de transporte público de pasajeros, y a los bienes nacionales de uso público correspondientes a vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, y los bordes costeros, y de lagos y ríos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas de conformidad a la normativa vigente.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las edificaciones existentes y las obras existentes en los bienes nacionales de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. 


La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local según lo establecido en el inciso precedente.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 57 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquél que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente.

Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº 19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad.

La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.

La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.”.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó que se envíe un oficio a la Ministra de Vivienda y Urbanismo haciendo presente el malestar existente por el no cumplimiento de las normas sobre acceso a las edificaciones, incluso a las nuevas.

Asimismo, consultó a la Ministra si ha recibido reclamos sobre la materia.

La Ministra, señora Quintana, señaló no haber recibido reclamos sobre el referido aspecto, pero señaló saber que existen edificaciones que no cumplen la normativa vigente. Agregó que en la norma que se discute se explicita que la responsabilidad de la fiscalización corresponde a las direcciones de obras municipales.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, expresó que en el inciso quinto que se propone se consagra una especie de acción popular para reclamar del incumplimiento de la presente norma.

El Asesor de MIDEPLAN, señor Godoy, indicó que en las disposiciones transitorias del proyecto, a petición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, se incorporó un plazo final de 3 años para la adecuación de las edificaciones existentes a las normas sobre accesibilidad.

El Honorable Senador señor García manifestó que no resulta razonable que las edificaciones nuevas no contemplen los accesos correspondientes para discapacitados.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Ominami y Ruiz-Esquide, acordaron enviar un oficio a la Ministra de Vivienda y Urbanismo manifestándole la preocupación de la Comisión por el incumplimiento de las normas sobre acceso y utilización de construcciones y edificios por parte de personas discapacitadas que contempla la ley Nº 19.284.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 57 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 29
(Artículo 28 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 29.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad. Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.”.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 68 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan”, por la frase “personas con discapacidad”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 68 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 30
(Artículo 29 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte colectivo, sean estos aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o incentivar las habilitaciones y adecuaciones que se requieran para el acceso expedito y seguro de esas personas a todo medio de transporte y a la infraestructura de apoyo, tales como paraderos, estaciones de intercambio modal, terminales, aeropuertos, estaciones de trenes urbanos y suburbanos, superficiales o subterráneos, embarcaderos, funiculares o ascensores verticales, entre otros.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.


Todos los medios de transporte colectivo, aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, deberán asegurar la accesibilidad de los pasajeros con discapacidad y contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte que deberá ser suscrito por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación. 


Con todo, en caso de que exista un procedimiento de licitación referido a los medios de transporte señalados en este artículo, quienes postulen, deberán incluir tales requerimientos.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 72 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte público de pasajeros, los organismos competentes del Estado deberán adoptar las medidas conducentes a su adaptación e incentivar o ejecutar, según corresponda, las habilitaciones y adecuaciones que se requieran en dichos medios de transporte y en la infraestructura de apoyo correspondiente.

Todos los medios de transporte público deberán contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación. Dicho reglamento deberá considerar las necesarias adecuaciones a la diversidad territorial del país.

En los procesos de licitación de transporte público de pasajeros, las bases respectivas incorporarán los requerimientos señalados en el inciso anterior.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte público de pasajeros establecida en el reglamento a que se refiere el inciso segundo de este artículo. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte público.

El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa especial vigente.”.
La Ministra, señora Quintana, señaló que la indicación mejora aspectos referidos a la señalética, a la diversidad territorial y al tipo de transporte que se trate.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 72 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 31
(Artículo 30 del texto aprobado en general por el Senado).


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 31.- Las edificaciones con destino industrial o comercial, toda edificación de uso público y los espacios de uso público, que requieran estacionamientos para vehículos, deberán contar con un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.


El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando a las autoridades competentes, a los vehículos infractores. Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta, Símbolo Internacional de Discapacidad y similares) y la credencial de discapacidad, en los mismos términos establecido en la Ley del Tránsito.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 78 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 31.- Los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos; los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público y los espacios de uso público que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.

El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando ante las autoridades competentes, a los vehículos infractores.

Sólo podrán hacer uso de estos estacionamientos los vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten, circunstancia que será acreditada con la correspondiente credencial de conformidad con lo establecido en la Ley del Tránsito.”.
El Honorable Senador señor García preguntó cómo se sanciona el ocupar los espacios reservados para discapacitados dentro de centros comerciales.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, sostuvo que la ley actual y el proyecto sobre discapacidad contemplan un procedimiento especial para reclamar de los actos que afecten los derechos consagrados por la ley en beneficio de las personas con discapacidad. El referido reclamo se tramita ante los juzgados de policía local al igual que las infracciones sobre la materia cometidas en espacios públicos. Agregó que el proyecto de ley aumenta el monto de las multas que se aplican y establece la obligación del centro comercial de denunciar ante las autoridades.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 78 bis, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad,  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

---

Artículo 32
(Nuevo, introducido por la Comisión de Salud).
El texto que aprobó la Comisión de Salud, contenido en la indicación N° 84, del Honorable Senador señor Bianchi, es del siguiente tenor:


 “Artículo…- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios especiales para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.


En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.”.
La Honorable Senadora señora Matthei señaló que los alcaldes de todas formas pueden conceder los espacios especiales a que se refiere la norma en discusión.

En la siguiente sesión, la Honorable Senadora señora Matthei expresó que la concesión de espacios gratuitos debiera hacerse con criterios fundamentados en la pobreza y carencias económicas de los beneficiarios. Agregó que se podría producir la situación de que personas con discapacidad obtengan espacios gratuitos y los arrienden o entreguen a otras personas.
El Honorable Senador señor García señaló que se ha sobrecargado a los municipios con obligaciones o facultades que disminuyen sus ingresos o que no van acompañados de los recursos necesarios para su cumplimiento.

El Honorable Senador señor Escalona indicó que los alcaldes exponen que no tienen herramientas para ayudar a los discapacitados, y el artículo en discusión les da una facultad para hacerlo.

- En votación la modificación de la Comisión de Salud, contenida en la referida indicación N° 84, votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Ominami, y en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señor García. Repetida la votación reglamentariamente, la Comisión aprobó la modificación de la Comisión de Salud, contenida en la indicación N° 84, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

---

Artículo 33
(Artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 33.- El Estado garantizara el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial, según corresponda.


Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 90 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir su inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 33.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el acceso a los establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o a los establecimientos de educación especial, según corresponda, que reciban subvenciones o aportes del Estado.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 90 bis por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Ruiz-Esquide.

Artículo 35
(Artículo 39 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 35.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 93 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“El Estado colaborará para el logro de lo dispuesto en los incisos precedentes, introduciendo las modificaciones necesarias al sistema de subvenciones educacionales o a través de otras medidas conducentes a este fin.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 93 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 36
(Artículo 40 del texto aprobado en general por el Senado).

Dispone que la necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 5° de esta ley.
Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 97 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Agrégase, a continuación de la frase “y de otros”, la frase “profesionales u”.

- Reemplázase el numeral “5°” por el número “14”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 97 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 37
(Artículo 41 del texto aprobado en general por el Senado).

Establece que las escuelas especiales podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la inclusión de personas que presenten necesidades especiales.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 100 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que así lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestar servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, así como a las instituciones de educación superior y de capacitación en que existan alumnos con necesidades educativas especiales.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 100 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 38
(Artículo 42 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 38.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso e ingreso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


Asimismo, las instituciones de educación superior, deberán incorporar en las mallas curriculares de todas sus carreras, materias relacionadas con la discapacidad.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 102 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Suprímase en su inciso segundo la frase “e ingreso”.

- Elimínase su inciso tercero.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 102 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 40
(Artículo 44 del texto aprobado en general por el Senado).

Establece que el Ministerio de Educación, establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que a consecuencia de su discapacidad no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 106 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la coma (,) que sigue a la palabra “Educación”, y colocar la frase “a consecuencia de su discapacidad” entre comas.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 106 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 42
(Artículo 46 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 46.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la integración e inclusión laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios  laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobado o divulgado por la Organización Internacional del Trabajo. 


e) Crear instrumentos tributarios que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes.”.
La Honorable Senadora señora Matthei planteó que la letra e) del artículo le parece demasiado específica al establecer la creación de instrumentos tributarios que favorezcan la contratación de personas con discapacidad.

El Subsecretario de Planificación, señor Abedrapo, expresó que la referida letra e) no formaba parte del proyecto presentado por el Ejecutivo y se incorporó mediante indicación del Honorable Senador señor Kuschel, que señaló debían buscarse mecanismos de índole económico que favoreciera la contratación de personas con discapacidad.

El Honorable Senador señor García observó que sería mejor que la letra e) dispusiera fomentar la creación de instrumentos y no directamente la creación de los mismos, porque parece muy imperativo sin que sea ese su objetivo.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 107 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Intercálase en su letra c), luego de la palabra “ejecutar”, la frase “, por sí o a través de personas naturales o jurídicas con o sin fines de lucro,”.

- Reemplázase en su letra d), la frase “aprobado o divulgado” por la palabra “aprobados”.

- Suprímase su letra e).
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 107 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 43
(Artículo 47 del texto aprobado en general por el Senado).


Dispone que el Estado desarrollará planes, programas e incentivos que tendrán por finalidad favorecer la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que le parece más adecuada la referencia a la inserción laboral y contratación de personas con discapacidad que se efectúa en el presente artículo que la que se hace en la letra e) del artículo anterior.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 113 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 43.- El Estado creará condiciones y velará por la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. Para tal efecto, podrá desarrollar en forma directa o a través de terceros, planes, programas e incentivos y crear instrumentos que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados. Con igual frecuencia deberá publicar dicha información en su sitio web, la que también deberá estar disponible en el sitio web del Servicio Nacional de la Discapacidad.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 113 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 44
(Artículo 48 del texto aprobado en general por el Senado).


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 44.- La Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, reservarán preferentemente cupos, en igualdad de condiciones y mérito, a personas con discapacidad.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.


En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 114 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:

“En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.”.

- Sustitúyase, en su inciso segundo, la frase “el Ministerio de Planificación” por la frase “los Ministerios de Planificación y Hacienda”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 114 bis, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 45
(Artículo 49 del texto aprobado en general por el Senado).

Dispone que la capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de las capacidades reales de la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 119 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “que deberá” por la frase “, la cual deberá”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 119 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 47
(Artículo 51 del texto aprobado en general por el Senado).



Establece lo siguiente: 


“Artículo 51.- Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores o guardadores, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados, que para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad.  El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo permanecerán por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Los valores máximos establecidos en el presente artículo se actualizarán anualmente.


Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó, con relación al inciso primero de la norma, en base a qué índice o valor se actualizarán los montos que allí se refieren.

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Fuentes, expuso que la disposición fue informada por el Servicio de Impuestos Internos (SII) y está relacionada con el llamado impuesto al lujo, que en virtud de los Tratados de Libre Comercio ha quedado casi sin funcionamiento en la práctica, y la forma de actualizar los valores está dada en la ley Nº 17.238 (que concede franquicias aduaneras que indica) que entrega dicha actualización a la labor del SII, el cual informó que en los hechos no ingresan vehículos con valores superiores a los que indica la disposición.

El Honorable Senador señor García señaló que además de señalar la forma de actualizar los valores debe indicarse cómo se materializa la misma, ya sea por una resolución o un decreto supremo firmado por determinados Ministros.

El Asesor, señor Fuentes, se comprometió a determinar en conjunto con el SII la solución a las cuestiones planteadas precedentemente.

La Honorable Senadora señora Matthei reiteró que la norma debe indicar quien actualiza los valores y cómo lo hace, o simplemente debiera sacarse esa parte de la disposición.

Asimismo, consultó si en alguna parte del proyecto se define a qué personas con discapacidad se hace referencia en el artículo en discusión, en el sentido de si una persona con un brazo que no funciona normalmente puede acogerse al beneficio contemplado por el artículo en discusión.

El Subsecretario de Planificación, señor Abedrapo, indicó que no cualquier lesión constituye una discapacidad, y para ello existe un Registro Nacional de la Discapacidad que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación y que se refiere a personas que han perdido un porcentaje de funcionalidad o movilidad que efectivamente hacen procedente su incorporación al referido Registro.

El Asesor, señor Fuentes, expresó que las personas que requieren un vehículo especial deben contar con un certificado que acredite la discapacidad que hace necesario dicho beneficio.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que el artículo en discusión se refiere a todas las personas con discapacidad, y al relacionarlo con el artículo 5º del proyecto queda la impresión que no existen límites para efectos de acceder al referido beneficio, bastando cualquier tipo de discapacidad.

El Honorable Senador señor Escalona expuso que el artículo 3º de la ley Nº 19.284 dispone que se considera persona con discapacidad a toda aquélla que vea obstaculizada en a lo menos un tercio su capacidad laboral, educativa o de integración social.

El Subsecretario de Planificación, señor Abedrapo, señaló que el inciso segundo del artículo 5º del proyecto  establece que un reglamento señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. 

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que sería mejor señalar que el mismo reglamento precedentemente mencionado contemplará la discapacidad que permite acceder al beneficio que establece el artículo en discusión.

El Honorable Senador señor Sabag expresó que el beneficio se refiere a los derechos de aduana, esto es un 5% del valor, dado que el impuesto a las ventas y servicios lo pagan de todas formas.

El Subsecretario de Planificación, señor Abedrapo, insistió en que no cualquier lesión permanente da origen a la discapacidad requerida para acceder a los beneficios de la ley, y que un reglamento que cumpla con los parámetros de la Organización Mundial de la Salud (OMS) será el que determine qué personas sufren de discapacidad.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su preferencia por dejar establecido en la ley la envergadura de las deficiencias que dan origen a la discapacidad y no entregarlo a un reglamento. Además, consultó si una persona con un hijo que padece una deficiencia síquica también puede acceder al beneficio precedentemente referido.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, señaló que se ha querido cambiar y abandonar el concepto de invalidez, que regularmente tiene un componente económico, por uno que recoge la OMS relativo a la funcionalidad y que resulta mucho más complejo porque debe medir cómo un déficit influye en la participación de la persona con su entorno, lo que se traduce en parámetros exigentes que se reflejarán en el reglamento y que en el Título II del proyecto terminan con las diferencias de criterios que en la actualidad se dan entre las diversas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), generando un enfoque de la discapacidad no en torno a la persona sino a la sociedad en su conjunto que también colabora a crear esta discapacidad. Respecto del beneficio contemplado por el artículo 47, se consideró que una madre con un hijo con una discapacidad síquica también puede acceder a la franquicia.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que la experiencia de las COMPIN es muy diferenciada y sería conveniente establecer una comisión especializada que califique la discapacidad.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 121 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Sustitúyese, en su inciso primero, la frase “Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales,” por la frase “Los vehículos importados por personas con discapacidad, sea que actúen por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”.

- Reemplázanse, en su inciso segundo, la frase “En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán”, por la frase “Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán”, y la frase “certificados, que” por “certificados que,”.

- Sustitúyese, en su inciso cuarto, la palabra “permanecerán” por la frase “deberán permanecer”.

- Reemplázase su inciso quinto, por el siguiente:

“Las cantidades en dólares establecidas en el presente artículo se actualizarán anualmente a contar del 1° de enero de cada año mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, conforme a la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de doce meses comprendido entre el 1° de noviembre del año que antecede al de la dictación del decreto supremo y el 30 de octubre del año anterior a la vigencia de dicho decreto.”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 121 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 48
(Artículo 52 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 52.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios  para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, y.


i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Fondo Nacional de la Discapacidad.”.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 127 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en su letra i), la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 127 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 49
(Artículo 53 del texto aprobado en general por el Senado).

Dispone que sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, o representados por sus cuidadores o guardadores, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 128 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por sus cuidadores o guardadores,” por la frase “actuando por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 128 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 50
(Artículo 54 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:

“Artículo 54.- Los bienes importados bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad.”.


Este artículo fue objeto de las siguientes indicaciones números 131 y 132:


La indicación N° 131, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir, en el inciso primero, la frase “Los bienes importados bajo esta franquicia” por “Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo”.


La indicación N° 132, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso segundo, la frase final “otra persona con discapacidad” por “o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 131 por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 132 por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 51
(Artículo 55 del texto aprobado en general por el Senado).


Establece que el Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó la razón de que los vehículos que se importen mediante la franquicia a la que se refiere el artículo 47 permanecen afectos por 3 años al uso y transporte de personas con discapacidad, y en el presente artículo el SII puede autorizar el pago del Impuesto al Valor Agregado relativo a las mismas exenciones arancelarias en un plazo de hasta 5 años.

El Asesor, señor Fuentes, manifestó que el SII y el Servicio Nacional de Aduanas plantearon uniformar los plazos precedentemente referidos, por lo que el Ejecutivo presentará una indicación para cambiar el del artículo en discusión a treinta y seis meses.
El Asesor Legislativo, señor Durán, agregó que mediante indicación del Ejecutivo se precisará que la exención arancelaria a la que se refiere el artículo en discusión dice relación con los vehículos motorizados destinados al uso de discapacitados.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 133 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la frase “sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva” por la frase “treinta y seis meses contados desde la fecha en que se devengue el impuesto”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 133 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 52
 (Artículo 56 del texto aprobado en general por el Senado).


Dispone que un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.
Puesto en votación el artículo 52 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.
Artículo 53
 (Artículo 57 del texto aprobado en general por el Senado).


Establece que todo aquél que solicite u obtenga indebidamente los beneficios tributarios y arancelarios de que trata este párrafo, proporcionando antecedentes falsos o que transgreda lo dispuesto en el artículo 55 precedente, incurrirá en los delitos establecidos en los artículos 168 de la Ordenanza de Aduanas y el 97 N° 25 del Código Tributario.
El Asesor, señor Fuentes, planteó que en conjunto con el SII y el Servicio Nacional de Aduanas determinaron que debe revisarse la redacción del presente artículo, puesto que no correspondería aplicar la figura del fraude tributario.
En este artículo recayó la indicación Nº 133 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 53.- El que obtenga indebidamente los beneficios arancelarios de que trata este párrafo, proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en las penas asignadas al delito de contrabando contenidas en el Artículo 178 de la Ordenanza de Aduanas, las que deberán imponerse de acuerdo al monto del beneficio indebidamente obtenido.

Además, en el caso de haberse autorizado el pago diferido de los impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos, éste podrá revocar la autorización desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada, debiendo pagarse el impuesto, sus multas e intereses, en la modalidad y fecha que dicho Servicio señale.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 133 ter por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 54
 (Artículo 58 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 58.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Fondo Nacional de la Discapacidad, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.”.
Respecto de esta disposición recaen las siguientes indicaciones números 134, 134 a. y 135:

La indicación N° 134, del Honorable Senador señor Kuschel, es para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.



La indicación N° 134 a., de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para introducirle las siguientes modificaciones:


“a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.


“b) Sustitúyase, en su inciso segundo, la expresión “el Ministerio de Planificación” por “los Ministerios de Justicia y de Planificación”.”.



La indicación N° 135, del Honorable Senador señor Kuschel, es para agregar, a su inciso segundo, la siguiente oración final: “Dicho registro será público y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarlo, sin perjuicio de resguardar la confidencialidad respecto de la identidad de quienes lo conforman. Este acceso deberá poder realizarse, también, mediante su publicación en el sitio web del Fondo Nacional de la Discapacidad”.


- La Comisión no se pronunció sobre la indicación N° 134, por haber sido declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Salud.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 134 a., en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Salud, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

- La Comisión no se pronunció sobre la indicación N° 135, por haber sido retirada por su autor en el trámite correspondiente ante la Comisión de Salud.

Artículo 55
(Artículo 59 del texto aprobado en general por el Senado).


Es del siguiente tenor:


“Artículo 55.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas con discapacidad que lo soliciten, previamente certificadas por la COMPIN;


c) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


d) Inscribir a las personas jurídicas que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal;


e) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


f) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 136 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Suprímase su actual letra b), pasando su actual letra c) a ser letra b), y así sucesivamente.

- Agrégase, en su actual letra c), que ha pasado a ser letra b), a continuación de la frase “El reglamento”, la frase “indicado en el artículo anterior”.

- Sustitúyase su actual letra d), que ha pasado a ser letra c), por la siguiente:

“c) Inscribir a las personas jurídicas que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal, de conformidad con lo que establezca el reglamento;”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 136 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 57
 (Artículo 62 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 62.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 60 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas de accesibilidad ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.”.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 146 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Estas sanciones se duplicarán” por “La multa se duplicará”.

- Suprímase, en su inciso tercero, la frase “de accesibilidad”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 146 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 58
(Artículo 63 del texto aprobado en general por el Senado).


Su texto es el siguiente:


“Artículo 58.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.


Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal velará por que se utilicen medios idóneos que les permitan comunicarse de manera clara y transparente, y acceder a los antecedentes del proceso de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.


En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 146 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir su inciso segundo, por el siguiente:

“Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal deberá realizar los ajustes necesarios que permitan a estas personas comunicarse y acceder a los antecedentes del proceso, de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 146 ter por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

---

TITULO VII

Del Fondo Nacional de la Discapacidad

La indicación Nº 146 quáter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar su epígrafe por el siguiente: “Del Comité de Ministros de la Discapacidad y del Servicio Nacional de la Discapacidad”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 146 quáter, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

---

Artículo 59
 (Artículo 64 del texto aprobado en general por el Senado).

Establece que el Fondo Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado, tiene por finalidad promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 147 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el artículo por el siguiente:

“Artículo 59.- Establécese un Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo y Transportes y Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y coordinación intersectorial. Este Consejo se reunirá, a lo menos, dos veces al año, previa convocatoria de su presidente, y su secretaría ejecutiva estará radicada en la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad. El propio Consejo fijará las normas de su funcionamiento.

El Comité de Ministros dispondrá, a través de la secretaría ejecutiva, la contratación de entidades externas a los organismos del Estado que ejecutan y coordinan las acciones y prestaciones sociales que ofrecen a personas con discapacidad, para que efectúen evaluaciones periódicas de calidad, costo efectividad e impacto de dichas acciones y prestaciones. El Comité fijará las modalidades y procedimientos de contratación. Las evaluaciones deberán considerar las instrucciones técnicas que imparta la Dirección de Presupuestos.

Una vez realizadas estas evaluaciones, sus resultados se deberán publicar oportunamente en el sitio web del Ministerio de Planificación y del Servicio Nacional de la Discapacidad y, al mismo tiempo, deberán ser remitidas al Congreso Nacional una copia de los informes finales.

Las recomendaciones que surjan de las evaluaciones a las que se refieren los incisos precedentes deberán ser consideradas, y en caso de ser necesario, deberán traducirse en modificaciones, adecuaciones e incluso en el término de dichas acciones y prestaciones sociales.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 147 bis, con enmiendas, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 60
 (Artículo 65 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 65.- El Fondo Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación, su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y, podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.


Sus funciones serán las siguientes:


a) Ejecutar políticas, planes y programas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover su plena inclusión; 


b) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad; 


c) Financiar, total o parcialmente, la adquisición de elementos, implementos o servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal;


d) Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad;


e) Ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad; 


f) Ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;


g) Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;


h) Fomentar prácticas y criterios de inclusión de las personas con discapacidad;


i) Administrar y gestionar el Registro Nacional de la Discapacidad, y


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en toda causa en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.


El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en un Consejo, una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y direcciones regionales en cada región del país.”.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 149 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 60.- Créase el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, que tiene por finalidad promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Servicio Nacional de la Discapacidad será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal del actual Fondo Nacional de la Discapacidad.”.
La Ministra, señora Quintana, expresó  que dentro del Servicio Nacional de la Discapacidad se crean los cargos de Director Nacional, Subdirector Nacional y Director Regional, sometidos al Sistema de Alta Dirección Pública.

El Honorable Senador señor García observó que nada se dice sobre la planta del Servicio Nacional ni los grados que ocupará cada funcionario directivo que contempla la iniciativa legal.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, sostuvo que los 17 cargos directivos que se crean en el Servicio Nacional de la Discapacidad quedan sometidos al Sistema de Alta Dirección Pública que tiene su propia normativa respecto del estatuto aplicable al personal.

La Asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Sieber, señaló que no se requiere una planta de personal, puesto que todos los servidores tendrán una relación laboral regulada por el Código del Trabajo, lo que implica que no existirán grados ni escalafones, sólo tendrán una renta asignada al cargo como los actuales funcionarios de FONADIS. Agregó que existe una norma en la iniciativa legal que dispone que todas las contrataciones se harán con estricto apego a los recursos disponibles.

Asimismo, informó que se contemplan normas para asegurar la estabilidad laboral de los actuales funcionarios de FONADIS.

El Honorable Senador señor García planteó tener dudas sobre la posibilidad de crear un Servicio Público en que sus directivos tengan un régimen laboral regulado por el Código del Trabajo y no por el Estatuto Administrativo.

La Asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Sieber, indicó que existen casos como los precedentemente planteados, y agregó que el proyecto de ley hace aplicables a los funcionarios del Servicio algunas normas del Estatuto Administrativo referidas a la responsabilidad administrativa y los viáticos.

El Asesor de la División Jurídica de FONADIS, señor Flores, manifestó que actualmente el Consejo para la Transparencia, que de acuerdo al Tribunal Constitucional es un Servicio Público,  contempla cargos directivos y todos los funcionarios se encuentran regulados laboralmente por el Código del Trabajo. 

Agregó que la remuneración de los funcionarios directivos del Servicio se fijará en parte por la que corresponda al Servicio y en parte por la asignación de Alta Dirección Pública, que se fija por decreto de Hacienda con acuerdo del Servicio Civil.

La abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Lobos, expresó que el Fondo Nacional de la Discapacidad ha sido considerado, de acuerdo a dictámenes de la Contraloría General de la República (CGR), como un Servicio Público no obstante encontrarse todo su personal regulado laboralmente conforme al Código del Trabajo, de manera que no se innova en cuanto a la naturaleza jurídica al crear el Servicio Nacional de la Discapacidad como continuador de FONADIS. Indicó que la modificación se produce en el artículo 72 del proyecto en que se establece que el personal del nuevo Servicio Nacional quedará sujeto a las normas sobre probidad de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y a las de responsabilidad administrativa y otras del Estatuto Administrativo como las que regulan los viáticos.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió mayor detalle respecto de los dictámenes de la CGR precedentemente citados.

La abogada, señora Lobos, manifestó que la CGR ha dictaminado que la norma estatutaria no determina el carácter de servicio o funcionario público, sino que lo determinan las atribuciones que se le otorgan y si ejercen o no potestades públicas. 

Agregó que los funcionarios no tienen derecho a huelga porque rige la prohibición del artículo 384 del Código del Trabajo, y respecto de las organizaciones de representación de trabajadores se les aplican las normas sobre Asociaciones de Funcionarios  de la Administración del Estado de la ley Nº 19.296. 

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si existe el derecho a indemnización por años de servicio en caso de despido de los trabajadores.

La abogada, señora Lobos, señaló que en el artículo 80 del proyecto, en cuanto a la causal de término de la relación laboral a la que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional y deberá ser siempre  fundada en razones vinculadas al buen y eficiente funcionamiento del Servicio, dando derecho la aplicación de la referida causal a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que respecto de los funcionarios con relación laboral de contrata, los trabajadores del nuevo Servicio se encuentran más protegidos al tener indemnización por años de servicio y acceso al seguro de cesantía.

La Ministra, señora Quintana, indicó que el estatuto jurídico laboral fue acordado con los funcionarios de la FONADIS.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 149 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 61
(Artículo 66 del texto aprobado en general por el Senado).

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 61.- El Consejo es un órgano colegiado que tendrá las funciones consultivas y resolutivas que señale esta ley. Este Consejo deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de equiparación de oportunidades y de inclusión política, económica, social y cultural de las personas con discapacidad.


El Consejo se integrará como sigue:


a) El Ministro de Planificación, o su representante, quien lo presidirá y dirimirá los empates;


b) Los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, Servicio Nacional de la Mujer, Consejo Nacional de la Cultura y del Instituto Nacional del Deporte, o sus representantes;


c) Cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no  persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional.


d) Un representante del sector empresarial;


e) Un representante de organizaciones de trabajadores;


f) Dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad, y

g) El Director Nacional del FONADIS, quien tendrá derecho a voz y será su ministro de fe.


Los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales y, los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el reglamento.  Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 156 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 61.- El Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer. 

Con el propósito de promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad serán las siguientes:

a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin. Para el cumplimiento de esta función el Servicio podrá celebrar convenios con estos organismos;

b) Asesorar técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad;

c) Elaborar y ejecutar, en su caso, el plan de acción de la política nacional para personas con discapacidad, así como, planes, programas y proyectos;

d) Promover y desarrollar acciones que favorezcan la coordinación del sector privado con el sector público en todas aquellas materias que digan relación con mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad; 

e) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos;

f) Realizar acciones de difusión y sensibilización;

g) Financiar, total o parcialmente, ayudas técnicas y servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante;

h) Estudiar y proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Planificación, las normas y reformas legales necesarias para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad;

i) Realizar estudios sobre discapacidad y aquellos relativos al cumplimiento de sus fines, o bien, contratar los que estime necesarios de tal forma de contar periódicamente con un instrumento que permita la identificación y la caracterización actualizada, a nivel nacional y comunal, de la población con discapacidad, tanto en términos socioeconómicos como con respecto al grado de discapacidad que los afecta, y 

Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.

Trimestralmente el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá informar en su página web acerca de las acciones y prestaciones sociales que ejecute o coordine y que vayan a favor de las personas con discapacidad. Esta información deberá incluir el número de beneficiarios efectivos, los recursos públicos desembolsados y los resultados de las evaluaciones, si las hubiere. 

El Servicio Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y Direcciones Regionales en cada región del país. Contará, además, con un Consejo Consultivo de la Discapacidad.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 156 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 62
(Artículo 67 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 62.-  Son derechos de los consejeros:


a) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz y voto, y


b) Acceder en forma completa y oportuna a los antecedentes necesarios para el desempeño de sus funciones con antelación a la celebración de cada sesión del Consejo y, en su caso, a aquellos concernientes al comité respectivo.”.

En este artículo recayó la indicación Nº 158 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

 “Artículo 62.- El Consejo Consultivo de la Discapacidad deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Consejo Consultivo de la Discapacidad se integrará como sigue:

a) Con el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, quien lo presidirá;

b) Con cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, intelectual y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional;

c) Con un representante del sector empresarial;

d) Con un representante de organizaciones de trabajadores, y

e) Con dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad.

Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales. Los consejeros señalados en las letras b) y e) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, los que elegirán a sus representantes en la forma que determine el reglamento. Los consejeros señalados en las letras c) y d) serán elegidos, respectivamente, por las organizaciones empresariales y de trabajadores más representativas del país, en la forma que establezca el reglamento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) precedente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente designados.

De entre los miembros del Consejo Consultivo se designará un vicepresidente, quien subrogará al presidente en caso de ausencia o impedimento de éste. El vicepresidente durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido. El reglamento que se dicte al efecto determinará las funciones, atribuciones y obligaciones del presidente y del vicepresidente.

La secretaría técnica del Consejo Consultivo recaerá en la Dirección Nacional del Servicio y el Subdirector Nacional ejercerá como ministro de fe de las actuaciones y determinaciones del Consejo.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 158 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 63
(Artículo 68 del texto aprobado en general por el Senado).

Su tenor es el siguiente:

“Artículo 63.- Son obligaciones de los consejeros:


a) Asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo.


b) Integrar periódicamente los comités que se designen.


c) Contribuir  a la formación de la voluntad del Consejo.


d) Inhabilitarse de conocer asuntos respecto de los tengan un interés directo.”.

En este artículo recayó la indicación Nº 158 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 63.- Corresponderá al Consejo Consultivo de la Discapacidad:

a) Opinar fundadamente sobre la propuesta de política nacional para personas con discapacidad y sus actualizaciones, como asimismo sobre el plan de acción, en conformidad a la ley y el reglamento;

b) Solicitar y recibir de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Servicio Nacional de la Discapacidad;

d) Presentar al Director Nacional del Servicio la propuesta de adjudicación de los concursos de proyectos, previa evaluación técnica de las propuestas presentadas. Para el cumplimiento de esta función, el Consejo Consultivo deberá conformar comisiones de trabajo integradas por consejeros y profesionales o técnicos provenientes de los ministerios y servicios públicos que desarrollen funciones o realicen prestaciones sociales relacionadas con las propuestas presentadas. En la resolución de los concursos de proyectos, el Director Nacional del Servicio deberá fundamentar su decisión cuando rechace proyectos evaluados favorablemente por el Consejo Consultivo;

e) Servir como instancia de consulta y apoyo para el desarrollo de las funciones del Servicio;

f) Ser informado periódicamente de la marcha del Servicio y del cumplimiento de sus fines, y

g) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 158 ter, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 64
(Artículo 69 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 64.- Son causales de cesación en el cargo de consejero designado de conformidad con las letras c), d), e) y f), del artículo 61, las siguientes:


a) Expiración del plazo de su designación. Los Consejeros cesarán en sus funciones por el sólo ministerio de la ley una vez expirado el período para el cual fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Ser condenado por delito que merezca pena aflictiva.


d) Inasistencia injustificada a tres sesiones continuas o cuatro sesiones discontinuas dentro de un año calendario. 


e) Actuar a nombre o en representación del Consejo o de FONADIS, sin estar facultado para ello. 


f) Faltar a la probidad en el ejercicio de su cargo.


Si un consejero incurriere en una causal de cesación del cargo, por acuerdo de dos terceras partes del Consejo y a través del Ministro de Planificación, se harán llegar los antecedentes al Presidente de la República, quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate.”.

Durante el trámite ante esta Comisión, en este artículo recayó la indicación Nº 159 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 64.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá los mecanismos de designación de los consejeros, sus derechos y deberes, las causales de cesación, las incompatibilidades y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes. Asimismo, regulará los mecanismos de integración al Consejo de las personas señaladas en el artículo 63 letra d) de este cuerpo legal. El reglamento contendrá también, las normas de funcionamiento general del Consejo y los quórums necesarios para sesionar y adoptar acuerdos.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 159 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 65
 (Artículo 70 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 70.- Corresponderá al Consejo:


a) Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley y el reglamento;


b) Solicitar de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;


c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fondo Nacional de la Discapacidad;


d) Resolver y adjudicar los concursos de proyectos;


e) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo, y


f) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c), d) y e), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá, a lo menos, los quórum necesarios para sesionar y adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.”.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 160 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimirlo, pasando el actual artículo 66 a ser artículo 65 y así sucesivamente.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 160 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 66
 (Artículo 71 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 71.- La dirección y administración del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


b) Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha del Fondo Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;


c) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


d) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Fondo; 


e) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Fondo Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


f) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


g) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y


h) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.”.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 161 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducir en el actual artículo 66, que ha pasado a ser artículo 65, las siguientes modificaciones:

- Sustitúyanse la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, todas las veces que aparecen en su texto. 

- Reemplázanse las letras a) y b) de su inciso segundo, por las siguientes:

“a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros;

b) Informar periódicamente al Comité de Ministros acerca de la marcha del Servicio Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;”.

- Sustitúyase la letra i) de su inciso segundo, por la siguiente:

“i) Servir como secretaría ejecutiva del Comité de Ministros;”.

- Intercálanse, en su inciso segundo, las siguientes letras j) y k), nuevas, pasando su actual letra j) a ser letra l):

“j) Presidir el Consejo Consultivo de la Discapacidad;

k) Resolver los concursos de proyectos, y”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 161 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 67
 (Artículo 72 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 72.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo y las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;


e) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 166 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducir en el actual artículo 67, que ha pasado a ser artículo 66, las siguientes modificaciones:

- Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

- Intercálase, en su inciso segundo, una nueva letra e), pasando su actual letra e) a ser letra f):

“e) Participar en las sesiones del Consejo Consultivo de la Discapacidad con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 166 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 68
 (Artículo 73 del texto aprobado en general por el Senado).

Es del siguiente tenor:

“Artículo 73.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región y,


g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.

Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 167 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero del actual artículo 68, que ha pasado a ser artículo 67, la palabra “corresponden” por “corresponderán”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 167 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 69
 (Artículo 74 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 74.- El patrimonio del Fondo Nacional de la Discapacidad estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Fondo Nacional de la Discapacidad o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte, en todo caso con beneficio de inventario. Las donaciones a que se refiere este número estarán exentas del trámite de insinuación;


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos y, 


e) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados.”.

Abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, se presentó la indicación Nº 170 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducir en el actual artículo 69, que ha pasado a ser artículo 68, las siguientes modificaciones:

- Reemplázase la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

- Sustitúyase su letra b), por la siguiente:

“b) Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fondo Nacional de la Discapacidad al Servicio Nacional de la Discapacidad, en tanto continuador legal de éste, los bienes que el Servicio adquiera a cualquier título y los frutos de esos mismos bienes;”.

- Intercálase la siguiente letra c), nueva, pasando su actual letra c) a ser letra d) y así sucesivamente:

“c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;”.

- Reemplázase su actual letra c), que ha pasado a ser letra d), por la siguiente:

“d) Las donaciones, herencias y legados que el Servicio acepte, en todo caso, con beneficio de inventario. Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Servicio Nacional de la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte. Asimismo, las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación;”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 170 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

---

Artículos 70 a 81
(Artículo 77, 78 y 79 del texto aprobado en general por el Senado).

La indicación Nº 170 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir en los artículos 70 a 81, que han pasado a ser artículos 69 a 80, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, según corresponda, todas las veces que aparecen en su texto.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 170 ter, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

---

Artículo 71
 (Artículo 78 del texto aprobado en general por el Senado).

Establece que las personas que presten servicios en el Servicio Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.

Abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, y en virtud de la discusión efectuada a propósito del artículo 60, se presentó la indicación Nº 177 A, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso segundo al artículo 71 que pasa a ser artículo 70:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la remuneración de quienes se desempeñen como Director, Subdirector y Directores Regionales del Servicio Nacional de la Discapacidad no podrá exceder de la remuneración bruta mensualizada que corresponda a los grados 1C, 3º y 4º de la E.U.S. respectivamente, más la asignación de Alta Dirección Pública que se les fije conforme el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 177 A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Ominami y Sabag.

Artículos 72 y 73
Se presentó la indicación N° 177, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir los artículos 78 y 79 del texto aprobado en general por el Senado, por los artículos 78 y siguientes, nuevos, de los cuales se transcriben aquellos que corresponden a los artículos 72 y 73, por ser de competencia de la Comisión:


“Artículo 79.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DFL N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Artículo 80.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.


La contratación del personal que se desempeñe en el Fondo Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 177, en la parte correspondiente a los artículos 72 y 73, teniendo presente que se debe adecuar en concordancia con la indicación Nº 170 ter, recién aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.
Artículo 82
(Artículo 80 del texto aprobado en general por el Senado).

Su texto es el siguiente:

“Artículo 62.-  Son derechos de los consejeros:


a) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz y voto, y


b) Acceder en forma completa y oportuna a los antecedentes necesarios para el desempeño de sus funciones con antelación a la celebración de cada sesión del Consejo y, en su caso, a aquellos concernientes al comité respectivo.”.

Durante el trámite ante esta Comisión en este artículo recayó la indicación Nº 177 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar al artículo 82, que ha pasado a ser artículo 81, por el siguiente:

“Artículo 81.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, con excepción del artículo 21 y de los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales.”.
Se hizo presente que el artículo 65 de la ley Nº 19.284 contempla 12 cargos que aumentaron la planta del Ministerio de Planificación, disposición que se derogaría de conformidad al artículo que se discute.

El Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad, señor Cerri, señaló que los referidos cargos corresponden a funcionarios de MIDEPLAN que realizan estudios relativos a la discapacidad, por lo que no deben suprimirse.

La Ministra, señora Quintana, manifestó que debiera incluirse el artículo 65 de la ley Nº 19.284 dentro de aquellos que el artículo 82 del proyecto de ley no deroga.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 177 bis, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ominami.

o o o

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Señala lo siguiente:


“Artículo primero.- Las disposiciones del artículo 24 deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. El Presidente de la República dictará, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley, las normas necesarias para que los canales de radiodifusión televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, incorporen programación con subtítulos ocultos u opcionales u otro mecanismo de comunicación audiovisual que posibilite su acceso por parte de las personas con discapacidad auditiva. El reglamento establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 25, 26 y 45 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 27, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 30 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.”.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 178 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Elimínase, en su inciso segundo, la oración “Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.”.

- Sustitúyase su actual inciso tercero, por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando sus actuales incisos cuarto y quinto a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:

“Los edificios existentes de uso público o que presten un servicio a la comunidad, dispondrán de un plazo máximo de tres años para hacer las adecuaciones de accesibilidad a que se refiere el artículo 28 del presente cuerpo legal. Dicho plazo se contará desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

El acceso a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, en especial, las vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Corresponderá al Ministerio de Planificación, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.”.

- Elimínase, en su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, la oración “; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 178 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo tercero

Dispone que el Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N°4, de 2003 y N°44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.

Cabe recordar que ante la Comisión de Salud fue presentada la indicación N° 180, de Su Excelencia la Presidenta de la República, que se aprobó y agregó los siguientes incisos nuevos:


“Para todos los efectos legales el Fondo Nacional de la Discapacidad  a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley. 


Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.”.
Durante el trámite ante esta Comisión se presentó la indicación Nº 180 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:

- Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por la palabra “Servicio”.

- Sustitúyanse, en su inciso cuarto, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad”, y la frase “como en el que crea” por la frase “como en el Servicio que crea”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 180 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo cuarto

Establece que el Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad actualmente a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Ese servicio traspasará al Fondo Nacional de la Discapacidad las bases de datos que constituyen actualmente ese registro, con todos los antecedentes que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez o los solicitantes le hubieren proporcionado. Asimismo, la transferencia incluirá los soportes electrónicos y otros elementos o recursos necesarios que fueren imprescindibles para la continuidad del registro. 


Respecto a esta disposición, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó una indicación, signada con el N° 183, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N°  19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 183 por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo quinto
Dispone que todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.
En este artículo recayó la indicación Nº 183 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “seis” por “nueve”, y eliminar la frase “, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio”.
- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 183 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de mayo de 2007,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“La presente iniciativa legal tiene por objeto hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquiera forma de discriminación fundada en discapacidad.

El mayor gasto que representa la aplicación de esta ley es hasta $298.000 miles anuales en régimen, el que será financiado con los recursos contemplados en el Presupuesto del Ministerio de Planificación.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero sustitutivo, de fecha 24 de abril de 2009, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de modo textual, lo siguiente: 
“La presente iniciativa legal tiene por objeto hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquiera forma de discriminación fundada en discapacidad.

1.- Respecto a exenciones arancelarias:

En el artículo 51 se incrementa el valor máximo de los vehículos susceptibles de aplicar exenciones arancelarias, acorde con los precios de mercado, ampliándose a su vez este beneficio a todas las personas con discapacidad, su familia y guardadoras.
Asimismo, en el artículo 52, se especifica la liberación de la totalidad de los gravámenes aduaneros a la importación de equipos y elementos especiales para ser usados por personas con discapacidad.

La aplicación de estas iniciativas implica un menor ingreso fiscal por recaudación de impuestos estimado de $81 millones en 2009, de $162 millones en 2010 y de $203 millones anuales de 2011 en adelante producto del aumento de los beneficiarios de esta franquicia.

2.- Fortalecimiento institucional

En el artículo 72 se establece que un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo Regional y las instrucciones impartidas por el Director Nacional. Se detalla, además, en dicho artículo las funciones que deberá desarrollar con el fin de cumplir a cabalidad con la misión de la institución.

En el artículo 73 se establece que el Fondo Nacional de la Discapacidad contará con Direcciones Regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. Se detalla, además, en dicho artículo las funciones que deberán desarrollar en cada región con el fin de cumplir a cabalidad con la misión de la institución.

La aplicación de esta iniciativa legal tiene un mayor gasto de $192 millones en 2009 y de $329 millones anuales de 2010 en adelante. En este caso, los montos serán financiados con los recursos contemplados en los presupuestos anuales del Ministerio de Planificación.”.

Finalmente, se presentó un nuevo informe financiero sustitutivo, de fecha 3 de noviembre de 2009, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de modo textual, lo siguiente: 
“La presente iniciativa legal tiene por objeto hacer efectivo el derecho a la igualdad  de oportunidades de las personas con discapacidad, a fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquiera forma de discriminación fundada en discapacidad. Para ello, además, modifica la institucionalidad de FONADIS, creándolo como servicio público.
1.-
Respecto a exenciones arancelarias:

En el artículo 47 se incrementa el valor máximo de los vehículos susceptibles de aplicar exenciones arancelarias, acorde con los precios de mercado, ampliándose a su vez este beneficio a todas las personas con discapacidad, su familia y guardadores.

Asimismo, en el artículo 48, se especifica la liberación de la totalidad de los gravámenes aduaneros a la importación de equipos y elementos especiales para ser usados por personas con discapacidad.

La aplicación de estas iniciativas implica un menor ingreso fiscal por recaudación de impuestos estimado en $164 millones en 2010 y $206 millones anuales de 2011 en adelante producto del aumento de los beneficios de esta franquicia.
2.-
Fortalecimiento institucional

En el artículo 66 se establece que un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Servicio Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo Regional y las instrucciones impartidas por el Director Nacional.  Se detalla, además, en dicho artículo las funciones que deberá desarrollar con el fin de cumplir a cabalidad con la misión de la institución 

En el artículo 67 se establece que el Servicio Nacional de la Discapacidad contará con Direcciones Regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. Se detalla, además, en dicho artículo las funciones que deberá desarrollar en cada región con el fin de cumplir a cabalidad con la misión de la institución.

La aplicación de esta iniciativa legal tiene un mayor gasto de $334 millones anuales. En este caso, los montos serán financiados con los recursos contemplados en los presupuestos anuales del Ministerio de Planificación.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Salud, con las siguientes modificaciones:
---
Epígrafe del proyecto de ley

Sustituirlo por el siguiente:

“proyecto de ley que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 1 bis) 

---
Artículo 2º
Suprimir la frase “, según lo establecido en el artículo 60, letra d”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 2 bis) 

Artículo 3º

Inciso segundo
Eliminar la letra d), pasando las actuales letras e) y f) a ser letras d) y e), respectivamente. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 3 bis) 

Artículo 4º
Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 4°.- Es deber del Estado promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.

Los programas destinados a las personas con discapacidad que ejecute el Estado, deberán tener como objetivo mejorar su calidad de vida, principalmente, a través de acciones de fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos.

En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.

Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante.

Para acceder a los beneficios y prestaciones sociales establecidos en la presente ley, las personas con discapacidad deberán contar con la certificación de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez a que se refiere el artículo 13 del presente cuerpo legal y estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 4 bis) 

Artículo 5º
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 5°.- Persona con discapacidad es aquélla que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 6 bis) 

Artículo 6º

Letra d)
Suprimir la frase “y guardador”.

Letra e)
Eliminar la palabra “intelectual” y la coma (,) que la antecede.

Letra f), nueva
Agregar la siguiente letra f), nueva:
“f) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 9 bis)
Artículo 9º
Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 9º.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva. 

Asimismo, el Estado adoptará las acciones conducentes a asegurar a los niños con discapacidad el pleno goce y ejercicio de sus derechos, en especial el respeto a su dignidad, el derecho a ser parte de una familia y a mantener su fertilidad, en condiciones de igualdad con las demás personas.

De igual modo, el Estado adoptará las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas las mujeres y niños con discapacidad y las personas con discapacidad mental, en razón de su condición.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 14 bis)
Artículo 10
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 10.- En toda actividad relacionada con niños con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 19 bis)
Artículo 11
Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 11.- La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 20 bis)
Artículo 12

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios de apoyo, los que se entregarán considerando el grado de dependencia y el nivel socioeconómico del postulante.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 24 bis)
Artículo 14

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 14.- Un reglamento de los Ministerios de Salud y de Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por la Organización Mundial de la Salud.”.

Inciso segundo

Agregar a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“El Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución, protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar los criterios a los que hace referencia el inciso primero.”.

ººº
Inciso tercero, nuevo
Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen las personas con discapacidad a la entrada en vigencia de esta ley.”.

ººº
Inciso tercero
Agregar, en su inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, a continuación de la frase “dentro del plazo máximo de veinte días”, la palabra “hábiles”.”.  (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 25 bis)
Artículo 18

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 18.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.

El Estado dará cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior en los términos y condiciones que fije esta ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 27 bis)
Artículo 20

Inciso primero

Suprimir las frases “los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales,” y “, falta de acceso a los servicios de salud”.

Inciso segundo

Reemplazarlo por el siguiente:

“El Estado deberá proporcionar información pública, permanente y actualizada sobre las medidas, planes y programas de prevención adoptados, respecto a los factores de riesgo señalados en el inciso anterior.”. (Mayoría de votos, tres a favor y dos en contra. Indicación Nº 32 bis)
Artículo 21

Inciso tercero

Sustituirlo por el siguiente:

“Las personas con discapacidad tienen derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible, en  conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 4° de la presente ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 36 bis)
Artículo 22

Inciso segundo

Reemplazarlo por el siguiente:

“El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria, así como la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación integral, como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.”.

Inciso tercero
Suprimirlo. 

Inciso cuarto
Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 40 bis)
Artículo 24

Inciso primero

Suprimir la expresión “criterios,”.

ººº
Inciso segundo, nuevo
Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultad en la aplicación de los instrumentos de selección que se administren para el efecto, deberán informarlo en su postulación, para su adaptación.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 43 bis)
ººº
Artículo 28

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquél que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente.

Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº 19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad.

La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.

La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 57 bis)
Artículo 29

Inciso primero

Reemplazar la frase “una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan”, por la frase “personas con discapacidad”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 68 bis)
Artículo 30

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte público de pasajeros, los organismos competentes del Estado deberán adoptar las medidas conducentes a su adaptación e incentivar o ejecutar, según corresponda, las habilitaciones y adecuaciones que se requieran en dichos medios de transporte y en la infraestructura de apoyo correspondiente.

Todos los medios de transporte público deberán contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación. Dicho reglamento deberá considerar las necesarias adecuaciones a la diversidad territorial del país.

En los procesos de licitación de transporte público de pasajeros, las bases respectivas incorporarán los requerimientos señalados en el inciso anterior.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte público de pasajeros establecida en el reglamento a que se refiere el inciso segundo de este artículo. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte público.

El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa especial vigente.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 72 bis)
Artículo 31

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 31.- Los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos; los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público y los espacios de uso público que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.

El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como centros o complejos comerciales y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando ante las autoridades competentes, a los vehículos infractores.

Sólo podrán hacer uso de estos estacionamientos los vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten, circunstancia que será acreditada con la correspondiente credencial de conformidad con lo establecido en la Ley del Tránsito.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 78 bis)
Artículo 32

Inciso primero

Eliminar la palabra “especiales”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 84)
Artículo 33

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 33.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el acceso a los establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o a los establecimientos de educación especial, según corresponda, que reciban subvenciones o aportes del Estado.”. (Unanimidad 5x0. Indicación Nº 90 bis)
Artículo 35

ººº
Inciso cuarto, nuevo
Agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“El Estado colaborará para el logro de lo dispuesto en los incisos precedentes, introduciendo las modificaciones necesarias al sistema de subvenciones educacionales o a través de otras medidas conducentes a este fin.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 93 bis)
ººº
Artículo 36

Agregar, a continuación de la frase “y de otros”, la expresión “profesionales u”, y reemplazar el numeral “5°” por el número “14”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 97 bis)
Artículo 37

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que así lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestar servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, así como a las instituciones de educación superior y de capacitación en que existan alumnos con necesidades educativas especiales.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 100 bis)
Artículo 38

Inciso segundo

Suprimir la expresión “e ingreso”.

Inciso tercero

Eliminarlo. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 102 bis)
Artículo 40

Suprimir la coma (,) que sigue a la palabra “Educación”, y colocar la frase “a consecuencia de su discapacidad” entre comas. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 106 bis)
Artículo 42

Letra c)
Intercalar luego de la palabra “ejecutar”, la frase “, por sí o a través de personas naturales o jurídicas con o sin fines de lucro,”.

Letra d)
Reemplazar la frase “aprobado o divulgado” por la palabra “aprobados”.

Letra e)
Suprimirla. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 107 bis)
Artículo 43

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 43.- El Estado creará condiciones y velará por la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. Para tal efecto, podrá desarrollar en forma directa o a través de terceros, planes, programas e incentivos y crear instrumentos que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados. Con igual frecuencia deberá publicar dicha información en su sitio web, la que también deberá estar disponible en el sitio web del Servicio Nacional de la Discapacidad.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 113 bis)
Artículo 44

Inciso primero
Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 44.- En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.”.
Inciso segundo
Sustituir la frase “el Ministerio de Planificación” por la frase “los Ministros de Planificación y de Hacienda”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 114 bis)
Artículo 45

Reemplazar la frase “que deberá” por la frase “, la cual deberá”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 119 bis)
Artículo 47

Inciso primero
Sustituir la frase “Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales,” por la frase “Los vehículos importados por personas con discapacidad, sea que actúen por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”.

Inciso segundo
Reemplazar la frase “En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán”, por la frase “Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán”, y la frase “certificados, que” por “certificados que,”.

Inciso cuarto
Sustituir la palabra “permanecerán” por la frase “deberán permanecer”.

Inciso quinto
Reemplazarlo por el siguiente:

“Las cantidades en dólares establecidas en el presente artículo se actualizarán anualmente a contar del 1° de enero de cada año mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, conforme a la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de doce meses comprendido entre el 1° de noviembre del año que antecede al de la dictación del decreto supremo y el 30 de octubre del año anterior a la vigencia de dicho decreto.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 121 bis)
Artículo 48

Letra i)
Sustituir la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 127 bis)
Artículo 49

Reemplazar la frase “por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por sus cuidadores o guardadores,” por la frase “actuando por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 128 bis)
Artículo 51

Sustituir la frase “sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva” por la frase “treinta y seis meses contados desde la fecha en que se devengue el impuesto”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 133 bis)
Artículo 53

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 53.- El que obtenga indebidamente los beneficios arancelarios de que trata este Párrafo, proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en las penas asignadas al delito de contrabando contenidas en el artículo 178 de la Ordenanza de Aduanas, las que deberán imponerse de acuerdo al monto del beneficio indebidamente obtenido.

Además, en el caso de haberse autorizado el pago diferido de los impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos, éste podrá revocar la autorización desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada, debiendo pagarse el impuesto, sus multas e intereses, en la modalidad y fecha que dicho Servicio señale.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 133 ter)
Artículo 55

Letra b)
Suprimirla, pasando sus actuales letras c), d), e) y f) a ser b), c), d) y e), respectivamente.

Letra c)
Agregar, en su actual letra c), que pasa a ser letra b), a continuación de la expresión “El reglamento”, la frase “indicado en el artículo anterior”.
Letra d)
Sustituir su actual letra d), que pasa a ser letra c), por la siguiente:
“c) Inscribir a las personas jurídicas que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal, de conformidad con lo que establezca el reglamento;”.  (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 136 bis)
Artículo 57

Inciso segundo
Reemplazar la frase “Estas sanciones se duplicarán” por “La multa se duplicará”.

Inciso tercero
Suprimir la expresión “de accesibilidad”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 146 bis)
Artículo 58

Inciso segundo
Sustituirlo por el siguiente:

“Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal deberá realizar los ajustes necesarios que permitan a estas personas comunicarse y acceder a los antecedentes del proceso, de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 146 ter)
---
TITULO VII

Reemplazar su epígrafe por el siguiente: “Del Comité de Ministros de la Discapacidad y del Servicio Nacional de la Discapacidad”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 146 quáter) 

---
Artículo 59

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 59.- Establécese un Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo y Transportes y Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y coordinación intersectorial. Este Comité se reunirá, a lo menos, dos veces al año, previa convocatoria de su presidente, y su secretaría ejecutiva estará radicada en la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad. El propio Comité fijará las normas de su funcionamiento.

El Comité de Ministros dispondrá, a través de la secretaría ejecutiva, la contratación de entidades externas a los organismos del Estado que ejecutan y coordinan las acciones y prestaciones sociales que ofrecen a personas con discapacidad, para que efectúen evaluaciones periódicas de calidad, costo, efectividad e impacto de dichas acciones y prestaciones. El Comité fijará las modalidades y procedimientos de contratación. Las evaluaciones deberán considerar las instrucciones técnicas que imparta la Dirección de Presupuestos.

Una vez realizadas estas evaluaciones, sus resultados se deberán publicar oportunamente en los sitios web del Ministerio de Planificación y del Servicio Nacional de la Discapacidad y, al mismo tiempo, deberán ser remitidas al Congreso Nacional una copia de los informes finales.

Las recomendaciones que surjan de las evaluaciones a las que se refieren los incisos precedentes deberán ser consideradas, y en caso de ser necesario, deberán traducirse en modificaciones, adecuaciones e incluso en el término de dichas acciones y prestaciones sociales.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 147 bis)
Artículo 60

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 60.- Créase el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, que tiene por finalidad promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Servicio Nacional de la Discapacidad será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal del actual Fondo Nacional de la Discapacidad.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 149 bis)
Artículo 61

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 61.- El Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer. 

Con el propósito de promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad serán las siguientes:

a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin. Para el cumplimiento de esta función el Servicio podrá celebrar convenios con estos organismos;

b) Asesorar técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad;

c) Elaborar y ejecutar, en su caso, el plan de acción de la política nacional para personas con discapacidad, así como, planes, programas y proyectos;

d) Promover y desarrollar acciones que favorezcan la coordinación del sector privado con el sector público en todas aquellas materias que digan relación con mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad; 

e) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos;

f) Realizar acciones de difusión y sensibilización;

g) Financiar, total o parcialmente, ayudas técnicas y servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante;

h) Estudiar y proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Planificación, las normas y reformas legales necesarias para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad;

i) Realizar estudios sobre discapacidad y aquellos relativos al cumplimiento de sus fines, o bien, contratar los que estime necesarios de tal forma de contar periódicamente con un instrumento que permita la identificación y la caracterización actualizada, a nivel nacional y comunal, de la población con discapacidad, tanto en términos socioeconómicos como con respecto al grado de discapacidad que los afecta, y 

j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.

Trimestralmente el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá informar en su página web acerca de las acciones y prestaciones sociales que ejecute o coordine y que vayan a favor de las personas con discapacidad. Esta información deberá incluir el número de beneficiarios efectivos, los recursos públicos desembolsados y los resultados de las evaluaciones, si las hubiere. 

El Servicio Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y Direcciones Regionales en cada región del país. Contará, además, con un Consejo Consultivo de la Discapacidad.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 156 bis)
Artículo 62

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Consultivo de la Discapacidad deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Consejo Consultivo de la Discapacidad se integrará como sigue:

a) Con el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, quien lo presidirá;

b) Con cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, intelectual y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional;

c) Con un representante del sector empresarial;

d) Con un representante de organizaciones de trabajadores, y

e) Con dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad.

Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales. Los consejeros señalados en las letras b) y e) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, los que elegirán a sus representantes en la forma que determine el reglamento. Los consejeros señalados en las letras c) y d) serán elegidos, respectivamente, por las organizaciones empresariales y de trabajadores más representativas del país, en la forma que establezca el reglamento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) precedente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente designados.

De entre los miembros del Consejo Consultivo se designará un vicepresidente, quien subrogará al presidente en caso de ausencia o impedimento de éste. El vicepresidente durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido. El reglamento que se dicte al efecto determinará las funciones, atribuciones y obligaciones del presidente y del vicepresidente.

La secretaría técnica del Consejo Consultivo recaerá en la Dirección Nacional del Servicio y el Subdirector Nacional ejercerá como ministro de fe de las actuaciones y determinaciones del Consejo.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 158 bis)
Artículo 63

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 63.- Corresponderá al Consejo Consultivo de la Discapacidad:

a) Opinar fundadamente sobre la propuesta de política nacional para personas con discapacidad y sus actualizaciones, como asimismo sobre el plan de acción, en conformidad a la ley y el reglamento;

b) Solicitar y recibir de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Servicio Nacional de la Discapacidad;

d) Presentar al Director Nacional del Servicio la propuesta de adjudicación de los concursos de proyectos, previa evaluación técnica de las propuestas presentadas. Para el cumplimiento de esta función, el Consejo Consultivo deberá conformar comisiones de trabajo integradas por consejeros y profesionales o técnicos provenientes de los ministerios y servicios públicos que desarrollen funciones o realicen prestaciones sociales relacionadas con las propuestas presentadas. En la resolución de los concursos de proyectos, el Director Nacional del Servicio deberá fundamentar su decisión cuando rechace proyectos evaluados favorablemente por el Consejo Consultivo;

e) Servir como instancia de consulta y apoyo para el desarrollo de las funciones del Servicio;

f) Ser informado periódicamente de la marcha del Servicio y del cumplimiento de sus fines, y

g) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 158 ter)
Artículo 64

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 64.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá los mecanismos de designación de los consejeros, sus derechos y deberes, las causales de cesación, las incompatibilidades y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes. Asimismo, regulará los mecanismos de integración al Consejo de las personas señaladas en el artículo 63 letra d) de este cuerpo legal. El reglamento contendrá también, las normas de funcionamiento general del Consejo y los quórums necesarios para sesionar y adoptar acuerdos.”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 159 bis)
Artículo 65

Suprimirlo.  (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 160 bis)
Artículo 66

Pasa a ser artículo 65, sustituyendo la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, todas las veces que aparecen en su texto. 

Inciso segundo
Letras a) y b)
Reemplazarlas por las siguientes:

“a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros;

b) Informar periódicamente al Comité de Ministros acerca de la marcha del Servicio Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;”.

Letra i)
Sustituirla por la siguiente:

“i) Servir como secretaría ejecutiva del Comité de Ministros;”.

Letras j) y k), nuevas
Intercalar las siguientes letras j) y k), nuevas, pasando su actual letra j) a ser l):

“j) Presidir el Consejo Consultivo de la Discapacidad;

k) Resolver los concursos de proyectos, y”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 161 bis)
Artículo 67

Pasa a ser artículo 66, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero
Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Inciso segundo
Letra e), nueva
Intercalar la siguiente letra e), nueva, pasando su actual letra e) a ser f):

“e) Participar en las sesiones del Consejo Consultivo de la Discapacidad con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 166 bis)
Artículo 68

Pasa a ser artículo 67, con la siguiente enmienda:

Inciso primero
Sustituir la palabra “corresponden” por “corresponderán”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 167 bis)
Artículo 69

Pasa a ser artículo 68, con las siguientes modificaciones:

Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Letra b)
Sustituirla por la siguiente:

“b) Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fondo Nacional de la Discapacidad al Servicio Nacional de la Discapacidad, en tanto continuador legal de éste, los bienes que el Servicio adquiera a cualquier título y los frutos de esos mismos bienes;”.

Letra c), nueva
Intercalar la siguiente letra c), nueva, pasando sus actuales letras c), d) y e) a ser d), e) y f),respectivamente:

“c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;”.

Letra c)
Pasa a ser letra d), reemplazándola por la siguiente:

“d) Las donaciones, herencias y legados que el Servicio acepte, en todo caso, con beneficio de inventario. Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Servicio Nacional de la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte. Asimismo, las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación;”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 170 bis)
Artículos 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81

Pasan a ser artículos 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79 y 80, respectivamente, sustituyendo la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, según corresponda, todas las veces que aparecen en su texto. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 170 ter)
Artículo 71

Pasa a ser artículo 70, incorporando la siguiente modificación:

ººº
Inciso segundo, nuevo
Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la remuneración de quienes se desempeñen como Director, Subdirector y Directores Regionales del Servicio Nacional de la Discapacidad no podrá exceder de la remuneración bruta mensualizada que corresponda a los grados 1C, 3º y 4º de la E.U.S. respectivamente, más la asignación de Alta Dirección Pública que se les fije conforme el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 177 A)
ººº
Artículo 82

Pasa a ser artículo 81, reemplazándolo por el siguiente:

“Artículo 81.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, con excepción del artículo 21, de los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, y del artículo 65, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 177 bis)
Disposiciones Transitorias
Artículo primero

Inciso segundo
Eliminar la oración “Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.”.

Inciso tercero
Sustituirlo por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando sus actuales incisos cuarto y quinto a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:

“Los edificios existentes de uso público o que presten un servicio a la comunidad, dispondrán de un plazo máximo de tres años para hacer las adecuaciones de accesibilidad a que se refiere el artículo 28 del presente cuerpo legal. Dicho plazo se contará desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

El acceso a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismos o las municipalidades, en especial, las vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Corresponderá al Ministerio de Planificación, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.”.

Inciso cuarto
Pasa a ser inciso quinto, eliminando la oración “; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 178 bis)
Artículo tercero

Inciso segundo
Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por la palabra “Servicio”.

Inciso cuarto
Sustituir la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad”, y la frase “como en el que crea” por la frase “como en el Servicio que crea”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 180 bis)
Artículo quinto

Reemplazar la palabra “seis” por “nueve”, y eliminar la frase “, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio”. (Unanimidad 3x0. Indicación Nº 180 bis)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

 “Título preliminar

Objeto, principios y definiciones


Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.


Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país.


Artículo 3º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


e) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.

Artículo 4°.- Es deber del Estado promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.

Los programas destinados a las personas con discapacidad que ejecute el Estado, deberán tener como objetivo mejorar su calidad de vida, principalmente, a través de acciones de fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos.

En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.

Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante.

Para acceder a los beneficios y prestaciones sociales establecidos en la presente ley, las personas con discapacidad deberán contar con la certificación de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez a que se refiere el artículo 13 del presente cuerpo legal y estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.

Artículo 5°.- Persona con discapacidad es aquélla que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 6º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.
f) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.
TITULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades


Artículo 7º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral,  económica, cultural y social.


Artículo 8º.- Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.


Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.


Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.


Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad

Artículo 9º.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva. 

Asimismo, el Estado adoptará las acciones conducentes a asegurar a los niños con discapacidad el pleno goce y ejercicio de sus derechos, en especial el respeto a su dignidad, el derecho a ser parte de una familia y a mantener su fertilidad, en condiciones de igualdad con las demás personas.

De igual modo, el Estado adoptará las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas las mujeres y niños con discapacidad y las personas con discapacidad mental, en razón de su condición.

Artículo 10.- En toda actividad relacionada con niños con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.

Artículo 11.- La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.

Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios de apoyo, los que se entregarán considerando el grado de dependencia y el nivel socioeconómico del postulante.

La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad


Artículo 13.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 


El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial, un kinesiólogo o un terapeuta ocupacional, según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 


La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.


Artículo 14.- Un reglamento de los Ministerios de Salud y de Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por la Organización Mundial de la Salud.

La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla. El Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución, protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar los criterios a los que hace referencia el inciso primero.
Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen las personas con discapacidad a la entrada en vigencia de esta ley.

La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días hábiles contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.


Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.

Artículo 15.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean éstos públicos o privados, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.


Artículo 16.- Las personas que se encuentren en proceso de calificación o de recalificación, deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 


En el evento de que por inactividad del interesado se paralice por más de treinta días el procedimiento por él iniciado, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva podrá apercibirlo para que efectúe las diligencias de su cargo dentro del plazo de treinta días hábiles, bajo pena de declarar el abandono del procedimiento.


Contra la resolución definitiva que emita la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los interesados podrán interponer reclamación administrativa de conformidad con la ley.


Artículo 17.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Servicio de Registro Civil e Identificación, para su inscripción.

TITULO III

Prevención y Rehabilitación

Artículo 18.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.

El Estado dará cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior en los términos y condiciones que fije esta ley.
Párrafo 1°

Prevención


Artículo 19.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Artículo 20.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes o estrés.


El Estado deberá proporcionar información pública, permanente y actualizada sobre las medidas, planes y programas de prevención adoptados, respecto a los factores de riesgo señalados en el inciso anterior.
Párrafo 2°

Rehabilitación


Artículo 21.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Las personas con discapacidad tienen derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible, en  conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 4° de la presente ley.

Artículo 22.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria, así como la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación integral, como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.

Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TITULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad


Artículo 23.- El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.


Artículo 24.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, procedimientos y prácticas de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos. 
Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultad en la aplicación de los instrumentos de selección que se administren para el efecto, deberán informarlo en su postulación, para su adaptación.

Artículo 25.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.

Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.


Artículo 26.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. 


Artículo 27.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.

Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquél que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente.

Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº 19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad.

La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.

La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.

Artículo 29.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por personas con discapacidad. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad. Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.
Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte público de pasajeros, los organismos competentes del Estado deberán adoptar las medidas conducentes a su adaptación e incentivar o ejecutar, según corresponda, las habilitaciones y adecuaciones que se requieran en dichos medios de transporte y en la infraestructura de apoyo correspondiente.

Todos los medios de transporte público deberán contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación. Dicho reglamento deberá considerar las necesarias adecuaciones a la diversidad territorial del país.

En los procesos de licitación de transporte público de pasajeros, las bases respectivas incorporarán los requerimientos señalados en el inciso anterior.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte público de pasajeros establecida en el reglamento a que se refiere el inciso segundo de este artículo. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte público.

El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa especial vigente.
Artículo 31.- Los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos; los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público y los espacios de uso público que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.

El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como centros o complejos comerciales y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando ante las autoridades competentes, a los vehículos infractores.

Sólo podrán hacer uso de estos estacionamientos los vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten, circunstancia que será acreditada con la correspondiente credencial de conformidad con lo establecido en la Ley del Tránsito.
Artículo 31 A.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille del nombre de dichos productos y su fecha de vencimiento.


Artículo 32.- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.


En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.

Párrafo 2°
De la educación y de la inclusión escolar


Artículo 33.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el acceso a los establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o a los establecimientos de educación especial, según corresponda, que reciban subvenciones o aportes del Estado.

Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.


Artículo 34.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar, de acuerdo a la normativa vigente, aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.


Artículo 35.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.
El Estado colaborará para el logro de lo dispuesto en los incisos precedentes, introduciendo las modificaciones necesarias al sistema de subvenciones educacionales o a través de otras medidas conducentes a este fin.


Artículo 36.- La necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros profesionales u organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 14 de esta ley.


Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que así lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestar servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, así como a las instituciones de educación superior y de capacitación en que existan alumnos con necesidades educativas especiales.

Artículo 38.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.



Artículo 39.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación asegurará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.


Artículo 40.- El Ministerio de Educación establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que, a consecuencia de su discapacidad, no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.


Artículo 41.- Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por  las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Párrafo 3°

De la capacitación e inserción laboral


Artículo 42.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la inclusión y no discriminación laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar, por sí o a través de personas naturales o jurídicas con o sin fines de lucro, programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobados por la Organización Internacional del Trabajo. 


Artículo 43.- El Estado creará condiciones y velará por la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. Para tal efecto, podrá desarrollar en forma directa o a través de terceros, planes, programas e incentivos y crear instrumentos que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados. Con igual frecuencia deberá publicar dicha información en su sitio web, la que también deberá estar disponible en el sitio web del Servicio Nacional de la Discapacidad.

Artículo 44.- En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.

Un reglamento suscrito por los Ministros de Planificación y de Hacienda determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.


En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.


Artículo 45.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional, la cual deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de las capacidades reales de la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses. 


Artículo 46.- Las personas con discapacidad podrán celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo, sin limitación de edad.

Párrafo 4°
De las exenciones arancelarias


Artículo 47.- Los vehículos importados por personas con discapacidad, sea que actúen por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados que, para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad. El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo deberán permanecer por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Las cantidades en dólares establecidas en el presente artículo se actualizarán anualmente a contar del 1° de enero de cada año mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, conforme a la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de doce meses comprendido entre el 1° de noviembre del año que antecede al de la dictación del decreto supremo y el 30 de octubre del año anterior a la vigencia de dicho decreto.

Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.

Artículo 48.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, e

i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Servicio Nacional de la Discapacidad.


Artículo 49.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, actuando por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.


Artículo 50.- Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad.


Artículo 51.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de treinta y seis meses contados desde la fecha en que se devengue el impuesto. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.


Artículo 52.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.

Artículo 53.- El que obtenga indebidamente los beneficios arancelarios de que trata este Párrafo, proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en las penas asignadas al delito de contrabando contenidas en el artículo 178 de la Ordenanza de Aduanas, las que deberán imponerse de acuerdo al monto del beneficio indebidamente obtenido.

Además, en el caso de haberse autorizado el pago diferido de los impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos, éste podrá revocar la autorización desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada, debiendo pagarse el impuesto, sus multas e intereses, en la modalidad y fecha que dicho Servicio señale.
TITULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad


Artículo 54.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por los Ministerios de Justicia y de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.


Artículo 55.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento indicado en el artículo anterior determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


c) Inscribir a las personas jurídicas que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal, de conformidad con lo que establezca el reglamento;

d) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


e) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.

Título VI

Acciones Especiales


Artículo 56.- Sin perjuicio de la normas administrativas y penales, toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Artículo 57.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 56 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. La multa se duplicará en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.


Artículo 58.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.


Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal deberá realizar los ajustes necesarios que permitan a estas personas comunicarse y acceder a los antecedentes del proceso, de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.

En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.

TITULO VII

Del Comité de Ministros de la Discapacidad y del Servicio Nacional de la Discapacidad
Artículo 59.- Establécese un Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo y Transportes y Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y coordinación intersectorial. Este Comité se reunirá, a lo menos, dos veces al año, previa convocatoria de su presidente, y su secretaría ejecutiva estará radicada en la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad. El propio Comité fijará las normas de su funcionamiento.

El Comité de Ministros dispondrá, a través de la secretaría ejecutiva, la contratación de entidades externas a los organismos del Estado que ejecutan y coordinan las acciones y prestaciones sociales que ofrecen a personas con discapacidad, para que efectúen evaluaciones periódicas de calidad, costo, efectividad e impacto de dichas acciones y prestaciones. El Comité fijará las modalidades y procedimientos de contratación. Las evaluaciones deberán considerar las instrucciones técnicas que imparta la Dirección de Presupuestos.

Una vez realizadas estas evaluaciones, sus resultados se deberán publicar oportunamente en los sitios web del Ministerio de Planificación y del Servicio Nacional de la Discapacidad y, al mismo tiempo, deberán ser remitidas al Congreso Nacional una copia de los informes finales.

Las recomendaciones que surjan de las evaluaciones a las que se refieren los incisos precedentes deberán ser consideradas, y en caso de ser necesario, deberán traducirse en modificaciones, adecuaciones e incluso en el término de dichas acciones y prestaciones sociales.
Artículo 60.- Créase el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, que tiene por finalidad promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Servicio Nacional de la Discapacidad será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal del actual Fondo Nacional de la Discapacidad. 

Artículo 61.- El Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer. 

Con el propósito de promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad serán las siguientes:

a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin. Para el cumplimiento de esta función el Servicio podrá celebrar convenios con estos organismos;

b) Asesorar técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad;

c) Elaborar y ejecutar, en su caso, el plan de acción de la política nacional para personas con discapacidad, así como planes, programas y proyectos;

d) Promover y desarrollar acciones que favorezcan la coordinación del sector privado con el sector público en todas aquellas materias que digan relación con mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad; 

e) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos;

f) Realizar acciones de difusión y sensibilización;

g) Financiar, total o parcialmente, ayudas técnicas y servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante;

h) Estudiar y proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Planificación, las normas y reformas legales necesarias para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad;

i) Realizar estudios sobre discapacidad y aquellos relativos al cumplimiento de sus fines, o bien, contratar los que estime necesarios de tal forma de contar periódicamente con un instrumento que permita la identificación y la caracterización actualizada, a nivel nacional y comunal, de la población con discapacidad, tanto en términos socioeconómicos como con respecto al grado de discapacidad que los afecta, y 

j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.

Trimestralmente el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá informar en su página web acerca de las acciones y prestaciones sociales que ejecute o coordine y que vayan a favor de las personas con discapacidad. Esta información deberá incluir el número de beneficiarios efectivos, los recursos públicos desembolsados y los resultados de las evaluaciones, si las hubiere. 

El Servicio Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y Direcciones Regionales en cada región del país. Contará, además, con un Consejo Consultivo de la Discapacidad.
Artículo 62.- El Consejo Consultivo de la Discapacidad deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.

El Consejo Consultivo de la Discapacidad se integrará como sigue:

a) Con el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, quien lo presidirá;

b) Con cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, intelectual y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional;

c) Con un representante del sector empresarial;

d) Con un representante de organizaciones de trabajadores, y

e) Con dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad.

Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales. Los consejeros señalados en las letras b) y e) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, los que elegirán a sus representantes en la forma que determine el reglamento. Los consejeros señalados en las letras c) y d) serán elegidos, respectivamente, por las organizaciones empresariales y de trabajadores más representativas del país, en la forma que establezca el reglamento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) precedente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente designados.

De entre los miembros del Consejo Consultivo se designará un vicepresidente, quien subrogará al presidente en caso de ausencia o impedimento de éste. El vicepresidente durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido. El reglamento que se dicte al efecto determinará las funciones, atribuciones y obligaciones del presidente y del vicepresidente.

La secretaría técnica del Consejo Consultivo recaerá en la Dirección Nacional del Servicio y el Subdirector Nacional ejercerá como ministro de fe de las actuaciones y determinaciones del Consejo.
Artículo 63.- Corresponderá al Consejo Consultivo de la Discapacidad:

a) Opinar fundadamente sobre la propuesta de política nacional para personas con discapacidad y sus actualizaciones, como asimismo sobre el plan de acción, en conformidad a la ley y el reglamento;

b) Solicitar y recibir de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Servicio Nacional de la Discapacidad;

d) Presentar al Director Nacional del Servicio la propuesta de adjudicación de los concursos de proyectos, previa evaluación técnica de las propuestas presentadas. Para el cumplimiento de esta función, el Consejo Consultivo deberá conformar comisiones de trabajo integradas por consejeros y profesionales o técnicos provenientes de los ministerios y servicios públicos que desarrollen funciones o realicen prestaciones sociales relacionadas con las propuestas presentadas. En la resolución de los concursos de proyectos, el Director Nacional del Servicio deberá fundamentar su decisión cuando rechace proyectos evaluados favorablemente por el Consejo Consultivo;

e) Servir como instancia de consulta y apoyo para el desarrollo de las funciones del Servicio;

f) Ser informado periódicamente de la marcha del Servicio y del cumplimiento de sus fines, y

g) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.
Artículo 64.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá los mecanismos de designación de los consejeros, sus derechos y deberes, las causales de cesación, las incompatibilidades y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes. Asimismo, regulará los mecanismos de integración al Consejo de las personas señaladas en el artículo 63 letra d) de este cuerpo legal. El reglamento contendrá también, las normas de funcionamiento general del Consejo y los quórums necesarios para sesionar y adoptar acuerdos.

Artículo 65.- La dirección y administración del Servicio Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros;

b) Informar periódicamente al Comité de Ministros acerca de la marcha del Servicio Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;

c) Dirigir, organizar y administrar el Servicio, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;


d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;


e) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


f) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Servicio; 


g) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Servicio Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


i) Servir como secretaría ejecutiva del Comité de Ministros;
j) Presidir el Consejo Consultivo de la Discapacidad;

k) Resolver los concursos de proyectos, y

l) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.

Artículo 66.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Servicio Nacional de la Discapacidad, de conformidad con las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;

e) Participar en las sesiones del Consejo Consultivo de la Discapacidad con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y
f) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 67.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponderán las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional, y

g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 68.- El patrimonio del Servicio Nacional de la Discapacidad estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;


b) Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fondo Nacional de la Discapacidad al Servicio Nacional de la Discapacidad, en tanto continuador legal de éste, los bienes que el Servicio adquiera a cualquier título y los frutos de esos mismos bienes;
c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;

d) Las donaciones, herencias y legados que el Servicio acepte, en todo caso, con beneficio de inventario. Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Servicio Nacional de la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte. Asimismo, las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación;

e) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos, y 


f) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados. 


Artículo 69.- Para la asignación y financiamiento de los servicios y ayudas técnicas que requieran los niños y niñas menores de seis años, será suficiente la determinación diagnóstica del médico tratante y la presentación de un plan de tratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados y debidamente fundados, el Servicio Nacional de la Discapacidad podrá requerir al solicitante otros antecedentes, diagnósticos o información adicional.


Artículo 70.- Las personas que presten servicios en el Servicio Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la remuneración de quienes se desempeñen como Director, Subdirector y Directores Regionales del Servicio Nacional de la Discapacidad no podrá exceder de la remuneración bruta mensualizada que corresponda a los grados 1C, 3º y 4º de la E.U.S. respectivamente, más la asignación de Alta Dirección Pública que se les fije conforme el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.

Artículo 71.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.


Artículo 72.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.


La contratación del personal que se desempeñe en el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.


Artículo 73.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.


Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.


Artículo 74.- El Director Nacional del Servicio, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley  N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al decreto supremo N° 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.


Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 75.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Servicio, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.


Artículo 76.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Servicio Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.


Artículo 77.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Servicio Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 78.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:


a) Censura;

b) Multa, y

c) Remoción.


Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.


La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.


Artículo 79.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.


Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Servicio y deberá ser siempre fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Servicio. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.


Artículo 80.- Las resoluciones del Servicio Nacional de la Discapacidad relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Servicio Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.


Artículo 81.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, con excepción del artículo 21, de los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, y del artículo 65, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales.
Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 25 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 26, 27 y 41 deberán ser cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. 
Los edificios existentes de uso público o que presten un servicio a la comunidad, dispondrán de un plazo máximo de tres años para hacer las adecuaciones de accesibilidad a que se refiere el artículo 28 del presente cuerpo legal. Dicho plazo se contará desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

El acceso a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismos o las municipalidades, en especial, las vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Corresponderá al Ministerio de Planificación, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.

Las exigencias señaladas en el artículo 31 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.


Artículo segundo.- Agrégase en el artículo 154 Nº 7 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “sexo de los trabajadores”, una coma (,) seguida de la frase “y a los ajustes necesarios y servicios de apoyo que permitan al trabajador con discapacidad un desempeño laboral adecuado”.


Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N° 4, de 2003 y N° 44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.


Para todos los efectos legales el Servicio Nacional de la Discapacidad a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Servicio que se crea por esta ley. 


Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Servicio Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el Servicio que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.


Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 54 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N° 19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.


Artículo quinto.- Todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de nueve meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de mayo, 28 de octubre y 4 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina (Pedro Muñoz Aburto), José García Ruminot (Presidente Accidental), Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo (Mariano Ruiz-Esquide Jara).


Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, PARA GARANTIZAR EL ACCESO UNIVERSAL E IGUALITARIO A LA PENSIÓN DE VEJEZ

(5087-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de reforma constitucional de la referencia, iniciado en una Moción de la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de reforma constitucional asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano, acompañada por el asesor legislativo, señor Francisco Del Río, y por la asesora, señora Consuelo Gazmuri. Asimismo, concurrió invitado el profesor de derecho constitucional, señor Patricio Zapata.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que el artículo único del proyecto en informe, requiere, en cada Cámara, la aprobación de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, por cuanto, en cada uno de sus numerales, contempla una reforma constitucional que recae sobre el Capítulo III del Texto Fundamental. Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: número 4.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: números 1, 2 y 3.

4.-
Indicaciones rechazadas: no hay.

5.-
Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: no hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Artículo 1º

Modifica el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política de la República, en los siguientes términos:


“Artículo 1.- Agréguese, al final del inciso tercero del artículo 19 Nº 18º de la Constitución Política de la República, lo siguiente:


“Tratándose del sistema previsional, la ley garantizará el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez, aun en los casos que la persona no haya podido procurársela y sin distinción de la calidad jurídica en que se encontró empleado el beneficiario durante su vida laboral.”.”.

El artículo 19 de la Carta Fundamental -sobre el cual recae la modificación en estudio-, consagra, en veintiséis numerales, el elenco de derechos y garantías constitucionales. Mediante su número 18º, asegura a todas las personas el derecho a la seguridad social. Para una más adecuada comprensión de la enmienda propuesta por la iniciativa en trámite, se transcribe a continuación la norma en comento:


“Artículo 19. La Constitución asegura a todas las personas:


18º. El derecho a la seguridad social.


Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado.


La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias.


El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social;”.

La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Alvear, es para intercalar, en la oración que se propone agregar, a continuación de la frase “a la pensión de vejez”, la expresión “e invalidez”.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que el objetivo final de la reforma constitucional de su autoría, es consagrar a nivel constitucional las conquistas alcanzadas en materia previsional mediante la reciente reforma instaurada por la ley, dando a ésta un sustento jurídico en la Carta Fundamental que resguarde la permanencia en el tiempo de los beneficios que ella contempla, de modo que, en el futuro, tales beneficios no puedan ser fácilmente modificados, salvo que sea para incrementarlos. Para tales efectos, acotó, se propone generar una garantía en la Constitución Política que resguarde los derechos adquiridos por ley, los que, constituyendo un piso mínimo, no puedan ser desconocidos o restringidos por la misma vía legal. 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto destacó la importancia de dejar claramente consignado en la historia fidedigna del establecimiento de la norma constitucional, el espíritu en el que se inspira y el verdadero sentido y alcance de la misma.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social subrayó que esta iniciativa refuerza la prioridad que el actual Gobierno ha atribuido a la reforma previsional implementada y al Pilar Solidario que por su intermedio se incorporó al régimen previsional chileno. Desde esa perspectiva, acotó, el Ejecutivo manifiesta su total respaldo al proyecto en estudio.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su preocupación por cuanto la norma en análisis consagraría el “acceso universal e igualitario” a la pensión de vejez e invalidez, en circunstancias que, de conformidad al régimen previsional vigente en nuestro país, dicho acceso no puede ser considerado universal, toda vez que sólo a partir de ciertos parámetros se genera la posibilidad de participar en el mismo. Recordó que, de acuerdo a la reciente reforma previsional, los beneficios del Pilar Solidario -Pensión Básica Solidaria y Aporte Previsional Solidario- son asignados tras verificarse el cumplimiento de ciertos requisitos legales, entre los cuales se encuentra el pertenecer a un determinado porcentaje de la población más pobre de Chile; esa condición es definida aplicando como instrumento de medición la Ficha de Protección Social, de modo tal que quienes no alcancen el puntaje preestablecido al efecto, quedarán comprendidos entre las personas de menores ingresos de nuestro país y accederán a las prestaciones previsionales correspondientes, en tanto que quienes superan la puntuación tope, quedarán al margen de tales beneficios. 


Con el texto propuesto por el proyecto en estudio, en cambio, podría interpretarse que todas las personas deberían acceder a los beneficios que ofrece el régimen de previsión social, incluso quienes cuenten con recursos económicos suficientes, sin importar otra consideración, lo cual no se condice con la modalidad bajo la cual opera el actual sistema. Por consiguiente, sugirió revisar la redacción de la norma en cuestión, porque, si bien la universalidad es una aspiración deseable, parece no coincidir con el régimen vigente.


El profesor señor Zapata señaló que la norma en comento se refiere esencialmente al “acceso” al sistema de previsión social, sin comprometer todavía una prestación determinada, lo que sucede recién más adelante mediante el artículo 2º del proyecto, donde se introducen los conceptos de solidaridad, pensión mínima y subsistencia digna, concretando así el compromiso asumido por el Estado chileno. Con esta precisión, agregó, parece claro que un individuo que durante su vida activa acumuló recursos económicos suficientes, no podría exigir del Estado que, adicionalmente, éste le proporcione una pensión mínima. La misma noción de solidaridad, además, impediría la posibilidad de acumular una pensión autofinanciada a una pensión mínima y ello, a su juicio, permite que la garantía estatal esté focalizada a los quintiles de menores ingresos. Conforme a lo anterior, concluyó, las palabras “universal e igualitario” deben ser vinculadas a la noción de “acceso”, en el entendido que todos los chilenos podrán alcanzar algún tipo de beneficio derivado del sistema de previsión social.


El Honorable Senador señor Letelier reiteró su inquietud por cuanto, conforme a los actuales términos del texto en estudio, una persona que de acuerdo a la ley no tiene derecho, por ejemplo, a una Pensión Básica Solidaria (PBS), igualmente podría acceder a dicho beneficio y, más aún, tendría derecho a reclamarlo. Destacó que la norma debe ser autosuficiente y redactada en términos tales que sean acordes con su objetivo. Subrayó que, justamente, lo que se pretende es que el precepto constitucional asegure que, con posterioridad, la ley respetará los beneficios y los mínimos que hoy día ya existen en materia previsional.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social sugirió que, una manera de delimitar la universalidad en referencia, podría ser estableciendo que el acceso universal e igualitario será tal, en la forma que prescriba la ley.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social acotó que, para tales efectos, sería necesario modificar el texto en estudio, de modo que señale que “tratándose del sistema previsional, se garantizará el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez e invalidez, en la forma que disponga la ley”.


El profesor señor Zapata expresó que la clave de la reforma en estudio está en el compromiso concreto que el Estado chileno asume mediante el artículo siguiente del proyecto en análisis, reforzando la idea embrionaria que la Constitución Política actualmente ya contempla al referirse a las prestaciones básicas uniformes. Así, dijo, se conectan los incisos tercero y cuarto del numeral 18º del artículo 19, que son modificados mediante esta reforma constitucional. La incorporación de los conceptos de “universal e igualitario” refuerza la aspiración de consagrar un sistema nacional de protección. Sin embargo, advirtió, tampoco es dable consignar que la ley podrá actuar soberanamente a propósito de dicho acceso universal e igualitario, por lo que destacó la importancia de encontrar una fórmula que enfatice la universalidad del sistema, pero vinculándolo con el compromiso específico que más adelante el texto del proyecto contiene.


La asesora señora Gazmuri advirtió que el reenvío puro y simple a la ley podría volver inoficiosa la reforma constitucional en estudio, porque precisamente lo que se quiere evitar es que esta materia quede libremente entregada a las modificaciones que eventualmente la propia ley pudiera promover.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social destacó la importancia del presente debate, porque se relaciona directamente con la esencia del sistema de protección social en el cual el Ejecutivo ha centrado su acción durante los últimos años. Añadió que, efectivamente, el calificativo “universal” es un concepto especial que, más que referirse a una totalidad de personas, involucra a todos quienes respondan a determinadas características y que, por ello, acceden a ciertos derechos de acuerdo a las normas que permiten impetrar los respectivos beneficios. Ello, acotó, dice relación con una terminología que es más bien propia de la focalización de las políticas sociales, en las cuales se define la población objetiva y destinataria de un beneficio específico que será para todos los que encuadren dentro de ciertas características preestablecidas al efecto. Lo anterior, aclaró, tiene que ver con opciones políticas y éstas, indudablemente, pueden cambiar en el tiempo. En ese sentido, añadió, es inevitable que la ley se modifique, más aún, es deseable que así ocurra si lo demandan los cambios de nuestro patrón de desarrollo histórico.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que esas “ciertas características” es lo que hace que el acceso al sistema de previsión en cuestión no sea “universal”. Señaló que en nuestro país son pocas las prestaciones de seguridad social que efectivamente son universales -como por ejemplo, la licencia médica o el descanso de maternidad-, y entre ellas no se cuentan las pensiones, sean de vejez o invalidez, respecto de las cuales aún no se contempla un acceso universal garantizado.


En otro orden de ideas, sugirió que, en lugar de señalar que la ley garantizará el acceso universal e igualitario, sería más apropiado establecer que, tratándose del sistema previsional, la ley “propenderá” a garantizar dicho acceso al mismo. Lo anterior, apuntó, por cuanto mejoraría la redacción de la norma, haciéndola más precisa de acuerdo a su sentido.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que, en su opinión, el artículo 1º del proyecto debe contemplar el principio general que se intenta consagrar con rango constitucional, esto es, el acceso universal e igualitario a que se ha hecho mención. Los artículos siguientes de la iniciativa, en tanto, delimitarán naturalmente dicho principio, mediante la inclusión de nociones tales como solidaridad, monto mínimo o subsistencia digna. En ese esquema, añadió, sería innecesario efectuar en el inciso tercero del número 18º del artículo 19 que se modifica, una remisión a la ley, toda vez que ese reenvío ya está contemplado en la misma norma constitucional, la que, en su inciso segundo, encarga la regulación del derecho a la seguridad social a leyes de quórum calificado.


Reiteró que el objetivo que se persigue es garantizar constitucionalmente el avance que nuestro país ha experimentado en materia previsional, de suerte que, en lo sucesivo, si el legislador desea introducir algún cambio, lo haga respetando el mínimo asegurado, sin restringirlo, en razón del resguardo constitucional que lo ampara. Destacó que ese es el propósito que acá está en juego. Nada impide, agregó, que una ley posterior modifique lo dispuesto hoy día por la misma vía legal; incluso, añadió, muchos de los actuales beneficios sociales ni siquiera están consignados en la ley, sino que son meros programas en ejecución. Por eso, a su juicio, es fundamental contar con una garantía constitucional respecto de este sistema enfocado a la protección social, para que éste no pueda restringirse sino que, muy por el contrario, sólo puedan ampliarse los mínimos asegurados si eventualmente se alteran las circunstancias. Ello sí estaría acorde con el espíritu que ha inspirado dicho sistema.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que, dado lo anterior, la idea implícita sería que la ley, que delimita los contornos del universo destinatario del sistema de protección social, sólo pueda ampliar dicho universo, mas no restringirlo. El problema, advirtió, es que cuando se encomienda al legislador dicha tarea -preceptuando, por ejemplo, “en conformidad a lo dispuesto por la ley”, como sería del caso-, la ley siempre podrá tanto ampliar como restringir los beneficios o los beneficiarios.


La Honorable Senadora señora Alvear aclaró que, por ese preciso motivo, es necesario vincular los mandatos constitucionales correspondientes, y así, en un inciso consagrar el principio general y, en el siguiente, establecer los parámetros que delimitarán dicho principio. Los artículos 1º y 2º del proyecto en estudio, añadió, se ocupan de ello, siendo necesario analizar la redacción que mejor plasme en el texto constitucional dicho propósito. Subrayó que, una cosa es el acceso universal e igualitario al sistema de previsión, como principio, y otra distinta es cómo se concreta o materializa dicho acceso.


El profesor señor Zapata insistió en que, a su juicio, el centro de esta reforma está en el compromiso directo que más adelante asume responsablemente el Estado chileno, asegurando ciertas prestaciones mínimas, las que, además, deberán quedar a cubierto de eventuales crisis económicas, tal como sucede, por ejemplo, respecto del derecho de propiedad, donde no es concebible que se efectúe una expropiación sin mediar la correlativa indemnización, por muy crítica que sea la situación económica del país. Acá, en tanto, se está definiendo un principio, lo cual deja cierto margen de acción al legislador toda vez que un principio es un mandato de optimización que se cumple en la medida de lo posible y, como tal, tiene diferentes maneras de ser respetado y ejecutado. Explicó que la norma constitucional vigente dispone que “la acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas”, es decir, la disposición está concebida en términos que la gestión estatal “procurará” dicho objetivo. Luego, la misma norma agrega que la ley podrá establecer cotizaciones obligatorias. En ese contexto, anotó, se incorporaría la noción de acceso universal e igualitario, lo cual contribuye a reforzar el mandato constitucional clausurando así los principios sobre los que descansa nuestro régimen de seguridad social y a partir de los cuales el Estado es el que garantiza, se contempla un sistema previsional determinado, todas las personas tienen acceso a él de manera igualitaria, las prestaciones pueden ser otorgadas por instituciones públicas o privadas y se pueden imponer cotizaciones obligatorias. Tales principios que caracterizan el sistema, no obstante, son lo suficientemente flexibles para permitir que la ley actúe en lo sucesivo. Asimismo, el Estado supervigila, pero, además, asume un compromiso concreto que garantiza y que le es exigible por los individuos. Desde esta perspectiva, concluyó, sería pertinente hacer mención a las pensiones de vejez e invalidez en el inciso final del número 18º en comento, donde se consigna el compromiso específico del Estado chileno en esta materia, enfocándolo en prestaciones determinadas. De esta forma, no se entremezclarían principios con instrumentos, y cada uno de ellos sería abordado por una norma constitucional propia.


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier propuso eliminar del texto la mención a que “la ley garantizará el acceso”, para establecer más ampliamente que, tratándose del sistema previsional, se garantizará el acceso universal e igualitario al mismo. Además, sugirió simplificar el tenor de la norma, prescribiendo que “se garantizará el acceso universal e igualitario al sistema previsional”, de modo que la disposición quede redactada en términos positivos. 


Por su parte, el profesor señor Zapata reiteró la sugerencia de aclarar que lo que se garantiza es el acceso universal e igualitario al sistema previsional en sí mismo, más que a las pensiones de vejez e invalidez en particular. Lo anterior, por cuanto aquí sólo se garantiza, en general, el acceso a un sistema y luego, en la norma siguiente, se podrían especificar las prestaciones a que dicho sistema da lugar -entre ellas las referidas pensiones-, asegurando su carácter solidario, mínimo y suficientes para una subsistencia digna, como se verá más adelante.


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en la siguiente redacción para el texto en estudio:


“Se garantizará el acceso universal e igualitario al sistema previsional, aun en los casos que la persona no haya podido procurárselo y sin distinción de la calidad jurídica en que se encontró empleado el beneficiario durante su vida laboral.”.


Una norma como la señalada, apuntaron, recogería las diversas inquietudes planteadas y resultaría acorde con el espíritu de la reforma constitucional que se pretende.


- Por consiguiente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, aprobó la indicación número 1, con modificaciones, a fin de acoger el texto descrito anteriormente e incorporar otras enmiendas de carácter meramente formal.
Artículo 2º


Esta disposición propone una modificación que recae en el inciso cuarto del citado artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política de la República. Su texto señala:


“Artículo 2.- Sustitúyase el punto final del inciso cuarto del artículo 19 Nº 18º de la Constitución Política de la República por una coma y la siguiente frase:


“garantizando el acceso a prestaciones previsionales por vejez con un monto mínimo basado en aporte estatal.”.”.

La norma constitucional sobre la cual incide esta modificación, fue transcrita precedentemente, con motivo del estudio del artículo anterior.


La indicación número 2, de la Honorable Senadora señora Alvear, propone reemplazar el artículo 2º en análisis, por el siguiente:

“Artículo 2º.- Intercálase, en el inciso cuarto del número 18. del artículo 19 de la Constitución Política de la República, a continuación de la frase “a la seguridad social”, la siguiente: “, garantizando solidariamente el acceso a prestaciones previsionales por vejez e invalidez con un monto mínimo para una subsistencia digna basado en aporte estatal;”.


El profesor señor Zapata señaló que la norma constitucional vigente, en esta parte, es muy escueta. Prescribe que el Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social. En cuanto a la indicación número 2 en estudio, agregó, sería pertinente hacer algunos ajustes de redacción al texto que ella propone. 


Reiteró que en el inciso tercero del numeral 18º, el Estado garantiza el acceso universal e igualitario a un sistema de previsión social, pero aún no se compromete a ser el proveedor de prestación alguna, lo cual viene a concretarse recién en el inciso cuarto en análisis. Para tales efectos, sugirió la siguiente redacción: “asegurando, en todo caso, el derecho de todas las personas a percibir, bajo criterios de solidaridad, una pensión mínima de vejez e invalidez suficientes para una subsistencia digna”.


De esta forma, explicó, el mencionado inciso tercero se refiere al compromiso estatal de que exista un sistema previsional que garantice el acceso universal e igualitario al mismo, es decir, se trata de una tarea subsidiaria del Estado. Luego, en el inciso cuarto, éste asume el rol más directo de supervigilar el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social, garantizando el derecho de las personas a percibir, bajo parámetros solidarios, una pensión mínima y suficiente para una subsistencia digna. Agregó que esta redacción, además, resolvería algunas de las inquietudes manifestadas durante la discusión en general del proyecto, especialmente en cuanto a una eventual desfocalización del sistema de seguridad social.


En consecuencia, prosiguió, el numeral 18º del artículo 19 consagraría, en primer término, el derecho a la seguridad social, en el cual están implícitos los principios que tanto la doctrina como la jurisprudencia han catalogado como esenciales de la misma, entre ellos, la solidaridad y la universalidad. Así lo ha declarado, apuntó, el propio Tribunal Constitucional. Después, añadió, la norma en referencia impone quórum calificado para regular legalmente la materia. Enseguida, el precepto se refiere al sistema previsional y hace un llamado al legislador para que dicho sistema responda a ciertas características. Finalmente, el texto constitucional, en una disposición diversa, considera una acción directa para que las personas puedan reclamar en el evento que no se cumpla la prestación mínima que garantiza el Estado.


Ahora bien, advirtió, no es dable esperar que lo hecho hasta ahora no sea posteriormente modificado por el legislador, pero lo que sí podría resguardarse es que, cualquier cambio que se promueva, respete ciertos principios básicos sobre los cuales se sustenta el sistema.


El sentido profundo de la reforma, enfatizó, está en el compromiso directo que asume el Estado en materia de seguridad social, garantizando no sólo el acceso universal e igualitario a un sistema previsional, sino que también asegurando el derecho de las personas a percibir ciertas prestaciones mínimas y suficientes para una subsistencia digna.


De esta manera, agregó, la estructura del derecho queda coherente: primero, se reconoce el derecho a la seguridad social; después, se establece que el legislador lo regulará con quórum especial, y luego, se dispone que en nuestro país habrá un sistema de previsión social, con ciertas características, al cual se tendrá acceso universal e igualitario y en el que intervendrán prestadores públicos y privados. El Estado, por su parte, asume un rol de supervigilancia del adecuado ejercicio de este derecho y, además, se compromete directamente asegurando prestaciones mínimas y suficientes, bajo criterios de solidaridad.


El Honorable Senador señor Letelier compartió lo propuesto por el profesor señor Zapata. Indicó que, por la vía sugerida, se establecen conceptos básicos como son la universalidad, la igualdad y la solidaridad. Además, subrayó, la norma constitucional propuesta deja de ser meramente declarativa desde que el derecho reconocido se vincula al recurso de protección, entregándose a las personas el instrumento jurídico que les permitirá reclamar ante la vulneración de tal derecho. Si así no fuera, acotó, y la norma revistiera el carácter de simple declaración, perdería toda razón de ser el artículo 3º del proyecto. 


En otro orden de ideas, planteó la posibilidad de explicitar mayormente lo que se pretende asegurar con esta norma constitucional, ya que en estricto rigor no correspondería asegurar sólo las pensiones de vejez e invalidez, sino que también procedería hacerlo respecto de otros beneficios como el Aporte Previsional Solidario (APS) o el bono por hijo nacido vivo, los que igualmente forman parte de nuestro régimen de seguridad social y, más aún, constituyen una sentida conquista alcanzada tras la reciente reforma previsional. Añadió que ello, precisamente, se vincula al concepto de solidaridad a que hacía mención, entendida ésta como la responsabilidad del Estado tanto para financiar los beneficios garantizados como para desarrollar una gestión que asegure pensiones mínimas, aporte previsional solidario, bono por hijo, entre otras prestaciones de este tipo, las cuales, como son muy difíciles de agrupar en un concepto único, sería pertinente mencionar una a una, especificándolas en el texto constitucional.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que actualmente existe un nuevo enfoque de política pública que ha significado una mirada modernizadora de la seguridad social. Ello se expresa en un concepto que efectivamente aglutinaría los beneficios sociales a los que se ha hecho mención. Se trata de la noción de “protección social”, la cual involucra la solidaridad, la igualdad, la universalidad, entre otros principios que conforman una visión más integral de lo que representa la seguridad social en las distintas etapas de la vida de una persona.


Ahora bien, agregó, sería realmente innovador incorporar dicho concepto en el texto constitucional, estableciendo una garantía que asegure a las personas el acceso al sistema de protección social mediante diversos instrumentos, como por ejemplo, las pensiones de vejez e invalidez.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto aclaró que dichas pensiones no son los únicos instrumentos de que se vale el sistema de protección social para el cumplimiento de sus objetivos. Por consiguiente, anotó, sería pertinente explicitar en el texto constitucional que éste asegura el derecho de las personas a percibir las pensiones de vejez e invalidez, entre otras prestaciones previsionales.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que para el actual Gobierno el concepto de protección social es un elemento fundante y una forma de comprender la labor pública, razón por la cual la posibilidad de incorporar dicho concepto en la Carta Fundamental sería, sin duda, un logro de innegable relevancia.


El profesor señor Zapata hizo dos observaciones, una de carácter jurídico y otra de índole político. Desde una perspectiva jurídica, anotó, cabe recordar que a nivel mundial alrededor de setenta países han suscrito el Convenio Nº 102, sobre la seguridad social (norma mínima) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el cual desde hace ya más de cincuenta años establece ciertos mínimos a cumplir en materia de seguridad social y que al efecto están sujetos a un compromiso estatal. Dichos mínimos se consignan mediante sendas tablas y relacionan la pensión -esencialmente de vejez e invalidez- con lo que la persona percibía como remuneración durante su vida activa. Ese compromiso, añadió, asociado a determinados mínimos, le da un carácter operativo al Convenio y eventualmente permite a las personas reclamar con motivo de la vulneración de los mismos. Nuestro país, en tanto, no es parte de dicho Convenio internacional, sin embargo, la reforma constitucional en estudio adquiriría mayor fuerza jurídica si ella se materializa en un compromiso estatal específico que, además, sea reclamable por la vía del recurso de protección. 


En el ámbito político, continuó, es importante tener presente que comprometer constitucionalmente al Estado de Chile con un determinado mínimo a cumplir en materia de pensiones es, a su juicio, un paso sin duda revolucionario y si, además, ello se amplía a diversas prestaciones previsionales, podría existir el riesgo jurídico de hacer más difuso aquello que es objeto de tal compromiso. Asimismo, implicaría elevar a rango constitucional reformas globales, lo que quizás no estaría actualmente en el ánimo de todos realizar.


Enseguida, la Comisión analizó la noción de solidaridad. Al respecto, se planteó que dicha denominación corresponde a un concepto de amplia aplicación en distintas ramas del ordenamiento jurídico nacional, entre ellas, el campo del derecho civil, el laboral y, por cierto, el previsional. En este último ámbito, además, puede revestir diversas connotaciones, la primera de las cuales lo reconoce como uno de los principios fundamentales de la seguridad social. 


Asimismo, se le vincula al denominado sistema de reparto, en el cual todos los imponentes aportan a un fondo común que luego se distribuye entre sus beneficiarios. Corresponde al antiguo régimen previsional que imperó en nuestro país, hasta la instalación del actual sistema de previsión social basado en el mecanismo de la capitalización individual. 


Desde otra perspectiva, la noción de solidaridad hace referencia al nuevo Pilar Solidario instaurado en Chile con motivo de la reforma previsional y en el cual se contemplan beneficios tales como la Pensión Básica Solidaria (PBS) y el Aporte Previsional Solidario (APS).


Los miembros de la Comisión coincidieron en que la expresión “solidaridad”, en este caso, más que decir relación con el antiguo sistema de reparto o con el señalado Pilar Solidario, apunta a la responsabilidad del Estado en cuanto proveedor de prestaciones previsionales básicas. El aporte estatal mediante el cual se financian dichos beneficios es, en cuanto tal, de carácter solidario.


Por su parte, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que bien podría considerarse que, en cierto modo, todos los chilenos contribuyen a solventar los beneficios contemplados en el referido Pilar Solidario, mediante el pago de los impuestos correspondientes, lo que, en alguna forma, nos evoca el sistema de reparto.


Finalmente, los miembros de la Comisión, recogiendo las distintas sugerencias formuladas durante el debate, concordaron un texto para la norma en análisis, con la siguiente redacción:

“, asegurando, en todo caso, el derecho de las personas a la protección social, bajo criterios de solidaridad, mediante el acceso a pensiones mínimas de vejez e invalidez suficientes para una subsistencia digna, entre otras prestaciones previsionales”.

- Conforme a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, aprobó la indicación número 2, con modificaciones, para recoger el texto transcrito precedentemente e introducir otras enmiendas de tipo meramente formal.
Artículo 3º


Esta norma incide en el artículo 20 de la Carta Fundamental, sustituyendo su inciso final. Dispone literalmente lo que sigue:


“Artículo 3.- Sustitúyase el actual inciso final del artículo 20 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:


“Procederá, también, el recurso de protección en los casos del Nº 8º y Nº 18º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el derecho de acceso universal e igualitario a la pensión de vejez, respectivamente, sean afectados por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.”.

Por su parte, el artículo 20 de la Carta Fundamental consagra el denominado recurso o acción de protección. Su texto señala:


“Artículo 20. El que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19, números 1º, 2º, 3º inciso cuarto, 4º, 5º, 6º, 9º inciso final, 11º, 12º, 13º, 15º, 16º en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre elección y libre contratación, y a lo establecido en el inciso cuarto, 19º, 21º, 22º, 23º, 24º y 25º podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.


Procederá, también, el recurso de protección en el caso del Nº 8º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.

La indicación número 3, de la Honorable Senadora señora Alvear, es para intercalar, en el inciso sustitutivo que se propone, a continuación de la frase “a la pensión de vejez”, la expresión “e invalidez”.


La Comisión analizó si resultaría pertinente contemplar el recurso de protección sólo respecto de las pensiones de vejez e invalidez, o si, por el contrario, éste podría extenderse a los otros beneficios que considera el sistema previsional.


La asesora señora Gazmuri explicó que el numeral 18º del artículo 19 de la Carta Fundamental garantiza el derecho a la seguridad social, el cual es muy amplio en su conjunto. El recurso de protección, en cambio, estaría enfocado a las pensiones -de vejez e invalidez- al tenor del texto aprobado en general y de la indicación en análisis. 


El profesor señor Zapata señaló que tal vez no sería necesario detallar pormenorizadamente las prestaciones por cuya denegación se pueda reclamar mediante el recurso de protección, por cuanto sólo es factible tal reclamación contra cierto tipo de actos u omisiones, esto es, aquellos que sean imputables a una autoridad o persona determinada, motivados en la infracción de una ley que, en la especie, contemple un determinado beneficio previsional. Concebir la norma en tales términos, añadió, podría ser preferible a consignar una lista de figuras de acción social susceptibles de proteger por este recurso judicial, eliminando toda referencia específica a los beneficios resguardados, con lo cual quedaría abierta la posibilidad de reclamar por la vulneración de las distintas prestaciones que se consignan en el orden previsional. 


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que la inclusión en esta norma de una nómina de tales beneficios, se relaciona con la mención de los mismos que sugirió respecto del artículo anterior, toda vez que es deseable que tanto las pensiones básicas, como el aporte previsional solidario y otras prestaciones previsionales queden expresamente bajo el resguardo del recurso de protección.


La Comisión, recogiendo los argumentos esgrimidos y en concordancia con lo acordado respecto de la redacción del artículo 2º del proyecto, resolvió que la norma en estudio haga procedente el recurso de protección en el ámbito del numeral 18º del artículo 19 del Texto Fundamental, cuando el derecho al acceso universal e igualitario a las prestaciones previsionales -y no sólo a las pensiones de vejez e invalidez-, sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.


- Por consiguiente, puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, con la modificación reseñada precedentemente y otras enmiendas de carácter meramente formal.
Artículo 4º


Esta norma agrega una disposición transitoria al texto constitucional, para establecer la gradual entrada en vigencia de la reforma en trámite, sobre acceso previsional igualitario y garantía estatal. Señala literalmente lo que sigue:


“Artículo 4.- Agréguese la siguiente nueva disposición transitoria:


“VIGÉSIMA SEGUNDA.- La reforma introducida al numeral 18º del artículo 19 en relación al acceso previsional igualitario y la consecuente garantía estatal, entrará en vigencia gradualmente, en la forma que disponga la ley.”.”.


La indicación número 4, de la Honorable Senadora señora Alvear, propone suprimir dicho precepto.


La Comisión compartió la propuesta de esta indicación, toda vez que la reforma previsional ya instaurada en nuestro país contempló un sistema gradual de entrada en vigencia de sus disposiciones, las cuales se encuentran en progresiva aplicación.


De este modo, la norma transitoria que el proyecto consigna para los mismo efectos, sería, en tales circunstancias, innecesaria, ameritando su eliminación del texto en análisis.


- De conformidad a lo anterior, la indicación número 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.
- - -


Adicionalmente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, y de conformidad a lo previsto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, resolvió estructurar el texto del presente proyecto de reforma constitucional, en un artículo único, integrado por dos numerales (1.- y 2.-), el primero de los cuales contempla las letras a) y b). Lo anterior, por cuanto las diversas disposiciones de la iniciativa inciden en la Constitución Política de la República, específicamente en sus artículos 19, Nº 18º, y 20.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de reforma constitucional aprobado en general por el Honorable Senado:


Considerar el texto del proyecto en un artículo único, con los numerales que se indicarán, encabezado como sigue:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Numeral 1, nuevo


Incorporarlo con el siguiente encabezado:


“1.- Modifícase el número 18º del artículo 19, del modo que sigue:”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículos 1º y 2º


Pasan a ser letras a) y b), nuevas, respectivamente, del numeral 1 del artículo único, con los textos siguientes:


“a) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Se garantizará el acceso universal e igualitario al sistema previsional, aun en los casos que la persona no haya podido procurárselo y sin distinción de la calidad jurídica en que se encontró empleado el beneficiario durante su vida laboral.”.

b) Intercálase, en su inciso cuarto, a continuación de la frase “a la seguridad social”, lo siguiente: “, asegurando, en todo caso, el derecho de las personas a la protección social, bajo criterios de solidaridad, mediante el acceso a pensiones mínimas de vejez e invalidez suficientes para una subsistencia digna, entre otras prestaciones previsionales”.”.
(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 1 y 2, y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)
Artículo 3º


Pasa a ser numeral 2, nuevo, del artículo único, con el siguiente texto:


“2.- Sustitúyese el inciso final del artículo 20, por el siguiente:


“Procederá, también, el recurso de protección en los casos de los números 8º y 18º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el derecho de acceso universal e igualitario a las prestaciones previsionales, respectivamente, sean afectados por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.”.”.
(Unanimidad 3x0. Indicación número 3, y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 4º


Suprimirlo.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 4)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de reforma constitucional queda como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1.- Modifícase el número 18º del artículo 19, del modo que sigue:


a) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Se garantizará el acceso universal e igualitario al sistema previsional, aun en los casos que la persona no haya podido procurárselo y sin distinción de la calidad jurídica en que se encontró empleado el beneficiario durante su vida laboral.”.

b) Intercálase, en su inciso cuarto, a continuación de la frase “a la seguridad social”, lo siguiente: “, asegurando, en todo caso, el derecho de las personas a la protección social, bajo criterios de solidaridad, mediante el acceso a pensiones mínimas de vejez e invalidez suficientes para una subsistencia digna, entre otras prestaciones previsionales”.

2.- Sustitúyese el inciso final del artículo 20, por el siguiente:

“Procederá, también, el recurso de protección en los casos de los números 8º y 18º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el derecho de acceso universal e igualitario a las prestaciones previsionales, respectivamente, sean afectados por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 28 de octubre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 4 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión 
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, KUSCHEL, OMINAMI Y RUIZ-ESQUIDE, SOBRE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS OCASIONADOS POR ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

(6499-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Ominami Pascual. Adhirió también a la moción, haciéndola suya, el Honorable Senador señor Jorge Arancibia Reyes.


Este proyecto fue objeto de un primer informe de esta Comisión, de fecha 13 de mayo de 2009. La Sala del Senado, en sesión celebrada el 2 de junio del mismo año, dispuso que volviera a la Comisión, para un nuevo primer informe, facultándola para realizar también, en este primer trámite reglamentario, la discusión en particular y para estudiar la posibilidad de refundirlo con otras iniciativas en tramitación.

- - - - - - - -

CONSTANCIAS


Se hace presente que los artículos 19, inciso segundo; 22, inciso primero; 23, inciso primero, y 24 del proyecto requieren el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobados, porque otorgan nuevas competencias a los Jueces de Policía Local.




Oportunamente se consultó la opinión de la Corte Suprema acerca del artículo sobre competencia de los Jueces de Policía Local. El Alto Tribunal informó favorablemente el proyecto, formulando algunas sugerencias para mejorarlo. Planteó la necesidad de armonizar sus disposiciones sobre responsabilidad objetiva, con las del Código Civil, particularmente el artículo 2327 de este último; la conveniencia de indicar en la ley criterios o parámetros básicos para que la autoridad administrativa efectúe la calificación de animales potencialmente peligrosos, y no dejar entregada la materia a la potestad reglamentaria; la de precisar cuál será “la autoridad competente” a que aluden algunos de sus preceptos, para evitar confusiones, y la utilidad de refundir esta iniciativa legal con otros proyectos sobre la misma materia.


Las normas contenidas en la iniciativa legal que aprobó la Comisión en esta nueva instancia dan cumplida satisfacción a las sugerencias formuladas por la Corte.


En vista de que el proyecto que se propone al final es sustancialmente diferente del anterior, se recabó nuevamente la opinión del Alto Tribunal sobre sus disposiciones, en cumplimiento de lo que ordena el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. A la fecha de emisión de este nuevo primer informe no se ha recibido aún la respuesta.


La Comisión ofició también a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, solicitándole un informe financiero que evalúe el costo que para los municipios involucra la asignación de las nuevas funciones que este proyecto les impone. La respuesta se agregó al expediente.


También se solicitó el parecer del Instituto de Jueces de Policía Local, puesto que el articulado de la iniciativa que se informa les otorga nuevas competencias. Al concluir este informe aún no se había recibido respuesta.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión y del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel; el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic Jeldres; el abogado del mismo Departamento, señor Luis Eduardo Díaz Silva; el Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic Brevis, y los Asesores del Ministro, doctor Rafael Méndez Mella y señor Felipe Veas Donoso. El abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros Botten. La Presidenta del Kennel Club de Chile, señora Isabel Vásquez Correa y la Coordinadora de la Comisión de Expertos de dicho Club, señora Carmen Luz Barrios Gómez. El Asesor Comunicacional de la Federación Deportiva Pitbull Chile, señor Gabriel Barría Meza. De la Facultad de Ciencias Veterinarias y Pecuarias de la Universidad de Chile, el doctor Jorge Mendoza Antúnez. Del Colegio Médico Veterinario de Chile A.G., el doctor Luis Godoy Oyarzún. El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Arriagada Macaya; el abogado de dicha Asociación, señor Armando Aravena Alegría, y la encargada del Departamento de Salud de la misma, señora Claudia Reinoso Ríos. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Eduardo Goldstein Branfeld.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Tal como queda plasmado en el primer artículo del proyecto, sus finalidades son regular la responsabilidad por los daños que sean consecuencia de la acción de mascotas y animales de compañía; proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas y animales de compañía, y proteger la salud animal, promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable.


La iniciativa de ley está conformada por 26 artículos permanentes.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO 




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. Del Código Penal, artículo 491, inciso segundo y número 18 del artículo 494. Además, el artículo 291 bis, que incorpora la Ley de Protección de los Animales, que está próxima a ser publicada.
2. Del Código Civil, el artículo 608, que define animales bravíos o salvajes, domésticos y domesticados, y los artículos 2326 y 2327, sobre responsabilidad civil extracontractual del dueño de un animal.

3. Del Código Sanitario, artículos 31, 32, 77, letras e) y f) y artículo 89, letra b).

4. Decreto N° 89, del Ministerio de Salud, de 2003, reglamento de prevención de la rabia en el hombre y en los animales. 

5. Ley N° 20.025, que regula el uso de perros guía, de señal o de servicio, por parte de personas con discapacidad.
6. De la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, los artículos 4°, letra b), 5°, 8°, 10, 12, 13, 137 a 139 y 142.
7. Ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.
8. Ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

9. Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.

10. Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley N° 16.640 y otras disposiciones.

11.  Ley N° 4.601, sobre caza.

12.  Ley N° 19.162, que establece un sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos, frigoríficos y establecimientos de la industria de la carne.

13.  Decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal.

14.  Lei de 15 de septiembre de 1823, que prohíbe las lidias de toros.

15.  Lei de 22 de diciembre de 1891, que es la primera en prohibir las riñas de gallos.
- - - - - - -

RESUMEN DE LAS INTERVENCIONES DE LOS PERSONEROS RECIBIDOS EN AUDIENCIA POR LA COMISIÓN

Intervención de la Presidenta del Kennel Club de Chile, señora Isabel Vásquez Correa.

Es urgente legislar en este tema. El contenido del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados (Boletín 2.696-12) es motivo de justificada preocupación, en tanto no define lo que se entiende por animal peligroso y sí califica a determinadas razas como peligrosas. 

En los países que han legislado por razas no se ha logrado disminuir las mordeduras y ha tenido lugar una proliferación de perros sin control, debido a su abandono masivo. Además, se han incorporado razas que no estaban presentes en el país
, con el fin de cruzarlas y obtener una tercera raza, no considerada peligrosa por la normativa. 

En el caso de Chile, las razas definidas como peligrosas representan apenas el 1,2% de la población canina total; hay un 15% de perros que son mestizos y, por tanto, no clasificables dentro de una raza en particular, por lo que la situación fáctica no cambiaría en nada. 

El principal riesgo que genera este tipo de regulaciones es el abandono
 de perros calificados como de raza peligrosa. En España, en los meses de verano se abandonan aproximadamente 80.000 perros, y un total de 200.000 en el año. Allí se intentó revertir la situación implementando un registro que permita llevar un control e incentivando el cuidado de los animales, imponiendo multas por el abandono. 

En nuestro país el abandono ha dado lugar a la aparición de perros salvajes que se están agrupando en jaurías, ocasionando graves problemas a la fauna; por ejemplo, en el norte atacan a los guanacos y las llamas y en el Área Metropolitana han desplazado al puma. 

Otro problema que generan las leyes que proscriben ciertas razas o las califican como peligrosas es la reducción de las actividades económicas vinculadas a los perros
, tales como venta de animales, alimentos, vestuario, peluquerías, hoteles para perros, etc. 

La única manera de que la ley resulte operativa es crear un registro nacional de perros que permita identificar a los animales y a sus dueños, para que éstos no puedan evadir las responsabilidades que eventualmente se generen. 

El Kennel Club de Chile utiliza un procedimiento llamado microchipeo, que consiste en la inserción subcutánea, en la cruz del perro, de un microchip que contiene un código de barras que consigna los datos de identificación del dueño; además, hace posible llevar un registro de todos los ejemplares desde que nacen
. El costo de un microchip es de alrededor de $2.700 y disminuiría considerablemente si se importaran en forma masiva. 

Un ejemplo de microchipeo masivo es la campaña que hizo la Municipalidad de Las Condes. Allí, si un perro se extravía las clínicas veterinarias llaman a un centro de datos de la Municipalidad o del Kennel y se ubica a los propietarios.

Es necesario que el Estado, al igual que las municipalidades, asuma un rol activo en la educación de los propietarios de mascotas, que es la génesis del problema: todos los estudios realizados en la materia dicen que no existen razas peligrosas, sino individuos peligrosos, y que la raíz de los incidentes está en propietarios que no supieron controlar, educar o regular bien a su perro. Por lo mismo, el enfoque de la ley no debe estar en los perros sino en los propietarios. 
La ley de California, que regula el tema de los perros callejeros, ha destinado la mayor parte de los recursos a la implementación de refugios y de personal que se haga cargo de ellos, a hacer seguimiento después de la adopción, a sistemas de identificación, etc. Esa ley distingue perros potencialmente peligrosos y peligrosos; en el caso de los primeros, el animal es individualizado, se obliga a su dueño a tomar un seguro y a adiestrarlo, si es que se ha visto involucrado en ataques. 
Intervención de la Coordinadora de la Comisión de Expertos del Kennel Club de Chile, etóloga y médico veterinario señora Carmen Luz Barrios.
De acuerdo a los datos entregados por la CDC
, en Estados Unidos 4,7 millones de personas fueron mordidas en el año 2008; 800.000 de ellas requirieron atención médica, de las cuales 370.000 sufrieron mordeduras severas, que requirieron tratamiento de urgencia. Los costos relacionados con esos ataques alcanzaron a 
US$ 102,4 millones por emergencias y US$ 62,5 millones por hospitalizaciones. 

En Chile, en la Región Metropolitana, se produjeron alrededor de 16.000 mordeduras en el año 2007, de acuerdo a estadísticas obtenidas de la Secretaría Regional Ministerial de Salud. 

La práctica internacional en el control de este problema es trabajar con estadísticas obtenidas sobre la base de registros. En Chile es difícil hacerlo, ya que cuando las personas concurren a los servicios de emergencia por una mordedura no se toman los datos del agresor, sino sólo los de la víctima, por lo que la información es incompleta. 

En cuanto a mordeduras fatales y no fatales, la CDC también ha informado que las razas de perros potencialmente peligrosos están efectivamente más involucradas en ataques fatales, por su contextura y potencia corporal. Pero debe considerarse que, estadísticamente, en 20 años se produjeron 330.000 muertes, que representan el 0,0001% de las agresiones, mientras que sólo en el año 1986 se produjeron 585.000 ataques no fatales. En consecuencia, estos últimos son el auténtico problema de salud pública en que debe enfocarse la ley. 

Un estudio realizado en España evaluó la cantidad de mordeduras antes y después de la ley de razas peligrosas y concluyó que su impacto no fue significativo. Esto podría explicarse por el gran número de perros de las razas estigmatizadas como peligrosas que fueron abandonados después de la dictación de la ley. 
Se realizó otro estudio, en Inglaterra, con resultados similares; la consulta de emergencia por mordeduras se mantuvo o aumentó levemente. El estudió concluyó que las llamadas razas peligrosas sólo aportaron un 6,1% del total de las mordeduras en el período anterior a la vigencia de la ley, cifra que se elevó a 11,25% en el período posterior.

Para calificar una raza como mordedora no hay un criterio único, sino que depende de cada país. Por ejemplo, en Chile son el pastor alemán y el rottweiler, lo que se explica porque son los perros más vendidos. 

En el diseño de sistemas de prevención de agresiones de animales deben considerarse diferentes factores. Uno es la edad de la víctima. A nivel internacional se ha demostrado que el estrato etáreo más afectado es el de los niños menores de 14 años
 y que el mayor número de muertes afecta a recién nacidos y personas de edad avanzada, porque su menor capacidad de defensa y de estabilidad los hacen más vulnerables.

En Chile, los estudios coinciden en que los niños son los más afectados por mordeduras y en que es el estrato etáreo donde debe enfocarse la prevención. A esto se agrega que la mayoría de los ataques a niños se produce en primavera y verano, épocas en que los menores permanecen más tiempo fuera de sus casas y en contacto con animales. En 2007 el máximo de ataques se produjo en octubre. 

Otro factor a considerar es el sexo de la víctima. Los estudios a nivel internacional muestran que los hombres son más mordidos que las mujeres, lo que se atribuye a que tienen un trato más brusco con los animales. En Chile se da el mismo caso. 

En cuanto a los agresores, los machos atacan más que las hembras y más que los machos castrados. Un porcentaje menor de ataques afecta a profesionales como veterinarios, carteros, lectores de los medidores de agua y luz y repartidores. En cuanto a la ubicación de las lesiones, en el caso de los niños los ataques van dirigidos principalmente al cuello y la cara y en los adultos a las extremidades.

Un punto de gran importancia es el contexto en que se producen los ataques, cuestión en que se debe atender a la realidad socio cultural correspondiente. Los estudios internacionales indican que la mayoría de los ataques proviene de animales que están con sus dueños, dentro de sus casas, cuando llegan visitas en actitud de confianza, siendo la mayoría de los atacados, nuevamente, los niños. 

En Chile el mayor porcentaje de ataques proviene de perros callejeros y vagos. En el año 2003 se realizó en la ciudad de Punta Arenas un censo para estudiar el grado de confinamiento de los animales. Los resultados indicaron que solo el 6% tenía confinamiento permanente y un dueño estable; el 17% tenía dueños temporales, y el 77% eran perros sin confinamiento, es decir, que estaban en las calles. Esta cifra no varía a nivel nacional, pues el 78% de los perros está en la calle. 

El tema de los perros vagos y del control de la población canina se ha considerado en la comunidad veterinaria desde hace décadas. El problema no ha encontrado respuesta, no se ha dado solución a la existencia de una población canina flotante que deambula en las calles y que no sólo dice relación con las mordeduras, sino con las zoonosis, con el bienestar de las personas, con la imagen, etc. En Europa estos problemas se han ido solucionando mediante el registro y el fomento de la tenencia responsable.

En Chile, como lo demuestran los datos disponibles, la ley debe centrarse en el control de la reproducción canina y en la prevención. 

En el ámbito internacional las instituciones relacionadas con el manejo animal coinciden en que la prevención va asociada a la tenencia responsable de mascotas y a la educación de los niños y de los padres; especial énfasis debe ponerse en crear conciencia de que cualquier perro puede ser potencialmente peligroso, si no es correctamente manejado y supervisado por un adulto, en su interacción con el niño
. 

La Comunidad Europea partió regulando el tema con un enfoque legislativo basado en razas, que ha evolucionado para centrarse en la educación. 

Expertos en etología, veterinaria, pediatría y arte desarrollaron un sistema de prevención dirigido a los niños, que denominaron “Blue Dog”. Fruto de ese esfuerzo es un disco compacto interactivo, mediante el cual el niño aprende qué conductas suyas provocan ataques del perro y, por tanto, cuáles son las interacciones correctas e incorrectas. Por lo mismo, se diseñó una carátula que mostraba a un perro sonriente y amigable pero con enormes colmillos. La idea es que los niños entiendan que pueden ser atacados si realizan malas interacciones. 

En otro orden de cosas, efectivamente existe una predisposición genética de algunos animales, en cuanto a la definición de sus conductas finales, lo que se denomina “temperamento”, el cual, sumado al ambiente, da como resultado el carácter final del perro. El ambiente influye en un 80% en el resultado final, mientras que la carga genética influye sólo en un 20%. En consecuencia, es posible tomar un animal de cualquier raza, incluso una que se considere inofensiva, y transformarlo en un arma mortal, si es educado de forma incorrecta. 
Si bien es cierto existen razas que tienen una mayor predisposición a la agresividad, como los rottweiler o akita, en los estudios de agresividad hacia humanos no son individuos de estas razas los que presentan los mayores índices de ataques, sino animales de razas más pequeñas que han sido mal educados. 

Esto debe considerarse al momento de decidir cómo se enfocará la ley en tramitación, especialmente en el tema de la prevención, que necesariamente debe partir con el adiestramiento, con un buen manejo de la educación y socialización del animal en sus primeras etapas, sin dejar de lado la tenencia responsable. 

La socialización en los primeros meses es complicada, especialmente si se utilizan métodos de sujeción que impidan al perro un correcto desenvolvimiento y comunicación con otros animales y con su entorno. Distinto es ocupar bozales en perros que tengan un historial previo de agresiones, pues su sujeción es necesaria para la seguridad del entorno. Por lo tanto, no es una medida que deba aplicarse en forma generalizada y mucho menos en cachorros que no tienen antecedentes previos de agresividad.

En la guía para el control humanitario de las poblaciones caninas, de la World Society for the Protection of Animals (WSPA), se alude a la educación como primera medida, a la esterilización como factor anexo y a la eutanasia como medida extraordinaria, respecto de animales que han tenido conductas agresivas y que han sido refractarios al tratamiento o que deben ser sacrificados por motivos de salud, todo ello determinado por un médico veterinario. 

Intervención del Asesor Comunicacional de la Federación Deportiva Pitbull Chile, señor Gabriel Barría Meza.
Una ley que prohíbe una raza consigue que se internen al país perros mucho más agresivos y poderosos, como son presas canario, caucasian ovcharka, bulldog americano, dogo brasileño, dogo alemán, cane corso, alano español, y que se hagan cruzas de razas, como mastín con pitbull, que no están incluidas en las listas de perros potencialmente peligrosos y, por ende, no están prohibidas. 

Hace 15 años nadie conocía en Chile la raza pitbull. Cuando recién llegaron al país, cada ejemplar costaba alrededor de un millón de pesos. Con el correr de los años se masificó de tal forma su población que hoy se encuentran hasta en la calle. Lo mismo va a ocurrir con las razas que recién se están internando al país, tan pronto como proliferen.

En nuestro país hay dos asociaciones de propietarios de perros pitbull: la Federación Deportiva Pitbull Chile y la Asociación Chilena, que está bajo el alero del Kennel, y ambas manejan registros de estos perros. De los 400 perros inscritos en ambas federaciones ninguno ha atacado a seres humanos. No ocurre lo mismo en poblaciones donde los dueños abren la reja en la mañana, dejan al perro en la calle todo el día y en la noche lo guardan para que proteja la casa.

Debiera crearse un “registro de perros”, inspirado en el modelo del Servicio de Registro Civil e Identificación, que permita asociar al perro con un número de cédula de identidad, para ubicar a los responsables de animales con malas conductas. 

La Federación recoge perros pitbull vagos, los rehabilita, los esteriliza y los da en adopción. Por eso, si la ley establece una responsabilidad directa de la municipalidad, puede producirse un exterminio masivo de perros vagos, porque su eliminación tiene menos costos. 

En Estados Unidos se lleva a los perros abandonados a refugios donde se mantienen por un tiempo, durante el cual se publicita la posibilidad de adoptarlos; transcurrido ese período, si no ha habido interesados, se eliminan. 

Intervención del representante del Colegio Médico Veterinario de Chile A.G., doctor Luis Godoy Oyarzún. 
Para comprender el tema a cabalidad es preciso referirse a la genética, el aprendizaje y la conducta agresiva. 
Un animal puede ser peligroso y mostrar agresividad en su conducta defensiva, sin necesidad de aprendizaje. En el caso del perro no es así
. Entre lo aprendido y lo heredado, el individuo se adapta al medio, por tanto, podemos considerar su conducta como el resultado de una interacción compleja entre genes y medio ambiente. 

La conducta agresiva de los animales debe ser aprendida y enseñada por los progenitores; por ejemplo, un lobo huérfano muere de hambre si sus padres no le enseñaron a cazar. Alrededor de 15.000 años de convivencia han permitido que se produzca en el perro un imprinting heteroespecífico, es decir, el perro puede aprender del ser humano. Existe una relación de simbiosis entre ambos. 
La transmisibilidad genética de la conducta es muy baja, no significativamente distinta de cero. La excepción se encuentra en el miedo, que condiciona en los perros un tipo de agresividad peligrosa para el hombre, porque no es controlable y se produce de forma muy violenta. En Chile, hace aproximadamente 15 años, hubo algunos casos de perros ovejero alemán que atacaban por miedo. Eran producto de cruzamientos entre familias, no razas, que eran temerosas y tenían antecedentes de graves agresiones a las personas. El tema se solucionó mediante nuevos cruces, con sangre proveniente de otros países. 

La mayor parte de las veces en que el perro muestra conducta agresiva, es porque ha sido apartado de sus progenitores a temprana edad, por lo que no tuvo quien le enseñara conductas propias de su especie. Además, cualquier raza de perro puede ser manipulada para convertirla en peligrosa. 
En cuanto al supuesto instinto asesino de los perros, especialmente cuando se mencionan razas como el pitbull, mastines o dogo argentino, es necesario aclarar que los únicos instintos que se puede reconocer en los animales, incluyendo al hombre, son los de supervivencia y de reproducción; el resto son conductas orientadas a satisfacer estos dos instintos. El lobo, para sobrevivir, debe aprender a cazar. 

El carácter, temperamento y conducta de un perro están íntimamente relacionados con lo que el dueño le enseña, con la socialización que ha tenido, especialmente en las primeras etapas de su vida. La raza puede presentar predisposición a la agresividad, pero lo fundamental es la enseñanza y el aprendizaje que recibe del dueño y del medio ambiente. 

Ninguna raza es agresiva per se. El hombre ha seleccionado razas de perros para pelea considerando su gran potencia física y mandibular, el bajo relieve de las partes apresables por el adversario, el carácter dominante y territorial y la tenacidad en la conducta de apresamiento. En general, se ha seleccionado a los perros según sus aptitudes para la caza, la guarda, la compañía, etc.

La agresividad se puede dar en muchas razas de perros; un cocker puede ser más territorial que un pitbull o un rottweiler y, por regla general, los perros que viven cerca del hombre son más tenaces; se trata de características más bien individuales que propias de una raza en particular y están relacionadas con la habilidad e inteligencia. 

Al Colegio Médico Veterinario le preocupa que se entregue a la autoridad sanitaria la responsabilidad de definir la condición de animal peligroso y de diagnosticar su agresividad. Diagnosticar el carácter, temperamento o peligrosidad de un individuo es tarea difícil, dada la dimensión del problema, 30.000 ataques sólo en la Región Metropolitana; si a esto se suman los peritajes que la ley permite solicitar, los peritos se harán escasos y más susceptibles de cometer errores, lo que redundará en el abandono e incluso la muerte de perros inocentes
. 

Lo verdaderamente relevante en el tema es el historial de agresiones o conductas agresivas del animal, el que debería ser consignado cuidadosamente en un registro obligatorio, para hacer efectiva la responsabilidad del dueño. 

Hay regulaciones del proyecto de ley que adopta el criterio de definir razas peligrosas, que atentan contra la necesidad de socialización de estos perros, acrecentando su conducta agresiva; por ejemplo, al obligar que todos, incluso cachorros de 2 o 3 meses salgan con bozal a jugar a un parque. La socialización requiere que el perro aprenda a interactuar con el medio ambiente que lo rodea, entre otras maneras, mediante el contacto por el hocico con niños, otros animales, plantas, etc., y que eso quede en su impronta dentro de los 2 a los 4 meses de edad. Por otro lado, un dueño responsable conoce a su perro y sabrá si sacarlo con bozal o no, con el fin de evitar las eventuales consecuencias que le afectarían si el perro ataca. Esas normas son también contrarias al bienestar animal, que involucra la libertad de movimiento.

Temas aparte son el de los perros callejeros y el de su incidencia en la salud, los que pueden integrarse en capítulos separados, ya que su génesis y tratamiento son diferentes.
El Colegio Médico Veterinario está en contra de cualquier normativa que implique matar perros, apoya el bienestar animal y la protección de su vida, fundado en principios éticos y valóricos que surgen de la estrecha relación entre estos animales y la especie humana, de los fuertes vínculos afectivos que se producen entre amos y mascotas y de la innegable capacidad de sufrimiento físico y emocional de estos animales.

Si lo que preocupa son las posibles agresiones de perros supuestamente peligrosos, se debe invertir más en formación y educación sobre tenencia responsable, especialmente de razas que se puedan considerar como peligrosas. Eliminar algunas razas o asignar a otras el calificativo de peligrosas no conduce a la protección de las personas. Los millones de perros que pueblan los hogares de Chile merecen más atención que la simple eliminación racial o fenotípica que produciría la ley por razas. 

El problema de salud pública que se produce por las enfermedades que transmiten los perros se relaciona con la existencia de individuos enfermos, no con la cantidad de perros existente, y su origen es la tenencia irresponsable. 
Intervención del representante de la Facultad de Ciencias Veterinarias y Pecuarias de la Universidad de Chile, doctor Jorge Mendoza. 

La agresividad y las lesiones que pueden causar las mascotas en general, y los caninos en particular, representan un riesgo para la población. 

La agresividad que exhiben algunos animales es relativa y puede tener un origen genético, pero el desarrollo de su personalidad está íntimamente relacionado con la socialización. Un perro asilvestrado presentará permanentemente una condición de agresividad hacia otras especies, por defensa y búsqueda de alimento. Por otro lado, el comportamiento del perro doméstico se asocia estrechamente con la forma en que fue socializado y criado. 

El animal que agrede lo hace por alguna razón, que generalmente está directamente asociada al ser humano. La agresividad del ejemplar pasa por la persona que es responsable de él, su dueño, tenedor, cuidador o quien le ha dado cierto grado de protección; por ende, la solución del problema pasa por la educación. Si no existe una cultura centrada en el cuidado y manejo responsable de un ser vivo, desde las primeras etapas de su existencia e incluyendo las relaciones que tenga el animal con otros animales y con personas, por muy punitiva o restrictiva que sea la ley no se dará con ella soluciones a mediano o largo plazo.

El proyecto plantea la evaluación del carácter y agresividad de un animal. Un psiquiatra no puede, en una sesión corta, evaluar definitiva y certeramente las características de la patología que padece una persona, la que puede ser interrogada y expresar sus síntomas; mucho menos se puede esperar tal certeza cuando se trata de animales cuya comunicación debe ser interpretada por quien los evalúa. 

Una cosa es la cantidad de lesiones y otra su gravedad. El Instituto Médico Legal tiene serios problemas para catalogar lesiones generadas por caninos; una lesión penetrante es grave y los jueces, al recibir los informes técnicos, determinan, por regla general, que el perro debe ser sacrificado, más aún si se trata de perros vagabundos o callejeros.

Las acciones punitivas deben orientarse a beneficiar a guarderías de animales o hacia la toma de conciencia de la gente de lo que implica tener un perro; lo que no se logra con la imposición de multas, sino con una educación que subsane las falencias que presenta la normativa propuesta. 

No pueden aplicarse medidas para todo el país, la situación no es la misma en un puerto o caleta que en una cuidad del altiplano; incluso, dentro de una misma ciudad hay sectores que tienen problemas diferentes, por lo tanto, es necesario realizar un diagnóstico de situación antes de pensar en el tratamiento que cada municipalidad dará al problema, pues deberá determinarse previamente qué factores facilitan la existencia de una elevada población de perros vagabundos. Tampoco pueden utilizarse leyes extranjeras que no condicen con la realidad chilena: el país ha alcanzado un nivel de desarrollo suficiente como para proponer soluciones propias a problemas también propios.

En cuanto a la solución del problema de los perros vagabundos, la Guía para el Manejo Humanitario de las Poblaciones Caninas es muy completa y va más allá de la esterilización y la matanza de perros, métodos cuyo impacto es necesario medir antes de oficializarlos. En Chile se ha esterilizado y sometido a eutanasia a perros desde antiguo, sin mayores resultados. 

El ámbito de aplicación del proyecto está mal delimitado, es poco preciso y contiene definiciones mal hechas, que no corresponden a la realidad. Por ejemplo, definir a un perro abandonado como todo el que está en la calle
, cuando está demostrado que un 70% de los perros que está en la calle tiene dueño. Lo que se busca es dar a la autoridad la facultad de retirar a estos animales de la calle, llevarlos a corrales municipales, subastarlos y, en último término, sacrificarlos. Esto es matanza. Si la idea es promover el bienestar animal y la educación, no puede permitirse el retiro y sacrificio de animales que no están abandonados. 

En Colombia, los funcionarios encargados de recoger perros en las calles han tenido que usar capuchas para evitar ser identificados y agredidos por la gente. Esto es debido a que detrás de un perro hay un afecto que es violentado por este tipo de acciones. 

Intervención del Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades A.G., señor Claudio Arriagada. 

La Asociación comparte la iniciativa de legislar sobre el tema, ya que el proyecto viene a suplir una debilidad de los municipios, que no están dotados de atribuciones eficaces en la materia.

En algunas comunas hay barrios con más animales que personas. Los alcaldes conocen la situación de quienes concurren a los centros asistenciales mordidos o dañados por perros, sin un dueño que se haga responsable.

Hay varios aspectos positivos en la legislación propuesta, como la tarea de educar a la población, que puede cumplirse mediante los contenidos transversales de los planes educativos de los colegios, o de campañas hechas por las Direcciones de Desarrollo Social de los municipios, pero sigue vigente la inquietud relativa a la carencia de personal necesario para implementar la ley. 

Existe preocupación con respecto al tema financiero. Hay variadas materias asignadas a la administración comunal que gravitan sobre las arcas municipales. Un ejemplo es el seguro de invalidez y sobrevivencia, que ha pasado a ser de cargo del empleador, en este caso, la municipalidad
, y que no está contemplado en los presupuestos de salud ni en los de educación. 

Hay una gran cantidad de leyes que requieren del nombramiento de personal especializado pero no otorgan los recursos necesarios para hacerlo. Ello redunda en la existencia de 36 municipios que no cuentan con asesor jurídico y 40 que no tienen Dirección de Control, ya que la última ocasión en que se pudo adecuar las plantas fue en 1993. Por lo tanto, deberá implementarse algún método de reclutamiento de los médicos veterinarios que requiere la norma, y habrá que definir para ellos algún estatuto jurídico para su inserción administrativa.

Este es el escenario actual. Existen enormes diferencias entre los presupuestos de distintas comunas
, sin embargo, se aplican las mismas normas a realidades diferentes, por lo que sólo un número determinado de municipalidades podrá hacer frente a estas nuevas obligaciones sin mayor problema. 

Es necesario también hacer una adecuación o complementación de competencias. Hay casos en que los tribunales envían animales a los caniles municipales y la Contraloría objeta los gastos por compra de alimentos porque no corresponden a funciones municipales
.

Estos detalles prácticos complican la implementación de la normativa. Hay problemas graves en las finanzas municipales, mensualmente se genera un déficit de 3%, porque el presupuesto municipal se reajustó en un 7% pero el Gobierno otorgó un reajuste de remuneraciones de 10%. 

El Fondo Común Municipal está agotado, por lo que el Estado deberá hacer algún aporte vía subsidio o convenio, en función de los animales a recoger, porque el gasto en caniles se hace una sola vez, pero luego es necesario mantenerlos. La puesta en marcha y la implementación de esta ley debe ser debidamente financiada, considerando los costos futuros. 

Por último, las autoridades regionales de salud están a cargo de la eutanasia de animales, pero actúan a solicitud de los alcaldes, lo que envuelve para éstos un evidente costo político. Debiera propenderse, más bien, a la esterilización gradual pero generalizada. 

Intervención del abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades A.G., señor Armando Aravena.
Los centros temporales de mantención son un tema especialmente importante, porque deberán ser administrados por médicos veterinarios y la municipalidad no podrá asignar esa labor a un funcionario administrativo, por lo técnico y delicado del tema. Lo mismo ocurre con la eutanasia. 

Es preciso tomar conciencia del costo en popularidad que tendrá que asumir la autoridad edilicia a cargo de la eliminación de animales abandonados. 

De acuerdo a lo que ha señalado la Contraloría General de la República, la eliminación de ejemplares caninos corresponde a la autoridad sanitaria, en caso de contagio de rabia. La radicación de esta función en los municipios debe llevar aparejado el debido financiamiento.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN PARTICULAR

Dado que esta Comisión aprobó en general el proyecto con anterioridad, y que fue autorizada por la Sala del Senado para llevar a cabo una discusión en particular con ocasión de este nuevo primer informe. Además, la Sala autorizó a la Comisión para analizar la posibilidad de fusionar el proyecto con otras iniciativas sobre la materia, que actualmente se encuentran en tramitación. 
El presente informe se desarrolla siguiendo el orden del proyecto de ley que la Comisión propone aprobar en general. El debate se centró en una indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, diligencia indispensable en aquellos casos en que se abordaron cuestiones propias de la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República.

Se tuvo presente a lo largo de la discusión el texto del proyecto de Ley de Protección de los Animales
, recientemente comunicado a la Presidenta de la República para su promulgación o veto, a fin de asegurar la debida correspondencia y armonía entre los preceptos de ambos cuerpos normativos.

Introduciendo la indicación sustitutiva, y haciéndose al mismo tiempo cargo de algunos conceptos vertidos por los expositores invitados por la Comisión, el abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Diaz, señaló que el costo político que asumen los alcaldes es compartido por el Gobierno, desde que ha planteado el proyecto en una perspectiva de política pública y ha asumido la iniciativa de plantear la indicación sustitutiva que se ha puesto en discusión. La elección de la municipalidad como órgano ejecutor se debe a que el territorio en que ejerce sus competencias está acotado y la autoridad edilicia conoce bien la realidad de la comuna. 

En cuanto dice relación con la necesidad de nuevos y mayores recursos, destacó que el artículo 23 de la indicación permite a cada municipalidad asociarse con organismos públicos y privados, con el fin de cumplir todos los propósitos y disposiciones de la ley, a saber, educación, esterilización, mantención de caniles y centros temporales, eliminación de animales, etc. Las municipalidades que tengan centros de mantención temporal podrán firmar convenios con otras instituciones, por ejemplo, universidades
, asociaciones de protección animal e incluso particulares, para que se hagan cargo de los mismos. Además, no se trata de una obligación, sino de una facultad, que se ejercerá de acuerdo con la realidad de cada comuna.

Anunció que se conversará con el Ministerio de Hacienda, con el fin de proporcionar algún soporte financiero a las municipalidades que lo requieran e hizo presente que las multas impuestas por infracciones a esta ley ingresarán íntegramente a arcas municipales. 

En estricto rigor, en materia de responsabilidad de los municipios la indicación sustitutiva no tiene novedad alguna respecto de la situación actual. La municipalidad está a cargo de mantener la seguridad y el medio ambiente en su ámbito territorial, que es la comuna. Le corresponde, de acuerdo a lo establecido en el Código Sanitario y en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, hacerse cargo de los daños provocados por animales que no tienen dueño y que pululan en su territorio. Puede hacerse un símil con la responsabilidad que tiene por falta de servicio en la mantención de veredas.

El hecho de que actualmente no se demande a la municipalidad por daños sufridos a raíz de una mordedura de perro sólo significa que las víctimas se preocupan más de los aspectos médicos del problema y no de una eventual indemnización de perjuicios. 

En cuanto a la eutanasia, señaló que la cantidad de perros de que deberán ocuparse las municipalidades es tan grande que no se puede omitir la posibilidad de sacrificar algunos de ellos, evitándoles el sufrimiento y con un procedimiento a cargo de un médico veterinario. El proyecto plantea un proceso que implica la recolección de los animales abandonados, su depósito en centros de mantención temporal y la posibilidad de eliminarlos en casos determinados. Dependerá de cada municipalidad la opción que tome, así como el tiempo que cada perro permanecerá en los centros, antes de aplicárseles la eutanasia.

El Gobierno ha insistido en lo inadecuado del criterio centrado en el concepto de animales peligrosos y en que corresponde hablar de tenencia responsable, con un enfoque más integral, que recoja las diferentes propuestas que se han hecho en la materia. Incluso se han retomado temas que quedaron pendientes en la discusión de la Ley de Protección Animal, como la prohibición de peleas de animales y la sanción de prohibición absoluta y perpetua para la tenencia de animales aplicable a las personas condenadas por el delito de maltrato animal.

Quedarán para ser normados en ejercicio de la potestad reglamentaria del Ejecutivo aspectos como el tiempo de permanencia del animal en los centros de mantención temporal, implementación de políticas y medios de esterilización, requisitos que se deberán cumplir para aplicar la eutanasia, tales como una resolución fundada de la autoridad sanitaria o municipal, cuando exista peligro para la salud pública o la seguridad de las personas.

Por último, el proyecto contempla varias vías de reclamo, una de las cuales es la acción especial que puede interponerse ante el Juez de Policía Local, cuando las autoridades no apliquen las medidas contempladas en la ley o cuando los particulares sufran molestias por agresiones, ruidos o malos olores, por ejemplo. 

La indicación sustitutiva no incluye una responsabilidad penal porque en la Cámara de Diputados se ha presentado un proyecto
 para modificar artículos del Código Penal referidos a los cuasidelitos y para eliminar del mismo Código la expresión “animal fiero”, de modo de hacer responsable al propietario de los daños provocados por cualquier animal, aunque no sea feroz.

El Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic, manifestó que Chile tiene un gran problema de perros asilvestrados en casi todas las regiones del país, que ocasionan graves daños a la fauna silvestre y a los animales destinados a la producción. 

Uno de los puntos centrales del proyecto es permitir la evaluación de la peligrosidad de un animal determinado, de acuerdo con criterios establecidos y dejando de lado el tema de las razas 

Otro eje principal de la iniciativa es dar solución al problema de la gran cantidad de perros abandonados que existe en el país. Para esto  se requiere que la relación entre perro y dueño sea registrada, para que sea posible perseguir eventuales responsabilidades. Una forma de promover el bienestar animal es poner fin a la realidad de perros que viven en las calles, permanentemente expuestos al hambre, frío, falta de agua, enfermedades parasitarias y posibilidad de ser atropellados o heridos. 

El registro obligatorio ayudará a controlar el crecimiento de la población canina y a hacer responsable al dueño por las conductas de su can. Hay acuerdo en que no existen perros peligrosos y en que los responsables finales del problema de la agresividad de los animales son las personas. Gran parte de la población canina que está en la calle son perros que tienen dueño.

Existen otros problemas de salud pública, como son las zoonosis, la falta de higiene, las parasitosis, que se contagian a los niños especialmente; se han dado casos de menores que han perdido la vista por una infección parasitaria. 

Ante esta realidad queda claro que no basta con esterilizar a un perro y ponerlo de vuelta en la calle, sino que se hace necesario adoptar medidas complementarias de otro tipo.

Organizaciones de protección a los animales han planteado que la única herramienta de solución del problema de la sobrepoblación canina es la esterilización; sin embargo, no se ha comprobado científicamente en ninguna parte del mundo que por sí sola ella sea eficaz, dados los niveles de cobertura que deben alcanzarse; la esterilización es una herramienta complementaria de otras, sin las cuales no se acaba con el problema; basta que quede un par de perras sin esterilizar.

Debe asumirse hay una gran cantidad de perros abandonados que nadie quiere, por lo que en una primera etapa será necesario aplicar la eutanasia, pues de lo contrario las políticas que asuman las municipalidades serán inviables. La experiencia de las protectoras de animales ha demostrado que se producen graves problemas sanitarios cuando se reúne en espacios reducidos a una gran cantidad de perros, privándolos además de gozar de bienestar animal. 

Obviamente tal medida se aplicará habiendo utilizado en forma previa todas las demás posibilidades existentes para entregar el animal a una familia o persona que se haga cargo de él. Agotados esos esfuerzos es difícil manejar de otra manera el problema. Los caniles que puedan construirse se llenarían en 15 días o menos.

Los países europeos han hecho un muy buen manejo del problema, pero han debido pasar por etapas, entre las que se incluyeron políticas de eutanasia, que es lo que debe hacer Chile ahora. 

Existe gran preocupación de las municipalidades por los costos que implica la mantención de estos perros, ya que de acuerdo al dictamen de la Contraloría General de la República ellas no tienen la facultad de aplicar la eutanasia ni pueden emplear sus recursos para mantener a los animales, lo que ha hecho inmanejable la situación. 

Una vez superada la primera etapa y habiéndose hecho la vinculación necesaria entre el animal y una persona que asuma las responsabilidades que implica tener una mascota se evitará el abandono y el gran número de perros callejeros. Si se encuentra un perro en la calle podrá identificarse al dueño y sancionarlo por los actos del animal, de ser necesario. Es el camino que han seguido los países en desarrollo que han logrado controlar este tema. 

El Honorable Senador señor Arancibia manifestó que en Chile, si bien la gente aprecia a los perros, no siempre los mantiene en las mejores condiciones, especialmente en sectores modestos, en los que el patio del perro es la calle; pero aún en esos casos los perros son sociables con la gente, por regla general. 

Lo que motiva justificada preocupación son los perros que no tienen dueño, que sobreviven en las calles y otros espacios públicos, impidiendo a veces su uso por las personas y causando graves ataques. Este problema debe enfrentarse como sociedad, teniendo presente que si se retira un perro de la calle y se lo sacrifica se consigue que el lugar que deja sea llenado por otro perro. 

El Honorable Senador señor Letelier  declaró ser partidario de legislar para cambiar la situación actual. 

La tenencia responsable de un animal es el criterio básico, pero el interés y bienestar de quien no quiere tener un animal debe ser igualmente protegido, cosa que hoy no ocurre. No puede tolerarse la invasión de la propiedad ajena y de la propiedad pública por perros que pertenecen a dueños irresponsables.
La idea es buscar equilibrios, como ocurre en la legislación norteamericana, que obliga a que el animal lleve un collar que lo identifique y que lo considera abandonado, aunque tenga dueño, si es hallado solo en la calle. Allí la autoridad municipal sólo tiene la facultad de retenerlo, y el dueño la oportunidad de recuperarlo, dentro de un plazo y previo pago de multas que dependen del tiempo que el animal haya debido ser cuidado y alimentado. En Alemania, para poder tener cierto tipo de animales es obligatorio contratar seguros que se hacen cargo de eventuales daños que el perro cause, lo que desincentiva la tenencia de perros agresivos.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que los objetivos fundamentales del proyecto son la obligación de velar por la salud animal, poner de manifiesto que el trato que merecen es el que les corresponde como seres vivos y promover que las personas tengan los perros de los que puedan hacerse cargo y por los que puedan responsabilizarse. 

Sus normas procuran establecer un conjunto de condiciones, como la educación en la tenencia responsable y sanciones penales y civiles, evitando imponer castigos a perros que han sido educados para defender o guardar y que por descuido de sus dueños se liberan y causan daños. Se sanciona al verdaderamente responsable, que es el dueño, y no al perro

Hay que construir un sistema que asocie el animal a su dueño, por ejemplo, mediante la implantación subcutánea de microchips, en un contexto de política integral de manejo de animales, que evite llegar a la eutanasia generalizada, actuando con criterio preventivo y con respeto a la vida animal. 

La peligrosidad de los animales tiene que ver, la mayoría de las veces, con la peligrosidad de las personas; no hay animales peligrosos si detrás de ellos hay dueños responsables, por lo que la posibilidad de identificar a éstos estimulará el cuidado y desincentivará el maltrato. 

Los perros vagos, especialmente en sectores más pobres, traen aparejados problemas sanitarios, como zoonosis y garrapatas, además del efecto insalubre y antiestético de las fecas en la calle. En países como Alemania, quienes sacan perros a pasear deben recoger las fecas y disponer de ellas en su hogar; si no lo hacen incurren en grandes multas y deben soportar la sanción social a su conducta. 

Su Señoría se mostró partidario de establecer las bases legales de una política de esterilización de perros, que se enmarque dentro de un programa global para regular la población de perros vagos.

El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación por el precepto de la indicación sustitutiva del Ejecutivo que establece la responsabilidad civil de las municipalidades por daños a la salud de las personas causados por animales. Advirtió que ya existe una variada carga de funciones impuesta por numerosas leyes a esas corporaciones, que los recursos que se les asignan no alcanzan a financiar. 

Solicitó al Ejecutivo datos respecto de la cantidad y el comportamiento de la población canina callejera. Expresó que el problema que ésta plantea se ve agravado con la enorme cantidad de animales viejos existente y porque las municipalidades no se atreven a tomar medidas por temor al reproche de la opinión pública. No se trata ya de aceptar o no la eutanasia, sino de poner remedio al maltrato y al abandono que sufren muchos animales.

Previno que el proyecto muy probablemente impondrá a los Jueces de Policía Local una sobrecarga de trabajo, por las denuncias relacionadas con esta ley, y sugirió entregar el conocimiento de cuestiones de mero trámite a otros funcionarios municipales. 

- - - - - - -

TÍTULO I

Objeto y Definiciones.
Artículo 1°

Este artículo, enuncia el objeto de la iniciativa, que es establecer normas destinadas a regular la responsabilidad por los daños a la propiedad o a las personas, que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía, a proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población canina a fin de evitar el impacto negativo en la salud de las personas y a proteger la salud animal, promoviendo el bienestar animal a través de la tenencia responsable. 

La Comisión aprobó el artículo con correcciones de forma y precisiones necesarias. Entre estas últimas cabe destacar que se antepuso como sujeto pasivo de los daños a que alude el numeral 1), a las personas, antes que la propiedad, en atención a la preeminencia de aquéllas sobre ésta. Además, en lugar de circunscribir la disposición del numeral 2) a la población canina, se la hizo extensiva a la de mascotas y animales de compañía, en armonía con las definiciones que hace el artículo 2° del proyecto.

- El artículo 1°, con las modificaciones reseñadas, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.

Artículo 2°

Define varios conceptos, para efectos de esta ley. 

Son mascotas o animales de compañía aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. Animal abandonado es toda mascota o animal de compañía que se encuentre en la vía pública, sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto sin correa de sujeción. Es animal peligroso todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible y la opinión de expertos, de conformidad al procedimiento que fijará el reglamento. Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía es el conjunto de obligaciones que adquiere una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota; consisten, entre otras, en proporcionarle alimento, albergue y los cuidados necesarios para su debido bienestar; comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean pertinentes, así como la responsabilidad por las infracciones en que se incurra. Por último, se definen los centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía, como aquellos lugares en que se mantiene animales, a cualquier título pero de manera no permanente, para tratamientos, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición, custodia, tales como criaderos, hoteles, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, centros de adiestramiento, centros de exposición y centros de venta, albergues, centros de rescate y similares.

El Honorable Senador Girardi hizo presente que en la caracterización de los animales peligrosos se echa de menos el elemento más importante para efectuar semejante calificación, como es la conducta previa del animal, su eventual historial de agresiones. 

La señora Carmen Luz Barrios, Coordinadora de la Comisión de Expertos del Kennel Club de Chile, manifestó la conveniencia de definir en la ley la composición del organismo que recogerá la opinión de los especialistas que participarán en la calificación de un animal como peligroso, en lugar de entregarla exclusivamente al reglamento, porque en su composición es indispensable que haya médicos veterinarios y etólogos.

El abogado del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, destacó que el criterio básico de la indicación no es la estigmatización de ciertos animales o razas como potencialmente peligrosos per se, sino que se deja la calificación a la autoridad sanitaria, que hará la determinación caso a caso, de acuerdo con las características específicas de cada individuo, todo ello con sujeción al procedimiento que fije el reglamento. Agregó que existirá un período de consultas sobre dicho reglamento, anterior a su dictación, en que estará a disposición del público para que se formulen los alcances que se estimen apropiados.

En otro orden de cosas, aclaró que el concepto de animal abandonado es equivalente, en esta ley, al de animal vago.

La Comisión aprobó el artículo 2° con modificaciones de redacción, que aseguran una mayor precisión de sus disposiciones. 

En el numeral 3), que define el concepto de animal peligroso, se agregó una frase que remite a los parámetros que el artículo 6° indica como significativos para la calificación respectiva, cuales son, un carácter agresivo o episodios anteriores de agresión. 

En el numeral 4) se aclaró que la tenencia responsable comprende un conjunto de obligaciones a las que se adicionó las de proporcionar a las mascotas y animales de compañía buen trato y no someterlos a sufrimientos evitables.

En el numeral 5) se hicieron algunos cambios de redacción menores.

- El artículo así modificado fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.
Título II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas.

Artículo 3°

Asigna a los órganos de la Administración del Estado, y en especial a la autoridad municipal, la promoción de la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el ambiente. 

El Honorable Senador señor Arancibia manifestó que la norma no deja en claro cuáles serán los órganos que deben asumir responsabilidades en la materia. No existe un servicio o entidad encargado del tema a nivel nacional, que coordine los esfuerzos del resto. La ambigüedad del precepto puede dar lugar a que algunas municipalidades, al no contar con recursos suficientes, no hagan nada. 

Por tanto, argumentó Su Señoría, es necesario proporcionar a la autoridad municipal los recursos para que puedan asumir en plenitud las actividades que les encarga la ley, en este caso, la promoción de la tenencia responsable, que es una acción que tiene un costo.

El Honorable Senador Ruiz- Esquide planteó la posibilidad de omitir la referencia genérica a órganos del Estado y dejar radicada esta responsabilidad exclusivamente en las municipalidades. O bien intercalar una frase que aluda a que tanto los órganos de la Administración cuanto los municipios cumplirán esta tarea promocional en ejercicio de sus respectivas competencias.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, explicó que sería un problema mayor pormenorizar cada órgano de la Administración que tenga competencia en la materia, indicando cada una de las posibilidades de acción que ellos tienen según su normativa propia. La idea es darles la mayor latitud para que ejerzan las facultades que la ley les otorga. 

Este artículo trata de la promoción de la tenencia responsable, tarea en la cual pueden colaborar todos los órganos de la Administración del Estado. Las obligaciones específicas para el manejo de animales se tratan más adelante, en las normas que desarrollan el tema de la tenencia responsable. Por ejemplo, el artículo siguiente encarga al Ministerio de Salud la dictación de un reglamento y a las municipalidades la dictación de ordenanzas relativas a la tenencia responsable. 

Respecto de los recursos para realizar acciones concretas, declaró que el informe financiero está en elaboración en la Dirección de Presupuestos. Adelantó, a este respecto, que la municipalidad de Copiapó elaboró un proyecto de captura y encierro temporal de perros abandonados, en el que se consultaba un costo superior a los $ 20.000.000 anuales para 100 perros, considerando terreno, habilitación, remuneraciones, equipamiento, alimentación, medicamentos, etc.

El Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic, agregó que el Ministerio se ha comprometido a preparar un reglamento sobre tenencia responsable, instrumento que las municipalidades podrán incorporar en sus ordenanzas sobre actividades promocionales y educacionales. 

Lo que se pretende con este artículo es dejar en claro que varios órganos del Estado incorporarán la promoción de la tenencia responsable en sus actividades normales. Por su parte, el Ministerio de Salud también realiza habitualmente actividades de promoción y educación sanitarias, que desarrollan diversos contenidos.

El artículo 3° se aprobó con la agregación de una frase que puntualiza que los órganos de la Administración del Estado y las municipalidades ejecutarán acciones de promoción de la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, en el ejercicio de sus respectivas competencias.

- Concurrieron al acuerdo aprobatorio, que fue unánime, los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
- Además, la Comisión acordó, con la misma votación anterior, oficiar a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda para solicitar el informe financiero sobre el costo fiscal de las normas del proyecto y recomendar al Senado que recabe también, en el trámite reglamentario de segundo informe, un informe de la Comisión de Hacienda sobre las disposiciones que según la ley y el reglamento son de su competencia.

Artículo 4°

Dispone que el Ministerio de Salud reglamentará la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. El reglamento deberá establecer un sistema de control de la fertilidad de los animales cuando estos proliferan de forma descontrolada, a fin de evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas, la salud animal y el medio ambiente.

- Se aprobó sin enmiendas, con los votos de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 5°

Estipula que las municipalidades del país podrán dictar una ordenanza sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, la que deberá ajustarse al reglamento dictado por el Ministerio de Salud, recién aludido. Esas ordenanzas podrán incluir, entre otras materias, las obligaciones de los propietarios y la existencia de un registro obligatorio especial de animales peligrosos, que permita la adecuada identificación de ellos y sus respectivos responsables, dentro del territorio de la comuna.
La Comisión adecuó el texto de manera de hacer imperativa la norma y no meramente facultativa. En virtud de ello, las municipalidades estarán obligadas a regular la tenencia responsable mediante ordenanzas, y el contenido mínimo de las mismas queda ineludiblemente fijado en la ley: esos cuerpos normativos no podrán prescindir del registro obligatorio, ya no de animales peligrosos, sino de mascotas y animales de compañía, para guardar la concordancia con otras normas del proyecto. Las obligaciones de los propietarios y demás responsables y la condición de animal peligroso se regularán en otros preceptos de la iniciativa.

- El artículo fue aprobado unánimemente, con las enmiendas descritas y otras de índole meramente formal, con los votos de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 6°
Permite a la autoridad sanitaria calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina, que por su tipología racial o por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo, tamaño o potencia de mandíbula, tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros animales y daños a las cosas. Respecto de ellos, la mencionada autoridad deberá fijar prohibiciones de tenencia, obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, tales como circular con bozal o arnés, restricciones de circulación en lugares de libre acceso público o esterilización obligatoria.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró que se debe precisar el criterio conforme al cual se calificará a algunos animales como peligrosos. Es evidente que la pauta ha ido variando, desde una singularización por razas a una por conductas, que no dependen tanto del tamaño ni de la mandíbula del animal, como del adiestramiento o maltrato que haya sufrido.

El Honorable Senador señor Arancibia observó que eliminar la noción “tipología racial” implica descartar también la mención del tamaño o potencia de mandíbula, características que no son exclusivas de razas determinadas, sino que pueden encontrarse en cualquier perro; de este modo, las disposiciones del proyecto guardan coherencia entre sí, conforme al criterio adoptado sobre peligrosidad animal. Advirtió que ello está en consonancia con la tenencia responsable, que es el eje del proyecto. 

El Honorable Senador señor Girardi solicitó agregar la parasitosis como factor de peligrosidad de un animal, como en el caso de los perros portadores de garrapatas.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, recordó que el artículo en discusión apunta a regular situaciones en que estén involucrados perros que tengan un dueño identificable, lo que explica las prohibiciones de tenencia y la obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección. Para el caso de los animales vagabundos se faculta a las municipalidades para recolectarlos e internarlos en el lugar que ellas determinen.

En cuanto a la peligrosidad vinculada a las zoonosis, destacó que la tenencia responsable incluye el cuidado sanitario del animal y que mantenerlo en malas condiciones en este aspecto constituirá una infracción que podría dar lugar incluso al retiro del animal del poder de su dueño; de lo que coligió que la definición de elementos constitutivos del concepto de peligrosidad debiera restringirse al historial de agresividad y al carácter.

El Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic, informó que el proyecto se ha analizado con el Kennel Club de Chile y con los etólogos que trabajan con dicha asociación y se ha llegado a la conclusión de que uno de los criterios principales que se debe consagrar en la ley es la existencia de una historia de agresividad, en base a la cual se evalúe a cada perro en forma individual. De las exposiciones escuchadas por la Comisión queda en claro que la agresividad de un perro no depende de su raza o su tipología. En la misma lógica, se debe eliminar la referencia al tamaño o potencia de mandíbula como indicador de peligrosidad.

Admitió que la puesta en marcha del control de la población canina presentará problemas, específicamente por la imposibilidad de incorporar al registro la gran cantidad de perros vagos que existe en el país, de los que nadie se hará cargo; esto hace necesario recurrir a la eutanasia en una primera etapa, con los resguardos que la indicación en examen estipula.

La tenencia responsable incluye, entre otras cosas, mantener el animal dentro del hogar y sometido a los controles y manejos sanitarios necesarios. 

En mérito de las consideraciones hechas valer en el debate que se ha resumido, la Comisión aprobó este artículo, acotando las características que permitirán calificar como peligrosa una mascota o animal de compañía, al historial de agresiones que pueda haber y al carácter que exhiba el animal, excluyendo, en consecuencia, toda alusión a razas o tipos de razas, tamaño y potencia mandibular.

- Se aprobó, con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
TÍTULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía

Artículo 7°

Especifica que es responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él corresponderá asegurarles la alimentación, el albergue, el manejo sanitario, la adecuada identificación y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias. Estará obligado a mantenerlos en su domicilio o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá presentar en todo momento las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud. 
Si se trata de perros, deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos y los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado. 
El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación esté permitida, deberá adoptar las medidas de seguridad y protección establecidas por la autoridad sanitaria.

El Honorable Senador señor Girardi solicitó incluir entre las obligaciones del responsable de una mascota o animal de compañía la de recoger sus fecas y disponer de ellas conforme a las regulaciones sanitarias, aparejada de la sanción correspondiente, ya que esta forma de contaminación constituye uno de los mayores problemas de higiene y salubridad que provocan los perros.

Propuso su inclusión en la ley, y no en el reglamento, con la finalidad didáctica de dejar en claro que se trata de una conducta que provoca molestias a las personas y daña a las ciudades, especialmente aquellas en que la industria del turismo tiene una relevancia económica significativa, como es el caso de Valparaíso, entre otras. 

La Comisión realizó un ajuste de índole formal al inicio del segundo inciso de este precepto, donde explicitó que las obligaciones que allí se señalan recaen en el responsable de la mascota o animal de compañía. Acogiendo la proposición del Honorable Senador señor Girardi, agregó, en el inciso primero, que enuncia las obligaciones básicas del responsable, una frase que lo obliga a recoger y eliminar las fecas, como parte del adecuado manejo sanitario de los animales.

Se tuvo presente que la mención que se hace de los perros en el inciso tercero se justifica porque el artículo se aplica también a otras mascotas, que no es necesario someter a las mismas medidas de sujeción.

- Se aprobó el artículo 7°, con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 8º

Prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido exclusivamente a acrecentar y reforzar su agresividad. Asimismo, su inciso segundo proscribe toda pelea de animales llevada a cabo por sus responsables como espectáculo, competencia o desafío, y castiga como autores de maltrato animal, conforme al artículo 291 bis del Código Penal
, a quienes las organicen, promuevan o difundan.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, explicó que la frase “llevada a cabo por sus responsables”, que forma parte del segundo inciso, si bien no es clara, resulta necesaria para no castigar a responsables de perros que, no obstante el cuidado puesto, se escapan y se trenzan en una riña callejera. La intención es sancionar a quienes organizan, promueven y difunden contiendas entre animales. Informó que las peleas de gallos están prohibidas en Chile.

El Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic, propuso suprimir, en el primer inciso de este artículo, la palabra “exclusivamente”, ya que el adiestramiento incluye siempre dos aspectos, uno relacionado con la obediencia y otro relacionado con el ataque, y ambos se trabajan en conjunto. Es muy raro que exista un adiestramiento orientado exclusivamente al ataque. 

La Comisión acogió esta última proposición y dio además una nueva redacción al segundo inciso, para expresar con mayor precisión las regulaciones que contiene. De este modo, la norma prohíbe derechamente toda pelea de animales organizada o promovida como espectáculo, competencia o desafío, y sanciona a quienes las organicen, promuevan o difundan, con las penas asignadas al delito de maltrato animal, previsto en el artículo 291 bis del Código Penal.

- Con las enmiendas indicadas, el artículo 8° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 9°

Dispone que todo responsable de un animal regulado por esta ley responderá civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pueda corresponderle. Se exceptúan de la regla anterior los ataques producidos al interior de una propiedad privada, debidamente cercada, y al cual la víctima haya ingresado sin autorización del propietario o custodio.
La Comisión estimó que el texto propuesto en la indicación del Ejecutivo impone precisamente una responsabilidad objetiva al responsable de un animal que causa daños. Este tipo de responsabilidad no requiere que se pruebe la existencia de dolo o negligencia y el responsable del animal no podrá alegar en su descargo alguna excusa que lo exima de la obligación de indemnizar.

Por otra parte, la aplicación de este precepto no debe quedar restringida a hechos ocurridos dentro de una propiedad privada, pues la situación puede darse de la misma forma en propiedades públicas vigiladas por animales. En consecuencia, se eliminó del segundo inciso el adjetivo “privada”, de resultas de lo cual la regla se aplicará a todo ataque producido dentro de una propiedad cerrada a la que la víctima ingrese sin permiso. Además, con el propósito de despejar cualquier duda de interpretación, reemplazó la alusión a “la víctima”, por la frase “la persona dañada por el animal”, porque bien podría pensarse que la víctima es el propietario del inmueble violentado.

- Con las enmiendas indicadas, el artículo 9° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 10

Faculta a las municipalidades para implementar un sistema de recolección que haga posible retirar todo animal abandonado que se encuentre en la vía pública, sitios eriazos o locales de cualquier naturaleza donde se reúna o transite público, incluidos los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.
El inciso segundo impone a los municipios una responsabilidad civil de carácter objetivo, por los daños a la salud y a la integridad física de las personas causados por animales abandonados que transiten libremente por su territorio jurisdiccional, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del responsable del animal, si lo hubiera.
Se reordenó la redacción de este artículo, para facilitar su comprensión y aplicación.

- Con las correcciones indicadas, el artículo 10 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 11

Establece que, para los efectos del artículo anterior, esto es, para la recolección de animales abandonados, las municipalidades podrán implementar centros de mantención temporal de animales, con la finalidad de albergar en ellos a aquellos que se retiren de la vía pública y demás espacios allí especificados, y a los que sean entregados por la comunidad, donde permanecerán por el tiempo que determine la municipalidad en la ordenanza respectiva.
Durante el lapso de permanencia los animales podrán ser retirados por su responsable, previo pago de las multas que correspondan, así como de los gastos de alimentación y custodia en que haya incurrido la municipalidad. 
Cuando los animales tengan identificación, se notificará a su responsable, el que tendrá un plazo de cinco días, a contar de la notificación, para proceder al rescate, previo pago de dos décimos de unidad tributaria mensual
 por cada día de permanencia, además de los gastos indicados en el inciso precedente.
Los animales que no sean reclamados en el período establecido por la municipalidad, se considerarán sin dueño y podrán ser dados en adopción, subastados o sometidos a eutanasia. En caso que sean subastados públicamente, el valor que se obtenga ingresará a las arcas municipales. 
En primer lugar, al final del inciso primero se sustituyó la expresión “la comunidad” por “las personas”, pues aquélla no ofrece la misma precisión jurídica que ésta.
El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, manifestó que la norma faculta a las municipalidades para implementar centros de mantención temporal, no las obliga a hacerlo, ya que no todas ellas tienen problemas con animales vagos o abandonados. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide acotó que tal vez sería factible hacer obligatoria la existencia de caniles en ciudades de 100.000 habitantes o más, pues es de prever que en esas magnitudes el problema de los perros abandonados es considerable. 

La Comisión decidió que la notificación que se haga al responsable de un animal recogido en un canil municipal sea personal, para asegurar su debido emplazamiento, de modo que no quede en la indefensión. Con todo, se advierte que en el trámite reglamentario de segundo informe será preciso indicar determinadamente a qué funcionario corresponderá diligenciar la notificación, a fin de dar cumplimiento a las disposiciones constitucionales que exigen que las funciones y atribuciones de los servicios y funcionarios del Estado sean conferidas por ley. La Comisión no pudo suplir esta omisión en el trámite actual, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

Además, se eliminó la mención de la municipalidad en la frase final del inciso tercero, porque bien puede ocurrir que, en virtud de un convenio, el canil sea cofinanciado por terceros, eventualidad en que el reembolso de los gastos no sería completo si sólo correspondiera restituir aquellos en que haya incurrido el municipio.

En el inciso final se emplea la expresión “dados en adopción”, la que tiene un significado jurídico muy específico, que remite al proceso encaminado a la constitución de un estado civil de las personas, por lo que no corresponde aplicarla en una normativa sobre animales. En su reemplazó se incluyó la frase “entregados a quien asuma su tenencia responsable”, que expresa con propiedad la idea fuerza del texto legal que propone la Comisión.

Los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami expresaron su categórico rechazo a la disposición que autoriza la eutanasia y solicitaron dividir la votación, para pronunciarse específicamente sobre ella.

El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, manifestó que el proyecto regula en otros artículos los requisitos que se deberán cumplir en la ejecución de la eutanasia, la que deberá ser indolora, rápida y llevada a cabo bajo el control y responsabilidad de un médico veterinario
. Enfatizó que esta medida es una de las que dispondrán las autoridades sanitaria y municipal en las primeras fases de solución del problema, pero que no constituye ni debe ser vista como una política permanente de control de la sobrepoblación canina.

Se remitió a la Guía para el Manejo Humanitario de Poblaciones Caninas, de la World Society for the Protection of Animals, que en su página 16 reza: “Cuando se asume el funcionamiento de lugares para retener animales o centros o redes de adopción, se requerirá administrar la eutanasia a animales que estén sufriendo enfermedades o lesiones incurables o problemas de comportamiento que hagan que no puedan ser reubicados o que no puedan sobrellevar su estadía en el centro lo suficientemente bien como para mantener un nivel razonable de bienestar. Al final, un programa de manejo de poblaciones exitoso debe crear una situación donde éstas sean las únicas ocasiones en las que se deba requerir de la eutanasia y donde se pueda hallar un buen hogar para todos los perros saludables. Sin embargo, en la realidad, la mayoría de los países no podrá lograr esta situación inmediatamente sino que necesitará trabajar para llegar a ella, aceptando que algunos animales saludables deberán recibir la eutanasia porque no hay suficientes hogares que puedan proporcionar un buen nivel de bienestar.
La eutanasia trata sólo los síntomas y no las causas de los problemas de sobrepoblación. No llevará al manejo de la población y no debe ser considerada como una respuesta única. Siempre que se haga uso de la eutanasia, se deben emplear métodos humanitarios que aseguren que el animal quede en inconsciente antes de morir sin sufrimiento”.
El Jefe de la Unidad de Zoonosis y Vectores de la Subsecretaría de Salud, doctor Carlos Pavletic, en cuanto a la eutanasia, agregó que los organismos internacionales están de acuerdo en que es una política necesaria en situaciones de sobrepoblación canina. 

El Honorable Senador señor Arancibia manifestó que si se suprime la eutanasia como uno de los medios de resolver el problema que crean los perros vagos el proyecto pierde gran parte de su eficacia. Teniendo en cuenta que en Chile hay más de 200.000 de estos animales en las calles la alternativa sería guardarlos indefinidamente, en caniles gigantescos, esterilizarlos y mantenerlos por toda su vida, a costa de las municipalidades, lo que en definitiva terminaría gravitando sobre el Fisco.

- Puesta en votación la frase “o sometidos a eutanasia”, contenida en el inciso final del artículo 11, resultó aprobada por 3 votos contra 2. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. Lo hicieron por el rechazo los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami.

- El resto del artículo 11 fue aprobado, con las modificaciones arriba detalladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

TÍTULO IV

De los centros de mantención temporal

Artículo 12


Consagra las obligaciones que deben cumplir los centros de mantención temporal, cuales son, llevar un registro de los animales que ingresen; mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente; contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales, así como la provisión de alimento y agua en cantidades necesarias para su mantención; contar con caniles, jaulas y corrales, según sea el caso, en cantidad suficiente como para mantener el número de animales para los que fueron presupuestados, separados por sexo, y tener una superficie que permita movimiento a los animales y no les cause sufrimiento. Las condiciones mínimas en todos estos aspectos serán establecidas por un reglamento del Ministerio de Salud.

El Honorable Senador señor Arancibia insistió en la imprescindible necesidad de contar con el informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, para poder medir cabalmente los reales efectos que podrá tener esta iniciativa legal.


- El artículo 12 se aprobó por unanimidad, con ajustes formales menores, por los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.

Artículo 13


Agrega otras exigencias a los centros de mantención temporal de animales: estarán a cargo de un médico veterinario y deberán contar con permiso municipal de funcionamiento, previo pago del mismo, si procediera, y con el informe favorable de la autoridad sanitaria. 


Como es obvio, si el canil es de propiedad de la autoridad comunal, no será necesario obtener y pagar el permiso municipal. La redacción se reformuló para hacer más clara esta disposición. 


- Con la modificación anotada, la unanimidad de los miembros presente de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide, aprobaron este artículo.

Artículo 14


Prescribe que, en caso de cierre o abandono de algún centro de mantención temporal de animales, sus responsables estarán obligados a entregar en adopción los animales que posean o, en su defecto, a ponerlos en un centro de igual fin, entregando simultáneamente todos los antecedentes sanitarios de los animales.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo notar que en la hipótesis de este artículo no es permitida la eutanasia y que las únicas formas de disposición que se podrán adoptar respecto de los animales asilados en el establecimiento son las que indica la norma en comento.


El Honorable Senador señor Arancibia recordó un caso ocurrido en Valparaíso, donde un tribunal ordenó el cierre de un recinto que albergaba animales en condiciones inaceptables, incumpliendo todas las normas aplicables, pero simultáneamente ordenó a la municipalidad recibirlos en un canil de propiedad de la corporación edilicia que estaba próximo a inaugurarse, el que resultó con su capacidad íntegramente copada y no podrá ya albergar otros animales abandonados. Ese canil tuvo un costo de $ 560.000.000 y puede albergar alrededor de 600 animales.


La Comisión sustituyó la forma verbal “posean” por “alberguen”, puesto que los animales depositados en estos centros de mantención temporal no están jurídicamente en posesión de los responsables de los mismos. Además, en lugar de aludir a la “adopción” de animales utilizó la misma frase aprobada en el inciso final del artículo 11, conforme a la cual se entregarán a quien asuma voluntariamente su tenencia responsable. 


- Con los cambios indicados, más otros de mera redacción, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide, aprobó el artículo.

TÍTULO V

De la venta, crianza y exposición de las mascotas
Artículo 15


En su formulación inicial, establece este precepto que los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario y que deberán llevar un registro en el que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 

El médico veterinario a cargo deberá asegurar que los animales que salgan a cualquier título de su establecimiento, cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie que se trate.

Se deberá entregar al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.

La Comisión hizo algunos cambios para ordenar la redacción, de los cuales merece especial mención el reemplazo, en el inciso tercero, de las palabras “de su”, que anteceden al sustantivo “establecimiento”, por la contracción “del”, dado que el veterinario a cargo de un local de venta y crianza de mascotas o animales de compañía no será siempre necesariamente dueño del mismo.


Además, especificó que la información que debe proporcionarse a los compradores debe ser entregada por escrito.


- Con las enmiendas dichas, el artículo fue aprobado por unanimidad por los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 16


Obliga a los establecimientos que expendan animales de compañía a contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que los potenciales compradores o público en general respiren aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


La Comisión complementó la disposición agrando a la primera frase las palabras “mascotas o”, antes de la expresión “animales de compañía”, de manera de guardar la debida correspondencia con otras reglas del proyecto, particularmente con las definiciones del artículo 2°.


Además, reemplazó la frase “los potenciales compradores o público en general” por “las personas que concurran a ellos”, pues la mayor amplitud de esta última cubre cualquier resquicio con que pudiera burlarse la norma. Y sustituyó la forma verbal “respiren” por la expresión “sean afectadas por”, en razón de que las secreciones animales y los productos utilizados en esos establecimientos no sólo pueden comprometer la salud o el bienestar de las personas por la vía respiratoria, sino que, por ejemplo, pueden dañar su piel.

- Con las modificaciones especificadas, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide, aprobó este artículo.
Artículo 17


Prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.

El Honorable Senador Guido Girardi propuso incluir la prohibición de comerciar animales de especies que se encuentren en peligro de extinción o cuyo comercio esté prohibido, a fin de que la normativa sea coherente con la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES)
. 

La Comisión aprobó la idea y añadió a este artículo una oración inicial que prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o entrega en posesión de cualquier animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción.

- Así modificado, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 18


Dispone que el organizador de espectáculos o exhibición de animales, y subsidiariamente el propietario del recinto donde esos eventos se desarrollen, deberán tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales, tomar las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales presentes y disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, que les evite sufrimiento. 


Además, deberán responder civil y penalmente por los daños a las personas, la propiedad o el medio ambiente que puedan ocasionar dichos animales, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.


- La Comisión lo aprobó con ajustes de redacción, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones

Artículo 19

Sanciona con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales
 toda contravención a esta ley, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal. La multa puede duplicarse en caso de reincidencia. Además, el Juez de Policía Local podrá ordenar el comiso del animal y su ingreso a un centro de mantención temporal o la entrega de éste a la persona que designe para tal efecto, por el plazo que determine, siendo de cargo del infractor las costas de los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios que se requiriera.

Como se verá más adelante, el tribunal competente es el Juez de Policía Local y el procedimiento aplicable el de la ley N° 18.287. 

 La Comisión lo aprobó con modificaciones de redacción y adicionando una frase que estipula que la persona a la que el juez entregue el animal deberá consentir en recibirlo, aceptando el encargo, ya que de otro modo se estaría imponiéndole una carga que podría resultarle muy gravosa y, eventualmente, una entrega impuesta podría revestir algún grado de peligro para la seguridad o el bienestar del animal.

- Concurrieron con su voto a aprobar por unanimidad la norma, modificada en la forma expuesta, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 20


Indica el destino de los fondos que se recauden por la imposición de las multas que se imponga a los infractores de las normas de este cuerpo legal. Ellos ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva y se destinarán exclusivamente a fines que permitan cumplir con las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, de los centros de mantención temporal y de los programas de educación en tenencia responsable.


- Los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide, aprobaron unánimemente este artículo, sin modificaciones.
Artículo 21, que pasó a ser 26

Impone a toda persona que sea condenada por maltrato o crueldad animal conforme al artículo 291 bis del Código Penal y a quienes infrinjan lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, castigo que no podrá ser sustituido ni rebajado y que se aplicará en todo caso.

Habiendo advertido la Comisión que esta disposición impone limitaciones al dominio, que en el caso de los médicos veterinarios pueden revestir mayor impacto, aceptó la explicación del abogado del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, quien sostuvo que la prohibición absoluta perpetua que contempla este precepto no es extraña en la legislación penal chilena, pues el Código del ramo la aplica a numerosos delitos. 


Hay que tener presente que el artículo 291 bis es incorporado al Código Penal por la Ley de Protección de los Animales recientemente aprobada por el Congreso Nacional
, que está en vías de ser publicada. Por tanto, es de prever que él estará vigente cuando el proyecto en informe se convierta en ley.


La Comisión consideró que por su contenido esta norma queda mejor situada en el Código del ramo, de modo que la reformuló como la adición de un inciso segundo, nuevo, en el citado artículo 291 bis del Código Penal. Por razones de ordenamiento se trasladó este artículo al final del proyecto, correspondiéndole, en consecuencia, el número 26.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.
Artículo 22, que pasó a ser 21

Prescribe que la fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a las Municipalidades respectivas, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


- Se aprobó sin enmiendas, con la misma votación que el precedente.

TÍTULO VII

De la acción especial

Artículo 23, que pasó a ser 22
Este artículo confiere a toda persona que sea amenazada o perturbada en su integridad, su salud o su vida, por acción de un animal de los que trata esta ley, una acción especial que se ejerce ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación. La denuncia no requiere formalidad especial.

El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía. 
El abogado del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz, explicó que la intención de la norma es crear una acción específica, en el ámbito de la justicia local, para resolver problemas que habitualmente se dan entre vecinos

El Honorable Senador señor Arancibia manifestó su preocupación por las consecuencias que puede tener la referencia a la salud psíquica de las personas, ya que puede llegarse a extremos como denunciar perros que ladran por las noches.

El Honorable Senador señor Girardi puntualizó que existen perturbaciones graves, como los malos olores, y que existen personas que sufren fobias, para las cuales hechos de menor relevancia pueden resultar insoportables. Por ello, sugirió eliminar las palabras “psíquica” y “física”, que pueden generar conflictos judiciales innecesarios.


La Comisión aprobó la eliminación, así como algunas correcciones formales, la más destacada de las cuales es la reordenación de los bienes jurídicos amparados por esta acción, de manera que el primero enunciado sea la vida, antes que la salud y la integridad.


- Concurrieron a estos acuerdos, que fueron unánimes, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
Artículo 24, que pasó a ser 23

Su inciso primero faculta a la autoridad sanitaria y a las municipalidades competentes para adoptar las medidas necesarias en los términos establecidos en esta ley, así como en las demás normas legales y reglamentarias. Para todos estos efectos podrán, además, celebrar convenios, con o sin transferencias de fondos, entre sí, o con otros organismos públicos o privados.


El inciso segundo autoriza a las mismas autoridades para disponer, por resolución fundada, la eutanasia de los animales que trata esta ley, especialmente cuando exista peligro para la salud o seguridad de las personas o para la salud pública. Para ello deberán utilizarse métodos que impliquen el mínimo sufrimiento del animal y le provoquen una pérdida de conciencia inmediata, siempre bajo el control y la responsabilidad de un médico veterinario.


El Honorable Senador señor Girardi pidió dividir la votación, para poder pronunciarse específicamente sobre el segundo inciso, que confiere a la autoridad sanitaria y a las municipalidades la facultad de practicar la eutanasia de animales regulados por esta ley.


- Puesto en votación el inciso primero, resultó aprobado por unanimidad, con una adecuación de redacción, por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.

- Puesto en votación el inciso segundo, fue aprobado por mayoría. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. Votó en contra el Honorable Senador señor Girardi.
Artículo 25, que pasó a ser 24

Otorga competencia a los Jueces de Policía Local para conocer las materias de que trata esta ley, lo que harán de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante dichos tribunales. El precepto exceptúa de esta regla lo dispuesto en el artículo anterior, que faculta a otras autoridades para disponer la eutanasia, mediante resolución fundada.

El juez podrá ordenar todas las medidas que estime pertinentes para asegurar el bienestar del animal. Podrá también disponer la eutanasia de animales que constituyan un riesgo para la salud o la seguridad de las personas o para la salud pública, lo que se podrá acreditar con un informe de la autoridad sanitaria correspondiente. Se aplicará en este caso lo dispuesto en la última oración del inciso final del artículo 24, que pasó a ser 23, el cual fija las condiciones incruentas en que deben ser sacrificados los animales.

En este artículo se produjo una situación similar a la del anterior, en el sentido de que el Honorable Senador señor Girardi solicitó votar separadamente el segundo inciso, relativo a la eutanasia. El resultado también fue el mismo.


- El inciso primero resultó aprobado por unanimidad, con una modificación en su redacción, por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.

- El inciso segundo, fue aprobado por mayoría, con enmiendas meramente formales. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. Votó en contra el Honorable Senador señor Girardi.
Artículo 26, que pasó a ser 25

Preceptúa que las disposiciones de esta ley se aplicarán supletoriamente a las de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley 
Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias, y otras leyes especiales.


- Se aprobó sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.
- - - - - - - -


Luego de despachar el articulado del proyecto, la Comisión juzgó adecuado dar a la ley un título más acorde con su contenido. En consecuencia, la denominó “Ley sobre Tenencia Responsable de Mascotas y Animales de Compañía”.


- A este acuerdo concurrió la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide.

- - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE ARCHIVO


Concluido el examen en particular de esta iniciativa, la Comisión se abocó a resolver el camino a seguir con los otros proyectos que inciden en la materia de que ésta se ocupa.

Se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, Boletín N° 2.696-11 y de la moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi que exceptúa de la aplicación de normas de crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, a las instituciones que indica, Boletín N° 5.847-11.
Ambas iniciativas discurren principalmente sobre la idea de la calificación de razas animales peligrosas, criterio que esta Comisión ha descartado, luego de escuchar las exposiciones de los especialistas que concurrieron a ilustrar el debate. 

De aquellos proyectos de ley se ha tomado, para incorporarlas al articulado que se propone al final, aquellas disposiciones que resultan congruentes con el texto acordado, que regula la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. El enfoque que motivó esta conclusión se basa en la convicción de que la causa de los problemas que generan los perros abandonados es la irresponsabilidad de las personas y no los animales mismos.

- Por los motivos expuestos, la Comisión propone el archivo, con el acuerdo previo de la Cámara de Diputados, en su caso, de los dos proyectos arriba individualizados.
- - - - - - -

En mérito de las consideraciones y acuerdos expresados, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer al Senado la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY SOBRE TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS Y ANIMALES DE COMPAÑÍA
TÍTULO I

Objeto y Definiciones.


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas y animales de compañía. 

2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas y animales de compañía, a fin de evitar el impacto negativo en la salud de las personas.


3) Proteger la salud animal promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 

2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre en la vía pública, sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin correa de sujeción.


3) Animal peligroso: todo animal que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6°, de conformidad al procedimiento que fije el reglamento.


4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: es el conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados indispensables para su debido bienestar y no someterlo a sufrimientos evitables.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas.


5) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición y custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues, centros de rescate y similares.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas.


Artículo 3º.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el ambiente


Artículo 4º.- Le corresponderá al Ministerio de Salud regular a través de un reglamento, la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía. Este reglamento deberá establecer un sistema de control de la fertilidad de los animales cuando estos proliferan de forma descontrolada a fin de evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas, la salud animal, y el medio ambiente. 


Artículo 5º.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, la que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Estas ordenanzas deberán incluir, entre otras materias, la existencia de un registro obligatorio de mascotas y animales de compañía que permita la adecuada identificación de ellos y sus respectivos responsables, dentro del territorio de la comuna.


Artículo 6°.- La autoridad sanitaria podrá calificar como peligroso determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina, que por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo, tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros animales y daños a las cosas. Respecto de ellos fijará prohibiciones de tenencia; obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, tales como circular con bozal o arnés; restricciones de circulación en lugares de libre acceso públicos, o esterilización obligatoria. 

TITULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía.


Artículo 7º.- Se entenderá por responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o que tenga bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él le corresponderá la alimentación, la adecuada identificación, el manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de fecas, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


El responsable estará obligado a mantenerlos en su domicilio o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud. 


Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos, y en los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad, que fije el reglamento antes citado.


Respecto a los animales calificados como peligrosos cuya circulación está permitida, su responsable deberá adoptar las medidas de seguridad y protección establecidas por la Autoridad Sanitaria. 


Artículo 8º.- Se prohíbe a los responsables de animales de compañía o mascotas, el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad.


Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales organizada o promovida como espectáculo, competencia o desafío. Quienes las organicen, promuevan o difundan serán castigados con las penas del artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley deberá responder civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. 


Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca al interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio.


Artículo 10.- Las municipalidades estarán facultadas para implementar un sistema de recolección de animales, con la finalidad de retirar todo animal abandonado que se encuentre en la vía pública, sitios eriazos o locales de cualquier naturaleza donde se reúna o transite público, incluidos los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


Asimismo serán responsables civilmente por los daños a la salud e integridad física de las personas que causen los animales abandonados que transiten libremente por su territorio jurisdiccional, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del responsable del animal, si lo hubiera. 


Artículo 11.- Para los efectos del artículo anterior, las municipalidades podrán implementar centros de mantención temporal de animales, para albergar a aquellos animales abandonados que se retiren de la vía pública y a los que sean entregados por las personas.


En dicho recinto los animales permanecerán por el tiempo que determine la municipalidad en la ordenanza respectiva.


Durante el lapso de permanencia podrán ser retirados por su responsable, previo pago de las multas que correspondan así como de los gastos de alimentación y custodia en que se haya incurrido. 


Cuando los animales tengan identificación, el funcionario municipal que determine la ordenanza respectiva notificará personalmente al responsable, el que tendrá un plazo de cinco días, a contar de la notificación, para proceder a su rescate previo pago de dos décimos de unidad tributaria mensual por cada día de permanencia, además de los gastos indicados en el inciso precedente.


Los animales que no sean reclamados en el período establecido por la municipalidad se consideraran sin dueño y podrán ser entregados a quien asuma su tenencia responsable, subastados o sometidos a eutanasia. En caso que sean subastados públicamente, el valor que se obtenga ingresará a las arcas municipales.

TÍTULO IV

De los centros de mantención temporal


Artículo 12.- Los centros de mantención temporal de animales deberán llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen y estarán obligados a mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente.


Estos recintos deberán contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento. Además, los animales deberán mantenerse separados por sexo.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas mínimas para dar cumplimiento al presente artículo.


Artículo 13.- Los centros de mantención temporal de animales estarán a cargo de un médico veterinario y, si procediera, deberán obtener permiso de funcionamiento en la municipalidad respectiva, previo pago del mismo, además de contar con el informe favorable de la autoridad sanitaria. 


Artículo 14.- En caso de cierre o abandono de algún centro de mantención temporal de animales, sus responsables estarán obligados a entregar a quien asuma su tenencia responsable los animales que alberguen o, en su defecto, trasladarlos a otro de dichos centros. En cualquier caso, deberán entregar junto con los animales todos los antecedentes sanitarios de éstos. 

TÍTULO V

De la venta, crianza y exposición de las mascotas


Artículo 15.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.


Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 


Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.


Artículo 16.- Los establecimientos que expendan mascotas o animales de compañía, deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos sean afectadas por aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


Artículo 17.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o entrega en posesión de cualquier animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.


Artículo 18.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales, y en subsidio el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, evitando su sufrimiento.


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 19.- Toda contravención a esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el Juez de Policía Local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios, si los hubiera.


Artículo 20.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, de los centros de mantención temporal y de los programas de educación en tenencia responsable.


Artículo 21.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a las municipalidades, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.

TÍTULO VII

De la acción especial


Artículo 22.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.


El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía. 

TITULO VIII

Disposiciones Generales


Artículo 23.- La autoridad sanitaria y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, con o sin transferencia de fondos, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

 
Por resolución fundada, dichas autoridades podrán disponer la eutanasia de los animales de que trata esta ley, especialmente cuando exista peligro para la salud o la seguridad de las personas o para la salud pública. En este caso, deberán utilizarse métodos que impliquen el mínimo sufrimiento del animal y le provoquen una pérdida de conciencia inmediata, siempre bajo el control y la responsabilidad de un médico veterinario.


Artículo 24.- Los Jueces de Policía Local serán competentes para conocer las materias de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, con excepción de lo dispuesto en el artículo anterior, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes a fin de asegurar el bienestar del animal.


También podrán disponer la eutanasia de animales que constituyan un riesgo para la salud o seguridad de las personas o para la salud pública, lo que se acreditará con un informe de la autoridad sanitaria correspondiente. Se aplicará en este caso lo dispuesto en la última oración del inciso final del artículo 23.


Artículo 25.- Las disposiciones contenidas en esta ley, se aplicarán supletoriamente a lo dispuesto en la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias y otras leyes especiales.


Artículo 26.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 291 bis del Código Penal:


“Se impondrá además la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior, y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley sobre Tenencia Responsable de Mascotas y Animales de Compañía. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.”.”.
- - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de agosto y 1, 2, 8, 16 y 29 de septiembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Jorge Arancibia Reyes (Pablo longueira Montes), Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Ominami Pascual (Camilo Escalona Medina).

Valparaíso, 01 de octubre de 2009.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINA LAS PREEXISTENCIAS EN PLANES DE SALUD DE LAS ISAPRES

(6761-11)

Honorable Senado:

Considerandos:
La actual ley de Isapres contenida en el texto refundido del DFL N°l, de 2005 del Ministerio de Salud consagra la restricción y exclusión de coberturas de salud en caso de enfermedades preexistententes, entendiéndose por tales "aquellas enfermedades, patologías o condiciones de salud que hayan sido conocidas por el afiliado y diagnosticadas médicamente con anterioridad a la suscripción del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso." (Art. 190).
En efecto, establece la ley que:
1) Todo contrato de salud provisional contendrá como mínimo (Art. 189):
"g) Restricciones a la cobertura. Ellas solo podrán estar referidas a enfermedades preexistentes declaradas, por un plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la suscripción del contrato, y tendrán la limitación establecida en el inciso primero del artículo 190.
En el caso del embarazo se deberá consignar claramente que la cobertura será proporcional al período que reste para que ocurra el nacimiento.
No obstante lo anterior, en el caso de enfermedades preexistentes declaradas, el futuro afiliado podrá, en casos calificados, solicitar por escrito, con copia a la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales en Salud, que la Institución le otorgue para dichas patologías, por dieciocho meses más, la cobertura que el Fondo Nacional de Salud ofrece en la Modalidad de Libre Elección a que se refiere el Libro II de esta Ley. Lo anterior, con la finalidad de ser aceptado en la respectiva Institución de Salud Previsional. La Superintendencia regulará, mediante instrucciones de general aplicación, la operación de lo dispuesto en este párrafo." 
2) No podrá convenirse exclusión de prestaciones, salvo las siguientes (Art. 190):
"6.- Enfermedades o condiciones de salud preexistentes no declaradas, salvo que se acredite justa causa de error.
Para los efectos de esta Ley, se entenderá que son preexistentes aquellas enfermedades, patologías o condiciones de salud que hayan sido conocidas por el afiliado y diagnosticadas médicamente con anterioridad a la suscripción del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso. Tales antecedentes de salud deberán ser registrados fidedignamente por el afiliado en un documento denominado Declaración de Salud, junto con los demás antecedentes de salud que requiera la Institución de Salud Previsional. La Declaración de Salud deberá ser suscrita por las partes en forma previa a la celebración del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso. La Declaración de Salud forma parte esencial del contrato; sin embargo, la falta de tal declaración no lo invalidará, pero hará presumir de derecho que la Institución de Salud Previsional renunció a la posibilidad de restringir la cobertura o de poner término a la convención por la omisión de alguna enfermedad o condición de salud preexistente.
Sin perjuicio de lo anterior, la Institución de Salud Previsional estará obligada a concurrir al pago de prestaciones por enfermedades o condiciones de salud preexistentes no declaradas, en los mismos términos estipulados en el contrato para prestaciones originadas por enfermedades o condiciones de salud no preexistentes cubiertas por el plan, si se acredita que la omisión se debió a justa causa de error o cuando haya transcurrido un plazo de cinco años, contado desde la suscripción del contrato o desde la incorporación del beneficiario, en su caso, sin que el beneficiario haya requerido atención médica por la patología o condición de salud preexistente. En estos casos, tampoco procederá la terminación del contrato de salud.
Se presumirá la mala fe si la Institución probare que la patología o condición de salud preexistente requirió atención médica durante los antedichos cinco años y el afiliado a sabiendas la ocultó a fin de favorecerse de esta disposición legal. En estos casos, la Institución de Salud Previsional podrá poner término al contrato, en los términos señalados en el artículo 201;"
Esta situación representa la consagración de una DISCRIMINACIÓN ARBITRARIA LEGALIZADA por cuanto se trata de una diferenciación entre los derechos y beneficios a que pueden acceder las personas en razón de su condición de salud, lo que resulta arbitrario y contrario al principio de igualdad ante la ley que consagra la Constitución Política (Art. 19 N° 2) y todo el derecho internacional sobre la materia a la que Chile ha adherido.
De igual modo constituye una discriminación arbitraria el sistema ampliamente aplicado y generalizado en el sistema Isapre de diferenciar precios y beneficios de los planes en función de la edad, sexo o condición de embarazo que pueda presentar el afiliado, castigando dicha condición con un mayor gravamen/menor beneficio y premiando a los que no las tienen con un menor gravamen/beneficio, lo que repugna igualmente a cualquier régimen fundado en la libertad, igualdad y solidaridad.
Resulta en consecuencia, de toda justicia y de toda consecuencia con los principios que el estado de derecho chileno dice defender, eliminar toda disposición existente y vigente en la legislación chilena de salud que reconozca o ampare el instituto de las preexistencias en salud o establezca discriminaciones arbitrarias como las existentes amparadas en condiciones etáreas, sexuales, de salud, embarazo o cualquier otra propia de la naturaleza humana.
Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,
PROYECTO DE LEY
ARTÍCULO ÚNICO: Refórmese el DFL N° 1, de 2005, que FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY N° 2763/79 Y DE LAS LEYES N° S. 18.933 Y N° 18.469 de la siguiente manera:
1) Agregase el siguiente inciso 3° a la letra e) del artículo 189:
"En ningún caso los precios, prestaciones, modalidades o condiciones de los planes de salud podrán ser establecidos en consideración a la edad, sexo, estado de salud o de gravidez del afiliado o de sus beneficiarios. Cualquier diferencia o discriminación fundada en las situaciones anteriores será objeto podrá ser denunciada y sancionada en conformidad a la presente ley."
2) Reemplazase la letra g) del inciso 2° del artículo 189 por el siguiente:
"g) Restricciones a la cobertura. Ellas solo podrán estar referidas a los casos de embarazo en el que se deberá consignar claramente que la cobertura será proporcional al período que reste para que ocurra el nacimiento."
3) Derógase el numeral 6 del inciso 2° del artículo 190.
4) Eliminase en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 190 la frase "y a enfermedades preexistentes".
5) Derógase el inciso 3° del numeral 1 del artículo 201.
6) Eliminase en el inciso 2° y 3° del numeral 4 del artículo 201 la frase
"con excepción de tos prestaciones derivadas de enfermedades preexistentes no declaradas,"
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- 
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� El proyecto de acuerdo sobre aprobación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas fue despachado por el Congreso Nacional al 01 de julio año 2008 (Boletín N° 5738-10).


� Da como ejemplo la importación a Chile de bulldog americano, para cruzarlos con rottweiler.


� Estimó que 35.000 perros serían abandonados, sólo en Santiago, si se promulga una ley de razas en Chile. 


� En Europa la disminución llegó al 30%. 


� Sólo el 5% del total de perros existentes en Chile se encuentra inscrito. 


� Center for Disease Control and Prevention. 


� De acuerdo al Colegio Americano de Veterinaria el 50% de las víctimas de ataques caninos son niños menores de 12 años y el 10% ancianos. 


� Concuerdan con esta idea el Colegio Americano de Veterinarios y la Organización Panamericana de la Salud.


� Un ejemplo de conducta innata es el de las abejas, que defendiéndose pueden incluso resultar mortales para los humanos y provocar la muerte por anafilaxia. 


� Comentó el caso de España, donde se hicieron capacitaciones de media jornada para poder realizar este tipo de diagnóstico, lo que llevó a que gran número de perros fueran diagnosticados equivocadamente como peligrosos.


� Alude al artículo 2°, numeral 2) de la indicación sustitutiva. 


� Citó el caso de la Municipalidad de La Granja, donde el mayor gasto fue de $ 250 millones, sólo entre julio y diciembre de este año. 


� El presupuesto de un año de Las Condes equivale al de 10 años de La Granja.





� Por ejemplo: Carabineros requisa 2 caballos que andan en una carreta en zona urbana y la municipalidad no puede comprar pasto, porque no está dentro de sus funciones. 


� Boletín N° 6.521-12, comunicado al Ejecutivo el 1 de septiembre de 2009.


� La Municipalidad de Temuco celebró un convenio con la Universidad Católica por el que su Centro de Medicina Veterinaria se encarga del tema de los perros vagos en esa ciudad. 


� Que modifica los artículos 491 y 494, del Código Penal, con el objeto de hacer responsables a propietarios de perros domésticos por mordeduras y daños a terceros, Boletín N° 4.546-07.


� Artículo que el proyecto de Ley de Protección de los Animales, Boletín N° 6.521-12, inserta en el Código Penal. Fue comunicado a la Presidenta de la República el 1 de septiembre en curso, para su promulgación u observaciones.


� $ 7.300 a la fecha de este informe.


� Ver artículo 23.


� Promulgada por decreto ley N° 873, de 1975.


� De $ 36.498 a $ 182.490, a la fecha de este informe.


� Ver nota 14.
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